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RESUMEN 
 
Se realizó una investigación acerca de la evolución de la noción de “servicio 
público”, y sobre cómo en Colombia la ambigüedad de dicha noción hizo necesaria 
la aparición de otras más precisas como la de «servicios públicos domiciliarios». 
 
Se explica cómo el manejo de los desechos hospitalarios, inicialmente, era un 
tema regulado dentro del marco de los «servicios públicos domiciliarios» y  
posteriormente como un tema  ambiental y de salud pública.  
 
Finalmente, en las conclusiones se señala  cuáles son las autoridades 
competentes para llevar a cabo la inspección, vigilancia y control de esta actividad, 
con el fin de evitar que se siga poniendo en riesgo a la población colombiana. 
 
PALABRAS CLAVE:  DERECHO PÚBLICO-TRABAJOS DE GRADO; MANEJO 
DE RESIDUOS HOSPITALARIOS-LEGISLACIÓN-COLOMBIA; SEGURIDAD 
AMBIENTAL-NORMAS TÉCNICAS. 
 



INTRODUCCIÓN 
 
"Comieron carne humana"1: este titular se refiere a un hecho que tuvo lugar en la 
ciudad de Cali en 1993, en donde una  familia de recicladores consumió carne 
humana, debido al mal manejo de los residuos hospitalarios. Esta es una  de las 
tantas  noticias que desde hace dos décadas se vienen presentando en el país 
relacionado con el mal manejo de los desechos hospitalarios.  En un comienzo 
esto no tuvo mayor eco en Colombia, pero con los años estas noticias continuaron 
e inclusive  aumentaron. Este no es solamente un problema  jurídico, claramente 
es un riesgo social que atenta contra la población.  
 
Ministros, directores de Corporaciones Autónomas Regionales, todo tipo de 
autoridades ambientales e inclusive el Procurador General de la Nación han 
prendido las alarmas e iniciado  investigaciones, señalándose los unos a los otros 
ante la falta de claridad que existe sobre cuáles son las autoridades responsables 
de la vigilancia y control de quienes se ocupan del manejo de los residuos 
hospitalarios.  
 
Según los hechos reportados en varias noticias por el periódico el tiempo, la 
población percibía que ningún ente del Estado  tenía la competencia para llevar a 
cabo una vigilancia y control que evitara que los residuos hospitalarios se 
encontraran en lotes baldíos o en terrenos adyacentes a escuelas públicas.*
 
En dicho escenario, esta investigación tiene como objetivo analizar la  
normatividad vigente sobre la materia,  con el fin de determinar el ente, o los entes 
gubernamentales encargados de inspeccionar, vigilar y controlar a quienes se 
ocupan del manejo de los residuos hospitalarios.   
 
La gran dificultad: el exceso y la ambigüedad de la legislación ha generado una 
gran confusión en las competencias que le corresponden a las distintas 
autoridades, causando un caos terrible en materia ambiental y salud pública.   
 
Para comenzar, se realizó una investigación acerca de la evolución de la noción 
de “servicio público”, y sobre cómo en Colombia la ambigüedad de dicha noción 
hizo necesaria la aparición de otras más precisas como la de «servicios públicos 

                                            
1 COMIERON CARNE HUMANA. [En línea]. Disponible en Internet: <URL: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-132177>. [Citado: 25, mar., 2009]. 
* Cfr., entre otras noticias: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3026837, 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-
4440589http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
3061984 http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-
4500687http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-
4568354http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-
3027028http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-
4429081http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4426780 



 

domiciliarios». Lo anterior, por cuanto las características de la actividad de 
recolección de desechos hospitalarios generan un gran debate en relación con su 
naturaleza jurídica. 
 
Por otra parte, se explicará cómo el manejo de los desechos hospitalarios, 
inicialmente, era un tema regulado dentro del marco de los «servicios públicos 
domiciliarios» y  posteriormente como un tema  ambiental y de salud pública.  
 
Finalmente, en las conclusiones se señalará  cuáles son las autoridades 
competentes para llevar a cabo la inspección, vigilancia y control de esta actividad, 
con el fin de evitar que se siga poniendo en riesgo a la población colombiana. 
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1.  SERVICIO PÚBLICO 
 
En la evolución de la humanidad se dieron muchos cambios sociales  y, en cierto 
punto, llegó  el momento en el cual ciertas necesidades no podían ser resueltas de 
manera individual, es así como el hombre decide agruparse para facilitar su vida; 
con el fin de resolver ciertas necesidades colectivas cede ciertas libertades 
individuales a un “ser supremo” cuya evolución derivó en el Estado.2
 
Ese «ente ideal» como lo llamaba Platón,  o «sociedad perfecta» establecida por 
su discípulo Aristóteles es el Estado, con múltiples definiciones, desde la 
roussoniana, asociación política libremente fundada por los participes del contrato 
social, hasta aquellas como la de Duguit para quien el Estado es una agrupación 
humana fijada sobre un territorio determinado, donde  los más fuertes imponen su 
voluntad sobre los más débiles, y Harold J. Laski quien consideraba que el Estado 
constituye una sociedad de hombres unidos por el deseo de enriquecer la vida 
colectiva.3
 
Sobra decir que existen tantas definiciones como autores sobre el tema del 
Estado, así como también ocurre con la noción de «servicios públicos», pero lo 
innegable es la estrecha relación de uno con el otro, al punto que no se puede 
mencionar a  uno ignorando al otro, pues  la necesidad de un ente llamado Estado 
 fue aceptado por los subalternos  en la medida en que se veían resueltas sus 
necesidades básicas4, fundamento básico de la noción de «servicios públicos». 
 
Durante mucho tiempo se ha entendido que la noción de «servicio público» tiene 
una íntima relación con la balanza que existe entre el interés particular y el interés 
general, que las necesidades de la sociedad  que no pueden suplirse con la simple 
actividad particular hacen necesaria la intervención del Estado por medio del 
derecho público.5
 
Así… 
 

… una vez reconocida la conveniencia de una necesidad colectiva 
surge simultáneamente la conveniencia de establecer la supremacía del 
interés general sobre el interés particular… consiste en estimar que la 
necesidad colectiva se manifiesta por sí misma, tiene sus características 
y obra en toda su intensidad sin que pueda limitarse ni por medio de 
leyes ni actos emanados por la autoridad… no puede reconocerse la 

                                            
2 VELÁSQUEZ TURBAY, Camilo. Derecho constitucional. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 1998. p. 63. 
3 NARANJO MESA, Vladimiro. Teoría constitucional e instituciones políticas. 8 ed. Bogotá: Temis, 
2000, p. 72. 
4 Ibíd., p. 71. 
5 PALACIOS MEJÍA, Hugo. El derecho de los servicios públicos. Santafé de Bogotá: Derecho 
Vigente, 1999, p. 7. 
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supremacía del interés colectivo sino cuando por medio de leyes 
especiales se hace el reconocimiento de la necesidad general y se 
prescriben las formulas que conducen a satisfacerla eficazmente.6

 
La  Doctrina considera el fallo Blanco* como punto de partida del derecho 
administrativo,  a partir de la prestación de los «servicios públicos». Sin embargo, 
este concepto es mucho más amplio y se remonta a la relación Estado-súbditos 
donde el gobierno brinda  a sus habitantes la satisfacción de ciertas necesidades.*
 
La concepción clásica de «servicio público» era entendida como toda actividad 
encaminada a satisfacer el interés general, con las siguientes características y 
elementos: 
 
• La prestación del «servicio público» era una actividad única y exclusiva de la 
administración, que sólo ella podía llevarla a cabo, y esto era el elemento esencial 
que lo diferenciaba de las actividades privadas. 
 
• El fin último de estas actividades es la satisfacción de necesidades generales, 
necesariamente de carácter colectivo, en contraposición de las actividades 
particulares. 
 
• El resultado directo de esta concepción es que donde se preste un «servicio 
público» se aplica el derecho administrativo y la jurisdicción contenciosa 
administrativa.7 

                                            
6 CASTRO, MARTÍNEZ, José Joaquín. Tratado de derecho administrativo. Bogotá: Centros, 1942, 
p. 134. 
* El fallo Blanco fue proferido por el Tribunal de Conflictos el 8 de Febrero de 1873. Los hechos de 
la demanda hacen referencia a “Anges Blanco que trataba de atravesar los rieles que cortaban la 
calle en la ciudad de Burdeos fue atropellada por una vagoneta de la Compañía Nacional de 
manufactura de Tabaco-de propiedad estatal que transportaba materia prima para otro edificio. La 
accidentada sufre graves lesiones que culminaran con la amputación de las piernas. El padre de la 
menor demanda ante los tribunales ordinarios en acción civil de indemnización por daños y 
perjuicios al Prefecto (Gobernador) de la Gironde, con el argumento de que El Estado es civilmente 
responsable por los perjuicios ocasionados a terceros en aplicación de la acción por daños 
causados por sus agentes.” Pag 83. “La decisión aporto varias precisiones importantes: 1. En 
primer lugar puso término al principio de la irresponsabilidad del Estado(…).2 plantea el principio 
de que la responsabilidad administrativa no se rige por las normas del Codigo Civil, sino que esta 
sujeta a las reglas especiales que surgen de los imperativos propios de los servicios públicos(…)3. 
precisa que los problemas que plantea administrativa son de competencia de la jurisdicción 
administrativa. Finalmente, la decisión le atribuyo la calidad de “servicio público” –lo que no era 
evidente- a un establecimiento industrial del Estado comparable en todo, según el propio David, a 
una empresa privada, y considero como actuaciones administrativos hechos imputables no a 
funcionarios…” Saavedra, Becerra Ramiro, La Responsabilidad extracontractual de la 
administración pública, Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2002. 
* Apuntes de clase Ramiro Saavedra. 
7 RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Libardo. Derecho administrativo: general y colombiano. 14 ed. 
Bogotá: Temis, 2005, p. 415. 
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Por otro lado, existe el concepto orgánico o formal  que utiliza como  base el 
conjunto de órganos o personas que desarrolla dicha actividad, concepto 
restringido a la administración pública.8
 
Como ya se dijo muchas son las definiciones de «servicio público»  que se han 
dado a lo largo del tiempo.9 Hauriou, por ejemplo, manifiesta que se puede 
explicar como una organización publica de poderes, de competencias y de 
procedimientos, que tienen por objeto dar al público, de una manera regular y 
continua un servicio determinado dentro de un régimen policivo en el sentido 
elevado de la palabra. Dicho autor manifiesta, además, que los elementos 
constitutivos del «servicio público»  son: Una organización pública de poderes de 
competencias y de procedimientos; un servicio regular y continuo que se le da al 
público, y un régimen de policía civil. 
 
Por su parte, Gastón Jezé10 afirma que existe un «servicio público» cuando el 
legislador crea procedimientos especiales, modificables por la administración, para 
que los agentes estatales garanticen la atención de esas necesidades, con 
subordinación del interés privado al interés general. 
 
Muchos doctrinantes asemejan a derecho administrativo con la noción de «servicio 
público» “hasta el punto que se llega a considerar que la principal actividad y 
preocupación de la administración debe consistir en asegurar cada día un mejor 
funcionamiento de los servicios públicos”.11

 
A su vez, Gascón y Marín, define, «servicio público» como “… el prestado para 
satisfacer necesidad general pública, de modo regular y continuo, utilizando 
procedimiento jurídico publico también que somete las relaciones creadas a 
régimen especial”.12

 
Castro Martínez, por su parte, afirma que el «servicio público» consiste en la 
satisfacción eficaz, regular y continua de las necesidades comunes, por medio de 
un procedimiento especial de derecho aplicado por los funcionarios públicos”.13

 
Ahora bien, en el escenario colombiano, muy dado a replicar las discusiones 
francesas en estos temas, como explica Hugo Palacios Mejía: 
 

Es necesario anotar que la expresión “servicio público” ha sido muy 
utilizada en la literatura jurídica colombiana durante el siglo XX; pero 
que se la ha usado tal como fue concebida en Francia, esto es, sin rigor, 

                                            
8 Ibíd., p. 415-416. 
9 Ibíd., p. 123. 
10 PALACIOS MEJÍA, Hugo. Op. cit., p. 7. 
11 RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Libardo. Op. cit., p. 413. 
12 CASTRO, MARTÍNEZ, José Joaquín. Op. cit., p. 124. 
13 Ibíd., p. 125. 
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sin esfuerzos suficientes para reducir ambigüedades en su uso, y que, 
por lo tanto, resulta difícil avanzar con ella seriamente en el análisis de 
las relaciones para las cuales fue acuñada.14

 
Sin embargo, a continuación se presenta un breve recuento de la evolución de la 
noción.  
 
En nuestro ordenamiento, el tema se empezó a tratar siendo colonia española,  
posteriormente se trató de manera concreta en la Constitución de 1886 en 
determinados artículos, como el artículo séptimo que reza: “Fuera de la división 
general del Territorio habrá otras dentro de los limites de cada departamento, para 
arreglar el servicio público.  Las divisiones relativas a lo fiscal, lo militar y la 
instrucción pública, podrá no coincidir con la división general”15; permitiendo 
descentralización en una carta política marcada por el centralismo administrativo, 
con el fin de prestar un servicio optimo en las diferentes zonas del territorio 
nacional.16

 
En el artículo 76, de la misma Constitución que señalaba las atribuciones del 
Congreso, “Crear todos los empleos que demando el servicio público y fijar sus 
respectivas dotaciones;” y el siguiente numeral plantea “Regular el servicio 
público, determinando los puntos de que trata Articulo 62”.17

 
El Artículo 203 de la misma Constitución dice que: “Son de cargo de la República 
las deudas exterior e interior, reconocidas ya, o en que lo sucesivo se reconozcan, 
y los gastos del servicio público nacional. La ley determinara el orden y modo de 
satisfacer estas obligaciones.” 
 
Posteriormente, el Código Sustantivo del Trabajo publicado en 1951, en su 
Artículo 430 relativo a los casos en que existe la prohibición de huelga, dispuso: 
  

Para este efecto se considera como servicio público, toda actividad 
organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en 
forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, 
bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por 
personas privadas. 
 
Constituyen, por tanto, servicio público, entre otras, las siguientes 
actividades: 
a) Las que se prestan en cualquiera de las ramas del poder público; 
 

                                            
14 PALACIOS MEJÍA, Hugo. Op. cit., p. 6. 
15 Ibíd., p. 7. 
16 ZAFRA ROLDÁN, Gustavo. Jurisdicción constitucional de Colombia: la Corte Constitucional 
1992-2000. Realidades y perspectivas. “Estado Social de derecho”. Bogotá: Imprenta Nacional de 
Colombia, 2004. p. 240-243. 
17 SÁCHICA, Luis Carlos. La de 1886, una constitución a la medida. Bogotá: Temis, 1986. p. 49. 
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b) Las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de 
acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones; 
 
c) Las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como 
hospitales y clínicas; 
 
d) Las de establecimientos de asistencia social, de caridad y de 
beneficencia;  
 
e) Las de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos 
los organismos de distribución de estos establecimientos, sean ellos 
oficiales o privados;  
 
f) Las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones; 
 
g) Las de explotación, elaboración y distribución de sal;  
 
h) Las de explotación, refinación, transporte y distribución de petróleo y 
sus derivados, cuando estén destinadas al abastecimiento normal de 
combustibles del país, a juicio del gobierno.18

 
Este es el primer acercamiento legislativo que encontramos sobre el tema en el 
cual se da una definición clara de «servicios públicos», y es a partir de la 
prohibición de la huelga que se define, así como también se plantea un listado 
enunciativo de aquellas prestaciones que no podían suspender sus actividades sin 
importar el inconformismo de los trabajadores del servicio. 
 
Posteriormente, en la Constitución de 1991 se da un gran cambio de percepción 
sobre el manejo de los «servicios públicos», alejándose de la concepción clásica 
francesa, tras la crisis del intervencionismo estatal, y la comprobación de la falta 
de eficiencia del Estado, así como el inconformismo de los usuarios en la 
prestación de los servicios. 19

 
En el plano nacional, la influencia estadounidense era más marcada cuando se 
redacto la Constitución20 y  el inconformismo planteado anteriormente le dio cabida 
a la tesis neo-liberal*, por ello los autores señalan que  “… la época clásica de los 

                                            
18 COLOMBIA. Congreso de la República. Código Sustantivo del Trabajo. Bogotá: Leyer, 1962. 
Artículo 430. 
19 MONTES DE ECHEVERRI, Susana. Jurisdicción Constitucional de Colombia: la Corte 
Constitucional 1992-2000. Realidades y perspectivas. “Estado Social de derecho”. Bogotá: 
Imprenta Nacional de Colombia, 2004. p. 248-249. 
20 KALMANOVITZ KRAUTER, Salomón. Economia y nacion: una breve historia de Colombia. 
Bogotá: Norma, 2003. p. 471. 
* Neoliberalismo: “Doctrina económica, que surge después de la Segunda Guerra Mundial y que 
pretende renovar el siglo XIX, en el cual, el individuo se el que decide con su actividad lo que pasa 
en el plano económico. Se limita la actividad económica del Estado.” Cfr. Zorilla Arena, Santiago, 
Silvestre Mendez, Jose, Diccionario de Economía, México D.F., Editorial Limusa S.A., Pag. 161. 
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servicios públicos, estos eran prestados exclusivamente por parte del Estado. 
Pero actualmente, como resultado de la evolución  que tanto en el aspecto teórico 
como en el practico ha sufrido esta institución, los servicios públicos son prestados 
tanto por el Estado como por los particulares”.21

 
Y desde el punto de vista normativo, en nuestro escenario: 
 

… la Constitución colombiana no define que son los servicios públicos; 
se limita a afirmar que las actividades relacionadas con la educación, la 
seguridad social, la salud, la preservación del ambiente tienen tal 
carácter. Y se determinan unas nuevas condiciones constitucionales 
para su prestación:  
 
Artículo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social 
del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a 
todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos 
estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser 
prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la 
regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. Si por razones 
de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley aprobada por 
la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del 
Gobierno decide reservarse determinadas actividades estratégicas o 
servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las 
personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de 
una actividad lícita.22

 
En este articulo se evidencia que “…a partir del nuevo orden de los servicios 
públicos introducido con el texto político del 91, se hace referencia al “deber de 
asegurar” y no al “deber de prestar”23; con esta nueva visión basta que el Estado 
garantice la prestación quitándole la carga de la prestación del mismo, pues lo 
realmente importante es suplir la necesidad de los asociados de manera eficiente. 
 
El inciso segundo del artículo es claro al establecer que el Estado podrá prestar 
los «servicios públicos» pero esto no hace referencia a que la prestación del 
servicio sea una actividad exclusiva del Estado, por el contrario, es evidente que 
esta actividad puede ser desarrollada por el Estado, los particulares y de manera 
conjunta. Así, con este nuevo orden jurídico, la calificación de «servicio público» 
ya  no se refiere al ente u órgano que lo presta, sino ligado al interés general que 
caracteriza al servicio que se debe prestar. 
 

                                            
21 RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Libardo. Op. cit., p. 419. 
22 PALACIOS MEJÍA, Hugo. Op. cit., p. 19. 
23 MONTAÑA PLATA, Alberto. El concepto de “servicio público” en derecho administrativo. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2002. p. 94. 
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Es importante recalcar que la facultad de «regular» la prestación de los servicios 
permanece en cabeza del Estado de acuerdo con el mencionado artículo 365. Y 
que dicha regulación en el rango normativo de «ley» de acuerdo con el artículo 
367 tiene las siguientes condiciones: “La ley fijará las competencias y 
responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, 
su cobertura, calidad y financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta 
además de los criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos. 
Los “servicios públicos domiciliarios” se prestarán directamente por cada municipio 
cuando las características técnicas y económicas del servicio y las conveniencias 
generales lo permitan y aconsejen, y los departamentos cumplirán funciones de 
apoyo y coordinación. La ley determinará las entidades competentes para fijar las 
tarifas.” 
 
Igualmente siguen siendo función exclusiva del Estado el control y vigilancia de los 
«servicios públicos». 
 
El Congreso fijará las leyes concernientes a todo el tema de competencias y 
responsabilidades relativas a la prestación de «servicios públicos». El gobierno por 
su parte tiene a su cargo la vigilancia y control  exclusiva de los «servicios públicos 
domiciliarios». Sin embargo existe la duda “…sobre el desarrollo tanto de las 
funciones de regulación como de inspección, control y vigilancia atribuidas al 
presidente de la república tratándose de los servicios públicos no calificados como 
domiciliarios…”24

 
Ahora bien, el desarrollo legal de los «domiciliarios» se dio a través de la ley 142 
de 1994. En la cual, como se explicará en detalle más adelante, no se 
establecieron las características para identificar un «servicio público» como 
«domiciliario», sino que se estableció una lista de los servicios así considerados. 
 
Por su parte, en el Estatuto General de la Contratación Pública (Ley 80 de 1993) 
se definieron los «servicios públicos» en el artículo segundo, numeral tercero de la 
siguiente manera: “Los que están destinados a satisfacer necesidades colectivas 
en forma general, permanente  y continua, bajo la dirección, regulación y control 
del Estado, así como aquellos mediante los cuales el Estado busca preservar el 
orden y asegurar el cumplimiento de sus fines.” 
 
Con base en todo lo anterior  se puede considerar que el concepto de “servicio 
público” no está claramente definido, que existe una gran ambigüedad. A pesar de 
la pretensión de claridad que existía, como lo explica Rodríguez en los siguientes 
términos: 
 

Dentro la teoría del “servicio público” este se caracterizaba por tener un 
régimen jurídico unificado, que era precisamente el régimen general de 

                                            
24 Ibíd., p. 101.  
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derecho administrativo. El criterio pretendía ser tan unificado y claro que 
podía utilizar una regla enfática igual allí donde había “servicio público” 
se aplicaba el derecho administrativo, mientras que allí donde no había 
derecho administrativo se aplicaba derecho común.25

 
Frente a ello, consideramos más cercana a la realidad lo señalado por Palacios 
Mejía para quien: “…es lamentable, pues, que, partiendo de un concepto tan vago 
(“necesidades de interés general”) se haya fundado el de servicios públicos y, más 
aun, a partir de éste se haya pretendido definir el derecho administrativo como “el 
conjunto de reglas relativas a los servicios públicos”.”26

 
Analizando  la evolución del concepto de «servicio público» se puede decir que se 
relaciona directamente con satisfacer necesidades de interés general. El cambio 
se ha dado en los órganos o personas que prestan el servicio, hoy los puede 
prestar tanto el Estado como los particulares por razones que se pueden entender 
dada la crisis del intervencionismo de Estado.27

 
Pero en este punto, es preciso reconocer que la  generalidad y falta de precisión 
en el concepto de «servicio público» no es exclusiva del derecho colombiano, y 
frente a este fenómeno se han dado respuestas diversas. En particular en el 
derecho comunitario europeo; la salida se dio desarrollando la noción de «servicio 
público de interés general» y en el derecho colombiano se desarrolló la noción de 
«servicio público domiciliario», ambas con un alcance más preciso, y por ello más 
adecuados para la seguridad jurídica y el desarrollo económico. 
 
1.1  CONCEPTO DE “SERVICIO PUBLICO DE INTERÉS GENERAL” EN EL 
DERECHO COMUNITARIO EUROPEO 
 
Como señala Rincón Salcedo, en la comunidad europea se  ha desarrollado una 
nueva visión del concepto de «servicio público» y  es  precisamente el carácter de 
«público» lo que esta nueva visión pretende cambiar al denominar este tipo de  
servicios, «servicios de interés general». Al relacionar este tipo de servicios con lo 
público se  ha generado  confusión ya que como se ha visto,  estos servicios lo 
prestan  tanto los particulares  como el Estado y la característica que los identifica 
es el interés general intrínseco que  acarrea su prestación.  
 
El mismo autor: 
 

Es precisamente en esta dimensión amplia y dinámica que los servicios 
públicos a nivel comunitario, desde un punto de vista conceptual, 
abandonan la denominación de servicio “público”, por decisión expresa 
de la Comisión, para dar paso al concepto de Servicio de Interés 

                                            
25 RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, Libardo. Op. cit., p. 422. 
26 PALACIOS MEJÍA, Hugo. Op. cit., p. 8. 
27 KALMANOVITZ KRAUTER, Salomón. Op. cit. p. 559.  
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General. Un concepto que abarca tanto las actividades económicas 
como las actividades no económicas de interés general, pero que 
resulta más amplio que el concepto clásico de servicio público pues no 
solo contiene las diferentes concepciones que sobre la materia existen 
sino que, adicionalmente, no está sujeta a la noción de lo público que a 
tantas apreciaciones ambiguas se presta.28

 
El mismo autor señala que, “la noción “clásica” de servicio público se ha 
convertido en una noción imprecisa que pocos logran comprender y que, además 
de ser manipulada oponiéndola a la noción de prestación privada de un servicio, 
choca con la necesidad del mundo globalizado de armonizar los ordenamientos 
jurídicos internos. Es por esta razón que el esfuerzo europeo por construir una 
noción que permita conciliar las diferentes aproximaciones que del “servicio 
público” existen, ya sea por la concepción que cada país en particular tiene del rol 
del Estado, ya sea por el sistema de derecho aplicado por uno u otro Estado 
(anglosajón o romano-germánico), constituye un paso fundamental no solo en la 
recuperación de la autonomía conceptual de la noción sino principalmente en el 
aporte de respuestas a las realidades jurídicas trasnacionales propias del mundo 
globalizado.” 29

 
Así, la Comunidad Europea ha creado un criterio general donde se analiza el 
carácter económico del servicio.  De esa manera se determina si el servicio es 
prestado por particulares  y se le aplican las normas del mercado, o por el 
contrario si el servicio lo presta El estado directamente. En todo caso será el 
criterio de cada Estado para determinar qué actividades son servicios económicos 
de interés general y cuáles no.    
 
Finalmente, señala Rincón Salcedo que “de la introducción del principio de 
subsidiariedad y de la noción aportada por la Comisión debemos destacar dos 
aspectos fundamentales a partir de los cuales nos será posible comprender la 
estructura conceptual de la noción de ~Servicio de Interés Económico General y, a 
su vez, determinar su función como pilar de base de la noción europea de “servicio 
público”: 1) la distinción implícita de las dos grandes categorías de Servicios de 
Interés General, y 2) el carácter de actividad de interés general que poseen los 
Servicios de Interés Económico General, el cual es determinado de manera 
autónoma por cada Estado miembro de la Unión.” 30  

                                            
28 RINCÓN-SALCEDO, Javier G. Int. Law. En: Revista Colombiana de Derecho Internacional. 
Mayo, 2008. no. 11, p. 220. 
29 Ibíd., p. 220. 
30 Ibíd., 212. 
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2.  LOS RESIDUOS HOSPITLARIOS: DE LA LEY 142 DE 1994 A LA LEY 430 
DE 1998 

 
2.1  “SERVICIO PUBLICO DOMICILIARIO”: UNA ESPECIE DEL GÉNERO 
“SERVICIO PUBLICO” 
 
En el capítulo anterior se realizó un estudio del concepto de «servicio público» de 
lo cual, puede concluirse que es un concepto muy ambiguo. Y que, dicha realidad, 
los ordenamientos jurídicos han buscado categorías más precisas. En el derecho 
comunitario europeo el «servicio de interés general» y en derecho colombiano el 
«servicio público domiciliario» y los demás. 
 
La clasificación colombiana tiene sustento. Es así que, en la Carta Política de 
1991, se establecen unas reglas especiales para los «servicios públicos 
domiciliarios», reglas que incluyen la determinación de cuál es la entidad a cargo 
de su inspección, control y vigilancia. 
 
En efecto, el artículo 370 de la Constitución consagra, de manera inequívoca, que 
la inspección, control y vigilancia de los «servicios públicos domiciliarios» le 
corresponde a la Superintendencia de servicios públicos domiciliarios. Por lo 
anterior es, fundamental, determinar si la recolección de desechos hospitalarios es 
o no un «servicio público domiciliario». 
 
El concepto «servicio público domiciliario» en Colombia  nace a la vida jurídica en 
la Constitución de 1991 y posteriormente se desarrolla, principalmente, en las 
leyes 142 y 143 de 1994, y en los consecuentes desarrollos de la doctrina y la 
jurisprudencia. 
 
La noción de «servicio público domiciliario» (a partir de ahora SPD) se introdujo en 
la Carta Política de 1991 pero los artículos31 que la consagraron no tienen una 
definición de esta categoría. Esto ha sido interpretado por  el legislador como un 
campo de discrecionalidad para determinar qué es y qué no es un SPD  “…con lo 
cual podría dejar inane la normativa constitucional sobre la materia, causando la 
desprotección de la población en relación con el acceso y la calidad de dichos 
servicios y, por tanto, de sus derechos económicos sociales y culturales”.32

 
En este escenario  fue la ley 142 de 1994 la que estableció el régimen de este tipo 
de servicios. La  ley hizo una enumeración taxativa de los «servicios públicos» de 
carácter domiciliario, sin establecer un criterio general que  permitiese determinar  

                                            
31 COLOMBIA. CONSTITUCIÓN POLÍTICA.  Artículos 367 y 370. 
32 LÓPEZ MURCIA, Julián Daniel y SCHOMBERGER-TIBOCHA, Johann. Servicios públicos 
domiciliarios: una reinterpretación con base con base en el “bloque de constitucionalidad”. En:  
Revista Vniversitas. Diciembre, 2008. no. 117, p. 174. 
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cuándo estamos frente a un «servicio público domiciliario» y cuándo  no.* Dentro 
de estos servicios, la ley incluyó el «servicio público de aseo» y dado que no 
existía una norma especial que regulara los residuos peligrosos y en especial los 
residuos hospitalarios,  se entendió que éstos se encontraban regulados por la 
misma.  
 
Lo anterior, puesto que se entendía  que la recolección y manejo de los residuos 
hospitalarios estaba incluida en el artículo 14.24 de la ley 142 que establece: 
“Servicio público domiciliario de aseo. Es el servicio de recolección municipal de 
residuos, principalmente sólidos. También se aplicará esta Ley a las actividades 
complementarias de transporte, tratamiento, aprovechamiento y disposición final 
de tales residuos”.33

 
Al ser los residuos hospitalarios considerados SPD, su control, vigilancia e 
inspección recaía en la Superintendencia de «servicios públicos domiciliarios».  
 
Debido a que la Constitución no señalo directamente las características que debe 
tener un «servicio público domiciliario» para ser clasificado como tal, la Corte 
Constitucional entendió que podía desarrollar una interpretación libre, pero 
razonable sobre dichas características. El criterio de la Corte se ha limitado a 
relacionar el tema de SPD con la característica de ser prestados por medio de 
«redes físicas o humanas» con «puntos terminales en las viviendas y sitios de 
trabajo»  sin generar la claridad necesaria para determinar el «contenido mínimo» 
que deben tener este tipo de servicios.34

 
En efecto,  la Sentencia T-578 de 199235 se lleva a cabo un listado que concluye 
con la necesidad de la existencia de redes para delimitar el concepto de SPD, 
señalando unas características mínimas,  que este tipo de servicios deben cumplir 
en su propósito de  suplir necesidades básicas. Sin embargo no se señalan cuales 
son las necesidades básicas que deban ser cubiertas por  los SPD. 
 
La sentencia señala:  “Se consagra en esta disposición una categoría especial de 
servicios públicos, los llamados "domiciliarios", que son aquellos que se prestan a 
través del sistema de redes físicas o humanas con puntos terminales en las 

                                            
* Ley 142 de 1994. Artículo 1°: Ámbito de aplicación de la ley. Esta Ley se aplica a los servicios 
públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribución de gas 
combustible, telefonía fija pública básica conmutada y la telefonía local móvil en el sector rural; a 
las actividades que realicen las personas prestadoras de servicios públicos de que trata el artículo 
15 de la presente Ley, y a las actividades complementarias definidas en el Capítulo II del presente 
título y a los otros servicios previstos en normas especiales de esta Ley. 
33 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 142 de 1994. Artículo 14.24. 
34 LÓPEZ MURCIA, Julián Daniel y SCHOMBERGER-TIBOCHA, Johann. Op. cit., p. 175. 
35 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia T-578 de 1992. M.P. Dr. Alejandro Martínez 
Caballero. 
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viviendas o sitios de trabajo de los usuarios y cumplen la finalidad específica de 
satisfacer las necesidades esenciales de las personas.” 
 
El estudio de la Corte va más allá  al exigir ciertos requisitos  para ser 
considerados SPD: 
 
• El servicio público domiciliario -de conformidad con el artículo 365 de la 
Constitución-, puede ser prestado directamente o indirectamente por el Estado, 
por comunidades organizadas o por particulares, manteniendo éste la  regulación, 
el control y la vigilancia de los servicios. 
 
• El servicio público domiciliario tiene una "punto terminal" que son las viviendas 
o los sitios de trabajo de los usuarios, entendiendo por usuario "la persona que 
usa ciertos servicios, es decir quien disfruta el uso de cierta cosa". 
 
• El servicio público domiciliario está destinado a satisfacer las necesidades 
básicas de las personas en circunstancias fácticas, es decir en concreto. Así pues, 
no se encuentran en estas circunstancias el uso del agua destinado a urbanizar un 
terreno donde no habite persona alguna. 
 
En una sentencia posterior se realizó la siguiente aproximación lingüística:  
 

Lo domiciliario es, según el Diccionario de la Real Academia Española, 
lo “perteneciente al domicilio” o lo que “se ejecuta y se cumple en el 
domicilio del interesado”, acepciones estas que sin perjuicio de la 
finalidad de los servicios públicos domiciliarios que es la satisfacción 
concreta de necesidades personales, sugieren una vinculación de los 
mentados servicios con el inmueble, aspecto que contribuye a explicar 
por qué el propietario puede ser llamado a responder aún cuando no 
sea consumidor directo y por qué existe también una solidaridad en los 
derechos, por cuya virtud  los consumidores directos, así no sean 
propietarios, están habilitados para exigir que el servicio les sea 
prestado eficientemente o que la empresa prestadora repare un daño 
que se haya presentado. 36

 
Por su parte, la sentencia C-242 de 1997 plantea la necesidad  de una 
codificación; esto significa que debe existir un cuerpo normativo general de orden 
legal destinado a regular jurídicamente las actividades tendientes a suministrar los 
«servicios públicos domiciliarios», es decir aquellos: “…cumplen la finalidad 
específica de satisfacer las necesidades esenciales de las personas” en forma 
eficiente, continua y con igualdad de oportunidades con el fin de promover la 
prosperidad de la comunidad y establecer los parámetros generales de 
intervención para la supervigilancia de dicha prestación. 

                                            
36 Ibíd., Sentencia C-493 de 1997. 
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La Sentencia C-389 de 2002 hace una aproximación al tema desde el punto de 
vista social, promulgando la eficiencia en aras a mejorar la calidad de vida de las 
personas: 

 
De los postulados consagrados en los artículos 365 a 370 de la 
Constitución, pueden deducirse estas características en relación con los 
servicios públicos: tienen una connotación eminentemente social en la 
medida en que pretenden el bienestar y mejoramiento de la calidad de 
vida de las personas,  y por ello deben ser prestados en forma eficiente; 
constituyen un asunto de Estado y por lo tanto pertenecen a la órbita de 
lo público, de ahí que deben ser prestados a todos los habitantes; su 
régimen tarifario debe tener en cuenta los criterios de costos, 
solidaridad y redistribución del ingreso; por razones de soberanía o de 
interés social el Estado puede reservarse su prestación previa 
indemnización a quienes queden privados del ejercicio de esta 
actividad; su prestación es descentralizada pues descansa 
fundamentalmente en las entidades territoriales; y, finalmente el pago 
de los subsidios a los estratos pobres involucra recursos de la Nación y 
de las entidades territoriales.37

 
En cuanto a los desarrollos doctrinales Jorge Dussán Hitscherich afirma que el 
concepto de SPD ya está delimitado en la sentencia T-578  de 1992 y que le 
corresponde al legislador con base en la razón decidir qué actividad constituye un 
servicio de esta característica. Palacios Mejía, por su parte, define SPD como: 
 

… todas las actividades ordenadas a la generación o captación, 
transformación, transmisión o transporte, distribución, comercialización 
y provisión masiva de aquellos bienes de consumo y servicios de 
naturaleza homogénea producibles en masa por empresas y mediante  
regímenes de tarifas que, en cada etapa de desarrollo económico y 
social, todos los residentes en el país necesitan en forma continua en su 
lugar de habitación y trabajo para disfrutar en este de libertad e 
intimidad frente a terceros, vivir en forma digna y saludable y adelantar 
actividades productivas.38

 
Esta aproximación incorpora dos nuevos elementos al concepto de SPD que son 
la «generación» y la «transmisión». 
 
A partir de la aproximación realizada por la Corte Constitucional de la noción de 
SPD se puede concluir que el punto de partida para delimitar el concepto son las 
las «redes físicas o humanas» con «puntos terminales en las viviendas y sitios de 
trabajo». Esta aproximación resulta restrictiva en la medida que sólo pueden 
considerarse domiciliarios aquellos servicios que se presten a través de redes. 
Criterio que cierra la puerta a otro tipo de necesidades que no se presten de esa 
                                            
37 Ibíd., Sentencia C-389 de 2002. 
38 LÓPEZ MURCIA, Julián Daniel y SCHOMBERGER-TIBOCHA, Johann. Op. cit., p. 180.  

 29



 

manera como los utilizados, con frecuencia en zonas rurales. Asimismo, la Corte 
hace énfasis en la manera que se deben prestar estos servicios al afirmar que 
deben prestarse de manera eficiente. Por otro lado, resalta  en lo relativo a los 
costos, que debe tenerse en cuenta la «Solidaridad» y la «Distribución del 
Ingreso» donde los que tienen más paguen más y los que tengan menos paguen 
menos.39

 
Al revisar la Constitución, es claro que la Corte no ha fijado un criterio a partir del 
cual se pueda conocer si determinado servicio encaja dentro de esta categoría, de 
manera que, se puede concluir que la interpretación es «circular» y, por tanto, 
«incompleta» para fijar un «contenido mínimo» de la categoría SPD.40

 
Analizando las condiciones expuestas por la Corte, podría decirse que el manejo 
de los residuos hospitalarios podría encajar dentro de la categoría SPD, en la 
medida en que se llevan a cabo usando vehículos que llevan los residuos a su 
disposición final, desde su lugar de origen  un inmueble destinado a la prestación 
de servicios de salud.  
 
Ubicando el manejo de los residuos hospitalarios dentro de este contexto legal y 
constitucional, cabe preguntarse si el legislador colombiano,  mediante una nueva 
ley, podría excluir dicha actividad de la categoría de SPD. Y la respuesta es 
negativa. Sin embargo consideramos que los criterios utilizados por la Corte no 
han sido los más adecuados a la luz de la Constitución y optamos por 
aproximaciones doctrinales más recientes que explicaremos a continuación. 
 
2.2  EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD Y LOS “SERVICIOS PUBLICOS 
DOMICILIARIOS” 
 
El constituyente de 1991 no quiso que la amplia cuota de derechos y deberes 
consagrados en la Carta Política tuvieran un desarrollo que los hicieran 
nugatorios. 
 
Por ello, consagró, de manera inequívoca, en el artículo 93, que estos deberían 
interpretarse con base en los tratados de derechos humanos ratificados por el 
Estado colombiano. 
 
De acuerdo con lo anterior, la interpretación del contenido de los SPD debe 
hacerse con base en el «bloque de Constitucionalidad».*

                                            
39 Ibíd., p. 178. 
40 Ibíd., pg. 178. 
* Como explican López y Schonberger: la interpretación sistemática de la categoría servicios 
públicos domiciliarios es, esencialmente, una interpretación de los derechos de todo colombiano y 
de deberes del Estado. Por tanto, es obligatorio interpretar la categoría servicios públicos 
domiciliarios a la luz del “bloque de constitucionalidad” dispuesto en el inciso segundo del artículo 
93 de la Constitución.” 
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Lo anterior, por cuanto los «servicios públicos domiciliarios» están ligados a los 
derechos económicos sociales y culturales, y a múltiples deberes del Estado, bajo 
esta óptica al existir un desarrollo mínimo del concepto y en su delimitación, es 
obligatorio hacer uso de los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia, con el objeto de precisar. 
 
Al hacer dicho ejercicio interpretativo con el término «domiciliario» se encuentra la 
consagración del «derecho a una vivienda adecuada» en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales.* Allí nos encontramos con que la 
norma internacional es igual de general a la norma constitucional de «vivienda 
digna».**
 
Lo anterior, por supuesto, no supone que el legislador quede «libre» del referente 
internacional, sino que en atención al cumplimiento de «buena fe» de los 
tratados*** y de la imposibilidad de alegar normas internas como justificación válida 
para incumplir tratados****, es preciso acudir al alcance del «derecho a una 
vivienda adecuada» del intérprete autorizado  del Pacto Internacional de 
Derechos, Económicos, Sociales y Culturales. 
 
De acuerdo con lo anterior, la forma adecuada de interpretar la expresión 
«servicios públicos domiciliarios» es refiriéndola a todos aquellos servicios a los 
que se refiere el intérprete autorizado del PIDESC como necesarios para que se 
entienda garantizado el derecho a una vivienda adecuada. Dicha interpretación se 
encuentra en la Observación General No. 4 del Comité. 41

  
De este modo  los «servicios públicos domiciliarios» son todos aquellos que les 
permiten a las personas gozar de una «vivienda digna», en donde se incluyen el 
servicio de agua potable, energía para la cocina, la calefacción y el alumbrado, 
instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de 
eliminación de desechos, de drenaje y servicios tecnológicos modernos.42  

                                            
* Cfr. “Observación General Numero 4 de Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales” 
** Constitución Política de Colombia. Artículo 51: Todos los colombianos tienen derecho a vivienda 
digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá 
planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución de estos programas de vivienda. 
*** Convención de Viena sobre el sobre el derecho de los tratados( 23 de Mayo de 1969) artículo 
31. Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al 
sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y 
teniendo en cuenta su objeto y fin. 
**** Convención de Viena sobre el sobre el derecho de los tratados, (23 de Mayo de 1969) 27. El 
derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las disposiciones de 
su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46. 
41 LÓPEZ MURCIA, Julián Daniel y SCHOMBERGER-TIBOCHA, Johann. Op. cit., p. 186. 
42 Ibíd., p. 190. 
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Así pues, como lo señalan López y Schomberger 
 

… esta reinterpretación de la categoría “servicios públicos domiciliarios”, 
a diferencia de las interpretaciones de la Corte y de la doctrina, (i) no es 
“circular” con las condiciones de prestación a las que obliga la 
Constitución, ya que permite identificar los SPD, sin recurrir a éstas, (ii) 
es “completa” en la medida en que determina directamente cuáles son 
las necesidades esenciales de toda persona que deben ser satisfechas 
en su vivienda e incluye las “soluciones alternativas” a dichas 
necesidades así no se desarrollen a través de “redes” y (iii) permite 
asumir de manera adecuada fenómenos tecnológicos como la 
“convergencia” de las telecomunicaciones, en la medida en que maneja 
categorías amplias como servicios tecnológicos modernos.43

 
A partir del criterio expuesto en  La Observación General Numero 4 del Comité de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales, que hace parte del sistema legal 
Colombiano a la luz del artículo 93 de la Constitución Política, los SPD están 
íntimamente ligados  al derecho a una vivienda digna como se expuso 
anteriormente. 
 
¿Cabe entonces el manejo de los residuos hospitalarios dentro de esta categoría? 
La respuesta bajo esta interpretación es negativa, en cuanto la recolección y 
disposición final de los desechos hospitalarios no se relacionan íntimamente con la 
noción de vivienda digna. Los residuos hospitalarios no hacen parte de ese 
mínimo, como quiera que, de suyo, no son producidos en una «vivienda». 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el legislador colombiano sí puede, a la luz de la 
Constitución, excluir a la recolección de los residuos hospitalarios de la categoría 
de SPD. 
 
2.3  LA LEY 430 DE 1998 
 
Como ya se vio, a partir del criterio de «vivienda digna», de acuerdo con el cual el 
manejo de estos residuos no  tendría cabida en la categoría de los SPD, el 
legislador puede crear un marco diverso para los residuos peligrosos, incluyendo 
los residuos hospitalarios. 
 
Y en efecto lo hizo a través de la Ley 430 de 1998. La exposición de motivos de la 
ley plantea: “Colombia no cuenta con sistemas y tecnologías requeridos para 
disponer adecuadamente de la mayor parte de los residuos peligrosos generados 
en el país y por lo mismo”.44  El país registra “incapacidad técnica, la inexistencia 

                                            
43 Ibíd., p. 190. 
44 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 430 de 1998. Exposición de Motivos. 
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de personal adecuado para controlar y vigilar los debidos procedimientos sobre la 
disposición final, incluyendo la introducción de residuos y desechos peligrosos”45.  
 
Y en el artículo 1 de la ley se señaló como objeto: 

 
Regular todo lo relacionado con la prohibición de introducir desechos 
peligrosos al territorio nacional, en cualquier momento según lo 
establecido en el Convenio de Basilea  y sus anexos, y con la 
responsabilidad por el manejo integral de los generados en el país y en 
el proceso de producción, gestión y manejo de los mismos, así mismo 
regula la infraestructura de la que deben ser dotadas las autoridades 
aduaneras y zonas francas y portuarias, con el fin de detectar de 
manera técnica y científica la introducción de estos residuos, regula las 
sanciones en la Ley 99 de 1993 para quien viole el contenido de esta 
ley y se permite la utilización de los aceites lubricantes de desechos, 
con el fin de producir energía eléctrica.46

 
Es claro, entonces que esta ley regula «todo» lo relacionado con los residuos 
peligrosos, excluyéndolo  del régimen general  de la ley 142 de 1994. 
 
La nueva normatividad y, obviamente, sus decretos reglamentarios (Decreto 2676 
de 2000, Decreto 2763 de 2001, Decreto 1669 de 2002, Decreto 1443 de 2004, 
Decreto 4741 de 2005) desarrollaron un enfoque ambiental y de salud pública al 
manejo de los residuos hospitalarios.*
 
Asimismo la Ley 430 de 1998 es clara al establecer que: “la autoridad ambiental 
de la respectiva jurisdicción, en coordinación con las autoridades sanitarias, 
policivas, de comercio exterior y de aduanas según sea el caso, deberán cumplir 
las funciones propias de vigilancia y control en concordancia con lo establecido en 
la presente ley.”47 De modo que, no dejo duda sobre la exclusión de la 
Superintendencia de Servicios Domiciliarios, de la vigilancia de la recolección de 
los residuos hospitalarios. 
 
Y para reforzar, todavía más, este argumento en lo relativo al régimen 
sancionatorio, la ley 430 de 1998 es clara en señalar que se aplicarán las 
sanciones de la ley 99 de 1993 a quienes violen sus disposiciones. La Ley 99 de 
1993 es la norma que regula la gestión y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables. No se aplica el régimen sancionatorio de la ley 142 
de 1994.**

                                            
45 Ibíd., p. 18. 
46 Ibíd., Artículo 1. 
* Apuntes de Clase “Derechos Humanos y Desarrollo” del profesor Julián López Murcia en la 
Pontificia Universidad Javeriana. 2008. 
47 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 430 de 1998. Artículo 11. 
** Apuntes de Clase “Derechos Humanos y Desarrollo” del profesor Julián López Murcia en la 
Pontificia Universidad Javeriana. 2008. 
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Como es obvio, en línea con lo anterior el decreto 2676 de 2000, reglamentario de 
la ley 430 de 1998, que regula de manera especial lo relativo al manejo de los 
residuos hospitalarios, señala que serán las autoridades  de salud y  las 
autoridades ambientales a nivel local las encargadas de controlar y vigilar el 
manejo de los residuos hospitalarios y similares.48 El decreto no incluye dentro de 
sus fundamentos la ley 142 de 1994, lo cual explica nuevamente la exclusión de la 
Superintendencia de servicios públicos domiciliarios del ámbito de inspección 
vigilancia y control. 
 
Por su parte el decreto 4741 de 2005 relativo a la prevención y el manejo de los 
residuos o desechos peligrosos generados en el marco de la gestión integral, que 
“Las autoridades ambientales competentes controlarán y vigilarán el cumplimiento 
de las medidas establecidas en el presente decreto en el ámbito de su 
competencia. Lo anterior, independientemente de las funciones de prevención, 
inspección, control y vigilancia que compete a las autoridades sanitarias, policivas, 
de comercio exterior, de aduanas y transporte, entre otras, según sea el caso”.49

 
La anterior tesis, de no competencia de la SSPD es, incluso, contraria a la 
señalada por dicha entidad. Sin embargo al respecto existen posiciones distintas: 
en concepto 416 de 2008 de la Superintendencia de “servicios públicos 
domiciliarios”50 manifiesta que la SSPD sí tiene competencia de inspección 
vigilancia y control sobre las empresas relacionadas con el manejo de residuos 
hospitalarios. El concepto afirma que cuando  el artículo 14.24 de la ley 142 de 
1994 se refiere a «residuos principalmente sólidos» y «actividades 
complementarias» no hace distinción alguna en lo relativo al tipo de residuos. De 
manera que al no hacer la norma distinción alguna   debe entenderse que la ley 
142 de 1994 cobija este tipo de residuos peligrosos y  por ende la SSPD tiene 
competencia en esta materia. 
 
Esto quiere decir que la SSPD considera que la recolección de residuos 
hospitalarios es una actividad complementaria de los «servicios públicos 
domiciliarios» y que por lo tanto debe ser considerado «servicio público» “…razón 
por la cual las personas jurídicas que tengan como objeto social la prestación de 
alguno de estos servicios, deben ser consideradas como Empresas de servicios 
públicos domiciliarios, al tenor de lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 142 de 
1994”.51 En el mismo sentido el concepto sostiene que las empresas que presten 
el «servicio público» de aseo sin consideración del tipo de residuo, sea peligroso o 
                                            
48 COLOMBIA. Congreso de la República. Decreto 2676 de 2000. Artículos 6-7. 
49 Ibíd., Decreto 4741 de 2005. Artículo 38. 
50 COLOMBIA. Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. Concepto 416 de 2008.. [En 
línea]. Disponible en Internet: <URL: 
http://www.superservicios.gov.co/basedoc/docs/conceptos/cto_sspd_0000416_2008.html >. 
[Citado: 17, mar., 2009]. 
51 Ibíd. 
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no, deben constituirse como empresas de «servicios públicos» y por lo tanto 
someterse a la inspección y vigilancia de la SSPD. 
 
 
 
 
2.4  LEY 1252 DE 2008: SE REAFIRMAN LOS CRITERIOS DE LA LEY 430 DE 
1998 
 
La Ley 1252 de 2008 expedida el 27 de Noviembre de 2008 “por la cual se dictan 
normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a los residuos y desechos 
peligrosos y se dictan otras disposiciones” reitera la posición de la ley 430 de 
1998: el manejo de los residuos hospitalarios es un tema ambiental y de salud 
pública no un tema de SPD. 
 
Así, no le asigna competencia a la superintendencia de servicios públicos 
domiciliarios y reafirma que el régimen sancionatorio no será el de la ley 142 de 
1994. 
 
Los Artículos 1, 16 y 17 de la ley 1252 de 2008 disponen:  
 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tendrá como objeto regular, dentro 
del marco de la gestión integral y velando por la protección de la salud 
humana y el ambiente, todo lo relacionado con la importación y 
exportación de residuos peligrosos en el territorio nacional, según lo 
establecido en el Convenio de Basilea y sus anexos, asumiendo la 
responsabilidad de minimizar la generación de residuos peligrosos en la 
fuente, optando por políticas de producción más limpia; proveyendo la 
disposición adecuada de los residuos peligrosos generados dentro del 
territorio nacional, así como la eliminación responsable de las 
existencias de estos dentro del país. Así mismo se regula la 
infraestructura de la que deben ser dotadas las autoridades aduaneras y 
zonas francas y portuarias, con el fin de detectar de manera eficaz la 
introducción de estos residuos, y se amplían las sanciones que trae la 
Ley 99 de 1993 para quien viole el contenido de la presente. 
 
Artículo 16. Vigilancia y control. La autoridad ambiental competente o 
quien haga sus veces, en coordinación con las autoridades sanitarias, 
policivas, de comercio exterior y de aduanas según sea el caso, tendrán 
que cumplir las funciones propias de prevención, inspección, vigilancia y 
control en concordancia con lo establecido en la presente ley y demás 
disposiciones de la legislación ambiental colombiana. 
 
Artículo 17. Sanciones. En caso de Violación de las prohibiciones 
definidas en la presente ley, las Autoridades impondrán las sanciones 
administrativas, penales o disciplinarias a que haya lugar, sin perjuicio 
de la responsabilidad que sea imputable por impactos o daños 
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originados al medio ambiente, la salud humana, la integridad física y la 
vida de los habitantes. 
 
Tipos de Sanciones: El Ministerio del Medio Ambiente y las 
Corporaciones Autónomas Regionales, impondrán al infractor de las 
normas sobre protección ambiental o sobre manejo de aprovechamiento 
de recursos naturales renovables mediante resolución motivada, según 
la gravedad de la infracción los siguientes tipos de sanciones y medidas 
preventivas.52

 
A partir de este análisis, se puede entender que con la entrada en vigencia de la 
ley 430 de 1998 la inspección, vigilancia y control de la recolección de los residuos 
hospitalarios  ya no está a cargo de la Superintendencia de servicios públicos 
domiciliarios, sino que estas funciones están asignadas a otras autoridades de 
carácter ambiental y de salud pública. Esto, debido a que la ley 430 de 1998 creó 
una regulación especial en relación con los residuos peligrosos, separándolos del 
servicio de aseo de la ley 142  de 1994, cuya recolección se trata como un  
«servicio público domiciliario».  
 
2.5  BAJO EL ESQUEMA DE LA LEY 1252 DE 2008 ¿CUÁLES SON LAS 
AUTORIDADES QUE SE ENCARGAN DE VIGILAR LA RECOLECCIÓN DE LOS 
RESIDUOS HOSPITALARIOS? 
  
Claro que son las autoridades ambientales y de salud las encargadas de la 
inspección control y vigilancia de la recolección de los residuos, de modo que, 
ahora la cuestión se presenta entre las distintas autoridades ambientales y de 
salud. De modo que, ante la pluralidad de competencias se genera terrible 
confusión que termina ocasionando problemas en cuanto a la adecuada 
disposición  final de estos desechos. 
 
A continuación, con base en la legislación existente sobre la materia, se realizará 
un análisis de todos los organismos estatales que de alguna u otra manera se 
relacionan con el tema de residuos hospitalarios, para precisar sus competencias 
y que, así, los ciudadanos colombianos podemos exigir y contar con una mejor 
intervención estatal en esta actividad. 

                                            
52 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1252. (27, noviembre, 2008). Por la cual se dictan 
normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a los residuos y desechos peligrosos y se 
dictan otras disposiciones. Artículos 1, 16-17. 
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3.  LAS AUTORIDADES RESPONSABLES DE UN ADECUADO MANEJO DE 
LOS RESIDUOS HOSPITALARIOS 

 
3.1  LA PERSPECTIVA AMBIENTAL 
 
El Artículo 79 de la Constitución Política de 1991 dispone que: “Todas las 
personas tienen derecho a gozar un ambiente sano. La ley garantizara la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber 
del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
importancia especial ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 
fines.” 
 
Este es un derecho colectivo de tercera generación que busca brindarle a los 
habitantes un ambiente sano, concepto novedoso en nuestro orden constitucional.    
Igualmente el artículo 80 establece: “El Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y 
exigir la reparación de los daños causados. Así mismo, cooperará con otras 
naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas.” 
 
Mediante estos artículos, de rango constitucional, se empezó a evidenciar  la 
necesidad de un ministerio encargado del manejo del medio ambiente para el 
impulso de las políticas relativas a su implementación.  
 
Fue así como en 1993, obedeciendo  las directrices constitucionales, mediante la 
Ley 99 se crea el Ministerio de Medio Ambiente  mediante el siguiente artículo:  
 

Artículo 2. Creación y Objetivos del Ministerio del Medio Ambiente. 
Créase el Ministerio del Medio Ambiente como organismo rector de la 
gestión del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, 
encargado de impulsar una relación de respeto y armonía del hombre 
con la naturaleza y de definir, en los términos de la presente ley, las 
políticas y regulaciones a las que se sujetarán la recuperación, 
conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio 
ambiente de la nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible. 
  
El Ministerio del Medio Ambiente formulará, junto con el Presidente de 
la República y garantizando la participación de la comunidad, la política 
nacional ambiental y de recursos naturales renovables, de manera que 
se garantice el derecho de todas las personas a gozar de un medio 
ambiente sano y se proteja el patrimonio natural y la soberanía de la 
Nación. Corresponde al Ministerio del Medio Ambiente coordinar el 
Sistema Nacional Ambiental (SINA), que en esta ley se organiza, para 
asegurar la adopción y ejecución de las políticas y de los planes, 
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programas y proyectos respectivos, en orden a garantizar el 
cumplimiento de los deberes y derechos del Estado y de los particulares 
en relación con el medio ambiente y con el patrimonio natural de la 
Nación. 
 
El ministerio tiene como función promover las acciones  orientadas al 
desarrollo sostenible mediante la formulación, adopción e 
instrumentación técnica y normativa de políticas, bajo el marco de la 
participación e integridad de la gestión pública; regula a nivel nacional 
las materias ambientales, de vivienda, desarrollo territorial, agua potable 
y saneamiento básico.53

 
Conscientes que el desarrollo económico se logra mediante la explotación de los 
recursos y que esto acarrea un detrimento ambiental; se deben armonizar las 
políticas para generar desarrollo con un uso adecuado de los recursos y el menor 
impacto ambiental posible, razón por la cual, el siguiente artículo de la ley 99 
establece en el artículo 3 referente al concepto de desarrollo sostenible que se 
entiende por desarrollo sostenible el que conduzca al crecimiento económico, a la 
elevación de la calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar la base de 
recursos naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente 
o el derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus 
propias necesidades. 
 
Teniendo en cuenta la analizada normatividad sobre el manejo de los residuos 
hospitalarios tomaremos como referencia el Parágrafo del Articulo 4 de la Ley 99 
del 93 donde se establece una jerarquía entre las autoridades ambientales que 
conforman el Sistema Nacional Ambiental. 
 
“Para todos los efectos la jerarquía en el Sistema Nacional Ambiental, SINA, 
seguirá el siguiente orden descendente: Ministerio del Medio Ambiente, 
Corporaciones Autónomas Regionales, Departamentos y Distritos o Municipios.” 
 
En la Directiva Ministerial 001 de 2008 del Ministerio del  Medio Ambiente Vivienda 
Desarrollo Territorial su jefe de cartera manifiesta su preocupación sobre el tema: 
“Finalmente, hago un llamado para que al interior de las diferentes autoridades 
ambientales se fortalezca el recurso humano, técnico y financiero que permita 
garantizar el cumplimiento de la normatividad ambiental  vigente por parte de 
todos los actores involucrados en la cadena de gestión con el fin de proteger el 
derecho a un ambiente sano”.54

 

                                            
53 Ibíd., Ley 99 de 1993. [En línea]. Disponible en Internet: <URL: 
http://www.minambiente.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=463&conID=1074>. [Citado: 12, 
abr., 2009]. 
54 COLOMBIA. Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Directiva Ministerial 
No.001 de 2008. 
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La ley 99 dispone que el Ministerio es la máxima autoridad y que éste debe ser 
también quien ejerza las funciones que no radican en cabeza de un organismo 
específico.* Así mismo cuando se presentan discrepancias entre las distintas 
autoridades ambientales, como sucede en el caso de los residuos hospitalarios, le 
corresponde al Ministerio dirimir estos conflictos y establecer los criterios  para la 
aplicación de las normas relacionadas con el medio ambiente.**
 
En el caso específico de los residuos hospitalarios su inspección y vigilancia ha 
suscitado un debate entre las distintas entidades a las cuales las leyes y decretos 
les asignan competencia, la confusión se genera porque la normatividad existente 
cuando se refiere a autoridades ambientales, no hace una diferenciación entre 
autoridades nacionales o locales, ni entre las entidades estrictamente ambientales 
y aquellas a las cuales la ley les asigna algún tipo de competencia relacionada con 
el tema ambiental.  
 
El decreto 2676 de 2000 en su artículo 7º modificado  por el decreto 1443 de 2004 
establece que: “Las autoridades ambientales efectuarán la inspección, vigilancia y 
control de la gestión externa de los residuos hospitalarios y similares, y de la 
desactivación de alta eficiencia, así como de las emisiones atmosféricas y 
vertimientos del generador y de la gestión integral en relación con los 
componentes ambientales o los recursos naturales renovables, sin perjuicio de las 
acciones a que haya lugar por parte de las autoridades sanitarias competentes, 
con fundamento en el presente decreto y demás normas vigentes, así como lo 
exigido en el Manual para la Gestión Integral de los Residuos Hospitalarios y 
Similares y podrán exigir el plan para la gestión integral de los residuos 
hospitalarios y similares.” 
 
Es preciso aclarar que, cuando la norma se refiere a: gestión externa de residuos 
hospitalarios, la acción desarrollada por el Gestor de Residuos Peligrosos, que 
implica la cobertura y planeación de todas las actividades relacionadas con la 
recolección, transporte, tratamiento, aprovechamiento y/o disposición final de 
residuos peligrosos fuera de las instalaciones del generador55, es el Ministerio y 
las demás autoridades ambientales las únicas encargadas de realizar las 
funciones de inspección, vigilancia y control, cuando los residuos han abandonado 

                                            
* Artículo 6º.- Cláusula General de Competencia. Además de las otras funciones que le asignen la 
ley o los reglamentos, el Ministerio del Medio Ambiente ejercerá, en lo relacionado con el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, las funciones que no hayan sido expresamente 
atribuidas por la ley a otra autoridad. 
** Artículo 6º Numeral 31-Dirimir las discrepancias entre entidades integrantes del Sistema Nacional 
Ambiental, que se susciten con motivo del ejercicio de sus funciones y establecer criterios o 
adoptar decisiones cuando surjan conflictos entre ellas en relación con la aplicación de las normas 
o con las políticas relacionadas con el uso, manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables o del medio ambiente. 
55 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 1252 de 2008. Artículo 3. 
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los centros hospitalarios. Es claro entonces que, esta función es exclusiva de las 
autoridades ambientales dejando la gestión interna a las autoridades del sector 
salud, como se explicará más adelante. 
 
El decreto 4741 de 2005 que reglamenta el tema relacionado con prevención y 
manejo de residuos peligrosos, y la gestión integral de los mismos, a su vez, 
asigna a las autoridades ambientales la  vigilancia y control en el manejo de los 
residuos o desechos peligrosos generados, con el fin de proteger la salud humana 
y el ambiente.*
 
Por su parte, el artículo 6 la ley 1252 de 2008 asigna de manera directa al 
Ministerio la competencia para definir que sustancias pueden constituirse como 
peligrosas. El artículo señala claramente que el ministerio es el encargado de esta 
actividad y  no deja dudas sobre una posible pluralidad de competencias al 
respecto.**
 
El artículo 16 de la misma ley se refiere al control y vigilancia, asignando dicha 
tarea, nuevamente, a las autoridades ambientales competentes, sin definir si esta 
es la autoridad nacional o local, aunque el aparte  “…o quien haga sus veces…” 
da la posibilidad de entender que dicha función puede ser realizada por las  
autoridades locales. 
 
3.2  CORPORACIONES AUTÓNOMAS REGIONALES 
 
La única referencia constitucional está en el Capítulo Cuarto “Del régimen 
especial”, que señala: 
 

Créase la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la 
Magdalena encargada de la recuperación de la navegación, de la 
actividad portuaria, la adecuación y la conservación de tierras, la 
generación y distribución de energía y el aprovechamiento y 
preservación del ambiente, los recursos ictiológicos y demás recursos 
naturales renovables. 
 

                                            
* Artículo 38 del decreto 4741 de 2005. “Vigilancia y Control. Las autoridades ambientales 
competentes controlarán y vigilarán el cumplimiento de las medidas establecidas en el presente 
decreto en el ámbito de su competencia. Lo anterior, independientemente de las funciones de 
prevención, inspección, control y vigilancia que compete a las autoridades sanitarias, policivas, de 
comercio exterior, de aduanas y transporte, entre otras, según sea el caso.” 
** Artículo 6°. Reglamentación. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
reglamentará el contenido de la presente ley y podrá definir como residuos o desechos peligrosos 
aquellos que contengan otras sustancias, elementos o compuestos diferentes a los precedentes, 
bajo criterios complementarios o concurrentes para su clasificación. No obstante, atenderá la 
clasificación propuesta en los sistemas de la Organización de Naciones Unidas, los Convenios 
Internacionales sobre la materia y las organizaciones especializadas, tanto nacionales como 
internacionales. 
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La ley determinará su organización y fuentes de financiación, y definirá 
en favor de los municipios ribereños un tratamiento especial en la 
asignación de regalías y en la participación que les corresponda en los 
ingresos corrientes de la Nación.56

 
Sin embargo, el ámbito de competencias y la trayectoria de las Corporaciones 
Autónomas Regionales (en adelante CAR) ha sido mucho más amplio. Su 
naturaleza jurídica es la de ser 
 

… entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados 
por las entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad 
geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía 
administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica, 
encargados por la ley de administrar, dentro del área de su jurisdicción, 
el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por 
su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y 
las políticas del Ministerio del Medio Ambiente.57

 
La reglamentación de las CAR, se encuentra en la ley 99 de 1993, en esta se 
encuentran todos los lineamientos que le dieron vida jurídica a estas 
corporaciones. El objeto de las CAR es… 
 

… la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos sobre 
medio ambiente y recursos naturales renovables, así como dar cumplida 
y oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su 
disposición, administración, manejo y aprovechamiento, conforme a las 
regulaciones, pautas y directrices expedidas por el Ministerio del Medio 
Ambiente.58

 
Queda expuesto que, si bien las CAR son autónomas en materia administrativa y 
presupuestal, deben cumplir los lineamientos establecidos por el Ministerio y los 
resultados de las reuniones del SINA; esto con el fin de prestar un mejor servicio y 
mejorar el ambiente. 
 
Ahora bien, en cuanto al tema especifico de residuos peligrosos en el articulo 31 
en su numeral décimo establece: “Fijar en el área de su jurisdicción, los límites 
permisibles de emisión, descarga, transporte o depósito de sustancias, productos, 
compuestos o cualquier otra materia que puedan afectar el medio ambiente o los 
recursos naturales renovables y prohibir, restringir o regular la fabricación, 
distribución, uso, disposición o vertimiento de sustancias causantes de 
degradación ambiental. Estos límites, restricciones y regulaciones en ningún caso 

                                            
56 COLOMBIA. Constitución Política.  Artículo 331. 
57 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 99 de 1993. Artículo 23. 
58 Ibíd., Artículo 30. 
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podrán ser menos estrictos que los definidos por el Ministerio del Medio 
Ambiente."  Consideramos que este numeral plantea la obligación de las CAR de 
regular el transporte de depósito de los residuos hospitalarios. 
 
Es importante  tener en cuenta que, las distintas leyes y decretos que regulan el 
manejo de los residuos hospitalarios, cuando se refieren a las «autoridades 
ambientales» dentro de éstas incluyen las CAR como máximas autoridades 
ambientales en su respectiva jurisdicción. 
 
3.3  PERSPECTIVA DE SALUD PÚBLICA 
 
Un primer acercamiento a la competencia que tiene el Ministerio de Protección 
Social en el tema de residuos hospitalarios se encuentra en el Decreto 2676 de 
2000 en el artículo 6º, que posteriormente fue modificado por el Decreto 1443 de 
2004: 
 

Artículo 6. Autoridades del sector salud. El Ministerio de Salud formulará 
los planes, programas y proyectos relacionados con las acciones de 
promoción de la salud, prevención de la enfermedad, vigilancia e 
inspección en salud pública, que deberán organizar las Direcciones 
Departamentales, Distritales y Locales de salud. Igualmente establecerá 
el sistema de información epidemiológico de los factores de riesgo 
derivados del manejo y gestión integral de los residuos hospitalarios y 
similares, así como de los eventos en salud asociados a los mismos. 

 
Las Direcciones Departamentales, Distritales y Locales de Salud 
efectuarán la inspección, vigilancia y control de la gestión interna de los 
residuos hospitalarios y similares, y de la gestión integral en relación 
con los factores de riesgo para la salud humana, sin perjuicio de las 
acciones a que haya lugar por parte de las autoridades ambientales 
competentes, con fundamento en el presente decreto y demás normas 
vigentes, así como lo exigido en el Manual para la gestión integral de los 
Residuos Hospitalarios y Similares y podrán exigir el plan de gestión 
integral de residuos hospitalarios y similares. 59

 
De modo que hay una gran diferencia entre la competencia que tienen las 
autoridades ambientales y la del  Ministerio de Protección Social, pues este último 
se encarga de establecer las políticas del manejo de los residuos en cuanto a su 
«gestión interna». A su vez es importante tener claro  que las autoridades de salud 
son las encargadas, exclusivamente, de la inspección, vigilancia y control de la 
gestión interna de los residuos hospitalarios. De manera particular, las direcciones 
departamentales, distritales y locales de salud. 
 

                                            
59 COLOMBIA .Decreto 2676 de 2000. Artículo 6. 
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La ley 1252 de 2008 define «gestión interna» como: “…la acción desarrollada por 
el Generador, que implica la cobertura, planeación e implementación de todas las 
actividades relacionadas con la minimización, generación, segregación, 
movimiento interno, almacenamiento y/o tratamiento de residuos peligrosos dentro 
de sus instalaciones.” 
 
3.4  SUPERINTENDENCIA DE PUERTOS Y TRANSPORTE 
 
El Decreto 1609 de 2002 le otorga competencias a la Superintendencia de Puertos 
y Transportes en los siguientes términos: 
 

Artículo 16. La Superintendencia de Puertos y Transporte –
Supertransporte– ejercerá la función de inspección, vigilancia y control 
en materia de tránsito, transporte y su infraestructura de acuerdo con lo 
estipulado en el Decreto 101 de 2000, con las excepciones 
contempladas en el numeral 2 artículo 3° del De creto 2741 de 2001. La 
Policía Nacional y las Autoridades de Tránsito colaborarán en las 
funciones de control y vigilancia que les han sido asignadas por el 
artículo 8° de la Ley 105 de 1993. 
 
Parágrafo. Para las demás actividades que no corresponden a 
transporte se seguirá de acuerdo con los procedimientos que para el 
efecto establezcan las entidades que dentro de sus funciones tienen el 
control, inspección y vigilancia del manejo de mercancías peligrosas.60

 
 
En esta vasta cadena se le otorga a la Superintendencia de Puertos y Transporte 
el poder sancionatorio sobre los agentes mencionados en el artículo 9 de la Ley 
105 de 1993 y su poder coercitivo les permite multarlos, suspender y / o cancelar 
su registro o permiso de operación, amonestarlos o inmovilizarlos y retenerles el 
vehículo. También el numeral D del artículo 15 del Decreto 1609 de 2002  exige 
que el vehículo tenga algún medio de comunicación para lograr mitigar de la 
manera más pronta cualquier  inconveniente que se pueda presentar en la 
carretera. 
 
Como novedad jurídica se deja de utilizar la Ley 99 de 1993, para referenciar las 
sanciones y se tasan unas particulares en SMLMV; diferenciando de manera muy 
técnica qué responsabilidad corresponde a cada  participante en la cadena desde 
su creación hasta su eliminación.*
 
El Decreto 1609 de 2002  le otorgó las competencias a la Superintendencia de 
Puertos y Transportes cuando estos residuos recorren las carreteras nacionales, 
inclusive, les obliga a tener una «Tarjeta de Registro Nacional para Transporte de 
                                            
60 Ibíd., Decreto 1609 de 2002. Artículo 16.  
* Ver Artículos 28 a 32 Decreto 1609 de 2002. 
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Mercancías Peligrosas» que expide la «Dirección Territorial del Ministerio de 
Transporte», donde el propietario tenga su domicilio principal y que deberá ser 
renovada cada 2 años. *
 
Todas estas responsabilidades en materia de transporte deben realizarse dentro 
de la colaboración armónica entre los organismos del Estado con el fin de prestar 
un mejor servicio. 
 
3.5  PERSPECTIVA DESDE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 
 
La Ley 99 de 1993 le da competencia a las entidades territoriales en materia 
ambiental.  Es importante resaltar que los Departamentos y Municipios tienen el 
menor grado de jerarquía teniendo en cuenta lo establecido en el parágrafo del 
artículo 4 de dicha ley. 
 
Respecto a los departamentos, la ley 99 de 1993 en su articulo 64 hace alusión a 
la función en materia ambiental que estos deben cumplir “…en materia ambiental, 
además de las funciones que le sean delegadas por la ley o de las que se le 
deleguen a los Gobernadores por el Ministerio del Medio Ambiente o por las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las siguientes atribuciones especiales…” 
 
El numeral 1º del mismo artículo, establece que, es función de los departamentos 
todo lo relacionado con promover y dar cumplimiento a los programas y políticas 
nacionales, regionales y sectoriales que se refieran al medio ambiente.**
 
Es importante tener en cuenta el numeral 4 del mismo artículo dispone que en 
coordinación con las demás autoridades que componen el SINA los 
departamentos tendrán competencia de control y vigilancia para procurar un 
ambiente sano. 
 
Dicho artículo dispone: “Ejercer, en coordinación con las demás entidades del 
Sistema Nacional Ambiental (SINA) y con sujeción a la distribución legal de 
competencias, funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los deberes del 
Estado y de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho a un 
ambiente sano.” 
 
    
Los municipios, no son ajenos a este tema,  entre sus funciones de la ley 99 de  
1993 (Articulo 65 numeral 5) se les pidió que usaran la colaboración armónica con 
las CAR para elaborar y ejecutar programas, proyectos y tareas que ayuden a 

                                            
* Artículos 6, 7 y 8 del Decreto 1609 de 2202. 
** Promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con el 
medio ambiente y los recursos naturales renovables. 
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preservar el ecosistema. También en el numeral séptimo del mismo artículo  se les 
pide: “Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas 
Regionales, las actividades de control y vigilancia ambientales que se realicen en 
el territorio del municipio o distrito con el apoyo de la fuerza pública, en relación 
con la movilización….” Siendo este nuestro tema resaltamos  este artículo  por 
tratar de manera precisa el transporte de residuos hospitalarios.  Así como en el 
numeral noveno plantea: “Ejecutar obras o proyectos… eliminación y reciclaje de 
residuos líquidos y sólidos y de control a las emisiones contaminantes del aire.” 
Estos son los lineamientos planteados en la Ley en el tema de municipios. 
 
Los grandes centros urbanos (aquellos con mas de un millón de habitantes) 
tendrán las mismas facultades de las CAR dentro del perímetro así como “la 
responsabilidad de efectuar el control de vertimientos y emisiones contaminantes, 
disposición de desechos sólidos y de residuos tóxicos y peligrosos, dictar las 
medidas de corrección o mitigación de daños ambientales y adelantar proyectos 
de saneamiento y descontaminación.”61 Debemos entender que la finalidad de 
esta norma es permitir que aquellos más cercanos al problema lo aborden para 
ser más eficientes. 
 

                                            
61 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 99 de 1993. Artículo 66. 
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4.  CONCLUSIONES 
 

1. El concepto de «servicio público» tanto en el ordenamiento jurídico 
colombiano como en otros ordenamientos no se ha logrado precisar, ya han 
sido varios los acercamientos conceptuales sin que se logre una 
especificación. De allí, que la Constitución haya consagrado el concepto de 
«servicio público domiciliario». Aunque sin precisar de manera «directa» su 
«contenido mínimo». 

 
2. En dicho escenario, de acuerdo con el artículo 93 de la Constitución, el 

alcance del concepto «servicio público domiciliario» está determinado por la 
observación No. 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. 

 
3. Como resultado de esta investigación en cuanto a las entidades estatales 

encargadas de regular y de ejercer la inspección, control y vigilancia del 
manejo de los residuos hospitalarios se determinó la  competencia de cada 
una de ellas, en toda la cadena, desde la generación hasta la disposición 
final de estos residuos. 

 
4. Ante la pluralidad de competencias y disposiciones existentes en la materia, 

se puede  concluir  que este es uno de los factores determinantes de la falta 
de claridad sobre cómo actúa el Estado frente al tema de los residuos 
hospitalarios. Lo que ha generado la crisis ambiental de la que dan cuenta 
los medios de comunicación62 y la consecuente percepción de 
desprotección de la ciudadanía. 

 
5. Ahora bien, desde el punto de vista normativo concluimos que: i) la 

recolección de residuos hospitalarios no es un «servicio público 
domiciliario», ii) a pesar de lo anterior, con la ley 142 de 1994 se le asignó 
su inspección, control y vigilancia a la SSPD, iii) por lo mismo, fue 
constitucional su traslado a las autoridades ambientales a través de la ley 
430 de 1998, reafirmado en la ley 1252 de 2008.   

 
6. De manera puntual, la ley  430 de 1998 y sus decretos reglamentarios le 

dieron un enfoque ambiental y de salud pública al manejo de los desechos 
hospitalarios, giro que se puede considerar un acierto, pues, le corresponde 
con la naturaleza de la actividad, distinta de la necesidad masiva de las 
viviendas de tener aseo. 

 
7. Es preciso, entonces, expedir una normatividad «unificadora» que 

determine las competencias de cada autoridad, etapa por etapa del proceso 
de manejo de los residuos hospitalarios.  

                                            
62 Ver anexo noticias. 
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Anexo A. Noticias referentes a la recolección de los residuos hospitalarios. 
 

Año 1992 
 
Normas Para Manejar Desechos Hospitalarios 
 
La Secretaría Distrital de Salud emitió una resolución que reglamenta el uso de los 
desechos patógenos (basuras, residuos de alimentos, materiales hospitalarios 
desechables). Las entidades o instituciones de salud que generan desechos con 
riesgo de infección son responsables del manejo interno de estos, desde el sitio 
donde se generan hasta su disposición final. 
 
El almacenamiento de los desechos infecciosos, biológicos y no biológicos 
contaminados debe efectuarse en recipientes y bolsas distintas a las de los 
residuos ordinarios, claramente identificados y observando medidas especiales de 
carácter sanitario y de seguridad. 
 
Deberán utilizar bolsas y recipientes por códigos de colores, según el tipo de 
desecho. Los colores deben estar mencionados para facilitar su lavado y 
desinfección y deben cumplir las siguientes características: Impermeables: 
material plástico para evitar la infiltración de líquidos. 
 
Livianos: con asas para facilitar su manejo. 
 
Herméticas: cerradas con tapa con el fin de evitar olores y plagas. 
 
Tamaño adecuado: que facilite su transporte. 
 
Pedal: En áreas que se manejen desechos patógenos y de superficies lisas para 
facilitar su aseo y desinfección. 
 
Después de ser utilizadas, las canecas deben lavarse y desinfectarse con 
hipoclorito de sodio. 
 
Los hospitales y demás entidades deben, además: Depositar los desechos de los 
pacientes infectados en bolsas de color rojo y enviarlas a incineración. Los 
elementos de cirugía o curaciones infectadas se inactivarán y depositarán en la 
bolsa roja para su disposición sanitaria final. 
 
Las sobras o residuos de alimentos de pacientes infectados deben inactivarse con 
hipoclorito de sodio y luego depositarse en el triturador. Este debe ser lavado y 
desinfectado con hipoclorito de sodio después de cada uso. La utilización de otro 
sistema distinto debe ser aprobada previamente por la Secretaría. 
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Los sitios de almacenamiento de desechos deben tener las siguientes 
características: 
 
• Estar ubicados en áreas aisladas a las hospitalarias con el fin de evitar riesgos 
de contaminación. 

 
• Tener fácil acceso a los carros recolectores. 

 
• Debe estar construido en material lavable. 

 
• Tener iluminación y ventilación natural. 

 
• Sistema de extinción de incendios. 

 
• Avisos y señales de prevención e identificación. 

 
• Programa de aseo, limpieza, desinfección y fumigación. 

 
• Resposabilizar a un trabajador del manejo de las bolsas de aseo y 
mantenimiento. 
 
• Prohibición de personal no autorizado a esta área. 
 
• Indicaciones claras y precisas para el manejo de estos residuos y disposición 
final. 
 
• Cuando una entidad o institución realice un manejo inadecuado de los 
desechos tóxicos se le impondrá una multa. Su valor será equivalente a diez mil 
salarios mínimos legales, que deberán ser pagados en los cinco días hábiles 
siguientes a la ejecutoria de la providencia.* 
 

Desechos, Un Asunto De Manejo 
 

La polémica suscitada entre la Personería Municipal, la secretaría de Salud y la 
Empresa de Servicios Varios (Emsirva) en torno al tratamiento de la recolección y 
disposición de desechos hospitalarios, podría terminar con la llegada desde 
Canadá de la planta esterilizadora el próximo 15 de junio. Así lo dio a conocer la 
directora de Emsirva, Beatríz Eugenia Narváez, quien manifestó que después de 
una prolongada espera se firmó el convenio el pasado primero de abril de la 
planta, que esteriliza a 135 grados los desechos contaminantes de los hospitales. 
El costo fue de 200 mil dólares, financiados por el gobierno canadiense, los 
constructores y Emsirva. 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-161638 
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Esto se traduce en beneficio para las 100 familias que residen en el basuro, 
quienes viven de escoger y vender basura para reciclaje, y que según el 
personero Diego Rojas, deben tener una vida digna. Según Rojas, lo ideal sería 
que el basuro solo quedara como lugar de trabajo para que niños y ancianos no 
tengan que habitar entre la podredumbre, apreciación que no es compartida por la 
directora de Emsirva, quien manifiesta que en el basuro no debería haber nadie, ni 
viviendo ni trabajando. En cuanto a la ruta hospitalaria y el tratamiento a éstas en 
Navarro por personal de Emsirva, manifestó que a ellos se les dificulta el control, 
ya que los recicladores sacan la basura antes de depositarla al hueco de 2. 5 
metros. Además, al depósito de estos materiales se meten los recicladores en 
contra de la voluntad de los funcionarios, y cuando se les logra impedir el acceso, 
esperan la noche cuando los empleados ya se han ido. Y desmintió que con 
frecuencia se encontraran órganos humanos, cuando en realidad en 22 años se 
han encontrado 10 casos, la mayoría de fetos y placentas de abortos que se 
hacen clandestinamente. De todas maneras, las anomalías que se presenten de 
este tipo, deben ser resueltas de manera que no generen problemas ambientales, 
y ser controladas desde los centros hospitalarios. Para ello, el secretario de Salud, 
Alberto Concha Eastman citó para hoy a los directores de centros hospitalarios. 
Hablarán acerca de la visita que a todos los hospitales y centros asistenciales de 
Cali hizo ayer el médico Jorge Perlaza, para detectar las fallas interhospitalarias 
que violan las normas de bioseguridad. Los análisis de las propuestas y 
soluciones presentadas por los directores de centros asistenciales, al igual que los 
informes de los visitadores serán debatidos con los organismos comprometidos.63

 
Año 1993 
 

Comieron Carne Humana 
 

Familia del basurero de Cali, según el Personero, comió carne humana. Mal 
manejo de desechos. 
 
Equivocadamente, una familia consumió carne humana en el basurero de Navarro 
de Cali, lo que pone de manifiesto el riesgo en que se encuentran las personas 
que laboran como recicladores. 
 
La denuncia fue hecha en el Concejo por el personero de Cali, Diego Rojas Girón, 
que explicó sus diferencias con funcionarios de la Empresa de Servicios Varios 
(Emsirva) y la Secretaría de Salud por la disposición final de los desechos 
hospitalarios. 
 
Rojas Girón dijo que una familia halló en una bolsa de polietileno trozos de restos 
humanos, que confudió con carne y los consumió. Agregó que tiene declaración 
juramentada de las personas afectadas. 
                                            
63 Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-137784 
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Los funcionarios de Emsirva y la Secretaría de Salud, por su parte, afirmaron que 
los desechos de hospitales y clínicas son enterrados. En Navarro, denominado por 
los caleños como El basuro, trabajan unas tres mil personas como recicladores y 
cerca de setenta familias viven allí. 
 
Algunos de los recicladores han señalado que al lugar llegan fetos y partes 
humanas. Para el secretario de Salud de Cali, Alberto Concha Eastman, son de 
clínicas particulares o de personas que los arrojan allí. 
 
En el 90 por ciento de las diez hectáreas del relleno son depositadas diariamente 
mil toneladas de basuras y siete de residuos hospitalarios.*
 

Un Reciclaje De Mucho Riesgo 
 

El reciclaje mal entendido es peligroso. Según Jorge Perlaza del Comité 
Interinstitucional de Salud, hay indicios de que se está reciclando material médico 
desechado de las instituciones de salud. Existe un estudio documentado en 
Univalle en el que se muestra cómo las jeringas desechadas en sí mismas, tienen 
un precio y como materia prima plástica, otro. 
 
El lugar es el basurero de Navarro y para quienes lo hacen, no es inconveniente 
desenterrar los desechos que lleva la Ruta Hospitalaria de Emsirva. Esta se 
realiza desde hace casi tres años y se presentó como una solución al manejo final 
de este tipo de desechos; su recorrido es para este tipo específico de basuras. 
 
Sin embargo, según Roberto Zúñiga director de una asociación que congrega las 
entidades del aseo (ASEAS), la responsabilidad de que esto ocurra no es de 
Emsirva. De acuerdo con el Código Nacional Sanitario, se determina que la 
responsable de la disposición final de los residuos especiales es la entidad que los 
produce. 
 
Frente a esto, ASEAS está elaborando un Manual de Manejo de Residuos 
Hospitalarios en los Municipios. Este es parte de un convenio entre esta 
asociación, el ministerio de Salud y la Organización Panamericana de la Salud. 
 
En él se hará énfasis en el manejo de este tipo de basura, al interior de cada 
centro hospitalario y se entregará a finales de abril. 
 
Por su parte, el Comité Interinstitucional de Salud, integrado por entidades como 
Emsirva, Comfandi, la Univalle, la secretaría de Salud Muicipal, entre otras, 
prepara una campaña educativa dirigida a los empleados de la salud, pues 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-132177 
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concluye el doctor Perlaza la solución no está al final del proceso sino en la actitud 
de quienes generan los desechos.*
 
Año 1995 
 

Las Ciudades De La Furia Contaminante 
 

A Bogotá le urge solucionar el problema de los lixiviados (líquidos generados por 
la descomposición) procedentes de las fosas comunes del Cementerio del Sur. En 
Cartagena, la administración municipal debe invertir en el control del deterioro de 
las Islas del Rosario. En Neiva se necesitan acciones inmediatas para frenar la 
deforestación. En Villavicencio se requiere de la intervención del Ministerio del 
Medio Ambiente para controlar la indiscriminada aspersión de agroquímicos en los 
cultivos. 
 
Aire, agua, suelo, basuras, desechos industriales, alcantarillados, espacio público, 
contaminación sonora y gestión y coordinación institucional de las ocho principales 
ciudades del país fueron analizados por la Contraloría General de la República en 
su cuarto informe sobre el estado de los recursos naturales y del medio ambiente, 
correspondiente a la vigencia de 1994. Este estudio debe realizarse cada año, por 
mandato constitucional. 
 
Y el panorama, como se ha estado viendo desde 1991, es poco alentador. 
 
Como siempre, Bogotá sigue a la cabeza en materia de contaminación hídrica, de 
aire y degradación de suelos, mientras que Cartagena padece a diario por los 
gases tóxicos producidos por el rebosamiento de las alcantarillas y el mal manejo 
de basuras en los asentamientos, sin contar con el severo deterioro producido por 
la tala de mangle. 
 
Entre tanto, en Barranquilla la ausencia de alcantarillado sanitario en algunos 
sectores continúa provocando una alta tasa de mortalidad infantil y en Cali, el 
problema de la disposición final de basuras y residuos de construcción no cuenta 
con una solución definida aún, de acuerdo con la CGR. 
 
Y si por allí llueve, en Neiva la ubicación del aeropuerto dentro del perímetro 
urbano es uno de los principales factores de la contaminación sonora. 
 
A continuación, un vistazo general a la problemática diagnosticada por la CGR, 
especificado por temas: - 1. AGUA: Cartagena: Aguas servidas sin ningún 
tratamiento y desechos industriales han provocado la destrucción de flora y fauna 
marina y han generado enfermedades en la población infantil que habita las áreas 
marginales. La Bahía de Cartagena no soporta un tóxico más. 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-90349 
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Barranquilla: Arroyos como Don Juan, El León, Rebolo y la Ahuyama se utilizan 
como alcantarillas abiertas. Las descargas no solo afectan a ríos y caños sino a la 
infraestructura vial, lo que causa accidentes por la obstrucción del tráfico de carros 
y peatones en invierno. Lo peor es que como consecuencia de la contaminación 
hídrica se presentan, desde hace más de 30 años, brotes epidémicos de diarrea, 
enteritis y deshidratación en los niños.- 2. AIRE Medellín: El mayor agente 
contaminante es el monóxido de carbono con 880 toneladas diarias, de las cuales 
875 provienen del parque automotor. Las sustancias emitidas por los motores de 
combustión interna a gasolina o ACPM, traen consigo la producción de sustancias 
mutagénicas y cancerígenas, perjudiciales para la salud humana. 
 
Cartagena: Los gases tóxicos producidos por el rebosamiento de las alcantarillas y 
por el inadecuado manejo y disposición de basuras de los asentamientos 
humanos ubicados en los barrios subnormales y en las márgenes de la Ciénaga 
de la Virgen, entre otras, son las principales causas de contaminación atmosférica. 
 
Barranquilla: Según un estudio de Servisalud y la Universidad Libre realizado en 
1989 en la zona industrial de la vía 40, el nivel de contaminación del aire por 
dióxido de azufre se encuentra en 16 por ciento por encima del permisible, y el 
índice de monóxido de carbono supera en un 25 por ciento al establecido por el 
Ministerio de Salud. 
 
3. SUELOS Medellín: En la mayor parte del área rural de la ciudad se hace un uso 
intensivo del suelo, se emplean prácticas antitécnicas de cultivos (siembras en el 
sentido de la pendiente, uso indiscriminado de fungicidas e insecticidas, entre 
otros) y se dan procesos de deforestación. 
 
La explotación antitécnica de areneras le aportan 350 toneladas métricas por día 
al río Medellín. 
 
Cartagena: La degradación del suelo de la ciudad es consecuencia, 
principalmente, de la tala indiscriminada de manglares para uso comercial. Según 
el Inderena (1995), los sectores más afectados por este fenómeno son el Caño del 
Lago, Manga, Primer Callejón y el Anillo Vial, en los sitios del Hotel Las Américas, 
Ciénaga de la Virgen, Sector Isla Túnel del Amor, Isla Pelozanca, Caño del Cañón 
y la Boquilla. 
 
Y completa el panorama la explotación antitécnica de canteras: solo dos de ellas 
cuentan con estudio de impacto ambiental. 
 
Cali: Las explotación antitécnica de minas y canteras ha ocasionado el deterioro 
de su suelo y su paisaje; en el norte y en el occidente de la ciudad también 
ocasiona deforestación de los cerros, aumento de la sedimentación en los cauces 
y obstrucción del sistema de alcantarillado en época de invierno, que ocasiona 
inundaciones, deslizamientos y derrumbes. 
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En los últimos 10 años, la ciudad se ha visto afectada por los cambios de clima 
que se han dado ante el incremento de edificaciones verticales sin 
consideraciones técnicas ambientales y paisajísticas, lo cual obstaculiza la 
dirección natural de los vientos, fomentando la formación de islas de calor y zonas 
de inversión térmica. Además, las empresas constructoras violan lo dispuesto en 
las normas ambientales sobre los límites que se deben observar para construcción 
en zonas de protección especial. 
 
Barranquilla: El bajo nivel de altura sobre el nivel del mar de la ciudad y sus 
deficientes condiciones de drenaje causan frecuentes inundaciones que degradan 
los suelos y disminuyen su fertilidad. 
 
4. ALCANTARILLADO Barranquilla: La ausencia de alcantarillado sanitario en 
algunos sectores de la ciudad provoca una alta tasa de mortalidad infantil. En la 
zona de Barranquillita las aguas negras y excretas circulan por las calles. A su 
paso por los diferentes sectores de la ciudad los arroyos son usados para eliminar 
aguas servidas y como receptores de basuras, residuos químicos y aguas negras. 
 
Cartagena: Su alcantarillado es el principal contaminante del medio ambiente de la 
ciudad al verter las aguas servidas a la Bahía, a los cuerpos internos de agua y a 
la Ciénaga de la Virgen. Se calcula un descargue de contaminantes aproximado 
en la Bahía de 80 metros cúbicos diarios, y en los cuerpos de agua y la Ciénaga 
de la Virgen, unos 120.000 metros cúbicos diarios. Esto convierte a la ciudad en 
una gran letrina y amenaza su futuro turístico, social, económico y ambiental. 
 
Medellín: El inadecuado manejo y tratamiento de las aguas residuales es uno de 
los principales problemas de contaminación del río Medellín. Se vierten al río, 
directamente, desechos provenientes de los sectores residencial y comercial y de 
los sectores subnormales. 
 
Cali: Aunque la ciudad cuenta con la construcción de un colector de aguas 
residuales del río Cali en su parte derecha, es necesario construir el colector de la 
otra margen, así como las plantas de tratamiento de las aguas servidas para evitar 
deterioros ambientales futuros. 
 
5. BASURAS Medellín: Pese a que la capacidad de recolección de basuras es del 
97 por ciento, las basuras no recolectadas representan 30,6 toneladas por día. 
Ello, junto a los lixiviados producidos por el relleno sanitario de la curva de Rodas, 
se convierte en un contaminante de aguas. 
 
Cartagena: El servicio privado de recolección, tratamiento y disposición de 
basuras no cubre el total de la ciudad, provocando su acumulación en algunos 
cuerpos de agua, especialmente en la zona suroriental de la ciudad. 
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Cali: No se encuentra definida la ubicación de la disposición final de basuras y 
escombros. Aunque la ciudad cuenta con un buen servicio de recolección de 
basuras, escombros y desechos hospitalarios, la disposición final de las mismas 
no es la más adecuada porque se realiza en zonas donde se presentan 
asentamientos humanos que se han generado por el crecimiento y la expansión 
del área urbana. 
 
6. DESECHOS INDUSTRIALES Medellín: Las actividades industriales de la ciudad 
generan diariamente 25 toneladas métricas de material particulado, 10,1 de 
dióxido de azufre, 0,5 de hidrocarburos, 1,7 de monóxido de carbono y 0,75 de 
dióxido de nitrógeno. 
 
Cartagena: Se ha detectado en la Bahía la presencia de metales pesados de alta 
toxicidad, producto de actividades industriales y agropecuarias: el mercurio 
registra concentraciones hasta diez veces por encima del nivel permisible; el cobre 
bajo forma soluble se detecta sobreconcentrado frente a la desembocadura del 
Canal de Dique 13 veces por encima de la concentración máxima permisible en 
agua de mar; en el resto de la Bahía los niveles se mantienen cercanos al límite. 
 
Cali: El manejo inadecuado de productos químicos residuales de la industria ha 
traído como consecuencia accidentes en zonas residenciales y comerciales. 
 
Barranquilla: Los desechos industriales como partículas y gases tóxicos emitidos 
en la zona industrial de la vía 40 provocan un impacto epidemiológico en la 
población. 
 
7. ESPACIO PUBLICO Medellín: En el centro de la ciudad convergen y tienen 
asiento todo tipo de actividades formales e informales que han invadido sin control 
alguno parte del anillo comprendido entre la avenida Oriental, ferrocarril, San Juan 
y el sector de la plaza mayorista, ocasionando graves problemas de 
contaminación por desechos sólidos, olores, hacinamiento y deterioro del paisaje, 
entre otros. La invasión del espacio público es cada vez mayor por la existencia de 
más de 75 barrios subnormales, conformados por unas 37.000 viviendas que 
representan 11,6 por ciento de la población. 
 
Barranquilla: La alta concentración de viviendas y vendedores en las calles y en 
las orillas del caño ha terminado con el espacio público. 
 
8. CONTAMINACION SONORA Medellín: Las mediciones en diferentes sitios de 
la ciudad, según Metrosalud, arrojan en promedio 75,31 decibeles, nivel por 
encima del permisible. Este problema lo generan el tráfico automotor y la 
producción industrial. 
 
Cali: Los niveles de ruido sobrepasan los límites permisibles. El tráfico automotor, 
unido a la producción industrial, y los ruidos procedentes de los establecimientos 
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comerciales y de diversión son los principales agentes de esta contaminación. En 
la zona comercial, a determinadas horas, se registran valores que fluctúan entre 
80 y 90 decibeles. 
 
9. GESTION INSTITUCIONAL Cartagena: De las entidades encargadas del 
manejo y conservación de los recursos naturales y de la protección al medio 
ambiente del Distrito Turístico como Inderena, Cardique, Damarena, Edurbe, 
Corvivienda, Reforcar y los demás organismos gubernamentales, solamente la 
Capitanía del Puerto ha ejercido algunas labores de control, aunque no ha contado 
con los recursos suficientes, lo cual ha limitado su campo de acción. 
 
Cardique, que reemplazará al Inderena, dispone de un presupuesto superior a los 
2.000 millones, pero aún no ha empezado su ejecución porque no ha terminado de 
organizar su estructura interna. 
 
Cali: El nuevo Departamento Administrativo de la Gestión Ambiental (Dagma) de 
la ciudad tendrá bajo su responsabilidad darle solución a los problemas 
medioambientales que entidades encargadas anteriormente permitieron.*
 
Año 1997 
 

Dama Ordena Separar La Basura Hospitalaria 
 

Luego de que se descubrieron irregularidades en el tratamiento que se les estaba 
dando a los desechos hospitalarios tanto en su recolección como en su 
tratamiento, el Departamento Administrativo del Medio Ambiente (Dama) fijo 
nuevas normas. 
 
Una de ellas se refiere a que los centros médicos, laboratorios clínicos, centros 
forenses, veterinarias y otras instituciones de salud tienen seis meses para 
declarar ante esta entidad cuál es su producción de desechos especiales, el 
tratamiento previsto, transporte y disposición final. 
 
Las fallas en el manejo de los desechos hospitalarios fueron detectadas a raíz de 
la avalancha de basuras ocurrida el pasado 27 de septiembre en el relleno 
sanitario de Doña Juana. 
 
Se detectó, por ejemplo, que estos desechos se estaban mezclando con la basura 
domiciliaria y que cerca de 5 mil instituciones de salud no estaban inscritas en el 
sistema de recolección de basuras hospitalarias que presta Ciudad Limpia, única 
empresa encargada de este servicio. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-364939 
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Además, durante un foro de EL TIEMPO, el gerente de Prosantana, Carlos 
Augusto Toro, reconoció que en el relleno sanitario no se le estaba dando un 
tratamiento especial a los residuos peligrosos, ni había un incinerador para 
tratarlos antes de enterrarlos. 
 
Al respecto, la resolución del Dama estipula que los residuos peligrosos deberán 
depositarse en una celda del relleno sanitario diseñada para tal fin, diferente a la 
utilizada para los residuos ordinarios. 
 
El Dama también señala que las instituciones de salud deben verificar que quien 
presta el servicio de recolección de los residuos está debidamente autorizado por 
las autoridades competentes para hacerlo. 
 
Varias de las normas de la resolución del Dama repiten las de otra resolución de la 
Secretaría de Salud, expedida en 1993, en la que se señala, por ejemplo, que los 
residuos infecciosos, sean o no biológicos, deben almacenarse en recipientes y 
bolsas debidamente identificadas. 
 
Así mismo la que establece que los residuos infecciosos deben inactivarse por 
medios físicos o químicos. 
 
Responsabilidades El 4 de octubre pasado, el alcalde Paul Bromberg expidió una 
resolución en la cual decide que la firma Prosantana encargada de la operación 
del relleno realice los trabajos para resolver las fallas provocadas por la avalancha 
de basuras. 
 
Según la resolución 902, se exige que Prosantana pague los trabajos para 
solucionar la avalancha. Igualmente, cualquier reclamación que se presente como 
consecuencia de los daños presentados por el derrumbe será cubierta por el 
concesionario. 
 
La decisión adoptada por la Administración dice que se basa en la figura de 
interpretación unilateral del contrato y se tomó debido a que no hubo un acuerdo 
con el Distrito en lo que tiene que ver con quién asume los costos de la avalancha. 
 
De acuerdo con la resolución, Prosantana propuso que el Distrito asumiera la 
ejecución de las obras de contingencia en el relleno, trasladando así al Distrito las 
responsabilidades contractuales. 
 
Sobre esto, el gerente de Prosantana dijo: hay un límite para todo. Yo creo que 
este no es el momento para buscar responsables. Yo no puedo estar al frente de 
una operación que considero que he hecho con profesionalismo y estar pensando 
en el Código Administrativo, en que se me vencen los términos y en que si no 
interpongo el recurso, me sobé. 
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Según Toro, lo que esta diciendo la Administración es que Prosantana pague y 
que si después esto implica un cambio en la ecuación económica del contrato, 
habría que interponer las acciones legales. 
 
El operador del relleno señaló que por ahora su firma está trabajando en lo que 
considera que es prioritario como la solución a las basuras descubiertas, pero que 
desde la primera reunión que tuvo con el Alcalde, se dio un giro jurídico para saber 
quién tuvo la responsabilidad y que ahora lo están prejuzgando. Yo no estoy 
diciendo que mi compañía no tiene responsabilidad, pero considero que eso debe 
ser materia de una investigación seria. Yo no ataco a la Administración, pero 
considero que nos hemos enredado, puntualizó.*
 

Los Desechos Tóxicos, Otra Emergencia 
 

El derrumbe en el relleno de Doña Juana puso al descubierto un nuevo hueco en 
la administración del Distrito Capital: el manejo de los desechos tóxicos. 
 
Jeringas, guantes quirúrgicos, sangre y residuos de piel, entre muchos otros, se 
mezclan en el relleno con el resto de la basura domiciliaria sin que exista un 
control adecuado, ocasionando riesgos de salud para la población. 
 
Según el ingeniero Juan Buenaventura, jefe de desechos patógenos de Ciudad 
Limpia, la única empresa contratada por el Distrito para recolectar este tipo de 
desechos, solo se cubre la demanda de 1.500 instituciones de salud, entre 
grandes hospitales, centros médicos y consultorios. Sin embargo, los desechos 
generados por las droguerías, los pequeños consultorios dentales y las clínicas 
clandestinas no tienen control. 
 
A este problema se une el del tratamiento final que reciben las 180 mil toneladas 
de los desechos hospitalarios que se recogen cada mes en Bogotá. Una 
investigación de la Contraloría Distrital que aún no conoce la Secretaría de Salud 
del Distrito dice que en Doña Juana no hay celdas de seguridad para aislar los 
residuos altamente tóxicos de otros desechos. 
 
De igual forma, mediante un comunicado expedido ayer, la Defensoría del Pueblo 
se mostró preocupada por el manejo que se le está dando al material hospitalario, 
el cual se está mezclando indiscriminadamente con los demás tipos de basura que 
produce la ciudad. 
 
El aislamiento es necesario ya que, según Camilo Guáquita, decano de Ingeniería 
Sanitaria de la Universidad de La Salle, los desechos tóxicos hospitalarios (o 
desechos patógenos) pueden transmitir su toxicidad al resto de basura y 
multiplicar sus efectos colaterales. 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-654973 
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De igual opinión es Guillermo Prada, médico infectólogo, quien agregó que los 
desechos patógenos mezclados con la basura normal podrían generar diversos 
tipos de reacciones químicas. Al entrar en contacto con el agua del río Tunjuelito 
se transmitirían enfermedades como salmonella (diarrea severa) y fiebre tifoidea. 
 
Agregó, que hervir el agua durante 10 minutos bastaría para eliminar el riego de 
contraer estas enfermedades, pero no sería suficiente si el agua estuviera 
contaminada por desechos químicos de industrias que contienen sustancias 
altamente tóxicas como mercurio, plomo o arsénico. 
 
Prada aseguró que la única manera de evitar estos riesgos es que Ciudad Limpia 
los incinere antes de descargarlos en el relleno. No obstante, según, el jefe de 
desechos patógenos de Ciudad Limpia, el destino final de la basura hospitalaria 
está en manos de Prosantana, empresa que maneja el botadero, y ellos nada 
tienen que ver. 
 
EL TIEMPO trató de comunicarse con las directivas de Prosantana pero le dijeron 
que por la emergencia de Doña Juana no tenían tiempo para dar información a la 
prensa. 
 
Derrumbe tóxico El problema de la basura tóxica quedó al descubierto luego del 
derrumbe en el relleno sanitario de Doña Juana, el sábado pasado. Aunque las 
autoridades del Distrito aseguran que las zonas destinadas a los desechos tóxicos 
no se afectaron, la basura hospitalaria que se elimina en el relleno sin ningún 
control está dispersa en un terreno que no posee las capas de material 
impermeabilizador. Según Alberto Javier Motón, ingeniero experto en recursos 
ambientales, el derrumbe superó el área dispuesta con las barreras geotextiles 
que hay entre la basura y el terreno natural, lo que daría el inmediato paso de los 
tóxicos a las aguas subterráneas. 
 
El riesgo de propagar infecciones o epidemias a través del agua es bajo, porque a 
esta altura el río Tunjuelito no abastece de líquido a pobladores o empresas. El 
problema se presentaría cuando estas aguas llegan al río Bogotá y son utilizadas 
para el riego de cultivos o cuando se contaminan por productos químicos tóxicos. 
 
Al cierre de esta edición, la Secretaría de Salud y el Dama preparaban aún las 
respuestas a los interrogantes planteados en esta información.*
 

Norma Sobre Basura Tóxica No Se Cumple 
 

La secretaria de Salud del Distrito, Beatriz Londoño, reconoció ayer la debilidad en 
el manejo de las tres etapas del proceso de recolección, transporte y tratamiento 
de desechos tóxicos. 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-640590 
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En primer lugar, Londoño señaló que no se puede garantizar que las 6.500 
instituciones de salud de la ciudad estén haciendo correctamente el manejo de 
desechos. 
 
En cuanto al transporte de estos materiales, solo 1.500 están en la ruta que realiza 
la empresa Ciudad Limpia, contratada para recoger este tipo de basura. 
 
Por último, la disposición final de esos elementos no cumple las especificaciones 
en cuanto a que deben ser incinerados o vertidos en celdas especiales. 
 
La primera fase debe ser vigilada por la Secretaría de Salud y Londoño reconoció 
que ha habido fallas de control. 
 
En cuanto al tratamiento final, la Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca (CAR) tiene entre sus funciones la vigilancia de la operación del 
relleno. 
 
EL TIEMPO supo que la CAR le reclamó a Prosantana Ltda, la firma que opera el 
relleno, en 1996, por la falta de instalación de los incineradores de desechos 
tóxicos y que a la fecha no existen. 
 
En contraste con esto, el director del Departamento Administrativo del Medio 
Ambiente (Dama), Eduardo Uribe, dijo ayer que es exagerada la alarma en torno a 
los desechos tóxicos hospitalarios y señaló que su incineración es responsabilidad 
de los centros de salud. 
 
La alarma surgió ante la preocupación de que la basura que se derrumbó el 
sábado pasado en el relleno sanitario de Doña Juana estuviera mezclada con 
desperdicios tóxicos y ante la evidencia de que este tipo de basuras se está 
mezclando con la domiciliaria. 
 
Uribe dijo que el relleno sanitario no tiene incinerador pero este no es necesario 
porque cuando Ciudad Limpia, consorcio encargado de transportar estos 
desechos, hace la recolección estos ya deben haber sido incinerados en los 
centros de salud. Sin embargo, dos de los más grandes hospitales de la ciudad, 
como el Universitario de La Samaritana y el San Juan de Dios no tienen sistemas 
de incineración. 
 
Aunque Uribe dijo que cuando los desechos llegan al relleno, se da a conocer esta 
situación en la portería para que les den el tratamiento adecuado, no supo explicar 
a qué depósitos los llevan, ni cuál es ese tratamiento. 
 
Y según la resolución 04153 del 26 de mayo de 1993, expedida por la propia 
Secretaría Distrital de Salud, quienes carecen de estos sistemas deberán 
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acogerse al servicio de recolección, transporte y disposición final para desechos 
infectocontagiosos. 
 
Pero dentro de las funciones del consorcio Ciudad Limpia no está incinerar los 
desechos tóxicos, su compromiso exclusivamente es transportarlos hasta el 
relleno, donde tampoco son incinerados por Prosantana, empresa encargada de 
su destinación final. 
 
Tratamiento deficiente Según Cristina Fonseca, jefe de Servicios Generales del 
hospital San Juan de Dios, los desechos tóxicos patógenos del centro se 
depositan en bolsas rojas de Ciudad Limpia. Antes de sacar la basura, reciben un 
pretratamiento con hipoclorito de sodio y esterilizadores, tal como lo exige la 
Secretaría de Salud del Distrito. 
 
Algo similar ocurre en el Hospital Universitario de La Samaritana, según Jesús 
Soler, jefe de Servicios Generales. 
 
No obstante las precauciones, según el médico infectólogo, Guillermo Prada, 
utilizar el hipoclorito de sodio no es suficiente. Aunque virus como la hepatitis B y 
C y el mismo VIH se destruyen por la acción del hipoclorito, no sabemos en qué 
concentración y cuánto tiempo ha estado el elemento con el virus. 
 
Agrega que el riesgo de contraer una de estas enfermedades por material 
patógeno que ha sido esterilizado con hipoclorito, es muy bajo, pero que la única 
manera de prevenir totalmente la transmisión es incinerando ese material. 
 
Llegaron expertos extranjeros Mientras por un lado, ayer llegaron al país dos 
expertos estadounidenses para analizar el problema del derrumbe del relleno de 
Doña Juana, por el otro el ministro del Medio Ambiente, Eduardo Verano de la 
Rosa, le envió una carta al alcalde Paul Bromberg en la cual le pide poner en 
marcha una serie de soluciones urgentes para el manejo de la emergencia. 
 
Estas acciones son: concertar con la comunidad para identificar sus principales 
necesidades y temores ante la emergencia; obtener los permisos de la 
Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR) para la desviación del 
río Tunjuelito y la operación de la zona 4 como sitio de disposición final de la 
basura. 
 
Otras acciones que deben realizarse son la evacuación y manejo de lixiviados en 
la zona 1 del relleno. Esta es una de las de mayor interés ambiental ya que si no 
se acaba con la presión que ejercen se podría ocasionar un accidente mayor. 
También se tienen que elaborar planes de contingencia. 
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Los dos expertos fueron traídos al país por el Ministerio del Medio Ambiente y hoy, 
a las 4 p.m., le entregarán el informe final sobre su inspección al jefe de esa 
cartera.*
 

La Tierra Llora 
 

La falta de conciencia y desconocimiento de los problemas ambientales por parte 
de la población, el bajo nivel de compromiso de los entes territoriales para 
promover planes de ordenamiento para el sector, y la disminución de la 
biodiversidad en los cuerpos de agua, son los tres problemas más graves que en 
materia ambiental presenta el Atlántico. 
 
Así lo sostiene el informe balance que la Contraloría General del Departamento 
elaboró sobre el estado de los recursos naturales y ambientales. 
 
De acuerdo con el trabajo, que se apoya en informaciones suministradas por la 
Corporación Autónoma Regional del Atlántico (CRA), la falta de conciencia de los 
problemas ambientales se refleja especialmente en la deforestación. 
 
El panorama que registra la CRA y la Contraloría no puede ser más desolador: 
268 mil hectáreas están totalmente deforestadas ante 1.000 reforestadas y 70 mil 
conforman las denominadas manchas de bosques porque tienen poca vegetación, 
representada en rastrojo y arbustos secos denominado xerofíticos. Los bosques 
naturales han desaparecido en su totalidad, sentencia el organismo fiscalizador. 
 
La situación más grave se presenta en la jurisdicción del municipio de Piojó pues 
en esa área existen pequeñas manchas de bosque natural intervenido y de 
bosque secundario con alto grado de intervención debido a la extracción de 
madera para usos industriales y consumo doméstico. 
 
El bajo nivel de compromiso de los entes territoriales como son los municipios, 
para promover planes de ordenamientos ambiental, también ha tenido 
consecuencias negativas en la fauna, que ha disminuido por la deforestación, la 
caza intensiva y la falta de control de las autoridades competentes. Solo las ratas 
y ratones siguen aumentando a pesar de las campañas realizadas por el 
Departamento Administrativo de Salud del Atlántico (Dasalud), agrega el informe. 
 
Otros problemas ambientales que el organismo fiscalizador da a conocer son la 
expansión no planificada del sector industrial y la producción contaminante, la 
ocupación de zonas aptas para la silvicultura por la ganadería extensiva, la 
degradación de la zona costera turística y la irracional explotación de minas y 
canteras. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-643259 
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A los anteriores problemas, se suman la inadecuada disposición de excretas y 
aguas servidas, la contaminación por ruido especialmente en los municipios de 
Soledad, Malambo y Campo de la Cruz- en los dos primeros por su proximidad al 
aeropuerto Ernesto Cortizzos y el último por abundantes equipos musicales-, la 
degradación de los cuerpos de agua y la inadecuada disposición final de los 
desechos solidos, es decir mal manejo de rellenos sanitarios y proliferación de 
basureros clandestinos. 
 
Y si lo anterior no fuera suficiente, el medio ambiente también está enfermo por el 
mal manejo de desechos hospitalarios y el tratamiento inadecuado del agua para 
consumo humano, especialmente en corregimientos y veredas. 
 
Ante ese diagnóstico negativo, la pregunta obligada es qué están haciendo las 
autoridades ambientales. 
 
Y la respuesta la entrega también el informe de la contraloría, pues el esfuerzo de 
la Corporación Autónoma Regional es significativo cuando de dineros se habla. En 
efecto, en control, seguimiento y monitoreo de los recursos naturales, la entidad 
invirtió este año 144 millones de pesos y en la implantación de la red de monitoreo 
de la calidad ambiental, otros 125 millones de pesos. A estas inversiones se 
suman los 652 millones 400 mil pesos para programas de reforestación y 
revegetalización del departamento y 180 millones de pesos par capacitación, 
educación y concientización ambiental. 
 
Y qué decir de los recursos que se dedicaron a la recuperación y manejo de 
microcuencas que abastecen acueductos- 364 millones de pesos- y para la 
recuperación de las ciénagas y cuerpos de agua del Departamento: 268 millones 
de pesos. 
 
Pero el esfuerzo de la CRA no se ve compensado pues si bien los Municipios 
asignan recursos para el medio ambiente, estos no son significativos y además la 
falta de autoridad también incide. 
 
Sin embargo, por más plata que se invierta, los esfuerzos que se realizan 
prácticamente se ven opacados y esa es la principal conclusión que se desprende 
del informe. Cuál es el futuro ambiental que la actual generación está 
construyendo en el Atlántico? La respuesta la tienen cada uno de los ciudadanos. 
 
Subregión 1 Con el fin de realizar un mejor estudio sobre el estado de los recursos 
y la calidad del medio ambiente, la Contraloría dividió en 6 subregiones al 
Atlántico. 
 
La primera está integrada por Soledad y Malambo. 
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Soledad: La problemática ambiental es extensa por la contaminación atmosférica y 
de los cuerpos de agua generada por la inadecuada disposición de los desechos 
sólidos, la gran cantidad de basureros clandestinos y por el mal llamado relleno 
sanitario. Proliferan los roedores y plagas, hay contaminación visual por exceso de 
vallas publicitarias y existen fugas de alcantarillado y emisiones de gases 
industriales. 
 
Malambo: Calificado como grave en materia ambiental, por la contaminación 
atmosférica generada por los malos olores de las basuras, de las granjas avícolas 
y las industrias del maíz y yuca; por las descargas gaseosas del parque industrial 
y por el exceso de ruido. 
 
Subregión 2 Sabanagrande: Presenta sedimentación y contaminación de sus 
cuerpos de agua y contaminación ambiental por la quema de basuras en el 
basurero oficial y en los clandestinos. Se registra tala indiscriminada de arboles 
para surtir las ladrilleras y contaminación del río Magdalena por la ubicación de 
estas en sus orillas. 
 
Santo Tomás: El mal estado del matadero es foco de contaminación, Se observa 
disposición de excretas humanas a cielo abierto y se dispone la basuras en 
cualquier lugar. 
 
Palmar de Varela: Hay inadecuada disposición de las basuras, quemas de las 
mismas y excretas a campo abierto. El matadero genera contaminación debido a 
que los desechos son depositados en una alberca. 
 
Ponedera: La contaminación ambiental se presenta principalmente por la mala 
disposición de los desechos hospitalarios, que son arrojados en el basurero a 
unos dos kilómetros del municipio. 
 
Subregión 3 Candelaria: La deforestación a causa de la utilización de la leña para 
preparar los alimentos y surtir las ladrilleras es uno de los principales problemas. 
La explotación de canteras, presencia de humos y gases tóxicos producidos por 
ladrilleras, la quema de basuras y la falta de relleno sanitario, son otros. 
 
Campo de la Cruz: El estancamiento de aguas lluvias que genera proliferación de 
mosquitos es el principal problema ambiental. Hay deforestación por tala 
indiscriminada y continúa la contaminación por ruido producido por aparatos de 
sonido, que superan los 100. 
 
Santa Lucía: Registra contaminación del Canal del Dique, inadeucada disposición 
de excretas y aguas servidas y hay riesgo de inundaciones por desbordamiento 
del Canal del Dique. 
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Suán: Registra aguas servidas por las calles debido a la ausencia de alcantarillado 
y prácticas inadecuadas de la población. Hay quema de basuras y deforestación. 
El Canal del Dique lo contaminan con basura. 
 
Subregión 4 Sabanalarga: Hay contaminación ambiental por desechos sólidos y 
excretas y la tala de bosques en la zona rural es muy frecuente. Sus habitantes 
tienen hábitos inadecuados de cría de animales y el ruido en el perímetro urbano 
es excesivo. Tiene áreas de alto riesgo por inundaciones, deslizamiento y tránsito 
de vehículos. 
 
Luruaco: Sus cuerpos de agua presentan sedimentación y deforestación en sus 
zonas ribereñas. Hay contaminación por inadecuada disposición de excretas y 
aguas servidas y por explotación de canteras. 
 
Repelón: El embalse del Guájaro está deteriorado por la deforestación, la erosión 
y por vertimiento de aguas contaminadas con pesticidas y matamalezas. 
 
Manatí: Presenta malos olores e impacto visual negativo por inadecuada 
disposición de excretas, aguas servidas y basuras. 
 
Subregión 5 Puerto Colombia: Presentan vertimiento de aguas servidas a las vías 
públicas y deforestación por explotación de canteras. 
 
Tubará: Registra inadecuada disposición de excretas y quema de basuras en 
viviendas. Existe deterioro de algunos cuerpos de agua y tala y quema del bosque 
nativo. 
 
Juan de Acosta: Deposita las basuras y aguas negras en el arroyo que atraviesa la 
población. Matarifes y transportadores de carne producen mucho ruido. 
 
Piojó: Registra estancamiento de aguas lluvias y basureros al pie del arroyo 
Grande. El calentamiento o elevación de la temperatura es causado por la tala de 
árboles maderables para producir carbón vegetal. Aunque el 80 por ciento de la 
población dispone las excretas en pozas sépticas, el resto utiliza letrinas o las deja 
a campo abierto. 
 
Subregión 6 Galapa: La contaminación ambiental por olores nauseabundos 
generado en predios del matadero Camagey es uno de los problemas 
ambientales, así como la inadecuada disposición de aguas servidas. La 
deforestación y degradación del bosque nativo es otro problema. 
 
Baranoa: La explotación de arena, arcilla y madera han ocasionado erosión y 
pérdida de las fuentes de agua. Se presenta deforestación en las riberas de los 
arroyos, quema de basuras, uso exagerado de fuegos pirotécnicos y 
contaminación con monóxido de carbono. 
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Polonuevo: Registra inadeucada disposición de desechos sólidos y excretas en un 
15 por ciento de la población. También se registra deforestación. 
 
Usiacurí: Tiene contaminación por basuras. Además registra deforestación de las 
zonas de reserva. Registra zonas de alto riesgo por deslizamientos y erosión 
debido a la deforestación.*
 

Jeringas De Alto Riesgo 
 

La sanción que el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos 
(Invima) dio el jueves pasado al laboratorio Evencol puso a rondar en la cabeza de 
los colombianos la seguridad e higiene de las jeringas desechables. 
 
La historia, dice el Invima, comenzó cuando en el hospital de Bosa II encontraron 
una jeringa que contenía restos de sangre, asunto inexplicable en un elemento 
que venía en su empaque original. 
 
Del hospital enviaron muestras al Invima, que ordenó una visita a las instalaciones 
de Evencol, que se realizó el 14 de mayo de este año. 
 
Allí, según cuenta Luz Marina Millán, subdirectora de Insumos para la Salud del 
Invima, en la bodega de productos terminados, se encontraron materiales 
rechazados, obsoletos o contaminados con fluidos corporales como sangre, orina, 
cuando se supone que esa bodega sólo deben reposar los elementos listos para 
entregar a los clientes. 
 
Millán afirmó que es un riesgo claro el tener productos contaminados en la bodega 
de terminados, pues aquellos deberían estar en recintos sellados y con suficientes 
medidas de seguridad. 
 
Después de las investigaciones el Instituto decidió que Evencol no puede fabricar, 
ensamblar, empacar y esterilizar productos como jeringas y equipos de 
microgoteo, por no reunir las condiciones higiénicas, técnicas y locativas. Además, 
le impuso una multa de 5.000 salarios mínimos diarios, cifra cercana a 30 millones 
de pesos. 
 
El laboratorio había interpuesto una tutela alegando la violación del derecho al 
debido proceso, pero ésta le fue negada por el juzgado 40 Civil del Circuito, a 
finales de noviembre. 
 
Margarita de Guerrero, propietaria de Evencol, junto con su familia, manifestó que 
el asunto es un montaje de personas o intereses que desconoce. Por una jeringa 
no se puede dañar la imagen de una empresa, dijo la señora de Guerrero. 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-713648 
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Ella explicó que su empresa produce entre 15 y 18 millones de jeringas por año y 
que muchos reconocidos laboratorios farmacéuticos de su país son compradores 
de ese producto. 
 
Por otra parte, la subdirectora de Insumos del Invima afirmó que no ha habido 
otras denuncias por jeringas contaminadas de esa empresa sino que todo el 
proceso se originó en el hallazgo en el hospital de Bosa. 
 
Millán también denunció que el Invima ha encontrado que algunas entidades de 
salud del Estado han comprado, por razones económicas, material hospitalario sin 
registro sanitario. 
 
En este sentido el director del Invima, Francisco Cañón, alertó a los hospitales 
para tener cuidad con las jeringas pues tanto la institución que él dirige, como las 
secretarías de salud van a estar vigilantes. 
 
Lo que hay que mirar El Invima recomienda tener los siguientes cuidados con las 
agujas hipodérmicas y los materiales hospitalarios: - Destruir después de su uso 
no solo la aguja sino también el cuerpo de la jeringa. 
 
- Verificar que el producto esté bien sellado y el empaque en buen estado y con 
registro sanitario. 
 
- Mirar que cada empaque individual tenga el nombre del importador y su dirección 
si es extranjero, o el nombre del fabricante si es colombiano. 
 
- Controlar que la jeringa sea traslúcida y no haya presencia de cuerpos extraños 
como líquidos o partículas. 
 
- La aguja debe estar protegida por una cubierta. 
 
- En el caso de elementos como gasas o guantes debe verificarse, en la envoltura, 
que sean desechables, si así se requieren. Esto, porque también hay materiales 
de estos que no son desechables y tienen otros usos. 
 
- Es mejor mirar los detalles de las jeringas antes de abrir el empaque, así se 
mantiene la prueba sin que pueda decirse que hubo manipulación posterior a la 
apertura del mismo. 
 
- Cualquier denuncia debe reportarse al Invima, a la subdirección de Insumos para 
la Salud en el telefax 3151982 de Bogotá. Si no alcanzó a abrir el empaque puede 
enviarlo a la carrera 15 # 58-59, también de Bogotá.*
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-683840 
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Año 1998 
 

Definirán Sanción A Aseo Total 
 

Dentro de 15 días, la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena (CAM) 
definirá si sanciona o no a la empresa Aseo Total, luego que comprobara hace un 
mes la presencia de desechos hospitalarios en el relleno sanitario de esta ciudad. 
 
La misma posibilidad es estudiada por las Empresas Públicas Municipales y la 
Secretaría de Salud Municipal. 
 
Las sanciones, según el secretario de Salud, Gustavo Vargas, irían desde el cierre 
temporal del relleno hasta la amonestación a Aseo Total, empresa que se encarga 
de la recolección de basura en Neiva. 
 
La denuncia de esta irregularidad fue presentada por Magdalena Quintero, ex 
gerente de Aseo Capital, quien manifestó que el contrato entre Aseo Total y 
Soluciones Ambientales Especializadas, firma encargada de la incineración de los 
desechos hospitalarios, fue cancelado por esta última el 15 de mayo pasado 
porque no le pagaban sus servicios. 
 
Como consecuencia de esto, según Quintero, los desechos están siendo arrojados 
sin ninguna precaución al relleno. 
 
De acuerdo con el informe realizado por una comisión interdisciplinaria, el cual se 
encuentra en evaluación por parte de la CAM, en el relleno se encontraron 
materiales hospitalarios contaminados como agujas, jeringas y algodones, no sólo 
en las bolsas rojas establecidas para su desecho, sino en bolsas negras, violando 
así el procedimiento establecido, que es la incineración. 
 
Estos desechos producen efectos nocivos sobre el medio ambiente cuando inician 
su descomposición. Además, su indebida manipulación puede propagar virus. 
 
Sobre la investigación, el gerente de Aseo Total, Otto Sánchez, dijo que las 
afirmaciones de Quintero son falsas, ya que los desechos patógenos y 
hospitalarios están siendo atendidos según el compromiso suscrito con las 
Empresas Públicas. 
 
Además, afirmó que demandará a Quintero, porque según él violó la propiedad 
privada al ingresar al predio Los Ángeles, donde se encuentra el relleno sanitario, 
para tomar las fotos que luego repartió a los medios de comunicación.*
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-745370 
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Desechos De Hospitales Aún Van A Doña Juana 
 

Dos meses de plazo aproximadamente tiene la Administración Distrital para 
solucionar el problema de los desechos patógenos de la ciudad. 
 
Según el contralor de Bogotá, José Ovidio Claros, existe un fallo del pasado 13 de 
abril del Consejo de Estado en el que le da a la Administración tres meses de 
plazo, de los cuales ya pasó prácticamente uno, para que tome los correctivos 
frente a la disposición final de este tipo de desechos. 
 
Mientras tanto, aseguró el Contralor, la Administración debe hacer cumplir la 
legislación existente, la cual exige que todo centro médico esté registrado ante la 
respectiva Secretaría de Salud la cual lo inscribe en un sistema de recolección de 
basuras que recoge los desechos del centro. En Bogotá el sistema de recolección 
lo opera Ciudad Limpia. 
 
Sin embargo, se calcula que cinco mil instituciones en la ciudad arrojan sus 
desechos hospitalarios al lado de las basuras domiciliarias, porque no están 
inscritos en el sistema de recolección de basuras. 
 
Al respecto, Sebastián Cajiao, representante de Ciudad Limpia, dijo que la firma 
no es responsable de la disposición final de los desechos. 
 
Descargamos en el sitio que nos indica el operador del relleno. Estamos 
respaldados por un concepto de la Superintendencia de “servicios públicos”.  
 
Nuestro contrato acaba donde descargamos en el sitio, afirmó Cajiao. 
 
Dicha entidad dice que el operador, en este caso Prosantana, tiene la obligación 
de incinerar y depositar estos residuos sólidos patógenos. 
 
Según esto, Ciudad Limpia utiliza las bolsas rojas que identifican estos desechos 
hospitalarios y las deja donde le indique el operador. 
 
Al respecto, la secretaria de Carlos Augusto Toro, presidente de Prosantana, con 
quien EL TIEMPO intentó comunicarse, dijo que todo lo relacionado con el relleno 
debía preguntársele a la Unidad Ejecutiva de “servicios públicos” (UESP), de la 
cual no se obtuvo ninguna respuesta oficial ayer.*
 
 
 
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-795079 
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Año 1999 
 

Desechos Hospitalarios, Dolor de Cabeza del Dadis 
 

Según un estudio realizado por el Departamento Administrativo Distrital de Salud 
de Cartagena (Dadis), el 68,5 por ciento de clínicas, hospitales y laboratorios de la 
ciudad no cumplen con un manejo adecuado de desechos hospitalarios. 
 
David Bermúdez Sagre, director del Dadis, indicó que luego de una serie de 
inspecciones realizadas en el desarrollo del programa de salud ocupacional, se 
halló que este porcentaje de instituciones envían la producción de desechos 
patógenos al relleno sanitario distrital. 
 
El análisis estadístico del Dadis determina que el 31,4 por ciento de las 
instituciones que no tienen horno incinerador, contratan éste servicio y que sólo el 
14,2 por ciento cuenta con horno en sus instalaciones. 
 
De acuerdo con el Dadis, la mayoría de los desechos son tóxicos e infectantes, y 
no cumplen con los aspectos del ciclo de vida de los residuos, como son la 
identificación, adopción de código de colores, almacenamiento temporal, 
recolección y transporte, almacenamiento final y tratamiento. 
 
El Dadis comunicó que se van a seguir realizando inspecciones porque incinerar 
los desechos hospitalarios es una norma que deben cumplir todas las entidades 
prestadoras de salud. 
 
Así no tengan incinerador, las clínicas y centros de salud deben firmar contratos 
con otros hospitales, como el Universitario o el de San Pablo, incluso otras 
instituciones que sí tienen, para que lleven a cabo este trabajo, comentó 
Bermúdez Sagre. 
 
Actualmente la incineración de un kilo de desechos hospitalarios cuesta alrededor 
de 12.000 pesos, valor que prefieren ahorrar las entidades prestadoras de salud, 
enviando los desechos al botadero distrital de Henequén. 
 
El estudio del Dadis establece que la producción total de desechos hospitalarios 
en Cartagena es de 6.811 kilos al mes. 
 
El problema mayor, de continuar esta situación, se presentaría precisamente en el 
botadero de Henequén, donde se concentrarían las infecciones y se pondría en 
riesgo la vida de los recicladores  *. 
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-862708 
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De Rapidez 
 
Sanción: El Departamento Administrativo Distrital del Medio Ambiente (Dadima) 
amonestó, abrió investigación y elevó pliego de cargos a Coomeva EPS por el mal 
manejo que le viene dando a los residuos hospitalarios en su sede de la carrera 58 
con la calle 74. La anomalía se detectó el pasado 4 de agosto pasado luego de 
una inspección técnica a la entidad encontrándose 27 bolsas de basuras, varios 
que contenían elementos hospitalarios cuyo tratamiento debe ser diferente a los 
desechos normales, según lo señala la Resolución 1285 que contiene las 
sanciones. La entidad debe presentar en un término no mayor de 60 días un plan 
de manejo de residuos sólidos especiales. 
 
Viviendas: Un total de 54 viviendas de interés social entregan este domingo 
Fonvisocial y la firma Provisión Ltda a igual número de usuarios en la Unidad 
Residencial Las Cometas en el municipio de Soledad (Atlántico). El acto, 
programado para las 9:30 de la mañana, será presidido por el director del Fondo, 
Alcibiades Bustillo, y el gerente de Provisión, Javier Mendoza. Con esta nueva 
entrega se completan 138 soluciones de vivienda dentro de los programas que 
adelanta la Administración Distrital de Barranquilla. 
 
Pruebas: El Departamento Administrativo Distrital de Salud (Distrisalud), la 
Universidad del Norte, el Ministerio de Salud, el Centro de Investigación Biológica 
y la Clínica General del Norte adelantan el Plan de Vigilancia en Salud Pública 
orientado a enfermedades transmisibles, de acuerdo con políticas del Ministerio de 
Salud. Como parte de ese plan está la toma de muestras para detectar las causas 
prevalentes del síndrome febril agudo. Dice Distrisalu que el proyecto va dirigido a 
150 personas que acudan al servicio de urgencias y consulta externa en la Clínica 
General del Norte por espacio de un mes. 
 
Funeraria: Un grupo de habitantes de los barrios El Valle, La Manga y Nueva 
Colombia en Barranquilla reciben capacitación para constituir una funeraria 
comunitaria, que de acuerdo con el concejal Orlando Avila, quien los apoya, 
servirá para que fabriquen ataúdes y presten servicios mortuorios a precios más 
baratos en ese sector de Barranquilla. Otras capacitaciones para formar 
microempresarios se relacionan con panadería, repostería, ebanistería, 
confecciones, entre otros oficios. Avila dijo que su debe como concejal es 
contribuir con elevar el nivel de vida de los estratos menos favorecidos de la 
ciudad. 
 
Lanzamiento: La Empresa Distrital de Telecomunicaciones de Barranquilla (EDT) 
amplía sus servicios con el lanzamiento de la Red Digital de Transmisión de Datos 
(Redatel). La presentación del servicio se hará el miércoles, primero de 
septiembre, en la gerencia general de la empresa, a las 10 de la mañana. 
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Recuperación: Con una inversión de 230 millones de pesos, la Administración 
Distrital de Barranquilla pavimentó la principal vía de acceso al barrio El Ferry en 
el suroriente de la ciudad. La obra, que comprendió 1.530 metros cuadrado de 
pavimento, fue inaugurada el pasado fin de semana por el alcalde Bernardo 
Hoyos. Antonio Peñaloza, gerente de Proyectos, dijo que hasta el momento se 
han invertido 18.000 millones de pesos en la pavimentación de vías, dentro del 
programa de recuperación de la malla vial.*
 

Sanción A Contaminadores 
 

Por violar normas de protección ambiental, la Corporación Autónoma Regional del 
Magdalena (Corpamag), multó a la Clínica Santa Marta del Seguro Social y 
amonestó a la Empresa Carbones de los Andes S.A. Colombia (Carboandes S.A.). 
 
La Clínica pagará 10 millones 640 mil 700 pesos --equivalente a 45 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes-- e instalará, en un plazo de 45 días, un 
incinerador de residuos patológicos; mientras, que Carboandes fue conminada a 
cumplir obligaciones con el manejo ambiental del muelle carbonífero que opera en 
esta capital. 
 
En el primer caso, en visita realizada el pasado 8 de marzo por Raúl García, 
coordinador ambiental y la profesional universitaria Gloria Hernández, de 
Corpamag, constataron que los residuos sólidos biodegradables son recogidos en 
un vagón de tracción mecánica para luego ser dispuesto en el botadero Veracruz.  
 
El vehículo no cumple las recomendaciones del Código Sustantivo Nacional 
(artículo 33) para este tipo de transporte. 
 
Igualmente, los residuos hospitalarios (placenta, piernas, órganos, etc.) son 
incinerados en un reservario, tipo cámara, habilitado como horno. El combustible 
utilizado, según lo observado durante la inspección, está constituido por residuos 
de ropa vieja en combinación con fuel oil, y la incineración se realizan hacia la 
medianoche para evitar la inconformidad de los habitantes de la calle 29, durante 
la realización de estas quemas en horas diurnas. 
 
Según el director de la Corporación Hernando Sánchez Moreno, lo anterior 
amenaza a la salud humana, y constituye una circunstancia agravante. 
 
Por su parte, Francisco Escobar Silebi, drector de la Clínica, dijo que no cuentan 
con tecnología propia para la disposición final e incineración de los residuos allí 
reproducidos, en especial para los desechos biológicos, pero trabajan para 
corregir las fallas. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-875533 
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Como es de conocimiento de todo mundo la crisis presupuestal que atraviesa la 
entidad, ha impedido a la fecha la adquisición de nueva tecnología que reemplace 
la anterior, expresó. 
 
Agregó que la entidad cuenta con guardianes ecológicos de seguridad únicos en 
la ciudad para la disposición de material con riesgo biológicos los cuales permiten 
la incineración sin riesgo de generar emisiones atmosféricas malsanas.\ Foto: 
José López. En 45 días, la clínica del Seguro Social en Santa Marta debe resolver 
problemas de contaminación.*
 
Año 2000 
 

Manejo A Medias A Residuos Hospitalarios 
 

El consorcio Ciudad Limpia señala que hospitales y clínicas en Cartagena deben 
mejorar el tratamiento a los residuos que producen. 
 
El gerente del consorcio Ciudad Limpia, Miguel Encizo, denunció que sólo el 
nueve por ciento de los centros médicos y hospitales de Cartagena desechan sus 
residuos hospitalarios con seguridad En Cartagena no existe un tratamiento 
adecuado, y de manera global, para todos los residuos que se producen. De 
acuerdo a las estadísticas solamente el nueve por ciento de los centros médicos le 
están dando un tratamiento adecuado a los residuos hospitalarios, puntualizó 
Encizo. 
 
A raíz de la situación, Ciudad Limpia ha invitado a las autoridades del Distrito para 
trabajar en un programa conjunto y evitar la posible contaminación a los 
trabajadores de los centros hospitalarios, al personal que se dedica a la 
recolección y las comunidades alrededor del relleno sanitario. 
 
Esto consiste en recolectarlos y manipularlos de manera adecuada. Llevarlos de 
manera segura a un horno incinerador, quemarlo y volverlo cenizas. Las cenizas 
se deben recoger también en una bolsa señalizada y de allí llevarlas a una celda 
de seguridad en el relleno sanitario, comentó Encizo aseguró que esto realmente 
no se hace en Cartagena. Lo que esperamos a través de la campaña que inició el 
Dadis, como es la instalación de un horno incinerador, es que finalmente podamos 
llegar a ese estado. 
 
Actualmente --agregó Encizo-- Ciudad Limpia tiene una ruta con un camión que de 
manera especial recoge esos residuos patológicos y a nuestro personal lo hemos 
preparado tanto física como inmunológicamente para manejar esos residuos. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-873932 
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El funcionario explicó que hay un equipo humano que va los hospitales bien 
protegidos -- parecen astronautas, pero que a pesar de ese tratamiento los 
residuos son llevados al relleno sanitario, porque no hay otro lugar. Ahí se dejan 
en una celda expuestos a que alguien los manipule o a que se descomponga, 
generando alguna enfermedad. 
 
Encizo también denunció que hay entidades hospitalarias que no tienen la 
conciencia de empacar estos residuos en bolsas rojas, para identificarlos. 
 
Por su parte Cristian Ayola, el director del Dadis, declaró que un 25 por ciento de 
los hospitales en Cartagena cumplen con desechar seguramente sus residuos 
patológicos.*
 

Apareció El Taxista 
 

Marcos Orozco Segura, un taxista a quien sus compañeros de oficio de la estación 
de taxis del Hospital General apodan Cachete, fue el conductor que en su vehículo 
Dacia de placas UVR 528, transportó desde ese centro asistencial los 24 
cadáveres de bebés y 3 fetos que la Policía descubrió en una fosa común el lunes 
antepasado. 
 
Orozco rindió versión ante la Fiscalía sobre estos hechos, y ayer confirmó a varios 
medios de comunicación que hizo los viajes porque lo contrataron funcionarios del 
Hospital, pero yo no sabía qué era esa vaina, dijo refiriéndose a los cuerpos de los 
bebés encontrados en las afueras de la ciudad. 
 
Precisó que el sábado lo buscó el encargado de la morgue, Humberto Barreto, 
junto con otro empleado del Hospital del que no conoce su nombre, para que 
llevara las placentas y los otros desechos orgánicos al cementerio Calancala. 
 
Me dijeron que era una orden del gerente y salimos a eso de las 10:30 de la 
mañana con dos tanques llenos de unas bolsas negras que supuestamente 
contenían las placentas, pero en el cementerio no quisieron recibirlas y tocó 
devolvernos al Hospital con toda la carga. 
 
El domingo en la tarde me buscaron nuevamente y salimos con los mismos dos 
tanques, pero directamente al sitio donde los botamos. Hicimos cuatro viajes y me 
pagaron 120 mil pesos, precisó el taxista. 
 
Ayer la Policía encontró otras dos fosas, estas sí con desechos orgánicos 
solamente. Una en inmediaciones de la Central de Abastos y otra cerca de la 
urbanización Los Robles, en el sur de Barranquilla. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1238623 
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Allá también fuimos nosotros a botar esa vaina, pero los empleados eran los que 
cargaban los tanques, yo sólo manejaba el carro, enfatiza Orozco con desparpajo. 
 
Dijo también que el taxista que acostumbra a hacer esos viajes al Calancala es un 
compañero suyo que ese día no estaba trabajando, y por eso lo buscaron a él. 
 
Víctor Guerrero, funcionario del Hospital, dijo que se inició una investigación 
interna a efectos de establecer las responsabilidades de este escándalo. Los 
resultados podrían conocerse este viernes, indicó. 
 
Uno de los aspectos que tiene en cuenta este proceso es verificar si el titular del 
cargo en la morgue, que no es Humberto Barreto, quien está supliendo al 
responsable debido a una incapacidad médica, entregó a este la orden de botar 
los desechos además de los cadáveres de los bebés. 
 
Barreto no ha podido ser localizado desde el día en que se hallaron los cuerpos. 
 
De otro lado la Procuraduría Provincial abrió ayer indagación preliminar contra el 
gerente (e) del Hospital, Milton Acosta, y el empleado Humberto Barreto, a efectos 
de establecer si existió falta disciplinaria en estos hechos y determinar quiénes 
son sus autores o partícipes. 
 
La procuradora Martha Lucía Choperena manifestó que inicialmente se 
escucharán en versión a estas personas y luego se ordenarán algunas pruebas en 
el propio Hospital. 
 
A su vez el Defensor del Pueblo Alfredo Palencia Molina dijo que esa oficina va 
actuar con todos los instrumentos que da la ley para llevar hasta el fondo la 
investigación por el hallazgo de estos cadáveres de niños recién nacidos. 
 
Aquí se está hablando de que algunas madres no reclaman a sus hijos muertos, y 
resulta que en los dos casos conocidos a una no se lo entregaron porque no pagó 
300 mil pesos, y a la otra sí se lo entregaron, y ella misma le dio cristiana 
sepultura, sin embargo aparece un bebé identificado con su nombre, manifestó 
Palencia. 
 
El compromiso de los centros asistenciales también es con la salud colectiva, y el 
abandono de estos cuerpos y desechos hospitalarios en un lugar abierto atenta 
contra el medio ambiente, agregó. 
 
Una comisión técnica interna de la administración distrital se encargará de 
establecer qué responsabilidades tuvieron el gerente encargado y el cuerpo 
médico del Hospital General de Barranquilla en el caso del hallazgo de los cuerpos 
sin vida de 24 niños recién nacidos y dos fetos en un lote enmontado en el 
municipio de Soledad, área metropolitana de la ciudad. 
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La comisión que preside el director del Departamento Administrativo de Salud 
(Distrisalud), Alfonso Luque, evaluará el informe que el gerente encargado del 
centro asistencial, Milton Acosta, está elaborando y para lo cual el alcalde 
Bernardo Hoyos Montoya le dio diez días hábiles. 
 
La comisión señalará si hay responsabilidades por acción o por omisión en los 
funcionarios que una o de otra forma manejaron clínica y administrativamente el 
nacimiento de los bebés y el posterior traslado de los cadáveres supuestamente al 
Cementerio Calancala. 
 
Los cuerpos sin vida de los bebés fueron hallados en una fosa común el lunes 
pasado. Una de las madres dijo que ella misma le había dado sepultura a su hijo 
en el camposanto, sin embargo uno de los bebés encontrados tenía en su 
manecilla el nombre de la mujer que responde al nombre de Yolima Duque 
Velásquez. 
 
Se pudo establecer que un taxista sin ningún contrato con el Hospital General de 
Barranquilla arrojó los bebés en el lote enmontado. El encargado de la morgue del 
Hospital le encomendó al conductor enviar los cadáveres al Cementerio 
Calancala, debido a que la nevera utilizada para la conservación de cadáveres 
estaba dañada desde hace días. En vista de que el cementerio no aceptó los 
cadáveres porque el Hospital no está al día con el contrato, el conductor decidió 
arrojarlo en el lote. 
 
Hay que anotar que la ministra de Salud, Sara Ordoñez, dijo que a su cartera no le 
corresponde estudiar el caso porque el Distrito es un ente descentralizado en esta 
materia y que esta labor quedaba en poder del Distrito, la Procuraduría y la 
Fiscalía. 
 
Dependiendo de la gravedad del asunto habrá lugar a destitución de cargos y a 
sanciones disciplinarias, pero esa decisión se tomará una vez se conozca el 
informe del gerente encargado del hospital y la evaluación de la comisión. 
 
De otra parte se conoció que una comisión de la Superintendencia de Salud llega 
hoy para concluir la investigación que el organismo inició desde la semana pasada 
sobre el mismo caso. 
 
La comisión la integran Leonor Valencia y María Victoria Romero, quienes laboran 
en la Dirección General para el Control de la Calidad de la Superintendencia. Las 
funcionarias comenzaron a recopilar información y a partir de hoy la 
complementarán con la inspección de campo. La comisión regresa el jueves a 
Bogotá y rendirá un informe el viernes de esta semana. 
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El plazo entregado al gerente encargado del Hospital General de Barranquilla 
vence el dos de enero próximo.*
 
Año 2001 
 

Crecen Alerta Por Desechos Que Matan 
 

Hace dos meses Carlos Jiménez*, un recolector de 26 años de la empresa Ciudad 
Limpia, se punzó con una jeringa al momento de recoger una bolsa roja con 
residuos peligrosos de la Clínica San Pedro Claver. Un primer examen a la aguja 
hipodérmica indica posible contaminación con el virus mortal de la hepatitis B. 
 
También hace dos meses, en la avenida 42 con carrera 17, recolectores del aseo 
hallaron sorpresivamente un montón de talegos plásticos rojos amontonados 
sobre un separador. De ellos escurría un líquido extraño que había quemado el 
césped. La anormalidad fue denunciada a la Secretaría Distrital de Salud (SDS). 
 
Las agujas, cuchillas y otros elementos cortopunzantes arrojados a la basura 
descuidadamente; guantes de cirugía, líquidos, sondas o algodones usados que 
se botan mezclados clandestinamente con los desperdicios domiciliarios, son una 
amenaza para la salud. 
 
Esos elementos pueden estar contaminados con sustancias que transmiten 
enfermedades como el Sida, la Hepatitis B y otras infecciones mortales, explica el 
secretario Distrital de Salud, José Fernando Cardona. 
 
Son los residuos hospitalarios peligrosos o patógenos que deben empacarse 
adecuadamente en bolsas rojas o incinerarse cuando se trata, por ejemplo, de 
fetos o amputaciones. Además, se deben separar de los desechos domiciliarios. 
 
El año pasado se recogieron más de 3.312 toneladas de residuos peligrosos. 
Equivalen casi al 0, 06 por ciento del total de las basuras producidas anualmente 
en la ciudad. 
 
Sin embargo, no todos los hospitales, laboratorios clínicos, droguerías, funerarias 
y centros médicos que producen tales residuos cumplen con las disposiciones 
sanitarias. 
 
Cada mes se reportan a la SDS un promedio de 17 anomalías y accidentes por 
pésima disposición de estos residuos. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1258065 
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El año pasado fueron sancionadas 16 instituciones por violar normas higiénico 
sanitarias. Entre las multadas con 788.200 pesos se encuentran el Laboratorio 
Clínico San Pedro y el Centro Médico Fémina. 
 
Los reportes corresponden a instituciones incluidas en la llamada ruta sanitaria, es 
decir, están inscritas en la Secretaría de Salud y la recolección técnica la efectúa 
la empresa de aseo Ciudad Limpia, contratada por el Distrito para esta tarea.. 
 
En una ruta con 2.100 usuarios. Pero la SDS registra 12.928 establecimientos. 
Aún así, la Secretaría cree que hay más de 2.000 centros productores 
clandestinos de este tipo de desechos. 
 
El problema mayor, dice la Secretaría, lo causan los centros de estética, tatuajes y 
piercing que utilizan agujas y otros elementos de alto riesgo contaminante. Son 
sitios donde con frecuencia no esterilizan los aparatos, ni disponen 
adecuadamente los residuos. Más aún, agregan los funcionarios, esos 
establecimientos están fuera del control de las autoridades. 
 
"La norma sanitaria es ambigua y no facilita la inspección de la Secretaría. Por 
eso, no sabemos la magnitud del problema sanitario que pueden estar causando", 
comenta una funcionaria de la SDS. 
 
Algunas instituciones han optado igualmente por mezclar las basuras ordinarias 
con las peligrosas, por los costos de la recolección. Recoger desechos ordinarios 
tiene un costo fijo mensual de 8.332 pesos, mientras que un solo kilo de residuos 
peligrosos u hospitalarios que se produzca vale 485 pesos. Una clínica como la 
San Pedro Claver paga un promedio de 12 millones de pesos mensuales por este 
concepto. 
 
En general, la recolección de estos residuos facturó el año pasado más de 1.014 
millones de pesos. 
 
A las autoridades ambientales hay otro aspecto que les preocupa: la incineración 
inadecuada de residuos que provienen de las biopsias, tejidos orgánicos 
amputados y fluidos corporales producto de necropsias, entre otros. 
 
Según el Departamento Administrativo del Medio Ambiente (Dama), la mayoría de 
los incineradores de los hospitales en Bogotá, no cumple con las normas exigidas 
por el Ministerio del ramo. "Una incineración deficiente puede tener efectos más 
peligrosos por los tóxicos que genera", explica el Dama. 
 
Pese a las fallas en el control y disposición de estas basuras, Bogotá es una de 
las ciudades más avanzadas en el manejo y disposición final de estos residuos. 
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Hasta hace nueve años, cuando solo se contabilizaban 330 instituciones 
productoras de patógenos, no había una separación de este material ni una celda 
especial para su disposición como la tiene ahora en el relleno sanitario de Doña 
Juana, recuerda José Oliverio Ruiz, directivo de la Unidad Ejecutiva Especial de 
“servicios públicos” (Uesp). 
 
Ahora, la Secretaría de Salud, el Dama y la Uesp trabajan conjuntamente en 
políticas y medidas para motivar la buena separación de estos residuos y mejorar 
su control. 
 
La Uesp plantea la disposición de un incinerador único para la ciudad. No 
obstante, el elevado costo, más de 300 mil dólares (unos 690 mil millones de 
pesos), dificulta el montaje. 
 
Por ahora, trabajan en planes de capacitación para que hospitales y otros 
establecimientos eviten la repetición de accidentes graves como el sucedido con 
Carlos. 
 
*Nombre cambiado. 
 
Para prevenir riesgos. 
 
- Si observa que en una edificación vecina funciona un centro de estética, tatuaje o 
de piercing clandestinos y no disponen adecuadamente las basuras en bolsas 
rojas, denúncielos. Puede llamar al 364 90 90 ext. 9777 y 9551. 
 
- Si aparece en una esquina, un separador o en una canasta sorpresivamente 
basuras que no tienen aparentemente dueño, informar al 364 90 90 o al 4 44 10 
30. 
 
- Vigile que los elementos usados en consultorios, laboratorios clínicos e 
instituciones de salud, utilicen elementos cortopunzantes desechables. Estos 
implementos deben colocarse en recipientes hermético, sellarlos y colocarlos en 
una bolsa roja con la identificación del residuo. 
 
- La basura riesgosa o peligrosa, deben separarse de las domiciliarias y 
empacarse en bolsas rojas que no estén rotas. 
 
En los hospitales, laboratorios clínicos y centros médicos deben disponer de un 
depósito especial para los residuos peligrosos y estar debidamente identificado, lo 
cual no sucede en los centros clandestinos.*
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-658617 
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Año 2002 
 

Emergencia Por Desechos 
 

Placentas, cordones umbilicales, jeringas y otros desechos orgánicos son 
arrojados en la zona residencial de Sincelejo sin que las autoridades tomen las 
medidas para controlar la situación. 
 
Los vecinos de los barrios Santa Fe y Nuevo Majagual, entre los cuales está el 
lote, aseguran que su paciencia llegó al límite. 
 
El pastor de la Iglesia Cristiana Salem, César Herrera Herrera, dijo que no están 
dispuestos a aguantar que las clínicas de la ciudad utilicen ese lote -que parece no 
tener dueño- para arrojar los desperdicios orgánicos. 
 
Esta zona se ha convertido en un basurero en medio de los dos barrios. Hasta 
aquí llegan los perros y algunas vacas a comer de todo tipo de desperdicios que 
arrojan los carros de mula, los propietarios de las ebanisterías y las clínicas, 
explicó. 
 
El alcalde de Sincelejo, Jorge Ospina, sostuvo que solo se enteró de la 
irregularidad por los medios de comunicación y que la situación le preocupa. "Si la 
comunidad no nos informa, no nos enteramos de este tipo de irregularidades", dijo 
Ospina. 
 
El mandatario informó que la Secretaría de Gobierno oficiará a los propietarios del 
lote para que lo limpien y cerquen. 
 
De no cumplir, lo haremos nosotros y les cobraremos el valor a sus dueños so 
pena de la multa", aseguró el alcalde. 
 
El mandatario dijo también que la Secretaría de Salud adelantará una 
investigación para determinar qué entidad es la que está arrojando los desechos 
orgánicos en ese lote. 
 
"También presentaremos la respectiva denuncia ante la Fiscalía y el DAS porque 
se ha comentado que también hay fetos humanos. Ya oficiamos a los directores 
de las clínicas y les dimos un plazo para que ellos mismos quemen los desechos 
en hornos incineradores", explicó. 
 
Las clínicas. 
 
Son varias las clínicas o centros hospitalarios que quedan cerca de los barrios 
Nuevo Majagual y Santa Fe, por lo que los vecinos no saben de dónde provienen 
los desechos. 
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El gerente o director de la Policlínica La Medalla Milagrosa, Marco Tulio Arredondo 
al ser consultado sobre el manejo de este tipo de desechos sostuvo que se tiene 
un contrato con la empresa de aseo. 
 
"Los desechos como gasa y otros productos de curación se le entregan a la 
empresa de aseo en bolsas rojas. Los especímenes quirúrgicos los enviamos a 
patología", precisó. 
 
Arredondo explicó que otros desechos como placentas y miembros amputados se 
envían a la basura, pero se tiene previsto un contrato de incineración con la 
Clínica Santamaría o con La Sabana. 
 
Al lado de la Policlínica está ubicado un Centro de Atención Ambulatoria del 
Instituto de los Seguros Sociales. Un vocero de la entidad informó que en esa 
sede no se atienden partos y aclaró que las jeringas, guantes y otros materiales 
contaminados se ubican en sitios especiales y son recogidos por el carro de la 
basura. 
 
Se pudo constatar que en Sincelejo, el Hospital Regional y las clínicas La Santa 
María y La Sabana tienen horno incinerador.*
 
Año 2003 
 

Hospitales Que Enferman 
 

La Corporación Autónoma Regional de Boyacá (Corpoboyacá), el Instituto 
Seccional de Salud (ISS) y la Procuraduría Agraria calificaron como crítica la 
situación que afronta Boyacá respecto de la disposición final de residuos 
hospitalarios. 
 
La zona industrial, donde se localizan Tunja, Duitama, Sogamoso y Paipa, genera 
el 80 por ciento de los residuos patógenos del departamento. En total, produce 
2.465,3 kilos diarios. 
 
Las formas más comunes de librarse de estos peligrosos desechos son la 
incineración en hornos con temperaturas superiores a los 1.200 grados 
centígrados y las autoclaves, que utilizan vapor para desintegrar los componentes 
bacterianos. Después del proceso, los residuos pueden ser tratados como 
cualquier otro. Como las autoclaves implican costos elevados, la mayoría de los 
entes de salud acude a la incineración. 
 
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1353758 
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Ejemplos para no seguir. 
 
Sin embargo, ninguno de los hornos hospitalarios de estas ciudades tiene licencia 
ambiental. Tarde o temprano tendremos que cerrarlos por no cumplir con los 
requisitos legales, y se generará una emergencia sanitaria, dijo Fernando Avila, 
ingeniero sanitario de Corpoboyacá. 
 
Por ejemplo, el horno del hospital San Rafael, de Tunja -el mayor productor de 
residuos- está en el sótano, su chimenea es de baja altura y el humo llega a los 
demás pisos y al barrio 20 de Julio. 
 
Corpoboyacá solicitó a las directivas un estudio isocinético (medición de emisiones 
en la chimenea) para saber la cantidad de óxidos de nitrógeno, azufre y oxígeno. 
También pidió los documentos de las reparaciones del incinerador, así como 
algunos planos. 
 
Durante un tiempo tratamos los residuos de clínicas, droguerías y otros pequeños 
generadores, pero debido a las quejas y para no generar un mayor impacto 
decidimos no recibirles más, dijo Gloria Cubides, encargada del mantenimiento del 
hospital. 
 
Otra de las investigaciones que realiza la Corporación está relacionada con la 
Clínica de Los Andes. Según dirigentes del municipio, que pidieron la reserva de 
identidad, allí se quemaban los desechos, dos o tres veces por semana, sin 
técnicas adecuadas. 
 
Los gases producidos se emitían directamente a la atmósfera. Las cenizas eran 
acumuladas alrededor de la planta y en época invernal se escurrían hasta el canal 
del distrito de riego, que cubre un amplio sector agrícola, aseguró uno de ellos. 
 
Corpoboyacá ordenó a la clínica no volver a realizar esa acción e inició un proceso 
sancionatorio en su contra. 
 
El director (e) del centro hospitalario, Yesid Ramírez, dijo que actualmente 
contratan ese procedimiento con una empresa bumanguesa. 
 
Otros casos singulares se presentan en el hospital de Moniquirá, donde los 
desechos de la sala de partos y cirugía se arrojan en una cloaca que llega al río 
del mismo nombre. 
 
En el diagnóstico de Corpoboyacá se estableció también que algunas funerarias, 
morgues y veterinarias de Tunja realizan la extracción de líquidos del organismo, 
como la sangre, y los vierten en el alcantarillado, que desemboca en el río 
Chicamocha, utilizado en el riego de cultivos. 
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El incinerador del hospital San Rafael, de Tunja, es el de más residuos 
hospitalarios, por ser de tercer nivel y porque además recibe los de la Clínica de la 
Policía y los de la Unidad Renal.*
 

Urabá, en líos por las basuras 
 

A partir de mañana el Eje bananero de Urabá se vería sumido en una encrucijada 
ante la posibilidad de que cierren el botadero de basura de Apartadó, a donde van 
a dar los desechos sólidos de tres de los cuatro municipios de la zona 
agroindustrial. 
 
El 24 de octubre pasado, la Corporación para el Desarrollo Sostenible de Urabá 
(Corpourabá), como representante del ministerio del Medio Ambiente, declaró una 
emergencia ambiental basada en las anomalías que llevaron a cerrar los sitios de 
disposición final de Carepa y Chigorodó, y de otras encontradas en el de 
Apartadó, por las cuales correría la misma suerte. 
 
El Municipio de Chigorodó había sido multado con 100 salarios mínimos 
mensuales en 1997. La Corporación le dio seis meses para cerrar el lugar y 
conseguir otro que cumpliera con los requisitos de sanidad. 
 
Según Corpourabá, en el sitio ubicado en la vereda Ripea, a 5 kilómetros del 
casco urbano, la basura era arrojada a cielo abierto y sin las mínimas condiciones 
técnicas. Carecía de filtros para el drenaje de lixiviados y estos caían directo al río 
Chigorodó, aguas arriba de la bocatoma del acueducto. Tampoco contaba con 
chimeneas para el desfogue de gases ni canales para las aguas lluvias. Por eso el 
16 de julio de este año la autoridad ambiental decidió la clausura. 
 
El diagnóstico del botadero de Carepa, situado a unos 4 kilómetros del casco 
urbano en el sector de La Petrolera, fue similar, unido a que se mezclaban 
desechos caseros con residuos hospitalarios, según informe de Corpourabá. 
 
Desde 1998 le habían ordenado al Municipio tomar medidas pero el 
incumplimiento llevó a asumir la más drástica decisión en el pasado abril. 
 
Ambos municipios comenzaron a llevar sus desechos a Apartadó, que desde 
mañana también se quedaría sin relleno, pues existe una orden de cierre que 
parece inevitable. 
 
No se hace cubrimiento diario de los residuos sólidos, convirtiéndose el sitio en un 
botadero a cielo abierto. No hay disponibilidad de material de cobertura. Los 
residuos hospitalarios son arrojados directamente. No hay sistema de recolección 
de lixiviados, por ende no hay tratamiento de estos. Los lixiviados son 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1000079 
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descargados a un caño cercano, el cual está siendo gravemente afectado. Existe 
proliferación de gallinazos, son algunos de los puntos que argumentan la decisión. 
 
La empresa Urabá Limpio, un consorcio entre el Municipio de Apartadó y la 
empresa de aseo de Envigado (Enviaseo) que opera el botadero, apenas ha 
cumplido con el 33 por ciento de los correctivos que le impusieron hace 3 meses. 
 
El Alcalde está obligado a cerrar operaciones y el relleno sanitario. Como es un 
acto administrativo en firme cualquier ciudadano puede acudir con una orden de 
desacato ante un juez para que se haga efectiva, aclara el director de Corpourabá, 
Gabriel Ceballos. 
 
Adicionalmente, le podrían sancionar con cerca de 15 millones de pesos. 
 
Piden oportunidad El gerente de Urabá Limpio, Carlos Humberto Zapata, sostiene 
que independiente de que se clausure o no, se seguirán acometiendo las obras 
que ya suman una inversión de 280 millones de pesos. El resto de los trabajos 
están contratados. 
 
Somos una empresa que nació hace tres meses y hemos contratado casi 1.300 
millones de pesos que son muy significativos para cualquier municipio de la zona. 
Pedimos que nos den la oportunidad de demostrar que podemos hacer en seis 
meses lo que no hicieron la Corporación ni el Municipio en 15 años, añade. 
 
De hacerse efectivo el cierre, la única alternativa a corto plazo sería depositar las 
basuras de los tres municipios en el relleno de Turbo, el único del Eje que goza del 
beneplácito de Corpourabá tras acoger los requisitos que le impusieron años 
atrás. 
 
Según Zapata, ya se ha palabreado esa posibilidad, pero no existe ningún 
contrato. Las basuras allí pasarían de 60 a 200 toneladas diarias, lo que 
significarían reducir la vida útil de 15 a solo 6 años. 
 
De acuerdo con el director de Corpourabá, no se justifica que haya cuatro rellenos 
en 60 kilómetros que comprenden el área y a largo plazo valdría pensar en uno 
solo bien manejado que cubra toda la región. 
 
En este momento la firma privada Urabaeña de Aseo tramita la licencia ambiental 
para un relleno sanitario en el corregimiento El Reposo, de Apartadó, equidistante 
entre Turbo y Chigorodó. 
 
DESTACADO No se hace cubrimiento diario de los desechos sólidos, los 
hospitalarios son arrojados directamente.\ URAB.*

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1045093 
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Ponga la basura en su lugar 
 

Que el aseo es salud es una máxima que nos enseñaron desde pequeños, y las 
droguerías, así como los hospitales y centros de servicios médicos, son lugares 
donde la limpieza y desinfección deben ser prioritarias. 
 
En estos espacios donde se almacenan medicamentos y se está en permanente 
contacto con personas con problemas de salud, la destrucción de 
microorganismos presenta unas características especiales que son reguladas por 
las entidades de control del Distrito. 
 
Por esta razón, y por brindar un mejor servicio a su clientela, es importante que 
usted, señor droguista, tenga en cuenta una serie de recomendaciones que están 
contempladas en los decretos 2676 del 2000, 1669 del 2002 y en la resolución 
1164, del mismo año. 
 
Además, el nuevo Código de Policía de Bogotá en su artículo 28 también 
contempla una normatividad relacionada con el correcto funcionamiento de las 
droguerías y los puestos de salud pública, haciendo énfasis en las sanciones que 
puede acarrear quien no cumpla con ella. 
 
Estas normas hablan sobre el correcto manejo de los residuos hospitalarios, y en 
lo relacionado con las droguerías, establece que éstas generan dos tipos de 
residuos considerados como peligrosos. 
 
Se trata de los desechos biológicos y los cortopunzantes. Los primeros son 
aquellos que contienen microorganismos, y son los materiales que han entrado en 
contacto con fluidos de pacientes, especialmente cuando se inyectan. 
 
En cuanto a los cortopunzantes, están constituidos por los vidrios, agujas y otros 
elementos que se usan para cortar ampolle-tas y que -sin duda- son un riesgo 
para las personas que laboran en la droguería. 
 
Separar, almacenar y botar Las normas son bastante claras en afirmar que los 
propietarios de las droguerías son los directos responsables del buen manejo de 
los residuos y que éste debe seguir un procedimiento, que está di-vidido por 
etapas. 
 
La primera de ellas es la de separación de los residuos, luego debe hacerse un 
almacenamiento temporal -no debe ser superior al mes- y después hay que 
desactivar-los. 
 
Una vez que se hayan desactivado los desechos deben ser enviados a la planta 
de tratamiento, para lo cual hay que realizar una desinfección del material 
contaminado. 
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Esta desinfección es realizada con técnicas de baja eficiencia, dice Miguel Guillén, 
funcionario del departamento de Vigilancia y Control de la Secretaría Distrital de 
Salud, y consiste en aplicar solventes, como agua oxigenada o hipoclorito, para 
afectar a los microorganismos que puedan estar presentes. 
 
La última etapa de la que son responsables las droguerías en el manejo seguro de 
residuos es en la disposición final de los mismos. Esta se realiza mediante 
contactos con empresas de aseo especializadas para que los lleven a un relleno 
sanitario, donde deben ser depositados en una celda especial, pues no pueden 
mezclarse con la demás basura. 
 
Para esto, existen unas empresas de aseo que ofrecen servicios especiales de 
rutas sanitarias, las cuales, a raíz de la expedición de la Guía para el manejo 
integral de residuos hospitalarios y afines, transportan los desechos hasta los 
sitios adecuados.*
 
Año 2004 
 

Nadie Soporta El Horno Incinerador 
 

Los habitantes de la comuna 8 llevan 10 años con la fumarola al pie de sus casas, 
pero ya se cansaron respirar el aire contaminado. Un informe de la Contraloría 
local revela que el horno, donde se incineran los desechos hospitalarios de 
Ibagué, Cundinamarca y Eje Cafetero, excedió la concentración de partículas 
permitidas. 
 
El funcionamiento del horno incinerador de residuos hospitalarios se ha convertido 
en una pesadilla para los moradores de la comuna 8 de Ibagué. Desde julio de 
1995, los habitantes de una de las zonas más densamente pobladas de la ciudad 
están expuestos a las emisiones contaminantes que se generan por su 
funcionamiento. 
 
Todo este tiempo los habitantes de barrios como La Cima, Nueva Castilla, 
Protecho, Vasconia, Nuevo Combeima, Esmeralda, La Paz, han respirado un 
ambiente lleno de residuos hospitalarios dice Esperanza Gutiérrez, miembro de la 
veeduría ambiental, creada para hacerle seguimiento a los problemas ambientales 
del sector. 
 
Gutiérrez sostiene que el horno está causando un daño muy grande a toda la 
comunidad. Por eso, le piden al alcalde Rubén Darío Rodríguez que descarte la 
posibilidad de ampliar el contrato con Hernández y Asociados, el concesionario del 
horno. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1025045 
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Y es que un informe de la Contraloría de Ibagué le da la razón a las inquietudes de 
los habitantes de la comuna 8. Este organismo encontró que el concesionario no 
cumplió con la totalidad de los análisis exigidos ni con la periodicidad de los 
mismos. 
 
Además, en las visitas del 21 de mayo y 23 de julio se estableció que excedió la 
concentración de partículas permitidas (según resolución 058 del 21 de enero de 
2001 del ministerio de Ambiente). Hernández y Asociados tampoco efectuó 
análisis de dioxinas, furanos ni metales pesados. 
 
Por estas razones, la interventoría a cargo de la empresa CPT, representada por 
el ingeniero Bosco Hernando Chicaiza, solicitó la aplicación de dos multas al 
concesionario, las cuales se encuentran en trámite en Infibagué. 
 
El horno está localizado a menos de 300 metros de un sector poblado y del 
asentamiento San Gelato, de la Terminal de Transportes de la comuna 8. También 
existen viviendas construidas en la zona de influencia de este sitio. 
 
El contrato de concesión a 10 años lo firmó en julio de 1995 la Empresa de 
“servicios públicos” de Ibagué (ESPI) con Hernández y Asociados. 
 
El horno incinerador estuvo apagado entre el 19 de julio y el 12 de agosto, tiempo 
durante el cual fue sometido a obras de adecuación. Durante este período se 
transportaron a Bogotá 20 toneladas de residuos. El 13 de agosto, a las cuatro de 
la tarde, volvió a funcionar. 
 
Tolima 7 días intentó conocer la opinión del concesionario del horno incinerador, 
frente a los cuestionamientos de la comunidad y de los organismos de control. Sin 
embargo, fue imposible contactar al ingeniero Carlos Fernando Niño, funcionario 
de Hernández y Asociados, a pesar de que en varias ocasiones se le dejó el 
mensaje. 
 
Audiencia con la comunidad El 3 de septiembre en el auditorio del Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, están convocados todos los entes de 
control y la comunidad del sector para que conozcan los alcances de la resolución 
0886 del 27 de julio de 2004, en la cual este organismo establece condiciones 
especiales que regulan el funcionamiento de este tipo de hornos. 
 
Foto:En el horno incinerador de Ibagué se disponen residuos hospitalarios de 
todos los municipios del Tolima, así como de Cundinamarca y el Eje Cafetero.*
 
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1532692 
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Año 2006 
 

La CVC entrega resultados sobre el manejo de residuos hospitalarios en 
el Valle 

 
Al norte del Valle del Cauca 14 hospitales realizan un manejo interno y externo 
adecuado de residuos hospitalarios, mientras en el Litoral no sucede lo mismo 
 
Las entidades de salud de Buenaventura no salieron bien libradas en la evaluación 
sobre manejo de residuos sólidos que realizó la Corporación Autónoma Regional 
del Valle (CVC). Se visitaron 26 hospitales de cinco municipios. 
 
El examen se cumplió entre el 15 de noviembre del 2005 y el 14 de agosto del 
2006. Se evaluaron 14 hospitales de los municipios de Alcalá, Cartago, La Victoria 
y Ulloa y 12 entidades de salud del Litoral Pacífico. 
 
Los resultados de la evaluación fueron presentados por el Doctor Carlos Madera, 
director del proyecto, ante las entidades que conforman la Red Interinstitucional 
para la Gestión de los Residuos Hospitalarios, la cual está integrada por la CVC, la 
Secretaria de Salud Departamental, el Dagma y la secretaría de Salud de Cali. 
 
De acuerdo con los resultados, las 14 entidades del norte del Valle realizan un 
manejo interno y externo aceptable, mientras en Buenaventura es inadecuado. 
 
Andrés Rojas, profesional especializado de la Dirección Técnica de la CVC e 
interventor del convenio, indica que el fin es socializar los resultados del estudio 
ante las autoridades que hacen parte de la red impulsada por la CVC, para que 
tomen acciones preventivas y correctivas para gestionar el manejo adecuado de 
los residuos hospitalarios, en particular los bioinfecciosos, que son los que 
representan un riesgo para la salud y el medio ambiente. 
 
El estudio revela que los municipios como Buenaventura y Cartago son los que 
más residuos generan y que las áreas más sacan desechos son las de urgencias, 
hospitalización, cirugía, laboratorio clínico y odontología. 
 
Las entidades de segundo nivel son las que generan más del 70 por ciento de los 
desechos. 
 
La Cvc logró un acercamiento entre las empresas de aseo de Buenaventura y Cali 
para el desarrollo de la primera ruta hospitalaria. La primera prestará el servicio de 
recolección y la segunda el tratamiento en la planta de esterilización de Emsirva. 
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En la actualidad está en desarrollo la segunda fase del estudio que evaluará otros 
nueve municipios del Valle, cuyos resultados se esperan para este en septiembre.*
 
Año 2007 
 

Los desechos hospitalarios enferman al río Cauca 
 

El Departamento Administrativo de Gestión Ambiental (Dagma) de Cali advirtió 
que el 90 por ciento del sector no cuenta con un plan de manejo de residuos 
sólidos. 
 
Una investigación de seis meses buscó analizar el comportamiento ambiental del 
territorio y reducir la presencia de agentes contaminantes que debilitan las aguas 
del Cauca. 
 
El Dagma realizó control y seguimiento a 350 empresas y casi la mitad de estas 
incumplieron normas. "192 entidades entregaron documentación y cumplieron la 
legislación ambiental, pero 158 fueron renuentes y serán sancionados por el 
Dagma", dijo el director del Dagma, Alberto Ramos Gárbiras. 
 
Hoy, en Cali se generan unas nueve toneladas diarias de residuos hospitalarios 
peligrosos, que son recolectados, transportados, tratados y dispuestos en el 
basurero del corregimiento de Navarro. 
 
En la ciudad operan 7.000 centros de atención médica, E.P.S, I.P.S y clínicas 
estéticas, que en su mayoría en la zona urbana de Cali usan como botadero de 
desechos. 
 
Aldemar Domínguez, funcionario de gestión ambiental y empresarial del Dagma, 
dijo que muchos residuos sólidos de las clínicas van a las calles para ser 
manipulados por recicladores. 
 
En el informe se advierte un manejo inadecuado de lavanderías hospitalarias y el 
uso de productos no biodegradables. 
 
En el lavado y limpieza de ropa hospitalaria se está recurriendo a productos 
convencionales con los que se lava la ropa en los hogares. 
 
"Esa clase de productos no garantiza un lavado, limpieza y desinfección total. Y 
los detergentes cambian las composiciones físico-químicas de las aguas 
residuales", dijo Domínguez. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-3202279 
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El experto explicó que para el manejo de estos elementos se debe dar una 
segregación de la fuente, de modo que los residuos sean separados y clasificados 
en el lugar donde son generados. 
 
Se procede a un almacenamiento en una unidad técnica especial y posteriormente 
deben ser entregados a una empresa con licencia ambiental para que les haga el 
tratamiento debido. En algunos casos se prefiere a la incineración. En el manejo 
de los residuos sólidos hospitalarios, Navarro. Emsirva, RH y Sespel le prestan 
este servicio a 2.311 empresas de la ciudad de las 3.600 habilitadas para 
funcionar. 
 
Los residuos químicos causan impacto ambiental y necesitan de un tratamiento 
antes de su disposición final. Allí están los líquidos reveladores y fijadores de los 
procesos de Rayos X, que según la investigación, están siendo vertidos al 
alcantarillado. 
 
Solo dos empresas tienen licencia ambiental para el manejo de este tipo de 
desechos: Rayos X Convencional y Radiología Oral que atienden a 771 empresas. 
 
El Dagma realizó control y seguimiento a 350 empresas y casi la mitad de estas 
incumplieron con la normatividad. "Logramos que 192 entidades de salud 
entregarán documentación de sus actividades y cumplieran con lo establecido en 
la legislación ambiental, pero 158 fueron renuentes y serán sancionados por el 
Dagma", concluyó Alberto Ramos Gárbiras. "La suspensión temporal del servicio 
de agua por horas y por días es producto de los agresores al río Cauca, del que 
depende el 75% de la ciudad", según el Director del Dagma. 
 
Los sectores que reciben mayor cantidad de residuos sólidos peligrosos son la 
comuna 19, zona Tequendama y la comuna 2, en Versalles. 
 
Gasolineras, a proteger el ambiente Unas 100 Estaciones de Servicio de la ciudad 
dejaron de verter 986.000 kilos de lodos contaminantes al Sistema de 
Alcantarillado de las Empresas Municipales (Emcali). Ramos expresó su inquietud 
por el aumento de estaciones de combustible en Cali. Actualmente operan unas 
150. 
 
El Dagma le hizo un seguimiento a 100 de ellas que se acogieron al Programa de 
Declaraciones Ambientales y al Control y Seguimiento de la entidad. 
 
Esas estaciones invirtieron cerca de mil millones de pesos en la construcción de 
rejillas perimetrales para evitar posibles derrames de aceites y combustibles. 
 
"La idea es que el vertimiento se haga en los canales o diques de secado de las 
estaciones, no que vaya al alcantarillado porque todo lo que va allí termina en el 
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río Cauca y aunque está funcionando la Planta de Tratamiento de Aguas 
Residuales (Ptar), no todos los canales van hasta allá", anotó Ramos. 
 
Se estima que más 2.000 galones mensuales de líquidos reveladores y fijadores 
se están vertiendo al sistema de alcantarillado. Desde hace más de un año el 
Dagma y Fendipetroleo trabajan para que el secado de lodos se realice en cada 
estación. 
 
Para el manejo de aceites usados cuatro empresas tienen permiso: Combustibles 
Juanchito, Combustibles W.D.F, Coingeniería e Ingeamsa S.A. 
 
Este año se dejaron de verter más de 286.300 galones de aceite quemado al 
alcantarillado.*
 

Convierten en arena los desechos de los hospitales 
 

Materiales hospitalarios como jeringas, bolsas y ropa de cama pueden convertirse 
en arena para construcción, de modo que se reduzcan los costos y daños 
ambientales, según una investigación del Instituto Tecnológico de Costa Rica. El 
método es calentarlos a 10.000 grados.**
 
Año 2008 
 

Encuentran Desechos Hospitalarios En Lote 
 

Residuos hospitalarios con etiquetas de cinco centros médicos de Medellín y 
Barranquilla fueron hallados ayer en un lote baldío del barrio Las Malvinas, de 
Barranquilla. 
 
Jeringas, unidades de sangre vacías y hasta medicamentos aparecieron en dos 
sitios separados 500 metros en el mismo lote. Estaban en la zona desde hacía 
varios días a merced de los niños que juegan cerca del sitio Los residuos, al 
parecer, pertenecen a las clínicas León XIII, Las Américas y Cardiovascular, de 
Medellín, así como al Hospital General y al hospital de la Cruz Roja de Antioquia. 
También hay desechos de las Fundación Clínica Campbell de Barranquilla y de la 
Fundación Hospital Universitario Metropolitano de Barranquilla. 
 
“Calculamos que por los menos son 10 las toneladas de basuras revueltas con 
desechos hospitalarios que nos preocupan por el impacto ambiental que pueden 
causar”, dijo ayer el director del Departamento Administrativo Distrital del Medio 
Ambiente de Barranquilla (Damab), Hugues Lacouture Daníes, quien agregó que 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-3868549 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-2776716 
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las primeras evaluaciones estiman que el depósito de los elementos se ha venido 
haciendo desde el 2005. 
 
El secretario de Salud de Barranquilla, José Alejandro Moscoso, dijo que se 
tomaron las primeras medidas como el encerramiento del área, al igual que la 
recogida e incineración de los elementos. 
 
“Sucedió una falla técnica en la cadena desde el momento en que se le dio el uso 
adecuado a cada instrumento en la Clínica León XIII, pero seguiremos con la 
investigación para saber en qué punto sucedió esta falla”, dijo Jaime Poveda 
Velandi, director de la IPS Universitaria, que administra en Medellín la Clínica 
León XIII. 
 
La empresa Asesorías y Servicios Ecológicos (ASEI Ltda.) es la encargada del 
manejo y disposición de estos residuos en Medellín, pero ayer no fue posible 
contactarla.*
 

Los Desechos Hospitalarios Deben Ser Incinerados 
 

Frente al manejo de estos desechos el decreto 2676 de 2000, del Ministerio del 
Medio Ambiente y del entonces Ministerio de Salud, reglamenta que estos 
residuos deben desactivarse y luego incinerarse en plantas para ese fin. La 
mayoría de instituciones de salud de Bogotá tienen contrato con una empresa de 
aseo para la destrucción de estos productos de desecho. 
 
El Hospital de la Misericordia, uno de ellos, destruye todos los días, a las 3 de la 
tarde, en una batea metálica y previa inactivación, todos los medicamentos. “Se 
pesa lo destruido y se empaca en una bolsa como residuo biosanitario, para que la 
empresa de aseo lo recoja en horas de la noche y lo incinere”, explica el gerente 
Mauricio Barberi. 
 
“Las rutas sanitarias recogen los frascos desechados diariamente en cada 
pabellón y la empresa de aseo los recibe para termodestrucción controlada”, 
asegura Carlos Pérez, director médico del Hospital de San José, en Bogotá. 
 
La institución, además, tiene medidas de control estrictas en la manipulación de 
los medicamentos, luego de afrontar el robo de fármacos dos años atrás.  
 
“Teníamos problemas con los camilleros, que son los que los llevan y los traen; 
por eso, optamos por ser más rígidos en el conteo de las medicinas, su despacho 
y destrucción”, afirma Pérez. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3026837 
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Herman Redondo, jefe de vigilancia de la dirección de desarrollo de servicios de 
salud de la Secretaría de Salud de Bogotá, explica que “en los últimos tres años 
se han hecho 404 decomisos de medicamentos en hospitales, la mayoría 
alterados (…) las visitas se hacen una vez cada cuatro años para ratificar la 
habilitación de sus servicios, pues en Bogotá hay 15 mil prestadores y al año 
alcazamos a visitar de tres a cuatro mil”*

 
Siguen apareciendo desechos hospitalarios en Barranquilla 
 

Dos nuevos bultos con desechos hospitalarios fueron encontrados al mediodía de 
ayer en la zona céntrica de la ciudad 
 
El hallazgo suma un punto negativo más en la situación sanitaria que vive 
Barranquilla desde el pasado 22 de julio cuando fueron hallados los primeros 
residuos en un lote baldío en el sur. 
 
Esta vez la alarma la dieron comerciantes del centro (calle 40 con carrera 36), 
quienes denunciaron que en horas de la mañana, cuando sobre la ciudad caía un 
intenso aguacero, vieron a un reciclador poner cinco talegos cargados en las 
esquinas del sector. 
 
"El arroyo que pasa por allí se llevó en su corriente tres talegos, y cuando cesó la 
lluvia salimos a constatar qué había en el interior de los dos que quedaron y nos 
encontramos con jeringas, catéteres, y bolsas de suero, entre otros elementos 
clínicos", manifestó Margarita Fonegra, residente en el sitio. 
 
De acuerdo con otros testimonios de vecinos, los implementos hallados tenían 
rótulos y logos de una clínica de Medellín. 
 
En menos de un mes han sido encontrados 10 'botaderos' de desechos 
hospitarios, seis en Barranquilla y cuatro en el resto del Atlántico (Soledad, 
Luruaco, Palmar de Varela y Sabanalarga). 
 
El ministerio de la Protección Social abrió una investigación para determinar el 
origen de esta basura hospitalaria que puso en riesgo la salud de unos 300 niños 
del sur que manipularon estos objetos. 
 
El alcalde de la ciudad, Alejandro Char, ordenó al Departamento Administrativo del 
Medio Ambiente de Barranquilla abrir un proceso a fin de determinar 
responsables.**
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3030743 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4440589 
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Hallan 3 Toneladas De Desechos Hospitalarios 
 

Tres toneladas de bolsas de suero, equipo para nebulizaciones y otros elementos 
hospitalarios usados fueron hallados ayer en una vía del barrio Los Naranjos, en 
Dosquebradas (Risaralda). 
 
Francy Helena Saray Rubio, secretaria de Salud de Dosquebradas, dijo que 
llamadas de la comunidad alertaron sobre la presencia de desechos hospitalarios 
en una vía del populoso sector. 
 
Los elementos fueron encontrados en la calle 52 con carrera 14, en una vía 
cerrada que da a un caño. 
 
Vecinos del sector dijeron que desde hace una semana los elementos eran 
sacados a la calle por uno de los residentes en la zona. 
 
“El señor informó que los compró en Manizales y Armenia, y que tenían como fin 
enviarlos a Bogotá para la producción de suelas de zapatos. Toda esta 
información se enviará a la Fiscalía para que se inicie una investigación y 
establecer responsabilidades”, dijo la funcionaria. 
 
Diez técnicos de la Secretaría de Salud se encargaron de recoger el material 
expuesto en plena vía y otros que permanecían en bolsas en el interior de la 
vivienda. 
 
Según se informó, el material se dejaba secar al sol y luego era empacado en 
bolsas plásticas. 
 
“Todos estos elementos han estado en contacto con pacientes y deben de ser 
incinerados, manejados por una empresa especializada en el manejo de estos 
desechos. Algunos tiene una fecha de uso reciente, del 8 de agosto”, manifestó 
Saray. 
 
El material fue llevado a una bodega de la Secretaría de Salud y fue guardado 
bajo llave mientras se define su destino final, al tiempo que el lugar en que fueron 
hallados fue sellado. 
 
Desde hace cerca de un mes, en diferentes poblaciones del país han sido 
encontrados desechos hospitalarios al aire libre y en botaderos. Una de las 
situaciones críticas ha sido la de Barranquilla, donde han aparecido al menos 10 
toneladas de esos elementos y, como consecuencia de ello, tres empresa que 
manejan ese tipo de residuos han sido cerradas de manera transitoria. 
 
Pero también se han encontrado desechos biológicos y hospitalarios en 
poblaciones de Boyacá, el Valle y Córdoba. 
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SANCIONAN A DOS EMPRESAS BARRANQUILLA. Dos empresas encargadas 
en Barranquilla de prestar los servicios de recolección, transporte y tratamiento y 
disposición final de químicos, y de residuos patógenos fueron sancionadas con 
suspensión transitoria de la actividad que realizan hasta tanto no corrijan fallas 
detectadas en los procedimientos. 
 
Se trata de la Sociedad Asoder S.A. E.S.P., y de Transporte Especializado de 
Residuos Hospitalarios e Industriales S.A. E.S.P (Transerhi), que según el 
Departamento Distrital del Medio Ambiente de Barranquilla (Damab) no les dan 
estricto cumplimiento a los respectivos planes de gestión integral de residuos 
hospitalarios. 
 
Y en cuanto a la segunda, destaca que comenzó a prestar servicios a 
Redehospitales, la red que tiene a su cargo el sistema de puestos de salud y 
hospitales del Distrito, desde el pasado 1 de julio, pero los requisitos para tal fin 
están incompletos. 
 
La semana pasada, el organismo dispuso de similar medida contra la Sociedad 
Administradora de Servicios Especiales Ambientales Residuales (Asear), a la que 
se comprobó que depositó desechos hospitalarios en un lote ubicado en el barrio 
Las Malvinas en el suroccidente de la ciudad.*
 

Desechos hospitalarios hallados al nororiente de Medellín 
 

La Policia conoció su existencia por la denuncia de la comunidad 
 
Fueron encontrados en la calle 100 con carrera 50 C en el barrio Santa Cruz 
dentro de una bodega de reciclaje donde se usaban para fabricar ropa y zapatos. 
 
La secretaría de salud de Medellín estudia a esta hora la cantidad de desechos 
encontrada y las condiciones de su utilización, pues es la primera vez que este 
tipo de material es hallado en la ciudad. 
 
En semanas anteriores hubo situaciones similares en otros municipios de 
Antioquia como Bello y La Ceja.**
 

Hallaron 210 Kilos De Desechos Hospitalarios 
 

Ayer en horas de la tarde, la Policía encontró al menos 210 kilos de desechos 
hospitalarios camuflados en un vehículo Mazda de color rojo. El hecho se registró 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3061984 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4500687 
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en el barrio La Candelaria de Ciudad Bolívar. Un hombre fue detenido en la 
acción.*
 

Diez Días Para Aclarar Lío De Desechos Hospitalarios 
 

El Departamento Administrativo del Medio Ambiente Barranquilla (Damab) les dio 
diez días a empresas médicas y de transportes de desechos de esa ciudad y de 
Medellín para que presenten sus descargos por el manejo anómalo de desechos 
hospitalarios. 
 
El jueves, el Damab les formuló cargos a 16 firmas por el hallazgo de residuos 
médicos en lugares abiertos. 
 
El Damab dijo que hay fundamentos para acusarlas “presuntamente por no haber 
garantizado, en su condición de generadoras de residuos sólidos hospitalarios, la 
gestión integral de los residuos”. 
 
De Barranquilla fueron afectados con la medida la Clínica Campbell, el Hospital 
Universitario Metropolitano, la IPS Saludcoop, todos generadores de los residuos; 
y Asear, transportadora y encargada de la disposición. 
 
En Medellín, la IPS Universitaria León XIII, la Promotora Médica las Américas, la 
Fundación Universitaria San Vicente de Paúl, las clínica Medellín y Santa María, el 
Hospital Pablo Tobón Uribe, Metrosalud y las transportadoras Empresas Varias y 
Alejandro Mesa Salazar-Biológicos y Contaminados; y la Cruz Roja Seccional. La 
lista la completan las empresas transportadoras de Itagüí Asei Ltda. y Nutibara de 
Transporte. 
 
El director del Damab, Hugues Lacouture, dijo que se resolvió excluir al Banco de 
Sangre Ángela Mejía Dizeo y al Hospital San Juan de Dios que, a juicio de la 
entidad, sólo entregaron sangre a Saludcoop y a Metrosalud, respectivamente; 
responsables de su aplicación. 
 
Lacouture explicó que esta medida equivale a la resolución de acusación en la 
justicia penal, pero es un proceso administrativo ambiental con fines 
sancionatorios en el que el Damab actúa como juez. 
 
Si al final los implicados son hallados responsables, podrían ser sancionadas con 
el pago de 300 salarios mínimos mensuales y hasta el cierre y la suspensión de 
actividades.**
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3078055 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3167856 
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Encuentran desechos hospitalarios en zona residencial de Pereira 
 

En la calle 11 con carrera 50 del barrio Maraya de la ciudad de Pereira fueron 
encontrados una cantidad considerable de desechos hospitalarios. 
 
A las 8:30 a.m. los habitantes del sector se percataron de la presencia extraña de 
una bolsa con material biológico. De inmediato, se hizo el correspondiente aviso a 
la Secretaría de Salud, entidad encargada. 
 
Algunos de los residuos encontrados son jeringas, sondas y bolsas de suero, entre 
otros. 
 
Hasta el momento no se tienen indicios de que quien pudo ser el responsable. 
 
Se trata del segundo hallazgo en la región en los dos últimos meses. 
Recientemente en Dosquebradas los vecinos alertaron sobre toneladas de bolsas 
de suero y otros elementos que eran secados en plena vía. El material fue 
decomisado por la secretaría de salud de Dosquebradas.*
 

Siguen apareciendo desechos hospitalarios en calles de Montería 
 

En menos de 10 días han sido descubiertos en las calles de la Capital de Córdoba 
más de 20 kilos de desechos hospitalarios abandonados a la intemperie, poniendo 
en riesgo la salud de los transeúntes. 
 
El hecho reciente se presentó ayer en la calle 39 con carrera segunda, en pleno 
centro de la ciudad, donde fueron abandonados espéculos usados para muestras 
de citologías, guantes con desechos de microorganismo al parecer producto de 
una cirugía y bolsas de suero. 
 
Al igual que los residuos médicos abandonados la semana anterior en un barrio 
del sur de Montería, los elementos habían sido depositados en bolsas de 
clasificación médica, los cuales estaban en medio del resto de residuos sólidos. 
 
El secretario de Salud de Montería, Lulio Suárez, dijo que el material biológico al 
parecer fue usado recientemente, pues las bacterias encontradas así lo evidencia. 
 
Entre los sospechosos por el abandono de estos desechos se encuentra un 
consultorio médico clandestino, donde se estarían practicando revisiones médicas, 
citologías y hasta abortos. 
 
Otra hipótesis apunta a los miembros de una brigada de salud realizada 
recientemente en el sector, quienes habrían dejado abandonados los residuos 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4568354 
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ante la negativa de contratar la disposición final con una empresa especializada en 
el manejo de este tipo de elementos. 
 
"No descartamos ninguna posibilidad, por eso estamos indagando todas las 
autoridades de salud con la red hospitalaria de la ciudad", aseguró Suárez. 
 
Alarmas prendidas El funcionario prendió las alarmas en la ciudadanía, ante la 
aparición repetitiva de este tipo de material médico. 
 
Aunque no han sido reportadas personas afectadas por estos desechos, el 
funcionario aseguró que mal manejo en la disposición final constituye en un riesgo 
de salud pública. 
 
A comienzos de la semana pasada fueron descubiertos cerca a un colegio de 
bachillerato en el barrio Villa Margarita, jeringas desechables utilizadas y equipos 
para diálisis. 
 
Dos días después, en calle 40 con carrera 9, cerca a un taller de mecánica, se 
encontraron dos bolsas con residuos quirúrgicos, sin que hasta el momento se 
conozcan responsables. 
 
Las denuncias por el mal manejo de estos residuos llevaron a la Corporación 
Autónoma Regional de los valles del Sinú y San Jorge (CVS), a sancionar seis 
hospitales que no cumplen con las exigencias para el buen manejo de los mismos. 
 
Los afectados con la medida son los hospitales de Montelíbano, Tierralta, 
Sahagún, Ayapel, Lorica y Chinú. También fueron multados los Centros 
Asistenciales Médicos de Urgencias (Camu) de Canalete, Chimá, Los Córdobas, 
Momil, Moñitos, Puerto Escondido, Purísima, San Antero y San Carlos.*
 

Gobernador del Atlántico reúne a gerentes de hospitales por desechos 
hospitalarios 

 
Eduardo Verano de la Rosa citó a una reunión urgente hoy a los gerente de los 
hospitales del Departamento para saber cómo se manejan los desechos de esos 
centros de salud. 
 
La reunión fue citada para las ocho de la mañana en el despacho del Gobernador. 
 
Al mismo tiempo se decreó 'Alerta Amarilla' en el Departamento por la posibilidad 
que una persona se haya enfermado tras encontrarse desechos en la finca 'El 
Níspero', en la vía que de Luruaco comunica a Repelón, en el sur del Atlántico. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4444858 
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La semana pasada desechos hospitalarios se encontraron en Barranquilla y 
Soledad, lo cual alarmó a las autoridades. Los casos son investigados para 
conocer los responsables.*
 

Alerta En Barranquilla Encuentran Desechos Hospitalarios En Lote 
 

REDACCIÓN NACIONAL Residuos hospitalarios con etiquetas de cinco centros 
médicos de Medellín y Barranquilla fueron hallados ayer en un lote baldío del 
barrio Las Malvinas, de Barranquilla. 
 
Jeringas, unidades de sangre vacías y hasta medicamentos aparecieron en dos 
sitios separados 500 metros en el mismo lote. Estaban en la zona desde hacía 
varios días a merced de los niños que juegan cerca del sitio Los residuos, al 
parecer, pertenecen a las clínicas León XIII, Las Américas y Cardiovascular, de 
Medellín, así como al Hospital General y al hospital de la Cruz Roja de Antioquia.  
 
También hay desechos de la Fundación Clínica Campbell de Barranquilla y de la 
Fundación Hospital Universitario Metropolitano de Barranquilla. 
 
“Calculamos que por los menos son 10 las toneladas de basuras revueltas con 
desechos hospitalarios que nos preocupan por el impacto ambiental que pueden 
causar”, dijo ayer el director del Departamento Administrativo Distrital del Medio 
Ambiente de Barranquilla (Damab), Hugues Lacouture Daníes, quien agregó que 
las primeras evaluaciones estiman que el depósito de los elementos se ha venido 
haciendo desde el 2005. 
 
El secretario de Salud de Barranquilla, José Alejandro Moscoso, dijo que se 
tomaron las primeras medidas, como el encerramiento del área, al igual que la 
recogida e incineración de los elementos. 
 
“Sucedió una falla técnica en la cadena desde el momento en que se le dio el uso 
adecuado a cada instrumento en la Clínica León XIII, pero seguiremos con la 
investigación para saber en qué punto sucedió esta falla”, dijo Jaime Poveda, 
director de la IPS Universitaria, que administra en Medellín la Clínica León XIII. 
 
Armando De la Hoz, gerente médico de la Fundación Clínica Campbell de 
Barranquilla, dijo: “tenemos todo en regla y nos ajustamos a lo que señalan la ley y 
las normas para manejo de los desechos hospitalarios”.**
 
 
 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4425954 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3027028 
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Hallan desechos hospitalarios en un lote en el municipio de Corozal, 
Sucre 

 
Mientras tanto,la Corporación Autónoma Ambiental de Córdoba (CVS) investiga el 
abandono de elementos similares en barrio de Montería. 
 
El hallazgo de desechos se hizo en unos terrenos donde se proyecta construir 
unas viviendas, por un personal de la Fundación para el Desarrollo Social de los 
Desplazados y Vulnerables de Corozal (Fundesur). 
 
Los terrenos del hallazgos son de propiedad de la Gobernación de Sucre. 
 
"Como cada ocho días, el pasado domingo efectuamos la jornada de limpieza en 
el terreno y vimos a unos niños jugando  con unas mangueras, que usaban como 
caucheras. Les preguntamos dónde habían encontrado eso y  ellos nos mostraron 
el sitio; fue cuando descubrimos que habían toda clase de residuos hospitalarios", 
relató Ramón Martínez Canchila, coordinador de comunicaciones de Fundesur. 
 
"Muchos de los desechos aún estaban enterrados, pero nos preocupa que otros 
han sido arrastrados por la corriente de un arroyo que atraviesa cinco barrios. Esto 
nos preocupa", agregó Martínez, y precisó que cerca dell lote del hallazgo 
funcionan tres instituciones educativas. 
 
Julio Guzmán, presidente de la Fundación, dijo que no se ha establecido aún de 
dónde provienen los elementos, pero que es posible que provenga de las 
instituciones hospitalarias locales o de municipios aledaños. 
 
El secretario de Salud de Corozal, Jorge Mendoza Barrios, dijo que el municipio no 
cuenta con técnicos de saneamiento ambiental, debido a que Dasssalud no los 
contrató, de manera que no hay quien elabore los informes para tomar los 
correctivos del caso. 
 
"Son esos técnicos quienes deberían decirnos cuáles son los mecanismos que 
ellos han implementado para vigilar la disposición de los residuos hospitalario. 
Ellos son los encargados de hacerle seguimiento a este tipo de problemática 
porque nosotros no contratamos, ni atendemos enfermos", dijo Mendoza Barrios. 
 
Investigan caso en barrio del sur de Montería La Corporación Autónoma Ambiental 
de Córdoba (CVS) inició una investigación para establecer la responsabilidad de 
las entidades o personas que abandonaron desechos hospitalarios en un barrio 
del sur de la ciudad. 
 
La determinación la tomó el director de la CVS, Elder Oyola Aldana, luego de 
conocer el riesgo que corren los habitantes del barrio Villa Margarita, quienes 
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denunciaron que cerca de 10 kilos de materiales médicos utilizados, y otros aún 
sellados, fueron abandonados cerca de sus viviendas. 
 
Oyola anunció la asignación de los trabajos a un grupo de funcionarios de la 
entidad ambiental, que empezaron a recopilar quejas de la ciudadanía. 
 
Con el fin de facilitar estas denuncias la CVS dispondrá de una línea telefónica 
para que quienes tengan información precisa puedan entregarlas sin revelar sus 
identidades. 
 
Ayer, funcionarios de la secretaría de Salud de Montería realizaron una inspección 
en el sector donde fueron descubiertos jeringas desechables utilizadas y equipos 
para diálisis. 
 
El material médico, que representa un riesgo para la salud humana, había sido 
abandonado el pasado lunes en horas de la madrugada por un grupo de 
recicladores, a escasos 100 metros del colegio Juan XXIII. 
 
Por el lugar transitan todas las mañanas cientos de estudiantes que acuden al 
plantel educativo, además de trabajadores y personas del común. 
 
El secretario de Salud de Montería, Lulio Suárez, dijo que no puede 
responsabilizar a una entidad en especial por el abandono de estos desechos, 
porque no se han encontrado etiquetas ni logotipos que los identifiquen. 
 
Sin embargo, no descartó que se trate de un paciente al que se le realicen 
tratamientos especiales en su residencia. Y que no le esté dando un adecuado 
tratamiento a los residuos. 
 
La inspección de los funcionarios de la secretaría de salud en el barrio Villa 
Margarita y sus alrededores, estableció que hasta la fecha no existe ninguna 
persona con síntomas de haber sido afectada por estos materiales, los cuales ya 
fueron recogidos y depositados en un lugar en las afueras de la ciudad.*
 

Investigan quién arrojó desechos hospitalarios en lotes baldíos de cuatro 
puntos de Barranquilla 

 
"Comparo a los que hicieron esto con el que planta una mina antipersona en el 
monte. Son unos asesinos", dijo indignado el alcalde de la ciudad, Alejandro Char. 
 
El escándalo por el hallazgo de unas 10 toneladas de desechos hospitalarios 
comenzó el martes, cuando vecinos del barrio Las Malvinas denunciaron que en 
un paraje cercano, un grupo de niños llevó a sus casas jeringas, catéteres, bolsas 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4429081 
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de suero y otros elementos de uso clínico ya utilizados.El miércoles, fueron 
hallados otros implementos similares en sitios cercanos. La investigación, que 
viene desarrollando el Departamento Administrativo del Medio Ambiente de 
Barranquilla (Damab), apunta inicialmente a que la responsabilidad podría recaer 
en la empresa Asear Barranquilla, que fue subcontratada por una similar de 
Medellín para que se deshiciera de estos desechos.Alfredo Bernal, representante 
de la IPS León XIII, de Medellín, cuyos desechos se hallaron en el lote, dijo que 
ellos tienen el contrato de incineración con la empresa Biológicos, pero que esta 
subcontrata con su colega barranquillera en casos especiales.Édgar Zambrano, 
representante de la empresa Asear Barranquilla, se ha abstenido de entregar 
declaraciones.*
 

Cargos Por Mala Disposición Diez Días Para Aclarar Lío De Desechos 
Hospitalarios 

 
BARRANQUILLA El Departamento Administrativo del Medio Ambiente Barranquilla 
(Damab) les dio diez días a empresas médicas y de transportes de desechos de 
esa ciudad y de Medellín para que presenten sus descargos por el manejo 
anómalo de desechos hospitalarios. 
 
El jueves, el Damab les formuló cargos a 16 firmas por el hallazgo de residuos 
médicos en lugares abiertos. 
 
El Damab dijo que hay fundamentos para acusarlas “presuntamente por no haber 
garantizado, en su condición de generadoras de residuos sólidos hospitalarios, la 
gestión integral de los residuos”. 
 
De Barranquilla fueron afectados con la medida la Clínica Campbell, el Hospital 
Universitario Metropolitano, la IPS Saludcoop, todos generadores de los residuos; 
y Asear, transportadora y encargada de la disposición. 
 
En Medellín, la IPS Universitaria León XIII, la Promotora Médica las Américas, la 
Fundación Universitaria San Vicente de Paúl, las clínicas Medellín y Santa María, 
el Hospital Pablo Tobón Uribe, Metrosalud y las transportadoras Empresas Varias 
y Alejandro Mesa Salazar-Biológicos y Contaminados; y la Cruz Roja Seccional. 
La lista la completan las empresas transportadoras de Itagüí Asei Ltda. y Nutibara 
de Transporte. 
 
El director del Damab, Hugues Lacouture, dijo que se resolvió excluir al Banco de 
Sangre Ángela Mejía Dizeo y al Hospital San Juan de Dios que, a juicio de la 
entidad, sólo entregaron sangre a Saludcoop y a Metrosalud, respectivamente; las 
cuales son responsables de su aplicación. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4395377 
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Lacouture explicó que esta medida equivale a la resolución de acusación en la 
justicia penal, pero es un proceso administrativo ambiental con fines 
sancionatorios en el que el Damab actúa como juez. 
 
Si al final los implicados son hallados responsables, podrían ser sancionadas con 
el pago de 300 salarios mínimos mensuales y hasta el cierre y la suspensión de 
actividades.*
 

Procurador anunció investigaciones disciplinarias por mal manejo de los 
desechos hospitalarios 

 
La situación es preocupante porque no existen protocolos para la administración 
de estos residuos. 
 
Procuraduría presentó informe sobre residuos hospitalarios en Colombia y dijo que 
el panorama es desolador. Se realizó con 34.256 entidades de 165 municipios de 
los 32 departamentos del país y se encontró que solo 4692, el 13.5% de las 
entidades revisadas solo el 13% tiene un plan de residuos hospitalarios. 13 de 
cada 100 tienen un plan. Los que tienen plan están desactualizados, lo que 
dificulta el control y seguimiento del manejo de los residuos. También se encontró 
que no hay coordinación entre autoridades sanitarias y ambientales para ejercer 
control sobre estas instituciones que manipulan este tipo de residuos. Autoridades 
sanitarias no tienen ningún plan de cierre, ni de intervención para enfrentar un 
problema sanitario o ambiental que puedan causar estos residuos. El 65% de las 
entidades de salud inspeccionadas por la Procuraduría no realizan un 
pretratamiento de residuos peligrosos antes de vertirlos al alcantarillado, y más de 
la mitad de ellas, el 58% no usan en forma adecuada el código de colores para 
almacenar los residuos. El 59.6% de los vehículos usados para el transporte de 
estos residuos no reúnen los protocolos que exigen este tipo de transporte. Son 
pocas las empresas que prestan este servicio y en algunos de los municipios ni 
siquiera existen. Y las pocas empresas que hay prestan el servicio a distintos 
municipios por lío que no se hace la recolección en el tiempo esperado.63.8% de 
las empresas de transporte de estos residuos no llevan un manifiesto de carga, lo 
que hace que sea imposible su control. Las personas que manejan ese tipo de 
carga no están capacitadas.Se encontró que en el 76.9% de los rellenos sanitarios 
en los municipios analizados no cuentan con celdas de seguridad para separar los 
residuos ordinarios de los hospitalarios poniendo en riesgo la salud de los 
trabajadores de los rellenos. En la mitad de los casos, las empresas que realizan 
incineración de residuos no tienen permiso para hacerlo. Los casos más críticos 
son: Amazonas, Caquetá, Guainía, La Guajira, Magdalena, Quindío,  San Andrés, 
Tolima y Vaupés.**
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3167894 
** Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4459358 
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Pedirán investigación al Ministerio de Protección por nuevo caso de 
desechos hospitalarios 

 
Ayer, el gobernador del Atlántico, Eduardo Verano, hizo el anuncio después de la 
incineración de más de la mita de las 7 toneladas descubiertas en un camión que 
venía desde Valledupar. 
 
La carga, detectada el pasado sábado, iba a ser depositada en un relleno 
sanitario Puerto Rico en el municipio de Baranoa (Atlántico). 
 
Verano hizo contacto con su homólogo del Cesar, Cristian Moreno Panezo, y el 
mandatario se comprometió en investigar el caso. 
 
Entre tanto, y segun un boletín de la Gobernación del Atlántico, la gerente de la 
empresa Soluciones Ambientales del Caribe, Damileth De Armas, defendió que los 
desechos estaban esterilizados por lo que no había problemas para depositarlos 
en el relleno. 
 
No obstante, reconoció que no gestionó permisos ante la Corporación Ragional 
del Atlántico, la autoridad ambiental.*
 

A Fiscalía, Caso De Desechos 
 

El alcalde de Barranquilla, Alejandro Char, calificó de ‘asesinos’ a los 
responsables de arrojar desechos hospitalarios en lotes baldíos en cuatro puntos 
del sur de Barranquilla. 
 
“Comparo a los que hicieron esto con el que planta una mina antipersona en el 
monte. Son unos asesinos”, dijo indignado el mandatario, al tiempo que anunciaba 
acciones penales ante la Fiscalía. 
 
El escándalo por el hallazgo de unas 10 toneladas de desechos hospitalarios 
comenzó el martes, cuando vecinos del barrio Las Malvinas denunciaron que de 
un paraje cercano, un grupo de niños llevó a sus casas jeringas, catéteres, bolsas 
de suero y otros elementos de uso clínico ya utilizados. 
 
El miércoles fueron hallados otros implementos similares en sitios cercanos. 
 
La investigación, que viene desarrollando el Departamento Administrativo del 
Medio Ambiente de Barranquilla (Damab), apunta inicialmente a que la 
responsabilidad podría recaer en la empresa Asear Barranquilla, que fue 
subcontratada por una similar de Medellín para que se deshiciera de estos 
desechos. 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4669629 
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Alfredo Bernal, representante de la IPS León XIII, de Medellín, – cuyos desechos 
se hallaron en el lote– dijo que ellos tienen el contrato de incineración con la 
empresa Biológicos, pero que esta subcontrata con su colega barranquillera en 
casos especiales. Édgar Zambrano, representante de Asear Barranquilla, no ha 
dado declaraciones.*
 

Crecen Casos De Desechos Médicos 
 

Pese a las denuncias y a la alerta de la comunidad en los departamentos de 
Atlántico, Boyacá y Valle del Cauca, siguen en aumento los casos de hallazgo de 
desechos hospitalarios, al aire libre, en zonas no permitidas para el tratamiento de 
dichos residuos. 
 
Personas que habitan cerca de la zona conocida como El Níspero, en la vía que 
comunica a los municipios de Luruaco y Repelón, en el Atlántico, encontraron un 
nuevo botadero ilegal y señalaron que vacas y otros animales de corral hasta se 
han alimentado con dichas basuras tóxicas, lo que genera un riesgo directo para la 
salud de los habitantes de la región. 
 
Jeringas usadas, bolsas de sangre, gasas y hasta restos de material humano 
restante de partos y operaciones se han hallado en las zonas afectadas. 
 
Boyacá, Valle del Cauca y Atlántico son los departamentos más afectados, según 
reportes de las autoridades departamentales. 
 
Gobierno se pronuncia Precisamente el ministro de la Protección Social, Diego 
Palacios, dijo ayer a EL TIEMPO que la situación ya se torna preocupante ante el 
aumento de los hallazgos. 
 
“Lo que se demuestra en este fenómeno es que hay alguien que no está 
cumpliendo la norma. La ley define claramente las responsabilidades que tienen 
hospitales, empresas de transporte y de eliminación de los desechos”, señaló 
Palacio. 
 
Del mismo modo, el jefe de la cartera de la Protección Social instó a las entidades 
de control a iniciar las investigaciones. 
 
“Espero que las oficinas de control ambiental y las secretarías de salud 
departamentales inicien cuanto antes las investigaciones del caso y procedan a 
sancionar de manera ejemplar a los responsables de tales actos”, afirmó el 
ministro Palacio. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3028525 
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Recordó también que es muy importante que la comunidad “continúe denunciando 
estos actos de manera oportuna, para que las autoridades responsables del 
control ambiental tomen rápidamente las medidas necesarias” y logren evitar el 
impacto negativo en la salud de las personas.*
 

¡Qué Peligro! 
 

Tras las crecientes denuncias sobre vertederos a cielo abierto de desechos 
hospitalarios en Barranquilla, Buenaventura y Boyacá, resulta lógico preguntar, 
¿adónde va, y en qué condiciones, la mayoría de las 10.000 toneladas de basura 
que producen en promedio cada año hospitales, clínicas y laboratorios del país? 
 
Todo muestra que generadores, operadores y autoridades han desconocido de 
manera olímpica –e irresponsable– el grave peligro que estos desechos 
representan para la salud humana: si una persona se pone en contacto con 
residuos de este tipo, corre el riesgo de infectarse por microorganismos de todo 
tipo presentes en ellos y sufrir enfermedades que van de leves (como afecciones 
en la piel) a graves (como el sida y la hepatitis) y que incluso pueden causar la 
muerte. 
 
Más que graves, los hallazgos de una investigación de la Procuraduría hecha hace 
dos años son vergonzosos: de los 110 hornos que Colombia tiene para incinerar 
esta basura, solo 30 están en uso. De 34.256 generadores de desechos de 165 
municipios a los cuales el Ministerio Público hizo seguimiento, sólo 4.692 (13,5 por 
ciento) cuentan con planes de gestión integrales para el manejo de estas basuras. 
 
Ocho de cada diez rellenos sanitarios carecen de celdas de seguridad que 
impidan la mezcla de estos desechos con la basura corriente; el 64,9 por ciento de 
los vehículos destinados para transportarlos no son aptos, y en la mayoría de los 
municipios no se desactivan los residuos, como lo indican las normas. 
 
Ante semejante panorama –que dos años después no ha variado nada– no queda 
claro hasta dónde llega la responsabilidad de las instituciones de salud que 
generan los desechos ni la labor de las autoridades sanitarias y ambientales 
encargadas de la vigilancia del caso en los entes territoriales; solo basta decir que 
los cierres e intervenciones que preventivamente han debido hacerse desde hace 
mucho tiempo para empezar a ponerle remedio a esta situación han brillado por su 
ausencia. 
 
Los suelos y las aguas de consumo contaminados con químicos de desecho, 
como residuos farmacéuticos o reactivos de laboratorio, pueden causar 
intoxicaciones; las radiaciones ionizantes de algunos exámenes de diagnóstico o 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3040727 
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de tratamientos para el cáncer tienen la capacidad de irradiar a personas sanas y 
provocarles alteraciones severas que pueden desembocar en cáncer. 
 
Esto sin contar con que, además de que roedores e insectos se encargan de 
dispersar peligrosamente el riesgo, también se pueden afectar animales de 
consumo, como ocurrió con vacas y aves de corral en Atlántico. 
 
Valdría la pena averiguar qué tipo de control se ejerce sobre intermediarios que, 
sin ser los dueños de las licencias, acaban siendo subcontratados para transportar 
estas basuras o hacer gestión ambiental. 
 
Aunque los ministerios del Medio Ambiente y de la Protección Social anunciaron 
que habrá sanciones para generadores y operadores de la cadena de manejo y 
disposición final de estos residuos, que pongan en riesgo la salud de la gente, 
cuesta encontrar una explicación lógica a esta reacción tardía de estos entes 
también responsables de la continuada, y en algunos casos general, violación de 
la abundante normatividad con la que Colombia cuenta en esta materia. 
 
¿Hasta cuándo el país tendrá que tolerar que los controles sanitarios sigan al 
garete y a la espera de que siempre sean terceros los que denuncian fallas tan 
graves?*

 
Hasta restos humanos fueron abandonados en la vía a Oicatá 
 

Autoridades investigan procedencia de 400 kilos de desechos hospitalarios que 
fueron abandonados hace 15 días en un lote baldío. 
 
Por lo menos 400 kilos de desechos hospitalarios, que representan un fuerte 
impacto para el medio ambiente y peligro para la vida humana y animal, fueron 
arrojados desde hace varios días en la vereda Centro, del municipio de Oicatá. 
 
la situación generó alarma entre las autoridades de salud y de policía que hicieron 
el descubrimiento durante el fin de semana. 
 
Al parecer, los desechos fueron encontrados por el propietario del predio, quien 
intentó incinerarlos, lo que en muy poco disminuye el riesgo que representan. 
 
La Secretaría de Salud, Corpoboyacá y la Policía Ambiental tratan de identificar la 
procedencia de los desechos, pero por etiquetas encontradas ya se sabe que 
algunas de estas muestras vienen de los hospitales de Belén y Moniquirá. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3053320 
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Fuentes de la Policía dijeron que se logró identificar un laboratorio de Duitama a 
donde al parecer fueron enviadas las muestras, pero que sería otra firma la que se 
encargó de recoger ese material e irresponsablemente lo arrojó en Oicatá. 
 
En el material encontrado había muestras de sangre, placentas, jeringas, droga 
farmacéutica, material de patología, en fin, que durante varios días estuvo 
expuesto al aire libre. 
 
Gustavo Adolfo Mejía, director técnico de Salud Pública de la Secretaría de Salud 
de Boyacá, dijo que este material es muy peligroso y que pudo haber tenido 
contacto con animales y personas que habitan en la región. 
 
Según Mejía, los hospitales de la red pública de Boyacá producen en promedio de 
seis a ocho toneladas de desechos cada mes, pero a esa actividad se le hace un 
seguimiento adecuado, pues se realiza dentro de un marco legal. 
 
Dice el funcionario que a la Secretaría le corresponde la inspección y vigilancia del 
material desde cuando se genera hasta cuando sale de los hospitales; y que a la 
Policía de Carreteras y al Ministerio de Transporte le corresponde hacer ese 
seguimiento desde la puerta del hospital hacia afuera. 
 
Agregó que las corporaciones autónomas vigilan la manera como se realiza la 
disposición final, que puede ser la incineración, que se debe realizar de una 
manera técnica. 
 
Por su parte el secretario de Salud de Boyacá, Wilson Martín, aclaró que no está 
determinado, como lo han dicho algunos, que haya sido funcionarios de algún 
hospital los que arrojaron ese material. 
 
Dijo el funcionario que dentro de los residuos fueron encontrados unos rótulos que 
indican que quien actuó así fue una empresa que se debía haber encargado de 
incinerar el material y no botarlo a cielo abierto. 
 
En Boyacá existen unas cuatro empresas facultadas legalmente para hacer esa 
disposición, que se supone que han presentado una documentación y cumplen 
unas reglas para hacer ese trabajo. Señala Martín que se adelantará una 
exhaustiva investigación para determinar quienes son los responsables. 
 
El sitio donde fueron encontrados los desechos fue acordonado desde el fin de 
semana. 
 
'Los culpables pueden incurrir en delitos penales' Miguel Rodríguez, director de la 
Corporación Autónoma de Boyacá, dijo que los responsables de haber arrojado 
este material en Oicatá incurren en varios delitos, unos contra el medio ambiente e 
incluso penales, pues ponen en peligro la vida de personas. 
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"Hay una reglamentación muy drástica que contempla fuertes sanciones contra 
quienes atenten contra los recursos naturales. Vamos a establecer quiénes fueron 
los autores de este hecho para proceder a judicializarlos", anotó. 
 
Rodríguez indicó que hasta ahora en Boyacá no se habían presentado hechos 
graves en materia de disposición de recursos hospitalarios, pero que esta 
situación obligará a revisar a las empresas que realizan esa labor y los 
procedimientos que están utilizando. 
 
Si los hospitales públicos producen de seis a ocho toneladas de residuos cada 
mes, se calcula que las instituciones privadas producen entre dos y tres toneladas 
en el mismo periodo. 
 
También producen ese material los laboratorios clínicos, centros veterinarios, 
farmacias, centros de pigmentación o tatuajes, IPS y EPS en todos sus niveles, 
centros de estética y belleza y clínicas y hospitales.*
 

Autoridades de Boyacá en alerta por mal manejo, transporte y eliminación 
de residuos hospitalarios 

 
La falta de control por parte de las autoridades ambientales y del Ministerio de 
Transporte agudizan el problema de salud pública. 
 
El hallazgo de cerca de once toneladas de residuos hospitalarios en una vivienda 
abandonada en la vereda Peñas Blancas de San Miguel de Sema y de 1590 kilos 
de desechos de este tipo en la vereda Centro, sector Santa Rita, en Oicatá, puso 
en evidencia la falta de vigilancia por parte de las autoridades ambientales, de 
salud y transporte en el departamento. 
 
Gustavo Mojica, director Técnico de Salud Pública de la Secretaría de Salud de 
Boyacá, aseguró que el problema radica en tres aspectos fundamentales: -La falta 
de control por parte del Ministerio de Transporte, a través de la Policía de 
Carreteras sobre los carros que transportan los residuos.-La nula verificación de 
los generadores y de la autoridad ambiental sobre la forma como están siendo 
trasladados y dispuestos.-finalmente los desechos y el vacío en la normatividad 
que no especifica hasta dónde va la responsabilidad de las Secretarías de Salud. 
 
"Nosotros nos encargamos de que las instituciones prestadoras de servicios de 
salud o los negocios que generen este tipo de desechos como los hospitales, 
centros de salud, veterinarias, consultorios odontológicos, laboratorios clínicos, 
funerarias, droguerías, centros de pigmentación o tatuajes, peluquerías, entre 
otros, implementen un plan integral de residuos hospitalarios interno de acuerdo a 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4426780 
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las especificaciones técnicas estipuladas en el decreto 2676 del año 2000", indicó 
el funcionario. 
 
Mojica añadió que a partir de que los desechos salen de las entidades 
generadoras ya no es responsabilidad de esa dependencia lo que ocurra con el 
material hospitalario, sino del Ministerio de Transporte y las corporaciones 
ambientales de cada jurisdicción. 
 
Por su parte, Miguel Rodríguez, director de la Corporación Autónoma Regional de 
Boyacá (Corpoboyacá), aseguró que el mayor inconveniente que se está 
presentando en la actualidad es que algunas de las empresas que los 
generadores han contratado para el traslado y disposición final no están 
cumpliendo con los requerimientos que exige la normatividad y los están botando 
en sitios inadecuados que pueden ocasionar graves consecuencias para la salud 
pública y el medio ambiente. 
 
"Nosotros no evadimos nuestra responsabilidad. Sabemos que es competencia de 
la Corporación hacerle un seguimiento al transporte, manipulación y disposición 
final de los residuos, pero tampoco podemos hacerle el trabajo a otras entidades 
que también deben apersonarse del tema", indicó el funcionario. 
 
Rodríguez añadió que ante los últimos acontecimientos Corpoboyacá comenzará 
a realizar un exhaustivo control para determinar si realmente las entidades 
contratadas para destruir los desechos están incinerando la misma cantidad que 
los generadores le entregan. 
 
Almacenamiento ilegal Pablo Suárez, director de la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca, seccional Chiquinquirá, afirmó que otra situación que 
preocupa es el almacenamiento ilegal que se le está dando a este tipo de material. 
 
"Algunas empresas lo que están haciendo es recolectar los residuos y 
almacenarlos hasta tener los suficientes desechos para llevar a incinerar, sin 
percatarse que por no tener una licencia especial para acopiarlos podrían ser 
sancionados con millonarias multas o con el cierre de los establecimientos", 
señaló Suárez. 
 
Ante la gravedad del asunto la Procuraduría Agraria y la Contraloría 
Departamental requirieron a las empresas que prestan el servicio de recolección 
un detallado listado de los generadores con los cuales tienen contratos. Más 
problemas Según la Secretaría de Salud en el departamento existen 902 
instituciones prestadoras del servicio de salud, de las cuales 593 se encuentran 
ubicadas en las cuatro principales ciudades. 
 
Sin embargo, no existe un censo en el que se pueda constatar cuántos 
generadores de este tipo de desechos como veterinarias, morgues, peluquerías, 
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entre otros, existen en el departamento y mucho menos qué cantidad de residuos 
producen, con qué frecuencia y dónde los están disponiendo. 
 
Asimismo hace falta mayor capacitación a los generadores y subsidios 
económicos a las pequeñas que no cuentan con los recursos para contratar una 
empresa especializada en el transporte de este material. 
 
La Contraloría Departamental recomienda tener más cuidado con la forma como 
están disponiendo las instituciones de salud de los municipios más alejados (Pisba 
y Paya), localidades donde no llegan carros recolectores. 
 
¿Cuáles son los hospitalarios? Los residuos hospitalarios son aquellos que 
provienen de las instituciones que brindan servicios de salud y estética tanto a 
humanos como animales. 
 
Los desechos hospitalarios se clasifican en biosanitarios (gasas, sondas jeringas, 
etc.), anatomopatológicos (placentas, muestras de sangre, etc.) y cortopunzantes 
(agujas, ampolletas, cuchillas, entre otros). 
 
"Toda empresa que produzca residuos hospitalarios o similares debe tener el aval 
de la Secretaría de Salud de Boyacá", Jorge Parra, líder del proyecto gestión 
ambiental urbano-regional de Corpoboyacá. 
 
Si no es manejado íntegramente este tipo de desechos puede producir 
enfermedades como la hepatitis hasta el Sida.*
 

De nuevo desechos peligrosos en la mira de las autoridades 
 

Bolsas de suero, mangueras y diferentes elementos utilizados para 
procedimientos médicos estaban entre varios bultos de basura que fueron 
abandonados en cercanías a la plaza de mercado de Duitama. 
 
Un nuevo hallazgo de residuos peligrosos se presentó, en esta ocasión cerca a la 
plaza de mercado de Duitama. 
 
Dentro de las basuras tradicionales fueron camufladas ocho bolsas que en total 
contenían 44 kilos de desechos de accesorios utilizados en procedimientos 
médicos. 
 
Dentro de tres de las bolsas fue hallada papelería de la Clínica Boyacá de 
Duitama razón por la que Carlos Alberto Posada, gerente de esa institución le 
salió al paso a los comentarios que generó el hecho. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4454033 
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"Me parece muy raro que nuestra papelería haya aparecido en unas bolsas de 
materiales que nosotros no manejamos precisamente en vísperas de la 
inauguración de nuestra nueva sede", señaló. 
 
El directivo de la Clínica agregó que dentro de los desechos había elementos que 
son utilizados para diálisis peritoneal (191 de estas bolsas, entre otros) y que ese 
tipo de procedimientos nunca se han practicado en esa entidad. 
 
"Aparecían dos recibos de copagos, parte de una hoja con la programación de 
consulta externa y un registro de temperatura de una de las neveras en las que se 
guardan las vacunas", explicó Posada. 
 
Al mes en la Clínica Boyacá se producen 179 kilos biosanitarios, 29 
anatomopatológicos (placentas y amputaciones) y 6.3 kilos de cortopunzantes y 
bisturíes que son transportados por la empresa Descont autorizada por la 
entidades de control para este servicio. 
 
El secretario de Salud de Duitama, Mario Javier Mejía Puentes, dijo que tan pronto 
como conoció del hecho lo reportó a la secretaría de Salud departamental y a 
Corpoboyacá para que adelanten la investigación. 
 
"Estamos adelantando la investigación técnica con la que podamos encontrar a los 
responsables de haber dispuesto de una forma incorrecta los residuos", explicó 
Diego González, profesional del Proyecto de Gestión Ambiental Urbano-regional 
(Gaur) de Corpoboyacá. 
 
El funcionario añadió que dentro de los residuos no se encontraron agujas o 
elementos cortopunzantes. "Todas las entidades hospitalarias deben tener muy 
claro que la responsabilidad no se rompe cuando ellos le entrego los residuos a la 
empresa recolectora de los desechos, sino que se debe hacer un seguimiento 
hasta su disposición final", aseguró el funcionario de la Corporación Autónoma 
Regional de Boyacá.*
 

Sanción Por Basura 
 

Una sorpresiva visita a la planta de residuos hospitalarios de la empresa Asear, 
ubicada en las afueras de Barranquilla, fue determinante para que la Corporación 
Autónoma Regional del Atlántico (CRA) ordenara su cierre transitorio. 
 
Asear ha estado en el ‘ojo del huracán’ desde el pasado 22 de julio cuando en la 
entrada al barrio Las Malvinas, en el suroccidente, fueron hallados desechos 
hospitalarios. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4538674 
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Los funcionarios detectaron fallas técnicas y filtraciones en el horno de 
incineración; almacenamiento irregular de cenizas; vehículos no adecuados para 
transportar materiales peligrosos y depósito de desechos a cielo abierto.*
 

Alerta Sanitaria Por ‘Cementerios’ Clandestinos De Desechos Médicos 
 

La mala disposición final de los desechos de clínicas, hospitales y laboratorios, 
que en este momento tiene en alerta a Barranquilla, es un riesgo que amenaza la 
salud pública en varios departamentos. 
 
Informes de la Procuraduría General de la Nación señalan que, en promedio, solo 
una de cada diez instituciones del sector salud que manejan desechos peligrosos 
lo hace de manera totalmente segura. 
 
Cada año, hospitales, clínicas y laboratorios producen unas 10 mil toneladas de 
ese material. La Procuraduría está actualizando un estudio que inició en el 2006 y 
que encontró un panorama crítico en el manejo de estos desechos. 
 
La situación, señalan fuentes de la entidad, se mantiene dos años después. 
 
La Defensoría, por su lado, asegura que un porcentaje importante de las clínicas y 
los hospitales del país contrata el transporte y la disposición final de esos residuos 
con entidades que no están debidamente reguladas y que no cumplen con las 
disposiciones que ordena la ley. 
 
Por eso, lo que se vio la semana pasada en Barranquilla no es un cuadro inusual: 
niños jugando con materiales peligrosos como jeringas y unidades de sangre, y 
‘cementerios’ de esos desechos “muy cercanos a cuerpos de agua”. 
 
Esta última situación, considera la Defensoría, obliga a que se realice un dragado 
urgente del arroyo de Las Malvinas, el sector de la capital del Atlántico donde se 
descubrieron los residuos. 
 
“Todos estos factores representan un riesgo biológico para la comunidad y 
contaminan el medio ambiente, derivado del uso que se les haya dado en la 
actividad médico -asistencial”, dice la Delegada para los Derechos colectivos y del 
Medio Ambiente. 
 
En Oicatá (Boyacá), Cartagena, Buenaventura y Soledad (Atlántico) se 
descubrieron recientemente otros vertederos ilegales de desechos. Hasta ahora, 
como en la mayoría de casos similares, las investigaciones no despegan. 
 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3054808 
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Según la Procuraduría, hay departamentos como La Guajira en donde las 
entidades del sector salud no cumplen con al menos la mitad de las disposiciones 
sanitarias para el manejo del material peligroso. 
 
De otros, como Guaviare, Vaupés, Caquetá y Guainía, no se tienen reportes 
oficiales, pero se da por descontado que tienen problemas con el manejo de ese 
material. 
 
¿Cuáles son los campos más críticos? Más de la mitad de las entidades que 
manejan en el país residuos líquidos peligrosos no les hacen un tratamiento previo 
antes de desecharlos. Además, en la mayoría de sitios de disposición final (los 
rellenos sanitarios) no hay una celda de seguridad, lo que lleva a que al final se dé 
una mezcla indiscriminada con el resto de la basura. 
 
Minambiente investiga En el VIII Congreso Internacional de Disposición Final de 
residuos y Perspectivas Ambientales, en Pereira, el ministro del Ambiente, Juan 
Lozano, dijo que habrá sanciones “sobre los generadores y los operadores de la 
cadena de recolección, transporte y disposición final que pongan en riesgo la vida 
y salud de los colombianos”. 
 
Por su lado, Juan Carlos Giraldo, director Ejecutivo de la Asociación Colombiana 
de Hospitales y Clínicas, aseguró que el problema de Barranquilla es episódico. 
“Lo que sucede dentro de los hospitales es una obligación y una responsabilidad 
muy seria. Confiamos en las entidades que hacen la disposición final, pero no 
podemos responder por lo que pasa puertas afuera”, dijo el vocero. 
 
En Boyacá botaron 400 kilos Por lo menos 400 kilos de desechos hospitalarios 
fueron arrojados desde hace varios días en la vereda Centro, del municipio de 
Oicatá, a unos cinco kilómetros de Tunja. La situación generó alarma entre las 
autoridades de salud y de policía que hicieron el descubrimiento durante el fin de 
semana pasado. 
 
La Secretaría de Salud, Corpoboyacá y la Policía Ambiental tratan de identificar la 
procedencia de los desechos, pero por etiquetas encontradas ya se sabe que 
algunas de estas muestras vienen de los hospitales de Belén y Moniquirá. Fuentes 
de la Policía dijeron que se logró identificar un laboratorio de Duitama a donde al 
parecer fueron enviadas las muestras, pero que sería otra firma la que se encargó 
de recoger ese material e irresponsablemente lo arrojó en Oicatá. Gustavo Adolfo 
Mejía, director técnico de Salud Pública de la Secretaría de Salud de Boyacá, dijo 
que este material es muy peligroso y que pudo haber tenido contacto con animales 
y personas que habitan en la región. 
 
Un material altamente peligroso para la salud Todos los residuos de los hospitales 
representan riesgos para la salud y dificultades en su manejo, debido a su carácter 
infeccioso y a la variedad de su composición. 
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De ellos hace parte la basura normal (papel, cartón o de limpieza en general), que 
potencialmente puede ser riesgosa cuando se contamina, por ubicación o 
contacto, con elementos peligrosos. 
 
Entre estos últimos se cuentan los desechos infecciosos, todos los elementos 
orgánicos y biológicos, material extraído a seres humanos o animales, elementos 
quirúrgicos de desecho (agujas y bisturíes), además de los desechos 
farmacéuticos, químicos, residuos de laboratorio (incluidos las aguas de limpieza), 
material radiactivo y líquidos inflamables. 
 
El contacto de las personas con estas sustancias puede ocurrir de manera directa 
o indirecta, a través del medio ambiente. Estos desechos pueden contaminar 
suelos, agua e incluso el aire. 
 
Un centro hospitalario grande puede producir entre 2,5 y 3,8 kilos de residuos por 
cama al día. Se calcula que el 25 por ciento de ellos son altamente infecciosos. 
 
Si una persona se expone directamente, se corta, se pincha o pone en contacto 
una herida con desechos de este tipo, corre el riesgo de que los microorganismos 
contenidos en esta basura (virus, bacterias, hongos y parásitos, entre otros) le 
causen infecciones que van de leves a mortales (conjuntivitis bacteriana, sida, 
hepatitis). 
 
Si aguas de consumo o de riego entran en contacto con químicos de desecho, 
como residuos farmacéuticos o de laboratorio (reactivos), pueden ocurrir 
intoxicaciones (también de leves a mortales). 
 
Las radiaciones ionizantes de elementos de diagnóstico, como las gamagrafías, o 
de algunos tratamientos para el cáncer, pueden irradiar peligrosamente a 
personas sanas y causarles alteraciones graves que, incluso, pueden conducir al 
cáncer. 
 
Además, estos residuos pueden atraer roedores y otro tipo de vectores (zancudos, 
moscas), que pueden expandir el riesgo. 
 
Todavía no hay responsables en Barranquilla BARRANQUILLA Desde dos frentes 
investigativos, uno de salud y otro ambiental, las autoridades sanitarias en 
Barranquilla tratan de dar con los responsables del depósito de unas 10 toneladas 
de desechos hospitalarios en basureros a cielo abierto. 
 
El trabajo lo realizan la Secretaría de Salud Distrital y el Departamento 
Administrativo del Medio Ambiente (Damab) desde el 22 de julio, cuando en la 
entrada del barrio Las Malvinas, suroccidente de la ciudad, fueron detectadas las 
primeras 2,5 toneladas de sobrantes intravenosos, bolsas de plasma y jeringas, 
entre otros elementos. 
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El secretario de Salud Distrital, Luis Alexánder Moscoso, explicó que su despacho, 
a quien le corresponde el primer frente, evalúa la documentación aportada por tres 
centros asistenciales (Hospital Universitario Metropolitano, Clínica Campbell y el 
Banco de Sangre Ángela Mejía) que en principio están vinculadas. 
 
“Lo que hasta el momento hemos detectado es que todas cumplieron con el 
manejo responsable de los desechos”, comentó el funcionario. 
 
En cuanto a las investigaciones por parte del Damab, también están en el proceso 
de recopilación de pruebas. Para la presente semana está anunciado el arribo de 
una comisión del Ministerio del Medio Ambiente. 
 
El gobernador del Atlántico, Eduardo Verano, declaró la alerta amarilla a raíz del 
hallazgo de desechos en la finca ‘El Níspero’. 
 
DESECHOS EN BUENAVENTURA El pasado 29 de julio en Buenaventura fueron 
halladas más de un centenar de jeringas y otros materiales de uso hospitalario. 
 
El hallazgo fue hecho por funcionaros de la empresa Buenaventura Medio 
Ambiente, en el barrio El Jorge. Hasta ahora no se ha precisado el origen de esos 
materiales.*
 

Abren investigación en 5 hospitales del sur de Bolívar por incumplir 
normas sobre desechos clínicos 

 
La acción disciplanaria la inició la Unidad de Control y Vigilancia, entidad adscrita 
a la secretaría de Salud Departamental, y tiene como objetivo evitar una crisis 
sanitaria en la región. 
 
Los hospitales investigados son el 'San Francisco Javier', de Margarita; y los de 
Talaigua, Cicuco, San Fernando y la 'ESE Departamental San Juan de Dios' de 
Mompox. 
 
Durante visitas rutinarias de inspección realizadas el mes pasado se les comprobó 
inconsistencias en el manejo y disposición final de sus residuos hospitalarios, 
revela un informe de la Unidad de Control. 
 
Tras una inspección realizada a la ESE Hospital Local Santa María de Mompox, 
se determinó que la institución cumple parcialmente con las disposiciones legales, 
por lo que se conminó a sus directivas a terminar el Plan de Gestión Integral de 
Residuos Hospitalarios y Similares y enviarlo a Secretaría de Salud 
Departamental. 
 
                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-3042075 

 117



 

Otra de las tareas es la de realizar el inventario de los recipientes ubicados en la 
fuente y hacer la reposición de los que se encuentren dañados, para garantizar el 
cumplimiento de la normatividad vigente.*
 
Año 2009. 
 

Absuelven a tres entidades de salud por el caso de los desechos 
hospitalarios 

 
La decisión fue de la secretaría Distrital de Salud, Alexander Moscoso, y está 
consignada en resoluciones firmadas el pasado 22 de diciembre, pero solo 
conocidas ayer. 
 
Las entidades exoneradas del escándalo de los desechos hospitalarios son, la 
Clínica Campbell, el Hospital Universitario Metropolitano y la Clínica Julio Enrique 
Medrano León de Saludcoop. 
 
Las tres entidades estaban siendo investigadas por la Secretaría desde el 23 de 
julio de 2008, 24 horas después de las denuncias de habitantes del barrio Las 
Malvinas, en el suroccidente de la ciudad, relacionada con un botadero a cielo 
abierto de desechos hospitalarios, pero se constató que cumplían con los 
protocolos establecidos para el manejo interno de los desechos. 
 
Las denuncias también fueron conocidas por el Departamento Administrativo 
Distrital del Medio Ambiente (Damab) que constató el depósito de 14 toneladas de 
desechos hospitalarios y por ello decidió no solo investigar a las tres entidades 
antes mencionadas, sino a 11 más del departamento de Antioquia al hallar 
elementos con sus rotulaciones. 
 
El Damab, organismo que es competente para definir si hay o no responsabilidad 
a nivel externo, según su asesor de prensa Heberto Amor, no ha concluido las 
investigaciones. 
 
Ante la decisión de Salud Distrital, el abogado que defiende a la empresa Asear 
S.A, Mario Ernesto Garcia, y que facilitaba la actividad de recolección, transporte, 
tratamiento y disposición final de los desechos a la Campbell, al Metropolitano y a 
Saludcoop, comentó que poco a poco se ha ido confirmando que las pruebas para 
establecer responsabilidades carecen de sustento. 
 
Asear está en la lista de empresas que investiga el Damab. García destacó que el 
Instituto Nacional de Salud reveló en un informe el resultado negativo de las 
pruebas practicadas a los desechos de ser agentes contaminantes y transmisores 

                                            
* Fuente: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4465059 
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de virus, por lo tanto no representaban riesgo alguno para los humanos ni para los 
recursos naturales como el agua, el suelo y el aire.*
 

                                            
* http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-4785546 
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Anexo B. Leyes y decretos reguladores del tema. 
 

 
Ley 99 1993 

 
Ley 142 de 1994 
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Ley 1252 de 2008 

 
Decreto 2676 de 2000 

 
Decreto 2763 de 2001 

 
Decreto 1669 de 2002 

 
Decreto 1609 de 2002 

 
Decreto 1443 de 2004 

 
Decreto 4741 de 2005 
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ANEXO 1 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXIX. N. 41146.  22, DICIEMBRE, 1993. PAG. 1 
 
 
 
LEY 99 DE 1993 
 (diciembre 22) 
 
 
 
por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, 
SINA, y se dictan otras disposiciones. 
 
El Congreso de Colombia, 
 
DECRETA: 
 
TITULO I 
 
FUNDAMENTOS DE LA POLITICA AMBIENTAL COLOMBIANA 
 
ARTICULO 1o. Principios Generales Ambientales. La política ambiental 
colombiana seguirá los siguientes principios generales: 
 
1. El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según los 
principios  universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración 
de Rio de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
 
2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la 
humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma 
sostenible. 
 
3. Las políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los seres humanos 
a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 
 
4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de 
recarga de acuíferos serán objeto de protección especial. 
 
5 . En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano tendrá 
prioridad sobre cualquier otro uso. 
 
6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y 



los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, 
cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces para impedir la degradación del medio ambiente. 
 
7. El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el uso de 
instrumentos económicos para la prevención, corrección y restauración del 
deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables. 
 
8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido. 
 
9. La prevención de desastres será materia de interés colectivo y las medidas 
tomadas para evitar o mitigar los efectos de su ocurrencia serán de obligatorio 
cumplimiento. 
 
10. La acción para la protección y recuperación ambientales del país es una 
tarea conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad. las organizaciones 
no gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e incentivará la 
conformación de organismos no gubernamentales para la protección ambiental y 
podrá delegar en ellos algunas de sus funciones. 
 
11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para la toma 
de decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que afecten 
significativamente el medio ambiente natural o artificial. 
 
12. El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional, será 
descentralizado, democrático y participativo. 
 
13. Para el manejo ambiental del país, se establece un Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, cuyos componentes y su interrelación definen los mecanismos 
de actuación del Estado y la sociedad civil. 
 
14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo como 
base criterios de manejo integral del medio ambiente y su interrelación con los 
procesos de planificación económica, social y física. 
 
TITULO II 
 
DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE Y DEL SISTEMA NACIONAL 
AMBIENTAL. 
 
ARTICULO 2o. Creación y Objetivos del Ministerio del Medio Ambiente. Créase 
el Ministerio del Medio Ambiente como organismo rector de la gestión del medio 
ambiente y de los recursos naturales renovables, encargado de impulsar una 
relación de respeto y armonía del hombre con la naturaleza y de definir, en los 
términos de la presente ley, las políticas y regulaciones a las que se sujetarán la 



recuperación, conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio ambiente de la 
Nación, a fin de asegurar el desarrollo sostenible. 
 
El Ministerio del Medio Ambiente formulará, junto con el Presidente de la 
República y garantizando la participación de la comunidad, la política nacional 
ambiental y de recursos naturales renovables, de manera que se garantice el 
derecho de todas las personas a gozar de un medio ambiente sano y se proteja 
el patrimonio natural y la soberanía de la Nación. 
 
Corresponde al Ministerio del Medio Ambiente coordinar el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, que en esta Ley se organiza, para asegurar la adopción y 
ejecución de las políticas y de los planes, programas y proyectos respectivos, en 
orden a garantizar el cumplimiento de los deberes y derechos del Estado y de 
los particulares en relación con el medio ambiente y con el patrimonio natural de 
la Nación. 
 
ARTICULO 3o. Del Concepto de Desarrollo Sostenible. Se entiende por 
desarrollo sostenible el que conduzca al crecimiento económico, a la elevación 
de la calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar la base de recursos 
naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el 
derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus 
propias necesidades. 
 
ARTICULO 4o. Sistema Nacional Ambiental, SINA. El Sistema Nacional 
Ambiental, SINA. es el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, 
programas e instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios 
generales ambientales contenidos en esta Ley. Estará integrado por los 
siguientes componentes: 
 
1) Los principios y orientaciones generales contenidos en la Constitución 
Nacional, en esta Ley y en la normatividad ambiental que la desarrolle. 
 
2) La normatividad específica actual que no se derogue por esta Ley y la que se 
desarrolle en virtud de la ley. 
 
3) Las entidades del Estado responsables de la política y de la acción ambiental, 
señaladas en la ley. 
 
4) Las organizaciones comunitarias y no gubernamentales relacionadas con la 
problemática ambiental. 
 
5) Las fuentes y recursos económicos para el manejo y la recuperación del 
medio ambiente. 
 



6) Las entidades públicas, privadas o mixtas que realizan actividades de 
producción de información, investigación científica y desarrollo tecnológico en el 
campo ambiental. 
 
El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional Ambiental, SINA. 
 
PARAGRAFO. Para todos los efectos la jerarquía en el Sistema Nacional 
Ambiental, SINA, seguirá el siguiente orden descendente: Ministerio del Medio 
Ambiente, Corporaciones Autónomas Regionales, Departamentos y Distritos o 
Municipios. 
 
ARTICULO 5o. Funciones del Ministerio. Corresponde al Ministerio del Medio 
Ambiente: 
 
1) Formular la política nacional en relación con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, y establecer las reglas y criterios de ordenamiento 
ambiental de uso del territorio y de los mares adyacentes, para asegurar el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente; 
 
2) Regular las condiciones generales para el saneamiento del medio ambiente, y 
el uso, manejo, aprovechamiento, conservación, restauración y recuperación de 
los recursos naturales, a fin de impedir, reprimir, eliminar o mitigar el impacto de 
actividades contaminantes, deteriorantes o destructivas del entorno o del 
patrimonio natural; 
 
3) Preparar, con la asesoría del Departamento Nacional de Planeación, los 
planes, programas y proyectos que en materia ambiental, o en relación con los 
recursos naturales renovables y el ordenamiento ambiental del territorio, deban 
incorporarse a los proyectos del Plan Nacional de Desarrollo y del Plan Nacional 
de Inversiones que el Gobierno someta a consideración del Congreso; 
 
4) Dirigir y coordinar el proceso de planificación y la ejecución armónica de las 
actividades en materia ambiental, de las entidades integrantes del Sistema 
Nacional Ambiental (SINA); 
 
5) Establecer los criterios ambientales que deben ser incorporados en la 
formulación de las políticas sectoriales y en los procesos de planificación de los 
demás Ministerios y entidades, previa su consulta con esos organismos; 
 
6) Formular, conjuntamente con el Ministerio de Salud, la política nacional de 
población; promover y coordinar con éste programas de control al crecimiento 
demográfico y hacer evaluación y seguimiento de las estadísticas demográficas 
nacionales; 
 



7) Formular, conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Económico la política 
nacional de asentamientos humanos y expansión urbana, con el Ministerio de 
Agricultura las políticas de colonización y con el Ministerio de Comercio Exterior, 
las políticas de comercio exterior que afecten los recursos naturales renovables 
y el medio ambiente. 
 
8) Evaluar los alcances y efectos económicos de los factores ambientales, su 
incorporación al valor de mercado de bienes y servicios y su impacto sobre el 
desarrollo de la economía nacional y su sector externo; su costo en los 
proyectos de mediana y grande infraestructura, así como el costo económico del 
deterioro y de la conservación del medio ambiente y de los recursos naturales 
renovables y realizar investigaciones, análisis y estudios económicos y fiscales 
en relación con los recursos presupuestales y financieros del sector de gestión 
ambiental y con los impuestos, tasas, contribuciones, derechos, multas e 
incentivos con él relacionados; 
 
9) Adoptar, conjuntamente con el Ministerio de Educación Nacional, a partir de 
enero de 1995, los planes y programas docentes y el pénsum que en los 
distintos niveles de la educación nacional se adelantarán en relación con el 
medio ambiente y los recursos naturales renovables, promover con dicho 
ministerio programas de divulgación y educación no formal y reglamentar la 
prestación del servicio ambiental; 
 
10) Determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter 
general sobre medio ambiente a las que deberán sujetarse los centros urbanos y 
asentamientos humanos y las actividades mineras, industriales, de transporte y 
en general todo servicio o actividad que pueda generar directa o indirectamente 
daños ambientales; 
 
11) Dictar regulaciones de carácter general tendientes a controlar y reducir las 
contaminaciones geosférica, hídrica, del paisaje, sonora y atmosférica, en todo 
el territorio nacional; 
 
12) Expedir y actualizar el estatuto de zonificación de usó adecuado del territorio 
para su apropiado ordenamiento y las regulaciones nacionales sobre uso del 
suelo en lo concerniente a sus aspectos ambientales y fijar las pautas generales 
para el ordenamiento y manejo de cuencas hidrográficas y demás áreas de 
manejo especial; 
 
13) Definir la ejecución de programas y proyectos que la Nación, o ésta en 
asocio con otras entidades públicas, deba adelantar para el saneamiento del 
medio ambiente o en relación con el manejo, aprovechamiento, conservación, 
recuperación o protección de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente; 
 



14) Definir y regular los instrumentos administrativos y mecanismos necesarios 
para la prevención y el control de los factores de deterioro ambiental y 
determinar los criterios de evaluación, seguimiento y manejo ambientales de las 
actividades económicas; 
 
15) Evaluar los estudios ambientales y expedir, negar o suspender la licencia 
ambiental correspondiente, en los casos que se señalan en el Título VIII de la 
presente Ley. 
 
16) Ejercer discrecional y selectivamente, cuando las circunstancias lo ameriten, 
sobre los asuntos asignados a las Corporaciones Autónomas Regionales, la 
evaluación y control preventivo, actual o posterior, de los efectos de deterioro 
ambiental que puedan presentarse por la ejecución de actividades o proyectos 
de desarrollo, así como por la exploración, explotación, transporte, beneficio y 
utilización de los recursos naturales renovables y no renovables y ordenar la 
suspensión de los trabajos o actividades cuando a ello hubiese lugar; 
 
17) Contratar, cuando sea necesario para el cumplimiento de sus funciones, la 
elaboración de estudios de investigación y de seguimiento de procesos 
ecológicos y ambientales y la evaluación de estudios de impacto ambiental; 
 
18) Reservar, alinderar y sustraer las áreas que integran el Sistema de Parques 
Nacionales Naturales y las reservas forestales nacionales, y reglamentar su uso 
y funcionamiento; 
 
19) Administrar las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales 
Naturales, velar por la protección del patrimonio natural y la diversidad biótica de 
la Nación, así como por la conservación de las áreas de especial importancia 
ecosistémica; 
 
20) Coordinar, promover y orientar las acciones de investigación sobre el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, establecer el Sistema de 
Información Ambiental, y organizar el inventario de la biodiversidad y de los 
recursos genéticos nacionales; promover la investigación de modelos 
alternativos de desarrollo sostenible; ejercer la Secretaría Técnica y 
Administrativa del Consejo del Programa Nacional de Ciencias del Medio 
Ambiente y el Hábitat; 
 
21) Regular, conforme a la ley, la obtención, uso, manejo, investigación, 
importación, exportación, así como la distribución y el comercio de especies y 
estirpes genéticas de fauna y flora silvestres; regular la importación, exportación 
y comercio de dicho material genético, establecer los mecanismos y 
procedimientos de control y vigilancia, y disponer lo necesario para reclamar el 
pago o reconocimiento de los derechos y regalías que se causen a favor de la 
Nación por el uso de material genético; 
 



22) Participar con el Ministerio de Relaciones Exteriores en la formulación de la 
política internacional en materia ambiental y definir con éste los instrumentos y 
procedimientos de cooperación en la protección de los ecosistemas de las zonas 
fronterizas; promover las relaciones con otros países en asuntos ambientales y 
la cooperación multilateral para la protección de los recursos naturales y 
representar al Gobierno Nacional en la ejecución de Tratados y Convenios 
Internacionales sobre medio ambiente y recursos naturales renovables; 
 
23) Adoptar las medidas necesarias para asegurar la protección de las especies 
de flora y fauna silvestres; tomar las previsiones que sean del caso para 
defender especies en extinción o en peligro de serlo; y expedir los certificados a 
que se refiere la Convención Internacional de Comercio de Especies de Fauna y 
Flora Silvestre Amenazadas de Extinción (CITES); 
 
24) Regular la conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y 
de los recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras, y 
coordinar las actividades de las entidades encargadas de la investigación, 
protección y manejo del medio marino, de sus recursos vivos, y de las costas y 
playas; así mismo, le corresponde regular las condiciones de conservación y 
manejo de ciénagas, pantanos, lagos, lagunas y demás ecosistemas hídricos 
continentales;  
 
25) Establecer los límites máximos permisibles de emisión, descarga, transporte 
o depósito de substancias, productos, compuestos o cualquier otra materia que 
pueda afectar el medio ambiente o los recursos naturales renovables; del mismo 
modo, prohibir, restringir o regular la fabricación, distribución, uso, disposición o 
vertimiento de sustancias causantes de degradación ambiental. Los límites 
máximos se establecerán con base en estudios técnicos, sin perjuicio del 
principio de precaución; 
 
26) Expedir las regulaciones ambientales para la distribución y el uso de 
substancias químicas o biológicas utilizadas en actividades agropecuarias; 
 
27) Adquirir para el Sistema de Parques Nacionales Naturales o para los casos 
expresamente definidos por la presente Ley, bienes de propiedad privada y los 
patrimoniales de las entidades de derecho público; adelantar ante la autoridad 
competente la expropiación de bienes por razones de utilidad pública o interés 
social definidas por la ley. e imponer las servidumbres a que hubiese lugar; 
 
28) Llevar el registro de las entidades sin ánimo de lucro que se creen con el 
objeto de proteger o colaborar en la protección del medio ambiente y de los 
recursos naturales renovables;  
 
29) Fijar el monto tarifario mínimo de las tasas por el uso y el aprovechamiento 
de los recursos naturales renovables a las que se refieren el Código Nacional de 



Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, Decreto-ley 
2811 de 1974, la presente Ley y las normas que los modifiquen o adicionen; 
 
30) Determinar los factores de cálculo de que trata el artículo 19 del Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, 
Decreto-ley 2811 de 1974, sobre cuya base han de fijarse los montos y rangos 
tarifarios de las tasas creadas por la ley; 
 
31) Dirimir las discrepancias entre entidades integrantes del Sistema Nacional 
Ambiental, que se susciten con motivo del ejercicio de sus funciones y 
establecer criterios o adoptar decisiones cuando surjan conflictos entre ellas en 
relación con la aplicación de las normas o con las políticas relacionadas con el 
uso, manejo y aprovechamiento de los recursos naturales renovables o del 
medio ambiente; 
 
32) Establecer mecanismos de concertación con el sector privado para ajustar 
las actividades de éste a las metas ambientales previstas por el Gobierno; definir 
los casos en que haya lugar a la celebración de convenios para la ejecución de 
planes de cumplimiento con empresas públicas o privadas para ajustar 
tecnologías y mitigar o eliminar factores contaminantes y fijar las reglas para el 
cumplimiento de los compromisos derivados de dichos convenios. Promover la 
formulación de planes de reconversión industrial ligados a la implantación de 
tecnologías ambientalmente sanas y a la realización de actividades de 
descontaminación, de reciclaje y de reutilización de residuos; 
 
33) Promover, en coordinación con las entidades competentes y afines, la 
realización de programas de sustitución de los recursos naturales no renovables, 
para el desarrollo de tecnologías de generación de energía no contaminantes ni 
degradantes; 
 
34) Definir, conjuntamente con las autoridades de turismo, las regulaciones y los 
programas turísticos que puedan desarrollarse en áreas de reserva o de manejo 
especial; determinar las áreas o bienes naturales protegidos que puedan tener 
utilización turística, las reglas a que se sujetarán los convenios y concesiones 
del caso, y los usos compatibles con esos mismos bienes; 
 
35) Hacer evaluación, seguimiento y control de los factores de riesgo ecológico y 
de los que puedan incidir en la ocurrencia de desastres naturales y coordinar 
con las demás autoridades las acciones tendientes a prevenir la emergencia o a 
impedir la extensión de sus efectos; 
 
36) Aprobar los estatutos de las Corporaciones Autónomas Regionales y las 
reformas que los modifiquen o adicionen y ejercer sobre ellas la debida 
inspección y vigilancia; 
 



37) Administrar el Fondo Nacional Ambiental (FONAM) y el Fondo Ambiental de 
la Amazonia; 
 
38) Vigilar que el estudio, exploración e investigación de nacionales o 
extranjeros con respecto a nuestros recursos naturales renovables respete la 
soberanía nacional y los derechos de la Nación colombiana sobre sus recursos 
genéticos; 
 
39) Dictar regulaciones para impedir la fabricación, importación, posesión y uso 
de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio 
nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos o subproductos de los 
mismos; 
 
40) Fijar, con carácter prioritario, las políticas ambientales para la Amazonia 
colombiana y el Chocó Biogeográfico, de acuerdo con el interés nacional de 
preservar estos ecosistemas; 
 
41) Promover en coordinación con el Ministerio de Gobierno, la realización de 
programas y proyectos de gestión ambiental para la prevención de desastres, de 
manera que se realicen coordinadamente las actividades de las entidades del 
Sistema Nacional Ambiental y las del Sistema Nacional para la Prevención y 
Atención de Desastres, creado por la Ley 46 de 1988 y reglamentado mediante 
el Decreto-ley 919 de 1989; 
 
42) Fijar los cupos globales y determinar las especies para el aprovechamiento 
de bosques naturales y la obtención de especímenes de flora y fauna silvestres, 
teniendo en cuenta la oferta y la capacidad de renovación de dichos recursos, 
con base en los cuales las Corporaciones Autónomas Regionales otorgarán los 
correspondientes permisos, concesiones y autorizaciones de aprovechamiento; 
 
43) Establecer técnicamente las metodologías de valoración de los costos 
económicos del deterioro y de la conservación del medio ambiente y de los 
recursos naturales renovables; 
 
44) Realizar investigaciones y estudios económicos conducentes a la 
identificación de prioridades de inversión para la gestión ambiental como base 
para orientar el gasto público del sector; 
 
45) Fijar, de común acuerdo con el Ministerio de Agricultura y con base en la 
mejor evidencia científica e información estadística disponibles, las especies y 
los volúmenes de pesca susceptibles de ser aprovechados en las aguas 
continentales y en los mares adyacentes, con base en los cuales el INPA 
expedirá los correspondientes permisos de aprovechamiento. 
 
PARAGRAFO 1. En cuanto las actividades reguladas por el Ministerio del Medio 
Ambiente puedan afectar la salud humana, esta función será ejercida en 



consulta con el Ministerio de Salud; y con el Ministerio de Agricultura, cuando 
pueda afectarse la sanidad animal o vegetal. 
 
PARAGRAFO 2. El Ministerio del Medio Ambiente, en cuanto sea compatible 
con las competencias asignadas por la presente Ley, ejercerá en adelante las 
demás funciones que, en materia de protección del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, venían desempeñando el Instituto Nacional de 
los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente, INDERENA, el Ministerio de 
Agricultura, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Minas y Energía y el 
Departamento Nacional de Planeación. El Ministro del Medio Ambiente sustituirá 
al Gerente del INDERENA en las Juntas y Consejos Directivos de que éste haga 
parte en virtud de lo dispuesto por la ley, los reglamentos o los estatutos. 
 
PARAGRAFO 3. La política de cultivos forestales con fines comerciales, de 
especies introducidas o autóctonas, será fijada por el Ministerio de Agricultura 
con base en la Política Nacional Ambiental y de Recursos Naturales Renovables 
que establezca el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
PARAGRAFO 4. El Ministerio del Medio Ambiente coordinará la elaboración del 
proyecto del Plan Nacional de desarrollo Forestal de que trata la Ley 37 de 1989. 
Igualmente, corresponde al Ministerio del Medio Ambiente estructurar, 
implementar y coordinar el Servicio Forestal Nacional creado por la ley. 
 
Para los efectos del presente parágrafo, el Gobierno Nacional, dentro de los seis 
meses siguientes a la vigencia de la presente Ley, deberá presentar al Congreso 
de la República las adiciones, modificaciones o actualizaciones que considere 
pertinente efectuar a la Ley 37 de 1989, antes de iniciar el cumplimiento de sus 
disposiciones. 
 
PARAGRAFO 5. Todos los programas y proyectos que el Departamento 
Nacional de Planeación adelante en materia de recursos naturales renovables y 
del medio ambiente, incluyendo los referentes al área forestal, y los que adelante 
en estas áreas con recursos del crédito externo, o de Cooperación Internacional. 
serán transferidos al Ministerio del Medio Ambiente y a las Corporaciones 
Autónomas Regionales de acuerdo con las competencias definidas en esta Ley 
y a partir de la vigencia de la misma. 
 
PARAGRAFO 6. Cuando mediante providencia administrativa del Ministerio del 
Medio Ambiente u otra autoridad ambiental, se restrinja el uso de los recursos 
naturales no renovables, se ordenará oficiar a las demás autoridades que 
efectúen el registro inmobiliario, minero y similares a fin de unificar la 
información requerida. 
 
ARTICULO 6o. Cláusula General de Competencia. Además de las otras 
funciones que le asignen la ley o los reglamentos, el Ministerio del Medio 
Ambiente ejercerá, en lo relacionado con el medio ambiente y los recursos 



naturales renovables, las funciones que no hayan sido expresamente atribuidas 
por la ley a otra autoridad. 
 
ARTICULO 7o. Del Ordenamiento Ambiental del Territorio. Se entiende por 
ordenamiento ambiental del territorio para los efectos previstos en la presente 
Ley, la función atribuida al Estado de regular y orientar el proceso de diseño y 
planificación de uso del territorio y de los recursos naturales renovables de la 
Nación, a fin de garantizar su adecuada explotación y su desarrollo sostenible. 
 
ARTICULO 8o. De la Participación en el CONPES. El Ministro del Medio 
Ambiente será miembro, con derecho a voz y a voto, del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social, CONPES. 
 
ARTICULO 9o. Orden de Precedencia. El Ministerio del Medio Ambiente que se 
crea por la presente Ley seguirá en orden de precedencia al Ministerio de 
Educación Nacional. 
 
TITULO III 
 
DE LA ESTRUCTURA DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE 
 
ARTICULO 10. Estructura Administrativa del Ministerio. El Ministerio del Medio 
Ambiente tendrá la siguiente estructura administrativa básica: 
 
- Despacho del Ministro 
 
- Consejo de Gabinete 
 
- Despacho del Viceministro  
- Oficina de Análisis Económico 
 
- Oficina de Cooperación Internacional 
 
- Oficina de Información Nacional Ambiental 
 
- Oficina de Investigación y Tecnología Ambiental 
 
- Despacho del Secretario General 
 
- Oficina Jurídica 
 
- División Administrativa 
 
- División de Finanzas y Presupuesto 
 
- División de Personal 



 
- Direcciones Generales 
 
1. Dirección General de Asentamientos Humanos y Población 
 
1.1. Subdirección de Medio Ambiente Urbano, Asentamientos Humanos y 
Población 
 
1.2. Subdirección de Educación Ambiental 
 
2. Dirección General de Medio Ambiente Físico 
 
2.1. Subdirección de Aguas Continentales 
 
2.2. Subdirección de Zonas Marinas y Costeras 
 
2.3. Subdirección de Suelos 
 
2.4. Subdirección de Subsuelos 
 
2.5. Subdirección de Atmósfera, Meteorología y Clima 
 
3. Dirección General Forestal y de Vida Silvestre 
 
3.1. Subdirección de Planificación y Administración de Bosques y Flora 
 
3.2. Subdirección de Fauna 
 
3.3. Subdirección de Ecosistemas no Boscosos 
 
4. Dirección General de Planeación y Ordenamiento Ambiental del Territorio 
 
4.1. Subdirección de Zonificación y Planificación Territorial 
 
4.2. Subdirección de Evaluación, Seguimiento y Asesoría Regional 
 
4.3. Subdirección de Participación Ciudadana y Relaciones con la Comunidad 
 
5. Dirección Ambiental Sectorial 
 
5.1. Subdirección de Ordenación y Evaluación Ambiental Sectorial. 
 
5.2. Subdirección de Seguimiento y Monitoreo 
 
- Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 
 



- Fondo Nacional Ambiental, FONAM. 
 
- Fondo Ambiental de la Amazonia. 
 
ARTICULO 11. Del Consejo de Gabinete. Estará integrado por el Ministro, quien 
lo presidirá, el Viceministro, el Secretario General, quien actuará como su 
secretario, y los Directores Generales del Ministerio y el Jefe de la Unidad 
Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales. Es 
función principal del Consejo armonizar los trabajos y funciones de las distintas 
dependencias, recomendar al Ministro la adopción de decisiones y permitir la 
adecuada coordinación en la formulación de las políticas, expedición de las 
normas y orientación de las acciones institucionales del Ministerio, o para el 
cumplimiento de sus demás funciones. 
 
PARAGRAFO 1. Del Consejo Técnico Asesor de Política Ambiental. Créase el 
Consejo Técnico Asesor de Política y Normatividad Ambientales, adscrito al 
Despacho del Ministro del Medio Ambiente. El Consejo estará presidido por el 
Viceministro, integrado por dos representantes de las universidades, expertos en 
asuntos científicos y tecnológicos, y sendos representantes de los gremios de la 
producción industrial, agraria, y de minas e hidrocarburos, a razón de uno por 
cada sector, escogidos conforme al reglamento que expida el Gobierno 
Nacional. Este Consejo contará con una secretaría técnica integrada por dos 
profesionales de alto nivel técnico y amplia experiencia, los cuales serán 
nombrados por el Ministro del Medio Ambiente. El Consejo Asesor tendrá como 
función principal asesorar al Ministro sobre la viabilidad ambiental de proyectos 
de interés nacional, de los sectores público y privado, y sobre la formulación de 
políticas y la expedición de normas ambientales. 
 
ARTICULO 12. De las Funciones de las Dependencias del Ministerio. Los 
reglamentos distribuirán las funciones entre las distintas dependencias del 
ministerio, de acuerdo con su naturaleza y en desarrollo de las funciones que se 
le atribuyen por la presente Ley.  
 
TITULO IV 
 
DEL CONSEJO NACIONAL AMBIENTAL 
 
ARTICULO 13. El Consejo Nacional Ambiental. Para asegurar la coordinación 
intersectorial a nivel público de las políticas, planes y programas en materia 
ambiental y de recursos naturales renovables, créase el Consejo Nacional 
Ambiental, el cual estará integrado por los siguientes miembros: 
 
- El Ministro del Medio Ambiente, quien lo presidirá. 
 
- El Ministro de Agricultura. 
 



- El Ministro de Salud. 
 
- El Ministro de Desarrollo Económico. 
 
- El Ministro de Minas y Energía. 
 
- El Ministro de Educación Nacional. 
 
- El Ministro de Obras Públicas y Transporte. 
 
- El Ministro de Defensa Nacional. 
 
- El Ministro de Comercio Exterior. 
 
- El Director del Departamento Administrativo de Planeación Nacional. 
 
- El Defensor del Pueblo. 
 
- El Contralor General de la República. 
 
- Un representante de los gobernadores. 
 
- Un alcalde representante de la Federación Colombiana de Municipios. 
 
- El Presidente del Consejo Nacional de Oceanografía. 
 
- Un representante de las comunidades Indígenas. 
 
- Un representante de las comunidades Negras. 
 
- Un representante de los gremios de la producción agrícola. 
 
- Un representante de los gremios de la producción industrial. 
 
- El Presidente de ECOPETROL o su delegado. 
 
- Un representante de los gremios de la producción minera. 
 
- Un representante de los gremios de exportadores. 
 
- Un representante de las organizaciones ambientales no gubernamentales. 
 
- Un representante de la Universidad elegido por el Consejo Nacional de 
Educación Superior, CESU. 
 
- Un representante de los gremios de la actividad forestal. 



 
La participación del Ministro del Medio Ambiente en el Consejo Nacional del 
Ambiente es indelegable. Los demás Ministros integrantes sólo podrán delegar 
su representación en los Viceministros; el Director del Departamento Nacional 
de Planeación en el Jefe de la Unidad de Política Ambiental. 
 
El Consejo deberá reunirse por lo menos una vez cada seis meses. 
 
A las sesiones del Consejo Nacional Ambiental podrán ser invitados, con voz 
pero sin voto, los funcionarios públicos y las demás personas que el Consejo 
considere conveniente, para la mejor ilustración de los diferentes temas en los 
cuales éste deba tomar decisiones y formular recomendaciones. 
 
El Consejo creará consejos a nivel de las diferentes entidades territoriales con 
fines similares a los que cumple en el orden nacional y respetando en su 
integración los criterios establecidos por el presente artículo, de manera que se 
dé participación a los distintos sectores de la sociedad civil y del Gobierno. 
 
El Gobierno Nacional reglamentará la periodicidad y la forma en que serán 
elegidos los representantes de las entidades territoriales, de los gremios, de las 
etnias, de las Universidades y de las Organizaciones no Gubernamentales al 
Consejo Nacional Ambiental. 
 
ARTICULO 14. Funciones del Consejo. El Consejo Nacional Ambiental tendrá a 
su cargo las siguientes funciones: 
 
1) Recomendar la adopción de medidas que permitan armonizar las 
regulaciones y decisiones ambientales con la ejecución de proyectos de 
desarrollo económico y social por los distintos sectores productivos, a fin de 
asegurar su sostenibilidad y minimizar su impacto sobre el medio; 
 
2) Recomendar al Gobierno Nacional la política y los mecanismos de 
coordinación de las actividades de todas las entidades y organismos públicos y 
privados cuyas funciones afecten o puedan afectar el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables; 
 
3) Formular las recomendaciones que considere del caso para adecuar el uso 
del territorio y los planes, programas y proyectos de construcción o ensanche de 
infraestructura pública a un apropiado y sostenible aprovechamiento del medio 
ambiente y del patrimonio natural de la Nación; 
 
4) Recomendar las directrices para la coordinación de las actividades de los 
sectores productivos con las de las entidades que integran el Sistema Nacional 
Ambiental (SINA); 
 



5) Designar comités técnicos intersectoriales en los que participen funcionarios 
de nivel técnico de las entidades que correspondan, para adelantar tareas de 
coordinación y seguimiento; 
 
6) Darse su propio reglamento, el cual deberá ser aprobado por el Gobierno 
Nacional. 
 
ARTICULO 15. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica del Consejo Nacional 
Ambiental será ejercida por el Viceministro del Medio Ambiente. 
 
Las funciones de la Secretaría Técnica, además de las incorporadas dentro del 
reglamento del Consejo Nacional Ambiental, serán las siguientes: 
 
1) Actuar como Secretario en las reuniones del Consejo y de sus comisiones y 
suscribir las actas; 
 
2) Convocar a las sesiones del Consejo conforme al reglamento y a las 
instrucciones impartidas por su presidente; 
 
3) Presentar al Consejo los informes, estudios y documentos que deban ser 
examinados; 
 
4) Las que el Consejo le asigne. 
 
TITULO V 
 
DEL APOYO CIENTIFICO Y TECNICO DEL MINISTERIO 
 
ARTICULO 16. De las Entidades Científicas Adscritas y Vinculadas al Ministerio 
del Medio Ambiente. El Ministerio del Medio Ambiente tendrá las siguientes 
entidades científicas adscritas y vinculadas: 
 
a) El Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, IDEAM; 
 
b) El Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras "José Benito Vives de 
Andreis", INVEMAR; 
 
c) El Instituto de Investigación de Recursos Biológicos "Alexander von 
Humboldt";  
 
d) El Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "Sinchi"; 
 
e) El Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico "John von Neumann". 
 
PARAGRAFO. El Ministerio del Medio Ambiente contará además con el apoyo 
científico y técnico de los centros de investigaciones ambientales y de las 



universidades públicas y privadas y en especial del Instituto de Ciencias 
Naturales de la Universidad Nacional y de la Universidad de la Amazonia. 
 
ARTICULO 17. Del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, 
IDEAM. Créase el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, 
IDEAM, el cual se organizará como un establecimiento público de carácter 
nacional adscrito al Ministerio del Medio Ambiente, con autonomía 
administrativa, personería jurídica y patrimonio independiente, encargado del 
levantamiento y manejo de la información científica y técnica sobre los 
ecosistemas que forman parte del patrimonio ambiental del país, así como de 
establecer las bases técnicas para clasificar y zonificar el uso del territorio 
nacional para los fines de la planificación y el ordenamiento del territorio. 
 
El IDEAM deberá obtener, analizar, estudiar, procesar y divulgar la información 
básica sobre hidrología, hidrogeología, meteorología, geografía básica sobre 
aspectos biofísicos, geomorfología. suelos y cobertura vegetal para el manejo y 
aprovechamiento de los recursos biofísicos de la Nación y tendrá a su cargo el 
establecimiento y funcionamiento de infraestructuras meteorológicas e 
hidrológicas nacionales para proveer informaciones, predicciones, avisos y 
servicios de asesoramiento a la comunidad. 
 
Corresponde a este instituto efectuar el seguimiento, de los recursos biofísicos 
de la nación especialmente en lo referente a su contaminación y degradación, 
necesarios para la toma de decisiones de las autoridades ambientales; 
 
PARAGRAFO 1. Trasládense al IDEAM las funciones que sobre producción, 
procesamiento y análisis de información geográfica básica de aspectos 
biofísicas viene desempeñando la Subdireccíon de Geografía del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, IGAC, junto con sus archivos, instalaciones, 
laboratorios y demás bienes relacionados; 
 
PARAGRAFO 2. Trasládense al IDEAM las funciones que en materia de 
hidrología y meteorología tiene actualmente asignadas el Instituto Colombiano 
de Hidrología, Meteorología y Adecuación de Tierras, HIMAT, el cual en lo 
sucesivo se denominará Instituto Nacional de Adecuación de Tierras, INAT. 
Trasládense al IDEAM toda la información, archivos, laboratorios, centros de 
procesamiento de información, medios de transporte, infraestructura y equipos 
hidrológicos y meteorológicos, instalaciones y demás elementos de que 
actualmente dispone el HIMAT relacionados con sus actividades hidrológicas y 
meteorológicas; 
 
PARAGRAFO 3. Trasládense al IDEAM las funciones que sobre investigación 
básica general sobre recursos naturales viene efectuando el INDERENA y de 
forma específica las investigaciones que sobre recursos forestales y 
conservación de suelos desempeñan las Subgerencias de Bosques y Desarrollo; 
 



PARAGRAFO 4. Trasládense al IDEAM las funciones que en materia de aguas 
subterraneas tiene asignadas el Instituto de Investigaciones en Geociencias, 
Minería y Química, INGEOMINAS, sin perjuicio de las actividades que el 
INGEOMINAS continuará adelantando dentro de los programas de exploración y 
evaluación de los recursos del subsuelo. 
 
EI INGEOMINAS deberá suministrar al IDEAM toda la información disponible 
sobre aguas subterraneas, y la información existente en el Banco Nacional de 
Datos Hidrogeológicos. 
 
La estructura básica del IDEAM será establecida por el Gobierno Nacional. 
 
PARAGRAFO 5. El IGAC prestará al IDEAM y al Ministerio del Medio Ambiente 
el apoyo que tendrá todos los requerimientos en lo relacionado con la 
información agrológica por ese Instituto. 
 
ARTICULO 18. Del Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras "José Benito 
Vives de Andreis", INVEMAR. El Instituto de Investigaciones Marinas de Punta 
Betín "José Benito Vives de Andreis", INVEMAR, establecimiento público 
adscrito mediante Decreto 1444 de 1974 al Fondo Colombiano de 
Investigaciones Científicas y Proyectos Especiales Francisco José de Caldas, 
COLCIENCIAS, se denominará en adelante Instituto de investigaciones Marinas 
y Costeras "José Benito Vives de Andreis", INVEMAR, cuya sede principal será 
la ciudad de Santa Marta, y establecerá una sede en Coveñas, Departamento de 
Sucre, y otra en la ciudad de Buenaventura, en el Litoral Pacífico. El INVEMAR 
se reorganizará como una Corporación sin ánimo de lucro, de acuerdo a los 
términos establecidos por la Ley 29 de 1990 y el Decreto 393 de 1991, vinculada 
al Ministerio del Medio Ambiente, con autonomía administrativa, personería 
jurídica y patrimonio propio. Podrán asociarse al Instituto entidades públicas y 
privadas, corporaciones y fundaciones sin ánimo de lucro de carácter privado y 
organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales así como las 
Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción sobre los litorales 
y las zonas insulares. 
 
El INVEMAR tendrá como encargo principal la investigación ambiental básica y 
aplicada de los recursos naturales renovables y el medio ambiente y los 
ecosistemas costeros y oceánicos de los mares adyacentes al territorio nacional. 
El INVEMAR emitirá conceptos técnicos sobre la conservación y 
aprovechamiento sostenible de los recursos marinos, y prestará asesoría y 
apoyo científico y técnico al Ministerio, a las entidades territoriales y a las 
Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
El Ministerio del Medio Ambiente promoverá y creará una red de centros de 
investigación marina, en la que participen todas las entidades que desarrollen 
actividades de investigación en los litorales colombianos, propendiendo por el 



aprovechamiento racional de toda la capacidad científica de que ya dispone el 
país en ese campo. 
 
PARAGRAFO 1. La Nación apropiará anualmente en el capítulo correspondiente 
al Ministerio del Medio Ambiente los recursos y transferencias necesarios para 
atender los gastos de funcionamiento e inversión del INVEMAR. 
 
PARAGRAFO 2. El Gobierno Nacional fijará los aportes que las Corporaciones 
Autónomas Regionales con jurisdicción sobre los litorales y áreas marítimas del 
territorio nacional deberán hacer a la constitución del INVEMAR como 
Corporación Civil. 
 
ARTICULO 19. Del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos "Alexander 
von Humboldt". Créase el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
"Alexander von Humboldt", el cual se organizará como una Corporación Civil sin 
ánimo de lucro, de carácter público pero sometida a las reglas de derecho 
privado, vinculada al Ministerio del Medio Ambiente, con autonomía 
administrativa, personería jurídica y patrimonio propio, organizada según lo 
dispuesto en la Ley 29 de 1990 y el Decreto 393 de 1991, encargada de realizar 
investigación básica y aplicada sobre los recursos genéticos de la flora y la 
fauna nacionales y de levantar y formar el inventario científico de la 
biodiversidad en todo el territorio nacional. 
 
El Instituto de Investigación de Recursos Biológicos "Alexander von Humboldt" 
tendrá a su cargo la investigación científica y aplicada de los recursos bióticos y 
de los hidrobiológicos en el territorio continental de la Nación. El Instituto deberá 
crear, en las regiones no cubiertas por otras entidades especializadas de 
investigación de que trata la presente Ley, estaciones de investigación de los 
macroecosistemas nacionales y apoyar con asesoría técnica y transferencia de 
tecnología a las Corporaciones Autónomas Regionales, los Departamentos, los 
Distritos, los Municipios y demás entidades encargadas de la gestión del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables. 
 
Las investigaciones que el Instituto adelante y el banco de información que de 
ellas resulte, serán la base para el levantamiento y formación del inventario 
nacional de la biodiversidad. 
 
Trasládense al Instituto de Investigación de Recursos Biológicos "Alexander von 
Humboldt" las funciones que en investigación sobre recursos bióticos venía 
ejerciendo el INDERENA, así como la información, instalaciones, archivos, 
laboratorios y demás elementos con esta relacionados. 
 
PARAGRAFO . La Nación apropiará anualmente en el capítulo correspondiente 
al Ministerio del Medio Ambiente los recursos y transferencias necesarios para 
atender los gastos de funcionamiento e inversión del Instituto. 
 



ARTICULO 20. El Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "SINCHI". 
Transfórmase la Corporación Colombiana para la Amazonia, Araracuara, COA, 
en el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "Sinchi" el cual se 
organizará como una Corporación Civil sin ánimo de lucro, de carácter público 
pero sometida a las reglas de derecho privado, organizada en los términos 
establecidos por la Ley 29 de 1990 y el Decreto 393 de 1991, vinculada al 
Ministerio del Medio Ambiente, con autonomía administrativa, personería jurídica 
y patrimonio propio. Podrán asociarse al Instituto Amazónico de Investigaciones 
Científicas "Sinchi" las entidades públicas, corporaciones y fundaciones sin 
ánimo de lucro, organizaciones no gubernamentales nacionales e 
internacionales, universidades y centros de investigación científica, interesados 
en la investigación del medio amazónico. 
 
El Instituto tendrá por objeto la realización y divulgación de estudios e 
investigaciones científicas de alto nivel relacionados con la realidad biológica, 
social y ecológica de la región Amazónica. 
 
Trasládense al Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "Sinchi" las 
instalaciones, bienes muebles e inmuebles y demás derechos y obligaciones 
patrimoniales de la Corporación Araracuara, COA. 
 
El Instituto tendrá su sede principal en la ciudad de Leticia y establecerá una 
subsede en el Departamento del Vaupés. 
 
El Instituto asociará a la Universidad de la Amazonia en sus actividades de 
investigación científica. 
 
PARAGRAFO. La Nación apropiará anualmente en el capítulo correspondiente 
al Ministerio del Medio Ambiente los recursos y transferencias necesarios para 
atender los gastos de funcionamiento e inversión del Instituto. 
 
ARTICULO 21. El Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico "John 
von Neumann". Créase el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico 
"John von Neumann" el cual se organizará como una Corporación Civil sin 
ánimo de lucro. de carácter público pero sometida a las reglas de derecho 
privado, organizada en los términos establecidos por la Ley 29 de 1990 y el 
Decreto 393 de 1991, vinculada al Ministerio del Medio Ambiente, con 
autonomía administrativa, personería jurídica y patrimonio propio. Podrán 
asociarse al Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico las entidades 
públicas, corporaciones y fundaciones sin ánimo de lucro, organizaciones no 
gubernamentales nacionales e internacionales, universidades y centros de 
investigación científica, interesados en la investigación del medio ambiente del 
Litoral Pacífico y del Chocó Biogeográfico. 
 
El instituto tendrá su sede principal en la ciudad de Quibdó en el Departamento 
del Chocó.  



 
El Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico "John von Neumann" 
asociará en sus investigaciones al Instituto de Estudios del Pacífico de la 
Universidad del Valle. 
 
PARAGRAFO 1. La Nación apropiará anualmente en el capítulo correspondiente 
al Ministerio del Medio Ambiente los recursos y transferencias necesarios para 
atender los gastos de funcionamiento e inversión del Instituto. 
 
PARAGRAFO 2. A partir de la vigencia de esta Ley, el Instituto "John Von 
Neuman" se hará cargo del proyecto BIOPACIFICO hoy a cargo del INDERENA. 
 
ARTICULO 22. Fomento y Difusión de la Experiencia Ambiental de las Culturas 
Tradicionales. El Ministerio y los Institutos de carácter científico fomentarán el 
desarrollo y difusión de los conocimientos, valores y tecnologías sobre el manejo 
ambiental y de recursos naturales, de las culturas indígenas y demás grupos 
étnicos. 
 
TITULO VI 
 
DE LAS CORPORACIONES AUTONOMAS  
REGIONALES 
 
ARTICULO 23. Naturaleza Jurídica. Las Corporaciones Autónomas Regionales 
son entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados por las 
entidades territoriales que por sus características constituyen geográficamente 
un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o 
hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y financiera, patrimonio 
propio y personería jurídica, encargados por la ley de administrar, dentro del 
área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y 
propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones 
legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente. 
 
Exceptúase del régimen jurídico aplicable por esta Ley a las Corporaciones 
Autónomas Regionales, la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la 
Magdalena, creada por el artículo 331 de la Constitución Nacional, cuyo régimen 
especial lo establecerá la ley. 
 
ARTICULO 24. De los Organos de Dirección y Administración. Las 
Corporaciones Autónomas Regionales tendrán tres órganos principales de 
dirección y administración a saber: a. La Asamblea Corporativa; b. El Consejo 
Directivo; y c. El Director General. 
 
ARTICULO 25. De la Asamblea Corporativa. Es el principal órgano de dirección 
de la Corporación y estará integrada por todos los representantes legales de las 
entidades territoriales de su jurisdicción. 



 
Los miembros de la Asamblea Corporativa de una Corporación Autónoma 
Regional tendrán en sus deliberaciones y decisiones un derecho a voto 
proporcional a los aportes anuales de rentas o a los que por cualquier causa o 
concepto hayan efectuado a la Corporación, la entidad territorial a la que 
representan, dentro del año anterior a la fecha de la sesión correspondiente. Si 
tales aportes superan el 25% del total recibido por la Corporación, este derecho 
a voto se limitará al 25% de los derechos representados en la Asamblea. 
 
Son funciones de la Asamblea Corporativa: a. Elegir el Consejo Directivo de que 
tratan los literales d, y e, del artículo 26 de la presente Ley; b. Designar el revisor 
fiscal o auditor interno de la Corporación; c. Conocer y aprobar el informe de 
gestión de la administración; d. Conocer y aprobar las cuentas de resultados de 
cada período anual; e. Adoptar los estatutos de la Corporación y las reformas 
que se le introduzcan y someterlos a la aprobación del Ministerio del Medio 
Ambiente; f. Las demás que le fijen los reglamentos. 
 
ARTICULO 26. Del Consejo Directivo. Es el órgano de administración de la 
Corporación y estará conformado por: 
 
a. El gobernador o los gobernadores de los departamentos sobre cuyo territorio 
ejerza jurisdicción la Corporación Autónoma Regional, o su delegado o 
delegados. Corresponderá al gobernador o a su delegado presidir el Consejo 
Directivo. Si fuesen varios los gobernadores, los estatutos definirán lo relativo a 
la presidencia del Consejo Directivo; 
 
b. Un representante del Presidente de la República; 
 
c. Un representante del Ministro del Medio Ambiente; 
 
d. Hasta cuatro (4) alcaldes de los municipios comprendidos dentro del territorio 
de la jurisdicción de la Corporación, elegidos por la Asamblea Corporativa, para 
períodos de un (1) año por el sistema de cuociente electoral, de manera que 
queden representados todos los departamentos o regiones que integran la 
Corporación. Si el territorio de la Corporación comprendiese un número plural de 
departamentos, la participación será definida en forma equitativa de acuerdo con 
el reglamento que al efecto expida el Gobierno Nacional; 
 
e. Dos (2) representantes del sector privado; 
 
f. Un (1) representante de las comunidades indígenas o etnias tradicionalmente 
asentadas en el territorio de jurisdicción de la Corporación, elegido por ellas 
mismas; 
 
g. Dos (2) representantes de las entidades sin ánimo de lucro, que tengan su 
domicilio en el área de jurisdicción de la Corporación y cuyo objeto principal sea 



la protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables, elegido 
por ellas mismas. 
 
PARAGRAFO 1. Los representantes de los literales f, y g, se elegirán de 
acuerdo a la reglamentación que sobre el particular expida el Ministerio del 
Medio Ambiente. 
 
PARAGRAFO 2. En la conformación de los Consejos Directivos de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, se tendrán en cuenta las disposiciones 
de la Ley 70 de 1993. 
 
ARTlCULO 27. De las Funciones del Consejo Directivo. Son funciones del 
Consejo Directivo de las Corporaciones Autónomas Regionales: a. Proponer a la 
Asamblea Corporativa la adopción de los estatutos y de sus reformas; b. 
Determinar la planta de personal de la Corporación; c. Disponer la participación 
de la Corporación en la constitución y organización de sociedades o 
asociaciones y fundaciones o el ingreso a las ya existentes; d. Dictar normas 
adicionales, a las legalmente establecidas, sobre el estatuto de contratación de 
la entidad; e. Disponer la contratación de créditos externos: f. Determinar la 
estructura interna de la Corporación para lo cual podrá crear, suprimir y fusionar 
dependencias y asignarles responsabilidades conforme a la ley; g. Aprobar la 
incorporación o sustracción de áreas de que trata el numeral 16 del artículo 31 
de esta Ley; h. Autorizar la delegación de funciones de la entidad; i. aprobar el 
plan general de actividades y el presupuesto anual de inversiones; j. Nombrar de 
acuerdo al artículo siguiente o remover de conformidad con los estatutos, al 
Director General de la Corporación. 
 
ARTICULO 28. Del Director General. El Director General será el representante 
legal de la Corporación y su primera autoridad ejecutiva. Será designado por el 
Consejo Directivo para un período de tres (tres) años, contados a partir del 1° 
enero de 1995, siendo reelegible. 
 
PARAGRAFO TRANSITORIO. El Presidente de la República nombrará o 
ratificará a los Directores Generales de las Corporaciones Autónomas 
Regionales para el año de 1994. 
 
ARTICULO 29. Funciones del Director General. Son funciones de los Directores 
Generales las señaladas en las leyes, en los reglamentos y en los estatutos 
respectivos. En particular les corresponde: 
 
1. Dirigir, coordinar y controlar las actividades de la entidad y ejercer su 
representación legal; 
 
2. Cumplir y hacer cumplir las decisiones y acuerdos del Consejo Directivo; 
 



3. Presentar para estudio y aprobación del Consejo Directivo los planes y 
programas que se requieran para el desarrollo del objeto de la Corporación, el 
proyecto de presupuesto, así como los proyectos de organización administrativa 
y de planta de personal de la misma; 
 
4. Presentar al Consejo Directivo los proyectos de reglamento interno; 
 
5. Ordenar los gastos, dictar los actos, realizar las operaciones y celebrar los 
contratos y convenios que se requieran para el normal funcionamiento de la 
entidad; 
 
6. Constituir mandatarios o apoderados que representen a la Corporación en 
asuntos judiciales y demás de carácter litigioso; 
 
7. Delegar en funcionarios de la entidad el ejercicio de algunas funciones, previa 
autorización del Consejo Directivo; 
 
8. Nombrar y remover el personal de la Corporación; 
 
9. Administrar y velar por la adecuada utilización de los bienes y fondos que 
constituyen el patrimonio de la Corporación; 
 
10. Rendir informes al Ministro del Medio Ambiente, en la forma que éste lo 
determine, sobre el estado de ejecución de las funciones que corresponden a la 
Corporación y los informes generales y periódicos o particulares que solicite, 
sobre las actividades desarrolladas y la situación general de la entidad; 
 
11. Presentar al Consejo Directivo los informes que le sean solicitados sobre la 
ejecución de los planes y programas de la Corporación, así como sobre su 
situación financiera, de acuerdo con los estatutos; 
 
12. Las demás que los estatutos de la Corporación le señalen y que no sean 
contrarias a la Ley. 
 
ARTICULO 30. Objeto. Todas las Corporaciones Autónomas Regionales tendrán 
por objeto la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos sobre 
medio ambiente y recursos naturales renovables, así como dar cumplida y 
oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su disposición, 
administración, manejo y aprovechamiento, conforme a las regulaciones, pautas 
y directrices expedidas por el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
ARTICULO 31. Funciones. Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán 
las siguientes funciones: 
 
1) Ejecutar las políticas, planes y programas nacionales en materia ambiental 
definidos por la ley aprobatoria del Plan Nacional de Desarrollo y del Plan 



Nacional de Inversiones o por el Ministerio del Medio Ambiente, así como los del 
orden regional que le hayan sido confiados conforme a la ley, dentro del ámbito 
de su jurisdicción; 
 
2) Ejercer la función de máxima autoridad ambiental en el área de su 
jurisdicción, de acuerdo con las normas de carácter superior y conforme a los 
criterios y directrices trazadas por el Ministerio del Medio Ambiente; 
 
3) Promover y desarrollar la participación comunitaria en actividades y 
programas de protección ambiental, de desarrollo sostenible y de manejo 
adecuado de los recursos naturales renovables; 
 
4) Coordinar el proceso de preparación de los planes, programas y proyectos de 
desarrollo medioambiental que deban formular los diferentes organismos y 
entidades integrantes del Sistema Nacional Ambiental (SINA) en el área de su 
jurisdicción y en especial, asesorar a los Departamentos, Distritos y Municipios 
de su comprensión territorial en la definición de los planes de desarrollo 
ambiental y en sus programas y proyectos en materia de protección del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, de manera que se asegure la 
armonía y coherencia de las políticas y acciones adoptadas por las distintas 
entidades territoriales; 
 
5) Participar con los demás organismos y entes competentes en el ámbito de su 
jurisdicción, en los procesos de planificación y ordenamiento territorial a fin de 
que el factor ambiental sea tenido en cuenta en las decisiones que se adopten; 
 
6) Celebrar contratos y convenios con las entidades territoriales, otras entidades 
públicas y privadas y con las entidades sin ánimo de lucro cuyo objeto sea la 
defensa y protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables, 
con el fin de ejecutar de mejor manera alguna o algunas de sus funciones, 
cuando no correspondan al ejercicio de funciones administrativas; 
 
7) Promover y realizar conjuntamente con los organismos nacionales adscritos y 
vinculados al Ministerio del Medio Ambiente, y con las entidades de apoyo 
técnico y científico del Sistema Nacional Ambiental (SINA), estudios e 
investigaciones en materia de medio ambiente y recursos naturales renovables; 
 
8) Asesorar a las entidades territoriales en la formulación de planes de 
educación ambiental formal y ejecutar programas de educación ambiental no 
formal, conforme a las directrices de la política nacional; 
 
9) Otorgar concesiones, permisos, autorizaciones y licencias ambientales 
requeridas por la Ley para el uso, aprovechamiento o movilización de los 
recursos naturales renovables o para el desarrollo de actividades que afecten o 
puedan afectar el medio ambiente. Otorgar permisos y concesiones para 



aprovechamientos forestales, concesiones para el uso de aguas superficiales y 
subterráneas y establecer vedas para la caza y pesca deportiva; 
 
10) Fijar en el área de su jurisdicción, los límites permisibles de emisión, 
descarga, transporte o depósito de sustancias, productos, compuestos o 
cualquier otra materia que puedan afectar el medio ambiente o los recursos 
naturales renovables y prohibir, restringir o regular la fabricación, distribución, 
uso, disposición o vertimiento de sustancias causantes de degradación 
ambiental. Estos límites restricciones y regulaciones en ningún caso podrán ser 
menos estrictos que los definidos por el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
11) Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de las 
actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte, uso y depósito de 
los recursos naturales no renovables, incluida la actividad portuaria con 
exclusión de las competencias atribuidas al Ministerio del Medio Ambiente, así 
como de otras actividades, proyectos o factores que generen o puedan generar 
deterioro ambiental. Esta función comprende la expedición de la respectiva 
licencia ambiental. Las funciones a que se refiere este numeral serán ejercidas 
de acuerdo con el artículo 58 de esta Ley. 
 
12) Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de los 
usos del agua, el suelo, el aire y los demás recursos naturales renovables, lo 
cual comprenderá el vertimiento, emisión o incorporación de sustancias o 
residuos líquidos, sólidos y gaseosos, a las aguas en cualquiera de sus formas, 
al aire o a los suelos, así como los vertimientos o emisiones que puedan causar 
daño o poner en peligro el normal desarrollo sostenible de los recursos naturales 
renovables o impedir u obstaculizar su empleo para otros usos. Estas funciones 
comprenden la expedición de las respectivas licencias ambientales, permisos, 
concesiones, autorizaciones y salvoconductos; 
 
13) Recaudar, conforme a la ley, las contribuciones, tasas, derechos, tarifas y 
multas por concepto del uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, fijar su monto en el territorio de su jurisdicción con base en las 
tarifas mínimas establecidas por el Ministerio del Medio Ambiente; 
 
14) Ejercer el control de la movilización, procesamiento y comercialización de los 
recursos naturales renovables en coordinación con las demás Corporaciones 
Autónomas Regionales, las entidades territoriales y otras autoridades de policía, 
de conformidad con la ley y los reglamentos; y expedir los permisos, licencias y 
salvoconductos para la movilización de recursos naturales renovables; 
 
15) Administrar, bajo la tutela del Ministerio del Medio Ambiente las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales que ese Ministerio les delegue. Esta 
administración podrá hacerse con la participación de las entidades territoriales y 
de la sociedad civil. 
 



16) Reservar, alinderar, administrar o sustraer, en los términos y condiciones 
que fijen la Ley y los reglamentos, los distritos de manejo integrado, los distritos 
de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales de 
carácter regional, y reglamentar su uso y funcionamiento. Administrar las 
Reservas Forestales Nacionales en el área de su jurisdicción. 
 
17) Imponer y ejecutar a prevención y sin perjuicio de las competencias 
atribuidas por la ley a otras autoridades, las medidas de policía y las sanciones 
previstas en la ley, en caso de violación a las normas de protección ambiental y 
de manejo de recursos naturales renovables y exigir, con sujeción a las 
regulaciones pertinentes, la reparación de los daños causados; 
 
18) Ordenar y establecer las normas y directrices para el manejo de las cuencas 
hidrográficas ubicadas dentro del área de su jurisdicción, conforme a las 
disposiciones superiores y a las políticas nacionales; 
 
19) Promover y ejecutar obras de irrigación, avenamiento, defensa contra las 
inundaciones, regulación de cauces y corrientes de agua, y de recuperación de 
tierras que sean necesarias para la defensa, protección y adecuado manejo de 
las cuencas hidrográficas del territorio de su jurisdicción, en coordinación con los 
organismos directores y ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de 
Tierras, conforme a las disposiciones legales y a las previsiones técnicas 
correspondientes; 
 
Cuando se trate de obras de riego y avenamiento que de acuerdo con las 
normas y los reglamentos requieran de Licencia Ambiental, esta deberá ser 
expedida por el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
20) Ejecutar, administrar, operar y mantener en coordinación con las entidades 
territoriales, proyectos, programas de desarrollo sostenible y obras de 
infraestructura cuya realización sea necesaria para la defensa y protección o 
para la descontaminación o recuperación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables; 
 
21) Adelantar en coordinación con las autoridades de las comunidades 
indígenas y con las autoridades de las tierras habitadas tradicionalmente por 
comunidades negras, a que se refiere la Ley 70 de 1993, programas y proyectos 
de desarrollo sostenible y de manejo, aprovechamiento, uso y conservación de 
los recursos naturales renovables y del medio ambiente; 
 
22) Implantar y operar el Sistema de Información Ambiental en el área de su 
jurisdicción, de acuerdo con las directrices trazadas por el Ministerio del Medio 
Ambiente; 
 
23) Realizar actividades de análisis, seguimiento, prevención y control de 
desastres, en coordinación con las demás autoridades competentes, y asistirlas 



en los aspectos medioambientales en la prevención y atención de emergencias y 
desastres; adelantar con las administraciones municipales o distritales 
programas de adecuación de áreas urbanas en zonas de alto riesgo, tales como 
control de erosión, manejo de cauces y reforestación; 
 
24) Transferir la tecnología resultante de las investigaciones que adelanten las 
entidades de investigación científica y de apoyo técnico del nivel nacional que 
forman parte del Sistema Nacional Ambiental, SINA, y prestar asistencia técnica 
a entidades públicas y privadas y a los particulares, acerca del adecuado manejo 
de los recursos naturales renovables y la preservación del medio ambiente, en la 
forma que lo establezcan los reglamentos y de acuerdo con los lineamientos 
fijados por el Ministerio del Medio Ambiente; 
 
25) Imponer, distribuir y recaudar las contribuciones de valorización con que 
haya de gravarse la propiedad inmueble, por razón de la ejecución de obras 
públicas por parte de la Corporación; fijar los demás derechos cuyo cobro pueda 
hacer conforme a la ley; 
 
26) Asesorar a las entidades territoriales en la elaboración de proyectos en 
materia ambiental que deban desarrollarse con recursos provenientes del Fondo 
Nacional de Regalías o con otros de destinación semejante; 
 
27) Adquirir bienes de propiedad privada y los patrimoniales de las entidades de 
derecho público y adelantar ante el juez competente la expropiación de bienes, 
una vez surtida la etapa de negociación directa, cuando ello sea necesario para 
el cumplimiento de sus funciones o para la ejecución de obras o proyectos 
requeridos para el cumplimiento de las mismas, e imponer las servidumbres a 
que haya lugar, conforme a la ley; 
 
28) Promover y ejecutar programas de abastecimiento de agua a las 
comunidades indígenas y negras tradicionalmente asentadas en el área de su 
jurisdicción, en coordinación con las autoridades competentes; 
 
29) Apoyar a los concejos municipales, a las asambleas departamentales y a los 
consejos de las entidades territoriales indígenas en las funciones de 
planificación que les otorga la Constitución Nacional; 
 
30) Las demás que anteriormente estaban atribuidas a otras autoridades, en 
materia de medio ambiente y recursos naturales renovables, dentro de sus 
respectivos ámbitos de competencia, en cuanto no pugnen con las atribuidas por 
la Constitución Nacional a las entidades territoriales, o sean contrarias a la 
presente Ley o a las facultades de que ella inviste al Ministerio del Medio 
Ambiente. 
 
31) Sin perjuicio de las atribuciones de los municipios y distritos en relación con 
la zonificación y el uso del suelo, de conformidad por lo establecido en el artículo 



313 numeral séptimo de la Constitución Nacional, las Corporaciones Autónomas 
Regionales establecerán las normas generales y las densidades máximas a las 
que se sujetarán los propietarios de vivienda en áreas sub-urbanas y en cerros y 
montañas, de manera que se protejan el medio ambiente y los recursos 
naturales. No menos del 70% del área a desarrollar en dichos proyectos se 
destinará a la conservación de la vegetación nativa existente. 
 
PARAGRAFO 1. Las Corporaciones Autónomas Regionales que en virtud de 
esta Ley se transforman, continuarán ejerciendo las funciones atribuidas por las 
leyes que dispusieron su creación y organización, hasta cuando se defina o 
constituya el ente que asumirá aquellas funciones que abarquen actividades u 
objetos distintos de los previstos por la presente Ley. A partir de ese momento, 
las corporaciones autónomas regionales sólo podrán ejercer las funciones que 
esta Ley les atribuye; 
 
PARAGRAFO 2. Previa declaratoria favorable de viabilidad ambiental por la 
Corporación Autónoma Regional de la respectiva jurisdicción la Dirección 
General Marítima y Portuaria del Ministerio de Defensa, DIMAR, como autoridad 
marítima nacional tiene la función de otorgar autorizaciones, permisos y 
concesiones para la ocupación temporal de las playas y terrenos de bajamar; 
 
PARAGRAFO 3. Cuando una Corporación Autónoma Regional tenga por objeto 
principal la defensa y protección del medio ambiente urbano, podrá adelantar 
con las administraciones municipales o distritales programas de adecuación de 
áreas urbanas en zonas de alto riesgo, tales como control de erosión, manejo de 
cauces y reforestación; así mismo podrá administrar, manejar, operar y 
mantener las obras ejecutadas o aquellas que le aporten o entreguen los 
municipios o distritos para esos efectos; 
 
PARAGRAFO 4. Las Corporaciones Autónomas Regionales realizarán sus 
tareas en estrecha coordinación con las entidades territoriales y con los 
organismos a las que éstas hayan asignado responsabilidades de su 
competencia; 
 
PARAGRAFO 5. Salvo lo estipulado en el numeral 45 del artículo 5 y el numeral 
9 del presente artículo, el ordenamiento, manejo y todas las demás actividades 
relacionadas con la actividad pesquera y sus recursos, continuarán siendo de 
responsabilidad del Ministerio de Agricultura y del Instituto Nacional de Pesca y 
Acuicultura, INPA, de conformidad con lo establecido por la Ley 13 de 1990 y el 
Decreto Reglamentario 2256 de 1991; 
 
PARAGRAFO 6. Las Corporaciones Autónomas Regionales que por virtud de la 
nueva distribución Jurisdiccional pierdan competencia sobre uno o varios 
municipios, continuarán adelantando los proyectos en ejecución hasta su 
terminación en un plazo máximo de tres años. 
 



ARTICULO 32. Delegación de Funciones. Los Consejos Directivos de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, podrán delegar en otros entes públicos o 
en personas jurídicas privadas, constituidas como entidades sin ánimo de lucro, 
el ejercicio de funciones siempre que en este último caso no impliquen el 
ejercicio de atribuciones propias de la autoridad administrativa. La facultad 
sancionatoria es indelegable. 
 
ARTICULO 33. Creación y Transformación de las Corporaciones Autónomas 
Regionales. La administración del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables estará en todo el territorio nacional a cargo de Corporaciones 
Autónomas Regionales. 
 
Las siguientes Corporaciones conservarán su denominación, sedes y 
jurisdicción territorial actual: 
 
- Corporación Autónoma Regional de Risaralda (CARDER) 
 
- Corporación Autónoma Regional de Nariño (CORPONARIÑO) 
 
- Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental (CORPONOR) 
 
- Corporación Autónoma Regional del Tolima (CORTOLIMA) 
 
 - Corporación Autónoma Regional del Quindío (CRQ) 
 
- Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Rionegro y Nare 
(CORNARE) 
 
- Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge (CVS) 
 
Créanse las siguientes corporaciones autónomas regionales: 
 
- Corporación Autónoma Regional de la Orinoquía, CORPORINOQUIA: su 
jurisdicción comprenderá los Departamentos de Arauca, Vichada, Casanare, 
Meta; los Municipios del Departamento de Cundinamarca, a saber: Guayabetal, 
Quetame, Une. Paratebueno, Chipaque, Cáqueza. Fosca, Gutiérrez, Choachí y 
Ubaque; y los municipios de Pajarito, Labranzagrande, Paya, Pisba y Cubará del 
Departamento de Boyacá, ion la excepción del territorio de jurisdicción de la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Macarena. Tendrá su sede 
principal en la ciudad de Yopal y subsedes en los Municipios de Arauca en el 
Departamento de Arauca, Villavicencio en el Departamento del Meta y la 
Primavera en el Departamento del Vichada. Las subsedes entrarán a funcionar 
seis meses después de la sede principal. Los recursos percibidos por 
CORPORINOQUIA se distribuirán equitativamente entre la sede principal y las 
subsedes. 
 



- Corporación Autónoma Regional de Sucre, CARSUCRE: tendrá su sede 
principal en la ciudad de Sincelejo; su jurisdicción comprende el territorio del 
Departamento de Sucre, con excepción de los municipios que están dentro de la 
jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Mojana y del 
San Jorge, CORPOMOJANA. 
 
- Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena, CAM: tendrá su sede 
principal en la ciudad de Neiva; su jurisdicción comprenderá el Departamento del 
Huila; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia, CORANTIOQUIA: 
tendrá su sede principal en la ciudad de Medellín; su jurisdicción comprenderá 
los municipios del Departamento de Antioquia, con exclusión del territorio de los 
municipios que hacen parte de la jurisdicción de la Corporación para el 
Desarrollo Sostenible de Urabá, CORPOURABA, y de la Corporación Autónoma 
Regional de los Ríos Ríonegro y Nare, CORNARE; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Atlántico, CRA: con sede principal en la 
ciudad de Barranquilla; su jurisdicción comprenderá el Departamento de 
Atlántico; 
 
- Corporación Autónoma Regional de Santander, CAS: tendrá su sede principal 
en la ciudad de San Gil; su jurisdicción comprenderá el Departamento de 
Santander, con exclusión de los municipios que hacen parte de la Corporación 
Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga. CDMB; 
 
- Corporación Autónoma Regional de Boyacá, CORPOBOYACA tendrá su sede 
principal en la ciudad de Tunja; su jurisdicción comprenderá el Departamento de 
Boyacá con excepción de los municipios de Chiquinquirá, Saboyá, San Miguel 
de Sema, Caldas, Buenavista y Ráquira que hacen parte de la CAR; los 
municipios de Pajarito. Labranzagrande, Paya, Pisba y Cubará que hacen parte 
de CORPORINOQUIA; y los municipios que pertenecen a la Corporación 
Autónoma Regional de Chivor CORPOCHIVOR. 
 
- Corporación Autónoma Regional de Chivor, CORPOCHIVOR: tendrá su sede 
principal en la cuidad de Garagoa y su Jurisdicción comprenderá los municipios 
de Ventaquemada, Boyacá, Tunmequé, Nuevo Colón, Viracachá, Ciénega, 
Ramiriquí, Jenesano, Tibaná, Umbita, Chinavita, Pachavita, Garagoa, La Capilla, 
Tenza, Sutatenza, Guateque, Guayatá, Somondoco, Almeida, Chivor, Macanal, 
Santa María, San Luis de Gaceno y Campohermoso; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Guavio, CORPOGUAVIO: tendrá 
jurisdicción en los municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, 
Gachetá, Fómeque, Mámbita y Guasca en el Departamento de Cundinamarca. 
Su sede estará en el municipio de Gachalá; 
 



- Corporación Autónoma Regional del Canal del Diqué, CARDIQUE: tendrá su 
sede principal en el Distrito de Cartagena de Indias y su jurisdicción 
comprenderá al Distrito de Cartagena de Indias y los municipios de Turbaco, 
Turbaná, Arjona, Mahates, San Estanislao de Koztka, Villanueva, Santa Rosa, 
Santa Catalina, Soplaviento, Calamar, Guamo, Carmen de Bolívar, San Juan, 
San Jacinto, Zambrano, Córdoba, Maríalabaja en el Departamento de Bolívar; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, CSB: tendrá su sede 
principal en Magangué y su jurisdicción comprenderá el territorio del 
Departamento de Bolívar con excepción de los municipios incluidos en la 
jurisdicción de la Corporación Autónoma Regiónal del Canal del Dique 
(CARDIQUE). 
 
Las siguientes corporaciones modifican su jurisdicción o su denominación actual: 
 
- Corporación Autónoma Regional del Magdalena, CORPAMAG: su jurisdicción 
comprende el territorio del Departamento del Magdalena con excepción de las 
áreas incluidas en la jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible 
de la Sierra Nevada de Santa Marta; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Cesar, CORPOCESAR: su jurisdicción 
comprende el territorio del Departamento del Cesar con excepción de las áreas 
incluidas en la jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la 
Sierra Nevada de Santa Marta; 
 
- Corporación Autónoma Regional de la Guajira, CORPOGUAJIRA: su 
jurisdicción comprende el territorio del Departamento de Guajira con excepción 
de las áreas incluidas en la jurisdicción de la Corporación para el Desanrollo 
Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta; 
 
- Corporación Autónoma Regional de Caldas, CORPOCALDAS: tendrá su sede 
principal en la ciudad de Manizales; su jurisdicción comprenderá el territorio del 
Departamento de Caldas; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Cauca, CRC: tendrá su sede principal en 
la ciudad de Popayán; su jurisdicción comprenderá el territorio del Departamento 
del Cauca; 
 
- Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca, CVC: tendrá su sede 
principal en la ciudad de Cali; su jurisdicción comprenderá el territorio del 
Departamento del Valle del Cauca; 
 
- Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Bogotá, Ubaté y 
Suárez (CAR): se denominará Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca, CAR, y tendrá jurisdicción en el Distrito Capital de Santafé de 
Bogotá y el territorio del Departamento de Cundinamarca, con excepción de los 



municipios incluidos en la jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional del 
Guavio y los municipios del Departamento de Cundinamarca que hacen parte de 
la jurisdicción de CORPORINOQUIA. Su jurisdicción incluye los Municipios de 
Chiquinquirá, Saboyá, San Miguel de Sema, Caldas, Buenavista y Ráquira en el 
Departamento de Boyacá. Tendrá su sede principal en la Ciudad de Santafé de 
Bogotá, y establecerá una sub-sede en la ciudad de Fusagasugá; 
 
- Corporación Autónoma Regional de Defensa de la Meseta de Bucaramanga 
(CDMB): tendrá su sede en la ciudad de Bucaramanga y además de su actual 
jurisdicción la tendrá sobre el Municipio de El Playón. 
 
PARAGRAFO 1. De las Regiones con Régimen Especial. La administración de 
los recursos naturales y el medio ambiente en la Región Amazónica, en el 
Chocó, en la Sierra Nevada de Santa Marta, en la Serranía de la Macarena, en 
la Región de Urabá, en el Departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, y en la Región de la Mojana y del San Jorge, 
estará a cargo de Corporaciones para el Desanrollo Sostenible de las 
respectivas regiones, las cuales se organizarán como Corporaciones Autónomas 
Regionales, con las características especiales que la presente ley para su caso 
establece; 
 
PARAGRAFO 2. De las Corporaciones Autónomas Regionales de la Cuenca del 
Río Magdalena. Las Corporaciones Autónomas Regionales en cuya jurisdicción 
se encuentren municipios ribereños del Río Magdalena, ejercerán sus funciones 
en coordinación con la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la 
Magdalena, creada por el artículo 331 de la Constitución Política, y serán 
delegatarias suyas para garantizar el adecuado aprovechamiento y preservación 
del medio ambiente, los recursos ictiológicos y demás recursos naturales 
renovables en la cuenca fluvial; 
 
PARAGRAFO 3. Del Manejo de Ecosistemas Comunes por varias 
Corporaciones Autónomas Regionales. En los casos en que dos o más 
Corporaciones Autónomas Regionales tengan jurisdicción sobre un ecosistema 
o sobre una cuenca hidrográfica comunes, constituirán de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional, una comisión conjunta 
encargada de concertar, armonizar y definir políticas para el manejo ambiental 
correspondiente. 
 
El Gobierno Nacional reglamentará los procedimientos de concertación para el 
adecuado y armónico manejo de áreas de confluencia de jurisdicciones entre las 
Corporaciones Autónomas Regionales y el Sistema de Parques Nacionales o 
Reservas. 
 
Cuando dos o más Corporaciones Autónomas Regionales tengan a su cargo la 
gestión de ecosistemas comunes, su administración deberá efectuarse mediante 



convenios, conforme a los lineamientos trazados por el Ministerio del Medio 
Ambiente; 
 
PARAGRAFO 4. Los Municipios de Manta, Tibirita, Machetá, Chocontá y 
Sesquile que pertenecen a la CAR, y los municipios de Tunja y Samacá que 
pertenecerán a CORPOBOYACA, tendrán derecho a que por intermedio de la 
CAR y de CORPOBOYACA, a recibir de CORPOCHIVOR y para su inversión los 
recursos a que se refieren los artículos 43 y 45 de la presente Ley, 
correspondientes al aporte hídrico que dan a la represa del Chivor. 
 
ARTICULO 34. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Norte y el 
Oriente Amazónico, CDA. Créase la Corporación para el Desarrollo Sostenible 
del Norte y Oriente de la Amazonia, CDA, la cual estará organizada como una 
Corporación Autónoma Regional sujeta al régimen de que trata el presente 
artículo. 
 
La Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Norte y 
Oriente de la Amazonia, CDA, además de las funciones propias de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, tendrá como encargo principal promover 
el conocimiento de los recursos naturales renovables y del medio ambiente de la 
región del Norte y Oriente Amazónico y su utilización; ejercer actividades de 
promoción de investigación científica y transferencia de tecnología; dirigir el 
proceso de planificación regional de uso del suelo para mitigar o desactivar 
presiones de explotación inadecuadas del territorio; fomentar la integración de 
las comunidades tradicionales que habitan la región y de sus métodos 
ancestrales de aprovechamiento de la naturaleza al proceso de conservación, 
protección, y aprovechamiento sostenible de los recursos, y de propiciar con la 
cooperación de entidades nacionales e internacionales, la generación de 
tecnologías apropiadas, para la utilización y conservación de los recursos de la 
Amazonia colombiana. 
 
La jurisdicción de CDA comprenderá el territorio de los departamentos de 
Vaupés, Guainía y Guaviare: tendrá su sede en la ciudad de Puerto Inírida, y 
subsedes en San José del Guaviare y Mitú. Las subsedes serán instaladas 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la organización de la Corporación. Los 
recursos percibidos por CDA se distribuirán por partes iguales entre la sede 
principal y las subsedes. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente, quien lo presidirá, o su delegado;  
 
b. Los gobernadores de los departamentos comprendidos dentro de la 
jurisdicción de la Corporación, o sus delegados;  
 



c. Tres representantes de las comunidades indígenas, uno por cada 
departamento de la jurisdicción de la Corporación CDA, escogidos por las 
organizaciones indígenas de la región;  
 
d. Un representante del Presidente de la República;  
 
e. Un representante de los alcaldes de los municipios capitales comprendidos 
dentro del territorio de su jurisdicción;  
 
f. El Director del Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "SINCHI", o 
su delegado;  
 
g. El Director del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos «Alexander 
von Humboldt»;  
 
h. El Rector de la Universidad de la Amazonia;  
 
i. Un representante de una organización no gubernamental de carácter 
ambiental dedicada a la protección de la Amazonia. 
 
Los miembros del consejo directivo de que tratan los literales e, e i, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones según el caso. 
 
El Gobierno garantizará los recursos necesarios para el normal funcionamiento 
de la Corporación, de los recursos del Presupuesto Nacional, lo mismo que para 
el cumplimiento de las funciones especiales descritas en el presente artículo, 
destinará un porcentaje de los recursos del Fondo Nacional de Regalías 
destinados a la preservación ambiental. 
 
Las licencias ambientales para explotaciones mineras y de construcción de 
infraestructura vial y los permisos y concesiones de aprovechamiento forestal, 
serán otorgados por el Director Ejecutivo de la Corporación con el conocimiento 
previo del Consejo Directivo y la aprobación del Ministro del Medio Ambiente. 
 
Trasládense a CDA los bienes patrimoniales del INDERENA, existentes en el 
área del territorio de su jurisdicción. 
 
ARTICULO 35. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Sur de la 
Amazonia, CORPOAMAZONIA. Créase la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Sur de la Amazonia, CORPOAMAZONIA, como una Corporación 
Autónoma Regional, la cual estará organizada como una Corporación Autónoma 
Regional sujeta al régimen de que trata el presente artículo. 
 
La jurisdicción de CORPOAMAZONIA comprenderá el territorio de los 
departamentos de Amazonas, Putumayo y Caquetá. La sede principal de 



CORPOAMAZONIA será la ciudad de Mocoa en el Departamento del Putumayo 
y establecerá subsedes en las ciudades de Leticia y Florencia. 
 
Fusiónase la Corporación Autónoma Regional del Putumayo, CAP, con la nueva 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del Sur de la Amazonía, 
CORPOAMAZONIA, a cuya seccional Putumayo se transferirán todos sus 
activos y pasivos. Las regalías departamentales que actualmente recibe la CAP, 
serán destinadas por CORPOAMAZONIA exclusivamente para ser invertidas en 
el Departamento del Putumayo. 
 
La Corporación para el Desarrollo Sostenible del Sur de la Amazonia, 
CORPOAMAZONIA, además de las funciones propias de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, tendrá como encargo principal promover el 
conocimiento de los recursos naturales renovables y del medio ambiente del 
área de su jurisdicción y su utilización, fomentar el uso de tecnología apropiada y 
dictar disposiciones para el manejo adecuado del ecosistema Amazónico de su 
jurisdicción y el aprovechamiento sostenible y racional de sus recursos naturales 
renovables y del medio ambiente, así como asesorar a los municipios en el 
proceso de planificación ambiental y reglamentación de los usos del suelo y en 
la expedición de la normatividad necesaria para el control, preservación y 
defensa del patrimonio ecológico y cultural de las entidades territoriales de su 
jurisdicción. 
 
Es función principal de la Corporación proteger el medio ambiente del Sur de la 
Amazonia colombiana como área especial de reserva ecológica de Colombia, de 
interés mundial y como recipiente singular de la mega-biodiversidad del trópico 
húmedo. En desarrollo de su objeto deberá fomentar la integración de las 
comunidades indígenas que tradicionalmente habitan la región, al proceso de 
conservación, protección y aprovechamiento sostenible de los recursos y 
propiciar la cooperación y ayuda de la comunidad internacional para que 
compense los esfuerzos de la comunidad local en la defensa de ese ecosistema 
único. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente, quien lo presidirá, o el Viceministro;  
 
b. Los gobernadores de los Departamentos comprendidos dentro de la 
jurisdicción de la Corporación, o sus delegados;  
 
c. El Director del Instituto de Hidrología, Meteorología e Investigaciones 
Ambientales -IDEAM;  
 
d. Dos alcaldes municipales;  
 



e. Dos representantes de las comunidades indígenas asentadas en su área de 
jurisdicción, escogidos por las organizaciones indígenas de la región;  
 
f. El Director del Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas "SINCHI", o 
su delegado;  
 
g. Un representante de las organizaciones ambientalistas no gubernamentales 
de carácter ambiental dedicadas a la protección de la amazonia;  
 
h. El Director del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos «Alexander 
von Humboldt»;  
 
i. El rector de la Universidad de la Amazonia. 
 
Los miembros del consejo directivo de que tratan los literales d, y g, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones según el caso. 
 
El Gobierno garantizará los recursos necesarios para el cumplimiento de las 
funciones especiales descritas en el presente artículo con cargo a los recursos 
del Fondo Nacional de Regalías destinados a la preservación ambiental. 
 
Las licencias ambientales para explotaciones mineras y de construcción de 
infraestructura vial y los permisos y concesiones de aprovechamiento forestal, 
serán otorgados por el Director Ejecutivo de la Corporación con el conocimiento 
previo del Consejo Directivo y la aprobación del Ministro del Medio ambiente. 
 
Trasládense a CORPOAMAZONIA los bienes patrimoniales del INDERENA en 
el área del territorio de su jurisdicción. 
 
ARTICULO 36. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra 
Nevada de Santa Marta, CSN. Créase la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta, CSN, como una Corporación 
Autónoma Regional que además de sus funciones administrativas en relación 
con los recursos naturales y el medio ambiente de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, ejercerá actividades de promoción de la investigación científica y 
transferencia de tecnología, sujeta al régimen especial previsto en esta Ley y en 
sus estatutos, encargada principalmente de promover la conservación y el 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y del medio ambiente, 
dirigir el proceso de planificación regional de uso del suelo para mitigar o 
desactivar presiones de explotación inadecuada del territorio, fomentar la 
integración de las comunidades tradicionales que habitan la región y de sus 
métodos ancestrales de aprovechamiento de la naturaleza al proceso de 
conservación, protección y aprovechamiento sostenible de los recursos y de 
propiciar, con la cooperación de entidades nacionales e internacionales, la 



generación de tecnologías apropiadas para la utilización y conservación de los 
recursos y el entorno de la Sierra Nevada de Santa Marta. 
 
La jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo 
Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta comprenderá el territorio 
contenido dentro de la "Línea Negra" y será definido mediante reglamentación 
del Gobierno Nacional. Su sede será la ciudad de Valledupar y establecerá una 
subsede en la ciudad de Riohacha. 
 
La Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa 
Marta CSN, ejercerá las funciones especiales que le asigne el Ministerio del 
Medio Ambiente y las que dispongan sus estatutos y se abstendrá de cumplir 
aquellas que el Ministerio se reserve para sí, aunque estén atribuidas de manera 
general a las Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
La Nación tendrá en la Asamblea Corporativa una representación no inferior al 
35% de los votos y estará representada en ella por el Ministro del Medio 
Ambiente, o su delegado. 
 
El Consejo Directivo de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra 
Nevada de Santa Marta estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente o su delegado, quien lo presidirá;  
 
b. Los gobernadores de los Departamentos de Guajira, Magdalena y Cesar, o 
sus delegados;  
 
c. Los directores generales de las Corporaciones Autónomas Regionales con 
jurisdicción en dichos departamentos;  
 
d. Sendos representantes de las étnias Kogis, Arzarios, Arhuacos, Wayú y 
Kancuamos; escogidos por las organizaciones indígenas de la región;  
 
e. El Jefe de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales del Ministerio del Medio Ambiente;  
 
f. Un representante del Presidente de la República;  
 
g. Un representante de las organizaciones campesinas; y  
 
h. Un representante de una organización no gubernamental o persona jurídica 
sin ánimo de lucro cuyo objeto principal sea la defensa y protección de la Sierra 
Nevada de Santa Marta. 
 



Los miembros del consejo directivo de que tratan los literales g y h, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones según el caso. 
 
ARTICULO 37. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, CORALINA. Créase la 
Corporación para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, CORALINA, con sede en San Andrés (Isla), como 
una Corporación Autónoma Regional que además de sus funciones 
administrativas en relación con los recursos naturales y el medio ambiente del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, ejercerá actividades 
de promoción de la investigación científica y transferencia de tecnología, sujeta 
al régimen especial previsto en esta Ley y en sus estatutos, encargada 
principalmente de promover la conservación y el aprovechamiento ostenible de 
los recursos naturales renovables y del medio ambiente del Archipiélago de San 
Andrés Providencia, y Santa Catalina, dirigirá el proceso de planificación 
regional del uso del suelo y de los recursos del mar para mitigar o desactivar 
presiones de explotación inadecuada de los recursos naturales, fomentar la 
integración de las comunidades nativas que habitan las islas y de sus métodos 
ancestrales de aprovechamiento de la naturaleza al proceso de conservación, 
protección y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables y 
del medio ambiente y de propiciar, con la cooperación de entidades nacionales e 
internacionales, la generación de tecnologías apropiadas para la utilización y 
conservación de los recursos y el entorno del Archipiélago. 
 
La jurisdicción de CORALINA comprenderá el territorio del Departamento 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, el mar territorial y la 
zona económica de explotación exclusiva generadas de las porciones terrestres 
del archipiélago, y ejercerá, además de las funciones especiales que determine 
la ley, las que le asigne el Ministerio del Medio Ambiente, y las que dispongan 
sus estatutos. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente, o su delegado;  
 
b. El Gobernador del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, quien la presidirá;  
 
c. Un representante del Presidente de la República; d. El Director de INVEMAR  
 
e. Un representante de los gremios económicos organizados en el Archipiélago;  
 
f. Un representante de los gremios de la producción artesanal agropecuaria y 
pesquera debidamente constituidos en el archipiélago;  
 



g. El Director de la Dirección General Marítima del Ministerio de Defensa;  
 
h. Los miembros de la Junta Para la Protección de los Recursos Naturales y 
Ambientales del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina creada por la Ley 47 de 1993. 
 
Este Consejo Directivo reemplaza a la Junta para la Protección de los Recursos 
Naturales y Ambientales del Departamento de San Andrés y Providencia creada 
por el artículo 23 de la Ley 47 de 1993, y asume además de las funciones 
definidas en esta Ley las asignadas en el capítulo V de la Ley citada. 
 
Los miembros de este Consejo serán elegidos para períodos de tres años. 
 
La Junta Departamental de Pesca y Acuicultura creada por la Ley 47 de 1993, 
continuará ejerciendo sus funciones. 
 
El Gobierno garantizará los recursos necesarios para el cumplimiento de las 
funciones especiales descritas en el presente artículo con cargo a los recursos 
del Fondo Nacional de Regalías destinados a la preservación ambiental. 
 
Trasládense a CORALINA los bienes patrimoniales del INDERENA, existentes 
en el área del territorio de su jurisdicción. 
 
PARAGRAFO 1. A partir de la vigencia de esta Ley se prohíbe el otorgamiento 
de licencias y permisos conducentes a la construcción de nuevas instalaciones 
comerciales, hoteleras e industriales en el Municipio de Providencia y se 
suspenden las que están en trámite, hasta tanto se apruebe, por parte del 
municipio de Providencia, del Consejo Directivo de CORALINA y del Ministerio 
del Medio Ambiente, un plan de ordenamiento de uso del suelo y un plan de 
desarrollo, para la isla. 
 
PARAGRAFO 2. El Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina se 
constituye en reserva de la biosfera. El Consejo Directivo de CORALINA 
coordinará las acciones a nivel nacional e internacional para darle cumplimiento 
a esta dispocición. 
 
ARTICULO 38. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Macarena. 
Crease la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Area de Manejo 
Especial La Macarena, CORMACARENA, como una Corporación Autónoma 
Regional que además de sus funciones administrativas en relación con los 
recursos naturales y el medio ambiente del área de Manejo Especial La 
Macarena, reserva de la biosfera y santuario de fauna y flora, ejercerá 
actividades de promoción de la investigación científica y transferencia de 
tecnología, sujeta al régimen especial previsto en esta Ley y en sus estatutos, 
encargada principalmente de promover la conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales renovables y del medio ambiente del área 



de Manejo Especial La Macarena, dirigir el proceso de planificación regional de 
uso del suelo para mitigar y desactivar presiones de explotación inadecuada del 
territorio, y propiciar con la cooperación de entidades nacionales e 
internacionales, la generación de tecnologías apropiadas para la utilización y la 
conservación de los recursos y del entorno del área de Manejo Especial La 
Macarena. 
 
La jurisdicción de CORMACARENA comprenderá el territorio del Area de 
Manejo Especial La Macarena, delimitado en el Decreto 1989 de 1989, con 
excepción de las incluidas en la jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Oriente Amazónico, CDA y CORPORINOQUIA. 
 
Su sede será la ciudad de Villavicencio y tendrá una subsede en el municipio de 
Granada, Departamento del Meta. 
 
La Corporación para el Desarrollo Sostenible del Area de Manejo Especial La 
Macarena, ejercerá las funciones especiales que le asigne el Ministerio del 
Medio Ambiente y las que dispongan sus estatutos, y se abstendrá de cumplir 
aquellas que el Ministerio se reserve para sí, aunque estén atribuidas de manera 
general a las Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
La Nación tendrá en la Asamblea Corporativa una representación no inferior al 
35% de los votos y estará representada en ella por el Ministro del Medio 
Ambiente, o su delegado. 
 
El Consejo Directivo de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Area de 
Manejo Especial La Macarena, estará integrado por:  
 
a. El Ministerio del Medio Ambiente o su delegado, quien lo presidirá;  
 
b. El Gobernador del Meta o su delegado;  
 
c. El Jefe de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales del Ministerio del Medio Ambiente;  
 
d. Un representante del Presidente de la República;  
 
e. Dos representantes de los alcaldes de los municipios que hacen parte del 
área de manejo especial;  
 
f. Un representante de las organizaciones no gubernamentales o personas 
jurídicas sin ánimo de lucro cuyo objeto principal sea la defensa y protección del 
área de manejo especial La Macarena;  
 
g. Un representante de la asociación de colonos de la Macarena;  
 



h. Un representante de las comunidades indígenas asentadas en área de 
manejo especial, escogido por ellas mismas;  
 
i. El Director del Instituto Amazónico de Investigaciones Científica, "SINCHI", o 
su delegado;  
 
j. El Director del Instituto de Investigación de Recursos biológicos "Alexander von 
Humbolt", o su delegado;  
 
k. Los rectores de las Universidades de la Amazonia y Tecnológica de los Llanos 
Orientales. 
 
Los miembros del Consejo Directivo de que tratan los literales e y f, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones según el caso. 
 
ARTICULO 39. De la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo 
Sostenible del Chocó, CODECHOCO. Transfórmase la Corporación Nacional 
para el Desarrollo del Chocó, CODECHOCO, en la Corporación Autónoma 
Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, CODECHOCO, la cual estará 
organizada como una Corporación Autónoma Regional sujeta al régimen de que 
trata el presente artículo. 
 
La jurisdicción de CODECHOCO comprenderá el territorio del Departamento del 
Chocó. 
 
La Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, 
CODECHOCO, además de las funciones propias de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, tendrá como encargo principal promover el 
conocimiento de los recursos naturales renovables y del medio ambiente de la 
región chocoana y su utilización, fomentar el uso de tecnología apropiada y 
dictar disposiciones para el manejo adecuado del singular ecosistema chocoano 
y el aprovechamiento sostenible racional de sus recursos naturales renovables y 
no renovables, así como asesorar a los municipios en el proceso de planificación 
ambiental y reglamentación de los usos del suelo y en la expedición de la 
normatividad necesaria para el control, preservación y defensa del patrimonio 
ecológico y cultural de las entidades territoriales. 
 
Es función principal de la Corporación proteger el medio ambiente chocoano 
como área especial de reserva ecológica de Colombia, de interés mundial y 
como recipiente singular de la mega-biodiversidad del trópico húmedo. En 
desarrollo de su objeto deberá fomentar la integración de las comunidades 
indígenas y negras que tradicionalmente habitan la región, al proceso de 
conservación, protección y aprovechamiento sostenible de los recursos y 
propiciar la cooperación y ayuda de la comunidad internacional para que 



compense los esfuerzos de la comunidad local en la defensa de ese ecosistema 
único. 
 
La Corporación tendrá como sede principal la ciudad de Quibdó. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente, quien lo presidirá o el Viceministro;  
 
b. El Gobernador del Departamento del Chocó;  
 
c. El Director del Instituto de Hidrología, Meteorología e Investigaciones 
Ambientales, IDEAM;  
 
d. Cuatro alcaldes municipales, a razón de uno por cada subregión a saber: 
Atrato, San Juan, Costa Pacífica-Baudó y Urabá Chocoano;  
 
e. Un representante de las comunidades negras, escogido por ellas mismas;  
 
f. Un representante de las comunidades indígenas, escogido por ellas mismas;  
 
g. Un representante de la Asociación Departamental de usuarios campesinos;  
 
h. Un representante de las organizaciones ambientalistas no gubernamentales;  
 
i. El director del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos «Alexander 
von Humboldt»;  
 
j. El director del Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico "John von 
Neumann";  
 
k. el Rector de la Universidad del Chocó "Diego Luis Córdoba". La 
representación en el consejo directivo es indelegable y sus reuniones se 
celebrarán en el territorio de su jurisdicción. 
 
Los miembros del consejo directivo de que tratan los literales d y h, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones. 
 
El Gobierno garantizará los recursos necesarios para el cumplimiento de las 
funciones especiales descritas en el presente artículo con cargo a los recursos 
del Fondo Nacional de Regalías destinados a la preservación ambiental. 
 
Las licencias ambientales para explotaciones mineras y de construcción de 
infraestructura vial y los permisos y concesiones de aprovechamiento forestal, 



serán otorgados por el Director Ejecutivo de la Corporación con el conocimiento 
previo del consejo directivo y la aprobación del Ministro del Medio ambiente. 
 
ARTICULO 40. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Urabá, 
CORPOURABA. Transfórmase la actual Corporación Autónoma Regional del 
Urabá, CORPOURABA, en la Corporación para el Desarrollo Sostenible del 
Urabá, CORPOURABA, la cual se organizará como una Corporación Autónoma 
Regional que además de sus funciones administrativas en relación con los 
recursos naturales y el medio ambiente de la región del Urabá, ejercerá 
actividades de planeación global, promoción de la investigación científica y 
transferencia de tecnología, sujeta al régimen especial previsto en esta Ley y en 
sus estatutos, encargada principalmente de promover la conservación y el 
aprovechamiento sostenible de los recursos bióticos y abióticos de la región del 
Urabá, dirigir el proceso de planificación regional de uso del suelo para mitigar o 
desactivar presiones de explotación inadecuada del territorio, fomentar la 
integración de las comunidades tradicionales que habitan la región y de sus 
métodos ancestrales de aprovechamiento de la naturaleza al proceso de 
conservación, protección y aprovechamiento sostenible de los recursos y de 
propiciar, con la cooperación de entidades nacionales e internacionales, la 
generación de tecnologías apropiadas para la utilización y conservación de los 
recursos y el entorno de la cuenca del bajo Atrato, en los límites de su 
jurisdicción. 
 
La jurisdicción de CORPOURABA comprende el territorio de los municipios de 
San Pedro de Urabá, San Juan de Urabá, Arboletes, Necoclí, Turbo, Vigía el 
Fuerte, Murindó, Apartadó, Carepa, Chigorodó, Mutatá, Uramita, Dabeiba, 
Frontino, Peque, Cañasgordas, Abriaquí, Giraldo, y Urrao en el Departamento de 
Antioquia. Tendrá su sede principal en el Municipio de Apartadó, pero podrá 
establecer las subsedes que considere necesarias. 
 
La Corporación para el Desarrollo Sostenible del Urabá, CORPOURABA, 
ejercerá las funciones especiales que le asigne el Ministerio del Medio Ambiente 
y las que dispongan sus estatutos y se abstendrá de cumplir aquellas que el 
Ministerio se reserve para sí, aunque estén atribuidas de manera general a las 
Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
La Nación tendrá en la Asamblea Corporativa una representación no inferior al 
35% de los votos y estará representada en ella por el Ministro del Medio 
Ambiente, o su delegado. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente, quien lo presidirá, o su delegado;  
 
b. El Ministro de Agricultura o su delegado;  
 



c. El Gobernador del Departamento de Antioquia;  
 
d. Un representantes de las comunidades indígenas tradicionales de la región, 
escogido por ellos mismos;  
 
e. Un representante de las comunidades negras tradicionales que habitan la 
región, escogido por ellos mismos;  
 
f. Dos representantes de los gremios agropecuarios de la región;  
 
g. Un representante del Presidente de la República;  
 
h. Dos representantes de los alcaldes de los municipios;  
 
i. Un representante de las organizaciones no gubernamentales comprendidas 
dentro del territorio de la jurisdicción. 
 
Los miembros del Consejo Directivo de que tratan los literales f, h e i, serán 
elegidos por la Asamblea Corporativa por el sistema de mayoría simple de listas 
que presenten las respectivas entidades u organizaciones. 
 
ARTICULO 41. De la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Mojana y 
el San Jorge. CORPOMOJANA. Créase la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible de la Mojana y el San Jorge -CORPOMOJANA, como una 
Corporación Autónoma Regional que además de sus funciones administrativas 
en relación con los recursos naturales y el medio ambiente en la zona de la 
Mojana y del Río San Jorge. ejercerá actividades de promoción de la 
investigación científica y transferencia de tecnología, sujeta al régimen especial 
previsto en esta Ley y en sus estatutos, encargada principalmente de promover 
la conservación y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
renovables y del medio ambiente, del ecosistema de las cuencas hidrográficas 
del Río Magdalena, Río Cauca y Río San Jorge en esta región, dirigir el proceso 
de planificación regional de uso del suelo para mitigar y desactivar presiones de 
explotación inadecuada del territorio y propiciar, con la cooperación de entidades 
nacionales e internacionales, la generación de tecnologías apropiadas para la 
utilización y conservación de los recursos de la Mojana y el San jorge. 
 
La jurisdicción de CORPOMOJANA comprenderá el territorio de los municipios 
de Majagual, Sucre, Guaranda, San Marcos, San Benito, La Unión y Caimito del 
Departamento de Sucre. Tendrá su sede en el municipio de San Marcos. 
 
El Consejo Directivo estará integrado por:  
 
a. El Ministro del Medio Ambiente o su delegado, quien lo presidirá,  
 
b. El Gobernador de Sucre o su delegado  



 
c. Dos alcaldes municipales  
 
d. El Director del Instituto de Hidrología Meteorología e Investigaciones 
Ambientales, IDEAM o su delegado  
 
e. Un representante de las organizaciones campesinas  
 
h. Un representante de las organizaciones no gubernamentales cuyo objeto sea 
la conservación y el manejo de los recursos naturales  
 
i. Un representante de los gremios de la producción agropecuaria y pesquera 
debidamente constituidos en la zona. 
 
TITULO VII 
 
DE LAS RENTAS DE LAS CORPORACIONES AUTONOMAS REGIONALES 
 
ARTICULO 42. Tasas Retributivas y Compensatorias. La utilización directa o 
indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, para introducir o arrojar desechos 
o desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas de 
cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de 
actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o 
de servicio, sean o no lucrativas, se sujetará al pago de tasas retributivas por las 
consecuencias nocivas de las actividades expresadas. 
 
También podrán fijarse tasas para compensar los gastos de mantenimiento de la 
renovabilidad de los recursos naturales renovables. Queda así subrogado el 
artículo 18 del Decreto número 2811 de 1974. 
 
Para la definición de los costos y beneficios de que trata el inciso 2° del artículo 
338 de la Constitución Nacional, sobre cuya base hayan de calcularse las tasas 
retributivas y compensatorias a las que se refiere el presente artículo, creadas 
de conformidad con lo dispuesto por el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente, Decreto 2811 de 1974, se 
aplicará el sistema establecido por el conjunto de las siguientes reglas:  
 
a) La tasa incluirá el valor de depreciación del recurso afectado;  
 
b) El Ministerio del Medio Ambiente teniendo en cuenta los costos sociales y 
ambientales del daño, y los costos de recuperación del recurso afectado, definirá 
anualmente las bases sobre las cuales se hará el cálculo de la depreciación;  
 
c) El cálculo de la depreciación incluirá la evaluación económica de los daños 
sociales y ambientales causados por la respectiva actividad. Se entiende por 
daños sociales, entre otros, los ocasionados a la salud humana, el paisaje, la 



tranquilidad pública, los bienes públicos y privados y demás bienes con valor 
económico directamente afectados por la actividad contaminante. Se entiende 
por daño ambiental el que afecte el normal funcionamiento de los ecosistemas o 
la renovabilidad de sus recursos y componentes;  
 
d) El cálculo de costos así obtenido, será la base para la definición del monto 
tarifario de las tasas. 
 
Con base en el conjunto de reglas establecidas en el sistema de que trata el 
inciso anterior, el Ministerio del Medio Ambiente aplicará el siguiente método en 
la definición de los costos sobre cuya base hará la fijación del monto tarifario de 
las tasas retributivas y compensatorias:  
 
a) A cada uno de los factores que incidan en la determinación de una tasa, se le 
definirán las variables cuantitativas que permitan la medición del daño;  
 
b) Cada factor y sus variables deberá tener un coeficiente que permita ponderar 
su peso en el conjunto de los factores y variables considerados;  
 
c) Los coeficientes se calcularán teniendo en cuenta la diversidad de las 
regiones, la disponibilidad de los recursos, su capacidad de asimilación, los 
agentes contaminantes involucrados, las condiciones socioeconómicas de la 
población afectada y el costo de oportunidad del recurso de que se trate;  
 
d) Los factores, variables y coeficientes así determinados serán integrados en 
fórmulas matemáticas que permitan el cálculo y determinación de las tasas 
correspondientes. 
 
PARAGRAFO. Las tasas retributivas y compensatorias solamente se aplicarán a 
la contaminación causada dentro de los límites que permite la ley, sin perjuicio 
de las sanciones aplicables a actividades que excedan dichos límites. 
 
ARTICULO 43. Tasas por Utilización de Aguas. La utilización de aguas por 
personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, dará lugar al cobro de tasas 
fijadas por el Gobierno Nacional que se destinarán al pago de los gastos de 
protección y renovación de los recursos hídricos, para los fines establecidos por 
el artículo 159 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente, Decreto 2811 de 1974. El Gobierno Nacional 
calculará y establecerá las tasas a que haya lugar por el uso de las aguas. 
 
El sistema y método establecidos por el artículo precedente para la definición de 
los costos sobre cuya base se calcularán y fijarán las tasas retributivas y 
compensatorias, se aplicarán al procedimiento de fijación de la tasa de que trata 
el presente artículo. 
 



PARAGRAFO. Todo proyecto que involucre en su ejecución el uso del agua, 
tomada directamente de fuentes naturales, bien sea para consumo humano, 
recreación, riego o cualquier otra actividad industrial o agropecuaria, deberá 
destinar no menos de un 1% del total de la inversión para la recuperación, 
preservación y vigilancia de la cuenca hidrográfica que alimenta la respectiva 
fuente hídrica. El propietario del proyecto deberá invertir este 1% en las obras y 
acciones de recuperación, preservación y conservación de la cuenca que se 
determinen en la licencia ambiental del proyecto. 
 
ARTICULO 44. Porcentaje Ambiental de los Gravámenes a la Propiedad 
Inmueble. Establécese, en desarrollo de lo dispuesto por el inciso 2° del artículo 
317 de la Constitución Nacional, y con destino a la protección del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, un porcentaje sobre el total del 
recaudo por concepto de impuesto predial, que no podrá ser inferior al 15% ni 
superior al 25.9% . El porcentaje de los aportes de cada municipio o distrito con 
cargo al recaudo del impuesto predial será fijado anualmente por el respectivo 
Concejo a iniciativa del alcalde municipal. 
 
Los municipios y distritos podrán optar en lugar de lo establecido en el inciso 
anterior por establecer, con destino al medio ambiente, una sobretasa que no 
podrá ser inferior al 1.5 por mil, ni superior al 2.5 por mil sobre el avalúo de los 
bienes que sirven de base para liquidar el impuesto predial. 
 
Los municipios y distritos podrán conservar las sobretasas actualmente vigentes, 
siempre y cuando éstas no excedan el 25.9% de los recaudos por concepto de 
impuesto predial. 
 
Dichos recursos se ejecutarán conforme a los planes ambientales regionales y 
municipales, de conformidad con las reglas establecidas por la presente ley. 
 
Los recursos que transferirán los municipios y distritos a las Corporaciones 
Autónomas Regionales por concepto de dichos porcentajes ambientales y en los 
términos de que trata el numeral 1° del artículo 46, deberán ser pagados a éstas 
por trimestres, a medida que la entidad territorial efectúe el recaudo y, 
excepcionalmente, por anualidades antes del 30 de marzo de cada año 
subsiguiente al período de recaudación. 
 
Las Corporaciones Autónomas Regionales destinarán los recursos de que trata 
el presente artículo a la ejecución de programas y proyectos de protección o 
restauración del medio ambiente y los recursos naturales renovables, de 
acuerdo con los planes de desarrollo de los municipios del área de su 
jurisdicción. Para la ejecución de las inversiones que afecten estos recursos se 
seguirán las reglas especiales sobre planificación ambiental que la presente ley 
establece. 
 



PARAGRAFO 1. Los municipios y distritos que adeudaren a las Corporaciones 
Autónomas Regionales de su jurisdicción, participaciones destinadas a 
protección ambiental con cargo al impuesto predial, que se hayan causado entre 
el 4 de julio de 1991 y la vigencia de la presente Ley, deberán liquidarlas y 
pagarlas en un término de 6 meses contados a partir de la vigencia de la 
presente Ley, según el monto de la sobretasa existente en el respectivo 
municipio o distrito al 4 de julio de 1991. 
 
PARAGRAFO 2. El 50% del producto correspondiente al recaudo del porcentaje 
o de la sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la propiedad 
inmueble, se destinará a la gestión ambiental dentro del perímetro urbano del 
municipio, distrito, o área metropolitana donde haya sido recaudado el impuesto, 
cuando la población municipal, distrital o metropolitana, dentro del área urbana, 
fuere superior a 1'000.000 habitantes. Estos recursos se destinarán 
exclusivamente a inversión. 
 
ARTICULO 45. Transferencia del Sector Eléctrico. Las empresas generadoras 
de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal instalada total supere los 10.000 
kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía por generación 
propia, de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión 
de Regulación Energética, de la manera siguiente: 
 
1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción 
en el área donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y el embalse, 
que será destinado a la protección del medio ambiente y a la defensa de la 
cuenca hidrográfica y del área de influencia del proyecto. 
 
2. El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, 
distribuidos de la siguiente manera: 
 
a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el 
embalse, distintos a los que trata el literal siguiente.  
 
b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse. 
 
Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán 
proporcionalmente en las transferencias de que hablan los literales a y b del 
numeral segundo del presente artículo. 
 
Estos recursos sólo podrán ser utilizados por los municipios en obras previstas 
en el plan de desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento 
básico y mejoramiento ambiental. 
 
3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente 
artículo será del 4% que se distribuirá así: 
 



a) 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del medio 
ambiente del área donde está ubicada la planta.  
 
b) 1.5% para el municipio donde está situada la planta generadora. 
 
Estos recursos sólo podrán ser utilizados por el municipio en obras previstas en 
el plan de desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento 
básico y mejoramiento ambiental. 
 
PARAGRAFO 1. De los recursos de que habla este artículo sólo se podrá 
destinar hasta el 10% para gastos de funcionamiento. 
 
PARAGRAFO 2. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental 
la ejecución de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, 
tratamientos de aguas y manejo y disposición de desechos líquidos y sólidos. 
 
PARAGRAFO 3. En la transferencia a que hace relación este artículo, está 
comprendido el pago, por parte del sector hidroenergético, de la tasa por 
utilización de aguas de que habla el artículo 43. 
 
ARTICULO 46. Patrimonio y Rentas de las Corporaciones Autónomas 
Regionales. Constituyen el patrimonio y rentas de las Corporaciones Autónomas 
Regionales: 
 
1) El producto de las sumas que, por concepto de porcentaje ambiental del 
impuesto predial, les transferirán los municipios y distritos, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 44 de la presente Ley. 
 
2) Los recursos que le transfieran las entidades territoriales con cargo a sus 
participaciones en las regalías nacionales. 
 
3) El porcentaje de los recursos que asigne la ley, con destino al medio ambiente 
y a la protección de los recursos naturales renovables, provenientes del Fondo 
Nacional de Regalías. 
 
4) Los recursos provenientes de derechos, contribuciones, tasas, tarifas, multas 
y participaciones, que perciban, conforme a la ley y las reglamentaciones 
correspondientes; y en especial el producto de las tasas retributivas y 
compensatorias de que trata el Decreto ley 2811 de 1974, en concordancia con 
lo dispuesto en la presente Ley; 
 
5) Los ingresos causados por las contribuciones de valorización que se 
establezcan, conforme a la ley, para la financiación de obras de beneficio común 
ejecutadas en ejercicio de sus funciones legales. 
 



6) Un porcentaje hasta del 10% del producto del impuesto de timbre a los 
vehículos que autónomamente decidan fijar los Departamentos, como retribución 
del servicio de reducción del impacto o de control de las emisiones de 
sustancias tóxicas o contaminantes del parque automotor. 
 
7) El 50% de las indemnizaciones, distintas a la recompensa que beneficiará en 
su totalidad al actor, impuestas en desarrollo de los procesos instaurados en 
ejercicio de las acciones populares de que trata el artículo 88 de la Constitución 
Política. Estos valores corresponderán a la Corporación que tenga jurisdicción 
en el lugar donde se haya producido el daño ambiental respectivo. En caso de 
que corresponda a varias Corporaciones, el juez competente determinará la 
distribución de las indemnizaciones. 
 
8) El 50% del valor de las multas o penas pecuniarias impuestas, por las 
autoridades de las entidades territoriales que forman parte de la jurisdicción de 
la respectiva Corporación, como sanciones por violación a las leyes, 
reglamentos o actos administrativos de carácter general en materia ambiental. 
 
9) Los recursos que se apropien para serles transferidos en el presupuesto 
nacional. 
 
10) Las sumas de dinero y los bienes y especies que a cualquier título le 
transfieran las entidades o personas públicas o privadas, los bienes muebles e 
inmuebles que actualmente posean y los que adquieran y les sean transferidos 
en el futuro a cualquier título. 
 
11) Los derechos causados por el otorgamiento de licencias, permisos, 
autorizaciones, concesiones y salvoconductos, de acuerdo a la escala tarifaria 
que para el efecto expida el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
PARAGRAFO. Los recursos y rentas previstos en este artículo ingresarán al 
Fondo Nacional Ambiental en aquellas regiones del país donde no se hayan 
organizado corporaciones autónomas regionales, hasta el momento en que 
éstas se creen. Estas rentas deberán asignarse a programas y proyectos que se 
ejecuten en las regiones respectivas. 
 
ARTICULO 47. Carácter Social del Gasto Público Ambiental. Los recursos que 
por medio de esta Ley se destinan a la preservación y saneamiento ambiental se 
consideran gasto público social. 
 
ARTICULO 48. Del Control Fiscal de las Corporaciones Autónomas Regionales. 
La Auditoría de las Corporaciones Autónomas Regionales creadas mediante la 
presente Ley, estará a cargo de la Contraloría General de la República, por lo 
cual se autoriza al Contralor General de la República para que, conforme a la 
Ley 42 de 1992, realice los ajustes estructurales necesarios en la estructura 
administrativa de dicha institución. 



 
 
 
TITULO VIII 
 
DE LAS LICENCIAS AMBIENTALES 
 
ARTICULO 49. De la Obligatoriedad de la Licencia Ambiental. La ejecución de 
obras, el establecimiento de industrias o el desarrollo de cualquier actividad, que 
de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda producir deterioro grave a los 
recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones 
considerables o notorias al paisaje requerirán de una Licencia Ambiental. 
 
ARTICULO 50. De La Licencia Ambiental. Se entiende por Licencia Ambiental la 
autorización que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de 
una obra o actividad, sujeta al cumplimiento por el beneficiario de la licencia de 
los requisitos que la misma establezca en relación con la prevención, mitigación, 
corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales de la obra o 
actividad autorizada. 
 
ARTICULO 51. Competencia. Las Licencias Ambientales serán otorgadas por el 
Ministerio del Medio Ambiente, las Corporaciones Autónomas Regionales y 
algunos municipios y distritos, de conformidad con lo previsto en esta Ley. 
 
En la expedición de las licencias ambientales y para el otorgamiento de los 
permisos, concesiones y autorizaciones se acatarán las disposiciones relativas 
al medio ambiente y al control, la preservación y la defensa del patrimonio 
ecológico, expedidas por las entidades territoriales de la jurisdicción respectiva. 
 
ARTICULO 52. Competencia del Ministerio del Medio Ambiente. El Ministerio del 
Medio Ambiente otorgará de manera privativa la Licencia Ambiental en los 
siguientes casos: 
 
1. Ejecución de obras y actividades de exploración, explotación, transporte, 
conducción y depósito de hidrocarburos y construcción de refinerías. 
 
2. Ejecución de proyectos de gran minería. 
 
3. Construcción de presas, represas o embalses con capacidad superior a 
doscientos millones de metros cúbicos, y construcción de centrales generadoras 
de energía eléctrica que excedan de 100.000 Kw de capacidad instalada así 
como el tendido de las líneas de transmisión del sistema nacional de 
interconexión eléctrica y proyectos de exploración y uso de fuentes de energía 
alternativa virtualmente contaminantes. 
 
4. Construcción o ampliación de puertos marítimos de gran calado. 



 
5. Construcción de aeropuertos internacionales. 
 
6. Ejecución de obras públicas de las redes vial, fluvial y ferroviaria nacionales. 
 
7. Construcción de distritos de riego para más de 20.000 hectáreas. 
 
8. Producción e importación de pesticidas, y de aquellas sustancias, materiales o 
productos sujetos a controles por virtud de tratados, convenios y protocolos 
internacionales. 
 
9. Proyectos que afecten el Sistema de Parques Nacionales Naturales. 
 
10. Proyectos que adelanten las Corporaciones Autónomas Regionales a que 
hace referencia el numeral 19 del artículo 31 de la presente Ley. 
 
11. Transvase de una cuenca a otra de corrientes de agua que excedan de 2 
mt3/segundo durante los períodos de mínimo caudal. 
 
12. Introducción al país de parentales para la reproducción de especies foráneas 
de fauna y flora silvestre que puedan afectar la estabilidad de los ecosistemas o 
de la vida salvaje. 
 
13. Generación de energía nuclear. 
 
PARAGRAFO 1. La facultad de otorgar licencias ambientales para la 
construcción de puertos se hará sin perjuicio de la competencia legal de la 
Superintendencia General de Puertos de otorgar concesiones portuarias. No 
obstante la licencia ambiental es prerrequisito para el otorgamiento de 
concesiones portuarias. 
 
PARAGRAFO 2. El Ministerio del Medio Ambiente otorgará una Licencia 
Ambiental Global para la explotación de campos petroleros y de gas, sin 
perjuicio de la potestad de la autoridad ambiental para adicionar o establecer 
condiciones ambientales específicas requeridas en cada caso, dentro del campo 
de producción autorizado. 
 
ARTICULO 53. De la Facultad de las Corporaciones Autónomas Regionales 
para Otorgar Licencias Ambientales. El Gobierno Nacional por medio de 
reglamento establecerá los casos en que las Corporaciones Autónomas 
Regionales otorgarán Licencias Ambientales y aquellos en que se requiera 
Estudio de Impacto Ambiental y Diagnóstico Ambiental de Alternativas. 
 
ARTICULO 54. Delegación. Las Corporaciones Autónomas Regionales podrán 
delegar en las entidades territoriales el otorgamiento de licencias, concesiones, 



permisos y autorizaciones que les corresponda expedir, salvo para la realización 
de obras o el desarrollo de actividades por parte de la misma entidad territorial. 
 
ARTICULO 55. De las Competencias de las Grandes Ciudades. Los municipios, 
distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a 1.000.000 
habitantes serán competentes, dentro de su perímetro urbano, para el 
otorgamiento de licencias ambientales, permisos, concesiones y autorizaciones 
cuya expedición no esté atribuida al Ministerio del Medio Ambiente. 
 
ARTICULO 56. Del Diagnóstico Ambiental de Alternativas. En los proyectos que 
requieran Licencia Ambiental, el interesado deberá solicitar en la etapa de 
factibilidad a la autoridad ambiental competente, que ésta se pronuncie sobre la 
necesidad de presentar o no un Diagnóstico Ambiental de Alternativas. Con 
base en la información suministrada, la autoridad ambiental decidirá sobre la 
necesidad o no del mismo y definirá sus términos de referencia en un plazo no 
mayor de 30 días hábiles. 
 
El Diagnóstico Ambiental de Alternativas incluirá información sobre la 
localización y características del entorno geográfico, ambiental y social de las 
alternativas del proyecto, además de un análisis comparativo de los efectos y 
riesgos inherentes a la obra o actividad, y de las posibles soluciones y medidas 
de control y mitigación para cada una de las alternativas. 
 
Con base en el Diagnóstico Ambiental de Alternativas presentado, la autoridad 
elegirá, en un plazo no mayor de 60 días, la alternativa o las alternativas sobre 
las cuales deberá elaborarse el correspondiente Estudio de Impacto Ambiental 
antes de otorgarse la respectiva licencia. 
 
ARTICULO 57. Del Estudio de Impacto Ambiental. Se entiende por Estudio de 
Impacto Ambiental el conjunto de la información que deberá presentar ante la 
autoridad ambiental competente el peticionario de una Licencia Ambiental. 
 
El Estudio de Impacto Ambiental contendrá información sobre la localización del 
proyecto, y los elementos abióticos, bióticos y socioeconómicos del medio que 
puedan sufrir deterioro por la respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se 
pide la licencia, y la evaluación de los impactos que puedan producirse. Además, 
incluirá el diseño de los planes de prevención, mitigación, corrección y 
compensación de impactos y el plan de manejo ambiental de la obra o actividad. 
 
La autoridad ambiental competente para otorgar la Licencia Ambiental fijará los 
términos de referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que 
no podrá exceder de 60 días hábiles contados a partir de la solicitud por parte 
del interesado. 
 
ARTICULO 58. Del Procedimiento para Otorgamiento de Licencias Ambientales. 
El interesado en el otorgamiento de una Licencia Ambiental presentará ante la 



autoridad ambiental competente la solicitud acompañada del Estudio de Impacto 
Ambiental correspondiente para su evaluación. La autoridad competente 
dispondrá de 30 días hábiles para solicitar al interesado información adicional en 
caso de requerirse. Allegada la información requerida, la autoridad ambiental 
dispondrá de 15 días hábiles adicionales para solicitar a otras entidades o 
autoridades los conceptos técnicos o informaciones pertinentes, que deberán 
serle remitidos en un plazo no mayor de 60 días hábiles. Recibida la información 
o vencido el término del requerimiento de informaciones adicionales, la autoridad 
ambiental decidirá mediante resolución motivada sobre la viabilidad ambiental 
del proyecto o actividad y otorgará o negará la respectiva licencia ambiental en 
un término que no podrá exceder de 60 días hábiles. 
 
PARAGRAFO. El Ministerio del Medio Ambiente dispondrá hasta de 120 días 
hábiles para otorgar la Licencia Ambiental Global y las demás de su 
competencia, contados a partir del acto administrativo de trámite que reconozca 
que ha sido reunida toda la información requerida, según el procedimiento 
previsto en este artículo. 
 
ARTICULO 59. De la Licencia Ambiental Unica. A solicitud del peticionario, la 
autoridad ambiental competente incluirá en la Licencia Ambiental, los permisos, 
concesiones y autorizaciones necesarias para adelantar la obra o actividad. 
 
En los casos en que el Ministerio del Medio Ambiente sea competente para 
otorgar la Licencia Ambiental, los permisos, concesiones y autorizaciones 
relacionados con la obra o actividad para cuya ejecución se pide la licencia, 
serán otorgados por el Ministerio del Medio Ambiente, teniendo en cuenta la 
información técnica suministrada por las Corporaciones Autónomas Regionales, 
las entidades territoriales correspondientes y demás entidades del Sistema 
Nacional del Ambiente. 
 
ARTICULO 60. En la explotación minera a cielo abierto se exigirá, la 
restauración o la sustitución morfológica y ambiental de todo el suelo intervenido 
con la explotación, por cuenta del concesionario o beneficiario del título minero, 
quien la garantizará con una póliza de cumplimiento o con garantía bancaria. El 
Gobierno reglamentará el procedimiento para extender la póliza de cumplimiento 
o la garantía bancaria. 
 
ARTICULO 61. Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles 
aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico 
nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal. 
 
El Ministerio del Medio Ambiente determinará las zonas en las cuales exista 
compatibilidad con las explotaciones mineras, con base en esta determinación, 
la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR), otorgará o negará 
las correspondientes licencias ambientales. 
 



Los municipios y el Distrito Capital, expedirán la reglamentación de los usos del 
suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata este artículo y las que a 
nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
ARTICULO 62. De la Revocatoria y Suspensión de las Licencias Ambientales. 
La autoridad ambiental, salvo los casos de emergencia, podrá mediante 
resolución motivada, sustentada en concepto técnico, revocar o suspender la 
Licencia Ambiental, los permisos, autorizaciones o concesiones para el uso o 
aprovechamiento de los recursos naturales y del medio ambiente, cuandoquiera 
que las condiciones y exigencias por ella establecidas no se estén cumpliendo 
conforme a los términos definidos en el acto de su expedición. 
 
La revocatoria o suspensión de una Licencia Ambiental no requerirá 
consentimiento expreso o escrito del beneficiario de la misma. 
 
La suspensión de obras por razones ambientales, en los casos en que lo 
autoriza la ley, deberá ser motivada y se ordenará cuando no exista licencia o 
cuando, previa verificación del incumplimiento, no se cumplan los requisitos 
exigidos en la Licencia Ambiental correspondiente. 
 
Quedan subrogados los artículos 18,27,28 y 29 del Decreto legislativo 2811 de 
1974. 
 
TITULO IX 
 
DE LAS FUNCIONES DE LAS ENTIDADES  
TERRITORIALES Y DE LA PLANIFICACION AMBIENTAL 
 
ARTICULO 63. Principios Normativos Generales. A fin de asegurar el interés 
colectivo de un medio ambiente sano y adecuadamente protegido, y de 
garantizar el manejo armónico y la integridad del patrimonio natural de la Nación, 
el ejercicio de las funciones en materia ambiental por parte de las entidades 
territoriales, se sujetará a los principios de armonía regional, gradación 
normativa y rigor subsidiario definidos en el presente artículo. 
 
Principio de Armonía Regional. Los Departamentos, los Distritos, los Municipios, 
los Territorios Indígenas, así como las regiones y provincias a las que la ley 
diere el carácter de entidades territoriales, ejercerán sus funciones 
constitucionales y legales relacionadas con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, de manera coordinada y armónica, con sujeción a las 
normas de carácter superior y a las directrices de la Política Nacional Ambiental, 
a fin de garantizar un manejo unificado, racional y coherente de los recursos 
naturales que hacen parte del medio ambiente físico y biótico del patrimonio 
natural de la nación. 
 



Principio de Gradación Normativa. En materia normativa las reglas que dicten 
las entidades territoriales en relación con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables respetarán el carácter superior y la preeminencia jerárquica 
de las normas dictadas por autoridades y entes de superior jerarquía o de mayor 
ámbito en la comprensión territorial de sus competencias. Las funciones en 
materia ambiental y de recursos naturales renovables, atribuidas por la 
Constitución Política a los Departamentos, Municipios y Distritos con régimen 
constitucional especial, se ejercerán con sujeción a la ley, los reglamentos y las 
políticas del Gobierno Nacional, el Ministerio del Medio Ambiente y las 
Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
Principio de Rigor Subsidiario. Las normas y medidas de policía ambiental, es 
decir, aquellas que las autoridades medioambientales expidan para la regulación 
del uso, manejo, aprovechamiento y movilización de los recursos naturales 
renovables, o para la preservación del medio ambiente natural, bien sea que 
limiten el ejercicio de derechos individuales y libertades públicas para la 
preservación o restauración del medio ambiente, o que exijan licencia o permiso 
para el ejercicio de determinada actividad por la misma causa, podrán hacerse 
sucesiva y respectivamente más rigurosas, pero no más flexibles, por las 
autoridades competentes del nivel regional, departamental, distrital o municipal, 
en la medida en que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce el 
ámbito territorial de las competencias, cuando las circunstancias locales 
especiales así lo ameriten,  en concordancia con el artículo 51 de la presente 
Ley. 
 
Los Actos Administrativos así expedidos deberán ser motivados, serán por su 
naturaleza apelables ante la autoridad superior, dentro del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA), y tendrán una vigencia transitoria no superior a 60 días 
mientras el Ministerio del Medio Ambiente decide sobre la conveniencia de 
prorrogar su vigencia o de darle a la medida carácter permanente. 
 
Los Actos Administrativos expedidos por las Corporaciones Autónomas 
Regionales que otorguen o nieguen licencias ambientales, serán apelables ante 
el Ministerio del Medio Ambiente, en los términos y condiciones establecidos por 
el Código Contencioso Administrativo. 
 
ARTICULO 64. Funciones de los Departamentos. Corresponde a los 
Departamentos en materia ambiental, además de las funciones que le sean 
delegadas por la ley o de las que se le deleguen a los Gobernadores por el 
Ministerio del Medio Ambiente o por las Corporaciones Autónomas Regionales, 
las siguientes atribuciones especiales: 
 
1) Promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales 
en relación con el medio ambiente y los recursos naturales renovables. 
 



2) Expedir, con sujeción a las normas superiores, las disposiciones 
departamentales especiales relacionadas con el medio ambiente. 
  
3) Dar apoyo presupuestal, técnico, financiero y administrativo a las 
Corporaciones Autónomas Regionales, a los municipios y a las demás entidades 
territoriales que se creen en el ámbito departamental, en la ejecución de 
programas y proyectos y en las tareas necesarias para la conservación del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables. 
 
4) Ejercer, en coordinación con las demás entidades del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA) y con sujeción a la distribución legal de competencias, 
funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los deberes del Estado y 
de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho a un ambiente 
sano. 
 
5) Desarrollar, con la asesoría o la participación de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, programas de cooperación e integración con los entes 
territoriales equivalentes y limítrofes del país vecino, dirigidos a fomentar la 
preservación del medio ambiente común y los recursos naturales renovables 
binacionales. 
 
6) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con los entes directores y 
organismos ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de Tierras y con las 
Corporaciones Autónomas Regionales, obras y proyectos de irrigación, drenaje, 
recuperación de tierras, defensa contra las inundaciones y regulación de cauces 
o corrientes de agua. para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas 
hidrográficas. 
 
7) Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas 
Regionales, las actividades de control y vigilancia ambientales intermunicipales, 
que se realicen en el territorio del departamento con el apoyo de la fuerza 
pública, en relación con la movilización, procesamiento, uso, aprovechamiento y 
comercialización de los recursos naturales renovables. 
 
ARTICULO 65. Funciones de los Municipios, de los Distritos y del Distrito Capital 
de Santafé de Bogotá. Corresponde en materia ambiental a los municipios, y a 
los distritos con régimen constitucional especial, además de las funciones que 
les sean delegadas por la ley o de las que se deleguen o transfieran a los 
alcaldes por el Ministerio del Medio Ambiente o por las Corporaciones 
Autónomas Regionales, las siguientes atribuciones especiales: 
 
1) Promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales 
en relación con el medio ambiente y los recursos naturales renovables; elaborar 
los planes programas y proyectos ambientales municipales articulados a los 
planes, programas y proyectos regionales, departamentales y nacionales. 



 
2) Dictar con sujeción a las disposiciones legales reglamentarias superiores, las 
normas necesarias para el control, la preservación y la defensa del patrimonio 
ecológico del municipio. 
 
3) Adoptar los planes, programas y proyectos de desarrollo ambiental y de los 
recursos naturales renovables, que hayan sido discutidos y aprobados a nivel 
regional, conforme a las normas de planificación ambiental de que trata la 
presente Ley. 
 
4) Participar en la elaboración de planes, programas y proyectos de desarrollo 
ambiental y de los recursos naturales renovables a nivel departamental. 
 
5) Colaborar con las Corporaciones Autónomas Regionales, en la elaboración de 
los planes regionales y en la ejecución de programas, proyectos y tareas 
necesarios para la conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables. 
 
6) Ejercer, a través del alcalde como primera autoridad de policía con el apoyo 
de la Policía Nacional y en coordinación con las demás entidades del Sistema 
Nacional Ambiental (SINA), con sujeción a la distribución legal de competencias, 
funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los deberes del Estado y 
de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho constitucional 
a un ambiente sano. 
 
7) Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas 
Regionales, las actividades permanentes de control y vigilancia ambientales que 
se realicen en el territorio del municipio o distrito con el apoyo de la fuerza 
pública, en relación con la movilización, procesamiento, uso, aprovechamiento y 
comercialización de los recursos naturales renovables o con actividades 
contaminantes y degradantes de las aguas, el aire o el suelo. 
 
8) Dictar, dentro de los límites establecidos por la ley, los reglamentos y las 
disposiciones superiores, las normas de ordenamiento territorial del municipio y 
las regulaciones sobre usos del suelo. 
 
9) Ejecutar obras o proyectos de descontaminación de corrientes o depósitos de 
agua afectados por vertimientos del municipio, así como programas de 
disposición, eliminación y reciclaje de residuos líquidos y sólidos y de control a 
las emisiones contaminantes del aire. 
 
10) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con los entes directores y 
organismos ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de Tierras y con las 
Corporaciones Autónomas Regionales, obras y proyectos de irrigación, drenaje, 
recuperación de tierras, defensa contra las inundaciones y regulación de cauces 



o corrientes de agua, para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas y 
micro-cuencas hidrográficas. 
 
PARAGRAFO. Las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agropecuaria a 
Pequeños Productores, Umatas, prestarán el servicio de asistencia técnica y 
harán transferencia de tecnología en lo relacionado con la defensa del medio 
ambiente y la protección de los recursos naturales renovables. 
 
ARTICULO 66. Competencias de Grandes Centros Urbanos. Los municipios, 
distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a 
un millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro urbano las 
mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, en lo 
que fuere aplicable al medio ambiente urbano. Además de las licencias 
ambientales, concesiones, permisos y autorizaciones que les corresponda 
otorgar para el ejercicio de actividades o la ejecución de obras dentro del 
territorio de su jurisdicción, las autoridades municipales, distritales o 
metropolitanas tendrán la responsabilidad de efectuar el control de vertimientos 
y emisiones contaminantes, disposición de desechos sólidos y de residuos 
tóxicos y peligrosos, dictar las medidas de corrección o mitigación de daños 
ambientales y adelantar proyectos de saneamiento y descontaminación. 
 
Los municipios, distritos o áreas metropolitanas de que trata el presente artículo 
asumirán ante las Corporaciones Autónomas Regionales la obligación de 
trasferir el 50% del recaudo de las tasas retributivas o compensatorias causadas 
dentro del perímetro urbano y de servicios, por el vertimiento de efluentes 
contaminantes conducidos por la red de servicios públicos y arrojados fuera de 
dicho perímetro, según el grado de materias contaminantes no eliminadas con 
que se haga el vertimiento. 
 
ARTICULO 67. De las Funciones de los Territorios Indígenas. Los Territorios 
Indígenas tendrán las mismas funciones y deberes definidos para los municipios 
en materia ambiental. 
 
ARTICULO 68. De la Planificación Ambiental de las Entidades Territoriales. Para 
garantizar la planificación integral por parte del Estado, del manejo y el 
aprovechamiento de los recursos naturales a fin de garantizar su desarrollo 
sostenible, conservación, restauración o sustitución, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 80 de la Constitución Nacional, los planes ambientales de las 
entidades territoriales estarán sujetos a las reglas de armonización de que trata 
el presente artículo. 
 
Los departamentos, municipios y distritos con régimen constitucional especial, 
elaborarán sus planes, programas y proyectos de desarrollo, en lo relacionado 
con el medio ambiente, los recursos naturales renovables, con la asesoría y bajo 
la coordinación de las Corporaciones Autónomas Regionales a cuya jurisdicción 
pertenezcan, las cuales se encargarán de armonizarlos. 



 
TITULO X 
 
DE LOS MODOS Y PROCEDIMIENTOS DE PARTICIPACION CIUDADANA 
 
ARTICULO 69. Del Derecho a Intervenir en los Procedimientos Administrativos 
Ambientales. Cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, sin 
necesidad de demostrar interés jurídico alguno, podrá intervenir en las 
actuaciones administrativas iniciadas para la expedición, modificación o 
cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o puedan afectar 
el medio ambiente o para la imposición o revocación de sanciones por el 
incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales. 
 
ARTICULO 70. Del Trámite de las Peticiones de Intervención. La entidad 
administrativa competente al recibir una petición para iniciar una actuación 
administrativa ambiental o al comenzarla de oficio dictará un acto de iniciación 
de trámite que notificará y publicará en los términos de los artículos 14 y 15 del 
Código Contencioso Administrativo y tendrá como interesado a cualquier 
persona que así lo manifieste con su correspondiente identificación y dirección 
domiciliaria. 
 
Para efectos de la publicación a que se refiere el presente artículo toda entidad 
perteneciente al Sistema Nacional Ambiental publicará un Boletín con la 
periodicidad requerida que se enviará por correo a quien lo solicite. 
 
ARTICULO 71. De la Publicidad de las Decisiones sobre el Medio Ambiente. Las 
decisiones que pongan término a una actuación administrativa ambiental para la 
expedición, modificación o cancelación de una licencia o permiso que afecte o 
pueda afectar el medio ambiente y que sea requerida legalmente, se notificará a 
cualquier persona que lo solicite por escrito, incluido el directamente interesado 
en los términos del artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y se le 
dará también la publicidad en los términos del artículo 45 del Código 
Contencioso Administrativo, para lo cual se utilizará el Boletín a que se refiere el 
artículo anterior. 
 
ARTICULO 72. De las Audiencias Públicas Administrativas sobre Decisiones 
Ambientales en Trámite. El Procurador General de la Nación o el Delegado para 
Asuntos Ambientales, el Defensor del Pueblo, el Ministro del Medio Ambiente, 
las demás autoridades ambientales, los gobernadores, los alcaldes o por lo 
menos cien (l00) personas o tres (3) entidades sin ánimo de lucro, cuando se 
desarrolle o pretenda desarrollarse una obra o actividad que pueda causar 
impacto al medio ambiente o a los recursos naturales renovables, y para la cual 
se exija permiso o licencia ambiental conforme a la ley o a los reglamentos, 
podrán solicitar la realización de una audiencia pública que se celebrará ante la 
autoridad competente para el otorgamiento del permiso o la licencia ambiental 
respectiva. 



 
La audiencia de que trata el presente artículo se celebrará con anticipación al 
acto que le ponga término a la actuación administrativa, bien sea para la 
expedición, la modificación o la cancelación de un permiso o licencia ambiental. 
 
La audiencia pública será convocada por la autoridad administrativa ante la cual 
se solicita, mediante edicto, con una anticipación de por lo menos 30 días a la 
toma de la decisión a debatir. El edicto comunicará la fecha, lugar y hora de 
celebración y el objeto de la audiencia. Será presidida por el jefe de la entidad 
competente o su delegado. El edicto permanecerá fijado en secretaría por 10 
días, dentro de los cuales deberá ser publicado en un diario de circulación 
nacional y en el Boletín de la respectiva entidad. 
 
En la audiencia pública podrán intervenir un representante de los peticionarios, 
los interesados, las autoridades competentes, expertos y organizaciones sin 
ánimo de lucro que hayan registrado con anterioridad escritos pertinentes al 
debate, y de la misma se levantará un acta. En la audiencia podrán recibirse las 
informaciones y pruebas que se consideren conducentes. La decisión 
administrativa deberá ser motivada, teniendo en cuenta las intervenciones y 
pruebas recogidas durante la audiencia. 
 
La celebración de la audiencia suspende los términos del procedimiento 
administrativo para el otorgamiento de licencias o permisos y se hace sin 
perjuicio de las facultades atribuidas a la autoridad competente para expedir el 
acto administrativo correspondiente. 
 
También podrá celebrarse una audiencia pública, durante la ejecución de una 
obra que haya requerido permiso o licencia ambiental, cuando fuere manifiesta 
la violación de los requisitos exigidos para su otorgamiento o de las normas 
ambientales. 
 
ARTICULO 73. De la conducencia de la Acción de Nulidad. La acción de nulidad 
procede contra los actos administrativos mediante los cuales se expide, modifica 
o cancela un permiso, autorización, concesión o Licencia Ambiental de una 
actividad que afecte o pueda afectar el medio ambiente. 
 
ARTICULO 74. Del Derecho de Petición de Informaciones. Toda persona natural 
o jurídica tiene derecho a formular directamente petición de información en 
relación con los elementos susceptibles de producir contaminación y los peligros 
que el uso de dichos elementos pueda ocasionar a la salud humana de 
conformidad con el artículo 16 de la Ley 23 de 1973. Dicha petición debe ser 
respondida en 10 días hábiles. Además, toda persona podrá invocar su derecho 
a ser informada sobre el monto y utilización de los recursos financieros, que 
están destinados a la preservación del medio ambiente. 
 



ARTICULO 75. De la Intervención del Ministro del Medio Ambiente en los 
Procedimientos Judiciales por Acciones Populares. Las acciones populares de 
que trata el artículo 8° de la Ley 9ª. de 1989 y el artículo 118 del Decreto 2303 
de 1989 deberán ser notificadas al Ministro del Medio Ambiente. Este o su 
apoderado emitirán concepto sobre cualquier proyecto de transacción sometido 
por las partes procesales para su aprobación al Juez competente, en audiencia 
pública que se celebrará previamente a esta decisión. 
 
Recibido el proyecto en el Despacho el Juez ordenará la celebración de 
audiencia pública dentro de los 30 días siguientes mediante edicto que se fijará 
en la secretaría por 10 días, durante los cuales se publicará en un periódico de 
circulación nacional. El edicto contendrá un extracto de las cláusulas referentes 
a las pretensiones de la demanda relacionadas con la protección del medio 
ambiente. 
 
En la audiencia podrán intervenir las partes, el Ministerio del Medio Ambiente, la 
entidad responsable del recurso, las personas naturales o jurídicas que hayan 
registrado comentarios escritos sobre el proyecto, y en ella el juez podrá 
decretar y recibir pruebas. La aprobación o rechazo del proyecto de transacción 
se proferirá al término de la audiencia. 
 
El Juez conservará competencia para verificar el cumplimiento de las 
transacciones y podrá en cualquier momento darle curso a las acciones 
populares originadas en el incumplimiento de la transacción. Salvo lo dispuesto 
en este artículo, en el trámite de acciones populares se observará el 
procedimiento señalado en el Decreto 2651 de 1991, el cual se adopta como 
norma legal permanente. Los Jueces Municipales serán competentes en primera 
instancia si los procesos son de mínima cuantía y los Jueces del Circuito lo 
serán si son de mayor cuantía. 
 
ARTICULO 76. De las Comunidades Indígenas y Negras. La explotación de los 
recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social 
y económica de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de 
acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución Nacional, y 
las decisiones sobre la materia se tomarán, previa consulta a los representantes 
de tales comunidades. 
 
TITULO XI  
 
DE LA ACCION DE CUMPLIMIENTO  
EN ASUNTOS AMBIENTALES 
 
ARTICULO 77. Del Procedimiento de la Acción de Cumplimiento. El efectivo 
cumplimiento de las leyes o actos administrativos que tengan relación directa 
con la protección y defensa del medio ambiente podrá ser demandado por 



cualquier persona natural o jurídica, a través del procedimiento de ejecución 
singular regulado en el Código de Procedimiento Civil. 
 
ARTICULO 78. Competencia. Si el cumplimiento proviniere de una autoridad del 
orden nacional, será competente para conocer del proceso de ejecución, en 
primera instancia, el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca; en 
los demás casos, el Tribunal Administrativo correspondiente a la jurisdicción de 
la autoridad demandada. 
 
ARTICULO 79. Requerimiento. Para librar el mandamiento de Ejecución, el Juez 
del conocimiento requerirá al jefe o director de la entidad demandada para que 
por escrito manifieste la forma como se está cumpliendo con las leyes y actos 
administrativos invocados. 
 
ARTICULO 80. Mandamiento de Ejecución. Pasados ocho días hábiles, sin que 
se obtenga respuesta del funcionario se procederá a decretar la ejecución. En el 
mandamiento de ejecución se condenará en costas al funcionario renuente y a la 
entidad que pertenezca, quienes serán solidariamente responsables de su pago. 
 
ARTICULO 81. Desistibilidad. En ningún caso podrá el actor desistir de sus 
pretensiones. 
 
ARTICULO 82. Imprescriptibilidad. La ejecución del cumplimiento es 
imprescriptible. 
 
TITULO XII  
 
DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS DE POLICIA 
 
ARTICULO 83. Atribuciones de Policía. El Ministerio del Medio Ambiente y las 
Corporaciones Autónomas Regionales, además de los departamentos, 
municipios y distritos con régimen constitucional especial, quedan investidos, a 
prevención de las demás autoridades competentes, de funciones policivas para 
la imposición y ejecución de las medidas de policía, multas y sanciones 
establecidas por la ley, que sean aplicables según el caso. 
 
ARTICULO 84. Sanciones y Denuncias. Cuando ocurriere violación de las 
normas sobre protección ambiental o sobre manejo de recursos naturales 
renovables, el Ministerio del Medio Ambiente o las Corporaciones Autónomas 
Regionales impondrán las sanciones que se prevén en el artículo siguiente, 
según el tipo de infracción y la gravedad de la misma. Si fuere el caso, 
denunciarán el hecho ante las autoridades competentes para que se inicie la 
investigación penal respectiva. 
 
ARTICULO 85. Tipos de Sanciones. El Ministerio del Medio Ambiente y las 
Corporaciones Autónomas Regionales impondrán al infractor de las normas 



sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento de recursos 
naturales renovables, mediante resolución motivada y según la gravedad de la 
infracción, los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas:  
 
1) Sanciones: 
 
a) Multas diarias hasta por una suma equivalente a 300 salarios mínimos 
mensuales, liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución; 
 
b) Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización; 
 
c) Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio 
respectivo y revocatoria o caducidad del permiso o concesión; 
 
d) Demolición de obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin 
permiso o licencia, y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al 
medio ambiente o a los recursos naturales renovables; 
 
e) Decomiso definitivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de 
productos o implementos utilizados para cometer la infracción. 
 
2) Medidas preventivas: 
 
a) Amonestación verbal o escrita; 
 
b) Decomiso preventivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de 
productos e implementos utilizados para cometer la infracción; 
 
c) Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse 
daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o 
cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, 
licencia o autorización; 
 
d) Realización dentro de un término perentorio, los estudios y evaluaciones 
requeridas para establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e 
impactos causados por la infracción, así como las medidas necesarias para 
mitigarlas o compensarlas. 
 
PARAGRAFO 1. El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de 
las obras o medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del 
control, ni de la obligación de restaurar el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables afectados; 
 
PARAGRAFO 2. Las sanciones establecidas por el presente artículo se 
aplicarán sin perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya 
lugar; 



 
PARAGRAFO 3. Para la imposición de las medidas y sanciones a que se refiere 
este artículo se estará al procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o 
al estatuto que lo modifique o sustituya; 
 
PARAGRAFO 4. En el caso del Departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 
29 y 35 de la Ley 47 de 1993, se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este 
artículo. 
 
ARTICULO 86. Del Mérito Ejecutivo. Las resoluciones que impongan multas y 
sanciones pecuniarias expedidas por las corporaciones, a que hacen referencia 
estas disposiciones, y que cumplan con la ley y disposiciones reglamentarias, 
prestarán mérito ejecutivo. 
 
TITULO XIII  
 
DEL FONDO NACIONAL AMBIENTAL Y DEL FONDO  
AMBIENTAL DE LA AMAZONIA  
 
ARTICULO 87. Creación, Naturaleza y Jurisdicción. Créase el Fondo Nacional 
Ambiental, en adelante FONAM, como un sistema especial de manejo de 
cuentas del Ministerio del Medio Ambiente, con personería jurídica, patrimonio 
independiente, sin estructura administrativa ni planta de personal y con 
jurisdicción en todo el territorio nacional. 
 
ARTICULO 88.  Objetivos. El FONAM será un instrumento financiero de apoyo a 
la ejecución de las políticas ambiental y de manejo de los recursos naturales 
renovables. Como tal estimulará la descentralización, la participación del sector 
privado y el fortalecimiento de la gestión de los entes territoriales, con 
responsabilidades en estas materias. Para el efecto, podrá financiar o 
cofinanciar, según el caso, a entidades públicas y privadas en la realización de 
proyectos, dentro de los lineamientos de la presente Ley y de manera que se 
asegure la eficiencia y coordinación con las demás entidades del Sistema 
Nacional Ambiental y se eviten duplicidades. 
 
EL FONAM financiará la ejecución de actividades, estudios, investigaciones, 
planes, programas y proyectos, de utilidad pública e interés social, encaminados 
al fortalecimiento de la gestión ambiental, a la preservación, conservación, 
protección, mejoramiento y recuperación del medio ambiente y al manejo 
adecuado de los recursos naturales renovables y de desarrollo sostenible. 
 
PARAGRAFO. El FONAM tendrá una subcuenta para el manejo separado de los 
recursos presupuestales que se asignen a la administración y manejo del 
Sistema de Parques Nacionales. El Ministro del Medio Ambiente podrá delegar 



en el Jefe de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales la función de ordenador del gasto de esta subcuenta. 
 
ARTICULO 89. Dirección y Administración del FONAM. Las funciones de 
dirección y administración del FONAM estarán a cargo del Ministro del Medio 
Ambiente. quien podrá delegarlas en el Viceministro. El Consejo de Gabinete, 
hará las veces de organismo decisorio en materia de dirección y administración 
del Fondo en él se tomarán las decisiones pertinentes, conforme al estatuto 
reglamentario que al efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
Como principal criterio para la financiación de proyectos a nivel regional con 
recursos del FONAM, el Consejo de Gabinete deberá tener en cuenta el ingreso 
per cápita de las poblaciones beneficiarias de manera que las zonas mas pobres 
sean prioritariamente beneficiadas. 
 
El Ministro del Medio Ambiente será el representante legal del FONAM y el 
ordenador del gasto. 
 
ARTICULO 90. Recursos. El FONAM contará para su operación con los 
recursos humanos, físicos y técnicos del Ministerio del Medio Ambiente.  
 
Los recursos financieros de que podrá disponer el FONAM para el cumplimiento 
de sus deberes, tendrán origen en las siguientes fuentes: 
 
1) Las partidas que le sean asignadas en la ley de apropiaciones; 
 
2) Los rendimientos obtenidos por los créditos que otorgue en cumplimiento de 
sus objetivos, así como la recuperación de los mismos; 
 
3) Los recursos provenientes de los empréstitos externos que celebre, previo el 
cumplimiento de las disposiciones que regulan esta clase de endeudamiento 
para las entidades de derecho público; 
 
4) Los rendimientos financieros obtenidos sobre sus excesos transitorios de 
liquidez; 
 
5) Los recursos provenientes de la administración del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales; 
 
6) Los recursos provenientes del canje de la deuda externa por actividades o 
proyectos sobre protección, mejoramiento y recuperación del medio ambiente y 
adecuado manejo de los recursos naturales renovables; 
 
7) El 50% del monto de las indemnizaciones impuestas y recaudadas como 
consecuencia de las acciones instauradas, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 88 de la Constitución Nacional, por daños ocasionados al medio 



ambiente y a otros de similar naturaleza que se definan en la ley que regule esta 
materia; 
 
8) Los recursos que, por donación o a cualquier título, reciba de las personas 
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras. 
 
PARAGRAFO 1. Los recursos del crédito externo contratados por la nación con 
el Banco Interamericano de Desarrollo para la financiación del Fondo Nacional 
del Ambiente, serán administrados por éste a partir de la vigencia de esta Ley; 
 
PARAGRAFO 2. No más del 20% de los recursos del Fondo Nacional del 
Ambiente, distintos a los que se hace referencia en el artículo 91, se destinarán 
a la financiación de proyectos en el área de jurisdicción de las diez (10) 
Corporaciones Autónomas de mayores ingresos totales en la vigencia anterior; 
 
ARTICULO 91. De los Recursos para el Medio Ambiente del Fondo Nacional de 
Regalias. Los recursos destinados al medio ambiente por el Fondo Nacional de 
Regalias, se distribuiran de la siguiente manera: no menos del quince por ciento 
(15%) deben canalizarce hacia la financiación del saneamiento ambiental en la 
Amazonia y el Chocó y el desarrollo sustentable de tierras de resguardos 
indígenas ubicadas en zonas de especia significación ambiental. No menos del 
veinte por ciento (20%) deben destinarse a la recuperación y conservación de 
las cuencas hidrográficas en todo el país. No menos de cuatro por ciento (4%) 
se transferirá a los municipios que tengan jurisdicción en el Macizo Colombiano, 
para preservación, reconstrucción y protección ambiental de sus recurso 
naturales renovables. 
 
El sesenta y uno por ciento (61%) restante se asignará a la financiación de 
proyectos ambientales que adelanten entidades territoriales, con la asesoria 
obligatoria de las respectivas Corporaciones Autónomas Regionales, y serán 
distribuidos de la siguiente manera: no menos del 48 % de los recursos entre los 
municipios de la jurisdicción de las 15 Corporaciones Autónomas Regionales de 
menores ingresos totales en la vigencia anterior; no menos del 32 % entre los 
municipios de las Corporaciones Autónomas Regionales con régimen especial. 
 
En ningún caso se podrá destinar para funcionamiento mas del 20% de los 
recursos de que trata este artículo. 
 
ARTICULO 92. Creación y Naturaleza del Fondo Ambiental de la Amazonia. 
Créase el Fondo Ambiental de la Amazonia, como mecanismo para la 
negociación, canalización y distribución de los recursos de la cooperación 
técnica y financiera internacional destinada a la ejecución de proyectos 
ambientales en la zona geográfica de la Amazonia por parte de las 
corporaciones que tienen jurisdicción en esa zona y del Instituto "SINCHI". Este 
Fondo constituye un sistema especial de manejo de cuentas del Ministerio del 



Medio Ambiente, con personería jurídica, patrimonio independiente, sin 
estructura administrativa ni planta de personal. 
 
ARTICULO 93. Objetivos. El Fondo Ambiental de la Amazonia será un 
instrumento financiero de apoyo a la ejecución de las políticas ambiental y de 
manejo de los recursos naturales renovables en la Amazonia Colombiana. Como 
tal estimulará la descentralización, la participación del sector privado y el 
fortalecimiento de la gestión de los entes territoriales, con responsabilidades en 
estas materias. Para el efecto, podrá financiar o cofinanciar, según el caso, a 
entidades públicas y privadas en la realización de proyectos, dentro de los 
lineamientos de la presente Ley y de manera que se asegure la eficiencia y 
coordinación con las demás entidades del Sistema Nacional Ambiental y se 
eviten duplicidades. 
 
El Fondo Ambiental de la Amazonia financiará la ejecución de actividades, 
estudios, investigaciones, planes, programas y proyectos, de utilidad pública e 
interés social, encaminados al fortalecimiento de la gestión ambiental, a la 
preservación, conservación, protección, mejoramiento y recuperación del medio 
ambiente y al manejo adecuado de los recursos naturales renovables Amazonia 
Colombiana. 
 
ARTICULO 94. Dirección y Administración del Fondo. Las funciones de dirección 
y administración del Fondo Ambiental de la Amazonia estarán a cargo del 
Ministro del Medio Ambiente, quien podrá delegarlas en el Viceministro. El 
Consejo de Gabinete y los directores de CORPOAMAZONIA, CDA y el Director 
del Instituto "SINCHI", conformarán un consejo decisorio en materia de dirección 
y administración del Fondo, en él se tomarán las decisiones pertinentes, 
conforme al estatuto reglamentario que al efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
El Ministro del Medio Ambiente será el representante legal del FAMAZONICO y 
el ordenador del gasto. 
 
ARTICULO 95. Recursos. Fondo Ambiental de la Amazonia contará para su 
operación con los recursos humanos, físicos y técnicos del Ministerio del Medio 
Ambiente. 
 
Los recursos financieros de que podrá disponer el Fondo Ambiental de la 
Amazonia para el cumplimiento de sus deberes, tendrán origen en las siguientes 
fuentes: 
 
1) Las partidas que le sean asignadas en la ley de apropiaciones; 
 
2) Los rendimientos obtenidos por los créditos que otorgue en cumplimiento de 
sus objetivos, así como la recuperación de los mismos; 
 



3) Los recursos provenientes de los empréstitos externos que celebre, previo el 
cumplimiento de las disposiciones que regulan esta clase de endeudamiento 
para las entidades de derecho público; 
 
4) Los rendimientos financieros obtenidos sobre sus excesos transitorios de 
liquidez; 
 
5) Los recursos provenientes del canje de la deuda externa por actividades o 
proyectos sobre protección, mejoramiento y recuperación del medio ambiente y 
adecuado manejo de los recursos naturales renovables; 
 
6) Los recursos que, por donación o a cualquier título, reciba de las personas 
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras. 
 
ARTICULO 96. Restricción de Destino de los Recursos del Fondo Ambiental de 
la Amazonia y del FONAM. En ningún caso se podrán destinar los recursos del 
estos fondos para cubrir los costos que deban asumir los usuarios públicos o 
privados en la restauración, restitución o reparación de daños ambientales 
ocasionados por ellos, ni en la ejecución de obras o medidas que deban 
adelantar tales usuarios por orden de la entidad responsable del control. 
 
PARAGRAFO 1. El Fondo Ambiental de la Amazonia y el FONAM, no podrán 
financiar gastos de funcionamiento ni servicio de la deuda; 
 
PARAGRAFO 2. Para el cumplimiento de los objetivos de que trata este artículo 
y con el propósito de lograr complementariedad de esfuerzos y procurar el uso 
racional y eficiente de los recursos destinados a actividades y proyectos 
ambientales y de manejo adecuado de recursos naturales renovables y de 
desarrollo sostenible, el Fondo Ambiental de la Amazonia y el FONAM podrán 
establecer niveles y mecanismos de coordinación con las diferentes entidades 
públicas y privadas, que participen en la ejecución de actividades relacionadas 
con estas materias; 
 
PARAGRAFO 3. El proyecto de Cooperación Técnica Internacional suscrito 
entre el Gobierno Colombiano y la Comunidad Europea, en enero de 1993, 
conocido como Fondo Amazonia, no formará parte del Fondo Ambiental de la 
Amazonia de que tratan estos artículos.   
 
TITULO XIV 
 
DE LA PROCURADURIA DELEGADA PARA  
ASUNTOS AMBENTALES 
 
ARTICULO 97. Funciones. Créase, dentro de la Procuraduría General de la 
Nación, la Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales, la cual ejercerá las 
siguientes funciones: 



 
1) Velar por la defensa del medio ambiente de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 277 de la Constitución Política y demás normas concordantes; 
 
2) Intervenir en las actuaciones administrativas y de policía, en defensa del 
medio ambiente o de los recursos naturales renovables, y del derecho de la 
comunidad a un ambiente sano; 
 
3) Velar por el cumplimiento de la Constitución, las leyes, los reglamentos, las 
decisiones judiciales y demás normas superiores referentes a la defensa del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables; 
 
4) Interponer directamente, o a través del Defensor del Pueblo, las acciones 
previstas por la Constitución Política y la ley para la defensa del medio ambiente 
y los recursos naturales renovables. 
 
PARAGRAFO. La Procuraduría General de la Nación procederá, en el término 
de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de esta Ley a reorganizar su 
estructura interna para incorporar en ella la Procuraduría Delegada para Asuntos 
Ambientales. Para el efecto se destinarán o reubicarán las partidas 
presupuestales que sean necesarias. 
 
Los concejos distritales o municipales podrán crear personerías delegadas en 
materia ambiental, en las cuales la Procuraduría General podrá delegar 
funciones. 
 
TITULO XV 
 
DE LA LIQUIDACION DEL INDERENA  
Y DE LAS GARANTIAS LABORALES 
 
ARTICULO 98. Liquidación del Inderena. Ordénase la supresión y liquidación del 
Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente, 
INDERENA, creado mediante Decreto-ley 2460 de 1968, dentro del plazo de dos 
(2) años contados a partir de la vigencia de la presente Ley. El Gobierno 
Nacional nombrará un liquidador quien actuará bajo la supervisión del Ministro 
del Medio Ambiente. 
 
Facúltase al Gobierno Nacional para suprimir la planta de personal y los 
empleos de dicho Instituto y para trasladar, o indemnizar en caso de retiro, a su 
personal, conforme a las disposiciones de esta Ley y a la reglamentación que al 
efecto expida. 
 
PARAGRAFO 1. El INDERENA continuará cumpliendo las funciones que su ley 
de creación le encomendó en todo el territorio nacional hasta cuando las 



Corporaciones Autónomas Regionales creadas y/o transformadas puedan 
asumir plenamente las funciones definidas por la presente Ley. 
 
Este proceso deberá cumplirse dentro de un término máximo de dos (2) años 
contados a partir de la vigencia de la presente Ley. 
 
Las actividades, estructura y planta de personal de INDERENA se irán 
reduciendo progresivamente hasta desaparecer en el momento en que finalice la 
liquidación; 
 
PARAGRAFO 2. A partir de la vigencia de esta Ley, adscríbese el INDERENA al 
Ministerio del Medio Ambiente, el cual será el responsable de, en un período no 
mayor a dos años, asegurar la transferencia de las funciones del INDERENA a 
las entidades que la Ley define como competentes. Las Corporaciones 
Autónomas Regionales asumirán gradualmente, y durante un período no mayor 
a tres años todas las funciones que esta Ley les asigna. 
 
ARTICULO 99. Garantías al Personal de INDERENA. El Gobierno Nacional 
garantizará, en desarrollo del ajuste institucional dispuesto por la presente Ley, 
el traslado, reubicación o retiro compensado de los empleados y trabajadores 
que hacen parte de la planta de personal del INDERENA al momento de 
vigencia de la presente Ley. 
 
Sin perjuicio de la evaluación sobre su capacidad y eficiencia, ni de la 
discrecionalidad para la designación de funcionarios que no pertenezcan a la 
carrera administrativa, los actuales empleados y trabajadores del INDERENA 
serán considerados con prioridad para su vinculación como servidores públicos 
del Ministerio del Medio Ambiente y demás entidades y organismos del Sistema 
Nacional Ambiental. 
 
En los concursos que se realicen para la provisión de cargos de carrera 
administrativa, se reconocerá a los empleados del INDERENA un puntaje básico 
que reglamentará el Gobierno Nacional. 
 
PARAGRAFO. Los funcionarios del INDERENA adscritos a la División de 
Parques Nacionales Naturales serán reubicados en la Unidad Administrativa 
Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales del Ministerio del Medio 
Ambiente, de acuerdo con las necesidades de planta de personal de la Unidad 
Administrativa del Sistema de Parques Naturales. 
 
ARTICULO 100. Prestaciones y Pensiones. La Nación, a través del Ministerio 
del Medio Ambiente, asumirá el reconocimiento y pago de todas las 
prestaciones, pensiones o cuotas partes de ellas, causadas o que se causen a 
favor de los empleados, trabajadores, o pensionados del INDERENA, para lo 
cual se le autoriza a tomar las medidas necesarias y hacer los traslados 
presupuestales a que hubiese lugar. 



 
Los pensionados del INDERENA conservarán los mismos derechos de que 
disfrutan a la vigencia de la presente Ley. 
 
TITULO XVI 
 
DISPOSICIONES FINALES 
 
ARTICULO 101. Del Cuerpo Especializado de Policía Ambiental y de los 
Recursos Naturales de la Policía Nacional. La Policía Nacional tendrá un cuerpo 
especializado de Policía Ambiental y de los Recursos Naturales, encargado de 
prestar apoyo a las autoridades ambientales, a los entes territoriales y a la 
comunidad, en la defensa y protección del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, y en las funciones y acciones de control y vigilancia 
previstas por la ley. El Gobierno Nacional procederá a tomar las medidas 
necesarias para la creación del cuerpo especialmente entrenado en asuntos 
ambientales de que trata el presente artículo, para lo cual dispone de un (1) año 
contado a partir de la vigencia de esta Ley. 
 
El cuerpo especializado de Policía de que trata este artículo prestará su servicio 
con prioridad en las zonas de reserva, parques nacionales y en las áreas de 
especial importancia ecosistémica y colaborará en las tareas educativas, 
promocionales y de prevención para el buen cuidado y respeto de la naturaleza. 
 
ARTICULO 102. Del Servicio Ambiental. Un 20% de los bachilleres 
seleccionados para prestar el Servicio Militar Obligatorio, prestarán servicio 
ambiental, preferiblemente entre quienes acrediten capacitación en las áreas de 
que trata esta Ley. 
 
El servicio ambiental tiene por objeto prestar apoyo a las autoridades 
ambientales, a las entidades territoriales y a la comunidad en la defensa y 
protección del medio ambiente y los recursos naturales renovables. Tendrá las 
siguientes funciones:  
 
(a) educación ambiental;  
 
(b) organización comunitaria para la gestión ambiental;  
 
(c) prevención, control y vigilancia sobre el uso del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables. 
 
El servicio ambiental estará dirigido por el Ministerio de Defensa en coordinación 
con el Ministerio del Medio Ambiente, será administrado por las entidades 
territoriales y se validará como prestación del Servicio Militar Obligatorio. 
 



ARTICULO 103. Del Apoyo de las Fuerzas Armadas. Las Fuerzas Armadas 
velarán en todo el territorio nacional por la protección y defensa del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables y por el cumplimiento de las 
normas dictadas con el fin de proteger el patrimonio natural de la nación, como 
elemento integrante de la soberanía nacional. 
 
La Armada Nacional tendrá a su cargo el ejercicio de las funciones de control y 
vigilancia en materia ambiental y de los recursos naturales, en los mares y zonas 
costeras, así como la vigilancia, seguimiento y evaluación de los fenómenos de 
contaminación o alteración del medio marino. 
 
ARTICULO 104. De la Comisión Colombiana de Oceanografía. La Comisión 
Colombiana de Oceanografía, creada por Decreto 763 de 1969 y reestructurada 
por el Decreto 415 de 1983, tendrá el carácter de organismo asesor del 
Ministerio del Medio Ambiente en los asuntos de su competencia. 
 
ARTICULO 105. De las Funciones de INGEOMINAS en Materia Ambiental. El 
Instituto de Investigaciones en Geociencias, Minería y Química, Ingeominas, 
establecimiento público de investigación y desarrollo adscrito al Ministerio de 
Minas y Energía. complementará y apoyará la labor del IDEAM, en las 
investigaciones y estudios del medio ambiente físico que tengan por objeto 
conocer la Tierra, su evolución, su dinámica, sus componentes y recursos, el 
agua subterránea, la exploración y aprovechamiento de los recursos del 
subsuelo y la evaluación de los riesgos e impactos geológicos y de obras de 
infraestructura. 
 
En estos aspectos, el INGEOMINAS orientará su gestión de acuerdo con las 
políticas y directrices del Ministerio del Medio Ambiente. 
 
ARTICULO 106. Del Reconocimiento de Personería Jurídica a Entidades 
Ambientalistas. Corresponde a los Alcaldes Municipales o Distritales el 
reconocimiento de la personería jurídica de entidades sin ánimo de lucro que 
tengan por objeto la defensa y protección del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, y su correspondiente registro como "Organizaciones 
Ambientalistas No Gubernamentales". 
 
Los alcaldes que reconozcan la personería jurídica y ordenen el registro de que 
trata este artículo, deberán comunicar su decisión al Ministerio del Medio 
Ambiente dentro de los treinta (30) días siguientes a su ejecutoria. 
 
ARTICULO 107. Utilidad Pública e Interés Social, Función Ecológica de la 
Propiedad. Decláranse de utilidad pública e interés social la adquisición por 
negociación directa o por expropiación de bienes de propiedad privada, o la 
imposición de servidumbres, que sean necesarias para la ejecución de obras 
públicas destinadas a la protección y manejo del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, conforme a los procedimientos que establece la ley. 



 
Las normas ambientales son de orden público y no podrán ser objeto de 
transacción o de renuncia a su aplicación por las autoridades o por los 
particulares. 
 
En los términos de la presente Ley el Congreso, las Asambleas y los Concejos 
municipales y distritales, quedan investidos de la facultad de imponer 
obligaciones a la propiedad en desarrollo de la función ecológica que le es 
inherente 
 
Son motivos de utilidad pública e interés social para la adquisición, por 
enajenación voluntaria o mediante expropiación, de los bienes inmuebles rurales 
o urbanos, patrimoniales de entidades de derecho público o demás derechos 
que estuvieren constituidos sobre esos mismos bienes; además de los 
determinados en otras leyes, los siguientes: 
 
- La ejecución de obras públicas destinadas a la protección y manejo del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables. 
 
- La declaración y alinderamiento de áreas que integren el Sistema de Parques 
Nacionales Naturales. 
 
- La ordenación de cuencas hidrográficas con el fin de obtener un adecuado 
manejo de los recursos naturales renovables y su conservación 
 
Para el procedimiento de negociación directa y voluntaria así como el de 
expropiación se aplicarán las prescripciones contempladas en las normas 
vigentes sobre reforma agraria para predios rurales y sobre reforma urbana para 
predios urbanos. 
 
PARAGRAFO. Tratándose de adquisición por negociación directa o por 
expropiación de bienes inmuebles de propiedad privada relacionados con las 
áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, el precio será fijado por el 
Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", entidad esta que al hacer sus avalúos y 
con el objeto de evitar un enriquecimiento sin causa, no tendrá en cuenta aquella 
acciones o intenciones manifiestas y recientes del Estado que hayan sido 
susceptibles de producir una valorización evidente de los bienes avaluados, 
tales como: 
 
- La adquisición previa por parte de una entidad con funciones en materia de 
administración y manejo de los recursos naturales renovables y de protección al 
ambiente, dentro de los cinco (5) años anteriores, de otro inmueble en la misma 
área de influencia. 
 
- Los proyectos anunciados, las obras en ejecución o ejecutadas en los cinco (5) 
años anteriores por la entidad adquiriente o por cualquier otra entidad pública en 



el mismo sector, salvo en el caso en que el propietario haya pagado o esté 
pagando la contribución de valorización respectiva. 
 
- El simple anuncio del proyecto de la entidad adquiriente o del Ministerio del 
Medio Ambiente de comprar inmuebles en determinado sector, efectuado dentro 
de los cinco (5) años anteriores. 
 
- Los cambios de uso, densidad y altura efectuados por el Plan Integral de 
Desarrollo, si existiere, dentro de los tres (3) años anteriores a la autorización de 
adquisición, compraventa, negocio, siempre y cuando el propietario haya sido la 
misma persona durante dicho período o, habiéndolo enajenado, haya 
readquirido el inmueble para le fecha del avalúo administrativo especial. 
 
En el avalúo que se practique no se tendrá en cuenta las mejoras efectuadas 
con posterioridad a la declaratoria del área como Parque Nacional Natural. 
 
ARTICULO 108. Adquisición por la Nación de Areas o Ecosistemas de Interés 
Estratégico para la Conservación de los Recursos Naturales. Las Corporaciones 
Autónomas Regionales en coordinación y con el apoyo de las entidades 
territoriales adelantarán los planes de cofinanciación necesarios para adquirir 
áreas o ecosistemas estratégicos para la conservación, preservación, y 
recuperación de los recursos naturales. 
 
La definición de estas áreas y los procesos de adquisición, conservación y 
administración deberán hacerse con la activa participación de la sociedad civil.   
 
ARTICULO 109. De las Reservas Naturales de la Sociedad Civil. Denomínase 
Reserva Natural de la Sociedad Civil la parte o el todo del área de un inmueble 
que conserve una muestra de un ecosistema natural y sea manejado bajo los 
principios de la sustentabilidad en el uso de los recursos naturales, cuyas 
actividades y usos se establecerán de acuerdo a reglamentación, con la 
participación de las organizaciones sin ánimo de lucro de carácter ambiental. 
 
PARAGRAFO. Para efectos de este artículo se excluyen las áreas en que se 
exploten industrialmente recursos maderables, admitiéndose sólo la explotación 
maderera de uso doméstico y siempre dentro de parámetros de sustentabilidad. 
 
ARTICULO 110. Del Registro de las Reservas Naturales de la Sociedad Civil. 
Toda persona natural, jurídica o colectiva propietaria de un área denominada 
Reserva Natural de la Sociedad Civil deberá obtener registro o matrícula ante el 
Ministerio del Medio Ambiente, de acuerdo con la reglamentación que se expida, 
la solicitud puede ser elevada directamente o por intermedio de organizaciones 
sin ánimo de lucro. 
 
Una vez obtenido el registro, además de lo contemplado en el Artículo 
precedente, deberá ser llamada a participar, por sí o por intermedio de una 



organización sin ánimo de lucro, en los procesos de planeación de programas de 
desarrollo que se van a ejecutar en el área en donde se encuentre ubicado el 
bien. El Estado no podrá ejecutar inversiones que afecten una o varias reservas 
naturales de la sociedad civil, debidamente registradas, sin el previo 
consentimiento del titular de ella. 
 
El Estado promoverá y facilitará la adquisición, establecimiento y libre desarrollo 
de áreas de reservas naturales por la sociedad civil en ecosistemas o zonas 
estratégicas. 
 
ARTICULO 111. Adquisición de áreas de interés para acueductos municipales. 
Decláranse de interés público las áreas de importancia estratégica para la 
conservación de recursos hídricos que surten de agua los acueductos 
municipales y distritales. 
 
Los departamentos y municipios dedicarán durante quince años un porcentaje 
no inferior al 1% de sus ingresos, de tal forma que antes de concluido tal 
período, haya adquirido dichas zonas. 
 
La administración de estas zonas corresponderá al respectivo distrito o 
municipio en forma conjunta con la respectiva Corporación Autónoma Regional y 
con la opcional participación de la sociedad civil. 
 
PARAGRAFO. Los proyectos de construcción de distritos de riego deberán 
dedicar un porcentaje no inferior al 3% del valor de la obra a la adquisición de 
áreas estratégicas para la conservación de los recursos hídricos que los surten 
de agua. 
 
ARTICULO 112. Comisión Revisora de la Legislación Ambiental. El Gobierno 
Nacional integrará una comisión de expertos y juristas, de la que formarán parte 
un Senador de la República y un representante a la Cámara miembros de las 
Comisiones Quintas de las respectivas corporaciones, así como un 
Representante del movimiento indígena, encargada de revisar los aspectos 
penales y policivos de la legislación relacionada con el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables y en particular el Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, Decreto 2811 de 
1974, el Código Sanitario Nacional y el Código de Minas y de presentar ante el 
Congreso de la República, dentro de los diez y ocho (18) meses siguientes a la 
vigencia de esta Ley y acorde con sus disposiciones, sendos proyectos de ley 
tendientes a su modificación, actualización o reforma. 
 
ARTICULO 113. Reestructuración de la CVC. Facúltase al Presidente de la 
República por el término de seis meses contados a partir de la vigencia de la 
presente Ley para reestructurar la Corporación Autónoma Regional del Cauca, 
CVC, y transferir y aportar a un nuevo ente, cuya creación se autoriza, las 



funciones de generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, así 
como los activos y pasivos relacionados con dicha actividad. 
 
En desarrollo de estas facultades, el Gobierno Nacional procederá a organizar el 
nuevo ente encargado del ejercicio de las funciones relacionadas con la 
generación, transmisión y distribución de energía, el cual podrá constituirse 
como empresa industrial o comercial del Estado, o como sociedad de economía 
mixta con la participación de las entidades públicas, privadas o mixtas del orden 
nacional, regional, departamental o municipal. 
 
PARAGRAFO 1. Las facultades conferidas en este artículo, incluyen la definición 
del régimen laboral de los actuales empleados y trabajadores de la CVC sin 
perjuicio de sus derechos adquiridos. 
 
PARAGRAFO 2. El Presidente de la República oirá el concepto previo de una 
Comisión asesora integrada para el efecto, de la que formarán parte los 
gobernadores de los departamentos del Valle del Cauca y Cauca, el Ministro de 
Minas y Energía, el Director General de la CVC, el Gerente General de las 
Empresas Municipales de Cali, un representante de los empleados del sector 
eléctrico de la CVC y dos miembros del actual Consejo Directivo de la CVC que 
representen en él al sector privado regional. 
 
ARTICULO 114. Reestructuración de la CDMB. La Corporación Autónoma 
Regional de la Meseta de Bucaramanga, CDMB, adquiere todos los derechos y 
asume todas las obligaciones que estaban radicadas en cabeza de la actual 
Corporación de Defensa de la Meseta de Bucaramanga, CDMB. 
 
ARTICULO 115. Garantías Laborales a los Funcionarios de Entidades del Orden 
Nacional que se Reforman. El Gobierno Nacional garantizará, en desarrollo del 
ajuste institucional dispuesto por la presente Ley, el traslado, reubicación o retiro 
compensado de los empleados y trabajadores que hacen parte de la planta de 
personal del Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", IGAC, del Instituto de 
Hidrología Meteorología y Adecuación de Tierras, HIMAT, al momento de 
vigencia de la presente Ley. 
 
Sin perjuicio de la evaluación sobre su capacidad y eficiencia, ni de la 
discrecionalidad para la designación de funcionarios que no pertenezcan a la 
carrera administrativa, los actuales empleados y trabajadores del IGAC y del 
HIMAT serán considerados con prioridad para su vinculación como servidores 
públicos del IDEAM. 
 
En los concursos que se realicen para la provisión de cargos de carrera 
administrativa, se reconocerá a los empleados del IGAC y del HIMAT un puntaje 
básico que reglamentará el Gobierno Nacional. 
 



ARTICULO 116. Autorizaciones. El Presidente de la República, en ejercicio de 
sus funciones constitucionales y para el cumplimiento de lo dispuesto en la 
presente Ley, procederá a: 
 
a) Dictar, con sujeción a las disposiciones de la presente Ley, las normas 
necesarias para poner en funcionamiento el Ministerio del Medio Ambiente, 
complementar su estructura orgánica interna, distribuir las funciones de sus 
dependencias y crear y proveer su planta de personal; 
 
b) Suprimir, modificar, fusionar o redistribuir las funciones de los Ministerios o 
entidades que han tenido competencia en materia de protección ambiental y 
administración de los recursos naturales renovables, con sujeción a los 
dispuesto en la presente Ley; 
 
c) Modificar la estructura y funciones del Instituto Geográfico "Agustín Codazzi", 
IGAC, y de la División Especial de Política Ambiental y Corporaciones 
Autónomas Regionales, DEPAC, y de la Unidad de Estudios Agrarios, UDA, del 
Departamento Nacional de Planeación, conforme a lo establecido en la presente 
Ley; 
 
d) Modificar la estructura orgánica y funciones del Instituto de Adecuación de 
Tierras, INAT, antes Instituto de Hidrología, Meteorología y Adecuación de 
Tierras, HIMAT, conforme a lo establecido en la presente Ley y dentro de los 
seis (6) meses siguientes a su vigencia; 
 
e) Organizar y reestructurar el Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras 
"José Benito Vives de Andreis", INVEMAR; dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la vigencia de la presente Ley y conforme a sus disposiciones. Para 
esto el Presidente podrá crear una Comisión Técnica asesora en que participen 
entre otros los investigadores y directivos del INVEMAR, representantes de la 
Comisión Colombiana de Oceanografía y del Programa Nacional de Ciencias y 
Tecnologías del Mar. La Corporación INVEMAR tendrá aportantes de capital 
público, privado y mixto. Las Corporaciones Autónomas Regionales con 
jurisdicción sobre los litorales participarán en su fundación; 
 
f) Organizar y establecer el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 
"Alexander von Humboldt", el Instituto Amazónico de Investigaciones "SINCHI" y 
el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico "John von Neumann", 
dentro del término de un (1) año, a partir de la vigencia de la presente Ley. El 
Gobierno Nacional definirá los aportantes de carácter público para la 
constitución de estas Corporaciones, e incluirá entre ella a las Corporaciones 
Autónomas Regionales; 
 
g) Establecer un régimen de incentivos, que incluya incentivos económicos, para 
el adecuado uso y aprovechamiento del medio ambiente y de los recursos 



naturales renovables y para la recuperación y conservación de ecosistemas por 
parte de propietarios privados; 
 
h) Dictar las medidas necesarias para el establecimiento, organización o reforma 
y puesta en funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales y de 
las Corporaciones de régimen especial, creadas o transformadas por la presente 
Ley y de conformidad con lo en ella dispuesto; y proveer lo necesario para la 
transferencia de bienes e instalaciones de la entidades que se transforman o 
liquidan; para lo cual contará con diez y ocho (18) meses contados a partir de la 
vigencia de esta Ley. 
 
i) Reestructurar dentro de los seis (6) meses siguientes a la vigencia de esta Ley 
la Comisión Colombiana de Oceanografía. 
 
j) Efectuar los traslados presupuestales y tomar las demás medidas fiscales que 
correspondan para el cumplimiento de lo preceptuado en la presente Ley. 
 
k) Proferir las disposiciones necesarias, en un tiempo no mayor de tres (3) 
meses, relacionadas con la transición institucional originada por la nueva 
estructura legal bajo la cual funcionará el nuevo Sistema Nacional del Ambiente. 
 
l) Reglamentar lo pertinente a la naturaleza jurídica del patrimonio de las 
Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
m) Organizar y establecer el IDEAM dentro del término de seis (6) meses a partir 
de la vigencia de la presente Ley. 
 
ARTICULO 117. Transición de Procedimientos. Los permisos y licencias 
concedidos continuarán vigentes por el tiempo de su expedición. Las 
actuaciones administrativas iniciadas continuarán su trámite ante las autoridades 
que asuman su competencia en el estado en que se encuentren. Las normas y 
competencias establecidas en la presente Ley, son de vigencia inmediata y se 
aplicarán una vez se expidan los correspondientes reglamentos, cuando sean 
necesarios. 
 
ARTICULO 118. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, 
especialmente el artículo 12 de la Ley 56 de 1981, y los artículos 18, 27, 28 y 29 
del Decreto Legisalativo 2811 de 1974 y el artículo 23 de la Ley 47 de 1993. 
 
El Presidente del honorable Senado de la República, JORGE RAMON ELIAS 
NADER. 
 
El Secretario General del honorable Senado de la República, PEDRO 
PUMAREJO VEGA. 
 



El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, FRANCISCO JOSE 
JATTIN SAFAR. 
 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, DIEGO 
VIVAS TAFUR. 
 
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
 
Publíquese y ejecútese.  
Dada en Santafé de Bogotá, D.C., 22 de diciembre de 1993. 
 
CESAR GAVIRIA TRUJILLO  
 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, Rudolf Hommes Rodríguez. 
 
El Ministro de Agricultura, José Antonio Ocampo Gaviria. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



ANEXO 2 
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FE DE ERRATAS 

En la edición del DIARIO OFICIAL No. 41433 del 11 de julio de 1994, se publicó la Ley 142 de
1994, por la cual se establece el Régimen de los Servicios Públicos Domiciliarios y se d
disposiciones. Por errores presentes en la transcripción de los textos, se hace la siguiente aclaraci

  DICE: DEBE DECIR: 

Artículo 1o. renglón 3: ...telefonía pública... ....telefonía fija pública...

Artículo 9o., renglón 3: 

  

...demás normas que consagren 
derechos a su favor: 

  

...demás normas que 
derechos a su favor, si
no contradigan esta ley, 

Artículo 9o., parágrafo: Parágrafo. Las Comisiones 
Reguladoras en el... 

Parágrafo. Las Comis
Regulación en el... 

Artículo 14, numeral 14, 18, 
renglón 2: 

...normas de carácter general 
para someter la conducta de las 
personas que prestan... 

...normas de carácter 
particular en los térmi
Constitución y de esta
someter la conducta
personas que prestan...

Artículo 16, renglón 2: ...indeppendiente o para uso 
particular. 

...independiente o p
particular. 

Artículo 24, numeral 24.1, 
renglón 2: 

...contribuciones o impuestos que 
no sean aplicables... 

...contribuciones o impu
sean aplicables... 

Artículo 25, párrafo 4, renglón 4: ...del solicitante para efectos los 
procedimientos 
correspondientes. 

...del solicitante para efe
procedimientos correspo

Artículo 32, párrafo 3, renglón 4: ...derechos inherentes a ellas y ...derechos inherentes a 



todos los... los... 

Artículo 99, numeral 99.5, 
renglón 4: 

...consumos básicos de 
acueducto de los usuarios... 

...consumos básicos de 
y saneamiento básico
usuarios... 

Artículo 184, renglón 3: ...Decretos 2545/8,... Así está en el original. 

  

  

NOTA ACLARATORIA: 

EN LA EDICIÓN DEL DIARIO OFICIAL N. 41433. 11, JULIO, 1994 ; SE 
PUBLICÓ LA LEY 142 DE 1994 "POR LA CUAL SE ESTABLECE EL RÉGIMEN 
DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES". POR UN ERROR DE CARÁCTER TECNICO QUEDÓ 
INCORRECTO EL TEXTO DEL NUMERAL 24.1 DEL ART. 24 DE DICHA LEY. 
EL TEXTO CORRECTO ES: 

"24.1 Los departamentos y los municipios podrán gravar a las empresas de 
servicios públicos con tasas, contribuciones o impuestos que sea aplicables a 
los demás contribuyentes que cumplan funciones industriales o comerciales". 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXX. N. 41768. 21, MARZO, 1995. PAG. 1 
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LEY 142 DE 1994 

(julio 11) 

por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se 
dictan otras disposiciones. 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 



TITULO PRELIMINAR 

CAPITULO I 

PRINCIPIOS GENERALES 

Articulo 1°. Ambito de aplicación de la ley. Esta Ley se aplica a los servicios 
públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
distribución de gas combustible, telefonía pública básica conmutada y la 
telefonía local móvil en el sector rural; a las actividades que realicen las 
personas prestadoras de servicios públicos de que trata el artículo 15 de la 
presente Ley, y a las actividades complementarias definidas en el Capítulo II del 
presente título y a los otros servicios previstos en normas especiales de esta 
Ley. 

Articulo 2°. Intervención del Estado en los servicios públicos. El Estado 
intervendrá en los servicios públicos, conforme a las reglas de competencia de 
que trata esta Ley, en el marco de lo dispuesto en los artículos 334, 336, y 365 a 
370 de la Constitución Política, para los siguientes fines: 

2.1. Garantizar la calidad del bien objeto del servicio público y su disposición 
final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios. 

2.2. Ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen 
la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios. 

2.3. Atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas en materia de 
agua potable y saneamiento básico. 

2.4. Prestación continua e ininterrumpida, sin excepción alguna, salvo cuando 
existan razones de fuerza mayor o caso fortuito o de orden técnico o económico 
que así lo exijan. 

2.5. Prestación eficiente. 

2.6. Libertad de competencia y no utilización abusiva de la posición dominante. 

2.7. Obtención de economías de escala comprobables. 

2.8. Mecanismos que garanticen a los usuarios el acceso a los servicios y su 
participación en la gestión y fiscalización de su prestación. 

2.9. Establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de bajos 
ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad. 

Artículo 3°. Instrumentos de la intervención estatal. Constituyen instrumentos 
para la intervención estatal en los servicios públicos todas las atribuciones y 



funciones asignadas a las entidades, autoridades y organismos de que trata esta 
Ley, especialmente las relativas a las siguientes materias: 

3.1. Promoción y apoyo a personas que presten los servicios públicos. 

3.2. Gestión y obtención de recursos para la prestación de servicios. 

3.3. Regulación de la prestación de los servicios públicos teniendo en cuenta las 
características de cada región; fijación de metas de eficiencia, cobertura y 
calidad, evaluación de las mismas, y definición del régimen tarifario. 

3.4. Control y vigilancia de la observancia de las normas y de los planes y 
programas sobre la materia. 

3.5. Organización de sistemas de información, capacitación y asistencia técnica. 

3.6. Protección de los recursos naturales. 

3.7. Otorgamiento de subsidios a las personas de menores ingresos. 

3.8. Estimulo a la inversión de los particulares en los servicios públicos. 

3.9. Respeto del principio de neutralidad, a fin de asegurar que no exista 
ninguna práctica discriminatoria en la prestación de los servicios. 

Todas las decisiones de las autoridades en materia de servicios públicos deben 
fundarse en los motivos que determina esta Ley; y los motivos que invoquen 
deben ser comprobables. 

Todos los prestadores quedarán sujetos, en lo que no sea incompatible con la 
Constitución o con la ley, a todo lo que esta Ley dispone para las empresas y 
sus administradores y, en especial, a las regulaciones de las Comisiones, al 
control, inspección y vigilancia de la Superintendencia de Servicios Públicos, y a 
las contribuciones para aquéllas y ésta. 

Artículo 4°. Servicios Públicos Esenciales. Para los efectos de la correcta 
aplicación del inciso primero del artículo 56 de la Constitución Política de 
Colombia, todos los servicios públicos, de que trata la presente Ley, se 
considerarán servicios públicos esenciales. 

Artículo 5°. Competencia de los municipios en cuanto a la prestación de los 
servicios públicos. Es competencia de los municipios en relación con los 
servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y de los reglamentos 
que con sujeción a ella expidan los concejos: 

5.1. Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios 
domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, y telefonía 



pública básica conmutada, por empresas de servicios públicos de carácter 
oficial, privado o mixto, o directamente por la administración central del 
respectivo municipio en los casos previstos en el artículo siguiente. 

5.2. Asegurar en los términos de esta Ley, la participación de los usuarios en la 
gestión y fiscalización de las entidades que prestan los servicios públicos en el 
municipio. 

5.3. Disponer el otorgamiento de subsidios a los usuarios de menores ingresos, 
con cargo al presupuesto del municipio, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 
60/93 y la presente Ley. 

5.4. Estratificar los inmuebles residenciales de acuerdo con las metodologías 
trazadas por el Gobierno Nacional. 

5.5. Establecer en el municipio una nomenclatura alfa numérica precisa, que 
permita individualizar cada predio al que hayan de darse los servicios públicos. 

5.6. Apoyar con inversiones y demás instrumentos descritos en esta Ley a las 
empresas de servicios públicos promovidas por los departamentos y la Nación 
para realizar las actividades de su competencia. 

5.7. Las demás que les asigne la ley. 

Artículo 6°. Prestación directa de servicios por parte de los municipios. Los 
municipios prestarán directamente los servicios públicos de su competencia, 
cuando las características técnicas y económicas del servicio, y las 
conveniencias generales lo permitan y aconsejen, lo cual se entenderá que 
ocurre en los siguientes casos: 

6.1. Cuando, habiendo hecho los municipios invitación pública a las empresas 
de servicios públicos, no haya habido empresa alguna que se ofreciera a 
prestarlo; 

6.2. Cuando, no habiendo empresas que se ofrecieran a prestar el servicio, y 
habiendo hecho los municipios invitación pública a otros municipios, al 
Departamento del cual hacen parte, a la Nación y a otras personas públicas o 
privadas para organizar una empresa de servicios públicos que lo preste, no 
haya habido una respuesta adecuada; 

6.3. Cuando, aún habiendo empresas deseosas de prestar el servicio, haya 
estudios aprobados por el Superintendente que demuestren que los costos de 
prestación directa para el municipio serían inferiores a los de empresas 
interesadas, y que la calidad y atención para el usuario serían, por lo menos. 
iguales a las que tales empresas podrían ofrecer. Las Comisiones de Regulación 
establecerán las metodologías que permitan hacer comparables diferentes 
costos de prestación de servicios. 



6.4. Cuando los municipios asuman la prestación directa de un servicio público, 
la contabilidad general del municipio debe separarse de la que se lleve para la 
prestación del servicio; y si presta mas de un servicio, la de cada uno debe ser 
independiente de la de los demás Además, su contabilidad distinguirá entre los 
ingresos y gastos relacionados con dicha actividad, y las rentas tributarias o no 
tributarias que obtienen corno autoridades políticas, de tal manera que la 
prestación de los servicios quede sometida a las mismas reglas que serían 
aplicables a otras entidades prestadoras de servicios públicos. 

En el evento previsto en el inciso anterior, los municipios y sus autoridades 
quedarán sujetos, en lo que no sea incompatible con La Constitución o con la ley 
misma, a todo lo que esta Ley dispone par a las empresas y sus administradores 
y, en especial, a las regulaciones de las Comisiones y al control, inspección, 
vigilancia y contribuciones de la Superintendencia de servicios públicos y de las 
Comisiones. Pero los concejos determinarán si se requiere una junta para que el 
municipio preste directamente los servicios y, en caso afirmativo, ésta estará 
compuesta corno lo dispone el artículo 27 de ésta ley. 

Cuando un municipio preste en forma directa uno o mas servicios públicos e 
incumpla las normas de calidad que las Comisiones de Regulación exijan de 
modo general, o suspenda el pago de sus obligaciones, o carezca de 
contabilidad adecuada después de dos anos de entrar en vigencia esta Ley o, en 
fin, viole en forma grave las obligaciones que ella contiene, el Superintendente, 
en defensa de los usuarios y para proteger la salud y bienestar de la comunidad, 
además de sancionar los alcaldes y administradores, podrá invitar, previa 
consulta al comité respectivo, cuando ellos estén conformados, a una empresa 
de servicios públicos para que ésta asuma la prestación del servicio, e imponer 
una servidumbre sobre los bienes municipales necesarios, para que ésta pueda 
operar. 

De acuerdo con el artículo 336 de la Constitución Política, la autorización para 
que un municipio preste los servicios públicos en forma directa no se utilizará, en 
caso alguno, para constituir un monopolio de derecho. 

Artículo 7°. Competencia de los departamentos para la prestación de los 
servicios públicos. Son de competencia de los departamentos en relación con 
los servicios públicos, las siguientes funciones de apoyo y coordinación, que 
ejercerán en los términos de la ley, y de los reglamentos que con sujeción a ella 
expidan las asambleas: 

7.1. Asegurar que se presten en su territorio las actividades de transmisión de 
energía eléctrica, por parte de empresas oficiales, mixtas o privadas. 

7.2. Apoyar financiera, técnica y administrativamente a las empresas de 
servicios públicos que operen en el Departamento o a los municipios que hayan 
asumido la prestación directa, así como a las empresas organizadas con 
participación de la Nación o de los Departamentos para desarrollar las funciones 



de su competencia en materia de servicios públicos. 

7.3. Organizar sistemas de coordinación de las entidades prestadoras de 
servicios públicos y promover, cuando razones técnicas y económicas lo 
aconsejen, la organización de asociaciones de municipios para la prestación de 
servicios públicos, o la celebración de convenios interadministrativos para el 
mismo efecto. 

7.4. Las demás que les asigne la ley. 

Artículo 8°. Competencia de la Nación para la prestación de los servicios 
públicos. Es competencia de la Nación: 

8.1. En forma privativa, planificar, asignar, gestionar y controlar el uso del 
espectro electromagnético. 

8.2. En forma privativa planificar, asignar y gestionar el uso del gas combustible 
en cuanto sea económica y técnicamente posible, a través de empresas 
oficiales, mixtas o privadas. 

8.3. Asegurar que se realicen en el país, por medio de empresas oficiales, 
mixtas o privadas, las actividades de generación e interconexión a las redes 
nacionales de energía eléctrica, la interconexión a la red pública de 
telecomunicaciones, y las actividades de comercialización, construcción y 
operación de gasoductos y de redes para otros servicios que surjan por el 
desarrollo tecnológico y que requieran redes de interconexión, según concepto 
previo del Consejo Nacional de Política Económica y Social. 

8.4. Apoyar financiera, técnica y administrativamente a las empresas de 
servicios públicos o a los municipios que hayan asumido la prestación directa, 
así como a las empresas organizadas con participación de la Nación o de los 
Departamentos para desarrollar las funciones de su competencia en materia de 
servicios públicos y a las empresas cuyo capital pertenezca mayoritariamente a 
una o varias cooperativas o empresas asociativas de naturaleza cooperativa. 

8.5. Velar porque quienes prestan servicios públicos cumplan con las normas 
para la protección, la conservación o, cuando así se requiera, la recuperación de 
los recursos naturales o ambientales que sean utilizados en la generación, 
producción, transporte y disposición final de tales servicios. 

8.6. Prestar directamente cuando los departamentos y municipios no tengan la 
capacidad suficiente, los servicios de que trata la presente Ley. 

8.7. Las demás que le asigne la ley. 

Artículo 9°. Derecho de los usuarios. Los usuarios de los servicios públicos 
tienen derecho, además de los consagrados en el Estatuto Nacional del Usuario 



y demás normas que consagren derechos a su favor: 

9.1. Obtener de las empresas la medición de sus consumos reales mediante 
instrumentos tecnológicos apropiados, dentro de plazos y términos que para los 
efectos fije la comisión reguladora, con atención a la capacidad técnica y 
financiera de las empresas o las categorías de los municipios establecida por la 
ley 

9.2. La libre elección del prestador del servicio y del proveedor de los bienes 
necesarios para su obtención o utilización. 

9.3. Obtener los bienes y servicios ofrecidos en calidad o cantidad superior a las 
proporcionadas de manera masiva, siempre que ello no perjudique a terceros y 
que el usuario asuma los costos correspondientes. 

9.4. Solicitar y obtener información completa, precisa y oportuna, sobre todas las 
actividades y operaciones directas o indirectas que se realicen para la prestación 
de los servicios públicos, siempre y cuando no se trate de información calificada 
como secreta o reservada por la ley y se cumplan los requisitos y condiciones 
que señale la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 

Parágrafo. Las Comisiones Reguladoras, en el ejercicio de las funciones 
conferidas por las normas vigentes, no podrá desmejorar los derechos de los 
usuarios reconocidos por la ley. 

Artículo 10. Libertad de empresa. Es derecho de todas las personas organizar y 
operar empresas que tengan por objeto la prestación de los servicios públicos, 
dentro de los límites de la Constitución y la ley. 

Artículo 11. Función social de la propiedad en las entidades prestadoras de 
servicios públicos. Para cumplir con la función social de la propiedad, pública o 
privada, las entidades que presten servicios públicos tienen las siguientes 
obligaciones: 

11.1. Asegurar que el servicio se preste en forma continua y eficiente, y sin 
abuso de la posición dominante que la entidad pueda tener frente al usuario o a 
terceros. 

11.2. Abstenerse de prácticas monopolísticas o restrictivas de la competencia, 
cuando exista, de hecho, la posibilidad de la competencia. 

11.3. Facilitar a los usuarios de menores ingresos el acceso a los subsidios que 
otorguen las autoridades. 

11.4. Informar a los usuarios acerca de la manera de utilizar con eficiencia y 
seguridad el servicio público respectivo. 



11.5. Cumplir con su función ecológica, para lo cual, y en tanto su actividad los 
afecte, protegerán la diversidad e integridad del ambiente, y conservarán las 
áreas de especial importancia ecológica, conciliando estos objetivos con la 
necesidad de aumentar la cobertura y la costeabilidad de los servicios por la 
comunidad. 

11.6. Facilitar el acceso e interconexión de otras empresas o entidades que 
prestan servicios públicos. o que sean grandes usuarios de ellos, a los bienes 
empleados para la organización y prestación de los servicios. 

11.7. Colaborar con las autoridades en casos de emergencia o de calamidad 
pública, para impedir perjuicios graves a los usuarios de servicios públicos. 

11.8. Informar el inicio de sus actividades a la respectiva Comisión de 
Regulación, y a la Superintendencia de Servicios Públicos, para que esas 
autoridades puedan cumplir sus funciones. 

Las empresas que a la expedición de esta Ley estén funcionando deben 
informar de su existencia a estos organismos en un plazo máximo de sesenta 
(60) días. 

11.9. Las empresas de servicios serán civilmente responsables por los perjuicios 
ocasionados a los usuarios y están en la obligación de repetir contra los 
administradores, funcionarios y contratistas que sean responsables por dolo o 
culpa sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

11.10. Las demás previstas en esta Ley y las normas concordantes y 
complementarias. 

Parágrafo. Los actos administrativos de carácter individual no sancionatorios que 
impongan obligaciones o restricciones a quienes presten servicios públicos y 
afecten su rentabilidad, generan responsabilidad y derecho a indemnización, 
salvo que se trate de decisiones que se hayan dictado también para las demás 
personas ubicadas en la misma situación. 

Artículo 12. Deberes especiales de los usuarios del sector oficial. El 
incumplimiento de las entidades oficiales de sus deberes como usuarios de 
servicios públicos, especialmente en lo relativo a la incorporación en los 
respectivos presupuestos de apropiaciones suficientes y al pago efectivo de los 
servicios utilizados, es causal de mala conducta para sus representantes legales 
y los funcionarios responsables, sancionable con destitución. 

Artículo 13. Aplicación de los principios generales. Los principios que contiene 
este capítulo se utilizarán para resolver cualquier dificultad de interpretación al 
aplicar las normas sobre los servicios públicos a los que esta u otras leyes se 
refieren, y para suplir los vacíos que ellas presenten. 



CAPITULO II 

DEFINICIONES ESPECIALES 

Artículo 14. Definiciones. Para interpretar y aplicar esta Ley se tendrán en 
cuenta las siguientes definiciones 

14.1. Acometida. Derivación de la red local del servicio respectivo que llega 
hasta el registro de corte del inmueble. En edificios de propiedad horizontal o 
condominios, la acometida llega hasta el registro de corte general. Para el caso 
de alcantarilldo la acometida es la derivación que parte de la caja de inspección 
y llega hasta el colector de la red local. 

14.2. Actividad complementaria de Un servicio público. Son las actividades a las 
que también se aplica esta Ley, según la precisión que se hace adelante, al 
definir cada servicio público. Cuando en esta Ley se mencionen los servicios 
públicos, sin hacer precisión especial, se entienden incluidas tales actividades. 

14.3. Costo mínimo optimizado: es el que resulta de un plan de expansión de 
costo mínimo. 

14.4. Economías de aglomeración. Las que obtiene una empresa que produce o 
presta varios bienes o servicios. 

14.5. Empresa de servicios públicos oficial. Es aquella en cuyo capital la Nación, 
las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de aquella o estas 
tienen el 100% de los aportes. 

14.6. Empresa de servicios públicos mixta. Es aquella en cuyo capital la Nación, 
las entidades territoriales, o las entidades descentralizadas de aquella o éstas 
tienen aportes iguales o superiores al 50%. 

14.7. Empresa de servicios públicos privada. Es aquella cuyo capital pertenece 
mayoritariamente a particulares, o a entidades surgidas de convenios 
internacionales que deseen someterse íntegramente para estos efectos a las 
reglas a las que se someten los particulares. 

14.8. Estratificación socioeconómica. Es la clasificación de los inmuebles 
residenciales de un municipio, que se hace en atención a los factores y 
procedimientos que determina la ley. 

14.9. Factura de servicios públicos. Es la cuenta que una persona prestadora de 
servicios públicos entrega o remite al usuario, por causa del consumo y demás 
servicios inherentes en desarrollo de un contrato de prestación de servicios 
públicos. 

14.10. Libertad regulada. Régimen de tarifas mediante el cual la comisión de 



regulación respectiva fijará los criterios y la metodología con arreglo a los cuales 
las empresas de servicios públicos domiciliarios pueden determinar o modificar 
los precios máximos para los servicios ofrecidos al usuario o consumidor. 

14.11. Libertad vigilada. Régimen de tarifas mediante el cual las empresas de 
servicios públicos domiciliarios pueden determinar libremente las tarifas de venta 
a medianos y pequeños consumidores, con la obligación de informar por escrito 
a las comisiones de regulación, sobre las decisiones tomadas sobre esta 
materia. 

14.12. Plan de expansión de costo mínimo. Plan de inversión a mediano y largo 
plazo, cuya factibilidad técnica, económica, financiera, y ambiental, garantiza 
minimizar los costos de expansión del servicio. Los planes oficiales de inversión 
serán indicativos y se harán con el propósito de garantizar continuidad, calidad, 
y confiabilidad en el suministro del servicio. 

14.13. Posición dominante. Es la que tiene una empresa de servicios públicos 
respecto a sus usuarios; y la que tiene una empresa, respecto al mercado de 
sus 

servicios y de los sustitutos próximos de éste, cuando sirve al 25% o más de los 
usuarios que conforman el mercado. 

14.14. Prestación directa de servicios por un municipio. Es la que asume un 
municipio, bajo su propia personalidad jurídica, con sus funcionarios y con su 
patrimonio. 

14.15. Productor marginal, independiente o para uso particular. Es la persona 
natural o jurídica que desee utilizar sus propios recursos para producir los bienes 
o servicios propios del objeto de las empresas de servicios públicos para si 
misma o para una clientela compuesta principalmente por quienes tienen 
vinculación económica con ella o por sus socios o miembros o como 
subproducto de otra actividad principal. 

14.16. Red interna. Es el conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que 
integran el sistema de suministro del servicio público al inmueble a partir del 
medidor. Para edificios de propiedad horizontal o condominios, es aquel sistema 
de suministro del servicio al inmueble a partir del registro de corte general 
cuando lo hubiere. 

14.17. Red local. Es el conjunto de redes o tuberías que conforman el sistema 
de suministro del servicio público a una comunidad en el cual se derivan las 
acometidas de los inmuebles. La construcción de estas redes se regirá por el 
Decreto 951 de 1989, siempre y cuando éste no contradiga lo definido en esta 
Ley. 

14.18. Regulación de los servicios públicos domiciliarios. La facultad de dictar 



normas de carácter general para someter la conducta de las personas que 
prestan los servicios públicos domiciliarios a las reglas, normas, principios y 
deberes establecidos por la ley y los reglamentos. 

14.19. Saneamiento básico. Son las actividades propias del conjunto de los 
servicios domiciliarios de alcantarillado y aseo. 

14.20. Servicios públicos. Son todos los servicios y actividades complementarias 
a los que se aplica esta Ley. 

14.21. Servicios públicos domiciliarios. Son los servicios de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica conmutada, 
telefonía móvil rural, y distribución de gas combustible, tal como se definen en 
este capítulo. 

14.22. Servicio público domiciliario de acueducto. Llamado también servicio 
público domiciliario de agua potable. Es la distribución municipal de agua apta 
para el consumo humano, incluida su conexión y medición. También se aplicará 
esta Ley a las actividades complementarias tales como captación de agua y su 
procesamiento, tratamiento, almacenamiento. conducción y transporte. 

14.23. Servicio público domiciliario de alcantarillado. Es la recolección municipal 
de residuos, principalmente líquidos, por medio de tuberías y conductos. 
También se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de transporte, 
tratamiento y disposición final de tales residuos. 

14.24. Servicio público domiciliario de aseo. Es el servicio de recolección 
municipal de residuos, principalmente sólidos. También se aplicará esta Ley a 
las actividades complementarias de transporte, tratamiento, aprovechamiento y 
disposición final de tales residuos. 

14.25. Servicio público domiciliario de energía eléctrica. Es el transporte de 
energía eléctrica desde las redes regionales de transmisión hasta el domicilio del 
usuario final, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta Ley a 
las actividades complementarias de generación, de comercialización, de 
transformación, interconexión y transmisión. 

14.26. Servicio público domiciliario de telefonía pública básica conmutada. Es el 
servicio básico de telecomunicaciones, uno de cuyos objetos es la transmisión 
conmutada de voz a través de la red telefónica conmutada con acceso 
generalizado al público, en un mismo municipio. También se aplicará esta Ley a 
la actividad complementaria de telefonía móvil rural y al servicio de larga 
distancia nacional e internacional. Exceptúase la telefonía móvil celular, la cual 
se regirá, en todos sus aspectos por la Ley 37 de 1993 y sus decretos 
reglamentarios o las normas que los modifiquen, complementen o sustituyen. 

14.27. Servicio público de larga distancia nacional e internacional. Es el servicio 



público de telefonía básica conmutada que se presta entre localidades del 
territorio nacional o entre estas en conexión con el exterior. 

14.28. Servicio público domiciliario de gas combustible. Es el conjunto de 
actividades ordenadas a la distribución de gas combustible, por tubería u otro 
medio, desde un sitio de acopio de grandes volúmenes o desde un gasoducto 
central hasta la instalación de un consumidor final, incluyendo su conexión y 
medición. También se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de 
comercialización desde la producción y transporte de gas por un gasoducto 
principal, o por otros medios, desde cl sitio de generación hasta aquel en donde 
se conecte a una red secundaria. 

14.29. Subsidio. Diferencia entre lo que se paga por un bien o servicio, y el costo 
de éste, cuando tal costo es mayor al pago que se recibe. 

14.30. Superintendencia de servicios públicos. Es una persona de derecho 
público adscrita al Ministerio de Desarrollo que tendrá las funciones y la 
estructura que la ley determina. En la presente Ley se aludirá a ella por su 
nombre, o como "Superintendencia de servicios públicos" o simplemente, 
"Superintendencia". 

14.31. Suscriptor. Persona natural o jurídica con la cual se ha celebrado un 
contrato de condiciones uniformes de servicios públicos. 

14.32. Suscriptor Potencial. Persona que ha iniciado consultas para convertirse 
en usuario de los servicios públicos. 

14.33. Usuario. Persona natural o jurídica que se beneficia con la prestación de 
un servicio público, bien como propietario del inmueble en donde este se presta, 
o como receptor directo del servicio. A este último usuario se denomina también 
consumidor. 

14.34. Vinculación económica. Se entiende que existe vinculación económica en 
todos los casos que definen las legislaciones comercial y tributaria. En caso de 
conflicto, se preferirá esta última. 

TITULO I 

DE LAS PERSONAS PRESTADORAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 15. Personas que prestan servicios públicos. Pueden prestar los 
servicios públicos: 

15.1. Las empresas de servicios públicos. 

15.2. Las personas naturales o jurídicas que produzcan para ellas mismas, o 
como consecuencia o complemento de su actividad principal, los bienes y 



servicios propios del objeto de las empresas de servicios públicos. 

15.3. Los municipios cuando asuman en forma directa, a través de su 
administración central, la prestación de los servicios públicos, conforme a lo 
dispuesto en esta Ley. 

15.4. Las organizaciones autorizadas conforme a esta Ley para prestar servicios 
públicos en municipios menores en zonas rurales y en áreas o zonas urbanas 
especificas. 

15.5. Las entidades autorizadas para prestar servicios públicos durante los 
períodos de transición previstos en esta Ley. 

15.6. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o nacional 
que al momento de expedirse esta Ley estén prestando cualquiera de los 
servicios públicos y se ajusten a lo establecido en el parágrafo del Artículo 17. 

Artículo 16. Aplicación de la ley a los productores de servicios marginales, 
independiente o para uso particular. Los productores de servicios marginales o 
para uso particular se someterán a los artículos 25 y 26 de esta Ley. Y estarán 
sujetos también a las demás normas pertinentes de esta Ley, todos los actos o 
contratos que celebren para suministrar los bienes o servicios cuya prestación 
sea parte del objeto de las empresas de servicios públicos, a otras personas en 
forma masiva, o a cambio de cualquier clase de remuneración, o gratuitamente a 
quienes tengan vinculación económica con ellas según la Ley, o en cualquier 
manera que pueda reducir las condiciones de competencia. Las personas 
jurídicas a las que se refiere este artículo, no estarán obligadas a organizarse 
como empresas de servicios públicos, salvo por orden de una comisión de 
regulación. En todo caso se sobreentiende que los productores de servicios 
marginales independientes o para uso particular de energía eléctrica están 
sujetos a lo dispuesto en el artículo 45 de la ley 99 de 1993. 

Parágrafo. Cuando haya servicios públicos disponibles de acueducto y 
saneamiento básico será obligatorio vincularse como usuario y cumplir con los 
deberes respectivos, o acreditar que se dispone de alternativas que no 
perjudiquen a la comunidad. La Superintendencia de Servicios Públicos será la 
entidad competente para determinar si la alternativa propuesta no causa 
perjuicios a la comunidad. 

Las autoridades de policía, de oficio o por solicitud de cualquier persona 
procederán a sellar los inmuebles residenciales o abiertos al público, que 
estando ubicados en zonas en las que se pueden recibir los servicios de 
acueducto y saneamiento básico no se hayan hecho usuarios de ellos y 
conserven tal carácter. 

CAPITULO I 



REGIMEN JURIDICO DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 17. Naturaleza. Las empresas de servicios públicos son sociedades por 
acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata esta 
Ley. 

Parágrafo 1°. Las entidades descentralizadas de cualquier orden territorial o 
nacional, cuyos propietarios no deseen que su capital esté representado en 
acciones, deberán adoptar la forma de empresa industrial y comercial del 
estado. 

Mientras la ley a la que se refiere el artículo 352 de la Constitución Política no 
disponga otra cosa, sus presupuestos serán aprobados por las correspondientes 
juntas directivas. En todo caso, el régimen aplicable a las entidades 
descentralizadas de cualquier nivel territorial que presten servicios públicos, en 
todo lo que no disponga directamente la Constitución, será el previsto en esta 
Ley. La Superintendencia de Servicios Públicos podrá exigir modificaciones en 
los estatutos de las entidades descentralizadas que presten servicios públicos y 
no hayan sido aprobados por el Congreso, si no se ajustan a lo dispuesto en 
esta Ley. 

Parágrafo 2°. Las empresas oficiales de servicios públicos deberán, al finalizar el 
ejercicio fiscal, constituir reservas para rehabilitación, expansión y reposición de 
los sistemas. 

Artículo 18. Objeto. La Empresa de servicios públicos tiene como objeto la 
prestación de uno o más de los servicios públicos a los que se aplica esta Ley, o 
realizar una o varias de las actividades complementarias, o una y otra cosa. 

Las comisiones de regulación podrán obligar a una empresa de servicios 
públicos a tener un objeto exclusivo cuando establezcan que la multiplicidad del 
objeto limita la competencia y no produce economías de escala o de 
aglomeración en beneficio del usuario. En todo caso, las empresas de servicios 
públicos que tengan objeto social múltiple deberán llevar contabilidad separada 
para cada uno de los servicios que presten; y el costo y la modalidad de las 
operaciones entre cada servicio deben registrarse de manera explícita. 

Las empresas de servicios públicos podrán participar como socias en otras 
empresas de servicios públicos; o en las que tengan como objeto principal la 
prestación de un servicio o la provisión de un bien indispensable para cumplir su 
objeto, si no hay ya una amplia oferta de este bien o servicio en el mercado. 
Podrán también asociarse, en desarrollo de su objeto, con personas nacionales 
o extranjeras, o formar consorcios con ellas. 

Parágrafo. Independientemente de su objeto social, todas las personas jurídicas 
están facultadas para hacer inversiones en empresas de servicios públicos. En 
el objeto de las comunidades organizadas siempre se entenderá incluida la 



facultad de promover y constituir empresas de servicios públicos, en las 
condiciones de esta Ley y de la ley que las regule. En los concursos públicos a 
los que se refiere esta Ley se preferirá a las empresas en que tales 
comunidades tengan mayoría, si estas empresas se encuentran en igualdad de 
condiciones con los demás participantes. 

Artículo 19. Régimen Jurídico de las empresas de servicios públicos. Las 
empresas de servicios públicos se someterán al siguiente régimen jurídico: 

19.1. El nombre de la empresa deberá ser seguido por las palabras "empresa de 
servicios públicos" o de las letras "E.S.P.". 

19.2. La duración podrá ser indefinida. 

19.3. Los aportes de capital podrán pertenecer a inversionistas nacionales o 
extranjeros. 

19.4. Los aumentos del capital autorizado podrán disponerse por decisión de la 
Junta Directiva, cuando se trate de hacer nuevas inversiones en la 
infraestructura de los servicios públicos de su objeto, y hasta por el valor que 
aquellas tengan. La empresa podrá ofrecer, sin sujeción a las reglas de oferta 
pública de valores ni a las previstas en los artículos 851, 853, 855, 856 y 858 del 
Código de Comercio, las nuevas acciones a los usuarios que vayan a ser 
beneficiarios de las inversiones, quienes en caso de que las adquieran, las 
pagarán en los plazos que la empresa establezca. simultáneamente con las 
facturas del servicio. 

19.5. Al constituir la empresa, los socios acordarán libremente la parte del capital 
autorizado que se suscribe. 

19.6. Serán libres la determinación de la parte del valor de las acciones que 
deba pagarse en el momento de la suscripción, y la del plazo para el pago de la 
parte que salga a deberse. Pero la empresa informará, siempre, en sus estados 
financieros, qué parte de su capital ha sido pagado y cual no. 

19.7. El avalúo de los aportes en especie que reciban las empresas no requiere 
aprobación de autoridad administrativa alguna; podrá hacerse por la asamblea 
preliminar de accionistas fundadores, con el voto de las dos terceras partes de 
los socios, o por la Junta Directiva, según dispongan los estatutos. En todo caso 
los avalúos estarán sujetos a control posterior de la autoridad competente. 

19.8. Las empresas podrán funcionar aunque no s e haya hecho el registro 
prescrito en el artículo 756 del Código Civil para los actos relacionados con la 
propiedad inmueble, relacionados con su constitución. Es deber de los 
aportantes y de los administradores emplear la mayor diligencia para conseguir 
que se hagan tales registros, y mientras ello no ocurra, no se tendrán por 
pagados los aportes respectivos. Quienes se aprovechen de la ausencia de 



registro para realizar acto alguno de disposición o gravamen respecto de los 
bienes o derechos que sobre tales bienes tenga la empresa, en perjuicio de ella, 
cometen delito de estafa, y el acto respectivo será absolutamente nulo. 

19.9. En las asambleas los socios podrán emitir tantos votos como correspondan 
a sus acciones; pero todas las decisiones requieren el voto favorable de un 
número plural de socios. 

19.10. La emisión y colocación de acciones no requiere autorización previa de 
ninguna autoridad; pero si se va a hacer oferta pública de ellas a personas 
distintas de los usuarios que hayan de beneficiarse con inversiones en 
infraestructura se requiere inscripción en el Registro Nacional de Valores. 

19.11. Las actas de las asambleas deberán conservarse; y se deberá enviar 
copia de ellas y de los balances y estados de pérdidas y ganancias a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. La Superintendencia 
tendrá en relación con los balance s y el estado de pérdidas y ganancias las 
facultades de que trata el artículo 448. del Código de Comercio. También será 
necesario remitir dichos documentos a la entidad publica que tenga la 
competencia por la prestación del servicio o a la comisión de regulación cuando 
alguna de ellas o un socio lo soliciten. 

19.12. La empresa no se disolverá sino por las causales previstas en los 
numerales 1 y 2 del artículo 457 del Código de Comercio, o en el evento de que 
todas las acciones suscritas lleguen a pertenecer a un accionista. 

19.13. Si se verifica una de las causales de disolución, los administradores están 
obligados a realizar aquellos actos y contratos que sean indispensables para no 
interrumpir la prestación de los servicios a cargo de la empresa, pero darán 
aviso inmediato a la autoridad competente para la prestación del servicio y a la 
Superintendencia de servicios públicos, y convocarán inmediatamente a la 
asamblea general para informar de modo completo y documentado dicha 
situación. De ninguna manera se ocultará a los terceros con quienes negocie la 
sociedad la situación en que esta se encuentra; el ocultamiento hará 
solidariamente responsables a los administradores por las obligaciones que 
contraigan y los perjuicios que ocasionen. 

19.14. En los estatutos se advertirá que las diferencias que ocurran a los 
asociados entre sí o con la sociedad, con motivo del contrato social, han de 
someterse a la decisión arbitral; las decisiones de los árbitros estarán sujetas a 
control judicial por medio del recurso de anulación del laudo o del recurso 
extraordinario de revisión, en los casos y por los procedimientos previstos en las 
leyes. 

19.15. En lo demás, las empresas de servicios públicos se regirán por las reglas 
del Código de Comercio sobre sociedades anónimas. 



19.16. La composición de las juntas directivas de las empresas que presten 
servicios públicos domiciliarios se regirá únicamente por la ley y sus estatutos en 
los cuales se establecerá que en ellas exista representación directamente 
proporcional a la propiedad accionaria. 

19.17. En el caso de empresas mixtas, cuando el aporte estatal consista en el 
usufructo de los bienes vinculados a la prestación del servicio público, su 
suscripción, avalúo y pago, se regirán íntegramente por el derecho privado, 
aporte que de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Comercio, incluirá la 
regulación de las obligaciones del usufructuario, en especial en lo que se refiere 
a las expensas ordinarias de conservación y a las causales de la restitución de 
los bienes aportados. 

Artículo 20. Régimen de las empresas de servicios públicos en municipios 
menores y zonas rurales. Las empresas de servicios públicos que operen 
exclusivamente en uno de los municipios clasificados como menores según la 
ley, y de acuerdo a reglamentación previa de la comisión reguladora pertinente, 
podrán apartarse de lo previsto en el artículo precedente en los siguientes 
aspectos: 

20.1. Podrán constituirse por medio de documento privado, que debe cumplir 
con las estipulaciones del artículo 110 del Código de Comercio, en lo pertinente, 
y funcionar con dos o mas socios. 

20.2. Los títulos representativos de capital que expidan podrán ser objeto de 
endoso en administración para celebrar respecto a ellos el contrato de depósito 
de valores, prescindiendo de si están o no inscritos en el Registro Nacional de 
Valores. 

Es deber de los alcaldes, personeros e inspectores de policía custodiar 
temporalmente, por petición de los tenedores, los títulos a los que se refiere el 
inciso anterior, y atender las instrucciones de los tenedores, para facilitar su 
depósito, en una sociedad administradora de depósitos centrales de valores. 

Los mismos funcionarios tomarán las medidas que les permitan verificar la 
legitimidad, integridad y autenticidad de los valores que se les encomienden, y 
expedirán el correspondiente recibo de constancia, con copia para los tenedores 
y su archivo. El Gobierno reglamentará la materia. 

Artículo 21. Administración común. La comisión de regulación respectiva podrá 
autorizar a una empresa de servicios públicos a tener administradores comunes 
con otra que opere en un territorio diferente, en la medida en la que ello haga 
mas eficiente las operaciones y no reduzca la competencia. 

Artículo 22. Régimen de funcionamiento. Las empresas de servicios públicos 
debidamente constituidas y organizadas no requieren permiso para desarrollar 
su objeto social, pero para poder operar deberán obtener de las autoridades 



competentes, según sea el caso, las concesiones, permisos y licencias de que 
tratan los artículos 25 y 26 de esta Ley, según la naturaleza de sus actividades. 

Artículo 23. Ambito territorial de operación. Las empresas de servicios públicos 
pueden operar en igualdad de condiciones en cualquier parte del país, con 
sujeción a las reglas que rijan en el territorio del correspondiente departamento o 
municipio. 

Igualmente, conforme a lo dispuesto por las normas cambiarias o fiscales, las 
empresas podrán desarrollar su objeto en el exterior sin necesidad de permiso 
adicional de las autoridades colombianas. 

La obtención en el exterior de agua, gas combustible, energía o acceso a redes, 
para beneficio de usuarios en Colombia, no estará sujeta a restricciones ni a 
contribución alguna arancelaria o de otra naturaleza, ni a permisos 
administrativos distintos de los que se apliquen a actividades internas de la 
misma clase, pero si a las normas cambiarias y fiscales comunes. Las 
comisiones de regulación, sin embargo, podrán prohibir que se facilite a usuarios 
en el exterior el agua, el gas combustible, la energía, o el acceso a redes, 
cuando haya usuarios en Colombia a quienes exista la posibilidad física y 
financiera de atender, pero cuya demanda no hubiese sido satisfecha a las 
tarifas que resulten de las fórmulas aprobadas por las comisiones. 

Artículo 24. Régimen Tributario. Todas las entidades prestadoras de servicios 
públicos están sujetas al régimen tributario nacional y de las entidades 
territoriales, pero se observarán estas reglas especiales: 

24.1. Los departamentos y los municipios no podrán gravar a las empresas de 
servicios públicos con tasas, contribuciones o impuestos que no sean aplicables 
a los demás contribuyentes que cumplan funciones industriales o comerciales. 

24.2. Por un período de siete años exímase a las empresas de servicios públicos 
domiciliarios de orden municipal, sean ellas de naturaleza privada, oficial o 
mixta, del pago del impuesto de renta y complementarios sobre las utilidades 
que se capitalicen o que se constituyan en reservas para la rehabilitación, 
extensión y reposición de los sistemas. 

24.3. Las empresas de servicios públicos domiciliarios no estarán sometidas a la 
renta presuntiva establecida en el Estatuto Tributario vigente. 

24.4. Por un término de diez años a partir de la vigencia de esta Ley, las 
cooperativas, sus asociaciones, uniones, ligas centrales, organismos de grado 
superior de carácter financiero, instituciones auxiliares del cooperativismo, 
confederaciones cooperativas y, en general, todas las empresas asociativas de 
naturaleza cooperativa podrán deducir de la renta bruta las inversiones que 
realicen en empresas de servicios públicos. 



24.5. La exención del impuesto de timbre que contiene el Estatuto Tributario en 
el artículo 530, numeral 17, para los a cuerdos celebrados entre acreedores y 
deudores de un establecimiento, con intervención de la superintendencia 
bancaria, cuando ésta se halle en posesión de dicho establecimiento, se aplicará 
a los acuerdos que se celebren con ocasión de l a iliquidez o insolvencia de una 
empresa de servicios públicos, que haya dado lugar a la toma de posesión o a la 
orden de liquidación de la empresa. 

Artículo 25. Concesiones, y permisos ambientales y sanitarios. Quienes presten 
servicios públicos requieren contratos d e concesión, con las autoridades 
competentes según la ley, para usar las aguas; para usar el espectro 
electromagnético en la prestación de servicios públicos requerirán licencia o 
contrato de concesión. 

Deberán además, obtener los permisos ambientales y sanitarios que la índole 
misma de sus actividades haga necesarios, de acuerdo con las normas 
comunes. 

Asimismo, es obligación de quienes presten servicios públicos, invertir en el 
mantenimiento y recuperación del bien público explotado, a través de contratos 
de concesión. 

Si se trata de la prestación de los servicios de agua potable o saneamiento 
básico, de conformidad con la distribución de competencias dispuesta por la ley, 
las autoridades competentes verificarán la idoneidad técnica y solvencia 
financiera del solicitante para efectos los procedimientos correspondientes. 

Artículo 26. Permisos municipales. En cada municipio, quienes prestan servicios 
públicos estarán sujetos a las normas generales sobre la planeación urbana, la 
circulación y el tránsito, el uso del espacio público, y la seguridad y tranquilidad 
ciudadanas; y las autoridades pueden exigirles garantías adecuadas a los 
riesgos que creen. 

Los municipios deben permitir la instalación permanente de redes destinadas a 
las actividades de empresas de servicios públicos, o a la provisión de los 
mismos bienes y servicios que estas proporcionan, en la parte subterránea de 
las vías, puentes, ejidos, andenes y otros bienes de uso público. Las empresas 
serán, en todo caso, responsables por todos los daños y perjuicios que causen 
por la deficiente construcción u operación de sus redes. 

Las autoridades municipales en ningún caso podrán negar o condicionar a las 
empresas de servicios públicos las licencias o permisos para cuya expedición 
fueren competentes conforme a la ley, por razones que hayan debido ser 
consideradas por otras autoridades competentes para el otorgamiento de 
permisos, licencias o concesiones, ni para favorecer monopolios o limitar la 
competencia. 



CAPITULO II 

PARTICIPACION DE ENTIDADES PUBLICAS EN EMPRESAS DE SERVICIOS 
PUBLICOS 

Artículo 27. Reglas especiales sobre la participación de entidades públicas. La 
Nación, las entidades territoriales, y las entidades descentralizadas de cualquier 
nivel administrativo que participen a cualquier título en el capital de las empresas 
de servicios públicos, están sometidas a las siguientes reglas especiales: 

27.1. No podrán otorgar ni recibir de las empresas privilegio o subsidio distinto 
de los que en esta Ley se precisan. 

27.2. Podrán enajenar sus aportes, para lo cual se tendrán en cuenta sistemas 
que garanticen una adecuada publicidad y la democratización de la propiedad de 
conformidad con esta Ley y en desarrollo del precepto contenido en el artículo 
60 de la Constitución Política. 

27.3. Deberán exigir a las empresas de servicios públicos, una administración 
profesional, ajena a intereses partidistas, que tenga en cuenta las necesidades 
de desarrollo del servicio en el mediano y largo plazo. Al mismo tiempo es 
derecho suyo fijar los criterios de administración y de eficiencia específicos que 
deben buscar en tales empresas las personas que representen sus derechos en 
ellas, en concordancia con los criterios generales que fijen las comisiones de 
regulación. 

Para estos efectos, las entidades podrán celebrar contratos de fiducia o mandato 
para la administración profesional de sus acciones en las empresas de servicios 
públicos, con las personas que hagan las ofertas mas convenientes, previa 
invitación pública. 

27.4. En las empresas de servicios públicos con aportes oficiales son bienes de 
la Nación, de las entidades territoriales, o de las entidades descentralizadas, los 
aportes hechos por ellas al capital, los derechos que ellos confieren sobre el 
resto del patrimonio, y los dividendos que puedan corresponderles. A tales 
bienes, y a los actos o contratos que versen en forma directa, expresa y 
exclusiva sobre ellos, se aplicará la vigilancia de la Contraloría General de la 
República, y de las contralorías departamentales y municipales, mientras las 
empresas no hagan uso de la autorización que se concede en el inciso 
siguiente. 

El control podrá ser realizado por empresas privadas colombianas escogidas por 
concurso público de méritos y contratadas previo concepto del Consejo de 
Estado o del Tribunal Administrativo competente, según se trate de acciones o 
aportes nacionales o de las entidades territoriales. 

27.5 Las autoridades de las entidades territoriales, sin perjuicio de las 



competencias asignadas por la Ley, garantizarán a las empresas oficiales de 
servicios públicos, el ejercicio de su autonomía administrativa y la continuidad en 
la gestión gerencial que demuestre eficacia y eficiencia. No podrán anteponer a 
tal continuidad gerencial, intereses ajenos a los de la buena prestación del 
servicio. 

27.6. Los miembros de las juntas directivas de las empresas oficiales de los 
servicios públicos domiciliarios serán escogidos por el Presidente, el gobernador 
o el alcalde, según se trate de empresas nacionales, departamentales o 
municipales de servicios públicos domiciliarios. En el caso de las Juntas 
Directivas de las Empresas oficiales de los Servicios Públicos Domiciliarios del 
orden municipal, estos serán designados así: dos terceras partes serán 
designados libremente por el alcalde y la otra tercera parte escogida entre los 
Vocales de Control registrados por los Comités de Desarrollo y Control Social de 
los Servicios Públicos domiciliarios. 

27.7. Los aportes efectuados por la nación, las entidades territoriales y las 
entidades descentralizadas de cualquier nivel administrativo a las empresas de 
servicios públicos, se regirán en un todo por las normas del derecho privado. 

CAPITULO III 

LOS BIENES DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 28. Redes. Todas las empresas tienen el derecho a construir, operar y 
modificar sus redes e instalaciones para prestar los servicios públicos, para lo 
cual cumplirán con los mismos requisitos, y ejercerán las mismas facultades que 
las leyes y demás normas pertinentes establecen para las entidades oficiales 
que han estado encargadas de la prestación de los mismos servicios, y las 
particulares previstas en esta Ley. 

Las empresas tienen la obligación de efectuar el mantenimiento y reparación de 
las redes locales, cuyos costos serán a cargo de ellas. 

Las comisiones de regulación pueden exigir que haya posibilidad de 
interconexión y de homologación técnica de las redes, cuando sea indispensable 
para proteger a los usuarios, para garantizar la calidad del servicio o para 
promover la competencia. Pero en ningún caso exigirán características 
especificas de redes o sistemas mas allá de las que sean necesarias para 
garantizar la interconectabilidad de servicios análogos o el uso coordinado de 
recursos. Las comisiones podrán exigir, igualmente, que la construcción y 
operación de redes y medios de transporte para prestar los servicios públicos no 
sea parte del objeto de las mismas empresas que tienen a su cargo la 
distribución y, además, conocerán en apelación los recursos contra los actos de 
cualquier autoridad que se refieran a la construcción u operación de redes. La 
construcción y operación de redes para el transporte y distribución de agua, 
residuos, electricidad, gas y telefonía pública básica conmutada telefonía local 



móvil en el sector rural, así como el señalamiento de las tarifas por su uso, se 
regirán exclusivamente por esta Ley y por las normas ambientales, sanitarias y 
municipales a las que se alude en sus artículos 25 y 26 de esta Ley. 

Artículo 29. - Amparo policivo. Las autoridades nacionales, departamentales y 
municipales, tanto civiles como de policía, inmediatamente se lo solicite una 
empresa de servicios públicos, le prestarán su apoyo para hacer que se le 
restituyan los inmuebles que los particulares hayan ocupado contra la voluntad o 
sin conocimiento de la empresa; o para que cesen los actos que entorpezcan o 
amenacen perturbar, en cualquier tiempo, el ejercicio de sus derechos. 

La autoridad respectiva ordenará el retiro de los ocupantes del inmueble o el 
cese de la perturbación, o de la amenaza de ella, conminando a los 
perturbadores con multas de uno (1) a cinco (5) salarios mínimos mensuales, 
por cada semana o fracción de demora transcurrida desde la fecha de la 
respectiva resolución, y sin perjuicio de otras medidas previstas en las leyes . En 
todo caso, en ejercicio de tales procedimientos, se respetará el principio del 
debido proceso garantizado por el artículo 29° de la Constitución Política. 

TITULO II 

REGIMEN DE ACTOS Y CONTRATOS DE LAS EMPRESAS 

CAPITULO I 

NORMAS GENERALES 

Artículo 30. Principios de interpretación. Las normas que esta Ley contiene 
sobre contratos se interpretarán de acuerdo con los principios que contiene el 
título preliminar; en la forma que mejor garantice la libre competencia y que 
mejor impida los abusos de la posición dominante, tal como ordena el artículo 
333 de la Constitución Política; y que mas favorezca la continuidad y calidad en 
la prestación de los servicios. 

Artículo 31. Concordancia con el Estatuto General de la Contratación Pública. 
Los contratos que celebren las entidades estatales que prestan los servicios 
públicos a los que se refiere esta Ley, y que tengan por objeto la prestación de 
esos servicios, se regirán por el parágrafo 1 del artículo 32 de la ley 80 de 1993 
y por la presente Ley, salvo en lo que la presente Ley disponga otra cosa. 

Las comisiones de regulación podrán hacer obligatoria la inclusión, en ciertos 
tipos de contratos de cualquier empresa de servicios públicos, de cláusulas 
exorbitantes y podrán facultar, previa consulta expresa, que se incluyan en los 
demás. Cuando la inclusión sea forzosa, todo lo relativo a tales cláusulas se 
regirá, en cuanto sea pertinente, por lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, y los 
actos en los que se ejerciten esas facultades estarán sujetos al control de la 
jurisdicción contencioso administrativa. 



Artículo 32. Régimen de derecho privado para los actos de las empresas. Salvo 
en cuanto la Constitución Política o esta Ley dispongan expresamente lo 
contrario, la constitución, y los actos de todas las empresas de servicios 
públicos, así como los requeridos para la administración y el ejercicio de los 
derechos de todas las personas que sean socias de ellas, en lo no dispuesto en 
esta Ley, se regirán exclusivamente por las reglas del derecho privado. 

La regla precedente se aplicará, inclusive, a las sociedades en las que las 
entidades públicas sean parte, sin atender al porcentaje que sus aportes 
representen dentro del capital social, ni a la naturaleza del acto o del derecho 
que se ejerce. 

Se entiende que la autorización para que una entidad pública haga parte de una 
empresa de servicios públicos organizada como sociedad por acciones, faculta a 
su representante legal, de acuerdo con los estatutos de la entidad, para realizar 
respecto de la sociedad, las acciones y los derechos inherentes a ellas y todos 
los actos que la ley y los estatutos permiten a los socios particulares. 

Artículo 33. Facultades especiales por la prestación de servicios públicos. 
Quienes presten servicios públicos tienen los mismos derechos y prerrogativas 
que esta Ley u otras anteriores, confieren para el uso del espacio público, para 
la ocupación temporal de inmuebles, y para promover la constitución de 
servidumbres o la enajenación forzosa de los bienes que se requiera para la 
prestación del servicio; pero estarán sujetos al control de la jurisdicción en lo 
contencioso administrativo sobre la legalidad de sus actos, y a responsabilidad 
por acción u omisión en el uso de tales derechos. 

Artículo 34. Prohibición de prácticas discriminatorias, abusivas o restrictivas. Las 
empresas de servicios públicos, en todos sus actos y contratos, deben evitar 
privilegios y discriminaciones injustificados, y abstenerse de toda práctica que 
tenga la capacidad, el propósito o el efecto de generar competencia desleal o de 
restringir en forma indebida la competencia. 

Se consideran restricciones indebidas a la competencia, entre otras, las 
siguientes: 

34.1. El cobro de tarifas que no cubran los gastos de operación de un servicio; 

34.2. La prestación gratuita o a precios o tarifas inferiores al costo, de servicios 
adicionales a los que contempla la tarifa; 

34.3. Los acuerdos con otras empresas para repartirse cuotas o clases de 
servicios, o para establecer tarifas, creando restricciones de oferta o elevando 
las tarifas por encima de lo que ocurriría en condiciones de competencia; 

34.4. Cualquier clase de acuerdo con eventuales opositores o competidores 
durante el trámite de cualquier acto o contrato en el que deba haber citaciones al 



público o a eventuales competidores, y que tenga como propósito o como efecto 
modificar el resultado que se habría obtenido en plena competencia; 

34.5. Las que describe el Título V del Libro I del Decreto 410 de 1971 (Código de 
Comercio) sobre competencia desleal; 

34.6. El abuso de la posición dominante al que se refiere el artículo 133 de esta 
Ley, cualquiera que sea la otra parte contratante y en cualquier clase de 
contratos. 

Artículo 35. Deber de buscar entre el público las mejores condiciones objetivas. 
Las empresas de servicios públicos que tengan posición dominante en un 
mercado, y cuya principal actividad sea la distribución de bienes o servicios 
provistos por terceros, tendrán que adquirir el bien o servicio que distribuyan por 
medio de procedimientos que aseguren posibilidad de concurrencia a los 
eventuales contratistas, en igualdad de condiciones. En estos casos, y en los de 
otros contratos de las empresas, las comisiones de regulación podrán exigir, por 
vía general, que se celebren previa licitación pública, o por medio de otros 
procedimientos que estimulen la concurrencia de oferentes. 

Artículo 36. Reglas contractuales especiales. Se aplicarán a los contratos de las 
empresas de servicios públicos las siguientes reglas especiales: 

36.1. Podrá convenirse que la constitución en mora no requiera pronunciamiento 
judicial. 

36.2. Las donaciones que se hagan a las empresas de servicios públicos no 
requieren insinuación judicial. 

36.3. A falta de estipulación de las partes, se entiende que se causan intereses 
corrientes a una tasa mensual igual al promedio de las tasas activas del 
mercado y por la mora, a una tasa igual a la máxima permitida por la ley para las 
obligaciones mercantiles. 

36.4. Si una de las partes renuncia total o parcialmente, y en forma temporal o 
definitiva, a uno de sus derechos contractuales, ello no perjudica a los demás, y 
mientras tal renuncia no lesione a la otra parte, no requiere el consentimiento de 
ésta, ni formalidad o solemnidad alguna. 

36.5. La negociación, celebración y modificación de los contratos de garantía 
que se celebren para proteger a las empresas de servicios públicos se 
someterán a las reglas propias de tales contratos aún si, para otros efectos, se 
considera que son parte integrante del contrato que garantizan. 

36.6. Está prohibido a las instituciones financieras celebrar contratos con 
empresas de servicios públicos oficiales para facilitarles recursos, cuando se 
encuentren incumpliendo los indicadores de gestión a los que deben estar 



sujetas, mientras no acuerden un plan de recuperación con la comisión 
encargada de regularlas. 

Artículo 37. Desestimación de la personalidad interpuesta. Para los efectos de 
analizar la legalidad de los actos y contratos de las empresas de servicios 
públicos, de las comisiones de regulación, de la Superintendencia y de las 
demás personas a las que esta Ley crea incompatibilidades o inhabilidades, 
debe tenerse en cuenta quiénes son, sustancialmente, los beneficiarios reales 
de ellos, y no solamente las personas que formalmente los dictan o celebran. 
Por consiguiente, las autoridades administrativas y judiciales harán prevalecer el 
resultado jurídico que se obtenga al considerar el beneficiario real, sin perjuicio 
del derecho de las personas de probar que actúan en procura de intereses 
propios, y no para hacer fraude a la ley. 

Artículo 38. Efectos de nulidad sobre actos y contratos relacionados con 
servicios públicos. La anulación Judicial de un acto administrativo relacionado 
con servicios públicos solo producirá efectos hacia el futuro. Si al declararse la 
nulidad se ordena el restablecimiento del derecho o la reparación del daño, ello 
se hará en dinero si es necesario, para no perjudicar la prestación del servicio al 
público ni los actos o contratos celebrados de buena fe. 

CAPITULO II 

CONTRATOS ESPECIALES PARA LA GESTION DE LOS SERVICIOS 
PUBLICOS 

Artículo 39. Contratos especiales. Para los electos de la gestión de los servicios 
públicos se autoriza la celebración, entre otros, de los siguientes contratos 
especiales: 

39.1. Contratos de concesión para el uso de recursos naturales o del medio 
ambiente. El contrato de concesión de aguas, es un contrato limitado en el 
tiempo, que celebran las entidades a las que corresponde la responsabilidad de 
administrar aquellas, para facilitar su explotación o disfrute. En estos contratos 
se pueden establecer las condiciones en las que el concesionario devolverá el 
agua después de haberla usado. 

El acceso al espectro electromagnético para el servicio público de 
telecomunicaciones puede otorgarse por medio de un contrato de concesión, de 
acuerdo con la Ley 80 de 1993 y las leyes especiales pertinentes, pero sin que 
se aplique el artículo 19 de la Ley 80 de 1993 a bienes distintos de los estatales. 

La remuneración que se pacte por una concesión o licencia ingresará al 
presupuesto de la entidad pública que celebre el contrato o expida el acto. 

Cuando las autoridades competentes consideren que es preciso realizar un 
proyecto de interés nacional para aprovechamiento de aguas, o para proyectos 



de saneamiento, podrán tomar la iniciativa de invitar públicamente a las 
empresas de servicios públicos para adjudicar la concesión respectiva. 

Las concesiones de agua caducarán a los tres años de otorgadas, si en ese 
lapso no se hubieren hecho inversiones capaces de permitir su aprovechamiento 
económico dentro del año siguiente, o del período que determine de modo 
general, según el tipo de proyecto, la comisión reguladora. 

Los contratos de concesión a los que se refiere este numeral se regirán por las 
normas especiales sobre las materias respectivas. 

39.2. Contratos de administración profesional de acciones. Son aquellos 
celebrados por las entidades públicas que participan en el capital de empresas 
de servicios públicos, para la administración o disposición de sus acciones, 
aportes o inversiones en ellas, con sociedades fiduciarias, corporaciones 
financieras, organismos cooperativos de grado superior de carácter financiero, o 
sociedades creadas con el objeto exclusivo de administrar empresas de 
servicios públicos. Las tarifas serán las que se determinen en un proceso de 
competencia para obtener el contrato. 

En estos contratos puede encargarse también al fiduciario o mandatario de 
vender las acciones de las entidades públicas en las condiciones y por los 
procedimientos que el contrato indique. 

A los representantes legales y a los miembros de juntas directivas de las 
entidades que actúen como fiduciarios o mandatarios para administrar acciones 
de empresas de servicios públicos se aplicará el régimen de incompatibilidades 
e inhabilidades de los funcionarios que hayan celebrado con ellos el contrato 
respectivo, en relación con tales empresas. 

39.3. Contratos de las entidades oficiales para transferir la propiedad o el uso y 
goce de los bienes que destina especialmente a prestar los servicios públicos; o 
concesiones o similares; o para encomendar a terceros cualquiera de las 
actividades que ellas hayan realizado para prestar los servicios públicos; o para 
permitir que uno o mas usuarios realicen las obras necesarias para recibir un 
servicio que las entidades oficiales estén prestando; o para recibir de uno o mas 
usuarios el valor de las obras necesarias para prestar un servicio que las 
entidades oficiales estén prestando; o para pagar con acciones de empresas los 
bienes o servicios que reciban. 

39.4. Contratos en virtud de los cuales dos o mas entidades prestadoras de 
servicios públicos o éstas con grandes proveedores o usuarios, regulan el 
acceso compartido o de interconexión de bienes indispensables para la 
prestación de servicios públicos, mediante el pago de remuneración o peaje 
razonable. 

Este contrato puede celebrarse también entre una empresa de servicios públicos 



y cualquiera de sus grandes proveedores o usuarios. 

Si las partes no se convienen, en virtud de esta Ley la comisión de regulación 
podrá imponer una servidumbre de acceso o de interconexión a quien tenga el 
uso del bien. 

39.5. Contratos para la extensión de la prestación de un servicio que, en 
principio, sólo beneficia a una persona, en virtud del cual ésta asume el costo de 
las obras respectivas y se obliga a pagar a la empresa el valor definido por ella, 
o se obliga a ejecutar independientemente las obras requeridas conforme al 
proyecto aprobado por la empresa; 

Parágrafo. Salvo los contratos de que trata el numeral 39.1., todos aquellos a los 
que se refiere este artículo se regirán por el derecho privado. Los que 
contemplan los numerales 39.1., 39.2. y 39.3., no podrán ser cedidos a ningún 
título ni podrán darse como garantía, ni ser objeto de ningún otro contrato, sin 
previa y expresa aprobación de la otra parte. 

Cuando cualquiera de los contratos a que este capítulo se refiere permita al 
contratista cobrar tarifas al público, que estén sujetas a regulación, el 
proponente debe incluir en su oferta la fórmula tarifaria que aplicaría. 

Artículo 40. Areas de Servicio exclusivo. Por motivos de interés social y con el 
propósito de que la cobertura de los servicios públicos de acueducto y 
alcantarillado, saneamiento ambiental, distribución domiciliaria de gas 
combustible por red y distribución domiciliaria de energía eléctrica, se pueda 
extender a las personas de menores ingresos, la entidad o entidades territoriales 
competentes, podrán establecer mediante invitación pública, áreas de servicio 
exclusivas, en las cuales podrá acordarse que ninguna otra empresa de 
servicios públicos pueda ofrecer los mismos servicios en la misma área durante 
un tiempo determinado. Los contratos que se suscriban deberán en todo caso 
precisar el espacio geográfico en el cual se prestará el servicio, los niveles de 
calidad que debe asegurar el contratista y las obligaciones del mismo respecto 
del servicio. También podrán pactarse nuevos aportes públicos para extender el 
servicio. 

Parágrafo 1°. La comisión de regulación respectiva definirá, por vía general, 
cómo se verifica la existencia de los motivos que permiten la inclusión de áreas 
de servicio exclusivo en los contratos; definirá los lineamientos generales y las 
condiciones a las cuales deben someterse ellos; y, antes de que se abra una 
licitación que incluya estas cláusulas dentro de los contratos propuestos, 
verificará que ellas sean indispensables para asegurar la viabilidad financiera de 
la extensión de la cobertura a las personas de menores ingresos. 

Parágrafo 2°. Si durante la vigencia de estos contratos surgieren condiciones 
que permitan reducir los costos de prestación del servicio para un grupo de 
usuarios del área respectiva, las Comisiones de Regulación podrán permitir la 



entrada de nuevos oferentes a estas áreas, o la salida de un grupo de usuarios 
para que otro oferente les preste el servicio, manteniendo de todas formas el 
equilibrio económico del contrato de quien ostentaba el derecho al área de 
servicio exclusivo. Sin perjuicio de lo anterior, al cabo de un tiempo de celebrado 
el contrato la entidad pública que lo firmó podrá abrir una nueva licitación 
respecto del mismo contrato y si la gana una empresa distinta de aquella que 
tiene la concesión estará obligada a dejar indemne a ésta, según metodología 
que definirá previamente la comisión de regulación respectiva. Esta misma regla 
se aplicará a los contratos de concesión de gas que contengan cláusulas de 
áreas de servicio exclusivo. 

TITULO III 

REGIMEN LABORAL 

Artículo 41. Aplicación del Código Sustantivo del Trabajo. Las personas que 
presten sus servicios a las empresas de servicios públicos privadas o mixtas, 
tendrán el carácter de trabajadores particulares y estarán sometidas a las 
normas del Código Sustantivo del Trabajo y a lo dispuesto en esta Ley. Las 
personas que presten sus servicios a aquellas empresas que a partir de la 
vigencia de esta Ley se acojan a lo establecido en el parágrafo del artículo 17o., 
se regirán por las normas establecidas en el inciso primero del artículo 5° del 
Decreto-Ley 3135 de 1968. 

Artículo 42. Incentivos. Las empresas de servicios públicos pueden adoptar 
planes de incentivos, para remunerar a todos quienes prestan servicios en ellas 
en función del desempeño y de los resultados de utilidades y de cobertura 
obtenidos. 

Artículo 43. Atención de obligaciones pensionales. Las empresas de servicios 
públicos afiliarán a todos los trabajadores que vinculen a partir de la vigencia de 
esta Ley, a una entidad especializada en la atención de pensiones a la cual 
harán los aportes que de acuerdo a la ley les correspondan; y no podrán asumir 
directamente las obligaciones pensionales. 

Tratándose de los trabajadores ya vinculados a la vigencia de esta Ley, para 
continuar prestando el servicio las personas prestadoras deben demostrar, en 
las condiciones y oportunidad señaladas por la respectiva comisión de 
regulación, que han hecho las provisiones financieras indispensables para 
atender las obligaciones pensionales. 

Artículo 44. Conflicto de intereses; inhabilidades e incompatibilidades. Para los 
efectos del funcionamiento de las empresas de servicios públicos y de las 
autoridades competentes en la materia, se establecen las siguientes 
inhabilidades e incompatibilidades: 

44.1. Salvo excepción legal, no podrán participar en la administración de las 



comisiones de regulación y de la Superintendencia de Servicios Públicos, ni 
contribuir con su voto o en forma directa o indirecta a la adopción de sus 
decisiones, las empresas de servicios públicos, sus representantes legales, los 
miembros de sus juntas directivas, las personas naturales que posean acciones 
en ellas, y quienes posean mas del 10% del capital de sociedades que tengan 
vinculación económica con empresas de servicios públicos. 

44.2. No podrá prestar servicios a las comisiones de regulación ni a la 
Superintendencia de Servicios Públicos, ninguna persona que haya sido 
administrador o empleado de una empresa de servicios públicos antes de 
transcurrir un año de terminada su relación con la empresa ni los cónyuges o 
compañeros permanentes de tales personas, ni sus parientes dentro del tercer 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. Esta misma 
inhabilidad se predica de los empleados de las comisiones o de la 
Superintendencia, sus cónyuges o parientes en los mismos grados, respecto de 
empleos en las empresas. 

Sin embargo, las personas aludidas pueden ejercitar ante las comisiones de 
regulación y ante la Superintendencia su derecho a pedir informaciones, a hacer 
peticiones, y a formular observaciones o a transmitir informaciones respecto a 
las decisiones que allí se tomen, o a los proyectos de decisiones que se les 
consulten. 

44.3. No puede adquirir partes del capital de las entidades oficiales que prestan 
los servicios a los que se refiere esta Ley y que se ofrezcan al sector privado, ni 
poseer por sí o por interpuesta persona más del 1% de las acciones de una 
empresa de servicios públicos, ni participar en su administración o ser 
empleados de ella, ningún funcionario de elección popular, ni los miembros o 
empleados de las comisiones de regulación, ni quienes presten sus servicios en 
la Superintendencia de Servicios Públicos, o en los Ministerios de Hacienda, 
Salud, Minas y Energía, Desarrollo y Comunicaciones, ni en el Departamento 
Nacional de Planeación, ni quienes tengan con ellos los vínculos conyugales, de 
unión o de parentesco arriba dichos. Si no cumplieren con las prohibiciones 
relacionadas con la participación en el capital en el momento de la elección, el 
nombramiento o la posesión, deberán desprenderse de su interés social dentro 
de los tres meses siguientes al día en el que entren a desempeñar sus cargos; y 
se autoriza a las empresas a adquirir tales intereses, si fuere necesario, con 
recursos comunes, por el valor que tuviere en libros. 

Se exceptúa de lo dispuesto, la participación de alcaldes, gobernadores y 
ministros, cuando ello corresponda, en las Juntas Directivas de las empresas 
oficiales y mixtas. 

44.4. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas de esta Ley, en los contratos 
de las entidades estatales que presten servicios públicos se aplicarán las reglas 
sobre inhabilidades e incompatibilidades previstas en la ley 80 de 1993, en 
cuanto sean pertinentes. 



TITULO IV 

OTRAS DISPOSICIONES 

CAPITULO I 

DEL CONTROL DE GESTION Y RESULTADOS 

Artículo 45. Principios rectores del control. El propósito esencial del control 
empresarial es hacer coincidir los objetivos de quienes prestan servicios públicos 
con sus fines sociales y su mejoramiento estructural, de forma que se 
establezcan criterios claros que permitan evaluar sus resultados. El control 
empresarial es paralelo al control de conformidad o control numérico formal y 
complementario de éste. 

El control debe lograr un balance, integrando los instrumentos existentes en 
materia de vigilancia, y armonizando la participación de las diferentes instancias 
de control. 

Corresponde a las comisiones de regulación, teniendo en cuenta el desarrollo de 
cada servicio público y los recursos disponibles en cada localidad, promover y 
regular el balance de los mecanismos de control, y a la Superintendencia 
supervisar el cumplimiento del balance buscado. 

Artículo 46. Control interno. Se entiende por control interno el conjunto de 
actividades de planeación y ejecución, realizado por la administración de cada 
empresa para lograr que sus objetivos se cumplan. 

El control interno debe disponer de medidas objetivas de resultado, o 
indicadores de gestión, alrededor de diversos objetivos, para asegurar su 
mejoramiento y evaluación. 

Artículo 47. Participación de la Superintendencia. Es función de la 
Superintendencia velar por la progresiva incorporación y aplicación del control 
interno en las empresas de servicios públicos. Para ello vigilará que se cumplan 
los criterios, evaluaciones, indicadores y modelos que definan las comisiones de 
regulación, y podrá apoyarse en otras entidades oficiales o particulares. 

Artículo 48. Facultades para asegurar el control interno. Las empresas de 
servicios públicos podrán contratar con entidades privadas la definición y diseño 
de los procedimientos de control interno, así como la evaluación periódica de su 
cumplimiento, de acuerdo siempre a las reglas que establezcan las Comisiones 
de Regulación. 

Artículo 49. Responsabilidad por el control interno. El control interno es 
responsabilidad de la gerencia de cada empresa de servicios públicos. La 
auditoria interna cumple responsabilidades de evaluación y vigilancia del control 



interno delegadas por la gerencia. La organización y funciones de la auditoría 
interna serán determinadas por cada empresa de servicios públicos. 

Artículo 50. Control Fiscal. La vigilancia de la gestión fiscal de las empresas de 
servicios públicos, cuando se haga por parte de empresas contratadas para el 
efecto, incluye el ejercicio de un control financiero de gestión, de legalidad y de 
resultados. 

Artículo 51. Auditoría Externa. Independientemente de los controles interno y 
fiscal, todas las empresas de servicios públicos están obligadas a contratar una 
auditoría externa de gestión y resultados con personas privadas especializadas. 
Cuando una empresa de servicios públicos quiera cambiar a sus auditores 
externos, deberá solicitar permiso a la Superintendencia, informándole sobre las 
causas que la llevaron a esa decisión. La Superintendencia podrá negar la 
solicitud mediante resolución motivada. 

La Auditoría externa obrará en función tanto de los intereses de la empresa y de 
sus socios como del beneficio que efectivamente reciben los usuarios y, en 
consecuencia, está obligada a informar a la Superintendencia las situaciones 
que pongan en peligro la viabilidad financiera de una empresa, las fallas que 
encuentren en el control interno, y en general , las apreciaciones de evaluación 
sobre el manejo de la empresa. En todo caso, deberán elaborar además, al 
menos una vez al año, una evaluación del manejo de la empresa. 

Parágrafo. A criterio de la Superintendencia, las entidades oficiales que presten 
los servicios públicos de que trata l a presente Ley quedarán eximidas de 
contratar este control si demuestran que el control fiscal e interno de que son 
objeto satisfacen a cabalidad los requerimientos de un control eficiente. 

Artículo 52. Concepto de control de gestión y resultados. El control de gestión y 
de resultados es un proceso que, dentro de directrices de planeación 
estratégica, busca que las metas sean congruentes con las previsiones. 

Las comisiones de regulación definirán los criterios, características, indicadores 
y modelos de carácter obligatorio que permitan evaluar la gestión y resultados 
de las empresas. 

Parágrafo. Las empresas de servicios públicos presentarán ante las oficinas o 
unidades de planeación o la unidad administrativa que haga sus veces en el 
respectivo ministerio, para su aprobación, un plan de gestión y resultados de 
corto, mediano y largo plazo, que sirva de base para el control que deben ejercer 
las auditorías externas. Este plan deberá evaluarse y actualizarse anualmente, 
teniendo como base esencial lo definido por las comisiones de regulación de 
acuerdo con el inciso anterior. Estas oficinas de planeación o similares deberán 
establecer los mecanismos para el cumplimiento de esta norma en un término 
no inferior a seis (6) meses después de la vigencia de esta Ley. 



CAPITULO II 

INFORMACION DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 53. Sistemas de Información. Corresponde a la Superintendencia de 
Servicios Públicos, en desarrollo de sus funciones de inspección y vigilancia, 
establecer los sistemas de información que deben organizar y mantener 
actualizados las empresas de servicios públicos para que su presentación al 
público sea confiable. 

En todo caso, las evaluaciones que los auditores externos hagan de las 
empresas de servicios públicos, deberán ser publicadas por lo menos 
anualmente en medios masivos de comunicación en el territorio donde prestan el 
servicio, si los hubiere. Esta evaluación debe ser difundida ampliamente entre 
los usuarios. 

Las entidades encargadas de prestar los servicios públicos domiciliarios deberán 
informar periódicamente de manera precisa, la utilización que dieron a los 
subsidios presupuestales. 

Artículo 54. Funciones de las cámaras de comercio. Las cámaras de comercio 
tendrán, además de las que les señala el artículo 86 del Código de Comercio, la 
función de realizar todos los actos similares a los que ya les han sido 
encomendados, y que resulten necesarios para que las empresas de servicios 
públicos y las demás personas que presten servicios públicos cumplan con los 
deberes y ejerciten los derechos de los comerciantes que surgen para ellos de 
esta Ley. 

Artículo 55. Funciones de las instituciones financieras. Todas las instituciones 
financieras podrán prestar aquellos de los servicios de centrales de valores que 
sean estrictamente necesarios para los efectos del Artículo 20 de esta Ley; en 
tal evento, y para estos propósitos, quedarán sometidas al control de la 
Superintendencia Nacional de Valores, que lo ejercerá en consulta y con la 
colaboración de la Superintendencia Bancaria. 

CAPITULO III 

DE LAS EXPROPIACIONES Y SERVIDUMBRES 

Artículo 56. Declaratoria de utilidad pública e interés social para la prestación de 
servicios públicos. Declárase de utilidad pública e interés social la ejecución de 
obras para prestar los servicios públicos y la adquisición de espacios suficientes 
para garantizar la protección de las instalaciones respectivas. Con ambos 
propósitos podrán expropiarse bienes inmuebles. 

Artículo 57. Facultad de imponer servidumbres, hacer ocupaciones temporales y 
remover obstáculos. Cuando sea necesario para prestar los servicios públicos, 



las empresas podrán pasar por predios ajenos, por una vía aérea, subterránea o 
superficial, las líneas, cables o tuberías necesarias; ocupar temporalmente las 
zonas que requieran en esos predios; remover los cultivos y los obstáculos de 
toda clase que se encuentren en ellos; transitar, adelantar las obras y ejercer 
vigilancia en ellos; y, en general, realizar en ellos todas las actividades 
necesarias para prestar el servicio. El propietario del predio afectado tendrá 
derecho a indemnización de acuerdo a los términos establecidos en la Ley 56 de 
1981, de las incomodidades y perjuicios que ello le ocasione. 

Las líneas de transmisión y distribución de energía eléctrica y gas combustible, 
conducciones de acueducto, alcantarillado y redes telefónicas, podrán atravesar 
los ríos, caudales, líneas férreas, puentes, calles, caminos y cruzar acueductos, 
oleoductos, y otras líneas o conducciones. La empresa interesada, solicitará el 
permiso a la entidad pública correspondiente; si no hubiere ley expresa que 
indique quien debe otorgarlo, lo hará el municipio en el que se encuentra el 
obstáculo que se pretende atravesar. 

CAPITULO IV 

TOMA DE POSESION DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 58. Medidas preventivas Cuando quienes prestan servicios públicos 
incumplan de manera reiterada, a juicio de la Superintendencia, los índices de 
eficiencia, los indicadores de gestión y las normas de calidad definidos por ella, 
ésta podrá ordenar la separación de los gerentes o de miembros de las juntas 
directivas de la empresa de los cargos que ocupan. 

Artículo 59. Causales, modalidad y duración. El Superintendente de servicios 
públicos podrá tomar posesión de una empresa, en los siguientes casos: 

59.1. Cuando la empresa no quiera o no pueda prestar el servicio público con la 
continuidad y calidad debidas, y la prestación sea indispensable para preservar 
el orden público o el orden económico, o para evitar perjuicios graves e 
indebidos a los usuarios o a terceros. 

59.2. Cuando sus administradores persistan en violar en forma grave las normas 
a las que deben estar sujetos, o en incumplir sus contratos. 

59.3. Cuando sus administradores hayan rehusado dar información veraz, 
completa y oportuna a una comisión reguladora o a la Superintendencia, o a las 
personas a quienes éstas hayan confiado la responsabilidad de obtenerla. 

59.4. Cuando se declare la caducidad de uno de los permisos, licencias o 
concesiones que la empresa de servicios públicos haya obtenido para adelantar 
sus actividades, si ello constituye indicio serio de que no está en capacidad o en 
ánimo de cumplir los demás y de acatar las leyes y normas aplicables. 



59.5. En casos de calamidad o de perturbación del orden público; 

59.6. Cuando, sin razones técnicas, legales o económicas de consideración sus 
administradores no quisieren colaborar para evitar a los usuarios graves 
problemas derivados de la imposibilidad de otra empresa de servicios públicos 
para desempeñarse normalmente. 

59.7. Si, en forma grave, la empresa ha suspendido o se teme que pueda 
suspender el pago de sus obligaciones mercantiles. 

59.8. Cuando la empresa entre en proceso de liquidación. 

Artículo 60. Efectos de la toma de posesión. Como consecuencia de la toma de 
posesión se producirán los siguientes efectos: 

60.1. El Superintendente al tomar posesión, deberá celebrar un contrato de 
fiducia, en virtud del cual se encargue a una entidad fiduciaria la administración 
de la empresa en forma temporal. 

60.2. Cuando la toma de posesión tenga como causa circunstancias imputables 
a los administradores o accionistas de la empresa, el Superintendente definirá 
un tiempo prudencial para que se superen los problemas que dieron origen a la 
medida. Si transcurrido ese lapso no se ha solucionado la situación, el 
Superintendente ordenará al fiduciario que liquide la empresa. 

60.3. Si se encuentra que la empresa ha perdido cualquier parte de su capital, 
previo concepto de la comisión respectiva, el Superintendente podrá ordenar la 
reducción simplemente nominal del capital social, la cual se hará sin necesidad 
de recurrir a su asamblea o a la aceptación de los acreedores. 

CAPITULO V 

LIQUIDACION DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 61. Continuidad en la prestación del servicio. Cuando por voluntad de 
los socios, por configurarse una causal de disolución o por decisión del 
Superintendente de Servicios Públicos, una empresa de servicios públicos entre 
en proceso de liquidación, el representante legal o el revisor fiscal deberá dar 
aviso a la autoridad competente para la prestación del respectivo servicio, para 
que ella asegure que no se interrumpa la prestación del servicio. Si no se toman 
las medidas correctivas previstas en el artículo 220 del Código de Comercio, la 
liquidación continuará en la forma prevista en la ley. 

La autoridad competente procederá a celebrar los contratos que sean 
necesarios con otras empresas de servicios públicos para que sustituyan a la 
empresa en proceso de liquidación o a asumir directamente en forma total o 
parcial las actividades que sean indispensables para asegurar la continuidad en 



la prestación del servicio, en concordancia con la entidad fiduciaria designada en 
desarrollo del proceso de toma de posesión de la empresa en liquidación. Tales 
contratos y acciones no se afectarán como consecuencia de las nulidades que, 
eventualmente, puedan declararse respecto de los demás actos relacionados 
con la toma de posesión o liquidación de la empresa; ni los nuevos contratistas 
responderán, en ningún caso, mas allá de los términos de su relación 
contractual, por las obligaciones de la empresa en liquidación. 

TITULO V 

REGULACION, CONTROL Y VIGILANCIA DEL ESTADO EN LOS SERVICIOS 
PUBLICOS 

CAPITULO I 

CONTROL SOCIAL DE LOS SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS 

Artículo 62. Organización. En desarrollo del artículo 369 de la Constitución 
Política de Colombia, en todos los municipios deberán existir " Comités de 
Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios" compuestos 
por usuarios, suscriptores o suscriptores potenciales de uno o más de los 
servicios públicos a los que se refiere esta Ley, sin que por el ejercicio de sus 
funciones se causen honorarios. 

La iniciativa para la conformación de los comités corresponde a los usuarios, 
suscriptores o suscriptores potenciales. El número de miembros de los comités 
será el que resulte de dividir la población del respectivo municipio o distrito por 
10.000, pero no podrá ser inferior a cincuenta (50). Para el Distrito Capital el 
número mínimo de miembros será de doscientos (200). 

Para ser miembro de un " Comité de Desarrollo y Control Social", se requiere ser 
usuario suscriptor o suscriptor potencial del respectivo servicio público 
domiciliario, lo cual se acreditará ante la Asamblea y el respectivo Comité, con el 
último recibo de cobro o, en el caso de los suscriptores potenciales, con la 
solicitud debidamente radicada en la respectiva empresa. 

La participación de un usuario, suscriptor o de un suscriptor potencial en todas 
las Asambleas y deliberaciones de un "Comité de Desarrollo y Control Social" 
será personal e indelegable. 

Los Comités se darán su propio reglamento y se reunirán en el día, lugar y hora 
que acuerden sus miembros según registro firmado por todos los asistentes que 
debe quedar en el Acta de la reunión. 

Una vez constituido un comité, es deber de las autoridades municipales y de las 
empresas de servicios públicos ante quien soliciten inscripción reconocerlos 
como tales. Para lo cual se verificará, entre otras cosas que un mismo usuario, 



suscriptor o suscriptor potencial no pertenezca a más de un comité de un mismo 
servicio público domiciliario. 

Cada uno de los comités elegirán, entre sus miembros y por decisión 
mayoritaria, a un "Vocal de Control", quien actuará como su representante ante 
las personas prestadoras de los servicios públicos de que trata la presente Ley, 
ante las entidades territoriales y ante las autoridades nacionales en lo que tiene 
que ver con dichos servicios públicos. Este "vocal" podrá ser removido en 
cualquier momento por el comité, en decisión mayoritaria de sus miembros. 

Las elecciones del Vocal de Control podrán impugnarse ante el Personero del 
Municipio donde se realice la Asamblea de elección y las decisiones de éste 
serán apelables ante la Superintendencia de Servicios Públicos. 

En las elecciones a que se refiere el presente artículo, será causal de mala 
conducta para cualquier servidor público y, en general, para cualquier 
funcionario de una persona prestadora de uno o varios de los servicios públicos 
a que se refiere la presente Ley, entorpecer o dilatar la elección, coartar la 
libertad de los electores o intervenir de cualquier manera en favor o en contra de 
los candidatos. 

Corresponderá al alcalde de cada municipio o distrito velar por la conformación 
de los comités. 

Artículo 63. Funciones. Con el fin de asegurar la participación de los usuarios en 
la gestión y fiscalización de las empresas de servicios públicos domiciliarios, los 
Comités de Desarrollo y Control Social de los servicios públicos domiciliarios 
ejercerán las siguientes funciones especiales: 

63.1. Proponer a las empresas de servicios públicos domiciliarios los planes y 
programas que consideren necesarios para resolver las deficiencias en la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios. 

63.2. Procurar que la comunidad aporte los recursos necesarios para la 
expansión o el mejoramiento de los servicios públicos domiciliarios, en 
concertación con las empresas de servicios públicos domiciliarios y los 
municipios. 

63.3. Solicitar la modificación o reforma de las decisiones que se adopten en 
materia de estratificación. 

63.4. Estudiar y analizar el monto de los subsidios que debe conceder el 
municipio con sus recursos presupuestales a los usuarios de bajos ingresos; 
examinar los criterios y mecanismos de reparto de esos subsidios; y proponer 
las medidas que sean pertinentes para el efecto. 

63.5. Solicitar al Personero la imposición de multas hasta de diez salarios 



mínimos mensuales, a las empresas que presten servicios públicos domiciliarios 
en su territorio por las infracciones a esta Ley, o a las normas especiales a las 
que deben estar sujetas, cuando de ella se deriven perjuicios para los usuarios. 

Artículo 64. Funciones del «Vocal de Control». Los vocales de los comités 
cumplirán las siguientes funciones: 

64.1. Informar a los usuarios acerca de sus derechos y deberes en materia de 
servicios públicos domiciliarios, y ayudarlos a defender aquellos y cumplir éstos.. 

64.2. Rccibir informes de los usuarios acerca del funcionamiento de las 
empresas de servicios públicos domiciliarios, y evaluarlos; y promover frente a 
las empresas y frente a las autoridades municipales, departamentales y 
nacionales las medidas correctivas, que sean de competencia de cada una de 
ellas. 

64.3. Dar atención oportuna a todas las consultas y tramitar las quejas y 
denuncias que plantee en el comité cualquiera de sus miembros. 

64.4. Rendir al comité informe sobre los aspectos anteriores, recibir sus 
opiniones, y preparar las acciones que sean necesarias. 

Es obligación de las empresas de servicios públicos domiciliarios tramitar y 
responder las solicitudes de los vocales. 

Artículo 65. Las autoridades y la participación de los usuarios. Para la adecuada 
instrumentación de la participación ciudadana corresponde a las autoridades: 

65.1. Las autoridades municipales deberán realizar una labor amplia y continua 
de concertación con la comunidad para implantar los elementos básicos de las 
funciones de los comités y capacitarlos y asesorarlos permanentemente en su 
operación. 

65.2. Los departamentos tendrán a su cargo la promoción y coordinación del 
sistema de participación, mediante una acción extensiva a todo su territorio. 

En coordinación con los municipios y la Superintendencia, deberán asegurar la 
capacitación de los vocales dotándolos de instrumentos básicos que les 
permitan organizar mejor su trabajo y contar con la información necesaria para 
representar a los comités. 

65.3. La Superintendencia tendrá a su cargo el diseño y la puesta en 
funcionamiento de un sistema de vigilancia y control que permita apoyar las 
tareas de los comités de desarrollo y control social de los servicios públicos 
domiciliarios. 

Deberá proporcionar a las autoridades territoriales, el apoyo técnico necesario, 



la tecnología, la capacitación, la orientación y los elementos de difusión 
necesarios para la promoción de la participación de la comunidad. 

Artículo 66. Incompatibilidades e inhabilidades. Las personas que cumplan la 
función de vocales de los comités de desarrollo de los servicios públicos 
domiciliarios, sus cónyuges y compañeros permanentes, y sus parientes dentro 
del tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil, así 
como quienes sean sus socios en sociedades de personas, no podrán ser socios 
ni participar en la administración de las empresas de servicios públicos que 
desarrollen sus actividades en el respectivo municipio, ni contratar con ellas, con 
las comisiones de regulación ni con la Superintendencia de Servicios Públicos. 

La incompatibilidad e inhabilidad se extenderá hasta dos años después de haber 
cesado el hecho que le dio origen. 

La celebración de los contratos de servicios públicos o, en general, de los que se 
celebren en igualdad de condiciones con quien los solicite, no da lugar a aplicar 
estas incompatibilidades o inhabilidades. 

CAPITULO II 

DE LOS MINISTERIOS 

Artículo 67. Funciones de los Ministerios en relación con los servicios públicos. 
El Ministerio de Minas y Energía, el de Comunicaciones y el de Desarrollo, 
tendrán, en relación con los servicios públicos de energía y gas combustible, 
telecomunicaciones, y agua potable y saneamiento básico, respectivamente, las 
siguientes funciones: 

67.1. Señalar los requisitos técnicos que deben cumplir las obras, equipos y 
procedimientos que utilicen las empresas de servicios públicos del sector, 
cuando la comisión respectiva haya resuelto por vía general que ese 
señalamiento es realmente necesario para garantizar la calidad del servicio, y 
que no implica restricción indebida a la competencia; 

67.2. Elaborar máximo cada cinco años un plan de expansión de la cobertura del 
servicio público que debe tutelar el ministerio, en el que se determinen las 
inversiones públicas que deben realizarse, y las privadas que deben estimularse. 

67.3. Identificar fuentes de financiamiento para el servicio público respectivo, y 
colaborar en las negociaciones del caso; y procurar que las empresas del sector 
puedan competir en forma adecuada por esos recursos. 

67.4. Identificar el monto de los subsidios que debería dar la Nación para el 
respectivo servicio público, y los criterios con los cuales deberían asignarse; y 
hacer las propuestas del caso durante la preparación del presupuesto de la 
Nación. 



67.5. Recoger información sobre las nuevas tecnologías, y sistemas de 
administración en el sector, y divulgarla entre las empresas de servicios 
públicos, directamente o en colaboración con otras entidades públicas o 
privadas. 

67.6. Impulsar bajo la dirección del Presidente de la República, y en 
coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, las negociaciones 
internacionales relacionadas con el servicio público pertinente; y participar en las 
conferencias internacionales que sobre el mismo sector se realicen. 

67.7. Desarrollar y mantener un sistema adecuado de información sectorial, para 
el uso de las autoridades y del público en general. 

67.8. Las demás que les asigne la ley, siempre y cuando no contradigan el 
contenido especial de esta Ley. 

Los ministerios podrán desarrollar las funciones a las que se refiere éste artículo, 
con excepción de las que constan en el numeral 67.6., a través de sus unidades 
administrativas especiales. 

Parágrafo. La Unidad Administrativa Especial de Planeación Minero Energética 
del Ministerio de Minas y Energía, tendrá el mismo régimen jurídico de las 
comisiones de regulación de que trata esta Ley y continuará ejerciendo las 
funciones que le han sido asignadas legalmente. 

CAPITULO III 

DE LAS COMISIONES DE REGULACION 

Artículo 68. Delegación de funciones presidenciales a las Comisiones. El 
Presidente de la República señalará las políticas generales de administración y 
control de eficiencia de los servicios públicos domiciliarios, que le encomienda el 
artículo 370 de la Constitución Política, y de los demás a los que se refiere esta 
Ley, por medio de las comisiones de regulación de los servicios públicos, si 
decide delegarlas, en los términos de esta Ley. 

Las normas de esta Ley que se refieren a las comisione de regulación se 
aplicarán si el Presidente resuelve delegar la función aludida; en caso contrario, 
el Presidente ejercerá las funciones que aquí se atribuyen a las comisiones. 

Artículo 69. Organización y naturaleza.. Créanse como unidades administrativas 
especiales, con independencia administrativa, técnica y patrimonial, y adscritas 
al respectivo ministerio, las siguientes Comisiones de regulación: 

69.1. Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, adscrita 
al Ministerio de Desarrollo Económico. 



69.2. Comisión de Regulación de Energía y Gas Combustible, adscrita al 
Ministerio de Minas y Energía. 

69.3. Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, adscrita al Ministerio de 
Comunicaciones. 

Parágrafo. Cada comisión será competente para regular el servicio público 
respectivo 

Artículo 70. Estructura orgánica de las comisiones de regulación. Para el 
cumplimiento de las funciones que les asigna esta Ley, en el evento de la 
delegación presidencial, las comisiones de regulación tendrán la siguiente 
estructura orgánica, que el Presidente de la República modificará, cuando sea 
preciso, previo concepto de la comisión respectiva dentro de las reglas del 
artículo 105 de esta Ley. 

70.1. Comisión de Regulación: 

a) Comité de Expertos Comisionados. 

70.2. Coordinación General: 

a) Coordinación Ejecutiva; b) Coordinación Administrativa. 

70.3. Areas Ejecutoras: 

a) Oficina de Regulación y Políticas de Competencia; 

b) Oficina Técnica; 

c) Oficina Jurídica. 

Artículo 71. Composición. Las comisiones de regulación estarán integradas por: 

71.1. El Ministro respectivo o su delegado, quien la presidirá. 

71.2. Tres expertos comisionados de dedicación exclusiva, designados por el 
Presidente de la República para períodos de tres años, reelegibles y no sujetos 
a las disposiciones que regulan la carrera administrativa. Uno de ellos, en forma 
rotatoria, ejercerá las funciones de Coordinador de acuerdo con el reglamento 
interno. Al repartir internamente el trabajo entre ellos se procurará que todos 
tengan oportunidad de prestar sus servicios respecto de las diversas clases de 
asuntos que son competencia de la Comisión. 

71.3. El Director del Departamento Nacional de Planeación. 

A las Comisiones asistirá, únicamente con voz, el Superintendente de Servicios 



Públicos o su delegado. 

Parágrafo 1°. A la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
pertenecerá el Ministro de Salud. A la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
Combustible pertenecerá el Ministro de Hacienda. Los Ministros sólo podrán 
delegar su asistencia en los Viceministros y el Director del Departamento 
Nacional de Planeación en el Subdirector. 

Parágrafo 2°. Al vencimiento del período de los expertos que se nombren, el 
Presidente no podrá reemplazar sino uno de ellos. Se entenderá prorrogado por 
dos años más el período de quienes no sean reemplazados. 

Artículo 72. Manejo de los recursos. Para manejar los recursos de las 
Comisiones, se autoriza la celebración de contratos de fiducia, con observancia 
de los requisitos legales que rigen esta contratación. La fiduciaria manejara los 
recursos provenientes de las contribuciones de las entidades sometidas a la 
regulación de las comisiones y los que recauden de las ventas de sus 
publicaciones y con sujeción al Código de Comercio. El Coordinador de cada 
comisión coordinará el desarrollo y la ejecución del contrato de fiducia a través 
del cual vinculará al personal y desarrollará las demás actuaciones que le sean 
propias. 

Artículo 73. Funciones y facultades generales. Las comisiones de regulación 
tienen la función de regular los monopolios en la prestación de los servicios 
públicos, cuando la competencia no sea, de hecho, posible; y, en los demás 
casos, la de promover la competencia entre quienes presten servicios públicos, 
para que las operaciones de los monopolistas o de los competidores sean 
económicamente eficientes, no impliquen abuso de la posición dominante, y 
produzcan servicios de calidad. Para ello tendrán las siguientes funciones y 
facultades especiales: 

73.1. Preparar proyectos de ley para someter a la consideración del gobierno, y 
recomendarle la adopción de los decretos reglamentarios que se necesiten. 

73.2. Someter a su regulación, a la vigilancia del Superintendente, y a las 
normas que esta Ley contiene en materia de tarifas, de información y de actos y 
contratos, a empresas determinadas que no sean de servicios públicos, pero 
respecto de las cuales existan pruebas de que han realizado o se preparan para 
realizar una de las siguientes conductas: 

a) Competir deslealmente con las de servicios públicos; 

b) Reducir la competencia entre empresas de servicios públicos; 

c) Abusar de una posición dominante en la provisión de bienes o servicios 
similares a los que éstas ofrecen. 



73.3. Definir los criterios de eficiencia y desarrollar indicadores y modelos para 
evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa de las empresas de 
servicios públicos y solicitar las evaluaciones que considere necesarias para el 
ejercicio de sus funciones. 

73.4. Fijar las normas de calidad a las que deben ceñirse las empresas de 
servicios públicos en la prestación del servicio. 

73.5. Definir en qué eventos es necesario que la realización de obras, instalación 
y operación de equipos de las empresas de servicios públicos se someta a 
normas técnicas oficiales, para promover la competencia o evitar perjuicios a 
terceros, y pedirle al ministerio respectivo que las elabore, cuando encuentre 
que son necesarias. 

73.6. Establecer la cuantía y condiciones de las garantías de seriedad que 
deben prestar quienes deseen celebrar contratos de aporte reembolsable. 

73.7. Decidir los recursos que se interpongan contra sus actos, o los de otras 
entidades, en los casos que disponga la ley en lo que se refiere a materias de su 
competencia 

73.8. Resolver, a petición de cualquiera de las partes, los conflictos que surjan 
entre empresas, por razón de los contratos o servidumbres que existan entre 
ellas y que no corresponda decidir a otras autoridades administrativas. La 
resolución que se adopte estará sujeta al control jurisdiccional de legalidad. 

73.9. Resolver, a petición de cualquiera de las partes, los conflictos que surjan 
entre empresas, y que no corresponda decidir a otras autoridades 
administrativas, acerca de quién debe servir a usuarios específicos, o en qué 
regiones deben prestar sus servicios. La resolución que se adopte estará sujeta 
al control jurisdiccional de legalidad. La resolución debe atender, especialmente, 
al propósito de minimizar los costos en la provisión del servicio. 

73.10. Dar concepto sobre la legalidad de las condiciones uniformes de los 
contratos de servicios públicos que se sometan a su consideración; y sobre 
aquellas modificaciones que puedan considerarse restrictivas de la competencia. 
Las comisiones podrán limitar, por vía general, la duración de los contratos que 
celebren las empresas de servicios públicos, para evitar que se limite la 
posibilidad de competencia. 

73.11. Establecer fórmulas para la fijación de las tarifas de los servicios públicos, 
cuando ello corresponda según lo previsto en el artículo 88; y señalar cuándo 
hay suficiente competencia como para que la fijación de las tarifas sea libre. 

73.12. Determinar para cada bien o servicio público las unidades de medida y de 
tiempo que deben utilizarse al definir el consumo; y definir, con bases 
estadísticas y de acuerdo con parámetros técnicos medibles y verificables, 



apropiados para cada servicio, quiénes pueden considerarse "grandes usuarios". 

73.13. Ordenar que una empresa de servicios públicos se escinda en otras que 
tengan el mismo objeto de la que se escinde, o cuyo objeto se limite a una 
actividad complementaria, cuando se encuentre que la empresa que debe 
escindirse usa su posición dominante para impedir el desarrollo de la 
competencia en un mercado donde ella es posible; o que la empresa que debe 
escindirse otorga subsidios con el producto de uno de sus servicios que no tiene 
amplia competencia a otro servicio que sí la tiene; o, en general, que adopta 
prácticas restrictivas de la competencia. 

73.14. Ordenar la fusión de empresas cuando haya estudios que demuestren 
que ello es indispensable para extender la cobertura y abaratar los costos para 
los usuarios. 

73.15. Ordenar la liquidación de empresas monopolísticas oficiales en el campo 
de los servicios públicos y otorgar a terceros el desarrollo de su actividad, 
cuando no cumplan los requisitos de eficiencia a los que se refiere esta Ley. 

73.16. Impedir que quienes captan o producen un bien que se distribuye por 
medio de empresas de servicios públicos adopten pactos contrarios a la libre 
competencia en perjuicio de los distribuidores; y exigir que en los contratos se 
especifiquen los diversos componentes que definen los precios y tarifas. 

73.17. Dictar los estatutos de la comisión y su propio reglamento, y someterlos a 
aprobación del Gobierno Nacional. 

73.18. Pedir al Superintendente que adelante las investigaciones e imponga las 
sanciones de su competencia, cuando tenga indicios de que alguna persona ha 
violado las normas de esta Ley. 

73.19. Resolver consultas sobre el régimen de incompatibilidades e 
inhabilidades al que se refiere esta Ley. 

73.20. Determinar, de acuerdo con la ley, cuándo se establece el régimen de 
libertad regulada o libertad vigilada o señalar cuándo hay lugar a la libre fijación 
de tarifas 

73.21. Señalar, de acuerdo con la ley, criterios generales sobre abuso de 
posición dominante en los contratos de servicios públicos, y sobre la protección 
de los derechos de los usuarios en lo relativo a facturación, comercialización y 
demás asuntos relativos a la relación de la empresa con el usuario. 

73.22. Establecer los requisitos generales a los que deben someterse las 
empresas de servicios públicos para utilizar las redes existentes y acceder a las 
redes públicas de interconexión; así mismo, establecer las fórmulas tarifarias 
para cobrar por el transporte e interconexión a las redes, de acuerdo con las 



reglas de esta Ley. 

73.23. Definir cuáles son, dentro de las tarifas existentes al entrar en vigencia 
esta Ley, los factores que se están aplicando para dar subsidios a los usuarios 
de los estratos inferiores, con el propósito de que esos mismos factores se 
destinen a financiar los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos, y 
cumplir así lo dispuesto en el numeral 87.3 De esta Ley. 

73.24. Absolver consultas sobre las materias de su competencia. 

73.25. Establecer los mecanismos indispensables para evitar concentración de 
la propiedad accionaria en empresas con actividades complementarias en un 
mismo sector o sectores afines en la prestación de cada servicio público 

73.26. Todas las demás que le asigne la ley y las facultades previstas en ella 
que no se hayan atribuido a una autoridad específica. 

Salvo cuando esta Ley diga lo contrario en forma explícita, no se requiere 
autorización previa de las comisiones para adelantar ninguna actividad o 
contrato relacionado con los servicios públicos; ni el envío rutinario de 
información. Pero las comisiones, tendrán facultad selectiva de pedir información 
amplia, exacta, veraz y oportuna a quienes prestan los servicios públicos a los 
que esta Ley se refiere, inclusive si sus tarifas no están sometidas a regulación. 
Quienes no la proporcionen, estarán sujetos a todas las sanciones que 
contempla el artículo 81 de la presente Ley. En todo caso, las comisiones 
podrán imponer por sí mismas las sanciones del caso, cuando no se atiendan en 
forma adecuada sus solicitudes de información. 

Artículo 74. Funciones especiales de las comisiones de regulación. Con sujeción 
a lo dispuesto en esta Ley y las demás disposiciones que la complementen, 
serán además, funciones y facultades especiales de cada una de las comisiones 
de regulación las siguientes: 

74.1. De la Comisión de Regulación de Energía y Gas Combustible. 

a) Regular el ejercicio de las actividades de los sectores de energía y gas 
combustible para asegurar la disponibilidad de una oferta energética eficiente, 
propiciar la competencia en el sector de minas y energía y proponer la adopción 
de las medidas necesarias para impedir abusos de posición dominante y buscar 
la liberación gradual de los mercados hacia la libre competencia. La comisión 
podrá adoptar reglas de comportamiento diferencial, según la posición de las 
empresas en el mercado. 

b) Expedir regulaciones específicas para la autogeneración y cogeneración de 
electricidad y el uso eficiente de energía y gas combustible por parte de los 
consumidores y establecer criterios para la fijación de compromisos de ventas 
garantizadas de energía y potencia entre las empresas eléctricas y entre éstas y 



los grandes usuarios; 

c) Establecer el reglamento de operación para realizar el planeamiento y la 
coordinación de la operación del sistema interconectado nacional y para regular 
el funcionamiento del mercado mayorista de energía y gas combustible; 

d) Fijar las tarifas de venta de electricidad y gas combustible; o delegar en las 
empresas distribuidoras, cuando sea conveniente dentro de los propósitos de 
esta Ley, bajo el régimen que ella disponga, la facultad de fijar estas tarifas. 

e) Definir las metodologías y regular las tarifas por los servicios de despacho y 
coordinación prestados por los centros regionales y por el centro nacional de 
despacho. 

74.2 De la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico: 

a) Promover la competencia entre quienes presten los servicios de agua potable 
y saneamiento básico o regular los monopolios en la prestación de tales 
servicios, cuando la competencia no sea posible, todo ello con el propósito de 
que las operaciones de los monopolistas y de los competidores sean 
económicamente eficientes, se prevenga el abuso de posiciones dominantes y 
se produzcan servicios de calidad. La comisión podrá adoptar reglas de 
comportamiento diferencial, según la posición de las empresas en el mercado. 

b) Establecer, por vía general, en qué eventos es necesario que la realización de 
obras, instalaciones y operación de equipos destinados a la prestación de 
servicios de acueducto, alcantarillado y aseo se sometan a normas técnicas y 
adoptar las medidas necesarias para que se apliquen las normas técnicas sobre 
calidad de agua potable que establezca el Ministerio de Salud, en tal forma que 
se fortalezcan los mecanismos de control de calidad de agua potable por parte 
de las entidades competentes. 

74.3. De la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones: 

a) Promover la competencia en el sector de las telecomunicaciones, y proponer 
o adoptar las medidas necesarias para impedir abusos de posición dominante, 
pudiendo proponer reglas de comportamiento diferenciales según la posición de 
las empresas en el mercado. 

b) Resolver los conflictos que se presenten entre operadores en aquellos casos 
en los que se requiera la intervención de las autoridades para garantizar los 
principios de libre y leal competencia en el sector y de eficiencia en el servicio. 

c) Establecer los requisitos generales a que deben someterse los operadores de 
servicios de telefonía básica de larga distancia nacional e internacional para 
ejercer el derecho a utilizar las redes de telecomunicaciones del estado; así 
mismo, fijar los cargos de acceso y de interconexión a estas redes, de acuerdo 



con las reglas sobre tarifas previstas en esta Ley. 

d) Reglamentar la concesión de licencias para el establecimiento de operadores 
de servicios de telefonía básica de larga distancia nacional e internacional, y 
señalar las fórmulas de tarifas que se cobrarán por la concesión. 

e) Definir, de acuerdo con el tráfico cursado, el factor de las tarifas de servicios 
de telefonía básica de larga distancia nacional e internacional, actualmente 
vigentes, que no corresponde al valor de la prestación del servicio. Parte del 
producto de ese factor, en los recaudos que se hagan, se asignará en el 
Presupuesto Nacional, previo concepto del Consejo Nacional de Política 
Económica y Social, para el "Fondo de Comunicaciones del Ministerio", que 
tendrá a su cargo hacer inversión por medio del fomento de programas de 
telefonía social, dirigidos a las zonas rurales y urbanas caracterizadas por la 
existencia de usuarios con altos índices de necesidades básicas insatisfechas. 
Se aplicarán a este fondo, en lo pertinente, las demás normas sobre "fondos de 
solidaridad y redistribución de ingresos" a los que se refiere el artículo 89 de esta 
Ley. En el servicio de larga distancia internacional no se aplicará el factor de que 
trata el artículo 89 y los subsidios que se otorguen serán financiados con 
recursos de ingresos ordinarios de la Nación y las entidades territoriales; 

f) Proponer al mismo consejo la distribución de los ingresos de las tarifas de 
concesiones de servicio de telefonía móvil celular y de servicios de larga 
distancia nacional e internacional, para que este determine en el proyecto de 
presupuesto qué parte se asignará al fondo atrás mencionado y qué parte 
ingresará como recursos ordinarios de la nación y definir el alcance de los 
programas de telefonía social que elabore el Fondo de Comunicaciones. 

CAPITULO IV 

DE LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS 

Artículo 75. Funciones presidenciales de la Superintendencia de servicios 
públicos. El Presidente de la República ejercerá el control, la inspección y 
vigilancia de las entidades que presten los servicios públicos domiciliarios, y los 
demás servicios públicos a los que se aplica esta Ley, por medio de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y, en especial, del 
Superintendente y sus delegados. 

Artículo 76. Creación y naturaleza. Crease la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios, como un organismo de carácter técnico, adscrito al 
Ministerio de Desarrollo Económico, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonial. 

El Superintendente obrará con plena autonomía de criterio al cumplir las 
funciones que se derivan de la Constitución y la ley. 



Artículo 77. Dirección de la Superintendencia. La representación legal de la 
Superintendencia de Servicios públicos domiciliarios corresponde al 
Superintendente. Este desempeñará sus funciones específicas de control y 
vigilancia con independencia de las comisiones y con la inmediata colaboración 
de los Superintendentes delegados. El Superintendente y sus delegados serán 
de libre nombramiento y remoción del Presidente de la República. 

Artículo 78. Estructura orgánica. La Superintendencia de servicios públicos 
domiciliarios tendrá la siguiente estructura orgánica: 

78.1. Despacho del Superintendente de Servicios Públicos. 

78.2. Despacho del Superintendente delegado para acueducto, alcantarillado y 
aseo. 

78.3. Despacho del Superintendente delegado para energía y gas combustible. 

78.4. Despacho del Superintendente delegado para telecomunicaciones. 

78.5. Secretaría General. 

Artículo 79. Funciones de la Superintendencia de Servicios Públicos. Las 
personas prestadoras de servicios públicos y aquellas que, en general, realicen 
actividades que las haga sujeto de aplicación de la presente Ley, estarán sujetos 
al control y vigilancia de la Superintendencia. Son funciones especiales de ésta 
las siguientes: 

79.1. Vigilar y controlar el cumplimiento de las leyes y actos administrativos a los 
que estén sujetos quienes presten servicios públicos, en cuanto el cumplimiento 
afecte en forma directa e inmediata a usuarios determinados; y sancionar sus 
violaciones, siempre y cuando esta función no sea competencia de otra 
autoridad. 

79.2. Vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos entre las empresas de 
servicios públicos y los usuarios, y apoyar las labores que en este mismo sentido 
desarrollan los "comités municipales de desarrollo y control social de los 
servicios públicos domiciliarios"; y sancionar sus violaciones. 

79.3. Establecer los sistemas uniformes de información y contabilidad que deben 
aplicar quienes presten servicios públicos, según la naturaleza del servicio y el 
monto de sus activos, y con sujeción siempre a los principios de contabilidad 
generalmente aceptados. 

79.4. Definir por vía general las tarifas de las contribuciones a las que se refiere 
el artículo 85 de esta Ley; liquidar y cobrar a cada contribuyente lo que le 
corresponda. 



79.5. Dar concepto a las comisiones y ministerios sobre las medidas que se 
estudien en relación con los servicios públicos. 

79.6. Vigilar que los subsidios presupuestales que la Nación, los departamentos 
y los municipios destinan a las personas de menores ingresos, se utilicen en la 
forma prevista en las normas pertinentes. 

79.7. Solicitar documentos, inclusive contables; y practicar las visitas, 
inspecciones y pruebas que sean necesarias para el cumplimiento de sus demás 
funciones. 

79.8. Mantener un registro actualizado de las entidades que prestan los servicios 
públicos. 

79.9. Tomar posesión de las empresas de servicios públicos, en los casos y para 
los propósitos que contemplan el artículo 59 de esta Ley, y las disposiciones 
concordantes. 

79.10. Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa de las empresas de 
servicios públicos, de acuerdo con los indicadores definidos por las comisiones; 
publicar sus evaluaciones; y proporcionar en forma oportuna toda la información 
disponible a quienes deseen hacer evaluaciones independientes. El 
Superintendente podrá acordar con las empresas programas de gestión para 
que se ajusten a los indicadores que hayan definido las comisiones de 
regulación, e imponer sanciones por el incumplimiento. 

79.11. Adjudicar a las personas que iniciaron, impulsaron o colaboraron en un 
procedimiento administrativo, tendiente a corregir violaciones de las normas 
relacionadas especialmente con los servicios públicos, una parte de las multas a 
la que se refiere el numeral 81.2. del artículo 81, para resarcirlos por el tiempo, 
el esfuerzo y los gastos y costos en que hayan incurrido o por los perjuicios que 
se les hayan ocasionado. Las decisiones respectivas podrán ser consultadas a 
la comisión de regulación del servicio público de que se trate. Esta adjudicación 
será obligatoria cuando la violación haya consistido en el uso indebido o 
negligente de las facturas de servicios públicos, y la persona que inició o 
colaboró en el procedimiento haya sido el perjudicado. 

79.12. Verificar que las obras, equipos y procedimientos de las empresas 
cumplan con los requisitos técnicos que hayan señalado los ministerios. 

79.13. Definir por vía general la información que las empresas deben 
proporcionar sin costo al público; y señalar en concreto los valores que deben 
pagar las personas por la información especial que pidan a las empresas de 
servicios públicos, si no hay acuerdo entre el solicitante y la empresa. 

79.14. Organizar todos los servicios administrativos indispensables para el 
funcionamiento de la Superintendencia. 



79.15. Dar conceptos, no obligatorios, a petición de parte interesada, sobre el 
cumplimiento de los contratos relacionados con los servicios a los que se refiere 
esta Ley; y hacer, a solicitud de todos los interesados, designaciones de 
personas que puedan colaborar en la mejor prestación de los servicios públicos 
o en la solución de controversias que puedan incidir en su prestación oportuna, 
cobertura o calidad. 

79.16. Todas las demás que le asigne la ley. 

Salvo cuando la ley disponga expresamente lo contrario, el Superintendente no 
podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se 
someta a aprobación previa suya. El Superintendente no está obligado a visitar 
las empresas sometidas a su vigilancia, o a pedirles informaciones, sino cuando 
haya un motivo especial que lo amerite. 

La Superintendencia ejercerá igualmente las funciones de inspección y vigilancia 
que contiene esta Ley, en todo lo relativo al servicio de larga distancia nacional e 
internacional. 

Salvo cuando se trate de las funciones a los que se refieren los numerales 79.3, 
79.4 y 79.13, el Superintendente y sus delegados no producirán actos de 
carácter general para crear obligaciones a quienes estén sujetos a su vigilancia. 

Artículo 80. Funciones en relación con la participación de los usuarios. La 
Superintendencia tendrá, además de las anteriores, las siguientes funciones 
para apoyar la participación de los usuarios: 

80.1. Diseñar y poner en funcionamiento un sistema de vigilancia y control que 
permita apoyar las tareas de los comités de desarrollo y control social de los 
servicios públicos domiciliarios. 

80.2. Asegurar la capacitación de los vocales dotándolos de instrumentos 
básicos que les permitan organizar mejor su trabajo de fiscalización, y contar 
con la información necesaria para representar a los comités. 

80.3. Proporcionar el apoyo técnico necesario, para la promoción de la 
participación de la comunidad en las tareas de vigilancia. 

80.4. Sancionar a las empresas que no respondan en forma oportuna y 
adecuada las quejas de los usuarios. 

Artículo 81. Sanciones. La Superintendencia de servicios públicos domiciliarios 
podrá imponer las siguientes sanciones a quienes violen las normas a las que 
deben estar sujetas, según la naturaleza y la gravedad de la falta: 

81.1. Amonestación. 



81.2. Multas hasta por el equivalente a 2000 salarios mínimos mensuales. El 
monto de la multa se graduará atendiendo al impacto de la infracción sobre la 
buena marcha del servicio público, y al factor de reincidencia. Si la infracción se 
cometió durante varios años, el monto máximo que arriba se indica se podrá 
multiplicar por el número de años. Si el infractor no proporciona información 
suficiente para determinar el monto, dentro de los treinta días siguientes al 
requerimiento que se le formule, se le aplicarán las otras sanciones que aquí se 
prevén. Las multas ingresarán al patrimonio de la Nación, para la atención de 
programas de inversión social en materia de servicios públicos, salvo en el caso 
al que se refiere el numeral 79.11. Las empresas a las que se multe podrán 
repetir contra quienes hubieran realizado los actos u omisiones que dieron lugar 
a la sanción. La repetición será obligatoria cuando se trate de servidores 
públicos, de conformidad con el artículo 90 de la Constitución. 

81.3. Orden de suspender de inmediato todas o algunas de las actividades del 
infractor, y cierre de los inmuebles utilizados para desarrollarlas. 

81.4. Orden de separar a los administradores o empleados de una empresa de 
servicios públicos de los cargos que ocupan; y prohibición a los infractores de 
trabajar en empresas similares, hasta por diez años. 

81.5. Solicitud a las autoridades para que decreten la caducidad de los contratos 
que haya celebrado el infractor, cuando el régimen de tales contratos lo permita, 
o la cancelación de licencias así como la aplicación de las sanciones y multas 
previstas pertinentes. 

81.6. Prohibición al infractor de prestar directa o indirectamente servicios 
públicos, hasta por diez años. 

81.7. Toma de posesión en una empresa de servicios públicos, o la suspensión 
temporal o definitiva de sus autorizaciones y licencias, cuando las sanciones 
previstas atrás no sean efectivas o perjudiquen indebidamente a terceros. 

Las sanciones que se impongan a personas naturales se harán previo el análisis 
de la culpa del eventual responsable y no podrán fundarse en criterios de 
responsabilidad objetiva. 

Artículo 82. Función sancionatoria de los Personeros Municipales. Sin perjuicio 
de la facultad sancionatoria de la Procuraduría y de la facultad de asumir 
cualquier investigación iniciada por un personero municipal, éste último podrá 
imponer multas de hasta diez salarios mínimos mensuales a las empresas que 
presten servicios públicos en el municipio, por las infracciones a esta Ley, o a las 
normas especiales a las que deben estar sujetas, en perjuicio de un usuario 
residente en el municipio. Si el valor del perjuicio excede el de esa multa, la 
competencia para sancionar corresponderá al Superintendente. Si la jurisdicción 
en lo contencioso administrativo anula más de tres de las multas impuestas en 
un año, el Ministerio Público deberá abrir investigación disciplinaria contra el 



personero. 

Artículo 83. Resolución de Conflictos entre las funciones de regulación y control. 
Cuando haya conflicto de funciones, o necesidad de interpretar esta Ley en 
cuanto al reparto de funciones interno, se apelará al dictamen del Presidente de 
la República. 

CAPITULO V 

PRESUPUESTO Y CONTRIBUCIONES PARA LAS COMISIONES Y LA 
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS 

Artículo 84. Régimen presupuestal. Las Comisiones y la Superintendencia están 
sometidas a las normas orgánicas del presupuesto general de la Nación, y a los 
limites anuales de crecimiento de sus gastos que señale el Consejo de Política 
Económica y Social. 

En consonancia con tales normas, las comisiones y la superintendencia 
prepararán su presupuesto que presentarán a la aprobación del Gobierno 
Nacional. 

Artículo 85. Contribuciones especiales. Con el fin de recuperar los costos del 
servicio de regulación que preste cada comisión, y los de control y vigilancia que 
preste el Superintendente, las entidades sometidas a su regulación, control y 
vigilancia, estarán sujetas a dos contribuciones, que se liquidarán y pagarán 
cada año conforme a las siguientes reglas: 

85.1. Para definir los costos de los servicios que presten las Comisiones y la 
Superintendencia, se tendrán en cuenta todos los gastos de funcionamiento, y la 
depreciación, amortización u obsolescencia de sus activos, en el período anual 
respectivo. 

85.2. La superintendencia y las comisiones presupuestarán sus gastos cada año 
y cobrarán dentro de los límites que en seguida se señalan, solamente la tarifa 
que arroje el valor necesario para cubrir su presupuesto anual. 

La tarifa máxima de cada contribución no podrá ser superior al uno por ciento 
(1%) del valor de los gastos de funcionamiento, asociados al servicio sometido a 
regulación, de la entidad contribuyente en el año anterior a aquel en el que se 
haga el cobro, de acuerdo con los estados financieros puestos a disposición de 
la Superintendencia y de las Comisiones, cada una de las cuales e 
independientemente y con base en su estudio fijarán la tarifa correspondiente. 

85.3. Si en algún momento las Comisiones o la Superintendencia tuvieren 
excedentes, deberán reembolsarlos a los contribuyentes, o abonarlos a las 
contribuciones del siguiente período, o transferirlos a la Nación, si las otras 
medidas no fueran posibles. 



85.4. El cálculo de la suma a cargo de cada contribuyente, en cuanto a los 
costos de regulación, se hará teniendo en cuenta los costos de la comisión que 
regula el sector en el cual se desempeña; y el de los costos de vigilancia, 
atendiendo a los de la Superintendencia. 

85.5. La liquidación y recaudo de las contribuciones correspondientes al servicio 
de regulación se efectuará por las comisiones respectivas y las correspondientes 
al servicio de inspección, control y vigilancia estarán a cargo de la 
Superintendencia. 

85.6. Una vez en firme las liquidaciones deberán ser canceladas dentro del mes 
siguiente. Se aplicará el mismo régimen de sanción por mora aplicable al 
impuesto sobre la renta y complementarios, sin perjuicio de las demás sanciones 
de que trata esta Ley. 

Parágrafo 1°. Las Comisiones y la Superintendencia se financiaran 
exclusivamente con las contribuciones a las que se refiere este artículo y con la 
venta de sus publicaciones. Sin embargo, el gobierno incluirá en el presupuesto 
de la Nación apropiaciones suficientes para el funcionamiento de las Comisiones 
y de la Superintendencia durante los dos primeros años. 

Parágrafo 2°. Al fijar las contribuciones especiales se eliminarán, de los gastos 
de funcionamiento, los gastos operativos; en las empresas del sector eléctrico, 
las compras de electricidad, las compras de combustibles y los peajes, cuan do 
hubiere lugar a ello; y en las empresas de otros sectores los gastos de 
naturaleza similar a éstos. Estos rubros podrán ser adicionados en la misma 
proporción en que sean indispensables para cubrir faltantes presupuestales de 
las comisiones y la superintendencia. 

TITULO VI 

EL REGIMEN TARIFARIO DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

CAPITULO I 

CONCEPTOS GENERALES 

Artículo 86. El régimen tarifario. El régimen tarifario en los servicios públicos a 
los que esta Ley se refiere, está compuesto por reglas relativas a: 

86.1. El régimen de regulación o de libertad. 

86.2. El sistema de subsidios, que se otorgarán para que las personas de 
menores ingresos puedan pagar las tarifas de l os servicios públicos 
domiciliarios que cubran sus necesidades básicas; 

86.3. Las reglas relativas a las prácticas tarifarias restrictivas de la libre 



competencia, y que implican abuso de posición dominante; 

86.4. Las reglas relativas a procedimientos, metodologías, fórmulas, estructuras, 
estratos, facturación, opciones, valores y, en general, todos los aspectos que 
determinan el cobro de las tarifas. 

Artículo 87. Criterios para definir el régimen tarifario. El régimen tarifario estará 
orientado por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, 
redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. 

87.1. Por eficiencia económica se entiende que el régimen de tarifas procurará 
que éstas se aproximen a lo que serían los precios de un mercado competitivo; 
que las fórmulas tarifarias deben tener en cuenta no solo los costos sino los 
aumentos de productividad esperados, y que éstos deben distribuirse entre la 
empresa y los usuarios, tal como ocurriría en un mercado competitivo; y que las 
fórmulas tarifarias no pueden trasladar a los usuarios los costos de una gestión 
ineficiente, ni permitir que las empresas se apropien de las utilidades 
provenientes de prácticas restrictivas de la competencia. En el caso de servicios 
públicos sujetos a fórmulas tarifarias, las tarifas deben reflejar siempre tanto el 
nivel y la estructura de los costos económicos de prestar el servicio, como la 
demanda por éste. 

87.2. Por neutralidad se entiende que cada consumidor tendrá el derecho a 
tener el mismo tratamiento tarifario que cualquier otro si las características de los 
costos que ocasiona a las empresas de servicios públicos son iguales. El 
ejercicio de este derecho no debe impedir que las empresas de servicios 
públicos ofrezcan opciones tarifarias y que el consumidor escoja la que 
convenga a sus necesidades. 

87.3. Por solidaridad y redistribución se entiende que al poner en práctica el 
régimen tarifario se adoptarán medidas para asignar recursos a "fondos de 
solidaridad y redistribución", para que los usuarios de los estratos altos y los 
usuarios comerciales e industriales, ayuden a los usuarios de estratos bajos a 
pagar las tarifas de los servicios que cubran sus necesidades básicas. 

87.4. Por suficiencia financiera se entiende que las fórmulas de tarifas 
garantizarán la recuperación de los costos y gastos propios de operación, 
incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar 
el patrimonio de los accionistas en la misma forma en la que lo habría 
remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo comparable; y 
permitirán utilizar las tecnologías y sistemas administrativos que garanticen la 
mejor calidad, continuidad y seguridad a sus usuarios. 

87.5. Por simplicidad se entiende que las fórmulas de tarifas se elaborarán en tal 
forma que se facilite su comprensión, aplicación y control. 

87.6. Por transparencia se entiende que el régimen tarifario será explícito y 



completamente público para todas las partes involucradas en el servicio, y para 
los usuarios. 

87.7. Los criterios de eficiencia y suficiencia financiera tendrán prioridad en la 
definición del régimen tarifario. Si llegare a existir contradicción entre el criterio 
de eficiencia y el de suficiencia financiera, deberá tomarse en cuenta que, para 
una empresa eficiente, las tarifas económicamente eficientes se definirán 
tomando en cuenta la suficiencia financiera. 

87.8. Toda tarifa tendrá un carácter integral, en el sentido de que supondrá una 
calidad y grado de cobertura del servicio, cuyas características definirán las 
comisiones reguladoras. Un cambio en estas características se considerará 
como un cambio en la tarifa. 

87.9. Cuando las entidades públicas aporten bienes o derechos a las empresas 
de servicios públicos, podrán hacerlo con la condición de que su valor no se 
incluya en el cálculo de las tarifas que hayan de cobrarse a los usuarios de los 
estratos que pueden recibir subsidios, de acuerdo con la ley. Pero en el 
presupuesto de la entidad que autorice el aporte figurarán el valor de éste y, 
como un menor valor del bien o derecho respectivo, el monto del subsidio 
implícito en la prohibición de obtener los rendimientos que normalmente habría 
producido. 

Parágrafo 1°. Cuando se celebren contratos mediante invitación pública para 
que empresas privadas hagan la financiación, operación y mantenimiento de los 
servicios públicos domiciliarios de que trata esta Ley, la tarifa podrá ser un 
elemento que se incluya como base para otorgar dichos contratos. Las fórmulas 
tarifarias, su composición por segmentos, su modificación e indexación que 
ofrezca el oferente deberán atenerse en un todo a los criterios establecidos en 
los artículos 86, 87, 89, 90, 91, 92, 93, 94, 95 y 96, de esta Ley. Tanto éstas 
como aquellas deberán ser parte integral del contrato y la Comisión podrá 
modificarlas cuando se encuentren abusos de posición dominante, violación al 
principio de neutralidad, abuso con los usuarios del sistema. Intervendrá 
asimismo, cuando se presenten las prohibiciones estipuladas en el artículo 98 de 
esta Ley. Con todo las tarifas y las fórmulas tarifarias podrán ser revisadas por la 
comisión reguladora respectiva cada cinco (5) años y cuando esta Ley así lo 
disponga. 

Parágrafo 2. Para circunstancias o regímenes distintos a los establecidos en el 
parágrafo anterior, podrán existir metodologías tarifarias definidas por las 
comisiones respectivas. Para tal efecto, se tomarán en cuenta todas las 
disposiciones relativas a la materia que contiene esta Ley. 

Artículo 88. Regulación y libertad de tarifas. Al fijar sus tarifas, las empresas de 
servicios públicos se someterán al régimen de regulación, el cual podrá incluir 
las modalidades de libertad regulada y libertad vigilada, o un régimen de libertad, 
de acuerdo a las siguientes reglas: 



88.1. Las empresas deberán ceñirse a las fórmulas que defina periódicamente la 
respectiva comisión para fijar sus tarifas, salvo en los casos excepcionales que 
se enumeran adelante. De acuerdo con los estudios de costos, la comisión 
reguladora podrá establecer topes máximos y mínimos tarifarios, de obligatorio 
cumplimiento por parte de las empresas; igualmente, podrá definir las 
metodologías para determinación de tarifas si conviene en aplicar el régimen de 
libertad regulada o vigilada. 

88.2. Las empresas tendrán libertad para fijar tarifas cuando no tengan una 
posición dominante en su mercado, según análisis que hará la comisión 
respectiva, con base en los criterios y definiciones de esta Ley. 

88.3. Las empresas tendrán libertad para fijar tarifas, cuando exista competencia 
entre proveedores. Corresponde a las comisiones de regulación, 
periódicamente, determinar cuando se dan estas condiciones, con base en los 
criterios y definiciones de esta Ley. 

CAPITULO II 

FORMULAS Y PRACTICAS DE TARIFAS 

Artículo 89. Aplicación de los criterios de solidaridad y redistribución de ingresos. 
Las comisiones de regulación exigirán gradualmente a todos quienes prestan 
servicios públicos que, al cobrar las tarifas que estén en vigencia al promulgarse 
esta Ley, distingan en las facturas entre el valor que corresponde al servicio y el 
factor que se aplica para dar subsidios a los usuarios de los estratos 1 y 2. 
Igualmente, definirán las condiciones para aplicarlos al estrato 3. 

Los concejos municipales están en la obligación de crear fondos de solidaridad y 
redistribución de ingresos", para que al presupuesto del municipio se incorporen 
las transferencias que a dichos fondos deberán hacer las empresas de servicios 
públicos, según el servicio de que se trate, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 89.2 de la presente Ley. Los recursos de dichos fondos serán 
destinados a dar subsidios a los usuarios de estratos 1, 2 y 3, como inversión 
social, en los términos de esta Ley. A igual procedimiento y sistema se sujetarán 
los fondos distritales y departamentales que deberán ser creados por las 
autoridades correspondientes en cada caso. 

89.1. Se presume que el factor aludido nunca podrá ser superior al equivalente 
del 20% del valor del servicio y no podrán incluirse factores adicionales por 
concepto de ventas o consumo del usuario. Cuando comiencen a aplicarse las 
fórmulas tarifarias de que trata esta Ley, las comisiones sólo permitirán que el 
factor o factores que se han venido cobrando, se incluyan en las facturas de 
usuarios de inmuebles residenciales de los estratos 5 y 6, y en las de los 
usuarios industriales y comerciales. Para todos estos, el factor o factores se 
determinará en la forma atrás dispuesta, se discriminará en las facturas, y los 
recaudos que con base en ellos se hagan, recibirán el destino señalado en el 



artículo 89.2 de esta Ley. 

89.2. Quienes presten los servicios públicos harán los recaudos de las sumas 
que resulten al aplicar los factores de que trata este artículo y los aplicarán al 
pago de subsidios, de acuerdo con las normas pertinentes, de todo lo cual 
llevarán contabilidad y cuentas detalladas. Al presentarse superávits, por este 
concepto, en empresas de servicios públicos oficiales de orden distrital, 
municipal o departamental se destinarán a "fondos de solidaridad y redistribución 
de ingresos" para empresas de la misma naturaleza y servicio que cumplan sus 
actividades en la misma entidad territorial al de la empresa aportante. Si los 
"fondos de solidaridad y redistribución de ingresos" después de haber atendido 
los subsidios de orden distrital, municipal o departamental, según sea el caso, 
presentaren superávits, estos últimos se destinarán para las empresas de la 
misma naturaleza y servicio con sede en departamentos, distritos o municipios 
limítrofes, respectivamente. Los repartos se harán de acuerdo a los mecanismos 
y criterios que establezcan las comisiones de regulación respectivas. Los 
superávits, por este concepto, en empresas privadas o mixtas prestatarias de los 
servicios de agua potable o saneamiento básico y telefonía local tija, se 
destinarán a los "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos" del 
municipio o distrito correspondiente y serán transferidos mensualmente, de 
acuerdo con los mecanismos que establezcan las comisiones de regulación 
respectivas. Los superávits, por este concepto, en empresas privadas o mixtas 
prestatarias de los servicios de energía eléctrica y gas combustible irán a los 
fondos que más adelante se desarrollan en este mismo artículo. 

89.3. Los recaudos que se obtengan al distinguir, en las facturas de energía 
eléctrica y gas combustible, el factor o factores arriba dichos, y que den origen a 
superávits, después de aplicar el factor para subsidios y sólo por este concepto, 
en empresas oficiales o mixtas de orden nacional y privadas se incorporarán al 
presupuesto de la Nación (Ministerio de Minas y Energía), en un "fondo de 
solidaridad para subsidios y redistribución de ingresos", donde se separen 
claramente los recursos y asignaciones de estos dos servicios y que el congreso 
destinará, como inversión social, a dar subsidios que permitan generar, distribuir 
y transportar energía eléctrica y gas combustible a usuarios de estratos bajos, y 
expandir la cobertura en las zonas rurales preferencialmente para incentivar la 
producción de alimentos y sustituir combustibles derivados del petróleo. 

89.4. Quienes generen su propia energía, y la enajenen a terceros o asociados, 
y tengan una capacidad instalada superior a 25.000 Kilovatios, recaudarán y 
aportarán, en nombre de los consumidores de esa energía equivalente, al fondo 
de "solidaridad y redistribución de ingresos" del municipio o municipios en donde 
ésta sea enajenada, la suma que resulte de aplicar el factor pertinente del 20% a 
su generación descontando de ésta lo que vendan a empresas distribuidoras. 
Esta generación se evaluará al 80% de su capacidad instalada, y valorada con 
base en el costo promedio equivalente según nivel de tensión que se aplique en 
el respectivo municipio; o, si no la hay, en aquel municipio o distrito que lo tenga 
y cuya cabecera esté más próxima a la del municipio o distrito en el que se 



enajene dicha energía. El generador hará las declaraciones y pagos que 
correspondan, de acuerdo con los procedimientos que establezca la comisión de 
regulación de energía y gas domiciliario. 

89.5. Quienes suministren o comercialicen gas combustible con terceros en 
forma independiente, recaudarán, en nombre de los consumidores que 
abastecen y aportarán, al fondo de "solidaridad y redistribución de ingresos" de 
la Nación (Ministerio de Minas y Energía), la suma que resulte de aplicar el 
factor pertinente del 20%, al costo económico de suministro en puerta de ciudad, 
según reglamentación que haga la comisión de regulación de energía y gas 
domiciliario. El suministrador o comercializador hará las declaraciones y pagos 
que correspondan, de acuerdo con los procedimientos que establezca la misma 
comisión. 

89.6. Los recursos que aquí se asignan a los "fondos de solidaridad y 
redistribución de ingresos" son públicos. Por lo tanto, quienes hagan los 
recaudos estarán sujetos a las normas sobre declaración y sanciones que se 
aplican a los retenedores en el Decreto 624 de 1989 y en las normas 
concordantes o que lo sustituyan; pero deberán hacer devoluciones en el 
momento en que el usuario les demuestre que tiene derecho a ellas. La 
obligación de los retenedores que hagan el cobro del factor o factores se 
extinguirá y cobrará en la forma prevista para las obligaciones que regulan las 
normas aludidas, en lo que sean compatibles con esta Ley y con la naturaleza 
de los cobros respectivos; y las moras se sancionarán como las moras de 
quienes están sujetos a las obligaciones que regulan tales normas. 

89.7. Cuando comiencen a aplicarse las fórmulas tarifarias de que trata esta Ley, 
los hospitales, clínicas, puestos y centros de salud, y los centros educativos y 
asistenciales sin ánimo de lucro, no seguirán pagando sobre el valor de sus 
consumos el factor o factores de que trata este artículo. Lo anterior se aplicará 
por solicitud de los interesados ante la respectiva entidad prestadora del servicio 
público. Sin excepción, siempre pagarán el valor del consumo facturado al costo 
del servicio. 

89.8. En el evento de que los "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos" 
no sean suficientes para cubrir la totalidad de los subsidios necesarios, la 
diferencia será cubierta con otros recursos de los presupuestos de las entidades 
del orden nacional, departamental, distrital o municipal. Lo anterior no obsta para 
que la Nación y las entidades territoriales puedan canalizar, en cualquier tiempo, 
a través de estos fondos, los recursos que deseen asignar a subsidios. En estos 
casos el aporte de la Nación o de las entidades territoriales al pago de los 
subsidios no podrá ser inferior al 50% del valor de los mismos. 

Parágrafo. Cuando los encargados de la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, distintos de las empresas oficiales o mixtas del orden nacional o de 
empresas privadas desarrollen sus actividades en varios municipios de un 
mismo departamento, los superávits a los que se refiere el artículo 89.2 de esta 



Ley, ingresarán a los "fondos de solidaridad y redistribución de ingresos" del 
respectivo municipio. Cuando su prestación se desarrolle en municipios de 
diferentes departamentos, los excedentes ingresarán a los fondos del respectivo 
municipio. 

Artículo 90. Elementos de las fórmulas de tarifas. Sin perjuicio de otras 
alternativas que puedan definir las comisiones de regulación, podrán incluirse los 
siguientes cargos: 

90.1. Un cargo por unidad de consumo, que refleje siempre tanto el nivel y la 
estructura de los costos económicos que varíen con el nivel de consumo como la 
demanda por el servicio; 

90.2. Un cargo fijo, que refleje los costos económicos involucrados en garantizar 
la disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independientemente 
del nivel de uso. 

Se considerarán como costos necesarios para garantizar la disponibilidad 
permanente del suministro aquellos denominados costos fijos de clientela, entre 
los cuales se incluyen los gastos adecuados de administración, facturación, 
medición y los demás servicios permanentes que, de acuerdo a definiciones que 
realicen las respectivas comisiones de regulación, son necesarios para 
garantizar que el usuario pueda disponer del servicio sin solución de continuidad 
y con eficiencia. 

90.3. Un cargo por aportes de conexión el cual podrá cubrir los costos 
involucrados en la conexión del usuario al servicio. También podrá cobrarse 
cuando, por razones de suficiencia financiera, sea necesario acelerar la 
recuperación de las inversiones en infraestructura, siempre y cuando estas 
correspondan a un plan de expansión de costo mínimo. La fórmula podrá 
distribuir estos costos en alícuotas partes anuales. 

El cobro de estos cargos en ningún caso podrá contradecir el principio de la 
eficiencia, ni trasladar al usuario los costos de una gestión ineficiente o extraer 
beneficios de posiciones dominantes o de monopolio. 

Las comisiones de regulación siempre podrán diseñar y hacer públicas diversas 
opciones tarifarias que tomen en cuenta diseños óptimos de tarifas. Cualquier 
usuario podrá exigir la aplicación de una de estas opciones, si asume los costos 
de los equipos de medición necesarios. 

Artículo 91. Consideración de las diversas etapas del servicio. Para establecer 
las fórmulas de tarifas se calculará por separado, cuando sea posible, una 
fórmula para cada una de las diversas etapas del servicio. 

Artículo 92. Restricciones al criterio de recuperación de costos y gastos de 
operación. En las fórmulas de tarifas las comisiones de regulación garantizarán 



a los usuarios a lo largo del tiempo los beneficios de la reducción promedia de 
costos en las empresas que prestan el servicio; y, al mismo tiempo, darán 
incentivos a las empresas para ser mas eficientes que el promedio, y para 
apropiarse los beneficios de la mayor eficiencia. 

Con ese propósito, al definir en las fórmulas los costos y gastos típicos de 
operación de las empresas de servicios públicos, las comisiones utilizarán no 
solo la información propia de la empresa, sino la de otras empresas que operen 
en condiciones similares, pero que sean mas eficientes. 

También podrán las comisiones, con el mismo propósito, corregir en las fórmulas 
los índices de precios aplicables a los costos y gastos de la empresa con un 
factor que mida los aumentos de productividad que se esperan en ella, y permitir 
que la fórmula distribuya entre la empresa y el usuario los beneficios de tales 
aumentos. 

Artículo 93 . Costos de compras al por mayor para empresas distribuidoras con 
posición dominante. Al elaborar las fórmulas de tarifas a las empresas que 
tengan posición dominante en un mercado, y cuya principal actividad sea la 
distribución de bienes distintos proporcionados por terceros, el costo que se 
asigne a la compra al por mayor de tales bienes o servicios deberá ser el que 
resulte de la invitación pública a la que se refiere el artículo 35, y en ningún caso 
un estimativo de él. 

Artículo 94. Tarifas y recuperación de pérdidas. De acuerdo con los principios de 
eficiencia y suficiencia financiera, y dada la necesidad de lograr un adecuado 
equilibrio entre ellos, no se permitirán alzas destinadas a recuperar pérdidas 
patrimoniales. La recuperación patrimonial deberá hacerse, exclusivamente, con 
nuevos aportes de capital de los socios, o con cargo a las reservas de la 
empresa o a sus nuevas utilidades. 

Artículo 95. Facultad de exigir aportes de conexión. Los aportes de conexión 
pueden ser parte de la tarifa; pero podrán pagarse, entre otras formas, 
adquiriendo acciones para el aumento de capital de las empresas, si los 
reglamentos de estas lo permiten. 

Se prohíbe el cobro de derechos de suministro, formularios de solicitud y otros 
servicios o bienes semejantes. Pero si una solicitud de conexión implicara 
estudios particularmente complejos, su costo, justificado en detalle, podrá 
cobrarse al interesado, salvo que se trate de un usuario residencial 
perteneciente a los estratos 1, 2, 3. 

Artículo 96. Otros cobros tarifarios. Quienes presten servicios públicos 
domiciliarios podrán cobrar un cargo por concepto de reconexión y reinstalación, 
para la recuperación de los costos en que incurran. 

En caso de mora de los usuarios en el pago de los servicios, podrán aplicarse 



intereses de mora sobre los saldos insolutos, capitalizados los intereses, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 40 de 1990. 

Las comisiones de regulación podrán modificar las fórmulas tarifarias para 
estimular a las empresas de servicios públicos domiciliarios de energía y 
acueducto a hacer inversiones tendientes a facilitar a los usuarios la mejora en 
la eficiencia en el uso de la energía o el agua, si tales inversiones tienen una 
tasa de retorno económica suficiente para justificar la asignación de los recursos 
en condiciones de mercado. 

Artículo 97. Masificación del uso de los servicios públicos domiciliarios. Con el 
propósito de incentivar la masificación de estos servicios las empresas 
prestatarias de los mismos otorgarán plazos para amortizar los cargos de la 
conexión domiciliaria, incluyendo la acometida y el medidor, los cuales serán 
obligatorios para los estratos 1, 2 y 3. 

En todo caso, los costos de conexión domiciliaria, acometida y medidor de los 
estratos 1, 2 y 3 podrán ser cubiertos por el municipio, el departamento o la 
nación a través de aportes presupuestales para financiar los subsidios otorgados 
a los residentes de estos estratos que se beneficien con el servicio y, de existir 
un saldo a favor de la persona prestadora del servicio, se aplicarán los plazos 
establecidos en el inciso anterior, los cuales, para los estratos 1, 2 y 3, por 
ningún motivo serán inferiores a tres (3) años, salvo por renuncia expresa del 
usuario. 

Artículo 98. Prácticas tarifarias restrictivas de la competencia. Se prohíbe a 
quienes presten los servicios públicos: 

98.1. Dar a los clientes de un mercado competitivo, o cuyas tarifas no están 
sujetas a regulación, tarifas inferiores a los costos operacionales, especialmente 
cuando la misma empresa presta servicios en otros mercados en los que tiene 
una posición dominante o en los que sus tarifas están sujetas a regulación. 

98.2. Ofrecer tarifas inferiores a sus costos operacionales promedio con el ánimo 
de desplazar competidores, prevenir la entrada de nuevos oferentes o ganar 
posición dominante ante el mercado o ante clientes potenciales. 

98.3. Discriminar contra unos clientes que poseen las mismas características 
comerciales de otros, dando a los primeros tarifas más altas que a los segundos, 
y aún si la discriminación tiene lugar dentro de un mercado competitivo o cuyas 
tarifas no estén reguladas. 

La violación de estas prohibiciones, o de cualquiera de las normas de esta Ley 
relativas a las funciones de las comisiones, puede dar lugar a que éstas 
sometan a regulación las tarifas de quienes no estuvieren sujetas a ella, y 
revoquen de inmediato las fórmulas de tarifas aplicables a quienes prestan los 
servicios públicos. 



CAPITULO III 

DE LOS SUBSIDIOS 

Artículo 99. Forma de subsidiar. Las entidades señaladas en el artículo 368 de la 
Constitución Política podrán conceder subsidios en sus respectivos 
presupuestos de acuerdo a las siguientes reglas: 

99.1. Deben indicar específicamente el tipo de servicio subsidiado. 

99.2. Se señalará la entidad prestadora que repartirá el subsidio. 

99.3. El reparto debe hacerse entre los usuarios como un descuento en el valor 
de la factura que éste debe cancelar, conforme a lo dispuesto en esta Ley y en 
las Ordenanzas y Acuerdos según el caso. 

93.4. El Presidente y los gobernadores podrán suspender a los alcaldes cuando 
sean negligentes en la aplicación de las normas relativas al pago de los 
subsidios; o cuando las infrinjan de cualquier otra manera. 

99.5. Los subsidios no excederán, en ningún caso, del valor de los consumos 
básicos o de subsistencia. Los alcaldes y los concejales tomarán las medidas 
que a cada uno correspondan para crear en el presupuesto municipal, y 
ejecutar, apropiaciones para subsidiar los consumos básicos de acueducto de 
los usuarios de menores recursos y extender la cobertura y mejorar la calidad de 
los servicios de agua potable y saneamiento básico, dando prioridad a esas 
apropiaciones, dentro de las posibilidades del municipio, sobre otros gastos que 
no sean indispensables para el funcionamiento de éste. La infracción de este 
deber dará lugar a sanción disciplinaria. 

99.6. La parte de la tarifa que refleje los costos de administración, operación y 
mantenimiento a que dé lugar el suministro será cubierta siempre por el usuario; 
la que tenga el propósito de recuperar el valor de las inversiones hechas para 
prestar el servicio podrá ser cubierta por los subsidios, y siempre que no lo sean, 
la empresa de servicios públicos podrá tomar todas las medidas necesarias para 
que los usuarios las cubran. En ningún caso el subsidio será superior al 15% del 
costo medio del suministro para el estrato 3, al 40% del costo medio del 
suministro para el estrato 2, ni superior al 50% de éste para el estrato 1. 

99.7. Los subsidios sólo se otorgarán a los usuarios de inmuebles residenciales 
y a las zonas rurales de los estratos 1 y 2; las comisiones de regulación definirán 
las condiciones para otorgarlos al estrato 3. 

99.8. Cuando los Concejos creen los fondos de solidaridad para subsidios y 
redistribución de ingresos y autoricen el pago de subsidios a través de las 
empresas pero con desembolsos de los recursos que manejen las tesorerías 
municipales, la transferencia de recursos se hará en un plazo de 30 días, 



contados desde la misma fecha en que se expida la factura a cargo del 
municipio. Para asegurar la transferencia, las empresas firmarán contratos con 
el municipio. 

99.9. Los subsidios que otorguen la Nación y los departamentos se asignarán, 
preferentemente, a los usuarios que residan en aquellos municipios que tengan 
menor capacidad para otorgar subsidios con sus propios ingresos. En 
consecuencia y con el fin de cumplir cabalmente con los principios de solidaridad 
y redistribución no existirá exoneración en el pago de los servicios de que trata 
esta Ley para ninguna persona natural o jurídica. 

Parágrafo 1°. La tarifa del servicio público de electricidad para los distritos de 
riego construidos o administrados por el Incora y que sean menores a 50 
hectáreas, se considerarán incorporados al estrato 1 para efecto de los 
subsidios a que haya lugar. 

Artículo 100. Presupuesto y fuentes de los subsidios. En los presupuestos de la 
Nación y de las entidades territoriales, las apropiaciones para inversión en 
acueducto y saneamiento básico y los subsidios se clasificarán en el gasto 
público social, como inversión social, para que reciban la prioridad que ordena el 
artículo 366 de la Constitución Política. Podrán utilizarse como fuentes de los 
subsidios los ingresos corrientes y de capital, las participaciones en los ingresos 
corrientes de la Nación, los recursos de los impuestos para tal efecto de que 
trata esta Ley, y para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo los 
recursos provenientes del 10% del impuesto predial unificado al que se refiere el 
artículo 7° de la Ley 44 de 1990. En ningún caso se utilizarán recursos del 
crédito para atender subsidios. Las empresas de servicios públicos no podrán 
subsidiar otras empresas de servicios públicos. 

CAPITULO IV ESTRATIFICACION SOCIOECONOMICA 

Artículo 101. Régimen de estratificación. La estratificación se someterá a las 
siguientes reglas. 

101.1. Es deber de cada municipio clasificar en estratos los inmuebles 
residenciales que deben recibir servicios públicos. Y es deber indelegable del 
alcalde realizar la estratificación respectiva. 

101.2. Los alcaldes pueden contratar las tareas de estratificación con entidades 
públicas nacionales o locales, o privadas de reconocida capacidad técnica. 

101.3. El alcalde adoptará mediante decreto los resultados de la estratificación y 
los difundirá ampliamente. Posteriormente los notificará a la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios. 

101.4. En cada municipio existirá una sola estratificación de inmuebles 
residenciales, aplicable a cada uno de los servicios públicos. 



101.5. Antes de iniciar los estudios conducentes a la adopción, el alcalde deberá 
conformar un Comité permanente de estratificación socioeconómica que lo 
asesore, cuya función principal es velar por la adecuada aplicación de las 
metodologías suministradas por el Departamento Nacional de Planeación. 

101.6. Los alcaldes de los municipios que conforman áreas metropolitanas o 
aquellos que tengan áreas en situación de conurbación, podrán hacer convenios 
para que la estratificación se haga como un todo. 

101.7. La Nación y los departamentos pueden dar asistencia técnica a los 
municipios para que asuman la responsabilidad de la estratificación; para 
realizar las estratificaciones, los departamentos pueden dar ayuda financiera a 
los municipios cuyos ingresos totales sean equivalentes o menores a los gastos 
de funcionamiento, con base a la ejecución presupuestal del año 
inmediatamente anterior. 

101.8. Las estratificaciones que los municipios y distritos hayan realizado o 
realicen con el propósito de determinar la tarifa del impuesto predial unificado de 
que trata la Ley 44/90, serán admisibles para los propósitos de esta Ley, 
siempre y cuando se ajusten a las metodologías de estratificación definidas por 
el Departamento Nacional de Planeación. 

101.9. Cuando se trate de otorgar subsidios con recursos nacionales, la Nación 
podrá exigir, antes de efectuar los desembolsos, que se consiga certificado de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en el sentido de que la 
estratificación se hizo en forma correcta. Cuando se trate de otorgar subsidios 
con recursos departamentales, cada Departamento establecerá sus propias 
normas. 

101.10. El Gobernador del Departamento podrá sancionar disciplinariamente a 
los alcaldes que por su culpa no hayan realizado la estratificación de los 
inmuebles residenciales en los plazos establecidos por Planeación Nacional, o 
no hayan conseguido que se haga y notifique una revisión general de la 
estratificación municipal cuando la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, en el plazo previsto lo indique. 

101.11. Ante la renuencia de las autoridades municipales, el Gobernador puede 
tomar las medidas necesarias, y hacer los contratos del caso, para garantizar 
que las estratificaciones estén hechas acordes con las normas; la Nación 
deberá, en ese evento, descontar de las transferencias que debe realizar al 
municipio las sumas necesarias y pagarlas al Departamento. 

101.12. El Presidente de la República podrá imponer sanción disciplinaria a los 
Gobernadores que, por su culpa, no tomen las medidas tendientes a suplir la 
omisión de las autoridades municipales en cuanto a realización de los actos de 
estratificación; podrá también tomar las mismas medidas que se autorizan a los 
gobernadores en el inciso anterior. 



101.13. Las sanciones y medidas correctivas que este artículo autoriza podrán 
aplicarse también cuando no se determine en forma oportuna que la 
actualización de los estratos debe hacerse para atender los cambios en la 
metodología de estratificación que se tuvieron en cuenta al realizar la 
estratificación general de un municipio; o en general cuando se infrinjan con 
grave perjuicio para los usuarios o las entidades públicas, las normas sobre 
estratificación. 

Parágrafo. El plazo para adoptar la estratificación urbana se vence el 31 de 
diciembre de 1994 y la estratificación rural el 31 de julio de 1995. 

Artículo 102. Estratos y metodología. Los inmuebles residenciales a los cuales 
se provean servicios públicos se clasificarán máximo en seis estratos 
socioeconómicos así: 1) bajo-bajo, 2) bajo, 3) medio-bajo, 4) medio, 5) medio-
alto, y 6) alto. 

Para tal efecto se emplearán las metodologías que elabore el Departamento 
Nacional de Planeación, las cuales contendrán las variables, factores, 
ponderaciones y método estadístico, teniendo en cuenta la dotación de servicios 
públicos domiciliarios. Ninguna zona residencial urbana que carezca de la 
prestación de por lo menos dos servicios públicos domiciliarios básicos podrá 
ser clasificada en un estrato superior al cuatro (4) 

Artículo 103. Unidades espaciales de estratificación. La unidad espacial de 
estratificación es el área datada de características homogéneas de conformidad 
con los factores de estratificación. Cuando se encuentren viviendas que no 
tengan las mismas características del conglomerado, se les dará un tratamiento 
individual. 

Artículo 104. Recursos de los usuarios. Toda persona o grupo de personas 
podrá solicitar revisión del estrato que se le asigne. Los reclamos serán 
atendidos y resueltos en primera instancia por el comité de estratificación en el 
término de dos meses y las reposiciones por la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios. 

TITULO VII 

ORGANIZACION Y PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 

CAPITULO I 

PRINCIPIOS Y REGLAS 

Artículo 105. Principios y reglas de reorganización administrativa. De 
conformidad con los dispuesto en los numerales 14 y 16 del artículo 189 y el 
artículo 370 de la Constitución Política, y para los efectos de la debida 
organización y funcionamiento de la estructura administrativa relacionada con el 



régimen de Servicios Públicos domiciliarios de que trata esta Ley, el Presidente 
de la República podrá modificar la estructura de los Ministerios de Desarrollo 
Económico, Minas y Energía, de Comunicaciones, de la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios, de las Comisiones de Regulación y de las 
demás dependencias y entidades de la administración, así como crear, fusionar 
o suprimir los empleos a que haya lugar, señalarles sus funciones y fijarles sus 
dotaciones y emolumentos, de acuerdo con las normas generales adoptadas 
con fundamento en el literal e) del numeral 19 del artículo 150 de la Carta, con 
sujeción a los siguientes principios y reglas generales: 

105.1. Debe garantizarse que no existan entidades, organismos o dependencias 
que ejerzan funciones iguales o incompatibles con lo dispuesto en esta Ley. 

105.2. Las modificaciones se harán sobre la base de una evaluación de los 
costos y gastos de operación, del funcionamiento de sus componentes y de su 
comparación frente a la ejecución de funciones a través de contrato. 

105.3. Se mantendrá una estricta separación entre las funciones de regulación, 
que se ejercerán a través de las comisiones, y las de control y vigilancia, que se 
ejercerán por el Superintendente y su delegados. 

105.4. Se podrán establecer oficinas delegadas de la Superintendencia en las 
ciudades capitales de departamento que se considere conveniente, o autorizar la 
delegación de algunas funciones en otras autoridades administrativas del orden 
departamental o municipal, o la celebración de contratos con otras entidades 
públicas o privadas para el mejor cumplimiento de ellas. 

105.5. Al establecer las funciones del Superintendente se distinguirán las 
relativas a las entidades prestadoras de los servicios públicos de las dirigidas a 
apoyar y garantizar la participación de los usuarios. 

105.6. Lo anterior sin perjuicio de las funciones de control disciplinario y de 
gestión de la Procuraduría General de la Nación. 

CAPITULO II 

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PARA ACTOS 
UNILATERALES 

Artículo 106. Aplicación. Las reglas de este capítulo se aplicarán en todos 
aquellos procedimientos de las autoridades que tengan el propósito de producir 
los actos administrativos unilaterales a que dé origen el cumplimiento de la 
presente Ley, y que no hayan sido objeto de normas especiales. 

Artículo 107. Citaciones y comunicaciones. La citación o comunicación se 
entenderá cumplida al cabo del décimo día siguiente a aquel en que haya sido 
puesta al correo, si ese fue el medio escogido para hacerla, y si el citado tuviere 



domicilio en el país; si lo tuviere en el exterior, se entenderá cumplida al cabo del 
vigésimo día. Las publicaciones se entenderán surtidas al cabo del día siguiente 
a aquel en que se hacen. La citación o comunicación podrá hacerse, también, 
verbalmente, o por la entrega de un escrito, de todo lo cual se dejará constancia. 

Artículo 108. Período probatorio. Dentro del mes siguiente al día en que se haga 
la primera de las citaciones y publicaciones, y habiendo oído a los interesados, 
si existen diferencias de información o de apreciación sobre aspectos que 
requieren conocimientos especializados, la autoridad decretará las pruebas a 
que haya lugar. 

Artículo 109. Funcionario para la práctica de pruebas y decisión de recursos. Al 
practicar pruebas, las funciones que corresponderían al juez en un proceso civil 
las cumplirá la autoridad, o la persona que acuerden la autoridad y el interesado; 
o cuando parezca indispensable para garantizar la imparcialidad y el debido 
proceso y el interesado lo solicite, la que designe o contrate para el efecto el 
Superintendente de Servicios Públicos. Este, a su vez, podrá designar o 
contratar otra autoridad o persona para que cumpla las funciones que en este 
capitulo se le atribuyen. 

Los honorarios de cada auxiliar de la administración se definirán ciñéndose a lo 
que éste demuestre que gana en actividades similares, y serán cubiertos por 
partes iguales entre la autoridad y quien pidió la prueba, al término de tres días 
siguientes a la posesión del auxiliar, o al finalizar su trabajo, según se acuerde; 
el Superintendente sancionará a los morosos, y el auxiliar no estará obligado a 
prestar sus servicios mientras no se cancelen. Si la prueba la decretó, de oficio, 
la autoridad, ella asumirá su valor. 

Artículo 110. Impedimento y recusaciones. Cuando haya lugar a impedimentos y 
recusaciones y la persona que los declare o contra quien se formulen no tenga 
superior jerárquico inmediato, el Superintendente de Servicios Públicos asumirá 
las funciones que el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo atribuye 
al superior inmediato. Si el Superintendente se declarare impedido o fuere 
recusado, la persona que designe el Presidente de la República asumirá sus 
funciones. 

Artículo 111. Oportunidad para decidir. La decisión que ponga fin a las 
actuaciones administrativas deberá tomarse dentro de los cinco meses 
siguientes al día en el que se haya hecho la primera de las citaciones o 
publicaciones de que trata el artículo 108 de la presente Ley. 

Artículo 112. Notificaciones. La autoridad podrá contratar con empresas 
especializadas, de reconocida seriedad, que ofrezcan póliza de cumplimiento, 
para que hagan las notificaciones de los actos administrativos a que se refiere 
esta Ley. 

Artículo 113. Recursos contra las decisiones que ponen fin a las actuaciones 



administrativas. Salvo esta Ley disponga otra cosa, contra las decisiones de los 
personeros, de los alcaldes, de los gobernadores, de los ministros, del 
Superintendente de Servicios Públicos, y de las comisiones de regulación que 
pongan fin a las actuaciones administrativas sólo cabe el recurso de reposición, 
que podrá interponerse dentro de los cinco días siguientes a la notificación o 
publicación. 

Pero, cuando haya habido delegación de funciones, por funcionarios distintos al 
Presidente de la República, contra los actos de los delegados cabrá el recurso 
de apelación. 

Durante el trámite de los recursos pueden completarse las pruebas que no se 
hubiesen alcanzado a practicar. 

Artículo 114. Presentaciones personales. No será necesaria la presentación 
personal del interesado para hacer las peticiones o interponer los recursos, ni 
para su trámite. 

Artículo 115. Procedimientos con el Superintendente de Servicios Públicos. 
Cuando la autoridad que adelante el procedimiento administrativo sea el 
Superintendente de Servicios Públicos, el Director del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República ejercerá, respecto de éste, 
aquellas funciones y facultades que en este capítulo se le confieren al 
Superintendente para garantizar la imparcialidad de los procedimientos que 
adelantan otras autoridades. 

CAPITULO III 

LAS EXPROPIACIONES Y SERVIDUMBRES 

Artículo 116. Entidad facultada para impulsar la expropiación. Corresponde a las 
entidades territoriales, y a la Nación, cuando tengan la competencia para la 
prestación del servicio, determinar de manera particular y concreta si la 
expropiación de un bien se ajusta a los motivos de utilidad pública e interés 
social que consagra la ley, y producir los actos administrativos e impulsar los 
procesos judiciales a que haya lugar. 

Artículo 117. La adquisición de la servidumbre. La empresa de servicios públicos 
que tenga interés en beneficiarse de una servidumbre, para cumplir su objeto, 
podrá solicitar la imposición de la servidumbre mediante acto administrativo, o 
promover el proceso de imposición de servidumbre al que se refiere la Ley 56 de 
1981. 

Artículo 118. Entidad con facultades para imponer la servidumbre. Tienen 
facultades para imponer la servidumbre por acto administrativo las entidades 
territoriales y la Nación, cuando tengan competencia para prestar el servicio 
público respectivo, y las comisiones de regulación. 



Artículo 119. Ejercicio y extinción del derecho de las empresas. Es deber de las 
empresas, en el ejercicio de los derechos de servidumbre proceder con suma 
diligencia y cuidado para evitar molestias o daños innecesarios a los 
propietarios, poseedores o tenedores de los predios y a los usuarios de los 
bienes, y para no lesionar su derecho a la intimidad. 

Artículo 120. Extinción de las servidumbres. Las servidumbres se extinguen por 
las causas previstas en el Código Civil; o por suspenderse su uso por dos años; 
o si los bienes sobre los cuales recae se hallan en tal estado que no sea posible 
usar de ellos durante el mismo lapso; o por prescripción de igual plazo; o por el 
decaimiento a que se refiere el artículo 66 del Código Contencioso 
Administrativo, si provinieren de acto administrativo. 

CAPITULO IV 

TOMA DE POSESION Y LIQUIDACION 

Artículo 121. Procedimiento y alcances de la toma de posesión de las empresas 
de servicios públicos. La toma de posesión ocurrirá previo concepto de la 
comisión que regule el servicio, y puede realizarse también para liquidar la 
empresa. No requiere citaciones o comunicaciones a los interesados antes de 
que se produzca el acto administrativo que la ordene; pero tal acto, que se 
notificará al representante legal de la empresa o, en su defecto, a cualquier 
funcionario que se encuentre en las dependencias de ésta, es recurrible en el 
efecto devolutivo. 

La Superintendencia podrá pedir a las autoridades competentes, en el evento de 
toma de posesión, que declaren la caducidad de los contratos de concesión a 
los que se refiere esta Ley. 

Los ingresos de la empresa se podrán utilizar para pagar los gastos de la 
administración de la Superintendencia. Cuando la toma de posesión no sea una 
sanción para la empresa, se la indemnizará plenamente por los perjuicios que le 
pueda haber ocasionado. 

Si después del plazo prudencial señalado por el Superintendente para la toma 
de posesión de una empresa de servicios públicos, para administrarla, que no 
podrá ser superior a dos (2) años, por razones imputables a sus administradores 
o accionistas, no se superan los problemas que dieron origen a la medida, la 
Superintendencia podrá ordenar que se liquide la empresa. 

Se aplicarán, en estos casos, y en cuanto sean pertinentes, las normas relativas 
a la liquidación de instituciones financieras. Las referencias que allí se hacen 
respecto a la Superintendencia Bancaria y al Fondo de Garantías de 
Instituciones Financieras se entenderán hechas a la Superintendencia de 
servicios públicos; las que se hacen al Consejo Asesor se entenderán referidas 
a la comisión de regulación; las hechas a los ahorradores se entenderán hechas 



respecto a los acreedores, y las hechas al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público se tratarán como inexistentes. 

Artículo 122. Régimen de aportes en eventos de reducción del valor nominal. La 
Superintendencia, en el evento de la reducción en el valor nominal de los 
aportes a las empresas de servicios públicos cuyo capital esté representado en 
acciones, podrá disponer que sólo se emitan títulos de acciones por valores 
superiores a una décima parte de un salario mínimo. 

Artículo 123. Nombramiento de liquidador; procedimiento. La liquidación de las 
empresas de servicios públicos se hará siempre por una persona que designe o 
contrate la Superintendencia; el liquidador dirigirá la actuación bajo su exclusiva 
responsabilidad, y la terminará en el plazo que señale el Superintendente. El 
liquidador tendrá las facultades y deberes que corresponden a los liquidadores 
de instituciones financieras, en cuanto no se opongan a normas especiales de 
esta Ley . 

CAPITULO V 

LAS FORMULAS TARIFARIAS 

Artículo 124. Actuación administrativa. Para determinar las fórmulas tarifarias se 
aplicarán las normas sobre régimen tarifario de las empresas de servicios 
públicos previstas en esta Ley, las normas del Código Contencioso 
Administrativo, y las siguientes reglas especiales: 

124.1. La Coordinación ejecutiva de la comisión de regulación respectiva 
impulsará toda la actuación; sin embargo, cuando corresponda a la comisión 
como autoridad nombrar peritos, el nombramiento corresponderá a la comisión 
misma. 

124.2. Si la actuación se inicia de oficio, la comisión debe disponer de estudios 
suficientes para definir la fórmula de que se trate; si se inicia por petición de una 
empresa de servicios públicos, el solicitante debe acompañar tales estudios. Son 
estudios suficientes, los que tengan la misma clase y cantidad de información 
que haya empleado cualquier comisión de regulación para determinar una 
fórmula tarifaria. 

Artículo 125. Actualización de las tarifas. Durante el periodo de vigencia de cada 
fórmula, las empresas podrán actualizar las tarifas que cobran a sus usuarios 
aplicando las variaciones en los índices de precios que las fórmulas contienen. 
Las nuevas tarifas se aplicarán a partir del día quince del mes que corresponda, 
cada vez que se acumule una variación de, por lo menos, un tres por ciento (3%) 
en alguno de los índices de precios que considera la fórmula. 

Cada vez que las empresas de servicios públicos reajusten las tarifas, deberán 
comunicar los nuevos valores a la Superintendencia de servicios públicos, y a la 



comisión respectiva. Deberán, además, publicarlos, por una vez, en un periódico 
que circule en los municipios en donde se presta el servicio, o en uno de 
circulación nacional. 

Artículo 126. Vigencia de las fórmulas de tarifas. Las fórmulas tarifarias tendrán 
una vigencia de cinco años, salvo que antes haya acuerdo entre la empresa de 
servicios públicos y la comisión para modificarlas o prorrogarlas por un período 
igual. Excepcionalmente podrán modificarse, de oficio o a petición de parte, 
antes del plazo indicado cuando sea evidente que se cometieron graves errores 
en su cálculo, que lesionan injustamente los intereses de los usuarios o de la 
empresa; o que ha habido razones de caso fortuito o fuerza mayor que 
comprometen en forma grave la capacidad financiera de la empresa para 
continuar prestando el servicio en las condiciones tarifarias previstas. 

Vencido el período de vigencia de las fórmulas tarifarias, continuarán rigiendo 
mientras la comisión no fije las nuevas. 

Artículo 127. Inicio de la actuación administrativa para fijar nuevas tarifas. Antes 
de doce meses de la fecha prevista para que termine la vigencia de las fórmulas 
tarifarias, la comisión deberá poner en conocimiento de las empresas de 
servicios públicos las bases sobre las cuales efectuará el estudio para 
determinar las fórmulas del periodo siguiente. Después, se aplicará lo previsto 
en el artículo 124. 

TITULO VIII 

EL CONTRATO DE SERVICIOS PUBLICOS 

CAPITULO I 

NATURALEZA Y CARACTERISTICAS DEL CONTRATO 

Artículo 128. Contrato de servicios públicos. Es un contrato uniforme, 
consensual, en virtud del cual una empresa de servicios públicos los presta a un 
usuario a cambio de un precio en dinero, de acuerdo a estipulaciones que han 
sido definidas por ella para ofrecerlas a muchos usuarios no determinados. 

Hacen parte del contrato no solo sus estipulaciones escritas, sino todas las que 
la empresa aplica de manera uniforme en la prestación del servicio. Existe 
contrato de servicios públicos aún cuando algunas de las estipulaciones sean 
objeto de acuerdo especial con uno o algunos usuarios. 

Los contratos entre quienes presten el servicio de larga distancia nacional e 
internacional y sus usuarios se someterán a las reglas del contrato de servicios 
públicos que contiene esta Ley. Las comisiones de regulación podrán señalar, 
por vía general, los casos en los que el suscriptor podrá liberarse temporal o 
definitivamente de sus obligaciones contractuales, y no será parte del contrato a 



partir del momento en que acredite ante la empresa, en la forma en que lo 
determinen las comisiones, que entre él y quienes efectivamente consumen el 
servicio existe actuación de policía o proceso judicial relacionado con la 
tenencia, la posesión material o la propiedad del inmueble. En estos casos se 
facilitará la celebración del contrato con los consumidores. 

Artículo 129. Celebración del contrato. Existe contrato de servicios públicos 
desde que la empresa define las condiciones uniformes en las que está 
dispuesta a prestar el servicio y el propietario, o quien utiliza un inmueble 
determinado, solicita recibir allí el servicio, si el solicitante y el inmueble se 
encuentran en las condiciones previstas por la empresa. 

En la enajenación de bienes raíces urbanos se entiende que hay cesión de 
todos los contratos de servicios públicos domiciliarios, salvo que las partes 
acuerden otra cosa. La cesión operará de pleno derecho, e incluye la propiedad 
de los bienes inmuebles por adhesión o destinación utilizados para usar el 
servicio. 

Artículo 130 Partes del contrato. Son partes del contrato la empresa de servicios 
públicos, y los usuarios. 

El propietario del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son solidarios 
en sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos. 

Las deudas derivadas de la prestación de los servicios públicos podrán ser 
cobradas ejecutivamente ante los jueces competentes ó bien ejerciendo la 
jurisdicción coactiva por las empresas oficiales de servicios públicos. La factura 
expedida por la empresa y debidamente firmada por el representante legal de la 
entidad, prestará mérito ejecutivo de acuerdo a las normas del derecho civil y 
comercial. 

Artículo 131. Deber de informar sobre las condiciones uniformes. Es deber de 
las empresas de servicios públicos informar con tanta amplitud como sea posible 
en el territorio donde prestan sus servicios, acerca de las condiciones uniformes 
de los contratos que ofrecen. 

Las empresas tienen el deber de disponer siempre de copias de las condiciones 
uniformes de sus contratos; el contrato adolecerá de nulidad relativa si se 
celebra sin dar una copia al usuario que la solicite. 

Artículo 132. Régimen legal del contrato de servicios públicos. El contrato de 
servicios públicos se regirá por lo dispuesto en esta Ley, por las condiciones 
especiales que se pacten con los usuarios, por las condiciones uniformes que 
señalen las empresas de servicios públicos, y por las normas del Código de 
Comercio y del Código Civil. 

Cuando haya conflicto entre las condiciones uniformes y las condiciones 



especiales, se preferirán éstas. Al definir los efectos fiscales del contrato de 
servicios públicos, se tendrá en cuenta que, a pesar de tener condiciones 
uniformes, resulta celebrado con cada usuario en particular. 

Artículo 133. Abuso de la posición dominante. Se presume que hay abuso de la 
posición dominante de la empresa de servicios públicos, en los contratos a los 
que se refiere este libro, en las siguientes cláusulas: 

133.1. Las que excluyen o limitan la responsabilidad que corresponde a la 
empresa de acuerdo a las normas comunes; o las que trasladan al suscriptor o 
usuario la carga de la prueba que esas normas ponen en cabeza de la empresa; 

133.2. Las que dan a la empresa la facultad de disolver el contrato o cambiar 
sus condiciones o suspender su ejecución, o revocar o limitar cualquier derecho 
contractual del suscriptor o usuario, por razones distintas al incumplimiento de 
este o a fuerza mayor o caso fortuito; 

133.3. Las que condicionan al consentimiento de la empresa de servicios 
públicos el ejercicio de cualquier derecho contractual o legal del suscriptor o 
usuario; 

133.4. Las que obligan al suscriptor o usuario a recurrir a la empresa de 
servicios públicos o a otra persona determinada para adquirir cualquier bien o 
servicio que no tenga relación directa con el objeto del contrato, o le limitan su 
libertad para escoger a quien pueda proveerle ese bien o servicio; o lo obligan a 
comprar más de lo que necesite; 

133.5. Las que limitan la libertad de estipulación del suscriptor o usuario en sus 
contratos con terceros, y las que lo obligan a comprar sólo a ciertos 
proveedores. Pero se podrá impedir, con permiso expreso de la comisión, que 
quien adquiera un bien o servicio a una empresa de servicio público a una tarifa 
que sólo se concede a una clase de suscriptor o usuarios, o con subsidios, lo 
revenda a quienes normalmente habrían recibido una tarifa o un subsidio 
distinto; 

133.6. Las que imponen al suscriptor o usuario una renuncia anticipada a 
cualquiera de los derechos que el contrato le concede; 

133.7. Las que autorizan a la empresa o a un delegado suyo a proceder en 
nombre del suscriptor o usuario para que la empresa pueda ejercer alguno de 
los derechos que ella tiene frente al suscriptor o usuario; 

133.8. Las que obligan al suscriptor o usuario a preparar documentos de 
cualquier clase, con el objeto de que el suscriptor o usuario tenga que asumir la 
carga de una prueba que, de otra forma, no le correspondería; 

133.9. Las que sujetan a término o a condición no previsto en la ley el uso de los 



recursos o de las acciones que tiene el suscriptor o usuario; o le permiten a la 
empresa hacer oponibles al suscriptor o usuario ciertas excepciones que, de otra 
forma, le serían inoponibles; o impiden al suscriptor o usuario utilizar remedios 
judiciales que la ley pondría a su alcance; 

133.10. Las que confieren a la empresa mayores atribuciones que al suscriptor o 
usuario en el evento de que sea preciso someter a decisiones arbitrales o de 
amigables componedores las controversias que surjan entre ellos; 

133.11. Las que confieren a la empresa la facultad de elegir el lugar en el que el 
arbitramento o la amigable composición han de tener lugar, o escoger el factor 
territorial que ha de determinar la competencia del juez que conozca de las 
controversias; 

133.12. Las que confieren a la empresa plazos excesivamente largos o 
insuficientemente determinados para el cumplimiento de una de sus 
obligaciones, o para la aceptación de una oferta; 

133.13. Las que confieren a la empresa la facultad de modificar sus obligaciones 
cuando los motivos para ello sólo tienen en cuenta los intereses de la empresa; 

133.14. Las que presumen cualquier manifestación de voluntad en el suscriptor 
o usuario, a no ser que: 

a) Se dé al suscriptor o usuario un plazo prudencial para manifestarse en forma 
explícita, y 

b) Se imponga a la empresa la obligación de hacer saber al suscriptor o usuario 
el significado que se atribuiría a su silencio, cuando comience el plazo aludido; 

133.15. Las que permiten presumir que la empresa ha realizado un acto que la 
ley o el contrato consideren indispensable para determinar el alcance o la 
exigibilidad de las obligaciones y derechos del suscriptor o usuario; y las que la 
eximan de realizar tal acto; salvo en cuanto esta Ley autorice lo contrario; 

133.16. Las que permiten a la empresa, en el evento de terminación anticipada 
del contrato por parte del suscriptor o usuario, exigir a éste: 

a) Una compensación excesivamente alta por el uso de una cosa o de un 
derecho recibido en desarrollo del contrato, o 

b) Una compensación excesivamente alta por los gastos realizados por la 
empresa para adelantar el contrato; o 

c) Que asuma la carga de la prueba respecto al monto real de los daños que ha 
podido sufrir la empresa, si la compensación pactada resulta excesiva; 



133.17. Las que limitan el derecho del suscriptor o usuario a pedir la resolución 
del contrato, o perjuicios, en caso de incumplimiento total o parcial de la 
empresa; 

133.18. Las que limiten la obligación de la empresa a hacer efectivas las 
garantías de la calidad de sus servicios y de los bienes que entrega; y las que 
trasladan al suscriptor o usuario una parte cualquiera de los costos y gastos 
necesarios para hacer efectiva esa garantía; y las que limitan el plazo previsto 
en la ley para que el suscriptor o usuario ponga de presente los vicios ocultos de 
los bienes y servicios que recibe; 

133.19. Las que obligan al suscriptor o usuario a continuar con el contrato por 
mas de dos años, o por un plazo superior al que autoricen las comisiones por vía 
general para los contratos con grandes suscriptores o usuarios; pero se permiten 
los contratos por término indefinido. 

133.20. Las que suponen que las renovaciones tácitas del contrato se extienden 
por períodos superiores a un año; 

133.21. Las que obligan al suscriptor o usuario a dar preaviso superior a dos 
meses para la terminación del contrato, salvo que haya permiso expreso de la 
comisión; 

133.22. Las que obligan al suscriptor o usuario a aceptar por anticipado la cesión 
que la empresa haga del contrato, a no ser que en el contrato se identifique al 
cesionario o que se reconozca al cedido la facultad de terminar el contrato; 

133.23. Las que obliguen al suscriptor o usuario a adoptar formalidades poco 
usuales o injustificadas para cumplir los actos que le corresponden respecto de 
la empresa o de terceros; 

133.24. Las que limitan el derecho de retención que corresponda al suscriptor o 
usuario, derivado de la relación contractual; 

133.25. Las que impidan al suscriptor o usuario compensar el valor de las 
obligaciones claras y actualmente exigibles que posea contra la empresa; 

133.26. Cualesquiera otras que limiten en tal forma los derechos y deberes 
derivados del contrato que pongan en peligro la consecución de los fines del 
mismo, tal como se enuncian en el artículo 126 de esta Ley. 

La presunción de abuso de la posición dominante puede desvirtuarse si se 
establece que las cláusulas aludidas, al considerarse en el conjunto del contrato, 
se encuentran equilibradas con obligaciones especiales que asume la empresa. 
La presunción se desvirtuará, además, en aquellos casos en que se requiera 
permiso expreso de la comisión para contratar una de las cláusulas a las que 
este artículo se refiere, y ésta lo haya dado. 



Si se anula una de las cláusulas a las que se refiere este artículo, conservarán, 
sin embargo, su validez todas las demás que no hayan sido objeto de la misma 
sanción. 

Cuando una comisión haya rendido concepto previo sobre un contrato de 
condiciones uniformes, o sobre sus modificaciones, el juez que lo estudie debe 
dar a ese concepto el valor de una prueba pericial firme, precisa, y debidamente 
fundada. 

CAPITULO II 

DE LA PRESTACION DEL SERVICIO 

Artículo 134. Del derecho a los servicios públicos domiciliarios. Cualquier 
persona capaz de contratar que habite o utilice de modo permanente un 
inmueble, a cualquier título, tendrá derecho a recibir los servicios públicos 
domiciliarios al hacerse parte de un contrato de servicios públicos. 

Artículo 135. De la propiedad de las conexiones domiciliarias. La propiedad de 
las redes, equipos y elementos que integran una acometida externa será de 
quien los hubiere pagado, si no fueren inmuebles por adhesión. Pero ello no 
exime al suscriptor o usuario de las obligaciones resultantes del contrato y que 
se refieran a esos bienes. 

Sin perjuicio de las labores propias de mantenimiento o reposición que sean 
necesarias para garantizar el servicio, las empresas no podrán disponer de las 
conexiones cuando fueren de propiedad de los suscriptores o usuarios, sin el 
consentimiento de ellos. 

Lo aquí dispuesto no impide que se apliquen los procedimientos para imponer a 
los propietarios las servidumbres o la expropiación, en los casos y condiciones 
previstos en la ley. 

CAPITULO III 

EL CUMPLIMIENTO Y LA PRESTACION DEL SERVICIO 

Artículo 136. Concepto de falla en la prestación del servicio. La prestación 
continua de un servicio de buena calidad, es la obligación principal de la 
empresa en el contrato de servicios públicos. 

El incumplimiento de la empresa en la prestación continua del servicio se 
denomina, para los efectos de esta Ley, falla en la prestación del servicio. 

La empresa podrá exigir, de acuerdo con las condiciones uniformes del contrato, 
que se haga un pago por conexión para comenzar a cumplir el contrato; pero no 
podrá alegar la existencia de controversias sobre el dominio del inmueble para 



incumplir sus obligaciones mientras el suscriptor o usuario cumpla las suyas. 

Artículo 137. Reparaciones por falla en la prestación del servicio. La falla del 
servicio da derecho al suscriptor o usuario, desde el momento en el que se 
presente, a la resolución del contrato, o a su cumplimiento con las siguientes 
reparaciones: 

137.1. A que no se le haga cobro alguno por conceptos distintos del consumo, o 
de la adquisición de bienes o servicios efectivamente recibidos, si la falla ocurre 
continuamente durante un término de quince (15) días o más, dentro de un 
mismo periodo de facturación. El descuento en el cargo fijo opera de oficio por 
parte de la empresa. 

137.2. A que no se le cobre el servicio de recolección, transporte y disposición 
final de residuos sólidos, si en cualquier lapso de treinta días la frecuencia de 
recolección es inferior al cincuenta por ciento (50%) de lo previsto en el contrato 
para la zona en la que se halla el inmueble. 

137.3. A la indemnización de perjuicios, que en ningún caso se tasarán en 
menos del valor del consumo de un día del usuario afectado por cada día en que 
el servicio haya fallado totalmente o en proporción a la duración de la falla; mas 
el valor de las multas, sanciones o recargos que la falla le haya ocasionado al 
suscriptor o usuario; mas el valor de las inversiones o gastos en que el 
suscriptor o usuario haya incurrido para suplir el servicio. 

La indemnización de perjuicios no procede si hay fuerza mayor o caso fortuito. 

No podrán acumularse, en favor del suscriptor o usuario, el valor de las 
indemnizaciones a las que dé lugar este numeral con el de las remuneraciones 
que reciba por las sanciones impuestas a la empresa por las autoridades, si 
tienen la misma causa. 

Artículo 138. Suspensión de común acuerdo. Podrá suspenderse el servicio 
cuando lo solicite un suscriptor o usuario, si convienen en ello la empresa y los 
terceros que puedan resultar afectados. De la misma manera podrán las partes 
terminar el contrato. 

Artículo 139. Suspensión en interés del servicio. No es falla en la prestación del 
servicio la suspensión que haga la empresa para: 

139.1. Hacer reparaciones técnicas, mantenimientos periódicos y 
racionamientos por fuerza mayor, siempre que de ello se dé aviso amplio y 
oportuno a los suscriptores o usuarios. 

139.2. Evitar perjuicios que se deriven de la inestabilidad del inmueble o del 
terreno, siempre que se haya empleado toda la diligencia posible, dentro de las 
circunstancias, para que el suscriptor o usuario pueda hacer valer sus derechos. 



Artículo 140. Suspensión por incumplimiento. El incumplimiento del contrato por 
parte del suscriptor o usuario da lugar a la suspensión del servicio en los 
eventos señalados en las condiciones uniformes del contrato de servicios y en 
todo caso en los siguientes: 

La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en 
todo caso de tres períodos de facturación, y el fraude a las conexiones, 
acometidas, medidores o líneas. 

Es causal también de suspensión, la alteración inconsulta y unilateral por parte 
del usuario o suscriptor de las condiciones contractuales de prestación del 
servicio. 

Durante la suspensión, ninguna de las partes puede tomar medidas que hagan 
imposible el cumplimiento de las obligaciones reciprocas tan pronto termine la 
causal de suspensión. 

Haya o no suspensión, la entidad prestadora puede ejercer todos los demás 
derechos que las leyes y el contrato uniforme le conceden para el evento del 
incumplimiento. 

Artículo 141. Incumplimiento, terminación y corte del servicio. El incumplimiento 
del contrato por un periodo de varios meses, o en forma repetida, o en materias 
que afecten gravemente a la empresa o a terceros, permite a la empresa tener 
por resuelto el contrato y proceder al corte del servicio. En las condiciones 
uniformes se precisarán las causales de incumplimiento que dan lugar a tener 
por resuelto el contrato. 

Se presume que el atraso en el pago de tres facturas de servicios y la 
reincidencia en una causal de suspensión dentro de un periodo de dos años, es 
materia que afecta gravemente a la empresa, que permite resolver el contrato y 
proceder al corte del servicio. 

La entidad prestadora podrá proceder igualmente al corte en el caso de 
acometidas fraudulentas. Adicionalmente, y tratándose del servicio de energía 
eléctrica, se entenderá que para efectos penales, la energía eléctrica es un bien 
mueble; en consecuencia, la obtención del servicio mediante acometida 
fraudulenta constituirá para todos los efectos, un hurto. 

La demolición del inmueble en el cual se prestaba el servicio permite a la 
empresa dar por terminado el contrato, sin perjuicio de sus derechos. 

Artículo 142. Restablecimiento del servicio. Para restablecer el servicio, si la 
suspensión o el corte fueron imputables al suscriptor o usuario, éste debe 
eliminar su causa, pagar todos los gastos de reinstalación o reconexión en los 
que la empresa incurra, y satisfacer las demás sanciones previstas, todo de 
acuerdo a las condiciones uniformes del contrato. 



Si el restablecimiento no se hace en un plazo razonable después de que el 
suscriptor o usuario cumpla con las obligaciones que prevé el inciso anterior, 
habrá falla del servicio. 

Artículo 143. Verificación del cumplimiento. En todo caso tanto las empresas 
como los suscriptores o usuarios podrán exigir la adopción de medidas que 
faciliten razonablemente verificar la ejecución y cumplimiento del contrato de 
condiciones uniformes. 

CAPITULO IV 

DE LOS INSTRUMENTOS DE MEDICION DEL CONSUMO 

Artículo 144. De los medidores individuales. Los contratos uniformes pueden 
exigir que los suscriptores o usuarios adquieran, instalen, mantengan y reparen 
los instrumentos necesarios para medir sus consumos. En tal caso, los 
suscriptores o usuarios podrán adquirir los bienes y servicios respectivos a quien 
a bien tengan; y la empresa deberá aceptarlos siempre que reúnan las 
características técnicas a las que se refiere el inciso siguiente. 

La empresa podrá establecer en las condiciones uniformes del contrato las 
características técnicas de los medidores, y del mantenimiento que deba 
dárseles. 

No será obligación del suscriptor o usuario cerciorarse de que los medidores 
funcionen en forma adecuada; pero si será obligación suya hacerlos reparar o 
reemplazarlos, a satisfacción de la empresa, cuando se establezca que el 
funcionamiento no permite determinar en forma adecuada los consumos, o 
cuando el desarrollo tecnológico ponga a su disposición instrumentos de medida 
más precisos. Cuando el usuario o suscriptor, pasado un periodo de facturación, 
no tome las acciones necesarias para reparar o reemplazar los medidores, la 
empresa podrá hacerlo por cuenta del usuario o suscriptor. 

Sin embargo, en cuanto se refiere al transporte y distribución de gas, los 
contratos pueden reservar a las empresas, por razones de seguridad 
comprobables, la calibración y mantenimiento de los medidores. 

Artículo 145. Control sobre el funcionamiento de los medidores. Las condiciones 
uniformes del contrato permitirán tanto a la empresa como al suscriptor o usuario 
verificar el estado de los instrumentos que se utilicen para medir el consumo; y 
obligarán a ambos a adoptar precauciones eficaces para que no se alteren. Se 
permitirá a la empresa, inclusive, retirar temporalmente los instrumentos de 
medida para verificar su estado. 

CAPITULO V 

DE LA DETERMINACION DEL CONSUMO FACTURABLE 



Artículo 146. La medición del consumo, y el precio en el contrato. La empresa y 
el suscriptor o usuario tienen derecho a que los consumos se midan; a que se 
empleen para ello los instrumentos de medida que la técnica haya hecho 
disponibles; y a que el consumo sea el elemento principal del precio que se 
cobre al suscriptor o usuario. 

Cuando, sin acción u omisión de las partes, durante un período no sea posible 
medir razonablemente con instrumentos los consumos, su valor podrá 
establecerse, según dispongan los contratos uniformes, con base en consumos 
promedios de otros períodos del mismo suscriptor o usuario, o con base en los 
consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias 
similares, o con base en aforos individuales. 

Habrá también lugar a determinar el consumo de un período con base en los de 
períodos anteriores o en los de usuarios en circunstancias similares o en aforos 
individuales cuando se acredite la existencia de fugas imperceptibles de agua en 
el interior del inmueble. Las empresas están en la obligación de ayudar al 
usuario a detectar el sitio y la causa de las fugas. A partir de su detección el 
usuario tendrá un plazo de dos meses para remediarlas. Durante este tiempo la 
empresa cobrará el consumo promedio de los últimos seis meses. Transcurrido 
este periodo la empresa cobrará el consumo medido. 

La falta de medición del consumo, por acción u omisión de la empresa, le hará 
perder el derecho a recibir el precio. La que tenga lugar por acción u omisión del 
suscriptor o usuario, justificará la suspensión del servicio o la terminación del 
contrato, sin perjuicio de que la empresa determine el consumo en las formas a 
las que se refiere el inciso anterior. Se entenderá igualmente, que es omisión de 
la empresa la no colocación de medidores en un período superior a seis meses 
después de la conexión del suscriptor o usuario. 

En cuanto al servicio de aseo, se aplican los principios anteriores, con las 
adaptaciones que exige la naturaleza del servicio y las reglas que esta Ley 
contiene sobre falla del servicio; entendiéndose que el precio que se exija al 
usuario dependerá no sólo de los factores de costos que contemplen las 
fórmulas tarifarias sino en todo caso de la frecuencia con la que se le preste el 
servicio y del volumen de residuos que se recojan. 

En cuanto a los servicios de saneamiento básico y aquellos en que por razones 
de tipo técnico, de seguridad o de interés social, no exista medición individual, la 
comisión de regulación respectiva definirá los parámetros adecuados para 
estimar el consumo. 

Las empresas podrán emitir factura conjunta para el cobro de los diferentes 
servicios que hacen parte de su objeto y para aquellos prestados por otras 
empresas de servicios públicos, para los que han celebrado convenios con tal 
propósito. 



En todo caso, las empresas tendrán un plazo a partir de la vigencia de la 
presente Ley para elevar los niveles de macro y micromedición a un 95% del 
total de los usuarios, para lo cual deberán iniciar un plan, con un porcentaje 
mínimo de inversión, para la adquisición y financiación de los medidores a los 
estratos 1, 2,3. 

Parágrafo. La Comisión de Regulación respectiva, en un plazo no superior a tres 
años a partir de la vigencia de la presente Ley, reglamentará los aspectos 
relativos a este artículo con el fin de evitar traumatismos en la prestación de los 
servicios objeto de esta Ley. 

CAPITULO VI 

DE LAS FACTURAS 

Artículo 147. Naturaleza y requisitos de las facturas. Las facturas de los servicios 
públicos se pondrán en conocimiento de los suscriptores o usuarios para 
determinar el valor de los bienes y servicios provistos en desarrollo del contrato 
de servicios públicos. 

En las facturas en las que se cobren varios servicios, será obligatorio totalizar 
por separado cada servicio, cada uno de los cuales podrá ser pagado 
independientemente de los demás con excepción del servicio público domiciliario 
de aseo y demás servicios de saneamiento básico. Las sanciones aplicables por 
no pago procederán únicamente respecto del servicio que no sea pagado. 

En las condiciones uniformes de los contratos de servicios públicos podrá 
preverse la obligación para el suscriptor o usuario de garantizar con un título 
valor el pago de las facturas a su cargo. 

Parágrafo. Cuando se facturen los servicios de saneamiento básico y en 
particular los de aseo público y alcantarillado, conjuntamente con otro servicio 
público domiciliario, no podrá cancelarse este último con independencia de los 
servicios de saneamiento básico, aseo o alcantarillado, salvo en aquellos casos 
en que exista prueba de mediar petición, queja o recurso debidamente 
interpuesto ante la entidad prestataria del servicio de saneamiento básico, aseo 
o alcantarillado. 

Artículo 148. Requisitos de las facturas. Los requisitos formales de las facturas 
serán los que determinen las condiciones uniformes del contrato, pero 
contendrán, como mínimo, información suficiente para que el suscriptor o 
usuario pueda establecer con facilidad si la empresa se ciñó a la ley y al contrato 
al elaborarlas, cómo se determinaron y valoraron sus consumos, cómo se 
comparan éstos y su precio con los de períodos anteriores, y el plazo y modo en 
el que debe hacerse el pago. 

En los contratos se pactará la forma, tiempo, sitio y modo en los que la empresa 



hará conocer la factura a los suscriptores o usuarios, y el conocimiento se 
presumirá de derecho cuando la empresa cumpla lo estipulado. Corresponde a 
la empresa demostrar su cumplimiento. El suscriptor o usuario no estará 
obligado a cumplir las obligaciones que le cree la factura, sino después de 
conocerla. No se cobrarán servicios no prestados, tarifas, ni conceptos 
diferentes a los previstos en las condiciones uniformes de los contratos, ni se 
podrá alterar la estructura tarifaria definida para cada servicio público 
domiciliario. 

Artículo 149. De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las 
empresas investigar las desviaciones significativas frente a consumos 
anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de 
períodos anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias 
semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa de las 
desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o 
cargarán al suscriptor o usuario, según sea el caso. 

Artículo 150. De los cobros inoportunos. Al cabo de cinco meses de haber 
entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios que no 
facturaron por error, omisión, o investigación de desviaciones significativas 
frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe 
dolo del suscriptor o usuario. 

Artículo 151. Las facturas y la democratización de la propiedad de las empresas. 
Los contratos uniformes podrán establecer que una parte del pago de los 
servicios públicos confiera al suscriptor o usuario el derecho a adquirir acciones 
o partes de interés social en las empresas oficiales mixtas o privadas. 

CAPITULO VII 

DEFENSA DE LOS USUARIOS EN SEDE DE LA EMPRESA 

Artículo 152. Derecho de petición y de recurso. Es de la esencia del contrato de 
servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa 
peticiones, quejas y recursos relativos al contrato de servicios públicos. 

Las normas sobre presentación, trámite y decisión de recursos se interpretarán y 
aplicarán teniendo en cuenta las costumbres de las empresas comerciales en el 
trato con su clientela, de modo que, en cuanto la ley no disponga otra cosa, se 
proceda de acuerdo con tales costumbres. 

Artículo 153. De la oficina de peticiones y recursos. Todas las personas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios constituirán una "Oficina de 
Peticiones, Quejas y Recursos", la cual tiene la obligación de recibir, atender, 
tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que 
presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en 
relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa. 



Estas "Oficinas" llevarán una detallada relación de las peticiones y recursos 
presentados y del trámite y las respuestas que dieron. 

Las peticiones y recursos serán tramitados de conformidad con las normas 
vigentes sobre el derecho de petición. 

Artículo 154. De los recursos. El recurso es un acto del suscriptor o usuario para 
obligar a la empresa a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del 
servicio o la ejecución del contrato. Contra los actos de negativa del contrato, 
suspensión, terminación, corte y facturación que realice la empresa proceden el 
recurso de reposición, y el de apelación en los casos en que expresamente lo 
consagre la ley. 

No son procedentes los recursos contra los actos de suspensión, terminación y 
corte, si con ellos se pretende discutir un acto de facturación que no fue objeto 
de recurso oportuno. 

El recurso de reposición contra los actos que resuelvan las reclamaciones por 
facturación debe interponerse dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha 
de conocimiento de la decisión. En ningún caso, proceden reclamaciones contra 
facturas que tuviesen más de cinco (5) meses de haber sido expedidas por las 
empresas de servicios públicos. 

De los recursos de reposición y apelación contra los demás actos de la empresa 
que enumera el inciso primero de este artículo debe hacerse uso dentro de los 
cinco días siguientes a aquel en que la empresa ponga el acto en conocimiento 
del suscriptor o usuario, en la forma prevista en las condiciones uniformes del 
contrato. 

Estos recursos no requieren presentación personal ni intervención de abogado 
aunque se emplee un mandatario. Las empresas deberán disponer de 
formularios para facilitar la presentación de los recursos a los suscriptores o 
usuarios que deseen emplearlos. La apelación se presentará ante la 
superintendencia. 

Artículo 155. Del pago y de los recursos. Ninguna empresa de servicios públicos 
podrá exigir la cancelación de la factura como requisito para atender un recurso 
relacionado con ésta. Salvo en los casos de suspensión en interés del servicio, o 
cuando esta pueda hacerse sin que sea falla del servicio, tampoco podrá 
suspender, terminar o cortar el servicio, hasta tanto haya notificado al suscriptor 
o usuario la decisión sobre los recursos procedentes que hubiesen sido 
interpuestos en forma oportuna. 

Sin embargo, para recurrir el suscriptor o usuario deberá acreditar el pago de las 
sumas que no han sido objeto de recurso, o del promedio del consumo de los 
últimos cinco períodos. 



Artículo 156. De las causales y trámite de los recursos. Los recursos pueden 
interponerse por violación de la ley o de las condiciones uniformes del contrato. 
En las condiciones uniformes de los contratos se indicará el trámite que debe 
darse a los recursos, y los funcionarios que deben resolverlos. 

Artículo 157. De la asesoría al suscriptor o usuario en el recurso. Las 
personerías municipales deberán asesorar a los suscriptores o usuarios que 
deseen presentar recursos, cuando lo soliciten personalmente. 

Artículo 158. Del término para responder el recurso. La empresa responderá los 
recursos, quejas y peticiones dentro del término de quince (15) días hábiles 
contados a partir de la fecha de su presentación. Pasado ese término, y salvo 
que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la demora, o que se 
requirió de la práctica de pruebas, se entenderá que el recurso ha sido resuelto 
en forma favorable a él. 

Artículo 159. De la notificación de la decisión sobre peticiones y recursos. La 
notificación de la decisión sobre un recurso o una petición se efectuará en la 
forma prevista en esta Ley. El recurso de apelación sólo puede interponerse 
como subsidiario del de reposición ante la superintendencia. 

TITULO IX 

NORMAS ESPECIALES PARA ALGUNOS SERVICIOS 

CAPITULO I 

AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO 

Artículo 160. Prioridades en la aplicación de las normas. Cuando la Comisión de 
regulación de agua potable y saneamiento, y la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios apliquen las normas de su competencia, lo harán dando 
prioridad al objetivo de mantener y extender la cobertura de esos servicios, 
particularmente en las zonas rurales, municipios pequeños y áreas urbanas de 
los estratos 1 y 2; y de tal manera que, sin renunciar a los objetivos de obtener 
mejoras en la eficiencia, competencia y calidad, éstos se logren sin sacrificio de 
la cobertura. 

Artículo 161. Generación de aguas y cuencas hidrográficas. La generación de 
agua, en cuanto ella implique la conservación de cuencas hidrográficas, no es 
uno de los servicios públicos a los que esta Ley se refiere. Si lo es la generación 
de agua, en cuanto se refiere al desarrollo de pozos, la desalinización y otros 
procesos similares. 

Artículo 162. Funciones del Ministerio de Desarrollo, y del Viceministerio de 
Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable. El Ministerio de Desarrollo, a través 
del Vice-Ministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable, ejercerá las 



siguientes funciones, además de las competencias definidas para los Ministerios 
en esta Ley, en relación con los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y 
aseo urbano, y además todas aquellas que las complementen. 

162.1. Preparar el plan de desarrollo sectorial de acuerdo con las políticas de 
desarrollo económico y social del país, en coordinación con los Consejos 
Regionales de Planificación. 

162.2. Asistir técnica e institucionalmente a los organismos seccionales y 
locales, para el adecuado cumplimiento de sus funciones y de las decisiones de 
la comisión de regulación de los servicios de agua potable y saneamiento. 

162.3. Diseñar y coordinar programas de investigación científica, tecnológica y 
administrativa para el desarrollo del sector. 

162.4. Apoyar al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Departamento 
Administrativo Nacional de Planeación en el análisis de la contratación y 
ejecución de los créditos externos a los que la Nación haya otorgado o programe 
otorgar garantía. 

162.5. Diseñar y promover programas especiales de agua potable y 
saneamiento básico, para el sector rural, en coordinación con las entidades 
nacionales y seccionales. 

162.6. Elaborar y coordinar la ejecución del plan nacional de capacitación 
sectorial. 

162.7. Participar en la Comisión de regulación de los servicios de saneamiento 
básico. El Ministro sólo podrá delegar su representación en el Viceministro de 
agua potable y saneamiento básico. 

162.8. Proponer a las autoridades rectoras de la gestión ambiental y de los 
recursos naturales renovables, acciones y programas orientados a la 
conservación de las fuentes de agua. 

162.9. Señalar los requisitos técnicos que deben cumplir las obras, equipos y 
procedimientos que utilizan las empresas, cuando la comisión respectiva haya 
resuelto por vía general que ese señalamiento es realmente necesario para 
garantizar la calidad del servicio, y que no implica restricción indebida a la 
competencia. 

162.10. Identificar el monto de los subsidios que debería dar la Nación para el 
respectivo servicio público, y los criterios con los cuales deberían asignarse y 
hacer las propuestas del caso durante la preparación del presupuesto de la 
Nación. 

Parágrafo. Las funciones de la Dirección de Agua Potable del Ministerio de 



Obras Públicas y Transporte creadas mediante el Decreto 77 de 1987, que se 
suprimen a partir de la vigencia de esta Ley, con excepción de la de 
normalización, serán ejercidas por el Vice-Ministro de agua potable y 
saneamiento básico; en lo que sean compatibles con la presente Ley. 

Artículo 163. Fórmulas tarifarias para empresas de acueducto y saneamiento 
básico. Las fórmulas tarifarias, además de tomar en cuenta los costos de 
expansión y reposición de los sistemas de agua potable y saneamiento básico, 
incluirán los costos de administración, operación y mantenimiento asociados con 
el servicio. Además, tendrán en cuenta indicadores de gestión operacional y 
administrativa, definidos de acuerdo con indicadores de empresas comparables 
más eficientes que operen en condiciones similares. Incluirán también un nivel 
de pérdidas aceptable según la experiencia de otras empresas eficientes. 

Artículo 164. Incorporación de costos especiales. Con el fin de garantizar el 
adecuado ordenamiento y protección de las cuencas y fuentes de agua, las 
fórmulas tarifarias de los servicios de acueducto y alcantarillado incorporarán 
elementos que garanticen el cubrimiento de los costos de protección de las 
fuentes de agua y la recolección, transporte y tratamiento de los residuos 
líquidos. Igualmente, para el caso del servicio de aseo, las fórmulas tomarán en 
cuenta, además de los aspectos definidos en el régimen tarifario que establece 
la presente Ley, los costos de disposición final de basuras y rellenos sanitarios. 

Las empresas de servicios del sector de agua potable y saneamiento básico 
pagarán las tasas a que haya lugar por el uso de agua y por el vertimiento de 
afluentes líquidos, que fije la autoridad competente de acuerdo con la ley. 

Cuando estas empresas produzcan, como autogeneradoras, marginalmente 
energía para la operación de sus sistemas, la producción de esta energía no 
estará sujeta al pago de ningún gravamen, tasa o contribución. 

Artículo 165. Financiamiento de Findeter. Las entidades prestadoras de servicios 
públicos podrán recibir financiamiento y asesoría por parte de la Financiera de 
Desarrollo Territorial S.A. (Findeter) para proyectos y programas de inversión en 
los sectores y actividades a los que se refiere el artículo 5° de la Ley 57 de 1989. 

Artículo 166. Valorización para inversiones en agua potable y alcantarillado. Los 
municipios podrán diseñar esquemas de financiación de inversiones en agua 
potable y alcantarillado, utilizando el sistema de valorización de predios de 
acuerdo con lo dispuesto por la ley. 

CAPITULO II 

ENERGIA ELECTRICA Y GAS COMBUSTIBLE 

Artículo 167. Reformas y escisión de ISA. S.A. Autorízase al gobierno nacional 
para modificar el objeto social de Interconexión Eléctrica S.A., que en lo 



sucesivo será el de atender la operación y mantenimiento de la red de su 
propiedad, la expansión de la red nacional de interconexión y prestar servicios 
técnicos en actividades relacionadas con su objeto principal. 

Autorizase, así mismo, al gobierno para organizar, a partir de los activos de 
generación que actualmente posee Interconexión Eléctrica S.A., una empresa, 
que se constituirá en sociedad de economía mixta, vinculada al Ministerio de 
Minas y Energía y dedicada a la generación de electricidad. 

Parágrafo 1°. La empresa encargada del servicio de interconexión nacional 
organizará el centro nacional de despacho como una de sus dependencias 
internas, que se encargará de la planeación y coordinación de la operación de 
los recursos del sistema interconectado nacional y administrar el sistema de 
intercambios y comercialización de energía eléctrica en el mercado mayorista, 
con sujeción a las normas del reglamento de operación y a los acuerdos del 
consejo nacional de operación. Una vez se haya organizado el centro, el 
gobierno podrá constituir una sociedad anónima que se encargue de estas 
funciones. 

Parágrafo 2°. La empresa encargada del servicio de interconexión nacional 
contará con recursos propios provenientes de la prestación de los servicios de 
despacho, del transporte de electricidad, de los cargos por el acceso y uso de 
sus redes de interconexión y por los servicios técnicos relacionados con su 
función. 

Parágrafo 3°. La empresa encargada del servicio de interconexión nacional no 
podrá participar en actividades de generación, comercialización y distribución de 
electricidad. 

Parágrafo 4°. El personal de la actual planta de ISA será reubicado en las 
empresas a que dé origen, respetando los derechos adquiridos de los 
trabajadores. 

Artículo 168. Obligatoriedad del reglamento de operación. Las empresas que 
hagan parte del sistema interconectado nacional deberán cumplir con el 
reglamento de operación y con los acuerdos adoptados para la operación del 
mismo. En caso contrario se someterán a las sanciones previstas en esta Ley. 

Artículo 169. Deberes especiales por la propiedad de ciertos bienes. Las 
empresas que sean propietarias de líneas, subestaciones y equipos señalados 
como elementos de la red nacional de interconexión, los usarán con sujeción al 
reglamento de operación y a los acuerdos adoptados por el consejo nacional de 
operación, en lo de su competencia, pero podrán adoptar, según convenga, los 
mecanismos de venta que permitan transferir estos bienes a la Empresa 
Nacional de Interconexión. 

El incumplimiento de las normas de operación de la red nacional de 



interconexión, la omisión en la obligación de proveer el mantenimiento de las 
líneas, subestaciones y equipos asociados, y toda conducta que atente contra 
los principios que rigen las actividades relacionadas con el servicio de 
electricidad, tal como se expresan en la ley, dará lugar a las sanciones previstas 
en ella. 

Artículo 170. Deber de facilitar la interconexión. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
otras partes de esta Ley, las empresas propietarias de redes de interconexión, 
transmisión y distribución permitirán la conexión y acceso de las empresas 
eléctricas, de otras empresas generadoras y de los usuarios que lo soliciten, 
previo el cumplimiento de las normas que rijan el servicio y el pago de las 
retribuciones que correspondan. 

Artículo 171. Funciones del Centro Nacional de Despacho. El centro nacional de 
despacho tendrá las siguientes funciones especificas, que deberá desempeñar 
ciñéndose a lo establecido en el reglamento de operación y en los acuerdos del 
consejo nacional de operación: 

171.1. Planear la operación conjunta de los recursos de generación, 
interconexión y transmisión del sistema interconectado nacional, teniendo como 
objetivo una operación segura, confiable y económica; 

171.2. Ejercer la coordinación, supervisión, control y análisis de la operación 
conjunta de los recursos de generación, interconexión y transmisión incluyendo 
las interconexiones internacionales; 

171.3. Determinar el valor de los intercambios resultantes de la operación 
conjunta de los recursos energéticos del sistema interconectado nacional; 

171.4. Coordinar la programación del mantenimiento de las centrales de 
generación y de las líneas de interconexión y transmisión de la red eléctrica 
nacional; 

171.5. Informar periódicamente al consejo nacional de operación acerca de la 
operación real y esperada de los recursos del sistema interconectado nacional, y 
de los riesgos para atender confiablemente la demanda; 

171.6. Informar las violaciones o conductas contrarias al reglamento de 
operación. 

Artículo 172. Consejo Nacional de Operación. Créase el Consejo Nacional de 
Operación que tendrá como función principal acordar los aspectos técnicos para 
garantizar que la operación conjunta del sistema interconectado nacional sea 
segura, confiable y económica, y ser el órgano ejecutor del reglamento de 
operación, todo con sujeción a los principios generales de esta Ley y a la 
preservación de las condiciones de competencia. 



Las decisiones del consejo nacional de operación serán apelables ante la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas Combustible. 

Artículo 173. Integración del Consejo Nacional de Operación. El Consejo 
Nacional de Operación estará conformado por representantes de las empresas 
de generación conectadas al sistema interconectado nacional y de las empresas 
comercializadoras, en la forma que establezca el acuerdo de operación. La 
empresa de interconexión nacional participará en sus deliberaciones con voz 
pero sin voto. 

Artículo 174. Areas de Servicio exclusivo para gas domiciliario. Por motivos de 
interés social y con el propósito de que la utilización racional del recurso gas 
natural, permita la expansión y cobertura del servicio a las personas de menores 
recursos, por un término de veinte (20) años, contados a partir de la vigencia de 
esta Ley, el Ministerio de Minas y Energía podrá otorgar las áreas de servicio 
exclusivo para la distribución domiciliaria del gas combustible por red, de 
acuerdo con las disposiciones contenidas en el artículo 40 de esta Ley. 

Parágrafo 1°. Es obligación del Ministerio de Minas y Energía, al estudiar y 
otorgar los contratos de que trata el presente artículo, contemplar que en dichas 
áreas se incluyan programas de masificación y extensión del servicio público de 
gas combustible en aquellos sectores cuyos inmuebles residenciales 
pertenezcan a la categoría I, II ó III de la estratificación socioeconómica vigente 
al momento de hacerse la instalación. En los contratos existentes al momento de 
entrar en vigencia la presente Ley, el Ministerio de Minas y Energía propenderá 
porque las empresas contratistas alcancen los niveles de masificación deseables 
en cumplimiento del presente artículo. 

Parágrafo 2°. Para la consecución de los objetivos establecidos en el presente 
artículo, se aplicarán los criterios establecidos en los artículos 97 y 99 de la 
presente Ley. 

Artículo 175. Estímulos a los usuarios de gas combustible. Con el fin de 
propender por la utilización de fuentes alternativas de energía y para estimular la 
generación de empleo productivo, especialmente en microempresa, el gobierno 
nacional creará los estímulos convenientes y necesarios para favorecer a 
aquellos usuarios que consuman gas combustible. Dichos estímulos se 
orientarán, preferencialmente, a facilitar la adquisición de equipos industriales o 
caseros destinados a microempresa que consuman gas combustible. 

Artículo 176. Cuando la Nación, considere necesario podrá, directamente o a 
través de contratos con terceros, organizar licitaciones a las que pueda 
presentarse cualquier empresa, pública o privada, nacional o extranjera, cuando 
se trate de organizar el transporte, la distribución y el suministro de 
hidrocarburos de propiedad nacional que puedan resultar necesarios para la 
prestación de los servicios públicos a los que se refiere esta Ley. La comisión de 
regulación señalará, por vía general, las condiciones de plazo, precio, y 



participación de usuarios y terceros que deben llenar tales contratos para facilitar 
la competencia y proteger a los usuarios. 

TITULO X 

REGIMEN DE TRANSICION Y OTRAS DISPOSICIONES 

Artículo 177. Protección de empleados. Para proteger a los empleados públicos 
al cumplir esta Ley, se aplicará en todo cuanto sea pertinente el Capitulo IV del 
Decreto 2152 de 1992, o las normas que lo reemplacen, aún en el evento de que 
por cualquier causa termine la vigencia de dicho decreto. 

Las personas que desempeñan las posiciones de expertos en las comisiones de 
regulación que crearon los Decretos 2119, 2152 y 2122 de 1992, pasarán a 
ocupar las mismas posiciones en las comisiones que regula esta Ley, hasta el 
cumplimiento del período para el que fueron inicialmente nombradas sin 
desmejorar en forma alguna las condiciones de su vinculación con el Estado. 

Artículo 178. Extensión a otras entidades territoriales. Para los efectos de la 
presente Ley, siempre que se hable de municipios, y de sus autoridades, se 
entenderán incluidos también los distritos, los territorios indígenas que se 
constituyan como entidades territoriales, y el Departamento de San Andrés y 
Providencia; y aquellas autoridades suyas que puedan asimilarse con más 
facilidad a las correspondientes autoridades municipales. 

Artículo 179. Tránsito de legislación en tarifas. Las normas sobre tarifas 
actualmente vigentes continuarán en vigor hasta un máximo de veinticuatro 
meses después de iniciar su vigencia esta Ley, mientras terminan los 
procedimientos administrativos de señalamiento de fórmulas previstos atrás. 

En algunos casos especiales, a juicio de la Comisión de Regulación, los limites 
en los factores a que se refiere el artículo 89, no se aplicarán sino luego de seis 
años de entrar en vigencia la ley. Sin embargo, la Comisión obligará a la 
empresa a ajustarse progresivamente a estos limites durante ese período. 

Artículo 180. Transformación de empresas existentes. Las entidades 
descentralizadas que estuvieren prestando los servicios a los que esta Ley se 
refiere, se transformarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 17 de esta 
Ley, en un plazo de dos años a partir de su vigencia. 

Cuando se transforme una entidad descentralizada existente en una empresa de 
servicios públicos, en el acto que así lo disponga se preverán todas las 
operaciones indispensables para garantizar la continuidad del servicio así como 
para regular la asunción por la nueva empresa en los derechos y obligaciones 
de la entidad transformada. No se requerirá para ello pago de impuesto alguno 
por los actos y contratos necesarios para la transformación, o por su registro o 
protocolización. 



Parágrafo. Se aplicará igualmente lo dispuesto en este artículo cuando la 
transformación y la creación de una empresa d e servicios públicos se produzca 
por escisión de una entidad descentralizada existente. 

Artículo 181. Viabilidad empresarial. Todas las empresas de servicios públicos, o 
quienes al entrar en vigencia esta Le y estén prestando servicios públicos 
domiciliarios, llevarán a cabo durante el período de transición de dos años, una e 
valuación de su viabilidad empresarial a mediano y largo plazo, de acuerdo a las 
metodologías que aprueben las respectivas comisiones de regulación. 

Si de la evaluación se desprende que el valor patrimonial es negativo o si las 
obligaciones existentes exceden la capacidad operativa de la empresa para 
servirlas, la comisión de regulación respectiva exigirá que se presente un plan 
de reestructuración financiero y operativo. Dentro de este plan, se autoriza a la 
Nación, a las entidades territoriales y a las entidades descentralizadas de 
aquella o de éstas, para asumir o adquirir pasivos, inclusive laborales, de las 
entidades que se transforman o de las empresas, así como para hacerles 
aportes y para condonarles deudas. 

Artículo 182. Formación de empresas nuevas. Cuando la Nación o las entidades 
territoriales hayan estado prestando directamente un servicio público, deberán 
constituir las empresas de servicios públicos necesarias, dentro del plazo de 
dieciocho (18) meses contados a partir de la publicación de la presente Ley, 
salvo en los casos contemplados en el artículo 6° de esta Ley. A ellas podrán 
aportar todos los bienes y derechos que venían utilizando con ese propósito, y 
otros adicionales. Las nuevas empresas podrán asumir los pasivos de las 
entidades oficiales que prestaban el servicio, sin el consentimiento de los 
acreedores, pero quienes prestaban el servicio seguirán siendo deudores 
solidarios. 

Artículo 183. Capitalización de las Empresas de servicios públicos. Los bienes 
que la Nación, las entidades territoriales o las entidades descentralizadas de 
aquella y éstas posean en las empresas de servicios públicos, de que trata la 
presente Ley, los pasivos de cualquier naturaleza que estas entidades tengan 
con aquellas y los pasivos que las mismas entidades tengan a favor de cualquier 
otra, y que hayan sido avalados por la Nación, las entidades territoriales o las 
entidades descentralizadas de aquella y éstas, podrán ser convertidos en 
acciones de las empresas de servicios. 

Artículo 184. Tránsito de legislación en cuanto a estratificación. Las 
estratificaciones que se hayan hecho antes de la publicación de esta Ley y en 
cumplimiento de los Decretos 2545/8, 394/87, 189/88, 196/89, 700/90 y los que 
se expidan con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, continuarán 
vigentes hasta cuando se realicen otras nuevas en base a lo que esta Ley 
establece. 

Artículo 185. Tránsito de legislación en materia de inspección, control y 



vigilancia. La Superintendencia de Industria y Comercio continuará ejerciendo 
las funciones señaladas en el Decreto 2153 de 1992, respecto de las empresas 
oficiales , mixtas o privadas que presten los servicios públicos de que trata esta 
Ley, hasta el 30 de junio de 1995. Pero si antes de este periodo se organiza la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, de tal manera que pueda 
ejercer plenamente sus funciones, la Superintendencia de Industria y Comercio 
dejará inmediatamente de ejercer las funciones pertinentes. 

Artículo 186. Concordancias y derogaciones. Para efectos del artículo 84 de la 
Constitución Política, esta Ley reglamenta de manera general las actividades 
relacionadas con los servicios públicos definidos en esta Ley; deroga todas las 
leyes que le sean contrarias; y prevalecerá y servirá para complementar e 
interpretar las leyes especiales que se dicten para algunos de los servicios 
públicos a los que ella se refiere. En caso de conflicto con otras leyes sobre tales 
servicios, se preferirá ésta, y para efectos de excepciones o derogaciones, no se 
entenderá que ella resulta contrariada por normas posteriores sobre la materia, 
sino cuando éstas identifiquen de modo preciso la norma de esta Ley objeto de 
excepción, modificación o derogatoria. 

Deróganse, en particular, el artículo 61, literal "f", de la Ley 81 de 1988; el 
artículo 157 y el literal "c" del artículo 233 del Decreto 1333 de 1986; el inciso 
segundo del artículo 14; y los artículos 58 y 59 del Decreto 2152 de 1992; el 
artículo 11 del Decreto 2119 de 1992; y el artículo 1° en los numerales 17,18, 19, 
20 y 21 y los artículos 2°, 3° y 4° del Decreto 2122 de 1992. 

Artículo 187. Divulgación. Los gobiernos Nacional, Departamentales, Distritales y 
Municipales, tendrán la obligación de divulgar ampliamente y en forma didáctica 
a todos los niveles de la población colombiana, y en detalle, las disposiciones 
contenidas en la presente Ley. 

Artículo 188. Transitorio. Las Comisiones de Regulación seguirán operando y 
ejecutando su presupuesto hasta que entren en funcionamiento las comisiones 
de que trata esta Ley, las cuales podrán ejecutar las apropiaciones 
presupuestales que queden disponibles de las primeras y atenderán, hasta su 
pago total, las obligaciones originadas en estas. El Gobierno hará las 
operaciones presupuestales necesarias. 

Artículo 189. Vigencia. Salvo cuando ella disponga otra cosa, esta Ley rige a 
partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

JORGE RAMON ELIAS NADER 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

PEDRO PUMAREJO VEGA 



El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

FRANCISCO JOSE JATTIN SAFAR 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

DIEGO VIVAS TAFUR 

  

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 

Publíquese y ejecútese. 

Dada en Santafé de Bogotá, D.C., a 11 de julio de 1994. 

CESAR GAVIRIA TRUJILLO 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público (E.), 

Héctor José Cadena Clavijo. 

El Ministro de Desarrollo Económico, 

Mauricio Cárdenas Santamaría. 

El Ministro de Minas y Energía, 

Guido Nule Amín. 

El Ministro de Comunicaciones, 

William Jaramillo Gómez. 

El Director del Departamento Nacional de Planeación, 

Armando Montenegro. DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXI. N. 41925. 11, JULIO, 
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ANEXO 3 
 
1  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
  
  



Mediante la presente iniciativa legal, “Ley de Endeudamiento del Sector Público  
para el Año Fiscal 2007” (en adelante “Proyecto de Ley"), se cumple con lo  
dispuesto por el artículo 78o de la Constitución Política del Perú, según el cual, 
el  
Presidente de la República debe enviar al Congreso de la República el proyecto  
de Ley Anual de Endeudamiento, dentro del plazo que vence el 30 de agosto.  
  
Es preciso resaltar que el Proyecto de Ley ha sido formulado en el marco de lo  
dispuesto por la Ley General del Sistema Nacional de Endeudamiento, Ley N°  
28563, modificada por la Ley No 28742, (en adelante “Ley General”), la cual  
establece los principios y normas que rigen los procesos fundamentales de las  
operaciones de endeudamiento y de administración de deuda pública de las  
distintas entidades del sector público; así como lo relativo al contenido de la ley  
anual de endeudamiento, al otorgamiento o contratación de garantías por el  
Gobierno Nacional para atender requerimientos derivados de los procesos de  
promoción de la inversión privada y concesiones, a la participación del Estado 
en  
organismos financieros internacionales, entre otros aspectos.  
  
El Proyecto de Ley consta de cinco títulos: a) el Título I en donde se define el  
término “Ley General” y se establece el objeto de la Ley; b) el Título II contiene  
disposiciones generales aplicables a las operaciones de endeudamiento del  
Gobierno Nacional; c) el Título III fija el monto máximo de operaciones de  
endeudamiento externo e interno que el Gobierno Nacional puede acordar en el  
año 2007; d) el Título IV norma sobre el endeudamiento de los gobiernos  
regionales y gobiernos locales; e) el Título V determina el monto máximo de las  
garantías que el Gobierno Nacional puede otorgar o contratar en dicho año para  
atender requerimientos derivados de los procesos de promoción de la inversión  
privada y concesiones.  Asimismo, el Proyecto de Ley contiene seis 
disposiciones  
complementarias y transitorias sobre temas vinculados a la deuda pública en  
general y tres disposiciones finales: las dos primeras que modifican la “Ley  
General” y la tercera que establece la vigencia de esta Ley.     
  
En las Disposiciones Generales del Título II, se ha regulado sobre el plazo con el  
que cuenta la Contraloría General de la República para emitir la opinión a que se  
refiere el literal l) del artículo 22° de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de  
Control y de la Contraloría General de la República respecto de las operaciones  
de endeudamiento que acuerde cualquier organismo y entidad del Sector 
Público,  
con o sin garantía del Gobierno Nacional, fijándose el mismo en 5 días hábiles  
desde que recibe el respectivo expediente del Ministerio de Economía y 
Finanzas  
(MEF).  
  
En adición, se fija la comisión anual establecida en el artículo 27o de la Ley  



General para los Convenios de Traspaso de Recursos y de Contragarantía, en  
0,1% sobre el saldo adeudado de la operación correspondiente.  
 2  
  
  
Igualmente, a efectos de proteger los intereses del Estado en los convenios  
celebrados en el marco de operaciones de endeudamiento del Gobierno 
Nacional,  
donde exista el compromiso de reembolso o transferencia de recursos al 
Gobierno  
Nacional, derivado de un traspaso de recursos, del otorgamiento de la Garantía  
Soberana, entre otros, se ha establecido la obligación de constituir fideicomisos  
como mecanismo de devolución de tales recursos.  Es importante resaltar que  
dentro de todos los medios utilizados a la fecha para asegurar el cumplimiento 
de  
devolución de fondos a favor del Gobierno Nacional, el fideicomiso resulta ser el  
más eficaz.     
  
En este Titulo II, se establece una norma que regula de manera específica las  
adquisiciones y contrataciones realizadas con recursos provenientes de  
financiamiento y donaciones externos; ello obedece a la necesidad observar el  
procedimiento señalado en los referidos convenios celebrados por la República 
del  
Perú y además, de la necesidad de diferenciar este tipo de adquisiciones y  
contrataciones de aquellas que se realizan en el marco de otros convenios  
celebrados con organismos internacionales, en donde no hay ninguna 
cooperación  
externa e incluso se utilizan recursos ordinarios, las cuales si debieran 
contemplar  
la normatividad establecidas por el CONSUCODE.  
  
En concordancia con lo dispuesto por el artículo 11° de la Ley General,  el Título 
III  
del Proyecto de Ley fija el monto y destino de las operaciones de 
endeudamiento  
que el Gobierno Nacional puede acordar durante el 2007 para el Sector Público.   
Es importante resaltar que en la determinación de este monto, se ha tenido en  
cuenta las proyecciones del Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009  
Revisado y los requerimientos de bonos de la Oficina de Normalización  
Previsional. Asimismo, se ha considerado la cobertura de posibles 
requerimientos  
de garantías de los gobiernos regionales y gobiernos locales y de las 
necesidades  
de naturaleza imprevista que el Gobierno Nacional tendría que atender.  El  
detalle  
es el siguiente:  



  
a. Para las operaciones de endeudamiento externo, dicho monto se fija en  
US$ 1 563,0 millones para los siguientes fines:  
i.   Sectores económicos y sociales hasta US$ 1 089 000 000,00  
ii. Apoyo a la balanza de pagos hasta US$       474 000 000,00  
  
Cabe señalar que el monto máximo previsto para el 2007 excede a los US$  
908,0 millones considerados para el 2006 por la siguientes consideraciones:  
  
- Respecto al monto asignado a los sectores económicos y sociales, el mayor  
monto se explica fundamentalmente porque considera las operaciones  
previstas para el 2006 pero que eventualmente se aprobarían el 2007, por  
US$ 186,0 millones, siendo una de ellas la destinada a financiar el Proyecto  
Tren Urbano de Lima; operaciones de endeudamiento externo vinculadas a  
concesiones de proyectos, por US$ 158,0 millones para financiar el  
 3  
Programa Costa Sierra, IIRSA Centro, entre otros; y operaciones para  
financiar los proyectos Majes Siguas II Etapa y  Agua para Todos, que  
constituyen inversiones de reciente priorización sectorial, por US$ 180,0  
millones.  
- En cuanto a al monto balanza de pagos, el mismo contempla un nivel de  
concertaciones de operaciones de endeudamiento hasta por US$ 474,0  
millones, de los cuales se tiene previsto desembolsar en el año 2007 la  
suma de US$ 450,0 millones, lo que es concordante con lo señalado en el  
Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado como recursos de  
libre disponibilidad, requeridos para completar los recursos destinados a  
atender el servicio de deuda externa.  
    
Este monto refleja los resultados del reperfilamiento del cronograma del  
servicio de la deuda externa con el Club de París que permitió un alivio  
promedio anual de aproximadamente US$ 350,0 millones en el servicio de  
amortización de la deuda con dicha fuente, durante el período cubierto por  
la operación (agosto 2005-diciembre 2009).  
  
El efecto de la operación de administración de deuda con el Club de París  
se aprecia en los siguientes gráficos:  
  
  
PERFIL DE LA DEUDA ANTES DE LA OPERACIÓN DE  
REPERFILAMIENTO  
Mills.  
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PERFIL DE LA DEUDA DESPUÉS DE LA OPERACIÓN DE  
REPERFILAMIENTO  
Mills.  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  



  
  
b. Para las operaciones de endeudamiento interno, el referido monto máximo  
se fija en S/. 2 655,8 millones,  que  incluye  la  emisión  de  bonos  hasta  por   
S/. 2 555,8 millones.   
  
Dentro del monto para bonos, se tiene previsto efectuar emisiones en el marco  
del Programa Creadores de Mercado, hasta por la suma de S/. 2 331,0  
millones, con el fin de captar recursos para atender parte de los requerimientos  
del Sector Público no Financiero en concordancia con lo establecido en el  
Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado; correspondiendo la  
diferencia a garantías para la emisión de Bonos de Reconocimiento y Bonos  
Complementarios a cargo de la ONP.  
  
Respecto al endeudamiento de los gobiernos regionales y gobiernos locales, el  
Título IV determina el monto a partir del cual los mencionados gobiernos 
requieren  
contar con una calificación crediticia favorable, conforme a lo ordenado por el  
artículo 50o  de la Ley General.  Para el ejercicio 2007 y al igual que el 2006, 
dicho  
monto se mantiene en US$ 5,0 millones o su equivalente en moneda nacional.   
  
Igualmente, en este Título IV, se faculta a los gobiernos regionales y gobiernos  
locales a utilizar, de manera adicional a lo establecido en sus leyes de creación y  
en la Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2007, los 
recursos  
del FOCAM, FONCOR, regalías mineras, Canon y Sobrecanon, según  
corresponda, en la constitución de fideicomisos cuya finalidad sea atender el  
servicio de la deuda que acuerden con aval del Gobierno Nacional o que 
provenga  
de un Convenio de Traspaso de este último, y que se destinen a financiar  
proyectos de inversión pública.  De igual forma, tales recursos pueden ser  
utilizados para fideicomisos destinados al pago de compromisos financieros,  
firmes y contingentes, acordados por tales gobiernos en el marco de procesos 
de  
privatización y de concesiones y que cuenten con la garantía del Gobierno  
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 5  
Nacional, así como a gastos administrativos derivados de la constitución de los  
fideicomisos. En cualquiera de los casos, la constitución de los referidos  
fideicomisos deberá contar con la opinión previa favorable de la Dirección  
Nacional del Endeudamiento Público del MEF.  
  
Resulta pertinente señalar que la inclusión de la norma mencionada en el 
párrafo  
precedente obedece a que la legislación relativa a las regalías mineras, FOCAM,  
FONCOR, Canon y Sobrecanon es muy restrictiva puesto que sólo permite su 
uso  
en financiar proyectos de infraestructura pública; y, además, obedece a que el  
fideicomiso constituye el medio más eficaz para asegurar el cumplimiento de 
pago  
de tales gobiernos frente al Gobierno Nacional.   
  
Respecto a las garantías que el Gobierno Nacional podrá otorgar o contratar 
para  
atender requerimientos derivados de los procesos de promoción de la inversión  
privada y de concesiones durante el 2007, en el Título V se fija el monto máximo  
autorizado en US$ 550,0 millones, el cual ha sido coordinado con  
PROINVERSION y está en concordancia con las proyecciones del Marco  
Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado.  
  
Las Disposiciones Complementarias y Transitorias tratan diversos aspectos  
ligados a la deuda pública en general.   La Primera de estas disposiciones regula  
el caso de las deudas que mantienen empresas privadas como SERTEMAR,  
ACEROS AREQUIPA y RADIO CONTINENTAL, con el MEF derivadas de  
préstamos concertados por tales empresas, cuyos vencimientos fueron  
reestructurados por el Gobierno Peruano con los acreedores externos en el 
marco  
de la Minuta del Club de París de 1991, y que a la fecha, el citado Ministerio 
viene  
atendiendo el servicio generado por la referida reestructura, sin que estas  
empresas privadas cumplan con proporcionar al MEF los recursos  
correspondientes.  Por tal motivo, el MEF ha interpuesto las acciones legales  
contra las aludidas empresas para el cobro de estas obligaciones. Sin embargo,  
existe la posibilidad de llegar a un arreglo por la vía administrativa, para lo cual  
resulta conveniente tener la autorización para celebrar un Convenio de  
Reprogramación de  Deudas.  
  
La Segunda Disposición Complementaria y Transitoria, al igual que en la Ley de  
Endeudamiento de 2006, prohíbe las concertaciones destinadas al reforzamiento  
institucional de las entidades públicas al “reforzamiento institucional de las  



entidades públicas”, toda vez que no resulta financieramente eficiente financiar  
con endeudamiento público la  contratación de personal técnico adicional, la  
capacitación del mismo y la adquisición de bienes y equipos que permitan el  
desarrollo de sus funciones. El endeudamiento público debiera prioritariamente  
destinarse al financiamiento de proyectos de inversión pública que generen una  
rentabilidad social o impacto social positivo dentro del ámbito de su influencia.  
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La Tercera Disposición Complementaria y Transitoria, al igual que en la Ley de  
Endeudamiento de 2006, establece el reembolso de las obligaciones asumidas 
por  
el Estado, a través del MEF, para sanear empresas privatizadas o entregadas en  
concesión.  
  
La Cuarta Disposición Complementaria y Transitoria fija el marco legal que  
regulará las operaciones de endeudamiento que acuerde, con sus recursos  
propios, la Empresa Petróleos del Perú - PETROPERU S.A., de manera  
complementaria a lo dispuesto en la Ley N° Ley N° 28840, Ley de 
Fortalecimiento  
y Modernización de PETROPERU.    
   
La Quinta Disposición Complementaria y Transitoria establece la obligación de  
envío de información sobre préstamos de corto plazo a la Dirección Nacional del  
Endeudamiento Público.  
  
La Sexta Disposición Complementaria y Transitoria exceptúa del registro previo 
a  
que se refiere el artículo 5o de la Ley N° 28875, Ley que crea el Sistema 
Nacional  
Descentralizado de Cooperación Internacional No Reembolsable, a los 
proyectos  
de inversión pública cuyos estudios de preinversión son financiados con cargo a  
una donación externa.  Ello obedece a que conforme al acotado artículo 5° para  
acceder a dicho registro se requieren documentos, tales como el estudio de  
preinversión, la declaratoria de viabilidad, los cuales sólo se obtendrían una vez  
que se ejecute dicha donación y no antes como lo dispone el indicado artículo 
5°.   
  
En cuanto a las disposiciones finales, en ellas se establecen modificaciones a la  
Ley General, las mismas que se encuentran contempladas en la Ley de  
Endeudamiento del 2006, tales como facultar adicionalmente a los funcionarios 
del  
servicio diplomático para que puedan suscribir los convenios de operaciones de  



endeudamiento; así como precisar que el MEF puede también contratar (no sólo  
otorgar) garantías para respaldar obligaciones del concesionario en los proceso  
correspondientes y que también puede otorgar su garantía para respaldar  
obligaciones a cargo de los gobiernos regionales y gobiernos locales en su 
calidad  
de concedentes.   
  
La Segunda Disposición Final modifica el artículo 57° de la Ley General con el  
objeto de incorporar una norma sobre la participación del MEF en el Directorio 
de  
la Corporación Andina de Fomento.  
  
ANÁLISIS COSTO BENEFICIO  
  
El Proyecto de Ley se presenta por mandato constitucional y ha sido formulado 
en  
concordancia con lo dispuesto por la Ley General. Establece el marco legal que  
permite, de un lado, captar vía endeudamiento recursos para completar el  
financiamiento requerido por el Sector Público en su conjunto, que incluye el  
Gobierno Nacional, los gobiernos regionales, los gobiernos locales y las 
empresas  
públicas; y de otro lado, cumplir obligaciones vinculadas a la función previsional  
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del Estado y atender demandas derivadas de los procesos de privatización y  
concesiones.   
  
La concertación de operaciones de endeudamiento que se efectúe con cargo a 
la  
autorización contenida en el Proyecto de Ley, dependerá de factores como el  
cumplimiento de los requisitos establecidos para aprobar dichas operaciones y 
las  
políticas que bajo condiciones específicas disponga el Gobierno Nacional. De 
otro  
lado, la ejecución de los desembolsos por las operaciones que se acuerden, es  
decir el endeudamiento propiamente dicho, se hará de conformidad con las  
previsiones del Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado.  
  
Por tanto, el Proyecto de Ley por sí misma no autoriza la ejecución de un  
programa, proyecto, adquisición o medida específica que involucre gasto, dado  
que la implementación de cada transacción que se lleve a cabo en el marco de  
esta norma legal, requerirá de una norma aprobatoria específica.  
  
COMPATIBILIDAD CON EL MARCO MACROECONÓMICO MULTIANUAL  
  
Según lo previsto en el numeral 2 del Artículo 29o de la Ley No 27806, Ley de  
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la exposición de motivos de la  



Ley Anual de Endeudamiento debe incluir la sustentación de su compatibilidad 
con  
el déficit y el consiguiente aumento de deuda previsto en el Marco  
Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado.  
  
Al respecto, ampliando lo manifestado en el Análisis Costo-Beneficio cabe 
señalar  
lo siguiente:  
  
- El monto máximo de concertaciones de operaciones de endeudamiento que  
el Proyecto de Ley autoriza ha sido determinado, básicamente, en función  
de las previsiones sobre requerimientos financieros establecidos en el  
Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado, y considerando  
asimismo eventuales requerimientos por la fuente externa o interna que  
puedan darse y sería necesario atender.  
  
- Los desembolsos que se efectúen deben ser previamente objeto de la  
programación correspondiente, que hace la Dirección Nacional del  
Endeudamiento Público con sujeción a los montos de financiamiento  
previstos en el Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 Revisado en  
su oportunidad, previsiones que, de otro lado, corresponden a los  
requerimientos de recursos para financiar el déficit fiscal y la amortización  
de la deuda pública.  
  
Teniendo en cuenta lo indicado, la compatibilidad del presente proyecto de Ley  
con el déficit y el aumento de deuda previsto en el Marco Macroeconómico  
Multianual 2007-2009 Revisado, se sustenta en el hecho que el monto máximo 
de  
concertaciones autorizado, y fundamentalmente la utilización de los recursos de  
las operaciones que se acuerden, se sujeta a la programación de desembolsos  
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respectiva, cuya elaboración se efectúa en base a las previsiones de  
financiamiento establecidas en el Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009  
Revisado para financiar el déficit y la amortización de la deuda.  
  
EFECTOS SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL  
  
El Proyecto de Ley se ha elaborado en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo  
78o de la Constitución Política del Estado y está en concordancia con lo 
dispuesto  
por la Ley General.  
  
Asimismo, mediante el Proyecto de Ley se estaría ampliando los alcances de lo  
dispuesto por la Ley N° 27783, Ley de Bases de Descentralización, para el caso  
del FONCOR y la Ley N° 27506, Ley de Canon, Ley No 28451, Ley que Crea el   



Fondo de Desarrollo Socioeconómico del Proyecto Camisea – FOCAM, al 
permitir  
utilizar los recursos provenientes de estas fuentes adicionalmente a la 
constitución  
de fideicomisos.  En adición, a través del Proyecto de Ley se incorporan dos  
normas en la Ley General.  
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DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXIII. N. 43219. 21, ENERO, 1998. PAG. 6 
 
 
 
LEY 430 DE 1998 
 
(enero 16) 
 
por la cual se dictan normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a los 
desechos peligrosos y se dictan otras disposiciones. 
 
El Congreso de Colombia 
 
DECRETA: 
 
CAPITULO I 
 
Objeto, principios, prohibición, tráfico ilícito e infraestructura 
 
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tendrá como objeto, regular todo lo 
relacionado con la prohibición de introducir desechos peligrosos al territorio 
nacional, en cualquier modalidad según lo establecido en el Convenio de Basilea 
y sus anexos, y con la responsabilidad por el manejo integral de los generados 
en el país y en el proceso de producción, gestión y manejo de los mismos, así 
mismo regula la infraestructura de la que deben ser dotadas las autoridades 
aduaneras y zonas francas y portuarias, con el fin de detectar de manera técnica 
y científica la introducción de estos residuos, regula las sanciones en la Ley 99 
de 1993 para quien viole el contenido de esta ley y se permite la utilización de 
los aceites lubricantes de desechos, con el fin de producir energía eléctrica. 
 
Artículo 2º. Principios. Con el objeto de establecer el alcance y contenido de la 
presente ley se deben observar los siguientes principios: 
 
1. Minimizar la generación de residuos peligrosos, evitando que se produzcan o 
reduciendo sus características de peligrosidad. 
 
2. Impedir el ingreso y tráfico ilícito de residuos peligrosos de otros países, que 
Colombia no esté en capacidad de manejar de manera racional y representen 
riesgos exclusivos e inaceptables. 
 
3. Diseñar estrategias para estabilizar la generación de residuos peligrosos en 
industrias con procesos obsoletos y contaminantes. 
 



4. Establecer políticas e implementar acciones para sustituir procesos de 
producción contaminantes por procesos limpios, inducir la innovación 
tecnológica o la transferencia de tecnologías apropiadas, formar los recursos 
humanos especializados de apoyo, estudiar y aplicar los instrumentos 
económicos adecuados a las condiciones nacionales, para inducir al cambio en 
los procesos productivos y en los patrones de consumo. 
 
5. Reducir la cantidad de residuos peligrosos que deben ir a los sitios de 
disposición final, mediante el aprovechamiento máximo de las materias primas, 
energía y recursos naturales utilizados, cuando sea factible y ecológicamente 
aceptable los residuos derivados de los procesos de producción. 
 
6. Generar la capacidad técnica para el manejo y tratamiento de los residuos 
peligrosos que necesariamente se van a producir a pesar de los esfuerzos de 
minimización. 
 
7. Disponer los residuos con el mínimo impacto ambiental y a la salud humana, 
tratándolos previamente, así como a sus afluentes, antes de que sean liberados 
al ambiente. 
 
Artículo 3º. Prohibición. Ninguna persona natural o jurídica podrá introducir o 
importar desechos peligrosos sin cumplir los procedimientos establecidos para 
tal efecto en el Convenio de Basilea y sus anexos. 
 
Artículo 4º. Tráfico ilícito. Quien pretenda introducir carga en la cual se detecte la 
presencia de desechos peligrosos al territorio nacional o introduzca ilegalmente 
esta carga, deberá devolverla sin ninguna dilación y bajo su exclusiva 
responsabilidad, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 
 
Artículo 5º. Infraestructura. El Gobierno Nacional dotará a las autoridades 
aduaneras de comercio exterior y ambientales, de todos los mecanismos y 
procedimientos necesarios para detectar irregularidades en los procedimientos 
de importación de desechos peligrosos utilizados como materias primas 
secundarias o desechos peligrosos destinados a su eliminación en el territorio 
nacional y dotará a las zonas francas y portuarias de laboratorios especiales y el 
personal técnico especializado, con el objeto de analizar los productos y 
materiales que allí se reciban y poder detectar y rechazar de manera técnica y 
científica el tráfico ilícito de los elementos, materiales o desechos peligrosos, de 
los cuales no tengan razones técnicas y científicas y que no serán manejados de 
forma racional de acuerdo con lo establecido en el Convenio de Basilea. 
 
CAPITULO II 
 
Responsabilidad 
 



Artículo 6º. Responsabilidad del generador. El generador será responsable de 
los residuos que él genere. La responsabilidad se extiende a sus afluentes, 
emisiones, productos y subproductos por todos los efectos ocasionados a la 
salud y al ambiente. 
 
Parágrafo. El fabricante o importador de un producto o sustancia química con 
propiedad peligrosa, para los efectos de la presente ley se equipara a un 
generador, en cuanto a la responsabilidad por el manejo de los embalajes y 
residuos del producto o sustancia. 
 
Artículo 7º. Subsistencia de la responsabilidad. La responsabilidad integral del 
generador subsiste hasta que el residuo peligroso sea aprovechado como 
insumo o dispuesto con carácter definitivo. 
 
Artículo 8º. Responsabilidad del receptor. El receptor del residuo peligroso 
asumirá la responsabilidad integral del generador, una vez lo reciba del 
transportador y haya efectuado o comprobado el aprovechamiento o disposición 
final del mismo. 
 
Parágrafo 1º. Mientras no se haya efectuado y comprobado el aprovechamiento 
o disposición final de residuo el receptor es solidariamente responsable con el 
generador. 
 
Parágrafo 2º. La responsabilidad de que trata este artículo incluye el monitoreo, 
el diagnóstico y remediación del suelo, de las aguas superficiales y subterráneas 
en caso de que se presente contaminación por estos residuos. 
 
Artículo 9º. Contenido químico no declarado. El generador continuará siendo 
responsable en forma integral por los efectos ocasionados a la salud o al 
ambiente, de un contenido químico o biológico no declarado al receptor y a la 
autoridad ambiental. 
 
CAPITULO III 
 
Otras disposiciones 
 
Artículo 10. Es obligación del generador o productor de los residuos peligrosos 
realizar la caracterización físico-química de los mismos a través de laboratorios 
especiales debidamente autorizados por los organismos competentes e informar 
a las personas naturales o jurídicas que se encarguen del almacenamiento, 
recolección y transporte, tratamiento o disposición final de los mismos. 
 
Artículo 11. Vigilancia y control. La autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción, en coordinación con las autoridades sanitarias, policivas, de 
comercio exterior y de aduanas según sea el caso, deberán cumplir las 



funciones propias de vigilancia y control en concordancia con lo establecido en 
la presente ley. 
 
Artículo 12. Aceites lubricantes de desecho. La utilización de aceites lubricantes 
de desecho para la generación de energía eléctrica sólo se permitirá si son 
generados en el país y con el cumplimiento de las condiciones y requisitos que 
para el efecto establezcan las autoridades competentes. El Gobierno Nacional 
establecerá mecanismos que permitan impulsar la utilización de este tipo de 
tecnologías. 
 
Artículo 13. Sanciones. En caso de violación a las prohibiciones definidas en la 
presente ley, las autoridades ambientales de su jurisdicción impondrán las 
sanciones previstas en el artículo 85 de la Ley 99 de 1993 y sus disposiciones 
reglamentarias, sin perjuicio de la sanción penal respectiva. 
 
Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
 
Amylkar Acosta Medina. 
 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
 
Pedro Pumarejo Vega. 
 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
 
Carlos Ardila Ballesteros. 
 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
 
Diego Vivas Tafur. 
 
REPUBLICA DE COLOMBIA-GOBIERNO NACIONAL. 
 
Publíquese y ejecútese. 
 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 16 de enero de 1998. 
 
CARLOS LEMOS SIMMONDS 
 
La Ministra de Justicia y del Derecho, 
 
Almabeatriz Rengifo López. 
 



El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
 
Antonio José Urdinola Uribe. 
 
El Ministro del Medio Ambiente, 
 
Eduardo Verano de la Rosa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



ANEXO 5 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXLIV. N. 47186. 27, NOVIEMBRE, 2008. PAG.29. 
 
 
LEY 1252 DE 2008 
(noviembre 27) 
 
por la cual se dictan normas prohibitivas en materia ambiental, referentes a los 
residuos y desechos peligrosos y se dictan otras disposiciones. 
 
El Congreso de Colombia 
 
DECRETA: 
 
CAPITULO I 
 
Objeto, principios, prohibición, tráfico e infraestructura 
 
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tendrá como objeto regular, dentro del marco 
de la gestión integral y velando por la protección de la salud humana y el 
ambiente, todo lo relacionado con la importación y exportación de residuos 
peligrosos en el territorio nacional, según lo establecido en el Convenio de Basilea 
y sus anexos, asumiendo la responsabilidad de minimizar la generación de 
residuos peligrosos en la fuente, optando por políticas de producción más limpia; 
proveyendo la disposición adecuada de los residuos peligrosos generados dentro 
del territorio nacional, así como la eliminación responsable de las existencias de 
estos dentro del país. Así mismo, se regula la infraestructura de la que deben ser 
dotadas las autoridades aduaneras y zonas francas y portuarias, con el fin de 
detectar de manera eficaz la introducción de estos residuos y se amplían las 
sanciones que trae la Ley 99 de 1993 para quien viole el contenido de la presente. 
 
Artículo 2º. Principios. Con el objeto de establecer el alcance y contenido de la 
presente ley, se atenderán los siguientes principios: 
 
1. Atender con debida diligencia la prohibición del ingreso y tráfico de residuos 
peligrosos provenientes de otros países. El Estado será responsable frente a la 
entrada de mercancías que con otra nominación pretenda introducir cualquier 
forma de residuo o desecho peligroso y sancionará, de acuerdo con la ley, a las 
personas que con su conducta intenten ingresar desechos peligrosos bajo otra 
nominación. 
 
2. Minimizar la generación de residuos peligrosos mediante la aplicación de 
tecnologías ambientalmente limpias y la implementación de los planes integrales 
de residuos peligrosos. 
 



3. Prohibir la generación, almacenamiento o eliminación de residuos o desechos 
peligrosos en ecosistemas estratégicos o importantes del país en áreas protegidas 
o de sensible afectación ecológica, zonas de influencia de humedales o zonas de 
protección o recarga hídrica dulce o en mares u océanos. 
 
4. Diseñar planes, sistemas y procesos adecuados, limpios y eficientes de 
tratamiento, almacenamiento, transporte, reutilización y disposición final de 
residuos peligrosos que propendan al cuidado de la salud humana y el ambiente. 
 
5. Implementar estrategias y acciones para sustituir los procesos de producción 
contaminantes por procesos limpios, inducir la innovación o reconversión 
tecnológica, las buenas prácticas de manufactura o la transferencia de tecnologías 
apropiadas, formar los recursos humanos especializados de apoyo, estudiar y 
aplicar los instrumentos económicos adecuados a las condiciones nacionales para 
inducir al cambio en los procesos productivos y en los patrones de consumo. 
 
6. Ejercer una política de producción más limpia como estrategia empresarial, a fin 
de generar una conciencia y responsabilidad social que incluya el trabajo conjunto 
entre el Estado, la empresa, la Academia y la comunidad para su diseño y 
ejecución, que involucre la información pública como pilar de la gestión integral de 
los residuos peligrosos. 
 
7. Aprovechar al máximo los residuos peligrosos susceptibles de ser devueltos al 
ciclo productivo como materia prima, disminuyendo así los costos de tratamiento y 
disposición final. 
 
8. Desarrollar planes y actividades acordes con la Política Ambiental para la 
Gestión Integral de Residuos o Desechos Peligrosos que resuelvan los graves 
problemas que conllevan la generación y el manejo inadecuado de los residuos 
peligrosos. 
 
9. Aumentar la riqueza, fomentando la creación de fuentes de ingresos y de 
empleos, elevando la competitividad de los sectores y mejorando el desempeño 
ambiental de todos los actores y sectores sociales que generan y manejan 
residuos peligrosos. 
 
10. Desarrollar esfuerzos nacionales y sectoriales que permitan la eliminación de 
existencias de residuos peligrosos en desuso y abandonados que representen 
riesgos para la salud humana y el ambiente. 
 
11. Gestionar internacionalmente el procesamiento y disposición final de residuos 
peligrosos que no estén dentro de las posibilidades de la tecnología nacional. 
 
12. Generar modelos eficientes de gestión de residuos peligrosos, que con apoyo 
de la ingeniería y la tecnología disponible, se aproximen a la realidad ambiental 
del país y sirvan como herramientas de prevención, vigilancia y contingencia. 



 
Artículo 3°. Definiciones. Además de las definiciones contempladas en el Decreto 
4741 de 2005 expedido por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial y sus anexos, se tendrán en cuenta las siguientes: 
 
Desastre: Es un hecho natural o provocado por el hombre que afecta 
negativamente a la vida o al ambiente, desembocando con frecuencia en cambios 
permanentes a las sociedades humanas, ecosistemas y el ambiente en general. 
 
Emergencia: Es una situación producida por un desastre que puede ser 
controlado localmente sin necesidad de añadir medidas o cambios en el proceder. 
Aparece cuando, en la combinación de factores conocidos, surge un fenómeno o 
suceso que no se esperaba, eventual, inesperado y desagradable, el cual puede 
causar daños o alteraciones negativas no deseadas en la salud humana y el 
ambiente, sin exceder la capacidad de respuesta de la comunidad afectada. 
 
Existencias: Son todos aquellos residuos peligrosos utilizados como materia 
prima para un proceso industrial, que no han sido consumidos en su totalidad y 
permanecen abandonados o en desuso dentro de las instalaciones del generador 
o en enterramientos. 
 
Gestor de residuos peligrosos: Persona natural o jurídica que presta los 
servicios de recolección, transporte, tratamiento, aprovechamiento o disposición 
final de residuos peligrosos dentro del marco de la gestión integral y cumpliendo 
con los requerimientos de la normatividad vigente. 
 
Gestión interna: Es la acción desarrollada por el generador que implica la 
cobertura, planeación e implementación de todas las actividades relacionadas con 
la minimización, generación, segregación, movimiento interno, almacenamiento 
y/o tratamiento de residuos peligrosos dentro de sus instalaciones. 
 
Gestión externa: Es la acción desarrollada por el gestor de residuos peligrosos 
que implica la cobertura y planeación de todas las actividades relacionadas con la 
recolección, transporte, tratamiento, aprovechamiento y/o disposición final de 
residuos peligrosos fuera de las instalaciones del generador. 
 
Hidrocarburos de desecho: Compuestos orgánicos formados por carbono e 
hidrógeno que hayan sido usados y como resultado de tal uso esté contaminado 
con impurezas físicas o químicas. 
 
Residuo peligroso: Es aquel residuo o desecho que por sus características 
corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, infecciosas o radiactivas, 
puede causar riesgos, daños o efectos no deseados, directos e indirectos a la 
salud humana y el ambiente. Así mismo, se considerarán residuos peligrosos los 
empaques, envases y embalajes que estuvieron en contacto con ellos. 
 



Residuo nuclear: Residuo peligroso que contiene elementos químicos radiactivos 
producto de un proceso nuclear, como la fisión nuclear. El residuo también puede 
generarse durante el procesamiento de combustible para los reactores o armas 
nucleares o en las aplicaciones médicas como la radioterapia o la medicina 
nuclear. Además, es una sustancia no reutilizable ni reciclable que contiene una 
cantidad de radionúclidos (elementos radiactivos) tal que su vertimiento, 
dispersión o exposición, pueden tener repercusiones directas e indirectas en la 
salud humana y el ambiente. 
 
Se suelen clasificar por motivos de gestión en: 
 
Residuos desclasificables (o exentos): No poseen una radiactividad que pueda 
resultar peligrosa para la salud de las personas o el medio ambiente en el 
presente o para las generaciones futuras. 
 
Residuos de baja actividad: Poseen radiactividad gamma o beta en niveles 
menores a 0,04 GBq/m si son líquidos, 0,00004 GBq/m si son gaseosos o la tasa 
de dosis en contacto es inferior a 20 mSv/h si son sólidos. Solo se consideran de 
esta categoría si su vida media es inferior a 30 años. Deben almacenarse en 
almacenamientos superficiales. 
 
Residuos de media actividad: Poseen radiactividad gamma o beta con niveles 
superiores a los residuos de baja actividad, pero inferiores a 4 GBq/m para 
líquidos, gaseosos con cualquier actividad o sólidos cuya tasa de dosis en 
contacto supere los 20 mSv/h. Al igual que los residuos de baja actividad, solo 
pueden considerarse dentro de esta categoría aquellos residuos cuya vida media 
sea inferior a 30 años. Deben almacenarse en almacenamientos superficiales. 
 
Residuos de alta actividad o alta vida media: Todos aquellos materiales 
emisores de radiactividad alfa y aquellos materiales emisores beta o gamma que 
superen los niveles impuestos por los límites de los residuos de media actividad. 
También todos aquellos cuya vida media supere los 30 años. Deben almacenarse 
en Almacenamientos Geológicos Profundos (AGP). 
 
Vida media: Es el promedio de vida de un núcleo antes de desintegrarse. Se 
representa con la letra griega (T) tau. 
 
Artículo 4°. Prohibición. Queda prohibida la introducción, importación o tráfico de 
residuos o desechos peligrosos al territorio nacional por parte de cualquier 
persona natural o jurídica, de carácter público o privado. De igual forma, será 
prohibida la disposición o recepción final de residuos peligrosos en rellenos 
sanitarios que no cumplan con la capacidad o condiciones físicas y técnicas 
adecuadas para tal fin. 
 
Artículo 5°. Tráfico ilícito. Quien pretenda introducir carga en la cual se detecte la 
presencia de residuos peligrosos al territorio nacional o introduzca ilegalmente 



esta carga, deberá devolverla inmediatamente, de acuerdo con la legislación 
aduanera y con una estricta supervisión por parte de las autoridades ambientales 
competentes o quien haga sus veces, sin perjuicio de las sanciones penales a que 
haya lugar. En caso de presentarse una emergencia relacionada con el transporte 
de residuos peligrosos introducidos ilegalmente dentro del territorio nacional, que 
ponga en riesgo inminente a la salud humana o el ambiente, la multa o sanción 
debe ajustarse de acuerdo con las evaluaciones del impacto generado. 
 
Artículo 6°. Reglamentación. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial reglamentará el contenido de la presente ley y podrá definir como 
residuos o desechos peligrosos aquellos que contengan otras sustancias, 
elementos o compuestos diferentes a los precedentes, bajo criterios 
complementarios o concurrentes para su clasificación. No obstante, atenderá la 
clasificación propuesta en los sistemas de la Organización de Naciones Unidas, 
los Convenios Internacionales sobre la materia y las organizaciones 
especializadas, tanto nacionales como internacionales. 
 
CAPITULO II 
 
Responsabilidad 
 
Artículo 7°. Responsabilidad del generador. El generador será responsable de los 
residuos peligrosos que él genere. La responsabilidad se extiende a sus afluentes, 
emisiones, productos y subproductos, equipos desmantelados y en desuso, 
elementos de protección personal utilizados en la manipulación de este tipo de 
residuos y por todos los efectos ocasionados a la salud y al ambiente. 
 
Artículo 8°. Responsabilidad del fabricante, importador y/o transportador. El 
fabricante, importador y/o transportador de un producto o sustancia química con 
características peligrosas, para los efectos de la presente ley, se equiparará a un 
generador, en cuanto a la responsabilidad por el manejo de los embalajes, 
transporte o movilización, almacenamiento hasta su descarga y recepción en el 
destino final, residuos del producto o sustancia y elementos de protección 
personal utilizados en la manipulación de este tipo de residuos. 
 
Artículo 9º. Subsistencia de la responsabilidad. La responsabilidad integral del 
generador, fabricante, importador y/o transportador, subsiste hasta que el residuo 
peligroso sea aprovechado como insumo o dispuesto finalmente en depósitos o 
sistemas técnicamente diseñados que no represente riesgos para la salud humana 
y el ambiente. 
 
Artículo 10. Responsabilidad del receptor. El receptor del residuo peligroso 
asumirá la responsabilidad integral del generador una vez lo reciba del 
transportador y haya efectuado o comprobado el aprovechamiento o disposición 
final del mismo. 
 



Parágrafo 1°. Mientras no se haya efectuado y comprobado el aprovechamiento o 
disposición final de residuo peligroso por parte de la autoridad ambiental 
competente o quien haga sus veces, el receptor es solidariamente responsable 
con el generador. 
 
Parágrafo 2°. La responsabilidad de que trata este artículo incluye el monitoreo, el 
diagnóstico y remediación del suelo, de las aguas superficiales y subterráneas y 
sus interacciones con la salud humana y el ambiente en caso de que se presente 
contaminación por estos residuos. 
 
Artículo 11. Contenido químico no declarado. El generador continuará siendo 
responsable en forma integral por los efectos ocasionados a la salud o al ambiente 
de un contenido químico o biológico no declarado al receptor y a la autoridad 
ambiental. 
 
CAPITULO III 
 
Otras disposiciones 
 
Artículo 12. Obligaciones. Es obligación del generador de los residuos peligrosos: 
 
1. Realizar la caracterización físico-química y/o microbiológica de los mismos, 
conforme con lo establecido en el RAS (Resolución 1060 de 2000, Título F) y 
demás procedimientos vigentes, a través de laboratorios especiales debidamente 
autorizados por las autoridades ambientales competentes o quien haga sus veces, 
para identificar el grado de peligrosidad de los mismos. 
 
2. Informar a las personas naturales o jurídicas que se encarguen del 
almacenamiento, recolección y transporte, aprovechamiento, tratamiento o 
disposición final de los mismos. 
 
3. Formular e implementar Planes de Gestión Integral de Residuos Peligrosos con 
su respectivo plan de contingencia, para garantizar la minimización, gestión, 
manejo integral y monitoreo de los residuos que genera. 
 
4. Garantizar que el envasado o empacado, embalado o encapsulado, etiquetado 
y gestión externa de los residuos peligrosos que genera, se realice conforme a lo 
establecido por la normatividad vigente. 
 
5. Poseer y actualizar las respectivas hojas de seguridad del material y suministrar 
a los responsables de la gestión interna, los elementos de protección personal 
necesarios en el proceso. 
 
6. Capacitar al personal encargado de la gestión interna en todo lo referente al 
manejo adecuado de estos desechos y en las medidas básicas de precaución y 
atención de emergencias. 



 
7. Registrarse ante la autoridad ambiental competente y actualizar sus datos en 
caso de generar otro tipo de residuos de los reportados inicialmente. 
 
8. Las demás que imponga la normativa ambiental colombiana. 
 
Artículo 13. Exportación. Solamente podrán ser exportados del territorio nacional 
aquellos residuos peligrosos que por su complejidad no puedan ser tratados 
ambiental y sanitariamente dentro del territorio colombiano. 
 
Para este caso, el generador, transportador y receptor de residuos peligrosos, 
deberán cumplir con lo establecido en el Convenio de Basilea y demás 
normatividad vigente que regule la materia. 
 
Artículo 14. Existencias, enterramientos de residuos peligrosos y maquinaria 
contaminada en desuso. El Gobierno Nacional, junto con la autoridad ambiental 
competente o quien haga sus veces, tendrán que desarrollar esfuerzos 
intersectoriales, nacionales e internacionales para tratar, eliminar y disponer las 
existencias y enterramientos de residuos peligrosos, además de la maquinaria y 
elementos que hayan tenido contacto con estos para proteger los recursos 
naturales y propender al derecho a un ambiente sano. 
 
Artículo 15. Hidrocarburos de desecho. La utilización de residuos de 
hidrocarburos, entre los cuales se encuentran los aceites lubricantes de desecho 
para la generación de energía, solo se permitirá si son generados en el país y con 
el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos por las autoridades 
competentes. El Gobierno Nacional establecerá mecanismos que permitan 
impulsar la utilización de este tipo de tecnologías y su respectiva reglamentación. 
 
Artículo 16. Vigilancia y control. La autoridad ambiental competente o quien haga 
sus veces, en coordinación con las autoridades sanitarias, policivas, de comercio 
exterior y de aduanas, según sea el caso, tendrán que cumplir las funciones 
propias de prevención, inspección, vigilancia y control, en concordancia con lo 
establecido en la presente ley y demás disposiciones de la legislación ambiental 
colombiana. 
 
Artículo 17. Sanciones. En caso de violación de las prohibiciones definidas en la 
presente ley, las autoridades impondrán las sanciones administrativas, penales o 
disciplinarias a que haya lugar, sin perjuicio de la responsabilidad que sea 
imputable por impactos o daños originados al medio ambiente, la salud humana, la 
integridad física y la vida de los habitantes. 
 
Tipos de sanciones. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones 
Autónomas Regionales, impondrán al infractor de las normas sobre protección 
ambiental o sobre manejo de aprovechamiento de recursos naturales renovables 
mediante resolución motivada, según la gravedad de la infracción, los siguientes 



tipos de sanciones y medidas preventivas: 
 
1. Sanciones: 
 
a) Multas diarias hasta por una suma equivalente a 300 salarios mínimos 
mensuales, liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución; 
 
b) Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización; 
 
c) Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo 
y revocatoria o caducidad del permiso o concesión; 
 
d) Demolición de la obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin 
permiso o licencia y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al medio 
ambiente o a los recursos naturales renovables; 
 
e) Decomiso definitivo de productos o productos utilizados para cometer la 
infracción. 
 
2. Medidas preventivas: 
 
a) Amonestación verbal o escrita; 
 
b) Decomiso preventivo de individuos o especímenes de fauna o flora de 
productos e implementos utilizados para cometer la infracción; 
 
c) Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse 
daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana o cuando 
la obra o actividad se haya iniciado sin el respetivo permiso, concesión, licencia o 
autorización; 
 
d) Realización, dentro de un término perentorio, de los estudios y evaluaciones 
requeridas para establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e 
impactos causados por la infracción, así como las medidas necesarias para 
mitigarlas o compensarlas. 
 
Parágrafo 1°. El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de las 
obras o medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del control 
ni de la obligación de restaurar el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables afectados. 
 
Parágrafo 2°. Las sanciones establecidas por el presente artículo se aplicarán sin 
perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya lugar. 
 
Parágrafo 3°. Para la imposición de las medidas y sanciones a que se refiere este 
artículo, se estará al procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o al 



Estatuto que lo modifique o sustituya. 
 
Parágrafo 4°. En el caso del departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 29 y 
35 de la Ley 47 de 1993, se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este 
artículo. 
 
Artículo 18. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Hernán Francisco Andrade Serrano. 
 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Emilio Otero Dajud. 
 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Germán Varón Cotrino. 
 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo. 
 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de noviembre de 2008. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
 
El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
Juan Lozano Ramírez. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ANEXO 6 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXVI. N. 44275. 29, DICIEMBRE, 2000. PAG. 110 
 
DECRETO NUMERO 2676 DE 2000 
(diciembre 22) 
 
por el cual se reglamenta la gestión integral de los residuos hospitalarios y 
similares. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia y en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 al 38 del Decreto-ley 
2811 de 1974, 31 de la Ley 9ª de 1979 y 6°, 7° y 8° de la Ley 430 de 1998, 
 
DECRETA: 
 
CAPITULO I 
 
Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene por objeto reglamentar ambiental y 
sanitariamente, la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares, 
generados por personas naturales o jurídicas. 
 
Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones del presente decreto se aplican a las 
personas naturales o jurídicas que presten servicios de salud a humanos y/o 
animales e igualmente a las que generen, identifiquen, separen, desactiven, 
empaquen, recolecten, transporten, almacenen, manejen, aprovechen, 
recuperen, transformen, traten y/o dispongan finalmente los residuos 
hospitalarios y similares en desarrollo de las actividades, manejo e instalaciones 
relacionadas con: 
 
a) La prestación de servicios de salud, incluidas las acciones de promoción de la 
salud, prevención de la enfermedad, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación; 
 
b) La docencia e investigación con organismos vivos o con cadáveres; 



 
c) Bioterios y laboratorios de biotecnología; 
 
d) Cementerios, morgues, funerarias y hornos crematorios; 
 
e) Consultorios, clínicas, farmacias, centros de pigmentación y/o tatuajes, 
laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y zoológicos. 
 
Artículo 3°. Principios. El manejo de los residuos hospitalarios y similares se rige 
por los principios básicos de bioseguridad, gestión integral, minimización, cultura 
de la no basura, precaución y prevención. 
 
CAPITULO II 
 
Definiciones 
 
Artículo 4°. Definiciones. Para efectos de la aplicación del presente decreto se 
adoptan las siguientes definiciones: 
 
Almacenamiento temporal: Es la acción del generador consistente en 
depositar segregada y temporalmente sus residuos. 
 
Aprovechamiento: Es la utilización de residuos mediante actividades tales 
como separación en la fuente, recuperación, transformación y reúso de los 
mismos, permitiendo la reincorporación en el ciclo económico y productivo con el 
fin de generar un beneficio económico y social y de reducir los impactos 
ambientales y los riesgos a la salud humana asociados con la producción, 
manejo y disposición final de los residuos. 
 
Bioseguridad: Son las prácticas que tienen por objeto eliminar o minimizar el 
factor de riesgo que pueda llegar a afectar la salud o la vida de las personas o 
pueda contaminar el ambiente. 
 
Cenizas: Es todo material incombustible que resulta después de haber 
incinerado residuos y combustibles, ya sea que se presenten en mezcla o por 
separado.  
 
Cultura de la no basura: Es el conjunto de costumbres y valores tendientes a la 
reducción de las cantidades de residuos generados por cada uno de los 
habitantes y por la comunidad en general, así como al aprovechamiento de los 
residuos potencialmente reutilizables. 
 
Desactivación: Es el método, técnica o proceso utilizado para transformar los 
residuos hospitalarios y similares peligrosos, inertizarlos, si es el caso, de 
manera que se puedan transportar y almacenar, de forma previa a la 
incineración o envío al relleno sanitario, todo ello con objeto de minimizar el 



impacto ambiental y en relación con la salud. En todo caso, la desactivación 
debe asegurar los estándares de desinfección exigidos por los Ministerios del 
Medio Ambiente y Salud. 
 
La desactivación dentro de las áreas o ambientes internos del servicio de salud 
debe ser ejecutada por el generador; la desactivación fuera de las áreas internas 
del servicio de salud y dentro de la institución podrá ser ejecutada por 
particulares y en todo caso dentro de las instalaciones del generador. 
 
Disposición final controlada: Es el proceso mediante el cual se convierte el 
residuo en formas definitivas y estables, mediante técnicas seguras. 
 
Establecimiento: Es la persona prestadora del servicio de salud a humanos y/o 
animales, en las actividades, manejo e instalaciones relacionadas con la 
promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación, docencia e 
investigación, manejo de bioterios, laboratorios de biotecnología, farmacias, 
cementerios, morgues, funerarias, hornos crematorios, centros de pigmentación 
y/o tatuajes, laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y zoológicos que 
generan residuos hospitalarios y similares. 
 
Generador: Es la persona natural o jurídica que produce residuos hospitalarios y 
similares en desarrollo de las actividades, manejo e instalaciones relacionadas 
con la prestación de servicios de salud, incluidas las acciones de promoción de 
la salud, prevención de la enfermedad, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación; 
la docencia e investigación con organismos vivos o con cadáveres; los bioterios 
y laboratorios de biotecnología; los cementerios, morgues, funerarias y hornos 
crematorios; los consultorios, clínicas, farmacias, centros de pigmentación y/o 
tatuajes, laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y zoológicos. 
 
Gestión integral: Es el manejo que implica la cobertura y planeación de todas 
las actividades relacionadas con la gestión de los residuos hospitalarios y 
similares desde su generación hasta su disposición final. 
 
Incineración: Es el proceso de oxidación térmica mediante el cual los residuos 
son convertidos, en presencia de oxígeno, en gases y restos sólidos 
incombustibles bajo condiciones de oxígeno estequiométricas y la conjugación 
de tres variables: temperatura, tiempo y turbulencia. La incineración contempla 
los procesos de pirólisis y termólisis a las condiciones de oxígeno apropiadas. 
 
Manual de Procedimientos para la Gestión Integral de Residuos 
Hospitalarios y Similares (MPGIRH): Es el documento expedido por los 
Ministerios del Medio Ambiente y de Salud, mediante el cual se establecen los 
procedimientos, procesos, actividades y estándares de microorganismos, que 
deben adoptarse y realizarse en la gestión interna y externa de los residuos 
provenientes del generador. 
 



Microorganismo: Es cualquier organismo vivo de tamaño microscópico, 
incluyendo bacterias, virus, levaduras, hongos, actinomicetos, algunas algas y 
protozoos. 
 
Minimización: Es la racionalización y optimización de los procesos, 
procedimientos y actividades que permiten la reducción de los residuos 
generados y sus efectos, en el mismo lugar donde se producen. 
 
Prestadores del servicio público especial de aseo: Son las personas 
naturales o jurídicas encargadas de la prestación del servicio público especial de 
aseo para residuos hospitalarios peligrosos, el cual incluye, entre otras, las 
actividades de recolección, transporte, aprovechamiento, tratamiento y 
disposición final de los mismos, mediante la utilización de la tecnología 
apropiada, a la frecuencia requerida y con observancia de los procedimientos 
establecidos por los Ministerios del Medio Ambiente y de Salud, de acuerdo con 
sus competencias, con el fin de efectuar la mejor utilización social y económica 
de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles en beneficio 
de los usuarios de tal forma que se garantice la salud pública y la preservación 
del medio ambiente. 
 
Precaución en ambiente: Es el principio según el cual cuando exista peligro de 
daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para 
impedir la degradación del medio ambiente. 
 
Precaución en salud: Es el principio de gestión y control de la organización 
estatal, empresarial y ciudadana, tendiente a garantizar el cumplimiento de las 
normas de protección de la salud pública, para prevenir y prever los riesgos a la 
salud de las personas y procurar mantener las condiciones de protección y 
mejoramiento continuo. 
 
Prevención: Es el conjunto de acciones dirigidas a identificar, controlar y reducir 
los factores de riesgo biológicos, del ambiente y de la salud, que puedan 
producirse como consecuencia del manejo de los residuos de que trata el 
presente decreto, ya sea en la prestación de servicios de salud o cualquier otra 
actividad que implique la generación, manejo o disposición de esta clase de 
residuos, con el fin de evitar que aparezca el riesgo o la enfermedad y se 
propaguen u ocasionen daños mayores o generen secuelas evitables. 
 
Prestadores del servicio de desactivación: Son las personas naturales o 
jurídicas que prestan el servicio de desactivación dentro de las instalaciones del 
generador, mediante técnicas que aseguren los estándares de desinfección 
establecidos por los Ministerios del Medio Ambiente y de Salud, de conformidad 
con sus competencias. 
 



Recolección: Es la acción consistente en retirar los residuos hospitalarios y 
similares del lugar de almacenamiento ubicado en las instalaciones del 
generador. 
 
Residuos hospitalarios y similares: Son las sustancias, materiales o 
subproductos sólidos, líquidos o gaseosos, generados por una tarea productiva 
resultante de la actividad ejercida por el generador. 
 
Segregación: Es la operación consistente en separar manual o mecánicamente 
los residuos hospitalarios y similares en el momento de su generación, conforme 
a la clasificación establecida en el presente Decreto. 
 
Tratamiento: Es el proceso mediante el cual los residuos hospitalarios y 
similares provenientes del generador son transformados física y químicamente, 
con objeto de eliminar los riesgos a la salud y al medio ambiente. 
 
CAPITULO III 
 
Clasificación de los residuos hospitalarios y similares 
 
Artículo 5°. Clasificación. Los residuos hospitalarios y similares, de que trata el 
presente decreto se clasifican en: 
 
1. Residuos no peligrosos: Son aquellos producidos por el generador en 
cualquier lugar y en desarrollo de su actividad, que no presentan ningún riesgo 
para la salud humana y/o el medio ambiente. 
 
Cualquier residuo hospitalario no peligroso sobre el que se presuma el haber 
sido mezclado con residuos peligrosos debe ser tratado como tal. 
 
Los residuos no peligrosos se clasifican en: 
 
1.1 Biodegradables: Son aquellos restos químicos o naturales que se 
descomponen fácilmente en el ambiente. En estos restos se encuentran los 
vegetales, residuos alimenticios, papeles no aptos para reciclaje, jabones y 
detergentes biodegradables, madera y otros residuos que puedan ser 
transformados fácilmente en materia orgánica. 
 
 
1.2 Reciclables: Son aquellos que no se descomponen fácilmente y pueden 
volver a ser utilizados en procesos productivos como materia prima. Entre éstos 
se encuentran: papel, plástico, chatarra, telas y radiografías. 
 
1.3 Inertes: Son aquellos que no permiten su descomposición, ni su 
transformación en materia prima y su degradación natural requiere grandes 



períodos de tiempo. Entre éstos se encuentran: el icopor, papel carbón y los 
plásticos. 
 
1.4 Ordinarios o comunes: Son aquellos generados en el desempeño normal de 
las actividades. Estos restos se producen en oficinas, pasillos, áreas comunes, 
cafeterías y en general en todos los sitios del establecimiento del generador. 
 
2. Residuos peligrosos: Son aquellos residuos producidos por el generador 
con alguna de las siguientes características: infecciosas, combustibles, 
inflamables, explosivas, reactivas, radiactivas, volátiles, corrosivas y/o tóxicas, 
que pueden causar daño a la salud humana y/o al medio ambiente. Así mismo 
se consideran peligrosos los envases, empaques y embalajes que hayan estado 
en contacto con ellos. Se clasifican en: 
 
2.1 Residuos infecciosos o de riesgo biológico: Son aquellos que contienen 
microorganismos tales como bacterias, parásitos, virus, hongos, virus 
oncogénicos y recombinantes como sus toxinas, con el suficiente grado de 
virulencia y concentración que pueden producir una enfermedad infecciosa en 
huéspedes susceptibles. Cualquier residuo hospitalario y similar que haya 
estado en contacto con residuos infecciosos o genere dudas en su clasificación, 
por posible exposición con residuos infecciosos, debe ser tratado como tal. 
 
Los residuos infecciosos o de riesgo biológico se clasifican en: 
 
2.1.1 Biosanitarios: Son todos aquellos elementos o instrumentos utilizados 
durante la ejecución de los procedimientos asistenciales que tienen contacto con 
materia orgánica, sangre o fluidos corporales del paciente tales como: gasas, 
apósitos, aplicadores, algodones, drenes, vendajes, mechas, guantes, bolsas 
para transfusiones sanguíneas, catéteres, sondas, material de laboratorio como 
tubos capilares, de ensayo, láminas portaobjetos y laminillas cubreobjetos, 
sistemas cerrados y sellados de drenajes y ropas desechables o cualquier otro 
elemento desechable que la tecnología médica introduzca para los fines 
previstos en el presente numeral. 
 
2.1.2 Anatomopatológicos: Son aquellos provenientes de restos humanos, 
muestras para análisis, incluyendo biopsias, tejidos orgánicos amputados, partes 
y fluidos corporales, que se remueven durante cirugías, necropsias, u otros.  
 
2.1.3 Cortopunzantes: Son aquellos que por sus características punzantes o 
cortantes pueden originar un accidente percutáneo infeccioso. Dentro de éstos 
se encuentran: limas, lancetas, cuchillas, agujas, restos de ampolletas, pipetas, 
láminas de bisturí o vidrio y cualquier otro elemento que por sus características 
cortopunzantes pueda lesionar y ocasionar un accidente infeccioso. 
 
2.1.4 Animales: Son aquellos provenientes de animales de experimentación, 
inoculados con microorganismos patógenos y/o los provenientes de animales 



portadores de enfermedades infectocontagiosas, o cualquier elemento o 
sustancia que haya estado en contacto con éstos. 
 
2.2 Residuos químicos: Son los restos de sustancias químicas y sus empaques 
o cualquier otro residuo contaminado con éstos, los cuales, dependiendo de su 
concentración y tiempo de exposición pueden causar la muerte, lesiones graves 
o efectos adversos a la salud y al medio ambiente. Se clasifican en: 
 
2.2.1 Fármacos parcialmente consumidos, vencidos y/o deteriorados: Son 
aquellos medicamentos vencidos, deteriorados y/o excedentes de las sustancias 
que han sido empleadas en cualquier tipo de procedimiento. 
 
2.2.2 Citotóxicos: Son los excedentes de fármacos provenientes de tratamientos 
oncológicos y elementos utilizados en su aplicación tales como: jeringas, 
guantes, frascos, batas, bolsas de papel absorbente y demás material usado en 
la aplicación del fármaco. 
 
2.2.3 Metales pesados: Son cualquier objeto, elemento o restos de éstos en 
desuso, contaminados o que contengan metales pesados como: Plomo, cromo, 
cadmio, antimonio, bario, níquel, estaño, vanadio, zinc, mercurio. 
 
2.2.4 Reactivos: Son aquellos que por sí solos y en condiciones normales, al 
mezclarse o al entrar en contacto con otros elementos, compuestos, sustancias 
o residuos, generan gases, vapores, humos tóxicos, explosión o reaccionan 
térmicamente, colocando en riesgo la salud humana o el medio ambiente. 
 
2.2.5 Contenedores Presurizados: Son los empaques presurizados de gases 
anestésicos, óxidos de etileno y otros que tengan esta presentación. 
 
2.2.6 Aceites usados: Son aquellos con base mineral o sintética que se han 
convertido o tornado inadecuados para el uso asignado o previsto inicialmente. 
 
2.3 Residuos radiactivos: Son las sustancias emisoras de energía predecible y 
continua en forma alfa, beta o de fotones, cuya interacción con la materia, puede 
dar lugar a la emisión de rayos x y neutrones. 
 
CAPITULO IV 
 
Disposiciones generales 
 
Artículo 6°. Autoridades del sector salud. El Ministerio de Salud formulará los 
planes, programas y proyectos relacionados con las acciones de promoción de 
la salud, prevención de la enfermedad, vigilancia e inspección en salud pública, 
que deberán organizar las direcciones departamentales, distritales y locales de 
salud. Igualmente establecerá el sistema de información epidemiológico de los 
factores de riesgo derivados del manejo y gestión integral de los residuos 



hospitalarios y similares, así como de los eventos en salud asociados a los 
mismos. 
 
Las direcciones departamentales, distritales o locales de salud efectuarán la 
inspección y vigilancia sobre el cumplimiento de las normas legales vigentes en 
los aspectos relacionados con la salud humana, independientemente de las 
acciones a que haya lugar por parte de la autoridad ambiental competente. 
 
Parágrafo. En caso de incumplimiento o violación de las disposiciones y 
procedimientos establecidos para la gestión integral de residuos hospitalarios y 
similares, la autoridad sanitaria o ambiental que tenga conocimiento del hecho, 
tomará las medidas preventivas del caso e iniciará la investigación, si fuere 
procedente, acorde con sus competencias o pondrá en conocimiento de la 
autoridad competente, la situación e información y documentación 
correspondientes. 
 
Artículo 7°. Autoridades ambientales. Las autoridades ambientales controlarán y 
vigilarán la gestión y manejo externo de los residuos hospitalarios y similares 
incluida la segregación previa a la desactivación, tratamiento y disposición final, 
con fundamento en el presente decreto y demás normas vigentes, así como los 
procedimientos exigidos en el Manual para la gestión integral de los residuos 
hospitalarios y similares y podrán exigir el plan de gestión integral de residuos 
hospitalarios y similares 
 
Artículo 8°. Obligaciones del generador. Son obligaciones del generador: 
 
1. Garantizar la gestión integral de sus residuos hospitalarios y similares y velar 
por el cumplimiento de los procedimientos establecidos en el Manual para tales 
efectos. 
 
2. Velar por el manejo de los residuos hospitalarios hasta cuando los residuos 
peligrosos sean tratados y/o dispuestos de manera definitiva o aprovechados en 
el caso de los mercuriales. Igualmente esta obligación se extiende a los 
afluentes, emisiones, productos y subproductos de los residuos peligrosos, por 
los efectos ocasionados a la salud o al ambiente. 
 
El fabricante o importador de un producto o sustancia química con propiedad 
peligrosa que dé lugar a un residuo hospitalario o similar peligroso se equipara a 
un generador, en cuanto a responsabilidad por el manejo de los embalajes y 
residuos del producto o sustancia, de conformidad con la Ley 430 de 1998. 
 
3. Garantizar ambiental y sanitariamente un adecuado tratamiento y disposición 
final de los residuos hospitalarios y similares conforme a los procedimientos 
exigidos por los Ministerios del Medio Ambiente y Salud. Para lo anterior podrán 
contratar la prestación del servicio especial de tratamiento y la disposición final. 
 



4. Responder en forma integral por los efectos ocasionados a la salud o al medio 
ambiente como consecuencia de un contenido químico o biológico no declarado 
a la Empresa Prestadora del Servicio Especial de Aseo y a la autoridad 
ambiental.  
 
5. Diseñar un plan para la gestión ambiental y sanitaria interna de sus residuos 
hospitalarios y similares conforme a los procedimientos exigidos por los 
Ministerios del Medio Ambiente y Salud, según sus competencias. 
 
6. Capacitar técnicamente a sus funcionarios en las acciones y actividades 
exigidas en el plan para la gestión integral ambiental y sanitaria de sus residuos 
hospitalarios y similares. 
 
7. Obtener las autorizaciones a que haya lugar. 
 
8. Realizar la desactivación a todos los residuos hospitalarios y similares 
peligrosos infecciosos y químicos mercuriales, previa entrega para su gestión 
externa. 
 
Artículo 9°. Obligaciones de los prestadores del servicio de desactivación. Los 
prestadores del servicio de desactivación de los residuos hospitalarios y 
similares obtendrán las autorizaciones a que haya lugar y previamente a la 
disposición final, en rellenos sanitarios, garantizarán el cumplimiento de los 
estándares de microorganismos máximos permisibles exigidos por los 
Ministerios del Medio Ambiente y Salud y como receptor de los mismos, 
responderá solidariamente con el generador de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 430 de 1998. 
 
Artículo 10. Obligaciones de las personas prestadoras del servicio especial de 
aseo. En relación con la gestión integral de los residuos hospitalarios y similares, 
las personas prestadoras del servicio especial de aseo deben:  
 
1. Prestar el servicio de recolección, transporte, tratamiento y disposición final de 
residuos hospitalarios y similares peligrosos, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 142 de 1994, el Decreto 605 de 1996 o la norma que lo modifique o 
sustituya, el presente decreto y los procedimientos exigidos por los Ministerios 
del Medio Ambiente y Salud, según sus competencias. 
 
2. Responder solidariamente con el generador una vez recibidos los residuos 
hospitalarios y similares peligrosos, así no se haya efectuado o comprobado el 
aprovechamiento, tratamiento y/o disposición final de los mismos. 
 
3. Asumir la responsabilidad integral del generador una vez le reciba los 
residuos hospitalarios y similares peligrosos y haya efectuado o comprobado el 
tratamiento y/o disposición final de los mismos. 
 



La responsabilidad incluye el monitoreo, el diagnóstico y remediación del suelo, 
de las aguas superficiales y subterráneas en caso de que se presente 
contaminación por estos residuos. 
 
4. En desarrollo del programa para la prestación del servicio de aseo, divulgar 
los beneficios de la implementación de los sistemas de gestión integral de sus 
residuos hospitalarios y similares. 
 
5. Obtener las autorizaciones a que hubiere lugar. 
 
CAPITULO V 
 
Gestión integral de residuos hospitalarios y similares 
 
Artículo 11. Gestión integral. La gestión de los residuos hospitalarios y similares 
deberá hacerse en forma integral con base en los principios y disposiciones 
previstos en el presente decreto, de acuerdo con los procedimientos exigidos por 
los Ministerios del Medio Ambiente y Salud, según sus competencias, y 
conforme a la normatividad ambiental vigente. Los residuos hospitalarios y 
similares sólidos no podrán ser arrojados a cuerpos de agua. 
 
Artículo 12. Segregación en la fuente, desactivación, almacenamiento, 
recolección, transporte, tratamiento, y disposición final. Todo generador de 
residuos hospitalarios y similares debe llevar a cabo la segregación de sus 
residuos peligrosos, desactivación, almacenamiento, recolección, transporte, 
tratamiento y disposición de forma ambiental y sanitariamente segura, 
cumpliendo los procedimientos que para el efecto establezcan los Ministerios del 
Medio Ambiente y Salud, de acuerdo con sus competencias. Las actividades de 
desactivación, recolección, transporte y tratamiento podrán ser contratadas. 
 
Artículo 13. Desactivación, tratamiento y disposición final. La desactivación, el 
tratamiento y la disposición final de los residuos hospitalarios y similares se debe 
hacer de la siguiente manera: 
 
1. Residuos no peligrosos: Los residuos no peligrosos, sean éstos 
biodegradables, reciclables, inertes u ordinarios, podrán ser llevados a relleno 
sanitario, o destinados al desarrollo de actividades de reciclaje o compostaje. 
 
2. Residuos peligrosos 
 
2.1 Residuos infecciosos. La desactivación, el tratamiento y la disposición final 
de los residuos hospitalarios y similares infecciosos, sean éstos 
anatomopatológicos, biológicos, biosanitarios, cortopunzantes o de animales 
contaminados, se realizará de la siguiente manera: 
 



Los residuos hospitalarios y similares peligrosos infecciosos deben desactivarse 
y luego ser incinerados en plantas para este fin, o en plantas productoras de 
cemento, que posean los permisos ambientales correspondientes y reúnan las 
características técnicas determinadas por el Ministerio del Medio Ambiente o 
usar métodos de desactivación que garanticen la desinfección de los residuos 
para su posterior disposición en rellenos sanitarios, siempre y cuando se cumpla 
con los estándares máximos de microorganismos establecidos por los 
Ministerios del Medio Ambiente y de Salud. 
 
Los generadores existentes de residuos hospitalarios y similares peligrosos 
infecciosos, ubicados en los municipios de quinta y sexta categoría de acuerdo 
con la clasificación establecida en la Ley 617 de 2000, donde se imposibilite la 
desactivación de alta eficiencia o el tratamiento en forma conjunta con otros 
municipios y produzcan una cantidad menor de 525 kg mensuales de residuos, 
podrán por un periodo máximo de tres años a partir de la publicación de este 
decreto, efectuar el tratamiento de éstos en incineradores con temperaturas de 
1.200°C sin equipos de control, para lo cual deberán seleccionar un terreno 
alejado de la población rodeado de una barrera perimetral de árboles y obtener 
previamente el permiso de la autoridad ambiental y/o sanitaria. 
 
2.2 Residuos químicos. Los residuos químicos tales como: fármacos 
parcialmente consumidos, vencidos y/o deteriorados, citotóxicos, reactivos, 
deben ser incinerados en una planta incineradora o de producción de cemento, 
que posea las características técnicas determinadas por el Ministerio del Medio 
Ambiente y las autorizaciones ambientales pertinentes, a excepción de los 
mercuriales y demás metales pesados, los cuales deben ser reciclados o 
dispuestos en rellenos sanitarios cumpliendo los procedimientos que para el 
efecto establezcan los Ministerios del Medio Ambiente y Salud. 
 
Los contenedores presurizados serán devueltos al respectivo proveedor para su 
reciclaje. 
 
Los aceites usados deben ser tratados conforme a lo dispuesto en la Resolución 
415 de 1998 del Ministerio del Medio Ambiente o la norma que la modifique. 
 
2.3 Residuos radiactivos. Los residuos radiactivos, sean éstos de emisión en 
forma de partículas o en forma de fotones, deben ser llevados a confinamientos 
de seguridad, de acuerdo con los lineamientos dados por el Instituto de 
Investigaciones en Geociencias, Minería y Química-Ingeominas o a la autoridad 
que haga sus veces.  
 
CAPITULO VI 
 
Tecnologías 
 



Artículo 14. Uso de tecnologías más limpias. Los generadores deberán 
implementar programas para el análisis y adopción de tecnologías más limpias, 
que minimicen la generación de sus residuos hospitalarios y similares, sin 
comprometer de ninguna forma la salud humana y/o el medio ambiente, en un 
plazo no mayor de 3 años contados a partir de la vigencia del presente decreto. 
 
Artículo 15. Uso del óxido de etileno y hexaclorofenol. Los generadores 
regulados por este decreto, que utilicen óxido de etileno y hexaclorofenol, 
deberán emplear sustitutos menos tóxicos que éstos, en un plazo no mayor de 3 
años, contados a partir de la vigencia del presente decreto. 
 
Artículo 16. Minimización de empaques. Los generadores de residuos 
hospitalarios y similares llevarán a cabo reuniones con los proveedores de los 
productos necesarios para la realización de las actividades de su objeto 
tendientes a la identificación de aquellos sobre los cuales se requiera la 
minimización de empaques, sin que esto comprometa la seguridad de los 
productos. 
 
Artículo 17. Tecnologías de desactivación, tratamiento y disposición final. Los 
nuevos procesos y operaciones de desactivación, tratamiento y disposición final 
deberán garantizar la minimización de riesgos para la salud humana y el medio 
ambiente, para lo cual deberán cumplir con la normatividad ambiental y sanitaria 
vigente. 
 
CAPITULO VII 
 
Autorizaciones para la gestión y manejo externo de los residuos 
hospitalarios y similares 
 
Artículo 18. Autorizaciones ambientales para la gestión y manejo externo. El 
desarrollo de las actividades relacionadas con la gestión y manejo externo de los 
residuos hospitalarios y similares requiere la autorización ambiental respectiva 
exigida por la normatividad ambiental vigente. 
 
Cuando se pretenda incinerar residuos hospitalarios y similares en hornos 
productores de cemento, éstos deberán además cumplir con los límites máximos 
permisibles fijados en las normas ambientales vigentes. 
 
CAPITULO VIII 
 
Situaciones de accidente o emergencia 
 
Artículo 19. Acciones a tomar en caso de accidente o emergencia. El generador 
o la persona prestadora de servicios públicos especiales de aseo debe poseer 
un plan de contingencia, acorde con el Plan Nacional de Contingencia, el cual se 
debe ejecutar ante un evento de emergencia en cualquiera de las actividades de 



gestión integral de residuos hospitalarios y similares peligrosos. Las acciones de 
contingencia deben coordinarse con el Comité local de emergencia de la Oficina 
Nacional de Prevención y Atención de Desastres. 
 
Artículo 20. Implementación del plan de gestión integral de residuos hospitalarios 
y similares. Los establecimientos que generen los residuos de que trata el 
presente decreto tendrán un plazo máximo de un año contado a partir de su 
vigencia, para implementar el plan de gestión integral de residuos hospitalarios y 
similares, sin perjuicio de las medidas de prevención y manejo que deban 
adoptarse en el manejo de estos residuos, conforme a las normas vigentes. Los 
nuevos establecimientos generadores de residuos hospitalarios deberán 
acreditar el plan de gestión integral de dichos residuos ante las autoridades 
ambiental y/o sanitaria competentes. 
 
Los prestadores del servicio especial de aseo deberán dar cumplimiento a los 
procedimientos de gestión integral de los residuos hospitalarios y similares 
previstos en el Manual para la gestión integral de residuos hospitalarios y 
similares. 
 
Artículo 21. Procedimientos y estándares. Los procedimientos y estándares 
máximos de microorganismos a que se refiere el presente decreto serán 
establecidos en el Manual para la gestión integral de residuos hospitalarios y 
similares (MGIRH), por los Ministerios del Medio Ambiente y Salud. 
 
Artículo 22. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 22 de diciembre de 2000. 
ANDRES PASTRANA ARANGO 
 
La Ministra de Salud, 
Sara Ordóñez Noriega. 
 
El Ministro del Medio Ambiente, 
Juan Mayr Maldonado. 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



ANEXO 7 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXVII. N. 44659. 27, DICIEMBRE, 2001. PAG. 186. 
 
 
DECRETO NUMERO 2763 DE 2001 
(diciembre 20) 
 
por el cual se modifica el Decreto 2676 de 2000. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia y en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 al 38 del Decreto-ley 
2811 de 1974, 31 de la Ley 9ª de 1979 y 6, 7 y 8 de la Ley 430 de 1998, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°. Prorrogar por ocho meses, contados a partir de la expedición del 
Manual de Procedimientos para la Gestión Integral de Residuos Hospitalarios y 
Similares MPGIRH, el término establecido en el artículo 20 del Decreto 2676 de 
2000, para la implementación de los Planes de Gestión Integral de Residuos 
Hospitalarios y Similares que deben realizar los generadores de residuos 
hospitalarios y similares. 
 
Artículo 2°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 20 de diciembre de 2001. 
 
ANDRES PASTRANA ARANGO 
 
El Ministro de Salud, 
 
Gabriel Riveros Dueñas. 
 
El Ministro del Medio Ambiente, 
 
Juan Mayr Maldonado. 
 
 
 
 
 
 



ANEXO 8 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXVIII. N. 44892. 6, AGOSTO, 2002. PAG. 37. 
 
 
DECRETO NUMERO 1669 DE 2002 
(agosto 2) 
 
por el cual se modifica parcialmente el Decreto 2676 de 2000. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia y en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 al 38 del Decreto-ley 
2811 de 1974, 31 de la Ley 9ª de 1979 y 6°, 7° y 8° de la Ley 430 de 1998, 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1°. Modifícase el artículo 2° del Decreto 2676 de 2000, el cual quedará 
así: 
 
“Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones del presente Decreto se aplican a las 
personas naturales o jurídicas que presten servicios de salud a humanos y/o 
animales e igualmente a las que generen, identifiquen, separen, desactiven, 
empaquen, recolecten, transporten, almacenen, manejen, aprovechen, 
recuperen, transformen, traten y dispongan finalmente los residuos hospitalarios 
y similares en desarrollo de las actividades, manejo e instalaciones relacionadas 
con: 
 
a) La prestación de servicios de salud, incluidas las acciones de promoción de la 
salud, prevención de la enfermedad, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación; 
 
b) La docencia e investigación con organismos vivos o con cadáveres; 
 
c) Bioterios y laboratorios de biotecnología; 
 
d) Cementerios, morgues, funerarias y hornos crematorios; 
 
e) Consultorios, clínicas, farmacias, centros de pigmentación y/o tatuajes, 
laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y zoológicos; 
 
f) Laboratorios farmacéuticos y productores de insumos médicos”. 
 
Artículo 2°. Modifícase la definición del término generador, establecida en el 
artículo 4° del Decreto 2676 de 2000, la cual quedará así: 
 



“GENERADOR. Es la persona natural o jurídica que produce residuos 
hospitalarios y similares en desarrollo de las actividades, manejo e instalaciones 
relacionadas con la prestación de servicios de salud, incluidas las acciones de 
promoción de la salud, prevención de la enfermedad, diagnóstico, tratamiento y 
rehabilitación; la docencia e investigación con organismos vivos o con 
cadáveres; los bioterios y laboratorios de biotecnología, los laboratorios 
farmacéuticos y productores de insumos médicos, consultorios, clínicas, 
farmacias, cementerios, morgues, funerarias y hornos crematorios, centros de 
pigmentación y/o tatuajes, laboratorios veterinarios, centros de zoonosis y 
zoológicos”. 
 
Artículo 3°. Modifícanse los numerales 1.1, 2.1.4 y 2.2.1 del artículo 5° del 
Decreto 2676 de 2000, los cuales quedarán así: 
 
“1.1. Biodegradables: Son aquellos restos químicos o naturales que se 
descomponen fácilmente en el ambiente. En estos restos se encuentran los 
vegetales, residuos alimenticios, papeles no aptos para reciclaje, jabones y 
detergentes biodegradables, madera y otros residuos que puedan ser 
transformados fácilmente. 
 
“2.1.4 De animales: Son aquellos provenientes de animales de 
experimentación, inoculados con microorganismos patógenos y/o provenientes 
de animales portadores de enfermedades ínfectocontagiosas”. 
 
“2.2.1 Fármacos parcialmente consumidos, vencidos, deteriorados, 
alterados y/o excedentes: Son aquellos medicamentos vencidos, deteriorados, 
alterados y/o excedentes de las sustancias que han sido empleadas en cualquier 
tipo de procedimiento. Dentro de estos se encuentran los residuos producidos en 
laboratorios farmacéuticos que no cumplen los estándares de calidad y sus 
empaques o por productores de insumos médicos”. 
 
Artículo 4°. Modifícase el numeral 2.3 del artículo 5° del Decreto 2676 de 2000, 
respecto del término “Residuos Radiactivos” el cual deberá entenderse como 
“Residuos radiactivos”: 
 
Artículo 5°. Modifícase el artículo 6° del Decreto 2676 de 2000, el cual quedará 
así: 
 
“Artículo 6°. Autoridades del sector salud. El Ministerio de Salud formulará los 
planes, programas y proyectos relacionados con las acciones de promoción de 
la salud, prevención de la enfermedad, vigilancia e inspección en salud pública, 
que deberán organizar las Direcciones Departamentales, Distritales y Locales de 
salud. Igualmente establecerá el sistema de información epidemiológico de los 
factores de riesgo derivados del manejo y gestión integral de los residuos 
hospitalarios y similares, así como de los eventos en salud asociados a los 
mismos. 



 
Las Direcciones Departamentales, Distritales y Locales de Salud efectuarán la 
inspección, vigilancia y control de la gestión interna de los residuos hospitalarios 
y similares, y de la gestión integral en relación con los factores de riesgo para la 
salud humana, sin perjuicio de las acciones a que haya lugar por parte de las 
autoridades ambientales competentes, con fundamento en el presente decreto y 
demás normas vigentes, así como lo exigido en el Manual para la gestión 
integral de los Residuos Hospitalarios y Similares y podrán exigir el plan de 
gestión integral de residuos hospitalarios y similares”. 
 
Artículo 6°. Modifícase el artículo 7° del Decreto 2676 de 2000, el cual quedará 
así: 
 
“Artículo 7°. Autoridades ambientales. Las autoridades ambientales efectuarán 
la inspección, vigilancia y control de la gestión externa de los residuos 
hospitalarios y similares, y de la desactivación de alta eficiencia, así como de las 
emisiones atmosféricas y vertimientos del generador y de la gestión integral en 
relación con los componentes ambientales o los recursos naturales renovables, 
sin perjuicio de las acciones a que haya lugar por parte de las autoridades 
sanitarias competentes, con fundamento en el presente decreto y demás normas 
vigentes, así como lo exigido en el Manual para la Gestión Integral de los 
Residuos Hospitalarios y Similares y podrán exigir el plan para la gestión integral 
de los residuos hospitalarios y similares”. 
 
Artículo 7°. Modifícase el numeral 2 del artículo 13 del Decreto 2676 de 2000 de 
la siguiente manera: 
 
“2. Residuos Peligrosos 
 
2.1 Residuos infecciosos. La desactivación, el tratamiento y la disposición final 
de los residuos hospitalarios y similares infecciosos, sean éstos 
anatomopatológicos, biosanitarios, cortopunzantes y de animales, se realizará 
de la siguiente manera: 
 
Los residuos hospitalarios y similares peligrosos infecciosos deben desactivarse 
y luego ser tratados en plantas de incineración, o en hornos de las plantas 
productoras de cemento, que posean los permisos, autorizaciones o licencias 
ambientales correspondientes y reúnan las características técnicas 
determinadas por el Ministerio del Medio Ambiente, o se podrán usar métodos 
de desactivación de alta eficiencia con excepción de los residuos 
anatomopatológicos, que garanticen la desinfección de los demás residuos 
infecciosos, para su posterior disposición en rellenos sanitarios, siempre y 
cuando se cumpla con los estándares máximos de microorganismos 
establecidos por los Ministerios del Medio Ambiente y de Salud. 
 



Los generadores de residuos hospitalarios y similares peligrosos infecciosos, 
ubicados en los municipios de quinta y sexta categorías de acuerdo con la 
clasificación establecida en la Ley 617 de 2000, donde se imposibilite la 
desactivación de alta eficiencia o el tratamiento en forma conjunta con otros 
municipios y produzcan una cantidad menor de 525 kg. mensuales de residuos, 
podrán por un período máximo de dos (2) años a partir de la publicación de este 
decreto, efectuar el tratamiento de éstos en incineradores con temperaturas de 
1.200 °C sin equipos de control, para lo cual deberán seleccionar un terreno 
rodeado de una barrera perimetral de árboles y obtener previamente las 
autorizaciones, permisos o licencias de la autoridad ambiental competente. 
 
2.2 Residuos químicos. Los residuos químicos tales como: fármacos 
parcialmente consumidos, vencidos, deteriorados y/o alterados, citotóxicos, 
deben ser desactivados y tratados conforme a los procedimientos establecidos 
por los Ministerios del Medio Ambiente y Salud, previa obtención de las 
autorizaciones, licencias o permisos ambientales pertinentes. 
 
Los residuos reactivos, mercuriales y demás metales pesados, deben ser 
aprovechados cuando haya lugar o tratados y dispuestos finalmente en rellenos 
sanitarios cumpliendo los procedimientos que establezca el Manual de 
Procedimientos para la Gestión Integral de Residuos Hospitalarios y Similares. 
 
Los contenedores presurizados serán devueltos al respectivo proveedor para su 
reciclaje. Los aceites usados deben ser tratados conforme a lo dispuesto en la 
Resolución 415 de 1998 del Ministerio del Medio Ambiente o la norma que la 
modifique o sustituya. 
 
2.3 Residuos Radiactivos. Los residuos radiactivos, sean éstos de emisión en 
forma de partículas o en forma de fotones deben ser llevados a confinamientos 
de seguridad, de acuerdo con los lineamientos dados por el Instituto de 
Investigaciones en Geociencias, Minería y Química, Ingeominas o la autoridad 
que haga sus veces y en el MGIRH”. 
 
Artículo 8°. Modifícase el artículo 15 del Decreto 2676 de 2000 el cual quedará 
así: 
 
“Artículo 15. Uso del óxido de etileno y hexaclorofenol. Los generadores 
regulados por este decreto, deberán suprimir en un plazo no mayor de tres (3) 
años, el uso del Oxido de Etileno en mezclas con compuestos 
clorofluorocarbonados CFC y en mezclas con compuestos 
hidroclorofluorocarbonados HCFC, así como en sistemas no automatizados. En 
todo caso deberá garantizarse que en las áreas o en el ambiente interno del 
servicio de salud, no se exceda el límite máximo permisible de exposición 
ocupacional establecido por la Asociación Americana de Higienistas Industriales, 
ACGIH, para el óxido de etileno. 
 



Igualmente se prohíbe el uso del hexaclorofenol, en un plazo no mayor de dos 
(2) años, contados a partir de la vigencia del presente decreto. 
 
Artículo 9°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá D.C., a  2 de agosto de 2002. 
 
ANDRES PASTRANA ARANGO 
 
El Ministro de Salud, 
 
Gabriel Riveros Dueñas. 
 
El Ministro del Medio Ambiente, 
 
Juan Mayr Maldonado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ANEXO 9 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXXXVIII. N. 44892. 6, AGOSTO, 2002. PAG. 27. 
 
 
DECRETO NUMERO 1609 DE 2002 
(julio 31) 
 
por el cual se reglamenta el manejo y transporte terrestre automotor de 
mercancías peligrosas por carretera. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las atribuciones 
constitucionales y legales, en especial, de la consagrada en el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política y el numeral 6 del artículo 3° de la Ley 
105 de 1993, y 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que en el artículo 333 de la Constitución Política, se consagran derechos y 
principios de primer orden, como la actividad económica y la iniciativa privada, 
los cuales son libres dentro de los límites del bien común, el interés social y el 
ambiente. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley; 
 
Que el artículo 2° de la Ley 105 de diciembre 30 de 1993 en su literal e) dentro 
de los principios fundamentales, establece “La seguridad de las personas 
constituye una prioridad del Sistema y del Sector Transporte”; 
 
Que en el artículo 3° numeral 2 de la Ley 105 de 1993 establece que “La 
operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la 
regulación del Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su 
adecuada prestación, en condiciones de calidad, oportunidad y seguridad” y el 
numeral 6) estipula que “El Gobierno Nacional podrá establecer condiciones 
técnicas y de seguridad para la prestación del servicio y su control será 
responsabilidad de las autoridades de tránsito”; 
 



Que el numeral 4 de los artículos 3° y 5° del Decreto 070 de enero de 2001 “Por 
el cual se modifica la estructura del Ministerio de Minas y Energía”, establece 
que corresponde a dicha entidad dictar, adoptar y hacer cumplir los reglamentos 
y las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias, relacionadas con 
el transporte, refinación, distribución, procesamiento, beneficio y 
comercialización de los recursos naturales no renovables, en los términos 
previstos en las normas legales vigentes; 
 
Que el numeral 20 del artículo 3 del Decreto número 070 del 17 de enero de 
2001, establece como función de esta entidad regular, controlar y licenciar a 
nivel nacional todas las operaciones concernientes a las actividades nucleares y 
radiactivos; 
 
Que el artículo 130 de la Ley 9ª de 1979, “Código Sanitario”, establece que en la 
importación, fabricación, almacenamiento, transporte, comercio, manejo o 
disposición de sustancias peligrosas deberán tomarse todas las medidas y 
precauciones necesarias para prevenir daños a la salud humana y animal, de 
acuerdo con la reglamentación del Ministerio de Salud; 
 
Que de acuerdo con el literal c) del artículo 20 de la Ley 30 de 1986, 
corresponde al Ministerio de Salud Pública, reglamentar y controlar la 
elaboración, producción, transformación, adquisición, distribución, venta, 
consumo y uso de drogas y medicamentos que causen dependencia y sus 
precursores; 
 
Que el numeral 10 del artículo 5° de la Ley 99 de diciembre 22 de 1993, “Por la 
cual se crea el Ministerio de Medio Ambiente”, establece entre sus funciones la 
de determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter 
general sobre medio ambiente a las que deberán sujetarse los centros urbanos y 
asentamientos humanos y las actividades mineras, industriales, de transporte y 
en general todo servicio o actividad que pueda generar directa o indirectamente 
daños ambientales; 
 
Que en el artículo 3° del Decreto-ley 919 de 1989, “por el cual se organizó el 
Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres”, establece que la 
Oficina Nacional para la Atención de Desastres, hoy Dirección General para la 
Prevención y Atención de Desastres, elaborará un Plan Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres, el cual fue efectivamente expedido 
mediante Decreto 93 de 1998; 
 
Que los Decretos 2535 de 1993 y 1809 de 1994 establecen los requisitos para el 
transporte de explosivos por vía terrestre y asignan funciones de supervisión y 
control sobre el manejo, tenencia y transporte de explosivos al Ministerio de 
Defensa Nacional; 
 



Que mediante la Ley 170 de 1994, Colombia se adhirió al Acuerdo de la 
Organización Mundial del Comercio, el cual contiene, entre otros, el Acuerdo 
sobre Obstáculos Técnicos al Comercio; 
 
Que tal como se contempla en el numeral 2.2 del artículo 2 del Acuerdo sobre 
Obstáculos Técnicos al Comercio de la Organización Mundial del Comercio y en 
el artículo 26 de la Decisión Andina 376 de 1995, los Reglamentos Técnicos se 
establecen para garantizar, entre otros, los siguientes objetivos legítimos: los 
imperativos de la seguridad nacional; la protección de la salud o seguridad 
humanas, de la vida o la salud animal o vegetal, o del medio ambiente y la 
prevención de prácticas que puedan inducir a error a los consumidores; 
 
Que el Estado colombiano mediante Ley 253 de 1996 aprobó el convenio de 
Basilea, sobre el control del transporte internacional de desechos peligrosos y su 
eliminación; 
 
Que la Ley 55 de 1993 aprobó el Convenio número 170 y la Recomendación 
número 177 sobre la seguridad en la utilización de los productos químicos en el 
trabajo, adoptados por la 77 reunión de la conferencia general de la OIT, 
Ginebra, 1990. 
 
Que el Gobierno colombiano es signatario de tratados y acuerdos 
internacionales sobre transporte de mercancías peligrosas por vía aérea, 
marítima y terrestre, 
 
DECRETA: 
 
CAPITULO I 
 
Aspectos generales 
 
Artículo 1°. Objetivo. El presente decreto tiene por objeto establecer los 
requisitos técnicos y de seguridad para el manejo y transporte de mercancías 
peligrosas por carretera en vehículos automotores en todo el territorio nacional, 
con el fin de minimizar los riesgos, garantizar la seguridad y proteger la vida y el 
medio ambiente, de acuerdo con las definiciones y clasificaciones establecidas 
en la Norma Técnica Colombiana NTC 1692 “Transporte de mercancías 
peligrosas. Clasificación, etiquetado y rotulado”, segunda actualización –Anexo 
N° 1–. 
 
Artículo 2°. Alcance y aplicación. El presente decreto aplica al transporte 
terrestre y manejo de mercancías peligrosas, los cuales comprenden todas las 
operaciones y condiciones relacionadas con la movilización de estos productos, 
la seguridad en los envases y embalajes, la preparación, envío, carga, 
segregación, transbordo, trasiego, almacenamiento en tránsito, descarga y 
recepción en el destino final. El manejo y transporte se considera tanto en 



condiciones normales, como las ocurridas en accidentes que se produzcan 
durante el traslado y almacenamiento en tránsito. 
 
Cuando se trate de transporte de desechos peligrosos objeto de un movimiento 
transfronterizo, se debe dar aplicación en lo dispuesto en el Convenio de 
Basilea, ratificado por la Ley 253 de 1996. 
 
El presente reglamento aplica a todos los actores que intervienen en la cadena 
del transporte, es decir el remitente y/o dueño de la mercancía, destinatario 
(personas que utilizan la infraestructura del transporte de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9° de la Ley 105 de 1993), empresa transportadora, 
conductor del vehículo y propietario o tenedor del vehículo de transporte de 
carga. 
 
Artículo 3°. Definiciones. Para el propósito de este decreto, además de las 
siguientes definiciones, son aplicables las contempladas en las normas técnicas 
colombianas y reglamentos que se referencian en el presente documento. 
 
Apilar: Amontonar, poner en pila o montón, colocar una sobre la otra. 
 
Autoridad competente: Autoridad nacional o internacional designada o 
reconocida por el Estado para un determinado fin. 
 
Cadena del transporte: Está compuesta por aquellas personas naturales o 
jurídicas (remitente, dueño o propietario de la mercancía peligrosa, destinatario, 
empresa de transporte, propietario o tenedor del vehículo y conductor) que 
intervienen en la operación de movilización de mercancías peligrosas de un 
origen a un destino. 
 
Certificado del curso básico obligatorio de capacitación para conductores de 
vehículos que transportan mercancías peligrosas: Es el documento que acredita 
que una persona está capacitada, preparada y la autoriza para la operación de 
vehículos destinados al transporte de mercancías peligrosas. 
 
Curso de capacitación básico obligatorio para conductores de vehículos que 
transportan mercancías peligrosas: Es la preparación que los conductores deben 
recibir para operar vehículos destinados al transporte de mercancías peligrosas, 
con el fin de adquirir conocimientos necesarios para la manipulación de estos 
productos. 
 
Destinatario: Toda persona natural o jurídica, organización o gobierno que reciba 
una mercancía. 
 
Documentos del transporte: Son aquellos documentos de porte obligatorio, 
requeridos como requisitos para el transporte de mercancías peligrosas y que 



pueden ser solicitados en cualquier momento y lugar por la autoridad 
competente. 
 
Embalaje: Es un contenedor o recipiente que contiene varios empaques. 
 
Empaque: Cualquier recipiente o envoltura que contenga algún producto de 
consumo para su entrega o exhibición a los consumidores. 
 
Empresa de servicio público de transporte terrestre automotor de carga: Es 
aquella persona natural o jurídica legalmente constituida y debidamente 
habilitada por el Ministerio de Transporte, cuyo objeto social es la movilización 
de cosas de un lugar a otro en vehículos automotores apropiados en 
condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios. 
 
Evaluación de la conformidad: Procedimiento utilizado, directa o indirectamente, 
para determinar que se cumplen los requisitos o prescripciones pertinentes de 
los Reglamentos Técnicos o Normas (artículo 1° de la Resolución 03742 de 
2001). 
 
Envase: Recipiente destinado a contener productos hasta su consumo final. 
 
Etiqueta: Información impresa que advierte sobre un riesgo de una mercancía 
peligrosa, por medio de colores o símbolos, la cual debe medir por lo menos 10 
cm. x 10 cm., salvo en caso de bultos, que debido a su tamaño solo puedan 
llevar etiquetas más pequeñas, se ubica sobre los diferentes empaques o 
embalajes de las mercancías. 
 
Hoja de seguridad: Documento que describe los riesgos de un material peligroso 
y suministra información sobre cómo se puede manipular, usar y almacenar el 
material con seguridad, que se elabora de acuerdo con lo estipulado en la 
Norma Técnica Colombiana NTC 4435, Anexo N° 2. 
 
Icontec: Instituto Colombiano de Normas Técnicas y Certificación, que mediante 
Decreto 2269 de 1993 es reconocido como el Organismo Nacional de 
Normalización. 
 
Incompatibilidad: Es el proceso que sufren las mercancías peligrosas cuando 
puestas en contacto entre sí puedan sufrir alteraciones de las características 
físicas o químicas originales de cualquiera de ellos con riesgo de provocar 
explosión, desprendimiento de llamas o calor, formación de compuestos, 
mezclas, vapores o gases peligrosos, entre otros. 
 
Lista de mercancías peligrosas: Es el listado oficial que describe más 
exactamente las mercancías peligrosas transportadas más frecuentemente a 
nivel internacional y que se publican en el Libro Naranja de la Organización de 
las Naciones Unidas titulado “Recomendaciones relativas al transporte de 



mercancías peligrosas”, elaboradas por el comité de expertos en transporte de 
mercancías peligrosas, del Consejo Económico y Social, versión vigente. 
 
Mercancía peligrosa: Materiales perjudiciales que durante la fabricación, manejo, 
transporte, almacenamiento o uso, pueden generar o desprender polvos, humos, 
gases, líquidos, vapores o fibras infecciosas, irritantes, inflamables, explosivos, 
corrosivos, asfixiantes, tóxicos o de otra naturaleza peligrosa, o radiaciones 
ionizantes en cantidades que puedan afectar la salud de las personas que 
entran en contacto con éstas, o que causen daño material. 
 
Mitigación: Definición de medidas de intervención dirigidas a reducir o minimizar 
el riesgo o contaminación. 
 
Norma Técnica: Es el documento establecido por consenso y aprobado por un 
organismo reconocido, que suministra, para uso común y repetido, reglas, 
directrices y características para las actividades o sus resultados, encaminadas 
al logro del grado óptimo de orden en un contexto dado. Las normas técnicas se 
deben basar en los resultados consolidados de la ciencia, la tecnología y la 
experiencia y sus objetivos deben ser los beneficios óptimos para la comunidad 
(Capítulo II, artículo 2° del Decreto 2269 de 1993). 
 
Norma Técnica Colombiana: Norma técnica aprobada o adoptada como tal, por 
el organismo nacional de normalización (NTC) (Capítulo II, artículo 2° del 
Decreto 2269 de 1993). 
 
Número UN: Es un código específico o número de serie para cada mercancía 
peligrosa, asignado por el sistema de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), y que permite identificar el producto sin importar el país del cual 
provenga. A través de este número se puede identificar una mercancía peligrosa 
que tenga etiqueta en un idioma diferente del español. Esta lista se publica en el 
Libro Naranja de las Naciones Unidas “Recomendaciones relativas al transporte 
de mercancías peligrosas” elaboradas por el comité de expertos en transporte 
de mercancías peligrosas, del Consejo Económico y Social, versión vigente. 
 
Organismo Nacional de Normalización: Entidad reconocida por el Gobierno 
Nacional, cuya función principal es la elaboración, adopción y publicación de las 
normas técnicas nacionales y la adopción como tales, de las normas elaboradas 
por otros entes (Capítulo II, artículo 2° del Decreto 2269 de 1993). 
 
Plan de contingencia: Programa de tipo predictivo, preventivo y reactivo con una 
estructura estratégica, operativa e informática desarrollado por la empresa, 
industria o algún actor de la cadena del transporte, para el control de una 
emergencia que se produzca durante el manejo, transporte y almacenamiento 
de mercancías peligrosas, con el propósito de mitigar las consecuencias y 
reducir los riesgos de empeoramiento de la situación y acciones inapropiadas, 



así como para regresar a la normalidad con el mínimo de consecuencias 
negativas para la población y el medio ambiente. 
 
Plan de emergencia: Organización de los medios humanos y materiales 
disponibles para garantizar la intervención inmediata ante la existencia de una 
emergencia que involucren mercancías peligrosas y garantizar una atención 
adecuada bajo procedimientos establecidos. 
 
Remitente: Cualquier persona natural o jurídica, organización u organismo que 
presente una mercancía para su transporte. 
 
Reglamento Técnico: Documento en el que se establecen las características de 
un producto, servicio o los procesos y métodos de producción, con inclusión de 
las disposiciones administrativas aplicables y cuya observancia es obligatoria. 
También puede incluir prescripciones en materia de terminología, símbolos, 
embalaje, marcado o etiquetado aplicables a un producto, proceso o método de 
producción, o tratar exclusivamente de ellas (artículo 1° de la Resolución 03742 
de 2001). 
 
Segregar: Separar, apartar o aislar una mercancía peligrosa de otra que puede 
ser o no peligrosa, de acuerdo con la compatibilidad que exista entre ellas. 
 
Tarjeta de emergencia: Documento que contiene información básica sobre la 
identificación del material peligroso y datos del fabricante, identificación de 
peligros, protección personal y control de exposición, medidas de primeros 
auxilios, medidas para extinción de incendios, medidas para vertido accidental, 
estabilidad y reactividad e información sobre el transporte, que se elabora de 
acuerdo con lo estipulado en la Norma Técnica Colombiana NTC 4532 Anexo N° 
3. 
 
Rótulo: Advertencia que se hace sobre el riesgo de una mercancía, por medio de 
colores y símbolos que se ubican sobre las unidades de transporte (remolque, 
semirremolque y remolque balanceado) y vehículos de carga. 
 
Trasiego: Es la operación de llenado y vaciado de recipientes, por diferencia de 
presión, que se efectúa por gravedad, bombeo o por presión. 
 
Unidad de transporte: Es el espacio destinado en un vehículo para la carga a 
transportar, en el caso de los vehículos rígidos se refiere a la carrocería y en los 
articulados al remolque o al semirremolque. 
 
Vehículos vinculados: Vehículos de transporte de carga de servicio público y/o 
particular destinado al transporte de mercancías por carretera, que mediante 
contrato regido por las normas del derecho privado, establece una relación 
contractual con una persona natural o jurídica, con el fin de prestar un servicio 
de transporte de mercancías peligrosas. 



 
CAPITULO II 
 
Disposiciones generales de la carga y de los vehículos 
 
Artículo 4°. Manejo de la carga: 
 
1. Rotulado y etiquetado de embalajes y envases 
 
El rotulado y etiquetado de los embalajes y envases de las mercancías 
peligrosas debe cumplir con lo establecido para cada clase en la Norma Técnica 
Colombiana NTC 1692 –Anexo N° 1. 
 
2. Pruebas de Ensayo, marcado y requisitos de los embalajes y envases 
 
Las pruebas y el marcado establecidas en cada Norma Técnica Colombiana 
para cada clase de mercancía peligrosa, deberán realizarse por entidades 
debidamente acreditadas ante la Superintendencia de Industria y Comercio, SIC, 
de acuerdo con los procedimientos establecidos dentro del Sistema Nacional de 
Normalización, Certificación y Metrología, o ante instituciones internacionales 
debidamente aprobadas para tal fin por la Superintendencia de Industria y 
Comercio, SIC, de acuerdo con la siguiente relación: 
 
A. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 1 
corresponde a 
 
Explosivos, cuya Norma Técnica Colombiana es la NTC 4702-1 –Anexo N° 4–. 
 
B. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 2 
corresponde a Gases Inflamables, cuya Norma Técnica Colombiana es la NTC 
4702-2 –Anexo N° 5–. 
 
C. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 3 
corresponde a Líquidos Inflamables, cuya Norma Técnica Colombiana es la NTC 
4702-3 –Anexo N° 6. 
 
D. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 4 
corresponde a Sólidos Inflamables; sustancias que presentan riesgo de 
combustión espontánea; sustancias que en contacto con el agua desprenden 
gases inflamables, cuya Norma Técnica Colombiana es la NTC 4702-4 –Anexo 
N° 7–. 
 
E. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 5 
corresponde a Sustancias Comburentes y Peróxidos Orgánicos, cuya Norma 
Técnica Colombiana es la NTC 4702-5 –Anexo N° 8–. 
 



F. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 6, 
corresponde a Sustancias tóxicas e infecciosas, cuya Norma Técnica 
Colombiana es la NTC 4702-6 –Anexo N° 9–. 
 
G. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 7 
corresponde a Materiales Radiactivos, cuya Norma Técnica Colombiana es la 
NTC 4702-7 –Anexo N° 10–. 
 
H. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 8 
corresponde a Sustancias Corrosivas, cuya Norma Técnica Colombiana es la 
NTC 4702-8 –Anexo N° 11. 
 
I. Embalajes y envases para transporte de mercancías peligrosas CLASE 9 
corresponde a Sustancias Peligrosas Varias, cuya Norma Técnica Colombiana 
es la NTC 4702-9 –Anexo N° 12. 
 
3. Requisitos generales para el transporte por carretera de mercancías 
peligrosas. 
 
A. Ningún vehículo automotor que transporte mercancías peligrosas podrá 
transitar por las vías públicas con carga que sobresalga por su extremo 
delantero. 
 
B. Todos los vehículos que transporten mercancías peligrosas en contenedores 
por las vías públicas del territorio nacional, deberán fijarlos al vehículo mediante 
el uso de dispositivos de sujeción utilizados especialmente para dicho fin, de tal 
manera que garanticen la seguridad y estabilidad de la carga durante su 
transporte. 
 
C. Cada contenedor deberá estar asegurado al vehículo por los dispositivos 
necesarios, los cuales estarán dispuestos, como mínimo, en cada una de las 
cuatro esquinas del contenedor. 
 
D. Cuando un cargamento incluya mercancías no peligrosas y mercancías 
peligrosas que sean compatibles, éstas deben ser estibadas separadamente. 
 
E. Para el transporte de mercancías peligrosas se debe cumplir con requisitos 
mínimos tales como: La carga en el vehículo deberá estar debidamente 
acomodada, estibada, apilada, sujeta y cubierta de tal forma que no presente 
peligro para la vida de las personas y el medio ambiente; que no se arrastre en 
la vía, no caiga sobre esta, no interfiera la visibilidad del conductor, no 
comprometa la estabilidad o conducción del vehículo, no oculte las luces, 
incluidas las de frenado, direccionales y las de posición, así como tampoco los 
dispositivos y rótulos de identificación reflectivos y las placas de identificación 
del número de las Naciones Unidas UN de la mercancía peligrosa transportada. 
 



F. La clasificación y designación, las condiciones generales para el transporte 
así como las condiciones específicas para el transporte de mercancías 
peligrosas, establecidas en cada Norma Técnica Colombianas NTC, son de 
obligatorio cumplimiento, teniendo en cuenta la siguiente relación: 
 
1. CLASE 1 corresponde a Explosivos, la Norma Técnica Colombiana que la 
identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 3966 elaborada por el 
Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 13–. 
 
2. CLASE 2 corresponde a Gases, la Norma Técnica Colombiana que la 
identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 2880 elaborada por el 
Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 14–. 
 
3. CLASE 3 corresponde a Líquidos Inflamables, la Norma Técnica Colombiana 
que la identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 2801 elaborada por 
el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 15–. 
 
4. CLASE 4 corresponde a Sólidos Inflamables; sustancias que presentan riesgo 
de combustión espontánea; sustancias que en contacto con el agua desprenden 
gases inflamables, la Norma Técnica Colombiana que la identifica y condiciona 
su transporte y uso es la NTC 3967 elaborada por el Organismo Nacional de 
Normalización (Icontec) –Anexo N° 16–.  
 
5. CLASE 5 corresponde a Sustancias Comburentes y Peróxidos Orgánicos, la 
Norma Técnica Colombiana que la identifica y condiciona su transporte y uso es 
la NTC 3968 elaborada por el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –
Anexo N° 17–. 
 
6. CLASE 6 corresponde a Sustancias Tóxicas e Infecciosas, la Norma Técnica 
Colombiana que la identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 3969 
elaborada por el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 18–
. 
 
7. CLASE 7 corresponde a Materiales Radiactivos, la Norma Técnica 
Colombiana que la identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 3970 
elaborada por el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 19–
. 
 
8. CLASE 8 corresponde a Sustancias Corrosivas, la Norma Técnica 
Colombiana que la identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 3971 
elaborada por el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 20–
. 
 
9. CLASE 9 corresponde a Sustancias Peligrosas Varias, la Norma Técnica 
Colombiana que la identifica y condiciona su transporte y uso es la NTC 3972 



elaborada por el Organismo Nacional de Normalización (Icontec) –Anexo N° 21–
. 
 
Artículo 5°. Requisitos de la unidad de transporte y vehículo de carga destinado 
al transporte de mercancías peligrosas. Además de las disposiciones 
contempladas en las normas vigentes para el transporte terrestre automotor de 
carga por carretera, en el Código Nacional de Tránsito Terrestre y en la Norma 
Técnica Colombiana para cada grupo, de acuerdo con lo establecido en el literal 
F del numeral 3 del artículo 4° del presente decreto, el vehículo y la unidad que 
transporte mercancías peligrosas debe poseer: 
 
A. Rótulos de identificación de acuerdo con lo estipulado en la Norma Técnica 
Colombiana 1692 segunda actualización –Anexo N° 1– para cada clase de 
material peligroso. Para camiones, remolques y semirremolques tipo tanque, los 
rótulos deben estar fijos, y para las demás unidades de transporte serán 
removibles, además, deben estar ubicados a dos (2) metros de distancia en la 
parte lateral de la unidad de transporte, a una altura media que permita su 
lectura; el material de los rótulos debe ser reflectivo. 
 
B. Identificar en una placa el número de las Naciones Unidas (UN) para cada 
material que se transporte, en todas las caras visibles de la unidad de transporte 
y la parte delantera de la cabina del vehículo de transporte de carga, el color de 
fondo de esta placa debe ser de color naranja y los bordes y el número UN 
serán negros. Las dimensiones serán 30 cm. x 12 cm., por seguridad y facilidad 
estas placas podrán ser removibles. 
 
C. Elementos básicos para atención de emergencia s tales como: extintor de 
incendios, ropa protectora, linterna, botiquín de primeros auxilios, equipo para 
recolección y limpieza, material absorbente y los demás equipos y dotaciones 
especiales de acuerdo con lo estipulado en la Tarjeta de Emergencia (Norma 
Técnica Colombiana NTC 4532, –Anexo N° 3–. 
 
D. Los vehículos que transporten mercancías peligrosas Clase 2, además de 
acatar lo establecido en este decreto, deben cumplir lo referente a los requisitos 
del vehículo estipulados en la Resolución 074 de septiembre de 1996, expedida 
por la Comisión de Energía y Gas CREG, la Resolución 80505 de marzo 17 de 
1997 expedida por el Ministerio de Minas y Energía o las demás disposiciones 
que sobre el tema emitan estas entidades o quien haga sus veces. 
 
E. Tener el sistema eléctrico con dispositivos que minimicen los riesgos de 
chispas o explosiones. 
 
F. Portar mínimo dos (2) extintores tipo multipropósito de acuerdo con el tipo y 
cantidad de mercancía peligrosa transportada, uno en la cabina y los demás 
cerca de la carga, en sitio de fácil acceso y que se pueda disponer de él 
rápidamente en caso de emergencia. 



 
G. Contar con un dispositivo sonoro o pito, que se active en el momento en el 
cual el vehículo se encuentre en movimiento de reversa. 
 
H. Los vehículos que transporten mercancías peligrosas en cilindros deben 
poseer dispositivo de cargue y descargue de los mismos. 
 
I. En ningún caso un vehículo cargado con mercancías peligrosas puede circular 
con más de un remolque y/o semirremolque. 
 
Parágrafo 1°. Para los números oficiales UN de las mercancías peligrosas por 
transportar, del cual trata el literal B de este artículo, se debe remitir al Libro 
Naranja de la Organización de las Naciones Unidas “Recomendaciones relativas 
al transporte de mercancías peligrosas”, elaboradas por el Comité de Expertos 
en Transporte de Mercancías Peligrosas, del Consejo Económico y Social, 
versión vigente. 
 
Parágrafo 2°. Cuando se transporte más de una mercancía peligrosa en una 
misma unidad de transporte, se debe fijar el número UN correspondiente a la 
mercancía peligrosa que presente mayor peligrosidad para el medio ambiente y 
la población, en caso eventual de derrame o fuga. 
 
CAPITULO III 
 
Registro Nacional para el Transporte de Mercancías Peligrosas 
 
Artículo 6°. Tarjeta de Registro Nacional para el Transporte Mercancías 
Peligrosas. Además de los documentos exigidos en las normas vigentes para el 
transporte terrestre automotor de carga por carretera y los requeridos por el 
Código Nacional de Tránsito Terrestre, para transportar mercancías peligrosas 
se debe obtener la Tarjeta de Registro Nacional para Transporte de Mercancías 
Peligrosas. 
 
Artículo 7°. Tarjeta. Todo propietario o tenedor de camión rígido, remolque, 
semirremolque y remolque balanceado que transporte mercancías peligrosas de 
servicio público y/o particular, ya sea persona natural o jurídica, debe tramitar la 
obtención y renovación del Registro Nacional de Transporte de Mercancías 
Peligrosas ante las Direcciones Territoriales del Ministerio de Transporte, donde 
el propietario tenga su domicilio principal. 
 
Parágrafo. Las Direcciones Territoriales del Ministerio de Transporte expedirán 
al propietario o tenedor del vehículo la Tarjeta de Registro Nacional para el 
Transporte de Mercancías Peligrosas, para un período de dos (2) años. 
 
Artículo 8°. Requisitos. Para la obtención y/o renovación del Registro Nacional 
para el Transporte de Mercancías Peligrosas, el propietario o tenedor del 



vehículo que transporte este tipo de mercancías debe cumplir con los siguientes 
requisitos: 
 
A. Diligenciar solicitud en formato diseñado por el Ministerio de Transporte. 
 
B. Fotocopia de la Tarjeta de Registro Nacional de Transporte de Carga. 
 
C. Fotocopia de la Licencia de Tránsito. 
 
D. Fotocopia de la póliza de Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito. 
 
E. Recibo de pago de los derechos que se causen por concepto de la expedición 
o renovación de este registro. 
 
F. Constancia de la revisión técnico-mecánica vigente. 
 
Artículo 9°. Transporte de Combustibles. Para los vehículos tales como: camión 
rígido, remolque, semirremolque y remolque balanceado destinados al 
transporte de mercancías peligrosas clase 3 “Líquidos inflamables”, además de 
los requisitos establecidos en el artículo anterior deben cumplir los siguientes: 
 
A. En caso de personas jurídicas, certificado de existencia y representación 
legal, expedido por la Cámara de Comercio respectiva. 
 
B. Póliza vigente de seguro de responsabilidad civil extracontractual, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 39 del Decreto 1521 de 1998 “por el cual se 
reglamenta el almacenamiento, manejo, transporte y distribución de 
combustibles líquidos derivados del petróleo, para estaciones de servicio”, 
expedido por el Ministerio de Minas y Energía o las disposiciones que sobre el 
tema emita esta entidad o quien haga sus veces, la cual debe cubrir al menos 
los siguientes riesgos: 
 
1. Muerte o lesiones a una persona. 
 
2. Daños a bienes de terceros. 
 
3. Muerte o lesiones a dos o más personas. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de la 
obligación de acatar lo reglamentado por el Consejo Nacional de 
Estupefacientes en lo referente a sustancias de uso controlado. 
 
Artículo 10. Transporte de Gas Natural Comprimido, GNC, y Gas Licuado de 
Petróleo GLP. Para los vehículos tales como: camión rígido, remolque, 
semirremolque y remolque balanceado, destinados al transporte de mercancías 
peligrosas clase 2, “Gases”, a granel o en cilindros, además de acatar los 



requisitos establecidos en el artículo 8° del presente decreto, deben cumplir los 
siguientes: 
 
A. Certificado de aprobación técnica del vehículo para transporte de GNC o GLP 
expedido por personal idóneo acreditado por la Superintendencia de Industria y 
Comercio, SIC, de acuerdo con los lineamientos establecidos en el Sistema 
Nacional de Normalización, certificación y metrología. 
 
B. Póliza vigente de seguro de responsabilidad civil extracontractual que debe 
cubrir al menos los siguientes riesgos: 
 
1. Muerte o lesiones a una persona 
 
2. Daños a bienes de terceros 
 
3. Muerte o lesiones a dos o más personas 
 
Parágrafo. De acuerdo con la capacidad del vehículo, los límites mínimos de los 
seguros de responsabilidad civil extracontractual, para el transporte y manejo de 
mercancías peligrosas clase 2 “Gases”, expresados en unidades de salario 
mínimo legal mensual vigente a la fecha de tomar o renovar la póliza serán los 
siguientes: 
 
1. Clase 2 “Gases”, División 2.1 Gases inflamables en cilindros con capacidad 
hasta 400 libras (esta clasificación incluye los cilindros de 20, 30, 40, 80 y 100 
libras), mil (1.000) salarios mínimos mensuales vigentes a la fecha de solicitud 
del registro. 
 
2. Clase 2 “Gases”, División 2.1 Gases inflamables en recipientes con capacidad 
mayor a 400 libras, ochocientos (800) salarios mínimos mensuales vigentes a la 
fecha de solicitud del registro. 
 
3. Clase 2 “Gases”, División 2.3 Gases tóxicos, seiscientos (600) salarios 
mínimos mensuales vigentes a la fecha de solicitud del registro. 
 
Parágrafo. Este artículo aplica a los vehículos distribuidores de Gas Licuado de 
Petróleo GLP, en cilindros de 20, 30, 40, 80 y 100 libras. 
 
CAPITULO IV 
 
Obligaciones de los actores de la cadena del transporte 
 
Artículo 11. Obligaciones del remitente y/o propietario de mercancías peligrosas. 
Además de las disposiciones contempladas en las normas vigentes para el 
transporte terrestre automotor de carga por carretera, en el Código Nacional de 
Tránsito Terrestre y en la Norma Técnica Colombiana para cada grupo, de 



acuerdo con lo establecido en el literal F del numeral 3 del artículo 4 del 
presente decreto, el remitente y/o el dueño de las mercancías peligrosas están 
obligados a: 
 
A. Diseñar y ejecutar un programa de capacitación y entrenamiento sobre el 
manejo de procedimientos operativos normalizados y prácticas seguras para 
todo el personal que interviene en las labores de embalaje, cargue, descargue, 
almacenamiento, manipulación, disposición adecuada de residuos, 
descontaminación y limpieza. Además, cumplir con lo establecido en la Ley 55 
de julio 2 de 1993 sobre capacitación, entrenamiento y seguridad en la 
utilización de los productos químicos en el trabajo. 
 
B. Realizar una evaluación de la dosis de radiación recibida cuando se manipule 
material radiactivo por los conductores y personal que esté implicado en su 
manejo, este personal debe estar inscrito a un servicio de dosimetría personal 
licenciado por la autoridad reguladora en materia nuclear y además tener en 
cuenta las disposiciones establecidas por el Ministerio de Trabajo. 
 
C. No despachar el vehículo llevando simultáneamente mercancías peligrosas, 
con personas, animales, medicamentos o alimentos destinados al consumo 
humano o animal, o embalajes destinados para alguna de estas labores. 
 
D. Elaborar o solicitar al importador, representante o fabricante de la mercancía 
peligrosa la Tarjeta de Emergencia en idioma castellano y entregarla al 
conductor, de acuerdo con los parámetros establecidos en la Norma Técnica 
Colombiana NTC 4532, –Anexo N° 3–. 
 
E. Solicitar al fabricante, propietario, importador o representante de la mercancía 
peligrosa la Hoja de Seguridad en idioma castellano y enviarla al destinatario 
antes de despachar el material, según los parámetros establecidos en la Norma 
Técnica Colombiana NTC 4435 –Anexo N° 2–. 
 
F. Entregar para el transporte, la carga debidamente etiquetada según lo 
estipulado en la Norma Técnica Colombiana NTC 1692 segunda actualización, –
Anexo N° 1–. 
 
G. Entregar para el transporte, la carga debidamente embalada y envasada 
según lo estipulado en la Norma Técnica Colombiana de acuerdo con la 
clasificación dada en el numeral 2 del artículo 4 del presente decreto. 
 
H. Entregar al conductor los demás documentos de transporte que para el efecto 
exijan las normas de tránsito y transporte. 
 
I. Cumplir con las normas establecidas sobre protección y preservación del 
medio ambiente y las que la autoridad ambiental competente expida. 
 



J. Diseñar el Plan de Contingencia para la atención de accidentes durante las 
operaciones de transporte de mercancías peligrosas, cuando se realice en 
vehículos propios, teniendo en cuenta lo estipulado en la Tarjeta de Emergencia 
NTC 4532. –Anexo N° 3– y los lineamientos establecidos en el Plan Nacional de 
Contingencias contra derrames de hidrocarburos, sus derivados y sustancias 
nocivas en aguas marinas, fluviales y lacustres establecidos mediante Decreto 
321 del 17 de febrero de 1999 o las demás disposiciones que se expidan sobre 
el tema. Estos planes pueden ser parte del plan de contingencia general o 
integral de la empresa. 
 
K. Responder porque todas las operaciones de cargue de las mercancías 
peligrosas se efectúen según las normas de seguridad previstas, para lo cual 
dispondrá de los recursos humanos, técnicos, financieros y de apoyo necesarios 
para tal fin y diseñar un plan de contingencia para la atención de accidentes 
durante las operaciones de cargue y descargue teniendo en cuenta lo estipulado 
en la Tarjeta de Emergencia NTC 4532, –Anexo N° 3–. 
 
L. Evaluar las condiciones de seguridad de los vehículos y los equipos antes de 
cada viaje, y si éstas no son seguras abstenerse de autorizar el correspondiente 
despacho y/o cargue. 
 
M. Prestar la ayuda técnica necesaria en caso de accidente donde esté 
involucrada la carga de su propiedad y dar toda la información que sobre el 
producto soliciten las autoridades y organismos de socorro, conforme a las 
instrucciones dadas por el fabricante o importador de la mercancía transportada. 
 
N. Exigir al conductor el certificado del curso básico obligatorio de capacitación 
para conductores de vehículos que transporten mercancías peligrosas. 
 
O. Exigir al conductor la tarjeta de registro nacional para el transporte de 
mercancías peligrosas. 
 
P. No despachar en una misma unidad de transporte o contenedor, mercancías 
peligrosas con otro tipo de mercancías o con otra mercancía peligrosa, salvo 
que haya compatibilidad entre ellas. 
 
Q. Cuando el remitente sea el comercializador, proveedor y/o distribuidor de gas 
licuado de petróleo (GLP), además de cumplir con los requisitos establecidos en 
este artículo, debe acatar lo estipulado en el Decreto 400 de 1994, la Resolución 
80505 de marzo 17 de 1997 emanados del Ministerio de Minas y Energía, la 
Resolución 074 de septiembre de 1996 emitida por la Comisión de Regulación 
de Energía y Gas, CREG, o las demás disposiciones que se expidan sobre el 
tema por estas entidades o las que hagan sus veces. 
 
R. Cuando se trate de combustibles líquidos derivados del petróleo, el remitente, 
además de acatar lo establecido en esta norma, debe cumplir con lo estipulado 



en los Decretos 1521 de 1998, 300 de 1993, 2113 de 1993 y el 283 de 1990, 
expedidos por el Ministerio de Minas y Energía o las disposiciones que se 
emitan sobre el tema por esta entidad, o la que haga sus  veces. 
 
S. El importador y/o fabricante o su representante deben adoptar un plan de 
contingencia y un programa de seguridad para que todas las operaciones que 
involucren la disposición final de residuos y desechos peligrosos se efectúen con 
las normas de seguridad previstas, para lo cual dispondrá de los recursos 
humanos, técnicos, financieros y de apoyo necesarios para tal fin, además debe 
cumplir con lo establecido en la Ley 430 de 1998, “Por la cual se dictan normas 
prohibitivas en materia ambiental, referentes a los desechos peligrosos y se 
dictan otras disposiciones” o las normas que las adicionen o modifiquen. 
 
T. Garantizar que el conductor cuente con el carné de protección radiológica, 
cuando transporte material radiactivo. 
 
U. Proveer los elementos necesarios para la identificación de las unidades de 
transporte y el vehículo, según lo establecido en los literales A y B del artículo 5° 
del presente decreto. 
 
V. Cuando realice el transporte en vehículos de su propiedad, adquirir póliza de 
responsabilidad civil extracontractual, de acuerdo con lo establecido en el 
Capítulo VIII del presente decreto. 
 
W. Cuando los vehículos que se utilicen para el transporte de mercancías 
peligrosas sean de propiedad del remitente, este debe elaborar y entregar al 
conductor, antes de cada recorrido, un plan de transporte el cual debe contener 
los siguientes elementos: 
 
1. Hora de salida del origen. 
 
2. Hora de llegada al destino. 
 
3. Ruta seleccionada. 
 
4. Listado con los teléfonos para notificación de emergencias: de la empresa, del 
fabricante y/o dueño del producto, destinatario y comités regionales y/o locales 
para atención de emergencias, localizados en la ruta por seguir durante el 
transporte. 
 
5. Lista de puestos de control que la empresa dispondrá a lo largo del recorrido. 
 
Artículo 12. Obligaciones del destinatario de la carga. 
 
A. Diseñar y ejecutar un programa de capacitación y entrenamiento en el manejo 
de procedimientos operativos normalizados y prácticas seguras para todo el 



personal que interviene en las labores de embalaje, cargue, descargue, 
almacenamiento, movilización, disposición adecuada de residuos, 
descontaminación y limpieza. Además, cumplir con lo establecido en la Ley 55 
de julio 2 de 1993 sobre capacitación, entrenamiento y seguridad en la 
utilización de los productos químicos en el trabajo. 
 
B. Diseñar el Plan de Contingencia para la atención de accidentes durante las 
operaciones de cargue y descargue de mercancías peligrosas, teniendo en 
cuenta lo estipulado en la Tarjeta de Emergencia NTC 4532, –Anexo N° 3– y los 
lineamientos establecidos en el Plan Nacional de Contingencias contra derrames 
de hidrocarburos, sus derivados y sustancias nocivas en aguas marinas, 
fluviales y lacustres establecidos mediante Decreto 321 del 17 de febrero de 
1999 o las demás disposiciones que se emitan sobre el tema. Estos planes 
pueden ser parte del plan de contingencia general o integral de la empresa. 
 
C. Responder porque todas las operaciones de descargue de las mercancías 
peligrosas se efectúen según las normas de seguridad previstas, para lo cual 
dispondrá de los recursos humanos, técnicos, financieros y de apoyo necesarios 
para tal fin. 
 
 D. Cumplir con las normas establecidas sobre protección y preservación del 
medio ambiente y las que la autoridad ambiental competente expida. 
 
E. Después de la operación de descargue, verificar que el vehículo vacío salga 
completamente limpio de cualquier tipo de residuo que haya podido quedar por 
derrames y/o escapes de la mercancía, en el caso de materiales radiactivos 
debe realizarse un monitoreo que garantice que no existe contaminación 
radiactiva en el vehículo. 
 
F. Solicitar al conductor la Tarjeta de Emergencia, antes de iniciar el proceso de 
descargue de la mercancía peligrosa, con el fin de conocer las características de 
peligrosidad del material y las condiciones de manejo de acuerdo con lo 
estipulado NTC 4532 –Anexo N° 3–. 
 
G. Exigir al conductor la carga debidamente etiquetada y rotulada según lo 
estipulado en la Norma Técnica Colombiana NTC 1692 segunda actualización, –
Anexo N° 1–. 
 
H. Para aquellos que manipulen Gas Licuado de Petróleo (GLP), el descargue y 
trasiego debe realizarse teniendo en cuenta los requisitos pertinentes 
especificados para esta operación en la Norma Técnica Colombiana NTC 3853 –
Anexo N° 22– y además cumplir con lo establecido en la Resolución 80505 de 
marzo de 1997 expedida por el Ministerio de Minas y Energía, o las demás 
disposiciones que se emitan sobre el tema por esta entidad, o la que haga sus 
veces. 
 



I. Cuando se trate de combustibles líquidos derivados del petróleo, el 
destinatario, además de acatar lo establecido en esta norma, debe cumplir con 
lo estipulado en los Decretos 1521 de 1998, 300 de 1993, 2113 de 1993 y el 283 
de 1990, expedidos por el Ministerio de Minas y Energía o las disposiciones que 
se emitan sobre el tema por esta entidad, o la que haga sus veces. 
 
J. Cuando el destinatario sea el comercializador, proveedor y/o distribuidor de 
gas licuado de petróleo (GLP), además de cumplir con los requisitos 
establecidos en este artículo, debe acatar lo estipulado en el Decreto 400 de 
1994, la Resolución 80505 de marzo 17 de 1997 emanados del Ministerio de 
Minas y Energía, la Resolución 074 de septiembre de 1996 emitida por la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, o las demás disposiciones 
que sobre el tema emitan estas entidades o las que hagan sus veces. 
 
Artículo 13. Obligaciones de la empresa que transporte mercancías peligrosas. 
Además de las disposiciones contempladas en las normas vigentes para el 
transporte terrestre automotor de carga por carretera, en el Código Nacional de 
Tránsito Terrestre y en la Norma Técnica Colombiana para cada grupo, según lo 
establecido en el literal F, numeral 3 del artículo 4° del presente decreto, la 
empresa que transporte mercancías peligrosas está obligada a: 
 
A. Diseñar el Plan de Contingencia para la atención de accidentes durante las 
operaciones de transporte de mercancías peligrosas, teniendo en cuenta lo 
estipulado en la Tarjeta de Emergencia NTC 4532 –Anexo N° 3– y los 
lineamientos establecidos en el Plan Nacional de Contingencias contra derrames 
de hidrocarburos, sus derivados y sustancias nocivas en aguas marinas, 
fluviales y lacustres establecidos mediante Decreto 321 del 17 de febrero de 
1999 o las demás disposiciones que se emitan sobre el tema. Estos planes 
pueden ser parte del plan de contingencia general o integral de la empresa. 
 
B. En el caso que la labor de cargue y/o descargue de mercancías peligrosas se 
lleve a cabo en las instalaciones de la empresa de transporte de carga, debe 
diseñar y ejecutar un programa de capacitación y entrenamiento sobre el manejo 
de procedimientos operativos normalizados y prácticas seguras para todo el 
personal que interviene en las labores de embalaje, cargue y/o descargue, 
almacenamiento, manipulación, disposición adecuada de residuos, 
descontaminación y limpieza; además, cumplir con lo establecido en la Ley 55 
de julio 2 de 1993 sobre capacitación, entrenamiento y seguridad en la 
utilización de los productos químicos en el trabajo. 
 
C. Garantizar que el conductor del vehículo que transporte mercancías 
peligrosas posea el certificado del curso básico obligatorio de capacitación para 
conductores, este curso será reglamentado por el Ministerio de Transporte. 
 



D. Exigir al remitente o al contratante, la carga debidamente etiquetada y 
rotulada conforme a lo estipulado en la Norma Técnica Colombiana NTC 1692 
segunda actualización, –Anexo N° 1–. 
 
E. Exigir al remitente la carga debidamente embalada y envasada de acuerdo 
con lo estipulado en la Norma Técnica Colombiana correspondiente para cada 
clase de mercancía según la clasificación dada en el numeral dos (2) del artículo 
4° de este decreto. 
 
F. Garantizar que las unidades de transporte y el vehículo estén identificados, 
según lo establecido en los literales A y B del artículo 5° del presente decreto. 
 
G. Cuando se transporte material radiactivo, se debe garantizar la evaluación de 
la dosis de radiación recibida por los conductores y el personal que estuvo 
implicado en su manejo; este personal debe estar inscrito a un servicio de 
dosimetría personal licenciado por la autoridad reguladora en materia nuclear y, 
además, tener en cuenta las disposiciones establecidas por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 
 
H. Garantizar que el vehículo, ya sea propio o vinculado, destinado al transporte 
de mercancías peligrosas, vaya dotado de equipos y elementos de protección 
para atención de emergencias, tales como: extintor de incendios, ropa 
protectora, linterna, botiquín de primeros auxilios, equipo para recolección y 
limpieza, material absorbente y los demás equipos y dotaciones especiales, 
conforme a lo estipulado en la Tarjeta de Emergencia NTC 4532 –Anexo N° 3–. 
 
I. Elaborar y entregar al conductor, antes de cada recorrido, un plan de 
transporte en formato previamente diseñado por la empresa, el cual debe 
contener los siguientes elementos: 
 
1. Hora de salida del origen. 
 
2. Hora de llegada al destino. 
 
3. Ruta seleccionada. 
 
4. Listado con los teléfonos para notificación de emergencias: de la empresa, del 
fabricante y/o dueño del producto, destinatario y comités regionales y/o locales 
para atención de emergencias, localizados en la ruta por seguir durante el 
transporte. 
 
5. Lista de puestos de control que la empresa dispondrá a lo largo del recorrido. 
 
J. Dotar a los vehículos propios y exigir a los propietarios de los vehículos 
vinculados para el transporte de mercancías peligrosas, un sistema de 
comunicación tal como: teléfono celular, radioteléfono, radio, entre otros (previa 



licencia expedida por el Ministerio de Comunicaciones). Ningún vehículo 
destinado al transporte de materiales explosivos debe portar o accionar equipos 
de radiocomunicación. 
 
K. Cumplir con las normas establecidas sobre protección y preservación del 
medio ambiente que existan y las demás que la autoridad ambiental competente 
expida. 
 
L. Comunicar inmediatamente al remitente, destinatario, organismos de socorro, 
cuerpo de bomberos y al comité local y/o regional para la prevención y atención 
de desastres, cuando se presenten accidentes que involucren las mercancías 
peligrosas transportadas. 
 
M. Garantizar que el conductor cuente con el carné de protección radiológica, 
cuando se transporte material radiactivo. 
 
N. Mantener un sistema de información estadístico sobre movilización de 
mercancías, el cual debe contener la siguiente información: 
 
Vehículo: Placa del vehículo, tipo de vehículo y tipo de carrocería. Informar si es 
propio o vinculado. 
 
Carga: Clase de mercancía, nombre de la mercancía, número UN, cantidad, 
peso, nombre del contratante o remitente, municipio origen y municipio destino 
de la carga. 
 
Esta información se debe remitir al Ministerio de Transporte, Subdirección 
Operativa de Transporte Automotor, dentro de los primeros diez días hábiles de 
enero y julio de cada año. 
 
O. Exigir al remitente y/o contratante, la Tarjeta de Emergencia de acuerdo con 
los lineamientos dados en la Norma Técnica Colombiana NTC 4532 –Anexo N° 
3–. 
 
P. En caso de daño del vehículo y/o unidad de transporte, el operador y la 
empresa de transporte debe sustituirla, a la mayor brevedad, por otro que 
cumpla con los requisitos físicos y mecánicos para la operación. 
 
Q. Asegurar que en las operaciones de transbordo de mercancías peligrosas, 
cuando fueren realizadas en vía pública, solo podrá intervenir personal que haya 
sido capacitado sobre la operación y los riesgos inherentes a su manejo y 
manipulación. 
 
R. En caso de transportar combustibles líquidos derivados del petróleo, la 
empresa de transporte, además de acatar lo establecido en esta norma, debe 
cumplir con lo estipulado en los Decretos 1521 de 1998, 300 de 1993, 2113 de 



1993 y el 283 de 1990, expedidos por el Ministerio de Minas y Energía, o las 
disposiciones que se emitan sobre el tema por esta entidad, o la que haga sus 
veces. 
 
S. En caso de transportar, comercializar, proveer y/o distribuir gas licuado de 
petróleo (GLP), además de cumplir con los requisitos establecidos en este 
artículo, deben acatar lo estipulado en el Decreto 400 de 1994, la Resolución 
80505 de marzo 17 de 1997 emanados del Ministerio de Minas y Energía, la 
Resolución 074 de septiembre de 1996 emitida por la Comisión de Regulación 
de Energía y Gas, CREG, o las demás disposiciones que se expidan sobre el 
tema por estas entidades, o las que hagan sus veces. 
 
T. Adquirir póliza de responsabilidad civil extracontractual, de acuerdo con lo 
establecido en el Capítulo VIII del presente decreto. 
 
Artículo 14. Obligaciones del conductor del vehículo que transporte mercancías 
peligrosas. Además de las disposiciones contempladas en las normas vigentes 
para el transporte terrestre automotor de carga por carretera, en el Código 
Nacional de Tránsito Terrestre y en la Norma Técnica Colombiana para cada 
grupo, de acuerdo con lo establecido en el literal F, numeral 3 del artículo 4° del 
presente decreto, el conductor del vehículo que se destine al transporte de 
mercancías peligrosas está obligado a: 
 
A. Realizar, obtener y portar el certificado del curso básico obligatorio de 
capacitación para conductores que transporten mercancías peligrosas, aspecto 
que será reglamentado por el Ministerio de Transporte. 
 
B. Antes de iniciar la operación debe inspeccionar el vehículo, verificando con 
especial atención que la unidad de transporte y demás dispositivos estén en 
óptimas condiciones de operación tanto físicas, mecánicas y eléctricas. De lo 
contrario se abstendrá de movilizarlo. 
 
C. El conductor, durante el viaje, es el responsable de la conservación y buen 
uso de los equipamentos y accesorios del vehículo, además debe garantizar que 
los rótulos de identificación de la mercancía, placa de número UN y luces 
reflectivas permanezcan limpias y en buen estado, que permitan su plena 
identificación y visibilidad. 
 
D. El conductor debe examinar regularmente y en un lugar adecuado, las 
condiciones generales del vehículo, la posible existencia de fugas y cualquier 
tipo de irregularidad en la carga. En caso tal, avisar inmediatamente a la 
empresa. 
 
E. Exigir al remitente, leer y colocar en un lugar visible de la cabina del vehículo 
las respectivas Tarjetas de Emergencia antes de comenzar el viaje. 
 



F. No movilizar simultáneamente con las mercancías peligrosas: personas, 
animales, medicamentos o alimentos destinados al consumo humano o animal, 
o embalajes destinados para alguna de estas labores. 
 
G. Por ningún motivo el conductor y auxiliar deben abrir un embalaje, envase, 
recipiente, contenedor o contenedor cisterna que contenga mercancías 
peligrosas, entre los puntos de origen y destino, salvo por emergencia o 
inspección ordenada por una autoridad competente. En este caso, la autoridad 
tendrá en cuenta la información contenida en la Tarjeta de Emergencia y dejará 
constancia por escrito del hecho. 
 
H. Al conductor de un vehículo que transporte mercancías peligrosas le está 
terminantemente prohibido fumar en la cabina y no debe operar el vehículo 
cuando realice tratamientos médicos con drogas que produzcan sueño. 
 
I. El conductor no participará de las operaciones de carga, descarga y 
transbordo de las mercancías peligrosas, salvo que esté debidamente 
capacitado y cuente con la autorización de la empresa de transporte. 
 
J. No estacionar el vehículo en zonas residenciales, lugares públicos, áreas 
pobladas o de gran concentración de vehículos y zonas escolares. Cuando se 
trate del vehículo para el transporte de Gas Licuado de Petróleo (GLP) en 
carrotanques o en cilindros le está prohibido el estacionamiento en 
parqueaderos públicos, y además debe cumplir con lo estipulado en la NTC 
3853 en lo relacionado con el estacionamiento y parqueo –Anexo N° 22–. 
 
K. Cuando por motivo de emergencia, falla mecánica o accidente el vehículo se 
detenga en un lugar diferente de su destino, debe permanecer señalizado y 
vigilado por su conductor y/o autoridad local. 
 
L. Notificar cualquier incidente, accidente o avería que durante el transporte de 
la mercancía peligrosa se presente, a la autoridad local más cercana y/o al 
Comité local para la Atención y Prevención de Desastres, a la empresa 
transportadora y a los teléfonos que aparecen en la Tarjeta de Emergencia. 
 
M. Pedir al remitente y entregar al destinatario la documentación que le 
corresponda de acuerdo con lo establecido por el remitente y la empresa de 
transporte. 
 
N. Portar la tarjeta de registro nacional para el transporte de mercancías 
peligrosas. 
 
O. Para el caso de transporte de materiales radiactivos debe portar el carné de 
protección radiológica expedido por la autoridad nuclear. 
 



P. Cumplir con las normas establecidas sobre protección y preservación del 
medio ambiente y las que la autoridad ambiental competente expida. 
 
Artículo 15. Obligaciones del propietario o tenedor del vehículo que se destine al 
transporte de mercancías peligrosas. Además de las disposiciones 
contempladas en las normas vigentes para el transporte terrestre automotor de 
carga por carretera, en el Código Nacional de Tránsito Terrestre y en la Norma 
Técnica Colombiana para cada grupo, conforme a lo establecido en el literal F, 
numeral 3 del artículo 4° del presente decreto, el propietario o tenedor de 
vehículo que se destine al transporte de mercancías peligrosas está obligado a: 
 
A. Mantener el vehículo y la unidad de transporte en óptimas condiciones de 
operación tanto físicas, mecánicas y eléctricas. Además debe elaborar una lista 
de chequeo para que el conductor la diligencie antes de iniciar cada recorrido 
con mercancías peligrosas; esta lista deberá contener tres elementos (físicos, 
mecánicos y eléctricos) con sus partes componentes. 
 
B. Garantizar que el vehículo se encuentre dotado de los equipos y elementos 
de protección para atención de emergencias tales como: extintor de incendios, 
ropa protectora, linterna, botiquín de primeros auxilios, equipo de recolección y 
limpieza, material absorbente y los demás equipos y dotaciones especiales de 
acuerdo con lo estipulado en la Tarjeta de Emergencia NTC 4532 –Anexo N° 3–. 
 
C. Garantizar que las unidades de transporte y el vehículo estén identificados, 
según lo establecido en los literales A y B del artículo 5 del presente decreto. 
 
D. Dotar al vehículo de un sistema de comunicación (teléfono celular, 
radioteléfono, radio, entre otros). Previa licencia expedida por el Ministerio de 
Comunicaciones. Ningún vehículo destinado al transporte de materiales 
explosivos debe portar o accionar equipos de radiocomunicación. 
 
E. Garantizar que el conductor del vehículo realice el curso básico obligatorio de 
capacitación para conductores que transporten mercancías peligrosas. 
 
F. Cuando el vehículo transporte material radiactivo, asegurar que el conductor 
obtenga el carné de protección radiológica, expedido por la autoridad 
competente en materia nuclear. 
 
G. Diseñar y ejecutar un programa de mantenimiento preventivo para los 
vehículos y la unidad de transporte. 
 
 H. Los propietarios de los vehículos que transporten mercancías peligrosas 
Clase 2 Gas Licuado de Petróleo, GLP, deben cumplir además lo referente a los 
requisitos del vehículo estipulados en la Resolución 074 de septiembre de 1996, 
expedida por la Comisión de Energía y Gas, CREG, lo estipulado en la 
Resolución 80505 de marzo de 1997 expedida por el Ministerio de Minas y 



Energía, o las demás disposiciones que se emitan sobre el tema por estas 
entidades o las que hagan sus veces. 
 
I. En caso de transportar combustibles líquidos derivados del petróleo, el 
propietario del vehículo, además de acatar lo establecido en esta norma, debe 
cumplir con lo estipulado en los Decretos 1521 de 1998, 300 de 1993, 2113 de 
1993 y el 283 de 1990, expedidos por el Ministerio de Minas y Energía o las 
disposiciones que se emitan sobre el tema por esta entidad, o la que haga sus 
veces. 
 
J. Solicitar o renovar el Registro Nacional de Transporte de Mercancías 
Peligrosas, ante las Direcciones Territoriales del Ministerio de Transporte donde 
tenga su domicilio principal. 
 
K. Cuando en un vehículo propio se transporte o se manipule material radiactivo, 
se debe realizar una evaluación de la dosis de radiación recibida por los 
conductores y personal que esté implicado en su manejo. Este personal debe 
estar inscrito a un servicio de dosimetría personal licenciado por la autoridad 
reguladora en materia nuclear y además tener en cuenta las disposiciones 
establecidas por el Ministerio de Trabajo. 
 
L. Cumplir con las normas establecidas sobre protección y preservación del 
medio ambiente y las que la autoridad ambiental competente expida. 
 
CAPITULO V 
 
Sistema de Control 
 
Artículo 16. La Superintendencia de Puertos y Transporte –Supertransporte– 
ejercerá la función de inspección, vigilancia y control en materia de tránsito, 
transporte y su infraestructura de acuerdo con lo estipulado en el Decreto 101 de 
2000, con las excepciones contempladas en el numeral 2 artículo 3° del Decreto 
2741 de 2001. La Policía Nacional y las Autoridades de Tránsito colaborarán en 
las funciones de control y vigilancia que les han sido asignadas por el artículo 8° 
de la Ley 105 de 1993. 
 
Parágrafo. Para las demás actividades que no corresponden a transporte se 
seguirá de acuerdo con los procedimientos que para el efecto establezcan las 
entidades que dentro de sus funciones tienen el control, inspección y vigilancia 
del manejo de mercancías peligrosas. 
 
Artículo 17. El manejo de mercancías y objetos explosivos correspondiente a la 
Clase 1 NTC 3966 –Anexo N° 13– obedecerá además a lo estipulado en los 
Decretos 2535 de 1993 y 1809 de 1994 expedidos por el Ministerio de Defensa 
Nacional o las demás disposiciones que se emitan sobre el tema. 
 



Artículo 18. El manejo de gases correspondiente a la Clase 2 NTC 2880 –Anexo 
N° 14– obedecerá además a la legislación que sobre el particular expida o haya 
expedido la autoridad ambiental, el Ministerio de Minas y Energía, la 
Superintendencia de Servicios Públicos, la Comisión de Regulación de Energía y 
Gas, CREG, o las entidades que hagan sus veces. 
 
Artículo 19. El manejo de líquidos inflamables y combustibles correspondientes a 
la Clase 3 NTC 2801 –Anexo N° 15– obedecerá además a la legislación que 
sobre el particular expida o haya expedido la autoridad ambiental, el Ministerio 
de Minas y Energía, el Consejo Nacional de Estupefacientes o las entidades que 
hagan sus veces. 
 
Artículo 20. El manejo de mercancías tóxicas e infecciosas, correspondiente a la 
Clase 6 NTC 3969 –Anexo N° 18– obedecerá además a la legislación que sobre 
el particular expida o haya expedido la autoridad ambiental, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Ministerio de Salud, el Consejo Nacional de 
Estupefacientes o las entidades que hagan sus veces. 
 
Artículo 21. El manejo de mercancías radiactivas correspondiente a la Clase 7 
NTC 3970 –Anexo N° 19– obedecerá además a la legislación que sobre el 
particular expida o haya expedido el Ministerio de Minas y Energía; el Instituto de 
Investigación e Información Geocientífica, Minero-Ambiental y Nuclear, 
Ingeominas, y el Ministerio del Medio Ambiente o las entidades que hagan sus 
veces. 
 
Artículo 22. Además del cumplimiento de lo establecido en este decreto, para el 
manejo de las mercancías peligrosas se debe cumplir con las disposiciones 
ambientales vigentes. 
 
Artículo 23. Además del cumplimiento de lo establecido en este decreto, las 
sustancias químicas de uso restringido seguirán controladas por el Ministerio de 
Transporte y la Dirección Nacional de Estupefacientes o quien haga sus veces. 
 
Artículo 24. Para efectos de transporte de desechos peligrosos y su eliminación, 
cuando aplique el Convenio de Basilea, ratificado mediante Ley 253 de 1996 se 
debe dar cumplimiento a lo ordenado en dicho convenio y además con lo 
establecido en la Ley 430 de 1998. 
 
Artículo 25. El control al cumplimiento de este reglamento como a las normas 
reglamentarias al mismo será ejercido por la autoridad competente. 
 
El control al transporte comprende entre otras acciones: 
 
A. Examinar los documentos de porte obligatorio. 
 



B. Verificar que los embalajes y envases estén rotulados y etiquetados con el 
tipo de material por transportar de acuerdo con lo estipulado en la Tarjeta de 
Emergencia y la NTC 1692 segunda actualización, –Anexo N° 1– y que 
corresponda con lo descrito en el manifiesto de carga. 
 
C. Verificar la adecuada instalación y ubicación de los rótulos en las unidades de 
transporte y las etiquetas en los envases y embalajes de acuerdo con la NTC 
1692 segunda actualización –Anexo N° 1– y el número de las Naciones Unidas 
(UN) de acuerdo con lo establecido en el literal B del artículo 5° del presente 
decreto. 
 
D. Comprobar el respectivo marcado de los envases y embalajes de las 
mercancías peligrosas de acuerdo con lo estipulado en la Norma Técnica 
Colombiana según la relación del numeral 2 del artículo 4° del presente 
reglamento. 
 
E. Verificar que no existan fugas en la unidad de transporte y en los envases y 
embalajes. 
 
F. Verificar el estado de operación de los vehículos, la unidad de transporte y los 
accesorios. 
 
G. Verificar la existencia de los elementos de protección para atención de 
emergencias descrita en la Tarjeta de Emergencia y el literal C del artículo 5°. 
 
CAPITULO VI 
 
Medidas preventivas de seguridad, procedimientos y sanciones 
 
Artículo 26. Sujetos de sanciones. Serán sujetos de sanciones de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 9° de la Ley 105 de 1993, los siguientes: 
 
A. Los remitentes y/o dueño de la mercancía (personas que utilicen la 
infraestructura del transporte). 
 
B. Los destinatarios (personas que utilicen la infraestructura del transporte) 
 
C. Las empresas de transporte terrestre automotor de carga que transporten 
mercancías peligrosas (empresas de servicio público). 
 
D. Los conductores (personas que conduzcan vehículos). 
 
E. Los propietarios o tenedores de vehículos (personas propietarias de vehículos 
o equipos de transporte). 
 
Artículo 27. Sanciones. Las sanciones consisten en: 



 
A. Multas. 
 
B. Suspensión de matrículas, licencias, registros o permisos de operación. 
 
C. Suspensión o cancelación de la licencia de funcionamiento de la empresa 
transportadora. 
 
D. Inmovilización o retención del vehículo. 
 
Artículo 28. Sanciones al remitente y/o propietario de la mercancía peligrosa. 
 
A. Serán sancionados con multa equivalente a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), por la infracción a lo dispuesto en 
el artículo 11 literales F, G, J, U y V del presente decreto. 
 
B. Serán sancionados con multa equivalente a cien (100) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 11 literales C y P del presente decreto. 
 
C. Serán sancionados con multa equivalente a veinte (20) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 11 literales D y W del presente decreto. 
 
Artículo 29. Sanciones al destinatario de la mercancía peligrosa. 
 
A. Serán sancionados con multa equivalente a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en 
el artículo 12 literal G del presente decreto. 
 
Artículo 30. Sanciones a la empresa de carga que transporte mercancías 
peligrosas. 
 
A. Serán sancionados con multa equivalente a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en 
el artículo 13 literales A, C, D, E, F, H y T del presente decreto. 
 
B. Serán sancionados con multa equivalente a sesenta (60) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 13 literal P del presente decreto. 
 
C. Serán sancionados con multa equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 13 literales J y N. 
 



D. Serán sancionados con multa equivalente a veinte (20) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 13 literales B, I, M y O del presente decreto. 
 
Artículo 31. Sanciones al conductor del vehículo que transporte mercancías 
peligrosas. 
 
A. Serán sancionados con multa equivalente a veinte (20) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 14 literales A, F, G, N y O del presente decreto. 
 
B. Serán sancionados con multa equivalente a cinco (5) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 14 literales E, J, K y L del presente decreto. 
 
C. Serán sancionados con multa equivalente a tres (3) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 14 literales H e I del presente decreto. 
 
D. Serán sancionados con multa equivalente a un (1) Salario Mínimo Mensual 
Legal Vigente (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el artículo 14 literal C 
del presente decreto. 
 
Artículo 32. Sanciones a los propietarios o tenedores de vehículo que transporte 
mercancías peligrosas. 
 
A. Serán sancionados con multa equivalente a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en 
el artículo 15 literales B, C y E del presente decreto. 
 
B. Serán sancionados con multa equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 15 literal D del presente decreto. 
 
C. Serán sancionados con multa equivalente a veinte (20) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (smmlv), por infracciones a lo dispuesto en el 
artículo 15 literales F y J del presente decreto. 
 
Artículo 33. Son responsables del cumplimiento de lo establecido en el Literal F 
numeral 3 del artículo 4°, quienes lleven a cabo la operación de cargue, 
movilización y descargue de productos, ya sea el remitente, empresa de 
transporte, propietario o tenedor del vehículo dedicado al transporte de 
mercancías peligrosas, y su incumplimiento será sancionado con multa 
equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(smmlv). 
 



Artículo 34. Para la aplicación de las sanciones previstas en el presente decreto 
se acoge el procedimiento establecido en el Título I Capítulo IX de la Ley 336 de 
1996 y de acuerdo con lo estipulado en los artículos 41 y 44 del Decreto 101 de 
2000, le corresponde a la Superintendencia de Puertos y Transporte, 
Supertransporte, la función de inspección, vigilancia y control en materia de 
tránsito, transporte y su infraestructura, con las excepciones contempladas en el 
numeral 2 artículo 3° del Decreto 2741 de 2001. En consecuencia, es la entidad 
encargada de sancionar las infracciones a lo establecido en este decreto. Esto 
no exime al infractor de las responsabilidades civiles y penales que 
correspondan. 
 
Parágrafo 1°. Para las demás sanciones que no corresponden a transporte, se 
seguirá de acuerdo con los procedimientos que para el efecto establezcan las 
autoridades que dentro de sus funciones tienen el control del manejo de 
mercancías peligrosas. 
 
Artículo 35. Serán inmovilizados los vehículos que no cumplan con lo 
establecido en el artículo 5° y artículo 48 del presente decreto. 
 
Parágrafo 1°. La inmovilización o retención de los equipos de transporte de 
carga procederá además de los previstos en este artículo, los señalados en el 
artículo 49 de la Ley 336 de 1996. 
 
Parágrafo 2°. La inmovilización de vehículos que transporten materiales 
radiactivos por incumplimiento de las normas y requisitos establecidos para tal 
fin, deberá notificarse de manera inmediata a la autoridad nuclear competente. 
 
Artículo 36. La suspensión de la habilitación de las empresas se establecerá por 
él termino de tres (3) meses y procederá en los casos previstos en el artículo 47 
de la Ley 336 de 1996. 
 
Artículo 37. La cancelación de la habilitación de las empresas se procederá en 
los casos determinados en el artículo 48 de la Ley 336 de 1996. 
 
Artículo 38. Observada cualquier irregularidad que pudiera provocar riesgos a 
las personas, medio ambiente y/o bienes, la autoridad competente tomará las 
acciones adecuadas y necesarias para subsanar la irregularidad y si es 
necesario ordenar: 
 
A. La retención del vehículo y equipos, o su traslado a un lugar seguro donde 
pueda ser corregida la irregularidad. 
 
B. El descargue y/o transbordo de las mercancías a otro vehículo o a un lugar 
seguro. 
 



C. La destrucción de la carga, con orientación del remitente o destinatario 
(fabricante o importador) y, cuando fuere posible, con la presencia de la entidad 
aseguradora. 
 
Parágrafo 1°. Estas disposiciones podrán ser adoptadas en función del grado y 
naturaleza del riesgo, mediante evaluación técnica y, siempre que sea posible, 
con el acompañamiento del fabricante o importador de la mercancía, 
destinatario, empresa transportadora, autoridad ambiental competente y 
organismos de socorro. De estas actuaciones la autoridad competente dejará 
constancia por escrito. 
 
Parágrafo 2°. Las autoridades deben garantizar la movilidad de los vehículos 
que transporten mercancías peligrosas; en los eventos en los que se obstaculice 
el tránsito y se proceda a dar vía, tienen prioridad los vehículos que movilicen 
este tipo de mercancías. 
 
Artículo 39. Durante la retención, el vehículo permanecerá bajo custodia de la 
autoridad competente, sin perjuicio de la responsabilidad de la empresa 
transportadora y/o propietario d el vehículo. 
 
Artículo 40. En condiciones de emergencia las operaciones de transbordo deben 
ser ejecutadas de conformidad con las instrucciones del remitente o destinatario 
de la mercancía, y si es posible con la presencia de la autoridad pública y 
personal calificado, y además mantener las siguientes precauciones: 
 
A. Cuando el transbordo fuere ejecutado en la vía pública, deben adoptarse las 
medidas de seguridad necesarias en el tránsito y protección de las personas y el 
medio ambiente. 
 
B. Quienes actúen en estas operaciones deben utilizar los equipos de maniobra 
y de protección individual descritos en la Tarjeta de Emergencia, dada por el 
remitente. 
 
C. En caso de transbordo de mercancías peligrosas, el responsable por la 
operación debe haber recibido capacitación específica sobre el tipo de material y 
su manipulación. 
 
Artículo 41. Las autoridades con jurisdicción sobre las vías pueden determinar 
restricciones al tránsito de vehículos que transportan mercancías peligrosas, a lo 
largo de toda su extensión o parte de ella, señalizando los tramos con restricción 
y asegurando una ruta alterna que no presente mayor riesgo, así como 
establecer lugares y períodos con restricciones para estacionamiento, parada, 
cargue y descargue. En caso de que la ruta exija ineludiblemente el uso de una 
vía con restricción de circulación, la empresa transportadora debe justificar dicha 
situación ante la autoridad competente. 
 



Artículo 42. Se hará acreedor a las acciones previstas en la ley, sin perjuicio de 
las acciones civiles, penales y administrativas correspondientes, el servidor 
público que por acción u omisión en forma dolosa o por culpa grave incurra en 
alguna de las siguientes conductas: 
 
A. Omita sus deberes de vigilancia y control y permita que se cometa alguna de 
las infracciones previstas en este decreto, pudiendo evitarlas. 
 
B. Omita por negligencia, venalidad o lenidad, imponer las sanciones por la 
comisión de infracciones al presente decreto, de las que tuvo conocimiento en 
ejercicio de sus funciones. 
 
C. Otorgue permisos o autorizaciones contra la ley y los reglamentos, o para el 
ejercicio de actividades prohibidas o ilegales. 
 
CAPITULO VII 
 
Disposiciones generales 
 
Artículo 43. Para la aplicación del presente decreto se debe tomar como 
referencia las Normas Técnicas Colombianas NTC vigentes, las cuales se 
actualizarán de acuerdo con las necesidades del sector, los adelantos 
tecnológicos y las normas internacionales, según las recomendaciones relativas 
al transporte de mercancías peligrosas preparadas por el comité de expertos en 
transporte de mercaderías peligrosas, del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas, y las recomendaciones del Organismo Internacional de 
Energía Atómica, OIEA, para la clase 7 (materiales radiactivos). 
 
Parágrafo. En los procesos de actualización de las Normas Técnicas 
Colombianas NTC a los que se hace referencia en este decreto, deberá asistir 
un delegado del Ministerio de Transporte, con el fin de asegurar que estas 
normas sigan los lineamientos establecidos en el presente reglamento técnico. 
 
Artículo 44. Para la designación oficial de las mercancías peligrosas por 
transportar, se debe remitir al listado oficial publicado en el Libro Naranja de la 
Organización de las Naciones Unidas “Recomendaciones relativas al transporte 
de mercancías peligrosas”, elaboradas por el Comité de Expertos en Transporte 
de Mercancías Peligrosas, del Consejo Económico y Social, versión vigente. 
 
Artículo 45. Con el fin de mantener actualizado el sistema de información de 
mercancías peligrosas en Colombia, las entidades del Estado que expidan 
reglamentos técnicos referentes al manejo y transporte de mercancías 
peligrosas, deben remitir copia del Acto Administrativo a la Dirección General de 
Transporte y Tránsito Automotor, del Ministerio de Transporte, o quien haga sus 
veces. 
 



Artículo 46. Toda entidad pública del orden nacional, regional, departamental o 
municipal que expida actos administrativos referentes a mercancías peligrosas, 
debe observar los lineamientos establecidos en el presente decreto. 
 
Artículo 47. Los desechos que se generen por cualquier proceso productivo, 
incluyendo los envases y embalajes, adquieren las características de mercancía 
peligrosa. Por lo tanto, su manejo y transporte se debe realizar cumpliendo los 
mismos requisitos y obligaciones contemplados en este acto administrativo de 
acuerdo con la clasificación dada en el literal F, numeral 3 del artículo 4° del 
presente decreto. 
 
Artículo 48. Está prohibido el transporte de mercancías peligrosas en vehículos 
destinados al transporte de pasajeros. En los vehículos de transporte de 
pasajeros, los equipajes sólo pueden contener mercancías peligrosas de uso 
personal (medicinal o de tocador), en una cantidad no mayor a un kilogramo (1 
kg.) o un litro (1 L), por pasajero. Así mismo, está totalmente prohibido el 
transporte de mercancías de la Clase 1 (Explosivos), Clase 7 (Radiactivos) y 
Clase 8 (Corrosivos). 
 
Artículo 49. Las mercancías peligrosas que sean almacenadas en depósitos de 
transferencia de carga deben continuar conservando las normas y medidas de 
seguridad específicas, adecuadas a la naturaleza de los riesgos de acuerdo con 
la clasificación dada en el literal F, numeral 3 del artículo 4° del presente 
decreto. 
 
Artículo 50. En caso de emergencia, accidente, derrame, incidente, fuga o 
avería, el remitente, el destinatario y empresa transportadora darán apoyo y 
prestarán toda la información necesaria que les fuere solicitada por las 
autoridades públicas y organismos de socorro, de acuerdo con los lineamientos 
establecidos en su plan de contingencia. 
 
Artículo 51. Sin el previo conocimiento del contenido de la Tarjeta de 
Emergencia, está prohibida la apertura de los envases y embalajes que 
contengan mercancías peligrosas por parte de las autoridades competentes. 
 
Parágrafo. Durante el transporte de materiales radiactivos, queda totalmente 
prohibida la apertura de envases, embalajes y contenedores. 
 
Artículo 52. Se consideran remitentes y destinatarios las sociedades portuarias y 
los puertos privados, ya sean marítimos o fluviales, en el proceso de embarque, 
desembarque, manejo y almacenamiento de mercancías peligrosas, y son 
responsables del cumplimiento de lo estipulado en este decreto. 
 
CAPITULO VIII 
 
Seguros 



 
Artículo 53. La empresa de servicio público de transporte de carga, o el 
remitente cuando utilicen vehículos de su propiedad para el transporte de 
mercancías, debe adquirir una póliza de responsabilidad civil extracontractual 
que ampare en caso que se presente algún evento durante el transporte, 
perjuicios producidos por daños personales, daños mate riales, por 
contaminación (daños al ambiente, a los recursos naturales, animales, cultivos, 
bosques, aguas, entre otros) y cualquier otro daño que pudiera generarse por la 
mercancía peligrosa en caso de accidente. 
 
Parágrafo. Lo anterior no exime el cumplimiento de lo estipulado en los artículos 
9° y 10 del presente decreto. 
 
Artículo 54. La póliza deberá cubrir la responsabilidad civil extracontractual 
sobreviniente del traslado de la carga desde el momento en que salga de las 
instalaciones del remitente hasta que se reciba en las instalaciones señaladas 
como destino final, incluyendo las operaciones de cargue y descargue cuando el 
asegurado las realice, así como también cuando las mercancías peligrosas sean 
almacenadas en depósitos de transferencia de carga como parte del transporte. 
 
Artículo 55. Los valores asegurados mínimos de las pólizas de responsabilidad 
civil extracontractual, expresado en unidades de salario mínimo mensual legal 
vigente a la fecha de tomar o renovar la póliza serán los siguientes: 
 
Para empresas de servicio público de transporte de carga que además de 
movilizar mercancías peligrosas presten el servicio de almacenamiento temporal 
y para los remitentes que realicen transporte privado en vehículos propios y que 
efectúen almacenamiento temporal, el valor asegurado mínimo de la póliza de 
responsabilidad civil extracontractual es de 3.500 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 
 
Para empresas de servicio público de transporte de carga y remitentes que 
realicen transporte privado en vehículos propios para el transporte de 
mercancías peligrosas, el valor asegurado mínimo de la póliza de 
responsabilidad civil extracontractual es de 2.800 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes. 
 
Parágrafo. Los límites se restablecerán automáticamente desde la fecha de 
ocurrencia del siniestro a la suma originalmente pactada. 
 
Artículo 56. La póliza igualmente reconocerá al asegurado entre otros gastos los 
que se generen con ocasión de: 
 
A. Defensa de cualquier demanda civil entablada contra el asegurado, aun 
cuando dicha demanda fuere infundada, falsa o fraudulenta. 
 



B. La presentación de fianzas a que haya lugar en razón de embargos 
decretados judicialmente contra el asegurado, en los juicios de que trata el literal 
anterior. 
 
C. Condena en costas e interés de mora acumulados a cargo del asegurado 
desde cuando la sentencia se declare en firme hasta cuando la compañía haya 
pagado o consignado en el juzgado su participación en tales gastos. 
 
D. Presentación a terceros de asistencia médica y quirúrgica inmediata, 
requerida en razones de lesiones producidas en desarrollo de las actividades 
amparadas bajo el presente seguro hasta por los límites estipulados en la póliza. 
 
Artículo 57. Las disposiciones establecidas para el transporte terrestre automotor 
de carga por carretera, el Código Nacional de Tránsito Terrestre, las normas 
técnicas colombianas para cada grupo de mercancías y demás contenidas en el 
presente decreto, las cuales deben ser reunidas por las unidades de transporte y 
el vehículo destinado para el transporte de mercancías peligrosas, serán 
consideradas como garantías en la póliza con los consabidos efectos que 
produce su incumplimiento. Así mismo, las obligaciones que deben cumplir los 
actores de la cadena del transporte, según lo estipulado en el presente decreto. 
 
CAPITULO IX 
 
Régimen de transición 
 
Artículo 58. Procedimientos para la evaluación de la conformidad. Las pruebas 
de ensayo y el marcado de los embalajes y envases de las mercancías 
peligrosas se exigirá, por las autoridades competentes, una vez se constituyan y 
se acrediten las entidades y/o los laboratorios con el fin de realizar o certificar las 
pruebas de ensayo, de acuerdo con lo estipulado en la Norma Técnica 
Colombiana según la relación dada en el numeral 2, artículo 4° del presente 
decreto. 
 
Parágrafo. El literal G del artículo 11, el literal E del artículo 13 y el literal D del 
artículo 25 y el literal A del artículo 10 entrarán a regir una vez se cumpla lo 
estipulado en el presente artículo. 
 
Artículo 59. El certificado del curso básico obligatorio de capacitación para 
conductores que transportan mercancías peligrosas será exigido por las 
autoridades y los integrantes de la cadena, como documento de transporte, una 
vez el Ministerio de Transporte lo reglamente. 
 
Parágrafo. El literal N del artículo 11, el literal C del artículo 13, el literal A del 
artículo 14 y el literal E del artículo 15 entrarán a regir una vez se reglamente lo 
estipulado en el presente artículo. 
 



Artículo 60. La Tarjeta de Registro Nacional para el Transporte de Mercancías 
Peligrosas será exigida por las autoridades y los integrantes de la cadena, como 
documento de transporte, una vez el Ministerio de Transporte lo reglamente. 
 
Parágrafo. Los artículos 6°, 7° y 8°, el literal O del artículo 11, el literal N del 
artículo 14, el literal J del artículo 15 entrarán a regir una vez se reglamente lo 
estipulado en el presente artículo. 
 
Artículo 61. El presente decreto comenzará a regir seis (6) meses después de su 
publicación, con excepción del artículo 4°, numeral 3, literal F; artículo 11 
literales A, B, D, E, J, K, P, S, T y V; artículo 12 literales A, B, C, E y F; artículo 
13 literales A, B, G, M, N, O y T; artículo 14 literales E y O, artículo 15 literales F 
y K, artículo 49 y el Capítulo VIII, que regirán doce (12) meses después de su 
publicación. 
 
Artículo 62. Este decreto deroga todas las normas que le sean contrarias. Una 
vez entre en vigor el Capítulo III quedan sin efecto las Resoluciones 1705 de 
1991 y 2025 de 1994 expedidas por el Ministerio de Transporte. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 31 de julio de 2002. 
 
ANDRES PASTRANA ARANGO 
 
El Ministro de Defensa, 
 
Gustavo Bell Lemus. 
 
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, 
 
Rodrigo Villalba Mosquera. 
 
El Ministro de Desarrollo Económico, 
 
Eduardo Pizano de Narváez. 
 
La Ministra de Minas y Energía, 
 
Luisa Fernanda Lafaurie Rivera. 
 
La Ministra de Comercio Exterior, 
 
Angela María Orozco Gómez. 
 
El Ministro del Medio Ambiente, 



 
Juan Mayr Maldonado. 
 
El Ministro de Salud, 
 
Gabriel Riveros Dueñas. 
 
El Ministro de Transporte, 
 
Gustavo Adolfo Canal Mora. 
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DECRETO NUMERO 1443 DE 2004 
(mayo 7) 
 
por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto-ley 2811 de 1974, la Ley 253 
de 1996, y la Ley 430 de 1998 en relación con la prevención y control de la 
contaminación ambiental por el manejo de plaguicidas y desechos o residuos 
peligrosos provenientes de los mismos, y se toman otras determinaciones. 
 
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia y en desarrollo de lo previsto en los artículos 34 al 38 del Decreto-ley 
2811 de 1974, el artículo 4º de la Ley 253 de 1996, y los artículos 6° al 9° de la 
Ley 430 de 1998, 
 
DECRETA 
 
CAPITULO I 
 
De las generalidades 
 
Artículo 1º. Objeto. El presente decreto tiene por objeto establecer medidas 
ambientales para el manejo de los plaguicidas, y para la prevención y el manejo 
seguro de los desechos o residuos peligrosos provenientes de los mismos, con 
el fin de proteger la salud humana y el medio ambiente. Lo anterior sin perjuicio 
de la obtención de las licencias, permisos y autorizaciones a que haya lugar, de 
conformidad con la normatividad ambiental vigente y demás normas 
concordantes. 
 
Artículo 2º. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente decreto se 
aplican en el territorio nacional a las personas naturales o jurídicas, públicas o 
privadas, que fabriquen, formulen, importen, envasen, distribuyan, 
comercialicen, empaquen, almacenen y transporten plaguicidas, así como al 
consumidor o usuario final de los mismos, y a las personas que generen y 
manejen residuos o desechos peligrosos provenientes de plaguicidas. 
 
Artículo 3º. Principios. La gestión ambiental de los plaguicidas se rige por los 
principios básicos de ciclo de vida integral, manejo seguro y responsable, 
reducción y comunicación del riesgo, precaución y prevención. 
 



Artículo 4º. Definiciones. Para la correcta interpretación y aplicación del presente 
Decreto se adoptan las siguientes definiciones: 
 
Comercialización. Proceso general de promoción del producto, incluyendo la 
publicidad, relaciones públicas acerca del producto y servicios de información, 
así como la distribución, venta o donación en los mercados nacionales e 
internacionales. 
 
Distribuidor. Persona natural o jurídica, pública o privada, que suministra los 
plaguicidas a través de canales comerciales en los mercados nacionales o 
internacionales. 
 
Desechos o residuos peligrosos de plaguicidas. Comprende los plaguicidas 
en desuso, es decir, los que se encuentran vencidos o fuera de especificaciones 
técnicas, envases o empaques que hayan contenido plaguicidas, remanentes, 
sobrantes, subproductos de estos plaguicidas; el producto de lavado o limpieza 
de objetos o elementos que hayan estado en contacto con los plaguicidas tales 
como: Ropa de trabajo, equipos de aplicación, equipos de proceso u otros. 
 
Eliminación. Este término comprende las operaciones que pueden conducir a la 
recuperación, reciclaje, regeneración, reutilización, tratamiento, incluido el 
almacenamiento, así como la disposición final. 
 
Envasador. Persona natural o jurídica, pública o privada, autorizada, cuya 
actividad consiste en trasladar un plaguicida de cualquier recipiente a un envase 
comercial para la venta subsiguiente, sin alterar sus características. 
 
Envase. Recipiente que contiene el producto para protegerlo o conservarlo y 
que facilita su manipulación, almacenamiento, distribución, y presenta la 
etiqueta. 
 
Etiqueta. Cualquier material escrito, impreso o gráfico que vaya sobre el envase 
que contiene un plaguicida o esté impreso, grabado o adherido a su recipiente 
inmediato y en el paquete o envoltorio exterior de los envases para uso o 
distribución. 
 
Fabricante. Persona natural o jurídica, pública o privada, dedicada al negocio o 
a la función (directamente, por medio de un agente o de una entidad por ella 
controlada o contratada) de sintetizar un ingrediente activo o un plaguicida. 
 
Fabricación. Síntesis o producción de un ingrediente activo o plaguicida. 
 
Formulación. Proceso de combinación de varios ingredientes para hacer que el 
producto sea útil y eficaz para la finalidad que se pretende. 
 



Formulador. Persona natural o jurídica, pública o privada, dedicada a la 
formulación de productos finales. 
 
Generador. Persona natural o jurídica, pública o privada, cuya actividad genere 
plaguicidas en desuso, residuos, empaques y envases de los mismos. Si la 
persona es desconocida será la persona que esté en posesión de estos 
desechos. Así mismo, se equipara a un generador, el fabricante o importador de 
plaguicidas, en cuanto a la responsabilidad por el manejo de los embalajes y 
desechos o residuos peligrosos del plaguicida. 
 
Ingrediente activo. Sustancia química de acción plaguicida que constituye la 
parte biológicamente activa presente en una formulación. 
 
Ingrediente activo grado técnico. Es aquel que contiene los elementos 
químicos y sus compuestos naturales o manufacturados, incluidas las impurezas 
y compuestos relacionados que resultan inevitablemente del proceso de 
fabricación. 
 
Manejo. Se entiende la recolección, transporte, y eliminación de los desechos o 
residuos peligrosos de plaguicidas y los plaguicidas en desuso, incluido el 
monitoreo de los lugares de disposición final. 
 
Manejo ambientalmente racional. Por manejo ambientalmente racional de los 
plaguicidas y desechos peligrosos provenientes de los mismos, se entiende la 
adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los plaguicidas y 
desechos peligrosos se manejen de manera que queden protegidos el medio 
ambiente y la salud contra los efectos nocivos que puedan derivarse de los 
mismos. Lo anterior independientemente de la obligación de obtener las 
licencias, permisos y autorizaciones a que haya lugar, de conformidad con la 
normatividad vigente. 
 
País de origen. País donde se realiza la fabricación del ingrediente activo o la 
formulación de un plaguicida. 
 
Plaguicida. Cualquier sustancia o mezcla de sustancias destinadas a prevenir, 
destruir o controlar cualquier plaga, las especies no deseadas de plantas o 
animales que causan perjuicio o que interfieren de cualquier otra forma en la 
producción, elaboración, almacenamiento, transporte o comercialización de 
alimentos, productos agrícolas, madera y productos de madera o alimento para 
animales, o que puedan administrarse a los animales para combatir insectos, 
arácnidos u otras plagas en o sobre sus cuerpos. El término incluye las 
sustancias destinadas a utilizarse como reguladoras del crecimiento de las 
plantas, defoliantes, desecantes, agentes para reducir la densidad de fruta, 
agentes para evitar la caída prematura de la fruta, y las sustancias aplicadas a 
los cultivos antes o después de la cosecha para proteger el producto contra el 
deterioro durante el almacenamiento y transporte. 



 
Plaguicidas en desuso. Aquellos plaguicidas y los residuos o desechos de 
estos, que ya no pueden ser usados, por cualquier causa, para su propósito 
original o para cualquier otro fin, por lo que deben ser eliminados de manera 
segura para la salud humana y el medio ambiente. 
 
Receptor. Es la persona natural o jurídica, pública o privada, debidamente 
autorizada para eliminar los desechos peligrosos provenientes de plaguicidas y 
los plaguicidas en desuso. 
 
CAPITULO II 
 
De los plaguicidas en desuso 
 
Artículo 5º. Plaguicidas en desuso. Además de lo señalado en el artículo 
anterior, se entenderá por plaguicida en desuso el plaguicida que: 
 
a) Ha sido retirado del mercado por razones de salud o ambientales; 
 
b) Ha sido prohibido o se ha cancelado su registro por decisión de la autoridad 
competente; 
 
c) Ha perdido sus propiedades de control para los organismos previstos y no 
puede utilizarse para otros fines, ni puede ser fácilmente modificado para volver 
a ser útil; 
 
d) Se ha contaminado con otros productos; 
 
e) Se ha degradado debido a un almacenamiento inadecuado y prolongado, y no 
puede ser utilizado de acuerdo con las especificaciones e instrucciones 
indicadas en la etiqueta y por otra parte no puede ser reformulado; 
 
f) Ha sufrido cambios químicos y/o físicos que pueden provocar efectos 
fitotóxicos en los cultivos o representa un peligro inaceptable para la salud de las 
personas o para el ambiente; 
 
g) Ha sufrido pérdida inaceptable de su eficacia biológica por degradación de su 
ingrediente activo u otro cambio físico o químico; 
 
h) Sus propiedades físicas han cambiado y por tanto no permite su aplicación en 
condiciones normales. 
 
Artículo 6º. Prohibición de enterramiento y quema de plaguicidas en desuso. Los 
desechos y residuos peligrosos de los plaguicidas y los plaguicidas en desuso, 
no podrán ser enterrados ni quemados a cielo abierto, ni dispuestos en sitios de 
disposición final de residuos ordinarios. Solamente podrán eliminarse en 



condiciones de seguridad a través de instalaciones debidamente autorizadas por 
las autoridades competentes. 
 
CAPITULO III 
 
De las responsabilidades por la generación y manejo de desechos o 
residuos peligrosos provenientes de los plaguicidas 
 
Artículo 7º. Responsabilidad por la generación y manejo de desechos o residuos 
peligrosos provenientes de los plaguicidas. La responsabilidad por las 
existencias de desechos o residuos peligrosos que incluye los plaguicidas en 
desuso, y su adecuado manejo y disposición final, es del generador, o si la 
persona es desconocida, la persona que esté en posesión de estos desechos. 
 
El fabricante o importador de plaguicidas, se equipara a un generador en cuanto 
a la responsabilidad por el manejo de los embalajes y desechos o residuos 
peligrosos del plaguicida. 
 
La responsabilidad integral del generador subsiste hasta que el desecho o 
residuo peligroso sea aprovechado como insumo o dispuesto con carácter 
definitivo. 
 
El receptor de los residuos o desechos de plaguicidas y de los plaguicidas en 
desuso, que deberá estar debidamente autorizado por la autoridad ambiental 
competente, asumirá la responsabilidad integral del generador una vez lo reciba 
del transportador y hasta que se haya efectuado o comprobado la eliminación de 
los mismos. 
 
Artículo 8º. Responsabilidad solidaria. Mientras no se haya efectuado y 
comprobado la eliminación del desecho o residuo peligroso de plaguicidas y de 
los plaguicidas en desuso, el receptor es solidariamente responsable con el 
generador. 
 
Parágrafo. El generador tiene la obligación de administrar sus existencias de 
plaguicidas en forma apropiada, segura y ambientalmente racional y tomar las 
medidas necesarias para evitar que esas existencias se conviertan en 
plaguicidas en desuso. 
 
Artículo 9º. Subsistencia de la responsabilidad. La responsabilidad integral del 
generador, subsiste hasta que los desechos o residuos peligrosos, incluidos los 
plaguicidas en desuso sean dispuestos o eliminados adecuadamente con 
carácter definitivo por el receptor autorizado. 
 
Artículo 10. Responsabilidades del generador. De conformidad con las 
responsabilidades establecidas en la ley, el generador será responsable, entre 
otros, de: 



 
a) Todos los efectos a la salud y al medio ambiente ocasionados por los 
residuos o desechos peligrosos. La responsabilidad se extiende a sus efluentes, 
emisiones, productos y subproductos; 
 
b) El manejo ambientalmente racional de los envases, empaques y residuos o 
desechos de plaguicidas; 
 
c) Todos los efectos ocasionados a la salud humana o al medio ambiente, de un 
contenido químico o biológico no declarado al receptor o gestor externo del 
residuo o plaguicida en desuso y a la autoridad ambiental; 
 
d) Todos los costos asociados al manejo de los plaguicidas en desuso o sus 
residuos, de acuerdo con los requerimientos y criterios que la autoridad 
ambiental competente defina para el mismo; 
 
e) El manejo de los plaguicidas en desuso en forma separada de los residuos o 
desechos no peligrosos u ordinarios generados en la misma actividad; 
 
f) Realizar la separación de los plaguicidas en desuso de acuerdo a los criterios 
de incompatibilidad, evitando las mezclas que conlleven el aumento de la 
peligrosidad; 
 
g) Realizar la gestión de desechos o residuos peligrosos, incluidos los 
plaguicidas en desuso, solo con empresas que estén debidamente autorizadas 
por la autoridad competente para tal fin. En caso de no existir alternativas 
locales para la disposición final de los plaguicidas en desuso, el generador 
deberá realizar las gestiones necesarias para la exportación de los mismos al 
país de origen o algún otro destino donde se cuente con alternativas de 
disposición final autorizadas, conforme con los criterios, procedimientos y 
obligaciones establecidas por el Convenio de Basilea; 
 
h) Diseñar y ejecutar un programa de capacitación y entrenamiento sobre 
manejo de procedimientos operativos normalizados y prácticas seguras para 
todo el personal de sus instalaciones que interviene en las labores de embalaje, 
cargue, descargue, almacenamiento, manipulación, disposición adecuada de 
residuos, descontaminación y limpieza; 
 
i) Realizar la caracterización físico-química de los desechos o residuos 
peligrosos, a través de laboratorios especiales debidamente autorizados por los 
organismos competentes e informar sus resultados a las personas naturales o 
jurídicas que se encarguen del almacenamiento, recolección y transporte, 
tratamiento o disposición final de los mismos. 
 



Artículo 11. Responsabilidades del receptor. De conformidad con las 
responsabilidades establecidas en la ley, el receptor será responsable, entre 
otros, de: 
 
a) El manejo ambientalmente racional y seguro de los desechos o residuos 
peligrosos incluidos los plaguicidas en desuso, mientras no se haya efectuado y 
comprobado la disposición final de estos. Esta responsabilidad incluye el 
monitoreo, el diagnóstico y remediación del suelo, de las aguas superficiales y 
subterráneas en caso de que se presente contaminación por estos residuos o 
desechos; 
 
b) De la obtención de la respectiva licencia ambiental por parte de la autoridad 
ambiental competente de acuerdo con lo establecido por el Decreto 1180 de 
2003 o las normas que la modifiquen o sustituyan. 
 
CAPITULO III 
 
De la prevención de existencias de desechos o residuos peligrosos 
provenientes de plaguicidas 
 
Artículo 12. Prevención de existencias desechos o residuos peligrosos 
provenientes de plaguicidas. De conformidad con las responsabilidades 
establecidas en la ley, los fabricantes, formuladores, importadores, envasadores 
y distribuidores de plaguicidas serán responsables, entre otros, de: 
 
a) Considerar en la elaboración de los productos, envases y empaques que, las 
características de diseño, fabricación, comercialización o utilización, favorezcan 
la prevención en la generación de residuos o desechos peligrosos o permitan su 
eliminación sin causar perjuicios a la salud humana y al medio ambiente; 
 
b) Asumir la responsabilidad directa de la gestión de los envases y empaques, o 
gestionar a través de un sistema organizado en conjunto con los distribuidores o 
comercializadores, los residuos o desechos peligrosos de que trata el presente 
decreto; 
 
c) Obtener el registro ante la autoridad nacional competente; 
 
d) Establecer el mecanismo de retorno y eliminación de los envases y empaques 
y demás residuos o desechos peligrosos desde el consumidor, para lo cual 
contarán con un plazo máximo de dos (2) años contados a partir de la vigencia 
del presente decreto; 
 
e) Informar a los usuarios y consumidores sobre los riesgos del respectivo bien, 
elemento o producto y sobre las recomendaciones para su manejo, 
almacenamiento y el mecanismo de retorno de los envases o empaques; 
 



f) Recibir los envases y empaques de acuerdo al mecanismo de recolección, 
establecido para tal fin. 
 
CAPITULO IV 
 
Del manejo integral de plaguicidas 
 
Artículo 13. Puesta en el mercado de plaguicidas. De conformidad con las 
obligaciones establecidas en la ley, las personas naturales o jurídicas que 
distribuyan o comercialicen plaguicidas, o cualquier otra persona responsable de 
su puesta en el mercado, serán responsables entre otros, de: 
 
a) Realizar un manejo ambientalmente racional de los plaguicidas y de los 
envases, empaques y demás residuos o desechos de plaguicidas; 
 
b) Formar parte del mecanismo de retorno de los residuos o desechos 
peligrosos, establecido por el generador; 
 
c) Informar a los usuarios o consumidores finales, sobre el mecanismo de 
retorno de los residuos o desechos peligrosos establecido por el generador. 
 
Artículo 14. Consumo de plaguicidas. De conformidad con las obligaciones 
establecidas en la ley, las personas naturales o jurídicas que utilicen plaguicidas, 
cualquiera que sea su propósito, entre otros, deberán: 
 
a) Realizar un manejo ambientalmente racional de los plaguicidas y de los 
envases, empaques y demás residuos o desechos de plaguicidas; 
 
b) Devolver los envases y empaques de acuerdo al mecanismo de recolección 
que los generadores de plaguicidas y los distribuidores o comercializadores, 
deben establecer, de forma separada o conjunta, para tal fin; 
 
c) Mantener en los mínimos posibles, las existencias de plaguicidas a ser 
usados. 
 
Artículo 15. Almacenamiento de plaguicidas. De conformidad con las 
obligaciones establecidas en la ley, las personas naturales o jurídicas que 
presten servicios de almacenamiento de plaguicidas, entre otros, deberán: 
 
a) Obtener la respectiva Licencia Ambiental por parte de la autoridad ambiental 
competente de acuerdo con el Decreto 1180 de 2003 o las normas que la 
modifiquen o sustituyan; 
 
b) Llevar un archivo en el cual se indiquen los movimientos de entrada y salida 
de plaguicidas, la fecha del movimiento, cantidad, origen, nombre del 



depositante y posible propósito o destino de los mismos, así como de los 
residuos o desechos peligrosos que se generen; 
 
c) Contar con un programa de capacitación para el personal responsable del 
manejo de residuos o desechos peligrosos, incluyendo los plaguicidas en 
desuso y del equipo relacionado con estos; 
 
d) Entregar los residuos o desechos peligrosos, incluyendo los plaguicidas en 
desuso, para su eliminación final, exclusivamente a personas naturales o 
jurídicas que cuente con las debidas autorizaciones. 
 
Artículo 16. Transporte de plaguicidas. De conformidad con las obligaciones 
establecidas en la ley, las personas naturales o jurídicas que presten servicios 
de transporte de plaguicidas y desechos o residuos peligrosos provenientes de 
los mismos, entre otros, deberán: 
 
a) Realizar un manejo ambientalmente racional de los plaguicidas y de los 
envases, empaques y demás residuos o desechos peligrosos; 
 
b) Verificar que los residuos o desechos peligrosos que reciba, se encuentren 
correctamente envasados e identificados en los términos establecidos en el 
Decreto 1609 de 2002; 
 
c) Disponer del Plan de Contingencia en los términos previstos en el artículo 11, 
literal j), del Decreto 1609 de 2002; 
 
d) En ningún momento movilizar en un mismo vehículo aquellos residuos o 
desechos peligrosos que sean incompatibles; 
 
e) Responsabilizarse solidariamente con el remitente por el derrame o 
esparcimiento de plaguicidas en las actividades de cargue o transporte y en las 
labores de recolección, limpieza y descontaminación del sitio de manera 
inmediata. 
 
Artículo 17. Responsabilidades de las autoridades ambientales. Las autoridades 
ambientales controlarán y vigilarán el manejo de los plaguicidas, y de los 
residuos o desechos peligrosos provenientes de los mismos, de conformidad 
con lo consagrado en el presente decreto y demás normas ambientales 
vigentes. 
 
Artículo 18. Además de lo consagrado en el presente decreto y la normatividad 
ambiental vigente, las personas naturales o jurídicas que manejen plaguicidas 
y/o los residuos o desechos peligrosos provenientes de los mismos, deberán dar 
cumplimiento a lo establecido en la materia por las autoridades de tránsito y 
transporte, salud y protección social y agricultura, entre otros. 
 



Artículo 19. Sanciones. En caso de violación a las disposiciones ambientales 
contempladas en el presente decreto, las autoridades ambientales competentes 
impondrán las medidas preventivas y sanciones previstas en el artículo 85 de la 
Ley 99 de 1993 y sus disposiciones reglamentarias, o las que las modifiquen o 
sustituyan, sin perjuicio de las demás acciones a que haya lugar. 
 
Artículo 20. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial y deroga todas las normas que le sean 
contrarias. 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
Dado en Bogotá, D. C., a 7 de mayo de 2004. 
 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
 
El Ministro de la Protección Social, 
Diego Palacio Betancourt. 
 
La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
Sandra Suárez Pérez. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ANEXO 11 
 
DIARIO OFICIAL. AÑO CXLI. N. 46137. 30, DICIEMBRE, 2005. PAG. 606.  
  
  
DECRETO NUMERO 4741 DE 2005  
(diciembre 30)  
  
por el cual se reglamenta parcialmente la prevención y el manejo de los residuos 
o desechos  
peligrosos generados en el marco de la gestión integral.  
  
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
conferidas en el numeral  
11 del artículo 189 de la Constitución Política de Colombia y en desarrollo de lo 
previsto en los  



artículos 34 al 38 del Decreto-ley 2811 de 1974, el artículo 4° de la Ley 253 de 
1996, y los artículos  
6° al 9° de la Ley 430 de 1998,  
  
DECRETA:  
  
CAPITULO I  
Objeto, alcance y definiciones  
  
Artículo 1°. Objeto. En el marco de la gestión integral, el presente decreto tiene 
por objeto prevenir  
la generación de residuos o desechos peligrosos, así como regular el manejo de 
los residuos o  
desechos generados, con el fin de proteger la salud humana y el ambiente.  
  
Artículo 2°. Alcance. Las disposiciones del presente decreto se aplican en el 
territorio nacional a las  
personas que generen, gestionen o manejen residuos o desechos peligrosos.  
  
Artículo 3°. Definiciones. Para los efectos del cumplimiento del presente decreto 
se adoptan las  
siguientes definiciones:  
  
Acopio. Acción tendiente a reunir productos desechados o descartados por el 
consumidor al final  
de su vida útil y que están sujetos a planes de gestión de devolución de 
productos posconsumo, en  
un lugar acondicionado para tal fin, de manera segura y ambientalmente 
adecuada, a fin de facilitar  
su recolección y posterior manejo integral. El lugar donde se desarrolla esta 
actividad se  
denominará centro de acopio.  
  
Almacenamiento. Es el depósito temporal de residuos o desechos peligrosos 
en un espacio físico  
definido y por un tiempo determinado con carácter previo a su aprovechamiento 
y/o valorización,  
tratamiento y/o disposición final.  
  
Aprovechamiento y/o valorización. Es el proceso de recuperar el valor 
remanente o el poder  
calorífico de los materiales que componen los residuos o desechos peligrosos, 
por medio de la  
recuperación, el reciclado o la regeneración.  
  
Disposición final. Es el proceso de aislar y confinar los residuos o desechos 



peligrosos, en  
especial los no aprovechables, en lugares especialmente seleccionados, 
diseñados y debidamente  
autorizados, para evitar la contaminación y los daños o riesgos a la salud 
humana y al ambiente.  
  
Generador. Cualquier persona cuya actividad produzca residuos o desechos 
peligrosos. Si la  
persona es desconocida será la persona que está en posesión de estos 
residuos. El fabricante o  
importador de un producto o sustancia química con propiedad peligrosa, para los 
efectos del  
presente decreto se equipara a un generador, en cuanto a la responsabilidad por 
el manejo de los  
embalajes y residuos del producto o sustancia.  
  
Gestión integral. Conjunto articulado e interrelacionado de acciones de política, 
normativas,  
operativas, financieras, de planeación, administrativas, sociales, educativas, de 
evaluación,  
seguimiento y monitoreo desde la prevención de la generación hasta la 
disposición final de los  
residuos o desechos peligrosos, a fin de lograr beneficios ambientales, la 
optimización económica  
de su manejo y su aceptación social, respondiendo a las necesidades y 
circunstancias de cada  
localidad o región.  
  
Manejo integral. Es la adopción de todas las medidas necesarias en las 
actividades de  
prevención, reducción y separación en la fuente, acopio, almacenamiento, 
transporte,  
aprovechamiento y/o valorización, tratamiento y/o disposición final, importación y 
exportación de  
residuos o desechos peligrosos, individualmente realizadas o combinadas de 
manera apropiada,  
para proteger la salud humana y el ambiente contra los efectos nocivos 
temporales y/o  
permanentes que puedan derivarse de tales residuos o desechos.  
  
Plan de gestión de devolución de productos posconsumo. Instrumento de 
gestión que  
contiene el conjunto de reglas, acciones, procedimientos y medios dispuestos 
para facilitar la  
devolución y acopio de productos posconsumo que al desecharse se convierten 
en residuos  



peligrosos, con el fin de que sean enviados a instalaciones en las que se 
sujetarán a procesos que  
permitirán su aprovechamiento y/o valorización, tratamiento y/o disposición final 
controlada.  
  
Posesión de residuos o desechos peligrosos. Es la tenencia de esta clase de 
residuos con  
ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa 
por sí mismo, o por  
otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.  
  
Receptor. El titular autorizado para realizar las actividades de almacenamiento, 
aprovechamiento  
y/o valorización (incluida la recuperación, el reciclado o la regeneración), el 
tratamiento y/o la  
disposición final de residuos o desechos peligrosos.  
  
Remediación. Conjunto de medidas a las que se someten los sitios 
contaminados para reducir o  
eliminar los contaminantes hasta un nivel seguro para la salud y el ambiente o 
prevenir su  
dispersión en el ambiente sin modificarlos.  
  
Residuo o desecho. Es cualquier objeto, material, sustancia, elemento o 
producto que se  
encuentra en estado sólido o semisólido, o es un líquido o gas contenido en 
recipientes o  
depósitos, cuyo generador descarta, rechaza o entrega porque sus propiedades 
no permiten usarlo  
nuevamente en la actividad que lo generó o porque la legislación o la 
normatividad vigente así lo  
estipula.  
  
Residuo o desecho peligroso. Es aquel residuo o desecho que por sus 
características corrosivas,  
reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, infecciosas o radiactivas puede 
causar riesgo o daño  
para la salud humana y el ambiente. Así mismo, se considera residuo o desecho 
peligroso los  
envases, empaques y embalajes que hayan estado en contacto con ellos.  
  
Riesgo. Probabilidad o posibilidad de que el manejo, la liberación al ambiente y 
la exposición a un  
material o residuo, ocasionen efectos adversos en la salud humana y/o al 
ambiente.  
  



Tenencia. Es la que ejerce una persona sobre una cosa, no como dueño, sino 
en lugar o a nombre  
del dueño.  
  
Tratamiento. Es el conjunto de operaciones, procesos o técnicas mediante los 
cuales se modifican  
las características de los residuos o desechos peligrosos, teniendo en cuenta el 
riesgo y grado de  
peligrosidad de los mismos, para incrementar sus posibilidades de 
aprovechamiento y/o  
valorización o para minimizar los riesgos para la salud humana y el ambiente.  
  
Artículo 4°. Principios. El presente decreto se rige por los siguientes principios: 
Gestión integral,  
ciclo de vida del producto, responsabilidad integral del generador, producción y 
consumo  
sostenible, precaución, participación pública, internalización de costos 
ambientales, planificación,  
gradualidad y comunicación del riesgo.  
  
CAPITULO II  
Clasificación, caracterización, identificación y presentación e los residuos 
o desechos  
peligrosos  
  
Artículo 5°. Clasificación de los residuos o desechos peligrosos. Los residuos o 
desechos incluidos  
en el Anexo I y Anexo II del presente decreto se considerarán peligrosos a 
menos que no  
presenten ninguna de la características de peligrosidad descritas en el Anexo III.  
  
El generador podrá demostrar ante la autoridad ambiental que sus residuos no 
presentan ninguna  
característica de peligrosidad, para lo cual deberá efectuar la caracterización 
físico-química de sus  
residuos o desechos. Para tal efecto, el generador podrá proponer a la autoridad 
ambiental los  
análisis de caracterización de peligrosidad a realizar, sobre la base del 
conocimiento de sus  
residuos y de los procesos que los generan, sin perjuicio de lo cual, la autoridad 
ambiental podrá  
exigir análisis adicionales o diferentes a los propuestos por el generador.  
  
La mezcla de un residuo o desecho peligroso con uno que no lo es, le confiere a 
este último  
características de peligrosidad y debe ser manejado como residuo o desecho 



peligroso.  
  
Parágrafo. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial podrá 
mediante acto  
administrativo, incorporar nuevos residuos o desechos peligrosos a las listas 
establecidas en el  
Anexo I y e l Anexo II el presente decreto.  
  
Artículo 6°. Características que confieren a un residuo o desecho la calidad de 
peligroso. La  
calidad de peligroso es conferida a un residuo o desecho que exhiba 
características corrosivas,  
reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, infecciosas y radiactivas; definidas en 
el Anexo III del  
presente decreto.  
  
Artículo 7°. Procedimiento mediante el cual se puede identificar si un residuo o 
desecho es  
peligroso. Para identificar si un residuo o desecho es peligroso se puede utilizar 
el siguiente  
procedimiento:  
  
a) Con base en el conocimiento técnico sobre las características de los insumos 
y procesos  
asociados con el residuo generado, se puede identificar si el residuo posee una 
o varias de las  
características que le otorgarían la calidad de peligroso;  
  
b) A través de las listas de residuos o desechos peligrosos contenidas en el 
Anexo I y II del  
presente decreto;  
  
c) A través de la caracterización físico-química de los residuos o desechos 
generados.  
  
Artículo 8°. Referencia para procedimiento de muestreo y análisis de laboratorio 
para determinar la  
peligrosidad de un residuo o desecho peligroso. Dentro de los doce (12) meses 
siguientes a partir  
de la entrada en vigencia del presente decreto, el Ideam definirá los protocolos 
de muestreo y  
análisis de laboratorio para la caracterización físico-química de los residuos o 
desechos peligrosos  
en el país. En tanto se expidan estos protocolos, se podrá tomar como 
referencia básica para  
métodos de muestreo y análisis de residuos o desechos peligrosos, los 



documentos SW-846 (Test  
Methods for Evaluating Solid waste, Physical/Chemical Methods) de la Agencia 
de Protección  
Ambiental de los Estados Unidos de América, ASTM (American Society for 
Testing and Materials) u  
otras normas internacionalmente reconocidas.  
  
Parágrafo 1°. De los laboratorios para la caracterización de residuos o desechos 
peligrosos. La  
caracterización físico-química de residuos o desechos peligrosos debe 
efectuarse en laboratorios  
acreditados. En tanto se implementan los servicios de laboratorios acreditados 
para tal fin, los  
análisis se podrán realizar en laboratorios aceptados por las autoridades 
ambientales regionales o  
locales. Las autoridades ambientales definirán los criterios de aceptación de 
dichos laboratorios y  
harán pública la lista de los laboratorios aceptados.  
  
Parágrafo 2°. Se dará un período de transición de dos (2) años, a partir de la 
definición de los  
protocolos de muestreo y análisis por parte del Ideam, para que los laboratorios 
implementen los  
métodos de ensayo y obtengan la respectiva acreditación. A partir de ese 
momento, no se  
aceptarán resultados de laboratorios que no cuenten con la debida acreditación.  
  
Parágrafo 3°. Actualización de la caracterización. El generador de un residuo o 
desecho peligroso  
debe actualizar la caracterización de sus residuos o desechos peligrosos, 
particularmente si se  
presentan cambios en el proceso que genera el residuo en cuestión; esos 
cambios pueden incluir,  
entre otros, variaciones en los insumos y variaciones en las condiciones de 
operación.  
  
Artículo 9°. De la presentación de los residuos o desechos peligrosos. Los 
residuos o desechos  
peligrosos se deben envasar, embalar, rotular, etiquetar y transportar en 
armonía con lo  
establecido en el Decreto N° 1609 de 2002 o por aquella norma que la modifique 
o sustituya.  
  
CAPITULO III  
De las obligaciones y responsabilidades  
  



Artículo 10. Obligaciones del Generador. De conformidad con lo establecido en 
la ley, en el marco  
de la gestión integral de los residuos o desechos peligrosos, el generador debe:  
  
a) Garantizar la gestión y manejo integral de los residuos o desechos peligrosos 
que genera;  
  
b) Elaborar un plan de gestión integral de los residuos o desechos peligrosos 
que genere tendiente  
a prevenir la generación y reducción en la fuente, así como, minimizar la 
cantidad y peligrosidad de  
los mismos. En este plan deberá igualmente documentarse el origen, cantidad, 
características de  
peligrosidad y manejo que se dé a los residuos o desechos peligrosos. Este plan 
no requiere ser  
presentado a la autoridad ambiental, no obstante lo anterior, deberá estar 
disponible para cuando  
esta realice actividades propias de control y seguimiento ambiental;  
  
c) Identificar las características de peligrosidad de cada uno de los residuos o 
desechos peligrosos  
que genere, para lo cual podrá tomar como referencia el procedimiento 
establecido en el artículo 7°  
del presente decreto, sin perjuicio de lo cual la autoridad ambiental podrá exigir 
en determinados  
casos la caracterización físico-química de los residuos o desechos si así lo 
estima conveniente o  
necesario;  
  
d) Garantizar que el envasado o empacado, embalado y etiquetado de sus 
residuos o desechos  
peligrosos se realice conforme a la normatividad vigente;  
  
e) Dar cumplimiento a lo establecido en el Decreto 1609 de 2002 o aquella 
norma que la modifique  
o sustituya, cuando remita residuos o desechos peligrosos para ser 
transportados. Igualmente,  
suministrar al transportista de los residuos o desechos peligrosos las respectivas 
Hojas de  
Seguridad;  
  
f) Registrarse ante la autoridad ambiental competente por una sola vez y 
mantener actualizada la  
información de su registro anualmente, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 27 del presente  
decreto;  



  
g) Capacitar al personal encargado de la gestión y el manejo de los residuos o 
desechos peligrosos  
en sus instalaciones, con el fin de divulgar el riesgo que estos residuos 
representan para la salud y  
el ambiente, además, brindar el equipo para el manejo de estos y la protección 
personal necesaria  
para ello;  
  
h) Contar con un plan de contingencia actualizado para atender cualquier 
accidente o eventualidad  
que se presente y contar con personal preparado para su implementación. En 
caso de tratarse de  
un derrame de estos residuos el plan de contingencia debe seguir los 
lineamientos del Decreto 321  
de 1999 por el cual se adopta el Plan Nacional de Contingencia contra Derrames 
de Hidrocarburos,  
Derivados y Sustancias Nocivas en aguas Marinas, Fluviales y Lacustres o aquel 
que lo modifique  
o sustituya y para otros tipos de contingencias el plan deberá estar articulado 
con el plan local de  
emergencias del municipio;  
  
i) Conservar las certificaciones de almacenamiento, aprovechamiento, 
tratamiento o disposición  
final que emitan los respectivos receptores, hasta por un tiempo de cinco (5) 
años;  
  
j) Tomar todas las medidas de carácter preventivo o de control previas al cese, 
cierre, clausura o  
desmantelamiento de su actividad con el fin de evitar cualquier episodio de 
contaminación que  
pueda representar un riesgo a la salud y al ambiente, relacionado con sus 
residuos o desechos  
peligrosos;  
  
k) Contratar los servicios de almacenamiento, aprovechamiento, recuperación, 
tratamiento y/o  
disposición final, con instalaciones que cuenten con las licencias, permisos, 
autorizaciones o  
demás instrumentos de manejo y control ambiental a que haya lugar, de 
conformidad con la  
normatividad ambiental vigente.  
  
Parágrafo 1°. El almacenamiento de residuos o desechos peligrosos en 
instalaciones del  



generador no podrá superar un tiempo de doce (12) meses. En casos 
debidamente sustentados y  
justificados, el generador podrá solicitar ante la autoridad ambiental, una 
extensión de dicho  
período. Durante el tiempo que el generador esté almacenando residuos o 
desechos peligrosos  
dentro de sus instalaciones, este debe garantizar que se tomen todas las 
medidas tendientes a  
prevenir cualquier afectación a la salud humana y al ambiente, teniendo en 
cuenta su  
responsabilidad por todos los efectos ocasionados a la salud y al ambiente, de 
conformidad con la  
Ley 430 de 1998.  
  
Durante este período, el generador deberá buscar y determinar la opción de 
manejo nacional y/o  
internacional más adecuada para gestionar sus residuos desde el punto de vista 
ambiental,  
económico y social.  
  
Parágrafo 2°. Para la elaboración del plan de gestión integral de residuos o 
desechos peligrosos  
mencionado en el literal b) del artículo 10 del presente decreto, el generador 
tendrá un plazo de  
doce (12) meses a partir de la entrada en vigencia del presente decreto. Este 
plan debe ser  
actualizado o ajustado por el generador particularmente si se presentan cambios 
en el proceso que  
genera los residuos o desechos peligrosos.  
  
Artículo 11. Responsabilidad del generador. El generador es responsable de los 
residuos o  
desechos peligrosos que él genere. La responsabilidad se extiende a sus 
afluentes, emisiones,  
productos y subproductos, por todos los efectos ocasionados a la salud y al 
ambiente.  
  
Artículo 12. Subsistencia de la responsabilidad. La responsabilidad integral del 
generador subsiste  
hasta que el residuo o desecho peligroso sea aprovechado como insumo o 
dispuesto con carácter  
definitivo.  
  
Artículo 13. Contenido químico no declarado. El generador continuará siendo 
responsable en forma  
integral por los efectos ocasionados a la salud o al ambiente, de un contenido 



químico o biológico  
no declarado al receptor y a la autoridad ambiental.  
  
Artículo 14. Obligaciones del fabricante o importador de un producto o sustancia 
química con  
característica peligrosa. De conformidad con lo establecido en la ley, en el marco 
de la gestión  
integral de los residuos o desechos peligrosos, el fabricante o importador de un 
producto o  
sustancia química con propiedad o característica peligrosa debe:  
  
a) Garantizar el manejo seguro y responsable de los envases, empaques, 
embalajes y residuos del  
producto o sustancia química con propiedad peligrosa;  
  
b) Cumplir con las obligaciones establecidas para generadores contenidas en el 
artículo 9° del  
presente decreto, para los residuos o desechos peligrosos generados en las 
actividades de  
fabricación o importación;  
  
c) Declarar a los consumidores y a los receptores el contenido químico o 
biológico de los residuos  
o desechos peligrosos que su producto o sustancia pueda generar;  
  
d) Comunicar el riesgo de sus sustancias o productos con propiedad peligrosa a 
los diferentes  
usuarios o consumidores.  
  
Artículo 15. Responsabilidad del fabricante o importador. El fabricante o 
importador de un producto  
o sustancia química con propiedad peligrosa, para los efectos del presente 
decreto se equipara a  
un generador, en cuanto a la responsabilidad por el manejo de los embalajes y 
residuos del  
producto o sustancia. La responsabilidad integral subsiste hasta que el residuo o 
desecho peligroso  
sea aprovechado como insumo o dispuesto con carácter definitivo.  
  
Artículo 16. Obligaciones del transportista de residuos o desechos peligrosos. 
De conformidad con  
lo establecido en la ley y en el marco de la gestión integral de los residuos o 
desechos peligrosos,  
el trasportador debe:  
  
a) Garantizar la gestión y manejo integral de los residuos o desechos peligrosos 



que recibe para  
transportar;  
  
b) Dar cumplimiento a lo establecido en el Decreto 1609 de 2002 por el cual se 
reglamenta el  
manejo y transporte terrestre automotor de mercancías peligrosas por carretera 
o aquella norma  
que la modifique o sustituya;  
  
c) Entregar la totalidad de los residuos o desechos peligrosos recibidos de un 
generador al receptor  
debidamente autorizado, designado por dicho generador.  
  
d) En casos en que el transportador preste el servicio de embalado y etiquetado 
de residuos o  
desechos peligrosos a un generador, debe realizar estas actividades de acuerdo 
con los requisitos  
establecidos en la normatividad vigente;  
  
e) Contar con un plan de contingencia actualizado para atender cualquier 
accidente o eventualidad  
que se presente y contar con personal preparado para su implementación. En 
caso de tratarse de  
un derrame de estos residuos el plan de contingencia debe seguir los 
lineamientos del Decreto 321  
de 1999 por el cual se adopta el Plan Nacional de Contingencia contra Derrames 
de Hidrocarburos,  
Derivados y Sustancias Nocivas en aguas Marinas, Fluviales y Lacustres o aquel 
que lo modifique  
o sustituya y, en caso de presentarse otro tipo de contingencia el plan deberá 
estar articulado con  
el plan local de emergencias del municipio;  
  
f) En ningún momento movilizar en un mismo vehículo aquellos residuos o 
desechos peligrosos  
que sean incompatibles;  
  
g) Realizar las actividades de lavado de vehículos que hayan transportado 
residuos o desechos  
peligrosos o sustancias o productos que pueden conducir a la generación de los 
mismos,  
solamente en sitios que cuenten con los permisos ambientales a que haya lugar;  
  
h) Responsabilizarse solidariamente con el remitente de los residuos en caso de 
contingencia, por  
el derrame o esparcimiento de residuos o desechos peligrosos en las 



actividades de cargue,  
transporte y descargue de los mismos.  
  
Parágrafo. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
conjuntamente con el  
Ministerio de Transporte, expedirán el Manifiesto de Carga para el Transporte de 
Mercancías en  
los aspectos relacionados con el transporte de residuos o desechos peligrosos.  
  
Artículo 17. Obligaciones del receptor. Las instalaciones cuyo objeto sea prestar 
servicios de  
almacenamiento, aprovechamiento y/o valorización (incluida la recuperación, el 
reciclaje o la  
regeneración), tratamiento y/o disposición final de residuos o desechos 
peligrosos deberán:  
  
a) Tramitar y obtener las licencias, permisos y autorizaciones de carácter 
ambiental a que haya  
lugar;  
  
b) Dar cumplimiento a la normatividad de transporte, salud ocupacional y 
seguridad industrial a que  
haya lugar;  
  
c) Brindar un manejo seguro y ambientalmente adecuado de los residuos o 
desechos  
recepcionados para realizar una o varias de las etapas de manejo, de acuerdo 
con la normatividad  
vigente;  
  
d) Expedir al generador una certificación, indicando que ha concluido la actividad 
de manejo de  
residuos o desechos peligrosos para la cual ha sido contratado, de conformidad 
con lo acordado  
entre las partes;  
  
e) Contar con personal que tenga la formación y capacitación adecuada para el 
manejo de los  
residuos o desechos peligrosos;  
  
f) Indicar en la publicidad de sus servicios o en las cartas de presentación de la 
empresa, el tipo de  
actividad y tipo de residuos o desechos peligrosos que está autorizado manejar;  
  
g) Contar con un plan de contingencia actualizado para atender cualquier 
accidente o eventualidad  



que se presente y contar con personal preparado para su implementación. En 
caso de tratarse de  
un derrame de estos residuos el plan de contingencia debe seguir los 
lineamientos del Decreto 321  
de 1999 por el cual se adopta el Plan Nacional de Contingencia contra Derrames 
de Hidrocarburos,  
Derivados y Sustancias Nocivas en aguas Marinas, Fluviales y Lacustres o aquel 
que lo modifique  
o sustituya y estar articulado con el plan local de emergencias del municipio, 
para atender otro tipo  
de contingencia;  
  
h) Tomar todas las medidas de carácter preventivo o de control previas al cese, 
cierre, clausura o  
desmantelamiento de su actividad con el fin de evitar cualquier episodio de 
contaminación que  
pueda representar un riesgo a la salud y al ambiente, relacionado con los 
residuos o desechos  
peligrosos.  
  
Artículo 18. Responsabilidad del Receptor. El receptor del residuo o desecho 
peligroso asumirá la  
responsabilidad integral del generador, una vez lo reciba del transportador y 
haya efectuado o  
comprobado el aprovechamiento o disposición final del mismo.  
  
Parágrafo 1°. Mientras no se haya efectuado y comprobado el aprovechamiento 
y/o disposición  
final del residuo o desecho peligroso, el receptor es solidariamente responsable 
con el generador.  
Parágrafo 2°. La responsabilidad de que trata este artículo incluye el monitoreo, 
el diagnóstico y  
remediación del suelo, de las aguas superficiales y subterráneas en caso de que 
se presente  
contaminación por estos residuos.  
  
Artículo 19. De la responsabilidad acerca de la contaminación y remediación de 
sitios. Aquellas  
personas que resulten responsables de la contaminación de un sitio por efecto 
de un manejo o una  
gestión inadecuada de residuos o desechos peligrosos, estarán obligados entre 
otros, a  
diagnosticar, remediar y reparar el daño causado a la salud y el ambiente, 
conforme a las  
disposiciones legales vigentes.  
  



CAPITULO IV  
De la gestión y manejo de los empaques, envases, embalajes y residuos de 
productos o  
sustancias químicas con propiedad o característica peligrosa  
  
Artículo 20. De los residuos o desechos peligrosos provenientes del consumo de 
productos o  
sustancias peligrosas. Estarán sujetos a un Plan de Gestión de Devolución de 
Productos  
Posconsumo para su retorno a la cadena de producción-importación-
distribución-comercialización,  
los residuos o desechos peligrosos o los productos usados, caducos o retirados 
del comercio, que  
se listan en la Tabla 1 del presente artículo.  
  
Tabla 1  
Lista de residuos o desechos sujetos a Plan de Gestión de Devolución de 
Productos  
Posconsumo  
  
Código Residuo Plazo máximo para la presentación del Plan de Devolución 
a partir de lo establecido en el  
artículo 22  
Y4 Plaguicidas en desuso, sus envases  
o empaques y los embalajes que se  
hayan contaminado con plaguicidas.  
6 meses  
Y3 Fármacos o medicamentos vencidos 12 meses  
Y31 Baterías usadas plomo-Ácido 18 meses  
  
Artículo 21. De la formulación, presentación e implementación de los Planes de 
Gestión de  
Devolución de Productos Posconsumo. Los fabricantes o importadores, de 
productos que al  
desecharse se convierten en los residuos o desechos peligrosos a los que hace 
referencia el  
artículo anterior, deberán presentar ante el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial,  
el respectivo Plan de Gestión de Devolución de Productos Posconsumo para su 
conocimiento, en  
las fechas estipuladas para tal fin en la Tabla 1, e iniciar inmediatamente su 
implementación. Estos  
planes de devolución pueden ser formulados y desarrollados por grupos de 
importadores o  
fabricantes reunidos en torno a la naturaleza igual o similar de sus residuos. Sin 
embargo su  



presentación ante la autoridad ambiental es en forma individual.  
  
Parágrafo 1°. Los distribuidores y comercializadores de los productos que al 
desecharse se  
convierten en residuos o desechos peligrosos descritos en la Tabla 1 del artículo 
20 del presente  
decreto, deben formar parte de los Planes de Gestión de Devolución de 
Productos Posconsumo y  
participar activamente en la implementación de dichos planes.  
  
Parágrafo 2°. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
establecerá  
posteriormente mediante acto administrativo otros productos de consumo que al 
desecharse se  
convierten en residuos peligrosos, que deben ser sometidos a planes de gestión 
de devolución de  
productos posconsumo para ser presentados ante el Ministerio.  
  
Artículo 22. Elementos que deben ser considerados en los Planes de Gestión de 
Devolución de  
Productos Posconsumo. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial en un plazo no  
mayor a seis (6) meses a partir de la entrada en vigencia del presente decreto, 
establecerá de  
manera general y/o especifica los elementos que deberán considerar los Planes 
de Gestión de  
Devolución de Productos Posconsumo. A partir de ese momento comenzarán a 
regir los plazos  
establecidos en la Tabla 1 del artículo 20 del presente decreto para la 
presentación e inicio de  
implementación de los mismos.  
  
Artículo 23. Del consumidor o usuario final de productos o sustancias químicas 
con propiedad  
peligrosa. Son obligaciones del consumidor o usuario final de productos o 
sustancias químicas con  
propiedad peligrosa:  
  
a) Seguir las instrucciones de manejo seguro suministradas por el fabricante o 
importador del  
producto o sustancia química hasta finalizar su vida útil y;  
  
b) Entregar los residuos o desechos peligrosos posconsumo provenientes de 
productos o  
sustancias químicas con propiedad peligrosa, al mecanismo de devolución o 
retorno que el  



fabricante o importador establezca.  
  
CAPITULO V  
De las autoridades  
  
Artículo 24. De las autoridades ambientales en la gestión integral de los residuos 
o desechos  
peligrosos. De conformidad con lo consagrado en la Ley 99 de 1993 y sus 
disposiciones  
reglamentarias y en ejercicio de las funciones de evaluación, control y 
seguimiento ambiental las  
diferentes autoridades ambientales competentes en el área de su jurisdicción 
deben:  
  
a) Implementar el Registro de Generadores de Residuos o Desechos Peligrosos 
en su jurisdicción,  
de conformidad con el acto administrativo que expida el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y  
Desarrollo Territorial sobre el registro de generadores;  
  
b) Reportar anualmente durante el mes de enero del año siguiente al IDEAM, la 
información  
recolectada a través del registro de generadores;  
  
c) Generar o divulgar información en el área de su jurisdicción sobre la cantidad, 
calidad, tipo y  
manejo de los residuos o desechos peligrosos, con base en la información 
recopilada en el registro  
de generadores;  
  
d) Formular e implementar en el área de su jurisdicción un plan para promover la 
gestión integral  
de residuos o desechos peligrosos, con énfasis en aquellas, estrategias o 
acciones que haya  
definido la Política como prioritarias. Lo anterior, independientemente de los 
planes de gestión que  
deben formular los generadores, fabricantes o importadores;  
  
e) Poner en conocimiento del público en general, el listado de receptores o 
instalaciones  
autorizadas para el almacenamiento, tratamiento, aprovechamiento y/o 
valorización y disposición  
final de residuos o desechos peligrosos en su jurisdicción;  
  
f) Incentivar programas dirigidos a la investigación para fomentar el cambio de 
procesos de  



producción contaminantes por procesos limpios; así mismo fomentar en el sector 
productivo la  
identificación de oportunidades y alternativas de producción más limpia que 
prevengan y reduzcan  
la generación de residuos o desechos peligrosos;  
  
g) Realizar actividades informativas, de sensibilización y educativas de tal 
manera que se  
promueva la gestión integral de residuos o desechos peligrosos en el área de su 
jurisdicción;  
  
h) Fomentar en el sector productivo el desarrollo de actividades y 
procedimientos de autogestión  
que coadyuven a un manejo integral de los residuos o desechos peligrosos.  
Artículo 25. Obligaciones de los municipios. Sin perjuicio de las demás 
obligaciones establecidas  
en la ley y los reglamentos, los municipios deben:   
  
a) Identificar y localizar áreas potenciales para la ubicación de infraestructura 
para el manejo de  
residuos o desechos peligrosos en los Planes de Ordenamiento Territorial, 
Planes Básicos de  
Ordenamiento Territorial y Esquemas de Ordenamiento Territorial según sea el 
caso;  
  
b) Apoyar programas de gestión integral de residuos o desechos peligrosos que 
establezcan los  
generadores de residuos o desechos peligrosos, así como las autoridades 
ambientales;  
  
c) Apoyar la realización de campañas de sensibilización, divulgación, educación 
e investigación  
con el fin de promover la gestión integral de los residuos o desechos peligrosos.  
  
Artículo 26. Del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales - 
IDEAM-. De  
conformidad con sus funciones, el IDEAM acopiará, almacenará, procesará, 
analizará y difundirá  
datos e información estadística sobre la generación y manejo de los residuos o 
desechos  
peligrosos a nivel nacional, a través del Sistema de Información Ambiental, que 
servirá para facilitar  
l a toma de decisiones en materia de política ambiental, entre otros.  
  
CAPITULO VI  
Del registro de generadores de residuos o desechos peligrosos  



  
Artículo 27. Del Registro de Generadores. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo  
Territorial expedirá dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia del presente  
decreto, el acto administrativo sobre el Registro de Generadores de Residuos o 
Desechos  
Peligrosos, de acuerdo con los estándares para el acopio de datos, 
procesamiento, transmisión, y  
difusión de la información que establezca el IDEAM para tal fin.  
  
Artículo 28. De la Inscripción en el Registro de Generadores. Los generadores 
de residuos o  
desechos peligrosos están obligados a inscribirse en el Registro de Generadores 
de la autoridad  
ambiental competente de su jurisdicción, teniendo en cuenta las siguientes 
categorías y plazos:  
  
• Categorías:  
  
a) Gran Generador. Persona que genera residuos o desechos peligrosos en una 
cantidad igual o  
mayor a 1,000.0 kg/mes calendario considerando los períodos de tiempo de 
generación del residuo  
y llevando promedios ponderados y media móvil de los últimos seis (6) meses de 
las cantidades  
pesadas;  
  
b) Mediano Generador. Persona que genera residuos o desechos peligrosos en 
una cantidad igual  
o mayor a 100.0 kg/mes y menor a 1,000.0 kg/mes calendario considerando los 
períodos de tiempo  
de generación del residuo y llevando promedios ponderados y media móvil de 
los últimos seis (6)  
meses de las cantidades pesadas;  
  
c) Pequeño Generador. Persona que genera residuos o desechos peligrosos en 
una cantidad igual  
o mayor a 10.0 kg/mes y menor a 100.0 kg/mes calendario considerando los 
períodos de tiempo de  
generación del residuo y llevando promedios ponderados y media móvil de los 
últimos seis (6)  
meses de las cantidades pesadas.  
  
  
  



  
  
  
  
• Plazos  
  
Tabla 2  
Plazos para el Registro de Generadores  
  
Tipo de Generador Plazo Máximo para el Registro a partir   
de lo establecido en el artículo 27  
Gran Generador 12 meses  
Mediano Generador 18 meses  
Pequeño Generador 24 meses  
  
Parágrafo 1°. Los generadores de residuos o desechos peligrosos que generen 
una cantidad  
inferior a 10.0 kg/mes están exentos del registro. No obstante lo anterior, la 
autoridad ambiental,  
con base en una problemática diagnosticada y de acuerdo a sus necesidades 
podrá exigir el  
registro de estos generadores, para lo cual deberá emitir el acto administrativo 
correspondiente.  
  
Parágrafo 2°. Los plazos para el registro se contarán a partir de la vigencia del 
acto administrativo  
que expida el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, sobre el 
Registro de  
Generadores.  
  
CAPITULO VII  
De la importación, exportación y tránsito de residuos o desechos 
peligrosos  
  
Artículo 29. Del Movimiento Transfronterizo de Residuos o Desechos Peligrosos. 
Todo movimiento  
transfronterizo de residuos o desechos peligrosos está sujeto a lo estipulado en 
Ley 253 de 1996,  
por medio de la cual se aprueba el Convenio de Basilea para el Control de los 
Movimientos  
Transfronterizos de Desechos Peligrosos y su Eliminación, sus disposiciones 
reglamentarias y a lo  
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y el Decreto 1220 de 2005 o aquel que lo 
modifique o sustituya, en  
cuanto a las licencias, permisos, autorizaciones y demás instrumentos de 
manejo y control  



ambiental a que haya lugar.  
  
El importador o exportador de residuos o desechos peligrosos debe tomar todas 
las medidas  
aplicables desde la normatividad vigente, para asegurar que los residuos o 
desechos peligrosos  
sean transportados y eliminados de tal manera que se proteja la salud humana y 
el ambiente por  
los posibles efectos adversos que pudieran resultar en el desarrollo de dichas 
actividades.  
  
Parágrafo. Se prohíbe la introducción al territorio nacional de residuos nucleares 
y desechos  
tóxicos.  
  
Artículo 30. Del transporte de residuos o desechos peligrosos objeto de 
movimiento transfronterizo.  
Conforme a lo establecido en la Ley 253 de 1996 los residuos o desechos 
peligrosos que sean  
objeto de movimiento transfronterizo deben estar embalados, etiquetados y 
transportados de  
conformidad con los reglamentos y normas internacionales generalmente 
aceptados y reconocidos  
en materia de embalaje, etiquetado y transporte, teniendo debidamente en 
cuenta los usos  
internacionales admitidos al respecto; en especial las Recomendaciones 
Relativas al Transporte de  
Mercancías Peligrosas, Decimotercera edición revisada, Naciones Unidas, 
Nueva York y Ginebra  
2003 o aquella que la modifique o sustituya.  
  
Lo anterior, sin perjuicio de cumplir con los demás requerimientos establecidos 
en la normatividad  
nacional para el transporte de mercancías peligrosas.  
  
Artículo 31. De la autorización para el movimiento transfronterizo de residuos o 
desechos  
peligrosos. La exportación, el tránsito y la importación de residuos o desechos 
peligrosos están  
sujetos al consentimiento previo de los respectivos países, de conformidad con 
lo consagrado en el  
Convenio de Basilea. La Autoridad Nacional Competente para el trámite de 
notificaciones y  
autorizaciones es el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.  
  
Parágrafo. Una vez obtenida la autorización de movimiento transfronterizo, el 



exportador o  
importador, según el caso, deberá informar por escrito con tres (3) días de 
antelación a las  
diferentes autoridades ambientales con jurisdicción en los puertos de embarque 
o desembarque de  
tales residuos y aquellas con jurisdicción en la ruta de transporte aprobada, el 
sitI y la fecha de  
inicio y finalización del transporte nacional, el tipo de residuos, la cantidad 
transportada y el nombre  
de la empresa transportadora; lo anterior con copia al Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo  
Territorial.  
  
CAPITULO VIII  
Prohibiciones  
  
Artículo 32. Prohibiciones. Se prohíbe:  
  
a) Introducir al territorio nacional residuos nucleares y desechos tóxicos;  
  
b) Importar residuos o desechos que contengan o estén constituidos por 
Contaminantes Orgánicos  
Persistentes (Aldrín, Clordano, Dieldrín, Endrín, Heptacloro, Hexaclorobenceno, 
Mirex, Toxafeno,  
Bifenilos Policlorados, DDT);  
  
c) Importar equipos o sustancias que contengan Bifenilos Policlorados (PCB), en 
una  
concentración igual o superior a 50 mg/kg;  
  
d) Quemar residuos o desechos peligrosos a cielo abierto;  
  
e) Ingresar residuos o desechos peligrosos en rellenos sanitarios, sino existen 
celdas de seguridad  
dentro de este, autorizadas para la disposición final de este tipo de residuos;  
  
f) Transferir transformadores o equipos eléctricos en desuso con aceite y aceites 
dieléctricos  
usados mediante remates, bolsas de residuos, subastas o donaciones públicas o 
privadas sin  
informar previamente a la autoridad ambiental competente los resultados de las 
caracterizaciones  
físico-químicas efectuadas para determinar el contenido o no de bifenilos 
policlorados;  
  
g) La disposición o enterramiento de residuos o desechos peligrosos en sitios no 



autorizados para  
esta finalidad por la autoridad ambiental competente;  
  
h) El abandono de residuos o desechos peligrosos en vías, suelos, humedales, 
parques, cuerpos  
de agua o en cualquier otro sitio.  
  
CAPITULO IX  
Disposiciones finales  
  
Artículo 33. De los residuos o desechos hospitalarios. Los residuos o desechos 
peligrosos  
hospitalarios se rigen por las normas vigentes específicas sobre la materia o 
aquellas que las  
modifiquen o sustituyan, salvo las disposiciones que sean contrarias a las 
establecidas en el  
presente decreto.  
Artículo 34. De los residuos o desechos de plaguicidas. Los residuos o desechos 
peligrosos de  
plaguicidas se rigen por las normas vigentes específicas sobre la materia o 
aquellas que las  
modifiquen o sustituyan, salvo las disposiciones que sean contrarias a las 
establecidas en el  
presente decreto.  
  
Artículo 35. De los residuos o desechos radiactivos. Los residuos o desechos 
radiactivos se rigen  
por la normatividad ambiental vigente en materia de licencias ambientales, sin 
perjuicio del  
cumplimiento de la normatividad establecida por el Ministerio de Minas y Energía 
o la entidad que  
haga sus veces, y las demás autoridades competentes en la materia.  
  
Artículo 36. Cualquier normativa que expidan las autoridades ambientales o las 
entidades  
territoriales en materia de residuos o desechos peligrosos, deberá ser motivada 
y estar sujeta a los  
principios de armonía regional, gradación normativa y rigor subsidiario, de 
acuerdo con lo  
establecido en el artículo 63 de la Ley 99 de 1993.  
  
Artículo 37. Régimen Sancionatorio. En caso de violación a las disposiciones 
ambientales  
contempladas en el presente decreto, las autoridades ambientales competentes 
impondrán las  
medidas preventivas y sancionatorias a que haya lugar, de conformidad con lo 



consagrado en el  
artículo 85 de la Ley 99 de 1993, o las que las modifiquen o sustituyan, sin 
perjuicio de las demás  
acciones a que haya lugar.  
  
Artículo 38. Vigilancia y Control. Las autoridades ambientales competentes 
controlarán y vigilarán  
el cumplimiento de las medidas establecidas en el presente decreto en el ámbito 
de su  
competencia. Lo anterior, independientemente de las funciones de prevención, 
inspección, control  
y vigilancia que compete a las autoridades sanitarias, policivas, de comercio 
exterior, de aduanas y  
transporte, entre otras, según sea el caso.   
  
Artículo 39. De los anexos. El anexo I sobre la lista de residuos o desechos 
peligrosos por  
procesos o actividades, el Anexo II sobre lista de residuos o desechos peligrosos 
por corrientes de  
residuos, y el Anexo III sobre características de peligrosidad de los residuos o 
desechos peligrosos,  
hacen parte integral del presente decreto.  
  
Artículo 40. Vigencia y Derogatorias. El presente decreto rige a partir de su 
publicación en el Diario  
Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  
  
Publíquese y cúmplase.  
  
Dado en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2005.  
  
ÁLVARO URIBE VÉLEZ  
  
El Ministro de la Protección Social,  
Diego Palacio Betancourt.  
  
La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,  
Sandra Suárez Pérez.  
  
El Ministro de Transporte,  
Andrés Uriel Gallego.  
ANEXO I1  
  
LISTA DE RESIDUOS O DESECHOS PELIGROSOS POR PROCESOS O 
ACTIVIDADES  
  



Y1 Desechos clínicos resultantes de la atención médica prestada en hospitales, 
centros  
médicos y clínicas.  
Y2 Desechos resultantes de la producción y preparación de productos 
farmacéuticos.  
Y3 Desechos de medicamentos y productos farmacéuticos.  
Y4 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de 
biocidas y  
productos fitofarmacéuticos.  
Y5 Desechos resultantes de la fabricación, preparación y utilización de 
productos químicos  
para la preservación de la madera.  
Y6 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de 
disolventes  
orgánicos.  
Y7 Desechos que contengan cianuros, resultantes del tratamiento térmico y las 
operaciones  
de temple.  
Y8 Desechos de aceites minerales no aptos para el uso a que estaban 
destinados.  
Y9 Mezclas y emulsiones de desechos de aceite y agua o de hidrocarburos y 
agua.  
Y10 Sustancias y artículos de desecho que contengan, o estén contaminados 
por, bifenilos  
policlorados (PCB), terfenilos policlorados (PCT) o bifenilos polibromados (PBB).  
Y11 Residuos alquitranados resultantes de la refinación, destilación o cualquier 
otro  
tratamiento pirolítico.  
Y12 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de tintas, 
colorantes,  
pigmentos, pinturas, lacas o barnices.  
Y13 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de resinas, 
látex,  
plastificantes o colas y adhesivos.  
Y14 Sustancias químicas de desecho, no identificadas o nuevas, resultantes de 
la  
investigación y el desarrollo o de las actividades de enseñanza y cuyos efectos 
en el ser  
humano o el medio ambiente no se conozcan.  
Y15 Desechos de carácter explosivo que no estén sometidos a una legislación 
diferente.  
Y16 Desechos resultantes de la producción; preparación y utilización de 
productos químicos y  
materiales para fines fotográficos.  
Y17 Desechos resultantes del tratamiento de superficie de metales y plásticos.  
Y18 Residuos resultantes de las operaciones de eliminación de desechos 



industriales.  
 Desechos que tengan como constituyentes:  
Y19 Metales carbonilos.  
_______________________  
  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
1   La Ley 253 de 1996, por la cual se aprueba el Convenio de Basilea sobre el 
control de los  
movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación  
  
Y20 Berilio, compuestos de berilio  
Y21 Compuestos de cromo hexavalente.  
Y22 Compuestos de cobre.  
Y23 Compuestos de zinc  
Y24 Arsénico, compuestos de arsénico.  
Y25 Selenio, compuestos de selenio.  
Y26 Cadmio, compuestos de cadmio.  
Y27 Antimonio, compuestos de antimonio.  
Y28 Telurio, compuestos de telurio.  
Y29 Mercurio, compuestos de mercurio.  
Y30 Talio, compuestos de talio.  
Y31 Plomo, compuestos de plomo.  
Y32 Compuestos inorgánicos de flúor, con exclusión del fluoruro cálcico.  
Y33 Cianuros inorgánicos.  
Y34 Soluciones ácidas o ácidos en forma sólida.  
Y35 Soluciones básicas o bases en forma sólida.  
Y36 Asbesto (polvo y fibras).  
Y37 Compuestos orgánicos de fósforo.  
Y38 Cianuros orgánicos.  
Y39 Fenoles, compuestos fenólicos, con inclusión de clorofenoles.  
Y40 Eteres.  
Y41 Solventes orgánicos halogenados.  
Y42 Disolventes orgánicos, con exclusión de disolventes halogenados.  
Y43 Cualquier sustancia del grupo de los dibenzofuranos policlorados.  
Y44 Cualquier sustancia del grupo de las dibenzoparadioxinas policloradas.  
Y45 Compuestos organohalogenados, que no sean las sustancias mencionadas 
en el  
presente anexo (por ejemplo, Y39, Y41, Y42, Y43, Y44).  
  
ANEXO II  
  
LISTA A2  
  
RESIDUOS O DESECHOS PELIGROSOS POR CORRIENTES DE RESIDUOS  
  



Los residuos o desechos enumerados en este anexo están caracterizados como 
peligrosos y su  
inclusión en este anexo no obsta para que se use el Anexo III para demostrar 
que un residuo o  
desecho no es peligroso.  
  
______________________  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
2      Ley 253 de 1996, por la cual se aprueba el Convenio de Basilea sobre el 
control de los movimientos  
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación.  
Cuando en el siguiente listado se haga alusión a la Lista B, los usuarios deberán 
remitirse al Anexo  
IX o Lista B de la Ley 253 de 1996.  
  
A1 Desechos metálicos o que contengan metales  
  
A1010 Desechos metálicos y desechos que contengan aleaciones de cualquiera 
de las  
sustancias siguientes:  
 – Antimonio.  
 – Arsénico.  
 – Berilio.  
 – Cadmio.  
 – Plomo.  
 – Mercurio.  
 – Selenio.  
 – Telurio.  
 – Talio.  
 pero excluidos los desechos que figuran específicamente en la lista B.  
A1020 Desechos que tengan como constituyentes o contaminantes, excluidos 
los desechos de  
metal en forma masiva, cualquiera de las sustancias siguientes:  
 – Antimonio; compuestos de antimonio.  
 – Berilio; compuestos de berilio.  
 – Cadmio; compuestos de cadmio.  
 – Plomo; compuestos de plomo.  
 – Selenio; compuestos de selenio.  
 – Telurio; compuestos de telurio  
A1030 Desechos que tengan como constituyentes o contaminantes cualquiera 
de las sustancias  
siguientes:  
 – Arsénico; compuestos de arsénico.  
 –Mercurio; compuestos de mercurio.  
 – Talio; compuestos de talio.  



A1040 Desechos que tengan como constituyentes:   
 Carbonilos de metal Compuestos de cromo hexavalente.  
A1050 Lodos galvánicos.  
A1060 Líquidos de desecho del decapaje de metales.  
A1070 Residuos de lixiviación del tratamiento del zinc, polvos y lodos como 
jarosita, hematites,  
etc.  
A1080 Residuos de desechos de zinc no incluidos en la lista B, que contengan 
plomo y cadmio  
en concentraciones tales que presenten características del Anexo III.  
A1090 Cenizas de la incineración de cables de cobre recubiertos  
A1100 Polvos y residuos de los sistemas de depuración de gases de las 
fundiciones de cobre.  
A1110 Soluciones electrolíticas usadas de las operaciones de refinación y 
extracción  
electrolítica del cobre.  
A1120 Lodos residuales, excluidos los fangos anódicos, de los sistemas de 
depuración  
electrolítica de las operaciones de refinación y extracción electrolítica del cobre.  
A1130 Soluciones de ácidos para grabar usadas que contengan cobre disuelto.  
A1140 Desechos de catalizadores de cloruro cúprico y cianuro de cobre.  
A1150 Cenizas de metales preciosos procedentes de la incineración de circuitos 
impresos no  
incluidos en la lista B3.  
________________________________________________________________
______________  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
3     Obsérvese que en el apartado correspondiente de la lista B ([B1160]) no se 
especifican excepciones.  
  
A1160 Acumuladores de plomo de desecho, enteros o triturados.  
A1170 Acumuladores de desecho sin seleccionar excluidas mezclas de 
acumuladores sólo de  
la lista B. Los acumuladores de desecho no incluidos en la lista B que contengan  
constituyentes del Anexo I en tal grado que los conviertan en peligrosos.  
A1180 Montajes eléctricos y electrónicos de desecho o restos de estos4 que 
contengan  
componentes como acumuladores y otras baterías incluidos en la lista A, 
interruptores  
de mercurio, vidrios de tubos de rayos catódicos y otros vidrios activados y  
capacitadores de PCB, o contaminados con constituyentes del Anexo I (por 
ejemplo,  
cadmio, mercurio, plomo, bifenilo policlorado) en tal grado que posean alguna de 
las  
características del Anexo III (véase la entrada correspondiente en la lista B 



B1110)5.  
  
A2 Desechos que contengan principalmente constituyentes inorgánicos, 
que puedan  
contener metales o materia orgánica  
  
A2010 Desechos de vidrio de tubos de rayos catódicos y otros vidrios activados.  
A2020 Desechos de compuestos inorgánicos de flúor en forma de líquidos o 
lodos, pero  
excluidos los desechos de ese tipo especificados en la lista B.  
A2030 Desechos de catalizadores, pero excluidos los desechos de este tipo 
especificados en la  
lista B.  
A2040 Yeso de desecho procedente de procesos de la industria química, si 
contiene  
constituyentes del Anexo I en tal grado que presenten una característica 
peligrosa del  
Anexo III (véase la entrada correspondiente en la lista B B2080).  
A2050 Desechos de amianto (polvo y fibras).  
A2060 Cenizas volantes de centrales eléctricas de carbón que contengan 
sustancias del Anexo  
I en concentraciones tales que presenten características del Anexo III (véase la 
entrada  
correspondiente en la lista B B2050).  
  
A3 Desechos que contengan principalmente constituyentes orgánicos, que 
puedan contener  
metales y materia inorgánica  
  
A3010 Desechos resultantes de la producción o el tratamiento de coque de 
petróleo y asfalto.  
A3020 Aceites minerales de desecho no aptos para el uso al que estaban 
destinados.  
A3030 Desechos que contengan, estén integrados o estén contaminados por 
lodos de  
compuestos antidetonantes con plomo.  
A3040 Desechos de líquidos térmicos (transferencia de calor).  
A3050 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de 
resinas, látex,  
plastificantes o colas/adhesivos excepto los desechos especificados en la lista B 
(véase  
el apartado correspondiente en la lista B B4020).  
A3060 Nitrocelulosa de desecho.  
A3070 Desechos de fenoles, compuestos fenólicos, incluido el clorofenol en 
forma de líquido o  
de lodo.  



A3080 Desechos de éteres excepto los especificados en la lista B.  
A3090 Desechos de cuero en forma de polvo, cenizas, lodos y harinas que 
contengan  
compuestos de plomo hexavalente o biocidas (véase el apartado 
correspondiente en la  
lista B B3100).  
____________________  
  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
4     En esta entrada no se incluyen restos de montajes de generación de 
energía eléctrica.  
  
5     El nivel de concentración, de los bifenilos policlorados de 50 mg/kg o más.  
  
A3100 Raeduras y otros desechos del cuero o de cuero regenerado que no 
sirvan para la  
fabricación de artículos de cuero, que contengan compuestos de cromo 
hexavalente o  
biocidas (véase el apartado correspondiente en la lista B B3090).  
A3110 Desechos del curtido de pieles que contengan compuestos de cromo 
hexavalente o  
biocidas o sustancias infecciosas (véase el apartado correspondiente en la lista 
B  
B3110).  
A3120 Pelusas - fragmentos ligeros resultantes del desmenuzamiento.  
A3130 Desechos de compuestos de fósforo orgánicos.  
A3140 Desechos de disolventes orgánicos no halogenados pero con exclusión 
de los desechos  
especificados en la lista B.  
A3150 Desechos de disolventes orgánicos halogenados.  
A3160 Desechos resultantes de residuos no acuosos de destilación 
halogenados o no  
halogenados derivados de operaciones de recuperación de disolventes 
orgánicos.  
A3170 Desechos resultantes de la producción de hidrocarburos halogenados 
alifáticos (tales  
como clorometano, dicloroetano, cloruro de vinilo, cloruro de alilo y epicloridrina).  
A3180 Desechos, sustancias y artículos que contienen, consisten o están 
contaminados con  
bifenilo policlorado (PCB), terfenilo policlorado (PCT), naftaleno policlorado 
(PCN) o  
bifenilo polibromad o (PBB), o cualquier otro compuesto polibromado análogo, 
con una  
concentración igual o superior a 50 mg/kg6.  
A3190 Desechos de residuos alquitranados (con exclusión de los cementos 



asfálticos)  
resultantes de la refinación, destilación o cualquier otro tratamiento pirolítico de  
materiales orgánicos.  
A3200 Material bituminoso (desechos de asfalto) con contenido de alquitrán 
resultantes de la  
construcción y el mantenimiento de carreteras (obsérvese el artículo 
correspondiente  
B2130 de la lista B).  
  
A4 Desechos que pueden contener constituyentes inorgánicos u orgánicos  
  
A4010 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de 
productos  
farmacéuticos, pero con exclusión de los desechos especificados en la lista B.  
A4020 Desechos clínicos y afines; es decir, desechos resultantes de prácticas 
médicas, de  
enfermería, dentales, veterinarias o actividades similares, y desechos generados 
en  
hospitales u otras instalaciones durante actividades de investigación o el 
tratamiento de  
pacientes, o de proyectos de investigación.  
A4030 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de 
biocidas y  
productos fitofarmacéuticos, con inclusión de desechos de plaguicidas y 
herbicidas que  
no respondan a las especificaciones, caducados7, en desuso8 o no aptos para 
el uso  
previsto originalmente.  
_____________________  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
6    Se considera que el nivel de 50 mg/kg es un nivel práctico internacional para 
todos los desechos.  
7     “Caducados” signi.ca no utilizados durante el período recomendado por el 
fabricante.  
8   Se entenderá por plaguicida en desuso el plaguicida que: i) Ha sido retirado 
del mercado por razones de salud o  
ambientales; b) Ha sido prohibido o se ha cancelado su registro por decisión de 
la autoridad competente; c) Ha perdido  
sus propiedades de control para los organismos previstos y no puede utilizarse 
para otros fines, ni puede ser fácilmente  
modificado para volver a ser útil; d) Se ha contaminado con otros productos; e) 
Se ha degradado debido a un  
almacenamiento inadecuado y prolongado, y no puede ser utilizado de acuerdo 
con las especificaciones e instrucciones  
indicadas en la etiqueta y por otra parte no puede ser reformulado; f) Ha sufrido 



cambios químicos y/o físicos que  
pueden provocar efectos tóxicos en los cultivos o representa un peligro 
inaceptable para la salud de las personas o para  
el ambiente; g) Ha sufrido pérdida inaceptable de su eficacia biológica por 
degradación de su ingrediente activo u otro  
cambio físico o químico; h) Sus propiedades físicas han cambiado y por tanto no 
permite su aplicación en condiciones  
normales; i) Sobrantes y remanentes que se pretenden descartar.  
  
A4040 Desechos resultantes de la fabricación, preparación y utilización de 
productos químicos  
para la preservación de la madera9.  
A4050 Desechos que contienen, consisten o están contaminados con algunos 
de los productos  
siguientes:  
 – Cianuros inorgánicos, con excepción de residuos que contienen metales 
preciosos, en  
forma sólida, con trazas de cianuros inorgánicos.  
 – Cianuros orgánicos.  
A4060 Desechos de mezclas y emulsiones de aceite y agua o de hidrocarburos 
y agua.  
A4070 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de 
tintas, colorantes,  
pigmentos, pinturas, lacas o barnices, con exclusión de los desechos 
especificados en la  
lista B (véase el apartado correspondiente de la lista B B4010).  
A4080 Desechos de carácter explosivo (pero con exclusión de los desechos 
especificados en la  
lista B).  
A4090 Desechos de soluciones ácidas o básicas, distintas de las especificadas 
en el apartado  
correspondiente de la lista B (véase el apartado correspondiente de la lista B 
B2120).  
A4100 Desechos resultantes de la utilización de dispositivos de control de la 
contaminación  
industrial para la depuración de los gases industriales, pero con exclusión de los  
desechos especificados en la lista B.  
A4110 Desechos que contienen, consisten o están contaminados con algunos 
de los productos  
siguientes:  
 – Cualquier sustancia del grupo de los dibenzofuranos policlorados.  
 – Cualquier sustancia del grupo de las dibenzodioxinas policloradas.  
A4120 Desechos que contienen, consisten o están contaminados con peróxidos  
A4130 Envases y contenedores de desechos que contienen sustancias incluidas 
en el Anexo I,  
en concentraciones suficientes como para mostrar las características peligrosas 



del  
Anexo III.  
A4140 Desechos consistentes o que contienen productos químicos que no 
responden a las  
especificaciones o caducados10 correspondientes a las categorías del anexo I, y 
que  
muestran las características peligrosas del Anexo III.  
A4150 Sustancias químicas de desecho, no identificadas o nuevas, resultantes 
de la  
investigación y el desarrollo o de las actividades de enseñanza y cuyos efectos 
en el ser  
humano o el medio ambiente no se conozcan.  
A4160 Carbono activado consumido no incluido en la lista B (véase el 
correspondiente apartado  
de la lista B B2060).  
  
ANEXO III  
CARACTERISTICAS DE PELIGROSIDAD DE LOS RESIDUOS O DESECHOS 
PELIGROSOS  
  
1. Característica que hace a un residuo o desecho peligroso por ser 
corrosivo: Característica  
que hace que un residuo o desecho por acción química, pueda causar daños 
graves en los tejidos  
vivos que estén en contacto o en caso de fuga puede dañar gravemente otros 
materiales, y posee  
cualquiera de las siguientes propiedades:  
  
a) Ser acuoso y presentar un pH menor o igual a 2 o mayor o igual a 12.5 
unidades;  
  
______________________  
NOTA PIE DE PAGINA  
  
9     Este apartado no incluye la madera tratada con preservadores químicos.  
  
10   “Caducados” signi.ca no utilizados durante el período recomendado por el 
fabricante  
b) Ser líquido y corroer el acero a una tasa mayor de 6.35 mm por año a una 
temperatura de  
ensayo de 55 °C.  
  
2. Característica que hace a un residuo o desecho peligroso por ser 
reactivo. Es aquella  
característica que presenta un residuo o desecho cuando al mezclarse o 
ponerse en contacto con  



otros elementos, compuestos, sustancias o residuos tiene cualquiera de las 
siguientes  
propiedades:  
  
a) Generar gases, vapores y humos tóxicos en cantidades suficientes para 
provocar daños a la  
salud humana o al ambiente cuando se mezcla con agua;  
  
b) Poseer, entre sus componentes, sustancias tales como cianuros, sulfuros, 
peróxidos orgánicos  
que, por reacción, liberen gases, vapores o humos tóxicos en cantidades 
suficientes para poner en  
riesgo la salud humana o el ambiente;  
  
c) Ser capaz de producir una reacción explosiva o detonante bajo la acción de 
un fuerte estímulo  
inicial o de calor en ambientes confinados;  
  
d) Aquel que produce una reacción endotérmica o exotérmica al ponerse en 
contacto con el aire, el  
agua o cualquier otro elemento o sustancia;  
  
e) Provocar o favorecer la combustión.  
  
3. Característica que hace a un residuo o desecho peligroso por ser 
explosivo: Se considera  
que un residuo (o mezcla de residuos) es explosivo cuando en estado sólido o 
líquido de manera  
espontánea, por reacción química, puede desprender gases a una temperatura, 
presión y  
velocidad tales que puedan ocasionar daño a la salud humana y/o al ambiente, y 
además presenta  
cualquiera de las siguientes propiedades:  
  
a) Formar mezclas potencialmente explosivas con el agua;  
  
b) Ser capaz de producir fácilmente una reacción o descomposición detonante o 
explosiva a  
temperatura de 25 °C y presión de 1.0 atmósfera;   
  
c) Ser una sustancia fabricada con el fin de producir una explosión o efecto 
pirotécnico.  
  
4. Característica que hace a un residuo o desecho peligroso por ser 
inflamable:  
Característica que presenta un residuo o desecho cuando en presencia de una 



fuente de ignición,  
puede arder bajo ciertas condiciones de presión y temperatura, o presentar 
cualquiera de las  
siguientes propiedades:  
  
a) Ser un gas que a una temperatura de 20°C y 1.0 atmósfera de presión arde 
en una mezcla igual  
o menor al 13% del volumen del aire;  
  
b) Ser un líquido cuyo punto de inflamación es inferior a 60°C de temperatura, 
con excepción de  
las soluciones acuosas con menos de 24% de alcohol en volumen;  
  
c) Ser un sólido con la capacidad bajo condiciones de temperatura de 25°C y 
presión de 1.0  
atmósfera, de producir fuego por fricción, absorción de humedad o alteraciones 
químicas  
espontáneas y quema vigorosa y persistentemente dificultando la extinción del 
fuego;  
  
d) Ser un oxidante que puede liberar oxígeno y, como resultado, estimular la 
combustión y  
aumentar la intensidad del fuego en otro material.  
  
5. Característica que hace a un residuo o desecho peligroso por ser 
infeccioso: Un residuo o  
desecho con características infecciosas se considera peligroso cuando contiene 
agentes  
patógenos; los agentes patógenos son microorganismos (tales como bacterias, 
parásitos, virus,  
ricketsias y hongos) y otros agentes tales como priones, con suficiente virulencia 
y concentración  
como para causar enfermedades en los seres humanos o en los animales.  
  

radioactivo, cualquier material que contenga compuestos, elementos o isótopos, 
con una actividad  

2nCi/g (dos nanocuries por gramo), capaces de emitir, de forma directa o 
indirecta, radiaciones  

produce ionización en niveles superiores a las radiaciones naturales de fondo.  

6. Característica que hace a un residuo peligroso por ser radiactivo: Se 
entiende por residuo  

radiactiva por unidad de masa superior a 70 K Bq/Kg (setenta kilo becquerelios 
por kilogramo) o  

ionizantes de naturaleza corpuscular o electromagnética que en su interacción 
con la materia  

  



7. Característica que hace a un residuo peligroso por ser tóxico: Se 
considera residuo o  
desecho tóxico aquel que en virtud de su capacidad de provocar efectos 
biológicos indeseables o  
adversos puede causar daño a la salud humana y/o al ambiente. Para este 
efecto se consideran  
tóxicos los residuos o desechos que se clasifican de acuerdo con los criterios de 
toxicidad (efectos  
agudos, retardados o crónicos y ecotóxicos) definidos a continuación y para los 
cuales, según sea  
necesario, las autoridades competentes establecerán los límites de control 
correspondiente:  
  
a) Dosis letal media oral (DL50) para ratas menor o igual a 200 mg/kg para 
sólidos y menor o igual  
a 500 mg/kg para líquidos, de peso corporal;  
  
b) Dosis letal media dérmica (DL50) para ratas menor o igual de 1.000 mg/kg de 
peso corporal;  
  
c) Concentración letal media inhalatoria (CL50) para ratas menor o igual a 10 
mg/l;  
  
d) Alto potencial de irritación ocular, respiratoria y cutánea, capacidad corrosiva 
sobre tejidos vivos;  
  
e) Susceptibilidad de bioacumulación y biomagnificación en los seres vivos y en 
las cadenas  
tróficas;  
  
f) Carcinogenicidad, mutagenecidad y teratogenecidad;  
  
g) Neurotoxicidad, inmunotoxicidad u otros efectos retardados;  
  
h) Toxicidad para organismos superiores y microorganismos terrestres y 
acuáticos;  
  
i) Otros que las autoridades competentes definan como criterios de riesgo de 
toxicidad humana o  
para el ambiente.  
  
Además, se considera residuo o desecho tóxico aquel que, al realizársele una 
prueba de lixiviación  
para característica de toxicidad (conocida como prueba TCLP), contiene uno o 
más de las  
sustancias, elementos o compuestos que se presentan en la Tabla 3 en 



concentraciones  
superiores a los niveles máximos permisibles en el lixiviado establecidos en 
dicha tabla.  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
TABLA 3  
  
Concentraciones máximas de contaminantes para la prueba TCLP  
  
CONTAMINANTE NUMERO CAS1 NIVEL MAXIMO PERMISIBLE EN EL  
LIXIVIADO (mg/L)  
Arsénico 7440-38-2 5.0  
Bario 7440-39-3 100.0  
Benceno 71-43-2 0.5  
Cadmio 7440-43-9 1.0  
Tetracloruro de carbono 56-23-5 0.5  
Clordano 57-74-9 0.03  
Clorobenceno 108-90-7 100.0  
Cloroformo 67-66-3 6.0  
Cromo 7440-47-3 5.0  
o-Cresol 95-48-7 200.0  
m-Cresol 108-39-4 200.0  
p-Cresol 106-44-5 200.0  
Cresol - 3200.0  
2,4-D 94-75-7 10.0  
1,4-Diclorobenceno 106-46-7 7.5  
1,2-Dicloroetano 107-06-2 0.5  
1,1-Dicloroetileno 75-35-4 0.7  
2,4-Dinitrotolueno 121-14-2 20.13  
Endrin 72-20-8 0.02  
Heptacloro (y sus epóxidos) 76-44-8 0.008  
Hexaclorobenceno 118-74-1 20.13  
Hexaclorobutadieno 87-68-3 0.5  
Hexacloroetano 67-72-1 3.0  
Plomo 7439-92-1 5.0  
Lindano 58-89-9 0.4  
Mercurio 7439-97-6 0.2  
Metoxiclor 72-43-5 10.0  



Metil etil cetona 78-93-3 200.0  
Nitrobenceno 98-95-3 2.0  
Pentaclorofenol 87-86-5 100.0  
Piridina 110-86-1 5.0  
Selenio 7782-49-2 1.0  
Plata 7440-22-4 25.0  
Tetracloroetileno 127-18-4 0.7  
Toxafeno 8001-35-2 0.5  
Tricloroetileno 79-01-6 0.5  
2,4,5-Triclorofenol 95-95-4 400.0  
2,4,6-Triclorofenol 88-06-2 2.0  
2,4,5-TP (silvex) 93-72-1 1.0  
Cloruro de vinilo 75-01-4 0.2  
____________________  
NOTA PIE DE PAGINA  
1      CAS = Chemical Abstract Service.  
  
2       El límite de cuantificación es superior al límite de control calculado. Por 
tanto, el límite de  
cuantificación se toma como el límite de control.  
  
3      Si las concentraciones de o-, p- y m-cresol no pueden ser diferenciadas, se 
debe usar la  
concentración total de cresol y su límite de control será igual a 200 mg/L.  

Fuente:     Subparte 261.24 del Título 40 del Código Federal de Regulaciones de 
los Estados Unidos de  
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ANEXO 12 

Convención de Viena sobre el derecho de los tratados 

Viena, 23 de mayo de 1969. 

Los Estados Partes en la presente Convención 

Reconociendo la importancia cada ves mayor de los tratados como fuente del 
derecho internacional y como medio de desarrollar la cooperación pacífica entre 
las naciones, sean cuales fueren sus regímenes constitucionales y sociales: 

Afirmando que las controversias relativas a los tratados, al igual que las demás 
controversias internacionales deben resolverse por medios pacíficos y de 
conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacional; 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Considerando la función fundamental de los tratados en la historia de las 
relaciones internacionales; 

Advirtiendo que los principios del libre consentimiento y de la buena fe y la 
norma "pacta sunt servanda" están universalmente reconocidos 

Recordando la resolución de los pueblos de las Naciones Unidas de crear 
condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las 
obligaciones emanadas de los tratados: 



Teniendo presentes los principios de derecho internacional incorporados en la 
Carta de las Naciones Unidas, tales como los principios de la igualdad de 
derechos y de la libre determinación de los pueblos, de la igualdad soberana y la 
independencia de todos los Estados, de la no injerencia en los asuntos internos 
de los Estados, de la prohibición de la amenaza o el uso de la fuerza y del 
respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de 
todos y la efectividad de tales derechos y libertades. 

Afirmando que las normas de derecho internacional consuetudinario continuaran 
rigiendo las cuestiones no reguladas en las disposiciones de la presente 
Convención, 

Han convenido lo siguiente: 

 

PARTE I 

Introducción. 

La presente Convención se aplica a los tratados entre Estados. 

2. Términos empleados. 1. Para los efectos de la presente Convención: 

Convencidos de que la codificación y el desarrollo progresivo del derecho de los 
tratados logrados en la presente Convención contribuirán a la consecución de 
los propósitos de las Naciones Unidas enunciados en la Carta, que consisten en 
mantener la paz y la seguridad internacionales, fomentar entre las naciones las 
relaciones de amistad y realizar la cooperación internacional; 

 

 

 

 

1. Alcance de la presente Convención. 

 

 



a) se entiende por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por escrito entre 
Estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único 
o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación 
particular; 

b) se entiende por "ratificación", "aceptación", "aprobación" y "adhesión", según 
el caso, el acto internacional así denominado por el cual un Estado hace constar 
en el ámbito internacional su consentimiento en obligarse por un tratado; 

c) se entiende por "plenos poderes" un documento que emana de la autoridad 
competente de un Estado y por el que se designa a una o varias personas para 
representar al Estado en la negociación, la adopción o la autenticación del texto 
de un tratado, para expresar el consentimiento del Estado en obligarse por un 
tratado, o para ejecutar cualquier otro acto con respecto a un tratado; 

d) se entiende por "reserva" una declaración unilateral, cualquiera que sea su 
enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar un tratado o al adherirse a el, con objeto de excluir o modificar los 
efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese 
Estado; 

e) se entiende por un "Estado negociador" un Estado que ha participado en la 
elaboración y adopción del texto del tratado; 

f) se entiende por "Estado contratante" un Estado que ha consentido en 
obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor el tratado; 

g) se entiende por "parte" un Estado que ha consentido en obligarse por el 
tratado y con respecto al cual el tratado esta en vigor; 

 

 

 

 

 

 

 



h) se entiende por "Tercer Estado" un Estado que no es parte en el tratado; 

2. Las disposiciones del párrafo I sobre los términos empleados en la presente 
Convención se entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos o del 
sentido que se les pueda dar en el derecho interno de cualquier Estado. 

3. Acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la presente 
Convención. El hecho de que la presente Convención no se aplique ni a los 
acuerdos internacionales celebrados entre Estados y otros sujetos de derecho 
internacional o entre esos otros sujetos de derecho internacional, ni a los 
acuerdos internacionales no celebrados por escrito, no afectara: 

a) al valor jurídico de tales acuerdos; 

c) a la aplicación de la Convención a las relaciones de los Estados entre si en 
virtud de acuerdos internacionales en los que fueren asimismo partes otros 
sujetos de derecho internacional. 

4. Irretroactividad de la presente Convención. Sin perjuicio de la aplicación de 
cualesquiera normas enunciadas en la presente Convención a las que los 
tratados estén sometidos en virtud del derecho internacional 
independientemente de la Convención, esta solo se aplicara a los tratados que 
sean celebrados por Estados después de la entrada en vigor de la presente 
Convención con respecto a tales Estados. 

5. Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados 
adoptados en el ámbito de una organización internacional. La presente 
Convención se aplicara a todo tratado que sea un instrumento constitutivo de 
una organización interna nacional y a todo tratado adoptado en el ámbito de una 
organización internacional, sin perjuicio de cualquier norma pertinente de la 

i) se entiende por "organización internacional" una organización 
intergubernamental. 

 

 

b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en la 
presente Convención a que estuvieren sometidos en virtud del derecho 
internacional independientemente de esta Convención; 

 

 



organización. 

 

PARTE II 

Celebración y entrada en vigor de los tratados. 

SECCIÓN PRIMERA 

Celebración de los tratados. 

 

a) si se presentan los adecuados plenos poderes, o 

2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se 
considerará que representan a su Estado: 

 

 

 

 

 

6. Capacidad de los Estados para celebrar tratados. Todo Estado tiene 
capacidad para celebrar tratados. 

7. Plenos poderes. 1. Para la adopción la autenticación del texto de un tratado, 
para manifestar el consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se 
considerará que una persona representa a un Estado: 

b) si se deduce de la práctica seguida por los Estados interesados. o de otras 
circunstancias, que la intención de esos Estados ha sido considerar a esa 
persona representante del Estado para esos efectos y prescindir de la 
presentación de plenos poderes. 

a) los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de relaciones exteriores, 
para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de un tratado; 



b) los Jefes de misión diplomáticas, para la adopción del texto de un tratado 
entre el Estado acreditante y el Estado ante el cual se encuentran acreditados; 

 

 

2. La adopción del texto de un tratado en una conferencia internacional se 
efectuara por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y votantes, a 
menos que esos Estados decidan por igual mayoría aplicar una regla diferente. 

10. Autenticación del texto. El texto de un tratado quedara establecido como 
auténtico y definitivo 

b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma "ad referéndum" o la 
rúbrica puesta por los representantes de esos Estados en el texto del tratado o 
en el acta final de la conferencia en la que figure el texto. 

11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un 
tratado. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá 
manifestarse mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan un 
tratado la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión, o en cualquier 
otra forma que se hubiere convenido. 

c) los representantes acreditados por los Estados ante una conferencia 
internacional o ante una organización internacional o uno de sus órganos, para 
la adopción del texto de un tratado en tal conferencia. Organización u órgano. 

8. Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización. Un acto 
relativo a la celebración de un tratado ejecutado por una persona que, conforme 
al articulo 7, no pueda considerarse autorizada para representar con tal fin a un 
Estado, no surtirá efectos jurídicos a menos que sea ulteriormente confirmado 
por ese Estado. 

9. Adopción del texto. 1. La adopción del texto de un tratado se efectuara por 
consentimiento de todos los Estados participantes en su elaboración, salvo lo 
dispuesto en el párrafo 2. 

 

a) mediante el procedimiento que se prescriba en él o que convengan los 
Estados que hayan participado en su elaboración; o 

 



 

12. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 
firma. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 
manifestara mediante la firma de su representante: 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 
que la firma tenga ese efecto; o 

2. Para los efectos del párrafo l: 

b) la firma "ad referéndum" de un tratado por un representante equivaldrá a la 
firma definitiva del tratado si su Estado la confirma. 

13. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante el 
canje de instrumentos que constituyen un tratado. El consentimiento de los 
Estados en obligarse por un tratado constituido por instrumentos canjeados 
entre ellos se manifestara mediante este canje: 

b) cuando conste de otro modo que esos Estados han convenido que el canje de 
los instrumentos tenga ese efecto. 

14. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 
ratificación, la aceptación o la aprobación. I. El consentimiento de un Estado 
en obligarse por un tratado se manifestara mediante la ratificación: 

a) cuando cl tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse 

a) cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto; 

c) cuando la intención del Estado de dar ese efecto a la firma se desprenda de 
los plenos poderes de su representante o se haya manifestado durante la 
negociación. 

a) la rubrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado cuando conste que los 
Estados negociadores así lo han convenido; 

 

a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto; o 

 

 



mediante la ratificación; 

c) cuando el representante del Estado haya firmado el tratado a reserva de 
ratificación; o 

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestará 
mediante la aceptación o la aprobación en condiciones semejantes a las que 
rigen para la ratificación. 

15. Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la 
adhesión. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 
manifestara mediante la adhesión: 

a) su canje entre los Estados contratantes: 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 
que se exija la ratificación; 

d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de ratificación se 
desprenda de los plenos poderes de su representante o se haya manifestado 
durante la negociación. 

 

a) cuando el tratado disponga que ese Estado puede manifestar tal 
consentimiento mediante la adhesión: 

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 
que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; o 

c) cuando todas las partes hayan consentido ulteriormente que ese Estado 
puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión. 

 

16. Canje o deposito de los instrumentos de ratificación aceptación 
aprobación o adhesión. Salvo que el tratado disponga otra cosa los 
instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión harán constar cl 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado al efectuarse: 

b) su depósito en poder del depositario; o 

c) su notificación a los Estados contratantes o al depositario si así se ha 
convenido. 



 

17. Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y opción 
entre disposiciones diferentes. 1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
19 a 23, el consentimiento de un Estado en obligarse respecto de parte de un 
tratado solo surtirá efecto si el tratado lo permite o los demás Estados 
contratantes convienen en ello 

 

a) si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el tratado 
a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya 
manifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado: o 

 

a) que la reserva este prohibida por el tratado; 

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que permita una 
opción entre disposiciones diferentes solo surtirá efecto si se indica claramente a 
que disposiciones se refiere el consentimiento. 

18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su 
entrada en vigor. Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales 
se frustren el objeto y el fin de un tratado: 

b) si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, durante el 
periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que esta no se 
retarde indebidamente. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Reservas 

19. Formulación de reservas. Un Estado podrá formular una reserva en el 
momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al 
mismo, a menos: 

b) que el tratado disponga que únicamente pueden hacerse determinadas 
reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o 



c) que, en los casos no previstos en los apartados a) y b), la reserva sea 
incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

 

20. Aceptación de las reservas y objeción a las reservas. 1. Una reserva 
expresamente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación ulterior de los 
demás Estados contratantes, a menos que el tratado así lo disponga. 

2. Cuando del numero reducido de Estados negociadores y del objeto y del fin 
del tratado se desprenda que la aplicación del tratado en su integridad entre 
todas las partes es condición esencial del consentimiento de cada una de ellas 
en obligarse por el tratado, una reserva exigirá la aceptación de todas las partes. 

3. Cuando el tratado sea un instrumento constitutivo de una organización 
internacional y a menos que en el se disponga otra cosa, una reserva exigirá la 
aceptación del órgano competente de esa organización 

4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el 
tratado disponga otra cosa: 

a) la aceptación de una reserva por otro Estado contratante constituirá al Estado 
autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese Estado sí el tratado 
ya esta en vigor o cuando entre en vigor para esos Estados: 

b) la objeción hecha por otro Estado contratante a una reserva no impedirá la 
entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la objeción y el 
Estado autor de la reserva, a menos que el Estado autor de la objeción 
manifieste inequívocamente la intención contraria; 

c) un acto por el que un Estado manifieste su consentimiento en obligarse por un 
tratado y que contenga una reserva surtirá efecto en cuanto acepte la reserva al 
menos otro Estado contratante. 

5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4. y a menos que el tratado disponga otra 
cosa, se considerara que una reserva ha sido aceptada por un Estado cuando 
este no ha formulado ninguna objeción a la reserva dentro de los doce meses 
siguientes a la fecha en que hayan recibido la notificación de la reserva o en la 
fecha en que haya manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado si 
esta ultima es posterior. 

 

21. Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. 
Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el tratado de 



conformidad con los artículos 19 20 y 23: 

a) modificara con respecto al Estado autor de la reserva en sus relaciones con 
esa otra parte las disposiciones del tratado a que se refiera la reserva en la 
medida determinada por la misma: 

b) modificara en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta a esa 
otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado autor de la reserva. 

2. La reserva no modificara las disposiciones del tratado en lo que respecta a las 
otras partes en el tratado en sus relaciones "inter se". 

3. Cuando un Estado que haya hecho una objeción a una reserva no se oponga 
a la entrada en vigor del tratado entre él y el Estado autor de la reserva, las 
disposiciones a que se refiera esta no se aplicaran entre los dos Estados en la 
medida determinada por la reserva. 

 

22. Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas. 1. Salvo que el 
tratado disponga otra cosan una reserva podrá ser retirada en cualquier 
momento y no se exigirá para su retiro el consentimiento del Estado que la haya 
aceptado. 

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva podrá ser 
retirada en cualquier momento. 

3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa: 

a) el retiro de una reserva solo surtirá efecto respecto de otro Estado contratante 
cuando ese Estado haya recibido la notificación: 

b) el retiro de una objeción a una reserva solo surtirá efecto cuando su 
notificación haya sido recibida por el Estado autor de la reserva. 

 

23. Procedimiento relativo a las reservas. 1. La reserva, la aceptación 
expresa de una reserva v la objeción a una reserva habrán de formularse por 
escrito y comunicarse a los Estados contratantes v a los demás Estados 
facultados para llegar a ser partes en el tratado. 

2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que haya 
de ser objeto de ratificación, aceptación o aprobación, habrá de ser confirmada 



formalmente por el Estado autor de la reserva al manifestar su consentimiento 
en obligarse por el tratado. En tal caso se considerará que la reserva ha sido 
hecha en la fecha de su confirmación. 

3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva 
anteriores a la confirmación de la misma, no tendrán que ser a su vez 
confirmadas. 

4. El retiro de una reserva o de una objeción a una reserva habrá de formularse 
por escrito. 

 

SECCIÓN TERCERA 

4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticidad de su texto, la 
constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, la 
manera o la fecha de su entrada en vigor, las reservas. las funciones del 
depositario y otras cuestiones que se susciten necesariamente antes de la 
entrada en v igor del tratado se aplicarán desde el momento de la adopción de 
su texto. 

 

 

Entrada en vigor y aplicación provisional de los tratados. 

24. Entrada en vigor. 1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha 
que en el se disponga o que acuerden los Estados negociadores. 

2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrara en vigor tan pronto 
como haya constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores en 
obligarse por el tratado. 

3. Cuando cl consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se haga 
constar en una fecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho tratado, este 
entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha fecha, a menos que el 
tratado disponga otra cosa. 

 

25. Aplicación provisional. 



1. Un tratado o una parte de él se aplicará provisionalmente antes de su entrada 
en vigor: 

 

a) si el propio tratado así lo dispone: o 

 

b) si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo. 

 

2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de el respecto de un 
Estado terminará si éste notifica a los Estados entre los cuales el tratado se 
aplica provisionalmente su intención de no llegar a ser parte en el mismo, a 
menos que el tratado disponga o los Estados negociadores hayan convenido 
otra cosa al respecto. 

 

 

 

PARTE III 

 

Observancia, aplicación e interpretación de los tratados. 

 

SECCION PRIMERA 

 

Observancia de los tratados. 

26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 
cumplido por ellas de buena fe. 

 



27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 46. 

 

 

SECCION SEGUNDA 

 

Aplicación de los tratados. 

28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no 
obligaran a una parte respecto de ningún acto o hecho que haba tenido lugar 
con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni de 
ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salso que una 
intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo. 

 

29. Ambito territorial de los tratados. Un tratado será obligatorio para cada 
una de las partes por lo que respecta a la totalidad de su territorio, salvo que una 
intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo. 

 

30. Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia. 1. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 103 de la Carta de las Naciones 
Unidas, los derechos y las obligaciones de los Estados partes en tratados 
sucesivos concernientes a la misma materia se determinaran conforme a los 
párrafos siguientes. 

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado anterior o 
posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese otro tratado 
prevalecerán las disposiciones de este úitimo. 

3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el 
tratado posterior, pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplicación 
suspendida conforme al articulo 59, el tratado anterior se aplicara únicamente en 
la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado 
posterior. 



4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el 
tratado posterior: 

a) en las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados se aplicará la 
norma enunciada en el párrafo 3: 

b) en las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un 
Estado que sólo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones recíprocos 
se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean partes. 

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 41 y no 
prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de un 
tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de responsabilidad en que 
pueda incurrir un Estado por la celebración o aplicación de un tratado cuyas 
disposiciones sean incompatibles con las obligaciones contraídas con respecto a 
otro Estado en virtud de otro tratado. 

 

 

SECCION TERCERA 

 

Interpretación de los tratados. 

31. Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de 
buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del 
tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 

2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. el contexto comprenderá, 
además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: 

a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las 
partes con motivo de la celebración del tratado: 

b) todo instrumento formulado por una o más partles con motivo de la 
celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al 
tratado; 

3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 

a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o 



de la aplicación de sus disposiciones: 

b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual 
conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado: 

c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones 
entre las partes. 

 

4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de 
las partes. 

 

32. Medios de interpretación complementarios. Se podrán acudir a medios de 
interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del 
tratado y a las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido 
resultante de la aplicación del artículo 31, o para determinar el sentido cuando la 
interpretación dada de conformidad con el artículo 31: 

 

a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o 

 

b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. 

 

33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 1. 
Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará 
igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las partes 
convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos. 

 

2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido 
autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si el 
tratado así lo dispone o las partes así lo convienen. 

 



3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual 
sentido. 

 

4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo 
previsto en el párrafo 1,. cuando la comparación de los textos autenticas revele 
una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación de los 
artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida 
cuenta del obijeto y fin del tratado. 

 

 

SECCION CUARTA 

 

Los tratados y los terceros Estados. 

34. Norma general concerniente a terceros Estados. Un tratado no crea 
obligaciones ni derechos para un tercer Estado sin su consentimiento. 

 

35. Tratados en que se prevén obligaciones para terceros Estados. Una 
disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer Estado si 
las partes en el tratado tienen la intención de que tal disposición sea el medio de 
crear la obligación y si el tercer Estado acepta expresamente por escrito esa 
obligación. 

 

36. Tratados en que se prevén derechos para terceros Estados. 1. Una 
disposición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer Estado si con 
ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir ese derecho al tercer 
Estado o a un grupo de Estados al cual pertenezca, o bien a todos los Estados y 
si el tercer Estado asiente a ello. Su asentimiento se presumirá mientras no haya 
indicación en contrario, salvo que el tratado disponga otra cosa. 

2. Un Estado que ejerza un derecho con arreglo al párrafo I deberá cumplir las 
condiciones que para su ejercicio estén prescritas en el tratado o se establezcan 
conforme a éste. 



 

37. Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de terceros 
Estados. 

1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una obligación 
para un tercer Estado, tal obligación no podrá ser revocada ni modificada sino 
con el consentimiento de las partes en el trarado y del tercer Estado, a menos 
que conste que habían convenido otra cosa al respecto. 

2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho para 
un tercer Estado, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado por las partes 
si consta que se tuvo la intención de que el derecho no fuera revocable ni 
modificable sin el consentimiento del tercer Estado . 

 

38. Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terceros 
Estados en virtud de una costumbre internacional. Lo dispuesto en los 
artículos 34 a 37 no impedirá que una norma enunciada en un tratado llegue a 
ser obligatoria para un tercer Estado como norma consuetudinaria de derecho 
internacional reconocida como tal. 

 

 

 

PARTE IV 

Enmienda y modificación de los tratados. 

39. Norma general concerniente a la enmienda de los tratados. Un tratado 
podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a tal acuerdo 
las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en que el tratado 
disponga otra cosa. 

40. Enmienda de los tratados multilaterales. 1. Salvo que el tratado disponga 
otra cosa, la enmienda de los tratados multilaterales se regirá por los párrafos 
siguientes. 

 

2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral en las relaciones entre 



todas las partes habrá de ser notificada a todos los Estados contratantes, cada 
uno de los cuales tendrá derecho a participar: 

a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a tal 
propuesta: 

4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a ningún 
Estado que sea ya parte en el tratado que no llegue a serlo en ese acuerdo, con 
respecto a tal Estado se aplicará el apartado b) del párrafo 4 del articulo 30. 

 

 

 

 

 

b) en la negociación y la celebración de cualquier acuerdo que tenga por objeto 
enmendar el tratado. 

3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará también 
facultado para llegar a ser parte en el tratado en su forma enmendada. 

5. Todo Estado que llegue a ser parte en el tratado después de la entrada en 
vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será considerado, de 
no haber manifestado ese Estado una intención diferente: 

a) parte en el tratado en su forma enmendada; y 

b) parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado que 
no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado. 

41. Acuerdos para modificar tratados multilaterales entre algunas de las 
partes únicamente. 1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán 
celebrar un acuerdo que tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus 
relaciones mutuas: 

a) si la posibilidad de tal modificación esta prevista por el tratado: o 

b) si tal modificación no está prohibida por el tratado. a condición de que: 



 

 

 

 

 

Nulidad, terminación y suspensión de la aplicación de los tratados. 

SECCION PRIMERA 

Disposiciones generales. 

2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no podrán 
tener lugar sino como resultado de la aplicación de las disposiciones del tratado 
o de la presente Convención. La misma norma se aplicará a la suspensión de la 
aplicación de un tratado. 

i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan en 
virtud del tratado ni al cunlplimiento de sus obligaciones: y 

ii) no se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con la 
consecución efectiva del objeto y del fin del tratado en su conjunto. 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 
disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demás partes 
su intención de celebrar el acuerdo y la modificación del tratado que en ese 
acuerdo se disponga. 

 

PARTE V 

 

 

42. Validez y continuación en vigor de los tratados. 1. La validez de un 
tratado o del consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado no podrá 
ser impugnada sino mediante la aplicación de la presente Convención. 



 

43. Obligaciones impuestas por el derecho internacional 
independientemente de un tratado. La nulidad, terminación o denuncia de un 
tratado, el retiro de una de las partes o la suspensión de la aplicación del 
tratado, cuando resulten de la aplicación de la presente Convención o de las 
disposiciones del tratado, no menoscabarán en nada el deber de un Estado de 
cumplir toda obligación enunciada en el tratado a la que esté sometido en virtud 
del derecho internacional independientemente de ese tratado. 

44. Divisibilidad de las disposiciones de un tratado. 1. El derecho de una 
parte, previsto en un tratado o emanado del artículo 56, a denunciar ese tratado, 
retirarse de el o suspender su aplicación no podrá ejercerse sino con respecto a 
la totalidad del tratado, a menos que el tratado disponga o las partes convengan 
otra cosa al respecto. 

b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación de esas 
cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en el tratado una 
base esencial de su consentimiento en obligarse por el tratado en su conjunto. y 

 

5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la división de 
las disposiciones del tratado. 

 

2. U na causa dc nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de las 
partes o de suspensión de la aplicación de un tratado reconocida en la presente 
Convención no podrá alegarse sino con respecto a la totalidad del tratado, salvo 
en los casos previstos en los párrafos siguientes o en el artículo 60. 

3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse sino 
con respecto a esas cláusulas cuando: 

a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que respecta a su 
aplicación; 

c) la continuación del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 

4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado facultado para 
alegar el dolo o la corrupción podrá hacerlo en lo que respecta a la totalidad del 
tratado o, en el caso previsto en el párrafo 3, en lo que respecta a determinadas 
clausulas únicamente. 



 

45. Pérdida del derecho a alegar una causa de nulidad, terminación, retiro o 
suspensión de la aplicación de un tratado. Un Estado no podrá ya alegar una 
causa para anular un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o suspender su 
aplicación con arreglo a lo dispuesto un los articulos 46 a 50 o en los artículos 60 
y 62, si, después de haber tenido conocimiento de los hechos, ese Estado: 

a) ha convenido expresamente en que el tratado es válido, permanece en vigor o 
continúa en aplicación, segun el caso; o 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

Nulidad de los tratados. 

2. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier 
Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y de buena fe. 

47. Restricción específica de los poderes para manifestar el 
consentimiento de un Estado. Si los poderes de un representante para 
manifestar el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado 
determinado han sido objeto de una restricción específica, la inobservancia de 

 

b) se ha comportado de tal manera que debe considerarse que ha dado su 
aquiescencia a la validez del tratado o a su continuación en vigor o en 
aplicación. según el caso. 

 

 

46. Disposiciones de derecho interno concernientes a la competencia para 
celebrar tratados. 1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en 
obligarse por un tratado haya sido manifiesto en violación de una disposición de 
su derecho interno concerniente a la competencia para celebrar tratados no 
podrá ser alegado por dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos 
que esa violación sea manifiesta y afecte a una norma de importancia 
fundamental de su derecho interno. 

 



esa restricción por tal representante no podrá alegarse como vicio del 
consentimiento manifestado por él, a menos quc la restricción haya sido 
notificadas con anterioridad a la manifestación de ese consentimiento, a los 
demás Estados negociadores. 

48. Error. 1. Un Estado podrá alegar un error en un tratado como vicio de su 
consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un hecho o a 
una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado en el momento de 
la celebración del tratado y constituyera una base esencial de su consentimiento 
en obligarse por el tratado. 

 

2. El párrafo I no se aplicara si el Estado de que se trate contribuyó con su 
conducta al error o si las circunstancias fueron tales que hubiera quedado 
advertido de la posibilidad de error. 

3. Un error que concierna sólo a la redacción del texto de un tratado no afectará 
a la validez de éste: en tal caso se aplicará el artículo 79. 

 

49. Dolo. Si un Estado ha sido inducido a celebrar un tratado por la conducta 
fraudulenta de otro Estado negociador, podrá alegar el dolo como vicio de su 
consentimiento en obligarse por el tratado. 

 

50. Corrupción del representante de un Estado. Si la manifestación del 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado ha sido obtenida 
mediante la corrupción de su representante, efectuada directa o indirectamene 
por otro Estado negociador, aquel Estado podrá alegar esa corrupción como 
vicio de su consentimiento en obligarse por el tratado. 

 

51. Coacción'sobre el representante de un Estado. La manifestación del 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que haya sido obtenida 
por coacción sobre su representante mediante actos o amenazas dirigidos 
contra él carecerá de todo efecto juridico. 

 

52. Coaccion sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza. Es nulo 
todo tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza o el uso de la 



fuerza en violación de los principios de derecho internacional incorporados en la 
Carta de las Naciones Unidas. 

 

53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento 
de su celebración. esté en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma 
imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y 
reconocida por la comunidad internalcional de Estados en su conjunto como 
norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por 
una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo 
carácter. 

 

 

SECCION TERCERA 

 

Terminación de los tratados y suspensión de su aplicación. 

54. Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus disposiciones 
o por consentimiento de las partes. La terminación de un tratado o el retiro de 
una parte podrán tener lugar: 

a) conforme a las disposiciones del tratado, o 

b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes después de 
consultar a los demás Estados contratantes. 

 

55. Reducción del número de partes en un tratado multilateral a un número 
inferior al necesario para su entrada en vigor. Un tratado multilateral no 
terminará por el solo hecho de que el numero de partes llegue a ser inferior al 
necesario para su entrada en v igor, salvo que el tratado disponga otra cosa. 

 

56. Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga 



disposiciones sobre la terminación, la denuncia o el retiro. 1. Un tratado que 
no contenga disposiciones sobre su terminación ni prevea la denuncia o el retiro 
del mismo, no podrá scr objeto de denuncia o de retiro a menos: 

a) que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de denuncia o 
de retiro: o 

b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza del 
tratado. 

2. Una parte deberá notificar con doce meses, por lo menos, de antelación su 
intención de denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al parrafo 1. 

 

57. Suspension de la aplicación de un tratado en virtud de sus 
disposiciones o por consentimiento de las partes. La aplicación de un 
tratado podrá suspenderse con respecto a todas las partes o a una parte 
determinada: 

a) conforme a as disposiciones del tratado, o 

b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes previa consulta 
con los demás Estados contratantes. 

 

58. Suspensión de la aplicación de un tratado multilateral por acuerdo 
entre algunas de las partes únicamente. 1. Dos o más parte en un tratado 
multilateral podrán celebrar un acuerdo que tenga por objeto suspender la 
aplicación de disposiciones del tratado, temporalmente y sólo en sus relaciones 
mutuas: 

a) si la posibilidad de tal suspensión está prevista por el tratado: o 

b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado. a condición de que: 

i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan en 
virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y 

ii) no sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

2. Salvo que en el caso previsto en el apartado a) del párrafo 1 el tratado 
disponga otra cosa, las partes interesadas deberán notificar a las demas partes 



su intención de celebrar el acuerdo y las disposiciones del tratado cuya 
aplicación se propone suspender. 

 

59. Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación implícitas 
como consecuencia de la celebración de un tratado posterior. 1. Se 
considerará que un tratado ha terminado si todas las partes en él celebran 
ulteriormente un tratado sobre la misma materia y: 

a) se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que ha sido 
intención de las partes que la materia se rija por ese tratado; o 

b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal punto incompatibles con 
las del tratado anterior que los dos tratados no pueden aplicarse 
simultáneamente. 

2. Se considerará que la aplicación del tratado anterior ha quedado únicamente 
suspendida si se desprende del tratado posterior o consta de otro modo que tal 
ha sido la intención de las partes. 

 

60. Terminacion de un tratado o sus pensión de su aplicación como 
consecuencia de su violación. 1. Una violación grave de un tratado bilateral 
por una de las partes facultará a la otra para alegar la violación como causa para 
dar por terminado el tratado o para suspender su aplicación total o parcialmente. 

2. Una violacion grave de un tratado multilateral por una de las partes facultará: 

a) a las otras partes. procediendo por acuerdo unánime para suspender la 
aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado. sea: 

i) en las relaciones entre ellas y el Estado autor de la violación: o 

ii) entre todas las partes; 

b) a una parte especialmente perjudicada por la violación para alegar ésta como 
causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente en las 
relaciones entre ella y el Estado autor de la violación; 

c) a cualquier parte, que no sea el Estado autor de la violación, para alegar la 
violación como causa para suspender la aplicación del tratado total o 
parcialmente con respecto a sí misma, sí el tratado es de tal índole que una 



violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radicalmente la 
situación de cada parte con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones 
en virtud del tratado. 

3. Para los efectos del presente artículo, constituirán violacion grave de un 
tratado: 

 

a) un rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o 

b) la violación de una disposición esencial para la consecución del objeto o del 
fin del tratado. 

 

4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposiciones del 
tratado aplicables en caso de violación. 

5. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicará a las disposiciones relativas a 
la protección de la persona humana contenidas en tratados de carácter 
humanitario, en particular a las disposiciones que prohíben toda forma de 
represalias con respecto a las personas protegidas por tales tratados. 

 

61. Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento. 1. Una parte podrá alegar la 
imposibilidad de cumplir un tratado como causa para darlo por terminado o 
retirarse de él si esa imposibilidad resulta de la desaparición o destrucción 
definitivas de un objeto indispensable para el cumplimiento del tratado. Si la 
imposibilidad es temporal, podrá alegarse únicamente como causa para 
suspender la aplicación del tratado. 

 

2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes 
como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender su 
aplicación si resulta de una violación, por la parte que la alegue, de una 
obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con respecto 
a cualquier otra parte en el tratado. 

 

62. Cambio fundamental en las circunstancias. 1. Un cambio fundamental en 



las circunstancias ocurrido con respecto a las existentes en el momento de la 
celebración de un tratado y que no fue previsto por las partes no podrá alegarse 
como causa para dar por terminado el tratado o retirarse de é1 a menos que: 

a) la existencia de esas circunstancias constituyera una base esencial del 
consentimiento de las partes en obligarse por el tratado, y 

b) ese cambio tenga por efecto modif'icar radicalmente el alcance de las 
obligaciones que todavía deban cumplirse en virtud del tratado. 

 

2. Un cambio fundamental en las circunstancias no podrá alegarse como causa 
para dar por terminado un tratado o retirarse de él: 

 

a) si el tratado establece una frontera; o 

 

b) si el cambio fundamental resulta de una violación por la parte que lo alega, de 
una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con 
respecto a cualquier otra parte en el tratado. 

 

3. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de las 
partes pueda alegar un cambio fundamental en las circunstancias como causa 
para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, podrá también alegar 
ese cambio como causa para suspender la aplicación del tratado. 

 

63. Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares. La ruptura de 
relaciones diplomáticas o consulares entre partes de un tratado no afectará a las 
relaciones juridicas establecidas entre ellas por el tratado, salvo en la medida en 
que la existencia de relaciones diplomáticas o consulares sea indispensable 
para la aplicacion del tratado. 

 

64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional 
general ("jus cogens"). Si surge una nueva norma imperativa de derecho 



internacional general, todo tratado existente que esté en oposición con esa 
norma se convertirá en nulo y terminará. 

 

 

SECCION CUARTA 

 

Procedimiento 

65. Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o 
terminación de un tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la 
aplicación de un tratado. 1. La parte que, basándose en las disposiciones de la 
presente Convención, alegue un vicio de su consentimiento en obligarse por un 
tratado o una causa para impugnar la validez de un tratado, darlo por terminado, 
retirarse de él o suspender su aplicacion, deberá notificar a las demás partes su 
pretensión. En la notificación habrá de indicarse la medida que se proponga 
adoptar con respecto al tratado y las razones en que esta se funde. 

2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no habrá 
de ser inferior a tres meses contados desde la recepción de la notificación, 
ninguna parte ha formulado objeciones, la parte que haya hecho la notificación 
podrá adoptar en la forma prescrita en el articulo 67 la medida que haya 
propuesto. 

3. Si. por el contrario, cualquiera de las demás partes ha formulado una 
objeción, las partes deberán buscar una solución por los medios indicados en el 
articulo 33 de la Carta de las Naciones Unidas. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado no 
haya efectuado la notificación prescrita en el párrafo 1 no le impedirá hacerla en 
respuesta a otra parte que pida el cumplimiento del tratado o alegue su 
violación. 

66. Procedimientos de arreglo judicialn de arbitraje y de conciliación. Si, 

4. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectara a los derechos o a 
las obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposiciones en 
vigor entre ellas respecto de la solución de controversias. 

 



dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya formulado la 
objeción, no se ha llegado a ninguna solución conforme al párrafo 3 del artículo 
65, se seguirán los procedimientos siguientes: 

a) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la 
interpretación del artículo 53 o el artículo 64 podrá, mediante solicitud escrita, 
someterla a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a menos que las 
partes convengan de común acuerdo someter la controversia al arbitraje: 

b) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la 
interpretación de cualquiera de los restantes artículos de la parte V de la 
presente Convención podrá iniciar el procedimiento indicado en el anexo de la 
Convención presentando al Secretario general de las Naciones Unidas una 
solicitud a tal efecto. 

67. Instrumentos para declarar la nulidad de un tratado, darlo por 
terminado, retirarse de él o suspender su aplicación. 1. La notificación 
prevista en el párrafo 1 del artículo 65 habrá de hacerse por escrito. 

2. Todo acto encaminado a declarar la nulidad de un tratado, darlo por 
terminado, retirarse de él o suspender su aplicación de conformidad con las 
disposiciones del tratado o de los párrafos 2 ó 3 del artículo 65, se hará constar 
en un instrumento que será comunicado a las demás partes. Si el instrumento no 
está firmado por el Jefe del Estado, el Jefe del Gobierno o el Ministro de 
Relaciones Exteriores, el representante del Estado que lo comunique podrá ser 
invitado a presentar sus plenos poderes. 

68. Revocación de las notificaciones y de los instrumentos previstos en los 
artículos 65 y 67. Las notificaciones o los instrumentos previstos en los articulos 
65 y 67 podrán ser revocados en cualquier momento antes de que surtan efecto. 

 

 

 

 

 

 

 



SECCION QUINTA 

 

Consecuencias de la nulidad, la terminación o la suspensión de la 
aplicación de un tratado. 

69. Consecuencias de la nulidad de un tratado. 1. Es nulo un tratado eusa 
nulidad quede determinada en virtud de la presente Convención. Las 
disposiciones de un tratado nulo carecen de fuerza jurídica. 

2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado: 

a) toda parte podrá exigir de cualquier otra parte que en la medida de lo posible 
establezca en sus relaciones mutuas la situación que habria existido si no se 
hubieran ejecutado esos actos; 

b) los actos ejecutados de buena le antes de que se haya alegado la nulidad no 
resultarán ilícitos por el solo hecho de la nulidad del tratado; 

3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50,51 ó 52, no se aplicará el 
párrafo 2 con respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, el acto de 
corrupción o 1a coacción. 

4. En caso de que el consentimiento de un Estado determinado en obligarse por 
un tratado multilateral este viciado, las normas precedentes se aplicarán a las 
relaciones entre ese Estado y las partes en el tratado. 

 

70. Consecuencias de la terminación de un tratado. 1. Salvo que el tratado 
disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la terminación de un 
tratado en virtud de sus disposiciones o conforme a la presente Convención: 

a) eximirá a las partes de la obligación de seguir cumpliendo el tratado; 

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes 
creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 

2. Si un Estado denuncia un tratado multilateral o se retira de él, se aplicará el 
párrafo 1 a las relaciones entre ese Estado y cada una de las demás partes en el 
tratado desde la fecha en que surta efectos tal denuncia o retiro. 

 



71. Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición con 
una norma imperativa de derecho internacional general. I. Cuando un 
tratado sea nulo en virtud del artículo 53, las partes deberán: 

a) eliminar en lo posible las consecuencias de todo acto, que se haya ejecutado 
basándose en una disposición que esté en oposición con la norma imperativa de 
derecho internacional general, y 

b) ajustar sus relaciones mutuas a la nosmas imperativa de derecho 
internacional general. 

2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 64, la 
terminación del tratado: 

a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo él tratado; 

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes 
creados por la ejecución del tratado antes de su terminación; sin embargo, esos 
derechos, obligaciones o situaciones podrán en adelante mantenerse 
únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté por sí mismo en 
oposición con la nueva norma imperativa de derecho internacional general. 

 

72. Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado. 1. Salvo 
que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto, la 
suspensión de la aplicación de un tratado basada en sus disposiciones o 
conforme a la presente Convención: 

a) eximirá a las partes enlre las que se suspenda la aplicación del tratado de la 
obligación de cumplirlo en sus relaciones mutuas durante el periodo de 
suspensión; 

b) no afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que el tratado haya 
establecido entre las partes. 

 

2. Durante el período de suspensión las partes deberán abstenerse de todo acto 
encaminado a obstaculizar la reanudación de la aplicación del tratado. 

 

 



 

PARTE VI 

Disposiciones diversas. 

73. Casos de sucesión de Estados, de responsabilidad de un Estado o de 
ruptura de hostilidades. Las disposiciones de la presente Convención no 
prejuzgaran ninguna cuestión que con relación a un tratado pueda surgir como 
consecuencia de una sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional 
de un Estado o de la ruptura de hostilidades entre Estados. 

 

74. Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados. La 
ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o más 
Estados no impedirá la celebración de tratados entre dichos Estados. Tal 
celebración por sí misma no prejuzgará acerca de la situación de las relaciones 
diplomáticas o consulares. 

 

75. Caso de un Estado agresor. Las disposiciones de la presente Convención 
se entenderán sin perjuicio de cualquier obligación que pueda originarse con 
relación a un tratado para un Estado agresor como consecuencia de medidas 
adoptadas conforme a la Carta de las Naciones Unidas con respecto a la 
agresión de tal Estado. 

 

 

 

PARTE VII 

Depositarios, notificaciones, correcciones y registro. 

76. Depositarios de los tratados. 1. La designación del depositario de un 
tratado podrá efectuarse por los Estados negociadores en el tratado mismo o de 
otro modo. El depositario podrá ser uno o más Estados, una organización 
internacional o el principal funcionario administrativo de tal organización. 

2. Las funciones del depositario de un tratado son de Carácter internacional y el 



depositario está obligado a actuar imparcialmente en el desempeño de ellas. En 
particular, el hecho de que un tratado no haya entrado en vigor entre algunas de 
las partes o de que haya surgido una discrepancia entre un Estado y un 
depositario acerca del desempeño de las funciones de éste no afectará a esa 
obligación del depositario. 

 

77. Funciones de los depositarios. 1. Salvo que el tratado disponga o los 
Estados contratantes convengan otra cosa al respecto, las funciones del 
depositario comprenden en particular las siguientes: 

a) custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le hayan 
remitido: 

b) extender copias certificadas conformes del texto original y preparar todos los 
demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse en virtud del 
tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a los Estados facultados para 
llegar a serlo; 

c) recibir las firmas del tratado v recibir y custodiar los instrumentos, 
notificaciones y comunicaciones relativos a éste; 

d) examinar si una firma, un instrumento o una notificación o comunicación 
relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, señalar el caso a 
la atención del Estado de que se trate; 

e) informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para llegar a 
serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos al tratado; 

f) informar a los Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado de la 
fecha en que se ha recibido o depositado el número de firmas o de instrumentos 
de ratificación, aceptación aprobación o adhesión necesario para la entrada en 
rigor del tratado; 

g) registrar el tratado en la Secretaría de las Naciones Unidas; 

h) desempeñar las funciones especificadas en otras disposiciones de la presente 
Convención. 

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el depositario acerca del 
desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión a la 
atención de los Estados signatarios y de los Estados contratantes o, si 
corresponde, del órgano competente de la organización internacional interesada. 



 

78. Notificaciones y comunicaciones. Salvo cuando el tratado o la presente 
Convención disponga otra cosa al respecto, una notificación o comunicación que 
debe hacer cualquier Estado en virtud de la presente Convención: 

a) deberá ser transmitida. si no hay depositario, directamente a los Estados a 
que esté destinada, o, si ha y depositario. a éste; 

b) sólo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado de que se trate 
cuando haya sido recibida por el Estado al que fue transmitida. o, en su caso, 
por el depositario; 

c) si ha sido transmitida a un depositario. sólo se entenderá que ha sido recibida 
por el Estado al que estaba destinada cuando éste haya recibido dcl depositario 
la información prevista en el apartado el del párrafo 1 del artículo 77. 

 

79. Corrección de errores en textos o en copias certificadas conformes de 
los tratados. 1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tratado. los 
Estados signatarios y los Estados contratantes adviertan de común acuerdo que 
contiene un error, éste, a menos que tales Estados decidan proceder a su 
corrección de otro modo, será corregido: 

 

a) introduciendo la corrección pertinenete en el texto y haciendo que sea 
rubricada pcr representantes autorizados en debida forma; 

b) formalizando un instrumento o canjeando instrumentos en los que se haga 
constar la corrección que se haya acordado hacer; o 

c) formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto original, un 
texto corregido de todo el tratado. 

 

2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a los 
Estados signatarios y a los Estados contratantes el error y la propuesta de 
corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer objeciones a la corrección 
propuesta. A la expiración del plazo fijado: 

 



a) si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y rubricará la 
corrección en el texto. extenderá un acta de rectificación del texto y comunicará 
copia de ella a las partes en el tratado y a los Estados facultados para llegar a 
serlo; 

b) si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará la objeción a los 
Estados signatarios y a los Estados contratantes. 

 

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el texto 
de un tratado haya sido autenticado en dos o mas idiomas y se advierta una falta 
de concordancia que los Estados signatarios y los Estados contratantes 
convengan en que debe corregirse. 

4. El texto corregido sustituirá "ab initio" al texto defectuoso. a menos que los 
Estados signatarios y los Estados contratantes decidan otra cosa al respecto. 

5. La corrección del texto de un tratado quc haya sido registrado será notificada 
a la Secretaría de las Naciones Unidas. 

6. Cuando se descubra un error en una copia certificada conforme de un tratado, 
el depositario extenderá un acta en la que hará constar la rectificación y 
comunicará copia de ella a los Estados signatarios y a los Estados contratantes. 

 

80. Registro y publicación de los tratados. 1. Los tratados, después de su 
entrada en vigor, se transmitirán a la Secretaria de las Naciones Unidas para su 
registro o archivo e inscripción, según el caso, y para su publicación. 

2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que éste 
realice los actos previstos en el párrafo; precedente. 

 

 

 

PARTE VIII 

Disposiciones finales. 



81. Firma. La presente Convencion estará abierta ala firma de todos los estados 
Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 
especializado o del Organismo Internacional de Energía Atómica, así como de 
todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de 
cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
a ser parte en la Convención, de la manera siguiente: Hasta el 30 de noviembre 
de 1969, en el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de la República de 
Austria, y, después, hasta el 30 de abril de 1970, en la sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York. 

 

82. Ratificación. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositaran en poder del Secretario general de 
las Naciones Unidas. 

 

83. Adhesión. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo 
Estado perteneciente a una de las categorias mencionadas en el articulo 81. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario general de las 
Naciones Unidas. 

 

84. Entrada en vigor. 1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto 
instrumento de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 
haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 

 

85. Textos auténticos. El original de la presente Convención, cuyos textos en 
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será 
depositado en poder del Secretario general de las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención. 

Hecha en Viena. el día veintitrés de mayo de mil novecientos sesenta y nueve. 



 

 

 

ANEXO 

1. El Secretario general de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá una 
lista de amigables componedores integrada por juristas calificados. A tal efecto, 
se invitará a todo Estado que sea miembro de las Naciones Unidas o parte en la 
presente Convención a que designe dos amigables componedores; los nombres 
de las personas así designadas constituirán la lista. La designación de los 
amigables componedores, entre ellos los designados para cubrir una vacante 
accidental, se hará para un periodo de cinco años renovable. Al expirar el 
periodo para el cual hayan sido designados, los amigables componedores 
continuarán desempeñando las funciones para las cuales hayan sido elegidos 
con arreglo al párrafo siguiente. 

2. Cuando se haya presentado una solicitud, conforme al articulo 66, al 
Secretario general, éste someterá la controversia a una comisión de conciliación, 
compuesta en la forma siguiente: 

El Estado o los Estados que constituyan una de las partes en la controversia 
nombrarán: 

a) un amigable componedor, de la nacionalidad de ese Estado o de uno de esos 
Estados, elegido o no de la lista mencionada en el párrafo 1, y 

b) un amigable componedor que no tenga la nacionalidad de ese Estado ni de 
ninguno de esos Estados, elegido de la lista. 

El Estado o los Estados que constituyan la otra parte en la controversia 
nombrarán dos amigables componedores de la misma manera. Los cuatro 
amigables componedores elegidos por las partes deberán ser nombrados dentro 
de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Secretario General haya 
recibido la solicitud. 

Los cuatro amigables componedores, dentro de los sesenta días siguientes a la 
fecha en que se haya efectuado el ultimo de sus nombramientos, nombrarán un 
quinto amigable componedor, elegido de la lista, que será Presidente. 

Si el nombramiento del Presidente o de cualquiera de los demás amigables 
componedores no se hubiere realizado en el plazo antes prescrito para ello, lo 
efectuará el Secretario general dentro de los sesenta días siguientes a la 



expiración de ese plazo. El Secretario general podrá nombrar Presidente a una 
de las personas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión de Derecho 
Internacional. Cualquiera de los plazos en los cuales deban efectuarse los 
nombramientos podrá prorrogarse por acuerdo de las partes en la controversia. 

Toda vacante deberá cubrirse en la forma prescrita para el nombramiento inicial. 

3. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Comisión, 
previo consentimiento de las partes en la controversia, podrá invitar a cualquiera 
de las partes en el tratado a exponerle sus opiniones verbalmente o por escrito. 
Las decisiones y recomendaciones de la Comisión se adoptarán por mayoría de 
votos de sus cinco miembros. 

4. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controversia todas 
las medidas que puedan facilitar una solución amistosa. 

5. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objeciones, y 
hará propuestas a las partes con miras a que lleguen a una solución amistosa de 
la controversia. 

6. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes a la 
fecha de su constitución. El informe se depositará en poder del Secretario 
general y se transmitirá a las partes en la controversia. El informe de la 
Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que en él se indiquen en cuanto a 
los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará a las partes ni tendrá otro 
carácter que el de enunciado de recomendaciones presentadas a las partes para 
su consideración, a fin de facilitar una solución amistosa de la controversia. 

7. El Secretario general proporcionará a la Comisión la asistencia y facilidades 
que necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por la Organización 
de las Naciones Unidas. 
 
 
 


	¿A QUIÉN LE CORRESPONDE VIGILAR LA RECOLECCIÓN DE LOSRESIDUOS HOSPITALARIOS? -APORTES DESDE EL DERECHO, PARASUPERAR UNA EMERGENCIA NACIONAL
	CONTENIDO
	LISTADO DE ANEXOS

	INTRODUCCIÓN
	1. SERVICIO PÚBLICO
	1.1 CONCEPTO DE “SERVICIO PUBLICO DE INTERÉS GENERAL” EN ELDERECHO COMUNITARIO EUROPEO

	2. LOS RESIDUOS HOSPITLARIOS: DE LA LEY 142 DE 1994 A LA LEY 430DE 1998
	2.1 “SERVICIO PUBLICO DOMICILIARIO”: UNA ESPECIE DEL GÉNERO“SERVICIO PUBLICO”
	2.2 EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD Y LOS “SERVICIOS PUBLICOSDOMICILIARIOS”
	2.3 LA LEY 430 DE 1998
	2.4 LEY 1252 DE 2008: SE REAFIRMAN LOS CRITERIOS DE LA LEY 430 DE1998
	2.5 BAJO EL ESQUEMA DE LA LEY 1252 DE 2008 ¿CUÁLES SON LASAUTORIDADES QUE SE ENCARGAN DE VIGILAR LA RECOLECCIÓN DE LOSRESIDUOS HOSPITALARIOS?

	3. LAS AUTORIDADES RESPONSABLES DE UN ADECUADO MANEJO DELOS RESIDUOS HOSPITALARIOS
	3.1 LA PERSPECTIVA AMBIENTAL
	3.2 CORPORACIONES AUTÓNOMAS REGIONALES
	3.3 PERSPECTIVA DE SALUD PÚBLICA
	3.4 SUPERINTENDENCIA DE PUERTOS Y TRANSPORTE
	3.5 PERSPECTIVA DESDE LAS ENTIDADES TERRITORIALES

	4. CONCLUSIONES
	BIBLIOGRAFÍA
	ANEXOS
	Anexo A. Noticias referentes a la recolección de los residuos hospitalarios
	Año 1992
	Año 1993
	Año 1995
	Año 1997
	Año 1998
	Año 1999
	Año 2000
	Año 2001
	Año 2002
	Año 2003
	Año 2004
	Año 2006
	Año 2007
	Año 2008
	Año 2009

	Anexo B. Leyes y decretos reguladores del tema.
	ANEXO 1
	ANEXO 2
	ANEXO 3
	ANEXO 4
	ANEXO 5
	ANEXO 6
	ANEXO 7
	ANEXO 8
	ANEXO 9
	ANEXO 10
	ANEXO 11
	ANEXO 12



